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í¡. A, Puerto del Ro»»rin v. Bentui. 

ICiCOtt y ntrof: p. 4nfi. 
Snr. Cnm. de Ke»P. L»''*- Rl° Orande 

¥. Ahdulla y Cl», Lid*.: p. 171). 
Hnr% de Re»P. Ltd*. Autnnetli Ha». 

v, Prntf, de Mondón: p 4&1. 
Soe de Renp. Llda. It»rAn de Klo 

Soi-. de lle*n. Ltda. Emp. Central Ca- 

•¡Ida ». ProT, de CírJnlia- p. 413. 
Piie de Ue«p, Ltd». "Flnrpiilino ílon- 

iitlei" v. flendln. Manuel: p, 103. 
Sn,-. de Re.p. Ltd». "Mina San le»» 

rio" ¥. Aduana: p. 00. 
Soc. de Re»n- Ltda. Trinco t. Naflíio 

Areentina: p 2.14. 
Hnnnet de «an»l;ujn. Sellv v. Pro», di- 
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8ouler*u«i. Andrf* y olro v, lmp. ln- 

t.*rr p. 143. 

Horrara y Jk'Oedtíito, v. Ciinir- 

dvlla, Antonio: p. 383. 
Sztralka, Jtmi v, PlncC*«T, Nula: p. 

311. 



TVrriia. Toma» v. Mnrvm). Jeiús V. y 

CU.: p. acó. 

Tüü India liuubir. Cutía IVicha And 
Ttleirraph Works y. Lugano. 1UÜL 
A.: p. 331. 



LJnnmln. Arturo A. v. CobmJo Ajrrjtrio 

Nacional: P. 573. 
Urquiia d« Wáé&t Valiente. ] tulliré* r. 

Conuja Aerarla Nacional: |i. 112, 



Vnnelii de Dublanr, Emilia y olra t, 
l'rov. du San Luis: p. 610. 

Veroli de Majrrini. Italia v. Nación 
Argentina: p, 47-1. 

Vkari. Amalia M. Vnneltí de y olra 
v. Trqv. di' Han Luí»; p. CIO. 

w 

VlVIbor,, Enrique C,i p. 5G6. 



Yep«i, RuHn: p, 407. 



Zalaiar. Iíam6n, u Atet«da o Utnftex: 
p. 312. 

Zaimiti, Marro* (mi nictf ttSn) : p, M, 
ZiHla, E|ÍdÍo v. SniirigliQ lino*.: p. 2ft. 
Zubillnpa. Otilio (tu B uif sión) ¡ p, Sil, 



INDICE ALFABETICO POR MATERIAS 

A 

ABOGADO. 

1, Al efectuar la inscripción en la matrícula de abogados de 
la Corte Suprema el Prosecretario de esta entregará al intere- 
sado una constancia de ella: p. 624. 

ABSENTISMO. 

Ver: Impuesto, 1; Impuesto a los Réditos, 9. 

ACCIDENTES DEL TRABAJO (>>• 

Derechos de los beneficiarios y Caja de Garantía. 

1. E] art. 9° de la ley 9688 debe interpretarse en el sentido 
de que el importe de la indemnización por accidente del trabajo, 
no será entregado al interesado, sitio depositado en ln coja de 
garantía. 

El art. 9° de la ley 9688 prima sobre las disposiciones ante- 
riores de las leyes o decreto» provinciales: p. 600, 

ACCION DE NULIDAD. 

Ver: Recurso Extraordinario, 20. 

ACCION DE REPETICION. 

Ver: Aduana, 2; Jurisdicción y Competencia, 17; Pagos, 

3, 7, 9, 

ACTOS ADMINISTRATIVOS (-). 

X. Los a«-tos administrativos del P. E. cumplidor en ejerci- 
cio de facultades reglada» y con los requisitos necesarios para 

(i) Ver tnmiiién: Recurso e* t roo iá i nario, B, 15. 
(a) V«jr también: Ejfireito, 1; l'cnmone» militaren, 1. 




HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



ADUANA 



su validez — forma y competencia — son irrevocables por aquél. 
A falta de dichos "requisitos pueden ser válidamente? revoca- 
dos: p. 497. 

ACUMULACION DE ACCIONES. 

Ver: Recurso Extraordinario, 49, 

ADUANA <'). 

Importación. 
Aforo. 

1. La introducción de "papel común blanco para diarios sin 
ravas paralelas de apun". así declarada sin ..Kservneinn de la 
Aduana, se halla pravada eon el derecho fijado en la partida 
2595 de la Tarifa de Avalúos, y el decreto del P. E. del 24 
de octubre de 1936, que manda despacharlo por la partida 
'\-,94 referente al papel para envolver, es violatorio del art. 
M, inc. 2*. de la Constitución Nacional : p. 536. 

Prueba de destino. 

2. A falta de prueba del destino real y efectivo de las mer- 
caderías importadas, procede rechazar la demanda tendiente 
a obtener la devolución de Ins derechos aduaneros papados por 
aquel concepto; p. 586. 

Infracciones. 
Contrabando. 

3. La omisión de la declaración impuesta por el decreto del 
24 de junio de 1931 con respecto a las alhajas que excedan la 
suma fijada por él importa, en principio, contrabando: p. 529. 

Penalidades. 

4. Procede declarar en comiso lan merenderías nepociables no 
manifestadas embarcadas clandestinamente y escondidas por los 
tripulantes de un buque en la sección máquinas del mismo y 
aplicar una multa ipual al valor de aquéllas a los agentes del 
vapor: p. 522. 

Procedimiento. 

6. Es indiscutible la personería de los apoderados defiipnades 
por la Dirección General de Aduanas para representar al Fisco 
Nacional en los juicios respectivos con arreplo al decreto 

(i) Ver también: Ferrocnmlca, 4; Implícito* Intimo?, 4. 
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2459/45 que es válido por razón de su origen, ha subsistido 
no obstante la terminación del gobierno de facto y ha sido 
ratificado por la ley 12.922 i p. 221. 

Recursos. 

6. La resolución de la Aduana que impone una multa de ca- 
rácter penal pasa en autoridad de cosa juzgada cuando no se 
interponen contra la misma los recursos que establecen las 
Ordenanzas de Aduana; por lo que es improcedente la acción 
de repetición de lo pagado en dicho concepto aun cuantío el 
actor objete no haberse cumplido la condición a que se refiere 
el art. 1063 de dicho cuerpo legal: p. 586. 

7. El recurso previsto en el art. 1063 de las Ordenanzas de 
Aduana no comprende a la resolución administrativa que or- 
dena el papo de derechos de importación correspondientes a 
mercaderías introducidas libres de derechos respecto de las 
cuales la Aduana considera probado que fueron desviadas del 
destino en que se fundó la franquicia: p. 90. 

ALEVOSIA. 

Ver: Homicidio, 2. 

ANOTACION DE LITIS. 

Ver: Recurso extraordinario, 2. 

APREMIO, 

Ver: multas, 1. 

ARBITROS. 

Ver: Constitución Nacional, 13; Recurso extraordinario, 20. 
ARMADA. 

Ver: Pensiones militares, 2. 
ARRENDAMIENTO. 

Ver: Desalojamiento, 1; Recurso extraordinario, 6, 16, 34. 
ARRESTO. 

Ver; Recurso extraordinario, 4, 10. 

Ver: Impuesto, 1¡ Impuesto a los réditos, 9. 



M6 COMKHCIO INTKKI'IWVINCIAL 

AUTARQUIA. 

Ver: Recurso ordinario de apelación, 6. 



C 

CAJA DE GARANTIA. 

Ver: Accidentes, del trabajo, 1; Recurso extraordinario, 8, 
OAJA DE MATERNIDAD (>). 

1, La prohibición de trabajar y la asignación del subsidio es- 
tablecidas por la Ley 11. ¡133 no están supeditadas al cumpli- 
miento! dé condición alguna —ni siquiera al papo de la contri- 
bución trimestral — por parte de las empleadas en cuyo favor 
se han establecido. Al reglamentar el modo de conceder dielto 
Subsidio —cuyo pago no está subordinado a la constitución del 
c.pital de la Caja respectiva sino tan sólo al transcurso de un 
ano a partir de la fecha de promulgación de la ley— el P. E. 
debe Imperio de manera que en ningún caso las mujeres a que 
bc refiere la ley puedan resultar privadas del mismo: p. 13. 

CAJA NACIONAL DE JUBILACIONES Y PENSIONES 
CIVILES. 

Ver: Recurso ordinario de apelación, 7. 
CAMARA FEDERAL. 

Ver: Recurso de queja, 1; Recurso extraordinario. 41. 
COMERCIO INTERPROVINCIAL ( 3 ). 

1. No impide el ejercicio de la jurisdicción provincial la eir- 
ounstancia de que las decisiones que se dietaran puedan afectar 
¡ndireetamente el comercio interprovincial o internacional : p. 

28. 

2. La* provincias no se hallan autorizadas para dictar leyes 
o retrl amentos de carácter peneral o municipal que comporten 
directa o indirectamente trabar o perturbar de cualquier modo 
que no signifique el ejercicio de sus poderes de policía, la libre 
circulación territorial o que puedan afectar el derecho de re- 

(i> Vtf también: Constitución Nocional, 21, 
(3) Ver tamljién: Constitución Nacional, 30. 
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glnmentar el comercio, conferido ni Congreso de la Nación con 
el carácter tle una facultad exclusiva: p. 413. 



COMISO 

Ver: Adu 



COMPRAVENTA. 

Ver: Impuesto n los réditos, 7, 




del poder público, nota que debe estar presente en la diluci- 
dación de los problemas (pie se planteen con motivo de la in- 
terpretación de las normas que las rigen i p. 2«. 



CONFISCACION. 

Ver: Constitución Nacional, 8; Impuesto, 1; Papo. 8; líecurso 
extraordinario, 46, 55. 

CONGRESO NACIONAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 4; Legislación común, 2; 
Pena, 3. 

CONSEJO AGRARIO NACIONAL. 

Ver: Recurso ordinario de Apelaeión, 6. 

CONSTITUCION NACIONAL {=). 
Principios generales. 

1. La interpretación constitucional ha de tender al desenvol- 
vimiento armónico de las. autoridades federales y locales y no 
al choque y oposición de las mismas: p. 28. 



(i) Ver también: Constitución Nacional, 12; Ferrocarriles, 1, 2; 
Jurisdicción y competencia, 2; Recurso extraordinario, IT, 18, 27. 

('Jt Ver tAmbién: Comercio interprovincial, 2; Gobierno de tacto, 
3, 4, 5; Impuesto*, 1, 5, «; Impuestos internos, 3; Pago, 1. 
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CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD. 

Facultades del Poder Judicial, 

2. Es ajeno a la jurisdicción de los tribunales fedérale? la 
cordura, acierto y conveniencia con que ejercitan sus faculta- 
des propias l«s autoridades provinciales ¡ p. 28. 

3. La presunción de validez de las leyes no debe ceder sino 
ante una prueba tan clara y precisa como sea posible de la 
transgresión constitucional que se les imputa : p. 200. 

Interés para impugnar la constltndonnUdad. 

4. La supuesta desigualdad que, interpretando el art. 57 del 
decreto 33.302/45 en el sentido de (pie la doble indemnización 
a que se refiere comprende tamhién la correspondiente a la 
falta de preaviso, surgiría en perjuicio del empleado a quien 
se diera preaviso, no puede ser alegada por el patrón deman- 
dado por cobro de «Helia doble indemnización: p. 71. 

Derechos y garantios. 
Defensa en juicio. 

Principio» ¡ffnt'ralft, 

5. La garantía de la defensa en juicio requiere la existencia 
de la posibilidad de ocurrir ante algún órirano jurisdiccional 
en procura de justicia y, por consiguiente, la licitud de los ac- 
tos tendientes n obtener la decisión de los jueces sobre los de- 
rechos que les interesados —inclusive el Estado— entienden 
asistirles: p. 28. 

Procedimiento y xmteneia. 

6. El decreto ,12.347 no viola la garantía de la defensa en 
juicio en los casos en que no ha sido óbice para la adecuada 
defensa del recurrente. 

Los artfi. 8"j v sietes, de] decreto 32,347 no introducen modi- 
ficación notable en el régimen de la producción de la prueba 
pericial, respecto de las explicaciones que cabe requerir a los 
peritos, que en el procedimiento ordinario son facultativas del 
juez. La circunstancia de que el juez del trabajo limitara las 
explicaciones requeridas a los peritos no constituye agravio su- 
ficiente a la defensa en juicio ni sustenta el recurso extraor- 
dinario: p. 2íi0. 

7. No causa agravio suficiente al art. 18 de ta Const. Nació- 
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da respecto del cargo de las costas, no se le haya dado audien- 
cia personal, que no pidió oportunamente: p. 534. 

Derecho de propiedad. 

S. Aunque la eonfiscatoriedad de un honorario pudiera de- 
mostrarse mediante la relación de su monto con el valor del 
juicio respectivo, no corresponde atribuir aquel carácter a un 
monto mínimo de 20 m$n. más el 20 % sobre $ 68 como hono- 
rario del .inicio principal y de un 5 % de esa escala para el 
incidente de pereneión : p. 454. 

9. El no haber sido posible prever en loa cálenlos del negocio 
el aumento de emergencia establecido a partir del F de diciem- 
bre de 1945 por el art. 62 del decreto 33.302/45 dictado el 21 
de dicho mes no basta para considerar a esa disposición viola- 
toria del derecho de propiedad en razón de su efecto retroac- 
tivo : p. 193. 

10. El derecho adquirido a obtener mediante la ejecución de 
una sentencia firme lo que ésta determina, no puede ser suhs- 
taneialmente alterado por una ley posterior, tanto en lo rela- 
tivo a la determinación imperativa del derecho como a la efi- 
cacia ejecutiva de aquélla. No comporta esa alteración incons- 
titucional la ley que se limita a regular el modo y tiempo de 
obtener el efecto de manera distinta a la que establecía la ley 
vigente cuando el fallo judicial se dictó, a menos que la nueva 
regulación lo destituyera prácticamente de su eficacia; lo cual 
habría de apreciarse con el mismo criterio que otras regulacio- 
nes legales de emergencia por Ins que se modificara circuns- 
tancialmente los alcances atribuidos a ciertos derechos por las 
leyes bajo el imperio de las cuales se los adquirió: p. 405. 

11. El derecho reconocido por una sentencia firme queda in- 
corporado al patrimonio del interesado y protegido por el art. 
17 de la Const. Nacional ¡ de modo que no puede válidamente 
privársele de él so pretexto de haberse dictado aquélla por 
error: p. 303. 

Igualdad. 

12. El art. 16 de la Const. Nacional no impide que la legisla- 
ción contemple de manera distinta situaciones que considera 
diferentes, con tal que el criterio de distinción no sea arbitra- 
rio, no responda a un propósito de hostilidad a personas o gru- 
pos de personas determinados, o importe indebido favor o pri- 
vilegio personal o de grupo. 

No hay desigualdad en tratar a las sociedades concesionarias 
de servicios públicos de distinto modo que a los que no lo son, 
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si se las trata así ni razón de ser concesionarias y de los tér- 
minos de la concesión : p, 28. 

13. La circunstancia de no admitirse en el procedimiento del 
trabajo la renuncia unilateral a la vía del arbitraje no consti- 
tuya discriminación preferencia] arbitraria violatoria del ¡irí. 
Itíde tu Const. Nacional : p. 3TT: 

Conatitucionalidad e inconstitucional] dad. 

lleves nacionales 

Co mmr*. 

14. El art. fi7 del decreto 33.302/45 aplicado respecto de em- 
pleados despedidos con posterioridad a la vigencia de aquél no 
m violatorio art. 17 de la Const. Nacional : p. 2ó. 

16. El art. H7 del decreto 33,302/45 aplicado respecto de &j0r 
picados despedidos con posterioridad a la vigencia de aquél no 
es violatorio del art. 17 de la Const. Nacional ¡ p. 71. 

16. El art. V de la ley 12.998 en euanto manda suspender les 
desalojos hasta el 30 de junio de 1949 aunque exista sentencia 
firme que los ordene, no es violatorio de la Const. Nocional: 
p. 405, 

17. Las disposiciones del Código Civil sobre privilegios de los 
(•rédito* por impnestos provinciales no invaden atribuciones 
privativas de los pobiernos locales ni son violatorios de los 
¡»rts. 104 y IOS de la Const. Nacional : p. 487. 

18. El art. 2* de la ley 11.729 no es inconstitucional en cuan- 
to manda computar como base para la indemnización per anti- 
güedad el tiempo anterior a la vigencia de aquélla; p. 162. 

FtoccMIcí, 

19. El art. 4" del decreto 32.347/44 es una norma nacional 
tendiente a resolver los conflictos de competencia que se ori- 
ginen con motivo de la coexistencia en el país de distintas ju- 
risdicciones tanto de las provincias como de la Nación y no 
comporta violación de la Const. Nueional i p. 96. 

Decretos nicloDtlei. 

¡mpvrMtúi Interna. 

20. El art. 23 del Tít. VII de la Iíeglnm. General de Imp. 
Interno* es constitucional: p. 317. 



Jubilacfonei y pensiones. 



21. El art. 35 del decreto 124.925/42, reglamentario de la ley 
11.933, en cnanto supedita el otorgamiento del subsidio a la 
mujer parturienta al pago de la contribución trimestral que 
establece el art. 4* de dicha ley, se aparta de ésta y del art, 86, 
ine. 2», de la Const. Nacional: p. 13. 

Vario». 

22. El art. 45 del decreto 33.302/45, en manto impone a los 
patronea la obligación imprevista de pagar el sueldo anual 
complementario cor respondiente al ejercicio del ano 1945, con- 
cluido cuando se promulgó el decreto, comportó una retroaeti- 
vidad requerida por exigencias de orden público, frente a la 
cual no existen derechos adquiridos. Por ello la norma men- 
cionada no es violatoria de las disposiciones de la Const. Na- 
cional que aseguran el derecho de propiedad: p, 25. 

23. El art. 67 del decreto 33.302/45, en cuanto limita a un 
período de dos años la duración del régimen de doble indem- 
nización (pie establece, no es violatorio del art. 16 de la Const. 
Nacional : p. 71. 

24. El art. 45 del decreto 33,302/45. en > uanto impone a los 
patronea la obligación imprevista de pagar el sueldo anual 
complementario correspondiente al ejercicio del año 1945, con- 
cluido cuando se pronuilgó el decreto, comportó una retroacti- 
vidad requerida por exigencias de orden público, frente a la 
cual no existen derechos adquiridos. Por ello la norma men- 
cionada no es violatoria de las disposiciones de la Const. Na- 
cional que aseguran el derecho de propiedad : p. 71. 

25. Los decretos 32,347/44 y 33,302/45 no son inconstitucio- 
nales por razón de su origen. Tampoco lo es el último de ellos 
por razón de su carácter retroactivo : p. 154. 

28. El art. 62 del decreto 33.302/45 en cnanto establece los 
aumentos de emergencia con efecto retroactivo a partir del i' 
de diciembre de 1945, es constitucional con respecto a las rela- 
ciones jurídicas que al tiempo de la vigencia de aquel no ha- 
bían quedado concluidas por un papo regularmente efectuado, 
alcance con el cual fué dictada dicha disposición que. al decir 
"remuneraciones (pie abonen", se refiere a los papos de sala- 
rios que se efectúen a partir de la vigencia de la norma: p. 193. 
27. El decreto 7618/44. referente al Estatuto del Periodista, 
no es inconstitucional por razón de su origen ni por causa de 
la rctrnactividad que establece su art. 41. Tampoco es violato- 
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riü de la igualdad su art. 67 al acordar a los periodistas bene- 
fieios que no tienen otros gremios: p. 137. 

28. Es válido por razón de su origen el arañe*] do honoraria 
de abogados y procuradores creado por decreto del gobierno 
de facto y ratificado por la ley 12.U97: p. 212. 

Leyes provinciales, 

Buenos Airtt. 

29. Las normas provinciales que, como el art. 13 del ''ótl. de 
Proceds, en lo contencioso administrativo de la Prov. de Bs. 
Aires, establecen término para la iniciación de demandas con- 
tencioso adminis. cativas son válidas ennstitueionalniente en 
cuanto se limitan a la reglamentación del ejercicio de las nor- 
mas ncordadns en el orden local si de esa manera no se restrin- 
gen derecha* acordados por las leyes de la Nación, lo (pie no 
ocurre si la vía seguida no es la única ponible para el ejercicio 
de] control federal de constitucional ¡dad : p. 526. 

Córdoba, 

30. Las disposiciones de la ley 30(53 de la Prov. de Córdoba 
y su decreto reglamentario 28.019. serie e), referentes a las 
condiciones en que dentro del territorio de aquélla debe titee* 
tuarse el transporte de pasajeros no pueden ser aplicados, sin 
violar las nrts. 31 y 67. inc. 12, de la Cnnst. Nacional, a las 
empresas que, por realizar el transporte interprovincial de 
pasajeros, están regidas exclusivamente por la ley nacional 
12.346; por le que procede la devolución tic las multas cobra- 
das a dichas empresas por supuestas Infracciones n la ley y ni 

decreto mencionados; p. 413. 
Mendosa. 

31. El art. 382 del Cód. de Procedimientos Civiles de la Prov. 
de Mendoza es constitucional en cuanto se limita a la regla- 
mentación de las acciones acordadas en el orden provincial si 
de esa manera no se restringen derechos otorgados por las le- 
yes de la Nación : p. 451. 

Impuestos y contribuciones provinciales. 
Territorial. 

32. El adicional a la contribución territorial creado por el 
art. r. inc. 5*. de la ley 4204 de la Prov. de lis. Aires, cobrado 
a los condominos del inmueble atendiendo ni valor total del 
mismo v con prescindeneia de la parte ideal de cada uno de 
aquellos es violatorio de los arts. 4» y 16 de la Const. ffim» 
nal : n. 431. 
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CONTESTACION A LA DEMANDA. 

Ver: Demanda, 1; Litiscontestaeión, 1, 

CONTRABANDO. 

Ver: Aduana, 3. 

CONTRATO DE TRABAJO. 

Ver: Constitución Nacional, 9. 13, 18, 25. 2G; Recurso extra- 
ordinario, 23, 40. 

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD. 

Ver: Constitucional Nacional, 1, 3, 4. 29; Desalojamiento, 1; 
Gobierno de facto. 1; Jurisdicción y competencia, 18; Recurso 
extraordinario, 13, 42, 44. 

CORTE SUPREMA. 

Ver: .Jurisdicción y mnpetcncia, 7, 11; Medidas disciplina- 
rias, 1. 

COSA JUZGADA. 

Ver; Aduana, 6; Constitución Nacional, 10, 11, 1G; Jurisclie- 
-ión y competencia, 13 ; Recurso extraordinario, 1, 4G. 

COSTAS ('). 
Naturaleza del juicio. 

Impuesto a. los réditos. 

1, El art. 48 de la ley 11.682 (t. o.) no es óbice para que se 
exima del papo de las costas del juicio a la parte que en 1* 
y 2* instancias obtuvo fallo Favorable revocado en 3' instancia 
por la Corte Suprema: p. 129. 

Expropiación. 

2. Para la aplicación del art. 18 de la ley 180, reformado por 
el decreto 17.ÍÍ20/44 debe prescindirse de lo relativo a] derecho 
del dueño a las mejoras efectuadas por el usufructuario ex- 
propiador, que constituyó nn capítulo aparte en el litigio, y 
atenerse al importe del valor asignado a la tierra y a las me- 
joras introducidas por el propietario cuando comenzó la ocu- 
pación por el usufructuario: p. 390. 

(l) Ver también: Constitución Nacional, 7. 
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3. Las rostas del juicio de expropiación deben ser pagadas en 
el orden causado si el dueño del bien requirió como justo pre- 
cio et que !e asignó el perito que él propuso, y el que en defi- 
nitiva fija la sentencia es inferior al ofrecido por el expropia- 
dor más el §0 % de la diferencia entre éste y el pretendido 
por el propietario; p. 249. 

Desarrollo del juicio. 
Allanamiento, 

4. Resultando <le los antas que la actitud de la demándela 
hizo necesaria la iniciación de la ejecución son a su cargo las 
cnstas devengadas, aun cuando se paparon los alquileres acleu- 
dudos antes del di licénciamiento del mandamiento: p. 12C. 

De a . sural e n to. 

5. Son a carpo de la demandada las costas del juicio de des- 
alojo que se inició a raíz de la mora en el pago de los alquile- 
res, aun cuando la causa se desistió luepo a raíz del papo de 
aquéllos, haciéndose por el íictor, la salvedad respecto de la 
imposición de las costas: p. 128. 

CUESTION JUSTICIABLE. 

Ver: Constitución Nacional, 2; Expropiación. 1, 2; Gobierno 
de faeto, 1. 

D 

DA308 Y PERJUICIOS ('). 
Responsabilidad del Estado. 

Casos Tirios. 

t. Los herederos que, por convenio con el denunciante que 
previa autorización de las autoridades de la provincia donde 
residía el causante inició el juicio de herencia vacante, reco- 
nocieron el derecho de éste para cohrar el importe de los tra- 
bajos judiciales realizados, carecen de derecho para reclamar 
de la provincia, en juicio originario contra ésta ante la Corte 
Suprema la devolución de la suma que en la respectiva decu- 
rión paparon en virtud (le dicho convenio, aunque aleguen 

(i) Ver también: Deniautliis contra la Nación, 2; Jurisdicción y 
Competencia, 16. 
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itiregularidades y circunstancias que no afectan la validez de 
lo pactado. Tales cuestiones sólo podrían plantearse en el co- 
rrespondiente juicio ordinario de repetición con intervención 
del otro contratante: p. 610. 

DECRETO-LEY. 

Ver: Aduana. 5: Constitución Nacional, 25, 27. 28; Gobierno 
de facto, 1, 2, 3, 4, 5. 

DECRETOS NACIONALES. 

Ver: Recurso extraordinario. 33. 

DEFECTO LEGAL. 

Ver: Excepciones, 1. 

DEFENSA EN JUICIO. 

Ver: Constitución Nacional, 5. fi, 7: Impuestos internos, 3; 
Recurso extraordinario, 5. 47; Sentencia, 1. 



Ver: Constitución Nncional, 7. 

DELITOS CONTRA EL ORDEN PUBLICO Y LA 8EOU- 



Ver: Jurisdicción y competencia, 10. 

DEMANDA ('). 
Contestación a la demanda. 
BeqtüaítM. 

1. Si la contestación negativa peneral de la demanda por una 
Provincia no aparece como inexcusable nefrliprencia o indebido 
recurso procesal, no es aplicable el art, 86 de la ley 50 y el 
actor está obligado a la prueba de los extremos en (pie se funda 
la demanda ; p. 420. 

DEMANDA CONTENCIOSA. 

Ver: Aduana, 7; Constitución Nacional, 29; Impuestos Ínter- 





in Ver tüiuliiín: Lítiseont potación, 1. 




HESALOJAMIEXTO 



DEMANDAS CONTRA LA NACION <'). 

1, Es improcedente la defensa fundada en la falta de la re- 
clamación administrativa previa establecida por las leyes 3952 
y 11.634 opuesta pe la Junta de Vigilancia y Disposición 
Final de la Propiedad Enemiga en la demanda sobre despido 
promovida por un ex empleado contra la sociedad intervenida 
por aquélla : p. 513. 

2. E» requisito previsto en el art. 1* de la ley 11.634 no rifre 
respecto de las demandas sobre indemnización de daño? y per- 
juicios ocasionados por un juicio de expropiación desistido per 
el Estado: p. 526. 

DERECHO DE PROPIEDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 9, 10, 11, 14. 15, 16, 22. 21, 26: 
Expropiación, 15; Impuesto. 5; Jubilación de empleados na- 
cionales, 2. 

DERECHO PRIVADO. 

Ver: Impuesto, 2; Legislación común, 1. 

DERECHO PUBLICO. 

Ver: Impuesto. 2; Legislación común, 1. 

DERECHOS ADQUIRIDOS. 

Ver: Constitución Nacional. 10, 11, 14. 15. 16. 22. 24. 26; 
Jubilación do empleólos nacionales. 2; Pago, 1, Iíetroacti- 
vidad, 1; Servicio militnr, 2. 

DESALOJAMIENTO <-). 

1. La suspensión de los trámites en los .iuieias de desalojo 
dispuesta por la ley 12.998 no obstn a la realización de los pro. 
eedimientos necesarios para que los jueces se pronuncien sobro 
su constitucionalidad o aplieabilidad «1 caso. La suspensión de 
tramites dispuesta por la ley 12.0ÍW alcanza a los comunes 
de las cnusas de desalojo y no a los referentes al ejercicio de 
la jurisdicción extraordinaria de la Corte Suprema: p. 337. 



curso extraordinario, C, IG. 





EMBARGO 




Ver; Demandas contra la Nación, 2; Recurso extraordinario. 
9, 21. 

DESPIDO. 

Ver: Constitución Nacional, 4. 14, 15, 18, 22, 23; Demandas 
contra la Xaeíón, 1 ; Empleados de cftmereio, 1 ¡ Gobierno d'.- 
fneto, 5; Jurisdicción y competencia, 9. 

DOMICILIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 20, 21. 
DONACION. 

1. El derecho de "ubi ar tierras" de la Provincia de IH Ai- 
res no puede hacerse efectivo Kobre las que no se demuestre 
que eran pública * *n el momento de la transacción que lo ori- 
gina : p. 420. 



EJECUCION DE SENTENCIA. 

Ver: Gastos de justicia. 1; Jurisdicción y competencia, 3. 
EJERCITO ('). 

1. El militar dado de baja por haber infringido c) art. 6ü2 
del Código de Justicia M . itar no puede ser válidamente rein- 
corporado al ejército por el P. E, sino después de haberse dado 
cumplimiento a lo dispuesto por los art*. 20 y 21 de la ley 
9675, aunque hubiera mediado error en la aplicación tic la 
pena. El decreto que, con posterioridad a la sanción tle la ley 
12.578 y atribuyendo a ésta un alcance que no tiene, dispone 
lo contrario puede ser revocado por el P, E. por haber sido 
dictado sin el requisito de la competencia necesaria para hu 
validez: p. 497. 



E 



EBRIEDAD. 




EMBARGO. 

Ver: Prescripción, 4, 5. 
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EMPLEADOS DE COMERCIO ('). 

1. La intervención de una sociedad por medio de una comi- 
sión administradora designada por la Junta de Vigilancia y 
Disposición Final de la Propiedad Enemiga no modifica el ca- 
rácter de la sociedad ni el régimen establecido por la ley 11.729 
respecto de sus empleados, aplicable con arreglo a lo dispuesto 
en el art. 16 del decreto 11.599/46: p. 513. 

EMPRESTITO, 

Ver: Ley de Sellos, 2. 

ERROR. 

Ver: Constitución Nacional. 11; Impuestos internos, 9 : Tago, 

2, 4; Recurso de revisión, 1; Recurso extraordinario, 32. 

ESCRITURA PUBLICA. 

Ver: Pago, 5, 6, 8. 

ESCRITURACION. 

1. El derecho de "ubicar tierras públieas" concedido en 1821 
ron el aléame de la facultad de su titular para pedir la en- 
trena de los que indique a les fines de su escrituración en pro- 
piedad, es inexplicable y anacrónico en la actualidad: p. 420. 

ESTATUTO DEL PERIODISTA. 

Ver: Constitución Nacional, 27. 

EXCEPCIONES. 

Clases. 
Defecto legal. 

1. Habiéndose subsanado la deficiencia imputada a la deman- 
da y dado la naturaleza sumaria del juicio de expropiación 
debe desestimarse la excepción de defeeto legal : p. 632. 

EXIMENTES. 

Ver: Inmutabilidad, 1. 2, 3. 

(i) Ver también: Constitución Nacional, 4, 14, 15, ' s , -~. 23. = *; 
ITcniHiula* contra ln Nación, l; GoMcrno do Fnrto, .1. || Jurisdicción y 
competencia, í»; Recurso cxtrnoriUnrtrio, 2S, 40. 



EXPROPIACION 



EXPORTACION. 

Ver; Impuestos internos, 4, 

EXPROPIACION {'). 

Utilidad pública y calificación por ley. 

1. El juicio referente a la utilidad pública es, en principio, 
privativo del legislador, cuya califíéáeióa sólo podría ser revi- 
Rada por los jueces en el caso de una extrema urbitrariedad : 
p. 390- 

2. Las. cuestiones exclusivamente referentes al acierto y pro- 
piedad con (pie se lia ejercido la facultad privativa de declarar 
de utilidad pública las tierras afectadas por la expropiación 
no son susceptibles de controversia judicial ¡ p. 632. 

Indemnización. 
Generalidades. 

3. No corresponde indemnización alguna por dcsvsilorización 
de la moneda : p. 333. 

4. No procede tomar en cuenta para estimar el valor de la 
tierra expropiada el proyecto que no respondió a un propósito 
de subdivisión efectiva de aquélla, sin perjuicio de apreciar las 
posibilidades ciertas de un fraccionamiento valorizado!* prove- 

dcl inmueble : p. 240. 
Determinación del valor real. 

5. El precio de expropiación de un campo parejo en condi- 
ciones de inmediata y fructífera explotación, apto para la agri- 
cultura y ganadería y cercano de dos estaciones, puede fijarse 
en la cantidad proporcional a la obtenida por venta de frac- 
ciones de menor extensión, sin olvido de que para la determi- 
nación de la indemnización ha de preficindir.se del precio de 
fraccionamiento: p. 333. 

6. El precio que corresponde pagar por la expropiación de 
terrenos de loteo al dueño que no los adquirió en lotes sino en 
una mayor extensión unitaria, debe rser inferior a los que lian 
de paparse en el mismo lugar y época a los que adquirieron 
su tierra en lotes, porque el primero se beneficia con la venta 

(») Ver también: Costas, 2, 3; Demandas contra la Nación, 2; 
Execciones. 1; Intereses, 2; Ley de sellos, 1; Recurso extraordinario, 
22; Recurso ordinario de apelación, 1. 



«60 



EXPROPIACION* 



compuesta de muchas fracciones que, de no mediar la expro- 
piación, hubiera tenido que liquidar escalonadamente, con los 
gastos y riespes propios de esa clase de ventas: p. 249. 

7. El art. Ifi de la ley 12.591 no establece el 10 % a que se 
refiere como indemnización fija sino tan sólo come» máxima, 
susceptible de ser reducida si de las circunstancias del caso 
resaltara no ser razonable o no estar justificado el otorga- 
miento de dicho 10 % : p. 5. 

8. No correspondiendo a los testipos, que deben referirse 
siempre a hechos, formular apreeiflpiones qne constituyen la 
misión de los peritos, son inaceptables las opiniones de aque- 
llos con respecto al valor del bien expropiado: p. i ti. 

9. A efecto de la determinación del precio que corresponde 
papar por el inmueble expropiado revisten particular impor- 
tancia el ofrecimiento hecho al Fisco por el dueño en época 
reciente v los valores obtenidos en ese período por la venta (le 
fraccione* similares a distintos adquirentes: p. 90. 

10. El precio que corresponde papar por la expropiación de 
terrenos de loteo al dueño que no los adquirió en lotes sino en 
una maver extensión unitaria, debe ser inferior a Ira que han 
de paparse en el mismo hipar y época a los que adquirieron 
sn tierra en lotes, porque el primero se beneficia con la venta 
compuesta de mucha» fracciones que, de no mediar la expro- 
piación, hubiera tenido que liquidar escalonadamente con los 
pastos y riesgos propios de esa clase de ventas: p. ¿M. 

¡1 No es elemento decisivo para la determinación del valor 
real de un inmueble ct precio papado por la compra del misino 
siete años antes de la fecha de la desposesión, tanto mas si a 
ello se agrega que dicho precio respondió a perspectivas cir- 
cunstanciales —una rápida valorización como consecuencia de 
una probable urbanización— que en la época de la expropia- 
ción no pedían invocarse por no haber llepado a convertirse 
en realidad Por ipual razón tampoco tiene carácter decisivo 
la valuación a los efectos del impuesto territorial efectuada en 
la época de la adquisición, cuya modificación no fnc solicitada 
posteriormente no obstante haber dejado de corresponder por 
elevada, con el transcurso del tiempo, al valor real y efectivo 
de las tierras: p. 293. 



Otros dallos. 

13 Hiendo inaplicable el art. 2874 del Cód. Civil en el caso 
en que i:iedia un convenio acerca del destino de las mejoras 
introducidas por el usufructuario, por r 1 cual facultase a la 




v.xi'im; , trios 
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Nación para efectuar en el inmueble lns modificaciones que 
requieran las necesidades militares y para retirarlas al vencer 
el plazo respectivo sin tener que restituir las cosas al estado 
¡interior o para dejarlas sin que el dueño tenga que papar 
suma al puna, óste no tiene derecho para reclamar, eemo con- 
secuencia de la expropiación, una indemnización fundada en 
la privación injustificada o abusiva de un beneficio posible ni 
en el menoscabo de los derechos que le corresponden por el 
convenio : p. 390. 



Procedimiento. 

Procedimiento judicial. 

13. Depositínla cu el juicio de expropiación la suma ofrecida 
en concepto de indemnización, el desapoderamiento puede 
ser decretado en cualquier momento y sin substanciación 
a solicitud del expropiador si el juez considerase justifwnrin 
el pediilo A este efecto deberá estarse, en cuanto a la exis- 
tencia de urgencia, a la declaración administrativa fundada 
m razones atendibles, y será suficiente para considerar razo- 
nable el precio ofrecido que este haya «ido determinado sobre 
la bnse de trámites previos tales que no hagan aparecer su 
monto como establecido caprichosamente. Tal conclusión no 
es dudosa cuando la responsabilidad del expropiador es indis- 
cutible como en el caso de una provincia: p. 63-. 

14. En los juicios de expropiación debe evitarse el plantea- 
miento de incidentes que desnaturalicen su naturaleza su- 
maria : p. 632. 

16. Lhs cuestiones referentes a la violación del derecho de 
propiedad mediante la incautación, sin intervención judicial 
ni previo depósito del precio, de los bienes de una empresa 
con anterioridad a la vigencia del decreto-ley que dispuso ex- 
propiarlos, son ajenas al juicio de expropiación y no bastan 
para fundar en el mismo el recurso extraordinario contra la 
sentencia que se limita a declarar la procedencia de la expro- 
piación demandada: p. 369. 

16. Mediando conformidad de partes corresponde abrir a 
prueba el juicio de expropiación: p. 497. 

17. ha oposición a la procedencia de la expropiación debe 
resolverse en oportunidad del fallo de la causa: p. 497. 

18. No corresponde citar a los terceros compradores de lotes 
del inmueble expropiado a su propietario sin perjuicio de que 
ejerciten los derechos que entendieran asistirles: p, 497. 
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FKltROCARRtl.ES 



P 



FACULTADES PRIVATIVAS. 

Ver: Constitución Nacional, 2; Expropiación, 1. 2; Gobierno 
de Facto, 1. 



1. Por ro^lu genera] las disposiciones sobre requisitos de las 
concesiones contenidas en ta ley general de ferrocarriles de 
una provincia y no excluidas explícitamente por el contrato 
ni por las leyes aprobatorias de la concesión ferroviaria otor- 
gada durante la videncia de aquélla — carácter que corres- 
ponde atribuir al acto por el cual la provincia transfirió su 
fcrroctirril a una compañía — 800 aplicables a la empresa con- 
cesionaria: p. 140, 



2. La obligación de hacer los transportes oficiales a media 
tarifa impuesta por el art, 104 de la ley general de ferrocarri- 
les de la Prov. de Buenas Aires, con sujeción a la cual debió 
explotarse el servicio concedido, tiene su razón de ser en los 
fines de la concesión, acordada para Inorar la prestación de 
un servicio de interés gencval del cual forma parte el trans- 
porte de los efectos del Gobierno —que lo son de la comuni- 
dad— con el beneficio de referencia. Este no es incompatible 
con la jurisdicción (pie incumbe ejercer a la Nación sobre esas 
líneas como conseeiiemia de bu transformación ulterior en 
ferrocarril nacional ni importa duplicación imprevista de una 
de las cargas de la explotación : p. 140. 

3. Las líneas férreas establecidas en la Prov. de Bs. Airea 
durante la vigencia de la ley peñera) de ferrocarriles de la 
misma, cuyo art. 104 establece una rebaja para las transpor- 
tes oficiales, no han quedado liberadas de esa obligación por 
su acogimiento ulterior id régimen de la ley nacional 5315: 
p. 140. 

Contribuciones, impuestos y tasas. 

Varios. 

4. La franquicia prevista en la primera parte del art. de 
la ley 5315 debe ser interpretada restrictivamente e impone 
que lo introducido pertenezca en propiedad a la empresa ferro- 
viaria a que está destinado: p. 221. 

(i) fS tnmbifn: Telíprnfo, 1. 



FERROCARRILES (>). 
Generalidades. 



Tarifas. 




GOBIERNO DE FACTC 663 

FISCAL 

Ver: líeeiirso extraordinario, 9. 

O 

GASTOS DE JUSTICIA, 

1. La omisión ele! cumplimiento oportuno y por la vía judi- 
cial de la obligación impuesta por la sentencia liaee pasible 
a la provincia demandada del cobro de los gastos realizados 
por el actor, autorizado al efecto por el Tribunal, para la 
efectiva ejecución del fallo. No importa que la provincia haya 
dirigido al actor un telegrama fuera del juicio, citándolo a los 
efectos del cumplimiento de la sentencia: p, 128. 

GOBIERNO DE FAOTO ('). 

1. Los gobiernos de hecho tienen facultades legislativas en 
la medida necesaria para gobernar. La determinación de esn 
necesidad en cuanto a la extensión u oportunidad es cuestión 
política ajena al poder judicial, al cual corresponde, sin em- 
bargo, ejercer el control de constitucional ¡dad con respecto 
al contenido de las sanciones emanadas de esos gobiernos, pues 
la Constitución es ley suprema tanto para ellos como para 
los legalmente establecidos: p. 390. 

2. Los decretos leyes dictados por el gobierno de fado son 
válidos, por razón de su origen, y continúan siéndolo durante 
el gobierno constitucional subsiguiente aunque no hayan sido 
ratificados por el Congreso: p. 390 y 540. 

3. Los decretos-leyes dictados por el gobierno de fado son 
válidos, por razón de su origen, y continúan siéndolo durante 
el gobierno constitucional subsiguiente aunque no hayan sido 
ratificados por el Congreso, Corresponde, pues, rechazar la 
impugnación fundada en la caducidad de los decretos 32.347/ 
44 y 33.302/45 a partir del 4 de junio de 1946: p. 71. 

4. Los decretos-leyes dictados por el gobierno de facto son 
válidos, por razón de su origen, y continúan siéndolo durante 
el gobierno constitucional subsiguiente aunque no hayan sido 
ratificados por el Congreso: p. 274. 

6, Los decretos-leyes dictados por el gobierno de fado son 
válidos, por razón de su origen, y continúan siéndolo durante 
el gobierno constitucional subsiguiente aunque no hayan sido 

(i) Ver también: Aduana, 5; Constitución Kactoaa], 2ó f 27, 28. 
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ratificados por el Congreso. Corresponde, pues, rechazar la 
impugnación fundada en la caducidad del decreta 33.302/45 
a partir del 4 de junio de 1946: p. 25. 

GRAVAMEN. 

Ver: líeeiirso extraordinario. 2, 3. 4. 5, ti. 7, 8 f 10, 27. 

H 

RABEAS CORPUS. 

Ver: Recurso extraordinario, 9. 

HOMICIDIO. 

Homicidio simple. 

1, Corresponde aplicar el mínimo de la pena prevista para 
n homicidio simple al autor del mismo euya escasa peligro- 
sidad resulta tanto de las circunstancias del hecho como de 
sus huemis antecedentes: p. 112. 

HOMICIDIO CALIFICADO 

2, Corresponde aplicar la pena de veinte años de prisión al 
menor de edad, de malos antecedentes e instintos perversos, 
(pie consumó un homicidio con premeditación y alevosía y con 
propósito de robo: p. 312. 

HONORARIOS. 

Ver: Constitución Nacional, 8; Daños y perjuicios, 1; Re- 
curso extraordinario, 4í>. 5.1; Recurso ordinario de apela- 
ción, 5. 

HONORARIOB DE ABOGADOS Y PROCURADORES, 

Ver: Constitución Nacional, 28. 

HURTO. 

Ver: Retroaetividad. 2. 

I 

IGUALDAD. 

Ver: Constitución Nacional. 4. 12. 13. 23, 27, 32; Recurso 
extraordinario. 21. 20. 



IMPUESTO 66S 

IMPORTACIC 

Ver : Aduana, 7. 

IMPUESTO ('). 
Principios generales. 

1. La sobretasa al absentismo es constitucional mientras p<>r 
su monto total el impuesto no fuere confiseatorio: p. 200, 

2. El régimen de los impuestos es de derecho público y sólo 
subsidiariamente les son aplicables las normas del derecho 
civil : p. 487. 

Interpretación de normas impositivas. 

3. El silencio o la omisión en materia impositiva no deben 
ser suplidos por vía de interpretación analógica para imponer 
un gravamen: p. 87. 

Facultades impositivas de la Nación, provincias y munici- 
palidades. 

4. Las provincias tienen facultad para crear impuestos y re- 
hilar, en su ámbito propio, lo concerniente al modo de per- 
cepción y a las aceiones judiciales para hacerlos efectivos: 
p. 487. 

Confiscación. 

5. Para la elucidación del carácter confiscatorio de la con- 
tribución territorial es decisiva la proporción que el impuesto 
guarda con e! índice de productividad del inmueble gravado. 
En tanto la relación entre el valor de la propiedad y la tasa 
de la contribución sea razonable, la taclia de eonfiscatoriedad 
sólo es admisible si se demuestra que el rendimiento corriente 
de una explotnción económicamente eficiente del fundo en 
épocas normales, es absorbido por el impuesto en una pro- 
porción superior al 33 %. 

Explotación eficiente de un campo significa el debido apro- 
vechamiento de todas las posibilidades al alcance del común 
de las gentes dedicadas a esta especie de trabajo, lo que 
supone la incorporación de los capitales necesarios para aquel 
fin. El rendimiento de estos capitales debe tenerse en cuenta 
para establecer el índice de productividad del campo. 

(i) Ver también: Jurindioeión y competencia, 17; Pago, 1, 2, 3, 

4, 5, ti, 7, 8, 0; Prescripción, 1. 
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A falta de una prueba convincente de la Hbsorcién ele más 
de 33 7t del índice de productividad del campo por la contri- 
bución territorial debe desestimarse la impugnación de confis- 
eatoriedad respecto de un período de tiempo que constituye 
un caso límite. La impugnación debe admitirse respecto del 
lapso en que I» absorción de una proporción ampliamente su- 
perior al 33 r í del índice de productividad es indudable: 
p. 200. 

6. Lan causas sobre inconstitucional ¡dad de la contribución 
territorial impugnada como confiseatoria deben decidirse te- 
niendo en cuenta el rendimiento medio de una correcta explo- 
tación del fundo concretamente afectado. No deben compu- 
tarse aisladamente los años en que se han producido pérdidas 
ti i los ilc rendimiento anormalmente reducido. 
En tanto guarde la contribución territorial una relación razo- 
nable con el valor del inmueble, la escasez del rendimiento 
de éste en un período determinado no autoriza la declaración 
de inconstitiicionalidad de no producirse una prueba objetiva 
y concreta de la regular desproporción entre el impuesto y 
la renta. 

I.a prueba de lux rendimientos reales de los inmuehics grava- 
dos es necesaria en cnanto puede excluir la tacha de incons- 
titueinnalidad, pero lo decisivo resp?eto de la ennfiseatoriedad 
de la eontribución territorial es la proporción que ella guarda 
con el índice de productividad del inmueble, cuya comproba- 
ción es indispensable. 

Para la determinación del índice de productividad no puede 
prescindirsc de la consideración del rendimiento corriente de 
los capitales empleados en las actividades de que en cada caso 
se trata, pudiendo aquél aproximarse al cálculo de utilidades 
presuntas realizado con arreglo a las circunstaneias del tiem- 
po y a las características del inmueble gravado, si el período 
tenido en cuenta no es anómalo. 

La tasa del lo" y 17 'i, wibre la valuación fiscal, algo inferior 
a la asentada en los libros del contribuyente, no es irrazo- 
nable. 

La utilidad bruta del 5 %. a pesar de ser módica, puede ser 
aceptable como índice de productividad del inmueble gravado, 
pero DO el porciento sensiblemente menor a que puede llegar 
el cálculo de utilidades presuntas. 

No excediendo la eontribución territorial del 33 '/> del índice 
de productividad fie los inmuebles afectados, no procede la 
declaración de ¡nconstitueioimlidad del gravamen como con- 
fiaeatorio: p. 114. 
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IMPUESTO A LOS REDITOS < l ). 

Principios generales. 

Capital y rédito. 

1. Todo lo que está habilitado para producir réditos es una 
fuente de éstos, o sea capital, conceptos que la ley ha procu- 
rado distinguir permanentemente en todas sus disposiciones. 
La periodicidad del rédito induce la existencia de una fuente 
relativamente perenne que subsiste después de producirlo, y 
debe ser conservada para mantenerlo. 

La materia imponible en la ley de réditos no es el capital sino 
el interés : p, 347. 

Exenciones. 

3. Las circunstancias de que las operaciones de compraventa 
de inmuebles por mensualidades hayan sido efectuadas y for- 
malizadas con anterioridad al año 1932 y de que en la conta- 
bilidad del contribuyente hayan sido anotados como deven- 
gados antes de esa fecha los intereses que dichas operaciones 
comprenden, no le eximen de papar impuesto a los réditos 
sobre los intereses involucrados en las cuotns percibidas con 
posterioridad a la vigencia de ia ley que creó dicho gravamen, 
sin que ello importe aplicación retroactiva de la ley: p. 457. 

Deducciones. 
Reata* i .alldu. 

3. Para liquidar el impuesto a lea réditos provenientes de 
rentas vitalicias corresponde deducir, en concepto de amorti- 
zación del capital invertido, el r oreíento fine determina el 
art. 11 del deereto 18.229/43: p. 347. 

Réditos del suelo. 

4. Para determinar la renta neta de un inmueble dado en 
locación procede computar los alquileres devengados y no per- 
cibidos aun por el contribuyente que no lia probado sean inco- 
brables: p. 556. 

Réditos del comercio, de la industria, profesiones, etc. 

B. Los términos "profesión habitual" del art. 22, inc. c), 
de la ley 11.682 — 25 del T. O. — deben entenderse con el 
alcance de actividad regular del contribuyente con el propó- 
sito de obtener beneficio. Esta actividad no es incompatible 

(i) Ver también: Costna, 1. 
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con la práctica de otra ocupación o negocio, pero una opera- 
ción aislada no basta tic ordinario para configurarla. 
Son indicios de la "profesión habitual" —descartadas las 
«imples inversiones de capitales— la continuidad de las opera- 
ciones, su importancia con relación al friro del contribuyente 
y el fin de lucro. 

Tratándose de la compraventa de inmuebles basta para cum- 
plir el requisito de la continuidad un número de operaciones 
adecuado para la especulación en tales bienes —en el caso 
compra de ocho propiedades y venta de seis en algo más de 
cinco años — lo que supone la posibilidad del transcurso de 
algún tiempo entre la compra y la enajenación. 
El heelio de que una venta haya tenido lugar por expropia- 
ción, tratándose de un bien afectado a la misma antes de su 
compra, no basta para excluir la operación del conjunto con- 
templado para decidir si existe "profesión habitual": p. 120. 

6, Al establecer que loa montas de las diversas entradas se 
incluirán "en la ganancia bruta del año en que seco perci- 
bidas por o devengadas a favor del contribuyente", el art. 22 
de la ley 11.682 (t. o.) atribuye a las palabras devengar y 
percibir 'un significado analógico sobre el supuesto en que se 
recibe realmente el importe de los ^tere&es, mas si el hecho 
o acto que los devenga no coincide con el de la percepción 
de los mismas hay que esperar su pago para aplicarles el im- 
puesto: p, 457. 

7. Los termines "profesión habitual o comercio" del art. 22, 
inc. c. de la ley 11.682 —25 del T. O.— deben entenderse 
con el alcance *de actividad regular del contribuyente para 
obtener* beneficio. Descartadas de ordinario las operaciones 
aislada* v las simples inversiones de capital esa actividad es 
compatible con la práctica de otra ocupación o negocio y *on 
indicios de ella, la continuidad de las operaciones, su impor- 
tancia con relación al giro del contribuyente y el fin de lucro. 
No hav razón para prescindir de las operaciones posteriores 
a la que motiva el juicio a las efectos de la comprensión de 
la conducta del contribuyente en materia de compraventa de 
inmuebles. 

Habiendo realizado el actor con regularidad desde 1937 a 194_ 
operaciones de compraventa de inmuebles, vendiendo even- 
tualmente los comprados, como consecuencia de la restricción 
de su profesión habitual de importación, debe pagar impuesto 
a los réditos por las ganancias obtenidas en una de esas ven- 
tas: p. 537. 



IMPUESTOS INTERNOS 669 

8. Las utilidades obtenidas por una compañía argentina de 
reasegures al reasegurar seguros contratados en el extranjero 
sobre riesgos en el extranjero provienen de Cuente extranjera 
y no están sujetos fil pago del impuest' a los réditos: p. 543. 

Tasa del impuesto. 

9. El recargo del 30 % por concepto de ausentismo que esta- 
blece el art. 16 de la ley 11.682 (t. o.) se aplica no sólo sobre 
el impuesto básico del 5 f ,'< previsto por el art. 3-j, iuc. a) para 
los réditos del suelo sino también sobre el Adición ni : p. 556. 

Procedimiento y recursos. 

10. Los informes que pueden expedirse por la Dirección Ge- 
neral del Impuesto a los réditos sin referencia alguna a ter- 
ceras personas, como es la de Ins ganancias o pérdidas habi- 
das en la explotación de un inmueble, son procedentes a soli- 
citud del propio contribuyente interesado: p. 582. 

IMPUESTO DE JUSTICIA. 

Ver: Ley de Sellos, L 

IMPUESTO TERRITORIAL. 

Ver: Constitución Nacional, 32; Impuesto, 1, 5, 6; Pago, 8. 
IMPUESTOS INTERNOS {>). 

Principios generales. ^ 

% Los arts. 19 y 20 de la ley 3764 —9 y 10 de! T. O.— no 
son susceptibles de interpretación extensiva: p. 13. 

Régimen represivo. 
Defraudación y simples Infracciones. 

2. En materia de impuestos internos acredítadu la materia- 
lidad de la infracción cabe presumir la intención de defrau- 
dar, sin prejuicio de considerar les razones de descargo y la 
prueba de inocencia del contribuyente: p. 317. 



(i) Ver tnmlúín: Constitución Nocional, 20. 
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Procedimiento. 

Via CMlUttduU. 

3, Con arreglo a lo dispuesto en el ort. 46 de la ley 12.372 
la Adm. Gral. de Impuestos Internos instruye y resuelve los 
sumarios pertinentes en los cosos en que lia existido prima 
facie contravención a las leyes de impuestos internos o rus 
reglamentos v también infracción a la ley de policía del vino 
o su reglamento. Xo hay en ello substracción de la causa a sus 
jueces naturales: p. 160. 

Alcoholes. 

4. El decreto 6371 M. 85 que libera de impuestos las opera- 
ciones de exportación a Bolivia que se realicen desde las zonas 
de Toldos y Bermejón sólo sí' refiere a los gravámenes adua- 
neros: p. 158. 

Vinos. 

6. La existencia "en más" de vinos no anotados en la forma 
que dispone el art. 23 del Tít. VII de la Reglam. General de 
Imp. Internos puede sancionarse con la multa del art. 36 de 
la ley 3764 (27 del T. O.) : p. 317. 

0, La diferencia "en más" de vinos no anotados en la forma 
que dispone el art. 23 del Tít. Vil de la Reglamentación 
General de Impuestos Internos es susceptible de sancionarse 
con la multa del art. 36 de la ley 3764 —27 del T. O - san- 
ción desde luego procedente cuando a esa omisión se agregan 
los procedimientos propios de la elaboración clandestina. 
La circunstancia de que parte del vino cuya anotación se lia 
omitido sea "vino de retención" con arreglo a las leyes pro- 
vinciales no constituve eximente de responsabilidad por el in- 
nimplimiento del art. 23 del Tít. VII de la Reglamentación 
General: p. 188. 

7. Tara la obtención de las muestras a que se refiere el art. 
60 del Tít. VII de la Reglam. General de Imp. Internos debe 
procurarse la asistencia de las personas a quienes puedan 
afectar. Sólo en caso de imposibilidad n ausencia puede pro- 
cederse con los substitutos legales: p. 317. 

8 El excedente de vino elaborado el año nnterior debe de- 
clararse en infracción al art. 23 del Tít. VII de la Reglam. 
General de Imp. Internos aun cuando el inventario se haga 
antes de la fecha señalada para la anotación de los caldos 
en bodega: p. 317. 
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9. Los inventarios de loa arte. 37 y sigtes. del Tit I de la 
Reglara. General de Imp. Internos deben realizarse con la con- 
currencia del dueño o su representante. En caso de incompe- 
tencia pueden practicarse con intervención de rus factores o 
dependientes, o de la persona que se encontrase en el local, 
o aun sin ellos. 

No es nulo el inventario practicado en presencia del hijo de 
uno de los socios de la firma propietaria si su intervención 
no se objetó en la instancia administrativa ni al iniciarse la 
demanda contenciosa del art. 27 ti la ley 3764 —17 del 
T. O.—. 

Con arreglo al art. 38, Tít. I de la Reglara. General de Ini. 
Internos no es lícito desconocer la correcta confección del in- 
ventario, la verdad de los actos realizados por los empleados 
actuantes, ni las manifestaciones del contribuyente o su subs- 
tituto que en el se asienten, si su deficiencia o inexactitud no 
resultan del texto del mismo. Ello no impide considerar la 
prueba objetiva y concreta del error en que se haya incurrido. 
Habiéndose omitido toda prueba del error de las constancias 
del inventario, eorrespon !e atenerse a las mismas: p. 317. 

IMPUESTOS PROVINCIALES. 

Ver: Constitución Nacional, 17. 

IMPUTABLLIDAD. 

1, La eximente de legítima defensa no puede ser eficaz- 
mente invocada por quien provocó a la víctima: p. 112. 

2. La circunstancia de que en el momento de cometer el 
delito el procesado se bailara en estado dé ebriedad de 2* gra- 
do no autoriza a los jueces a prescindir de otros elementos 
de juicio para establecer si, no obstante ello, aquél conservaba 
inalterable su integridad psíquica y se hallaba en condiciones 
de dirigir sus acciones. Resultando esto último de las cons- 
tancias de autos y no habiéndose demostrado, por otra parte, 
que se tratara de una beodez involuntaria, debe desestimarse 
ia defensa fundada en esa eximente ¡ p. 290, 

3, Demostrado que el reo atacó a la víctima súbitamente y 
sin que mediara provocación, agravio o agresión de parte de 
ésta, procede rechazar la eximente de legítima defensa ¡ p. 290, 

4. La circunstancia de que los peritos médicos que prime- 
ramente reconocieron al procesado omitieran expedirse sobre 
su estado psíquico y capacidad para delinquir, limitándose 
a aconsejar un examen psiquiátrico en un establecimiento 
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especializado, no autoriza a concluir que no se han cumplido 
lo» requisitos exigidos por los arts. 34, ¡me. 1*, del Cód. Penal, 
261 262 y 323 del Cód. de Proceda. Crira. y 3 de la ley 11.177, 
si existe en autos un informe posterior singular y especializa- 
do según el cual, después de haberse internado y observado 
al reo en el Hospicio de las Mercedes, se llega a la conclusión 
de que no se halla afectado de alienación mental y tuvo capa- 
cidad para delinquir cuando cometió el homicidio, y si luego 
de nuevas observaciones practicadas en la cárcel local los mé- 
dicos forenses llegan a la conclusión de que es un sujeto 
normal aun cuando aconsejan un nuevo examen en un esta- 
blecimiento psiquiátrico: p. 309. 

6. Resultando de autos que el procesado fué examinado en 
dos oportunidades por un perito médico cada vea, cuyos dic- 
támenes concuerdau en cuanto a la normalidad del catado 
mental de aquél y a su capacidad para delinquir, corresponde 
rechazar la defensa fundada en el incumplimiento del requi- 
sito exigido por el art. 3 de la ley 11.177: p. 316. 

INCIDENTES. 

Ver: Expropiación 14 ¡ Jurisdicción y Competencia, 3. 

INHIBICION. 

Ver: Prescripción, 4, 5. 

INTERESES <»). 

Relación jurídica entre las partes. 

Contratos. 

1. Corren intereses a partir de la interpelación extrajudicial 
por medio de telegrama que requirió el pago de los alquileres 
adeudadas «un cuando éstos hayan sido satisfechos en la eje- 
cución antes de diligenciarse el mandamiento: p. 126. 

Expropiación. 

2. El expropiador debe intereses sobre la totalidad de la 
suma que se lo ordena paliar por toda indemnización, desde 
la fecha de la ocupación del inmueble hasta el retiro de los 
fondos consignados y desde ésta basta el efectivo pago, sobre 
la diferencia entre lo consignado y lo mandado pagar, si la 
demora del dueño en retirar los fondos depositados desde el 

(i) Vit también; Impuwto a lo» réditos, 2, 6; Impuesto inter- 
nos, 1. 
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comienzo del juicio ha sido causada por la realización de las 
diligencias indispensables para acreditar la condición del in- 
mueble con respecto al dominio y a los gravámenes e impues- 
tos fiscales conforme a lo requerido por el representante del 
Gobierno como requisito previo a la entrega de la suma opo- 
sitada: p, 240 y 474. 

J 

JUBILACION Y PENSION. 

1. La falta de proporción entre la contribución del afiliado 
a una caja de previsión social y los beneficios que ésta le 
procura es propia de la naturaleza de un régimen de asisten- 
cia de esa especie, cuyo objeto es substraer al asalariado en 
alguna medida, a la servidumbre del salario proveniente de 
que cualquier interrupción en el trabajo le prive de la retri- 
bución y le impida atender sus necesidades vitales; p. 13. 

JUBILACION DE EMPLEADOS DE EMPRESAS PAR- 
TICULARES, 

Ver: Recurso extraordinario, 29. 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS (') 
Pondos de la Caja. 

1. Mientras continúe en el desempeño de su empleo el afi- 
liado a la Caja Ferroviaria está obligado a efectuar aportes 
aunque haya cumplido el límite de edad y los años de servicios 
legalmente exigidos para acordarle la jubilación; p. 306. 

Cómputo de servicios. 

2. El afiliado que después de haber pedido, para obtener la 
jubilación, que se le formulara el cargo correspondiente al 
tiempo de servicios prestados ein aportes, siguió trabajando 
mientras se cumplían los trámites administrativos y llegó así 
a reunir el tiempo necesario p¡ira jubilarse sin tener que re- 
currir a aquellos servicios sin aportes, tiene derecho a prescin- 
dir de estes y del pago de los aportes correspondientes a los 
mismos: p. 92. 



(I) Ver también: Recurso extraordinario, 24, 25, 37, 41. 
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JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES. 
Fondos de U Caja. 

v Con arreglo al art. 16 del decreto reglamentario de la ley 
11 923 del 18 de octubre de 1934 debe computara a los efec- 
tos de establecer el monto de la jubilación, el sobresueldo que 
el Raneo de la Nación asignó a uno de sus empleados con 
motivo del desempeño de determinadas tareas en el cumpli- 
miento de la misión de liquidador de otra institución enco- 
mendada a dicho Banco: p. 510. 

Cómputo de servicios. 

2 El decreto 26.214/44 del 2 de octubre de 1944 no es apli- 
cable a los afiliados a la Caja Nacional de Jubilaciones y Pen- 
siones de Empleados Civiles que, por haber obtenido su jubi- 
lación en la fecha en que aquél entró en vicencia. habían in- 
corporado a su patrimonio un derecho adquirido: p. -íi4. 

JUECES NATURALES. 

Ver: Impuestos internos. 3, 

JUICIO DE APREMIO. 

Ver: Multas, 1. 

JUICIO DE ARBITROS. 

Ver: Constitución Nacional. 13; Recurso extraordinario, 20. 

JUICIO EJECUTIVO. 

Ver: Costas, 4; Intereses, 1. 

JUICIO ORDINARIO. 

Ver: Paños y perjuicios, 1. 

JUICIO SUMARIO. 

Ver: Expropiación, 14. 

JUNTA DE VIGILANCIA DE LA PROPIEDAD ENEMIGA. 

Ver: Demandas contra la Nación, 1; Empleados de comer- 
cio. 1; Jurisdicción y competencia, 9; Recurso extraordina- 
rio. 1. 
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Prórroga, 
Tramites Judiciales. 

1. Puede prorrogarse la jurisdicción ratwic mataría? co- 
rrespondiente a un segundo juicio si en tete se impone In 
revisión de lo actuado en ejercicio de facultades propias de 
los jueces que conocieron en el juicio anterior: p. 437. 

2. Iniciado un juicio por inconstitucional idad local ante la 
Corte Suprema de la Prov. de Rs. Aires y rechazada la de- 
manda por no haberse acreditado la existencia de perjuicio 
ni el menoscabo por parte del decreto local impugnado de la 
concesión municipal del actor, la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación es incompetente para entender en el juicio que 
sobre la base de iguales circunstancias de hecho y por ineons- 
titueionatidad en el derecho invocado se sigue contra ella: 



Extensión de U prórroga. 

3. La prórroga de jurisdicción del art. 12, inc. 4' de la ley 
48 se refiere al litigio en que se ha producido y a todo lo 
que se encuentre procesal mente vinculado al mismo, como 
los incidentes y la ejecución de la sentencia. 

Mediando conexión directa entre dos causas sucesivas, la ini- 
ciación de la primera prorroga la jurisdicción personal dis- 
tinta que pudo invocarse en la segunda: p. 437. 

Cuestiones de Competencia. 

4. Los conflictos que se originen con motivo de la coexisten- 
cia de las distintas jurisdicciones de la Nación y de las pro- 
vincias deben ser resueltos con arreglo a lo que dispongan 
las leyes nacionales: p. 342. 

6. La restricción establecida por el art. 411 del Cód. de 
Proceda. Civil y Comercial de la Capital no rige respecto de 
la justicia federal: p. 381. 

6. En la decisión de los conflictos de competencia la Corte 
Suprema debe proceder con arreglo a lo que establece la 
ley 50: p. 381. 



p. 437. 



<l) Ver también: Constitución Nacional, 19; Impuestos internos, 
3; Recurso extraordinario, 19, 31, 41, 42, 45, 49; Bctronctivldad, U. 
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Intorronción da U OorU Sapretn*. 

7. La Corte Suprema carece d<* atribuciones para decidir las 
contiendas de competencia trabadas entre los jueces del cri- 
men de la Capital Federal y los de pnlicta administrativa de 
ta misma ciudad creados por la ley 12.833 con carácter 
local : p. 272. 

8. Aunque la contienda de competencia se haya trabado en- 
tre un iuez federal y otro ordinario de lft Capital, la Corte 
Suprema puede y debe declarar la competencia de otro juez 
que realmente la tenga: p. 625. 

Competencia Federal, 
for las panona*. 

Sació*. 

9. No corresponde a la justicia federal, ni por razón de las 
persona» ni de la materia, el conocimiento, de una acción fun- 
dada -n las disposiciones de la ley 11.729 promovida por un 
particular contra una sociedad de igual carácter, no alterado 
por la circunstancia de hallarse intervenida por la Junta de 
Vigilancia v Disposición Final de la Propiedad Enemiga; 
p. 513. 



Delito* contra rt orden público, la geffvridad de la Xación, loi poáerc* 
público* y el orden constitucional. 

10. Corresponde a la justicia federal conocer en la causa ini- 
ciada con motivo de hechos que prima faetc podrían constituir 
el delito previsto en el art. 233 del Cód. Penal: p. 197. 

Competencia originaria d» lft Corto Suprema. 

Qentralidade*. 

IX La incompetencia originaria de la Corte Suprema, puede 

declararse en cualquier estado del juicio, a petición de parte 

o de oficio: p. 514. 

Agente* diplomático* y cannlarct. 

EmfcftJtdoiM j Mililitro* fitrtnjnoi. 

12 Para la competencia de la Corte Suprema en las causas 
concernientes a embajadores u otros diplomáticos se requiere 
que su jurisdicción sea «presamente aceptada por los gobier- 
nos extranjeros o por sus ministros autorizados para ello. 
Si bien la disconformidad personal de los interesados — encar- 
gado de negocios v primer secretario de la legación de Pana- 
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má — es indiferente a los fines tle la competencia de la Corte 
Suprema en la querella que se le inició por violación de 
domicilio y lesiones, obsta a ella la comunicación del Minis- 
tro de Panamá según la cual su gobierno ha remitido instruc- 
ciones en el sentido de dejar actuar a los querellados en com- 
pleta libertad: p. 365. 

Camas en que es parte una provincia. 

QWHTlHflldM. 

13. Lo decidido en jurisdicción provincial en causas trami- 
tadas j' fenecidas no puede ser revisado por la Corte Suprema 
en instancia originaria so color de que el pleito difiere del 
anterior por las razones de derecho federal invocadas, con la 
posibilidad de resoluciones contradictoria» sobre cuestiones 
comunes a ambos juicios, lo que es evidente cuando se trata 
de puntes propios de la exclusiva jurisdicción local: p. 437. 

OtoiM citllM. 

14. Entiéndese por cauBas civiles las que versan sobre dere- 
chos originados y regidos por preceptos de orden común y no 
son tales los que tratan de los derechos que puedan corres- 
ponder al actor con arreglo a lo dispuesto por el art. 18, 
ine. b) de la ley n» 4834 de ] a Prov. de Buenos Aires: p. 368. 

Cautas que veranil sobre norma- locales y actos de las autoridades pro- 
vinciales regidas por aquélla». 

15. Ño es de la competencia originaria de la Corte Suprema 
la demanda fundada por una provincia en las disposiciones 
de su ley de contabilidad y en las bases y condiciones del 
pliego de uta licitación, con el objeto de obtener que se con- 
dene a una de las firmas concurrentes a aquélla a pagar la 
suma de dinero que adeudaría en concepto de indemnización 
por no haber cumplido la obligación de efectuar el suministro 
que le fué adjudicado, omisión que obligó a la acto ra a adqui- 
rir la mercadería en otra parte a un precio superior al esta- 
blecido en la licitación: p. 514. 

16. La Corte Suprema carece de competencia para conocer 
originariamente de la demanda promovida por los herederos 
de una sucesión contra una provincia con el objeto de obte- 
ner el resarcimiento de los daños y perjuicios que pretenden 
haber sufrido con motivo de haberse iniciado el juicio de 
herencia vacante del causante que, según ellos, era improce- 
dente y fué tramitado con violación de las disposiciones per- 
tinentes del Cód. Civil y de las leyes procesales locales por 
parte del magistrado que intervino en tas actuaciones: p. 610. 
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17. Corresponde a la Corte Suprema conocer originariamente 
en las causas, que versan sobre cuestiones federales y en que 
sea parte una provincia — cualquiera sea la vecindad o nacio- 
nalidad de la contraria — siempre que el pleito no comprenda 
punto» locales reservados a los tribunales provinciales, como 
es la correcta aplicación de les impuestos con arreglo a la 
legislación de la provincia. 

Las causas referentes a gravámenes aplicados o establecidos 
con arreglo a decretos que se afirma son incompatibles con las 
leyes provinciales que reglamentan, son de jurisdicción de 
loa tribunales de provincia, sin perjuicio del recurso extra- 
ordinario que fundado en los aspectos federales del pleito, se 
interponga contra la senteuein de aquéllos. No siendo la ile- 
galidad del decreto reglamentario de una ley local impositiva 
una simple referencia marginal, el juicio por repetición del 
impuesto aplicado cou arreglo al mismo, no es de .jurisdicción 
originaria de la Corte Suprema: p. 32ü. 

18. Corresponde a la Corte Suprema entender en las causas 
que versen sobre cuestiones federales en que sea parte una 
provincia, con prescindencia del domicilio o nacionalidad de 
la contraria, siempre que et juicio no comprenda puntos de 
índole local reservados a los jueces provinciales. 

Las causas en que además de la mconstitucinnalidad de un 
gravamen local se cuestiona la correcta aplicación del mismo 
de acuerdo a la ley provincial deben deducirse ante los tri- 
bunales de la provincia: p. 368. 

Competencia penal. 
Delito* en particular. 

19. Corresponde a los tribunales de policía administrativa de 
la Capital Federal conocer en el sumario en trámite ante 
la Secretarla de Industria y Comercio con motivo de hechos 
que príwia fañe constituirían infracciones a las leyes 12.591 
y 12.830, sin perjuicio de la intervención que deba darse 
a la justicia federal en el caso de que se comprobara la 
comisión de delitos de su competencia: p. 625. 

Sucesión. 

Domicilio del cansante. 

20. Siendo contradictoria y poco clara la prueba producida 
con respecto al último domicilio del causante y no resultando 
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que haya otros herederos que los presentadas en el juicio 
sucesorio iniciado ante el juez del lugar de] domicilio de los 
mismos, donde sostienen que también lo tenía el causante, 
corresponde admitir la competencia de dicho magistrado de 
conformidad con el principio establecido por el art. 3285 dol 
CÓd. Civil : p, 566. 

Quiebra. 

Domicilio del deudor. 

21, Con arreglo al art. 8 g de la ley 11.719 debe entenderse 
por domicilio comercial de tina sociedad el de la sede .social 
que, en el easo de una sociedad anónima, es el lugar — no 
ficticio ni elegido para dificultar la acción de los acreedores 
o para eludir la competencia de determinados tribunales — 
en el que ha sido constituida con personería jurídica otorgada 
por el respectivo gobierno local y estatutos aprobados por el 
mismo e inscriptos en el correspondiente registro público de 
comercio, que fijan dicho lugar como domicilio de la compa- 
ñía en el cual se rubrican y están sujetos a inspección oficial 
los libros de comercio que la ley impone y deben realizar sos 
reuniones el directorio y la asamblea: p. 361. 

JURISPRUDENCIA ('). 

1. Aunque la autoridad de la jurisprudencia no es siempre 
decisiva, es evidente la conveniencia de su estabilidad en tanto 
no se alleguen fundamentos o medien razones que bagan 
ineludible su modificación: p. 431. 

L 

LEGISLACION COMUN (-). 

1. El derecho civil, aunque privado, no regula tan sólo inte- 
rese» de esta índole; muchas de sus disposiciones se refieren 
a instituciones de orden público o en las cuales hállase éste 
interesado, como ocurre en el caso de los privilegios, en el cual 
el derecho civil es el que más adecuadamente puede hacerse 
cargo, con la necesaria universalidad requerida por una solu- 
ción justa, de la especie propia de los diversos créditos de 

(i) Ver también: Recurso extra ordinaria, 14. 
(*) Ver también: Constitución Nacional, 32; Pena, 2, 3; Recurso 
extraordinario, 15, 33. 
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los particulares y del Estado, para graduar su prclación con- 
forme a su naturaleza, dando la debida satisfacción al orden 
público que no siempre requiere, ni algunas veces consiente, 
que en el choque los derechos de los particulares y del Estado 
se dé invariablemente preferencia a estos últimos: p, 487. 
2. Corresponde al Congreso de la Nación, con carácter ex- 
clusivo, la facultad de reglamentar lo referente a las causas 
de preferencia en el pago de los créditos: p. 487. 

LEGITIMA DEFENSA, 

Ver: Imputabilidad, 1, 3. 

LEY (>>. 

Principios generala. 

1. Las leyes provinciales sólo tienen fuerza obligatoria den- 
tro de los límites locales : p. 342. 

Interpretación y aplicación. 

2. Las leves deben interpretarse, t*n tanto sea posible ha- 
cerlo sin violencia, de la manera más concorde con los princi- 
pios y garantías de la Const. Nacional: p. 337. 

LEY DE SELLOS. 
Exenciones. 

1. Los juicios de expropiación promovidos por los particu- 
lares no están sujetos al pago del impuesto de justicia esti- 
blecido por el decreto 9432: p. 87. 

2. La exención de gravámenes establecida en el art. 11 del 
Bono General del Empréstito Argentino Exterior 4 7o 1D<M 
no alcanza a las negociaciones privadas y posteriores de los 
títulos con posterioridad a la colocación de aquél, por lo cual 
no corresponde eximirlas del pago del impuesto de sellos que 
establece el art. 9» de la ley 11.290: p. 168. 

LEYES FEDERALES. 

Ver: Jurisdicción y Competencia, 4. 

LEYES PROVIlf CIALES 

Ver: Jurisdicción y competencia, 4; Legislación común, 2; 
Recurso Extraordinario, 18, 28, 

{i) Vt¡r también: Constitución Nacional, 1, 3; Feirocnrrilei, 
lrap«e»to, 3; Recurso extraordinario, 23. 
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LICITACION. 

Ver: Jurisdicción y Competencia, 15, 

LIMITES INTERPROVINCIALES. 

Ver: Lej 

LITI8CONTBBTACIOH (>). 

L La contestación negativa general de la demanda no auto- 
riza a plantear en el alegato cuestiones de derecho que 
no sean consecuencia de aquella actitud: p. 420. 

LOCACION. 

Ver: Costas, 5; Desalojamiento, 1; Impuesto a los Itt'tlitos, 4; 
Recurso Extraordinario, 6, 16, 34. 



MALA FE. 

Ver: Impuestos Internos, 2. 
MANDATO (*). 

1. Los mandatarios no pueden sustituir el poder para actuar 
en juicio si no están expresamente autorizados al efecto: p, 76. 

MARCAS DE FABRICA <>>. 

Registro. 

1, Lob arts. 5 de la ley 11.275 y 4 de 1 decreto reglamentario 
del 18 de noviembre de 1932 no obstan al registro como 
marca para distinguir champagne — clase 23 — de la palabra 
inglesa "Baronet" ya registrada para distinguir artículos de 
la clase mencionada: p. 175. 

Oposición. 

2. El titular de una marea registrada — Abdulla— para 
distinguir productos de una clase determinada —la 21— tiene 



(1) Ver también: Demanda, 1; Pago, 3. 

(2) Ver también; Prescripción, 3. 

(«) Ver también; Recurso extraordinario, 39. 
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derecho a oponerse a la concesión de otra marca confundible 
con ella — Abdula— para distinguir productos de otra clase 
la 23 — cuando concurren circunstancias especiales que pue- 
den originar confusiones acerca de la procedencia de los pro- 
ductos: p. 179. 

MATRICULA. 

Ver: Abonado, 1; Procurador, 1. 
MEDIDAS DISCIPLINARIAS. 

1. El acatamiento de las decisiones de la Corte Suprema im- 
pone la abstención de cualquier crítica o comentario de 
ellas en la causa, que debe ser sancionado disciplinariamente 
testando los párrafos respectivos y apercibiendo seriamente 
a su firmante: p. 497. 

MEDIDAS PRECAUTORIAS. 

Ver: Recurso Extraordinario, 2. 

MENOR DE EDAD. 

Ver: Homicidio, 2; Pena, 1. 

MILITARES. 

Ver: Ejercito, 1; Pensiones militares. 1, 2. 
MONEDA. 

Ver; Expropiación. 3. 
MORA. 

Ver: Costas. 4, 5; Intereses, 1. i 
MULTAS ('). 

1, La iniciación v sentencia del procedimiento de apremio 
no cambian la naturaleza penal de la multa ni autorizan una 
prescripción distinta de la misma: p. 163. 

<«> Vit tnmbiín: Impuestos inlcrnoi, 5, B. 
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P 

PAGO O- 
Principio* Generales. 

1 El paso hecho con sujeción a todo lo que en orden a su 
forma y substancia disponen las leyes produce un efecto 
extintivo inalterable. Importa un derecho adqu.n do respecto 
de la obligación a que corresponde, protegido por el art. 11 
de la Cons. Nacional: p. 193. 

2 El papo de un gravamen de conformidad con la corres- 
pondiente liquidación oficial, exteriorizado por el ^recibo en- 
tregado por las oficinas recaudadoras de aquel, libera de esa 
obligación al contribuyente, que incorpora asi a su patri- 
monio un derecho adquirido amparado por el art 17 de : la 
Const. Nacional. En consecuencia, el Pisco no tiene derecho 
para cobrarle después suma alguna por dicho concepto aun- 
que alegue haberse incurrido en error al practicarse la liqui- 
dación que sirvió de base para la percepción del gravamen : 
p. 213. 

Pago indebido. 
Proteit». 

Genetaliáaáet. 

3. No cabe considerarse otras objeciones a ta eficacia de la 
protesta que las formuladas en oportunidad procesal: p. ¿o4. 

Formo. 

4 Cuando resulta del texto de la protesta que no ha podido 
existir error respecto del impuesto objetado ni sobre la 
razón de la impugnación, ella es válida aunque no exprese 
cuál sea la garantía constitucional violada ni por qué lej 
provincial : p. 200. 

notificación. 

5 Es suficiente v válida la notificación de la protesta do- 
cumentada en escritura pública, practicada por el escribano 
a un empleado del Banco de Córdoba agente de percepción 
de los impuestos de la Provincia, en razón de no haber sido 
recibido por las autoridades del mismo: p. 200. 



(i> Ver tnmbiCn: Constitución Nocionnl, 26. 
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m 

6. Es válida ta protesta efectuada ante escribano público y 
notificada al gerente do la sucursal del Banco autorizado 
para percibir el impuesto: p. 213, 

Alcance. 

7. La protesta referente a los papos futuros de un impuesto, 
formtulada en la demanda por repetición contra una pro- 
vincia de las cuotas anteriores del mismo gravamen, es 
válida: p. 114. 

8. Debe considerarse suficientemente protestado el pago de 
varias anualidades de contribución territorial, cuando con 
motivo de la primera de ellas se manifestó por esentura 
pública v telegráficamente que se impugnaba el impuesto 
por conf'iscatorio, y en los años posteriores, se expreso que 
la protesta era reiteración de la anterior, si además la pro- 
vincia demandada omitió al alegar toda referencia a la 
impugnación de las protestas del escrito de responde, li- 
mitando su defensa a la validez del impuesto objetado: p. 200. 
9 La protesta formtulada en oportunidad de pagarse par- 
cialmente, sin autorización legal, un impuesto adeudado por 
cantidad mayor, cubre los pagos parciales posteriores reali- 
zados por el mismo contribuyente; p. 254. 

PAPEL. 

Ver; Aduana, 1. 

PAPEL MONEDA. 

Ver: Expropiación, 3. 

PELIGROSIDAD. 

Ver: Homicidio, 1; Pena. 1. 

PENA ('). 

1 La reducción de pena a los menores de edad no es obli- 
gatoria para los jueces sino facultativa. Puede presem- 
dirse de ella v aun llegarse al máximo de la sanción impo- 
nible scfitin Tas características del delito, los antecedentes 
del procesado y su grado de peligrosidad: p. 312, 
2. ttl art. 58 del Cód. Penal somete al reo a una soln ju- 
rísdirfióri a los efectos de la imposición de la pena única y 



(1) Ver tnmtiíf'ii; Multas, 1. 
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del cumplimiento de la misma, solución a la cual no se opone 
lo que establece el art. 102 de la Const. Nacional: p. 342. 
3 La faeultad del Congreso de reglar lo referente a las 
nenas que deben aplicarse por los delitos que se cometan 
en el territorio de la Nación o cuyos efectos deban producirse 
en él comtprende la de reg! tr lo relativo al cumplimiento de 
dichas penas: p. 342. 



PENSIONES MILITARES. 
Pensiones a los militares. 



1. La ley 12.578 sólo respondió al proposito de suministrar 
al P E los medios necesarios para evitar los pleitos que 
sobrevendrían a la Nación como consecuencia de su juris- 
prudencia sobre íj revocabilidad de los actos administrativos, 
a cuyo efecto lo autorizó para hacer los pagos correspon- 
dientes en los casos a que dicha jurisprudencia se refería. 
La lev 12.932 no modificó el alcance de la anteriormente 
mencionada en el sentido de extender la autorización a otros 
casos que los contemplados en aquélla: p. 497. 

Inutilización para la carrera multar. 

Armada. 

2 Aunque el proceso infeccioso que ocasionó la pérdida de 
un ojo a un marinero de la Armada Nacional haya tenido 
origen fuera del servicio, si ésta actuó como causa coadyu- 
vante debe acordarse al interesado la pensión prevista para 
los casos de inutilización para la carrera militar por el de- 
creto 10.700/45, a la aplicación del cual no obsta que la 
baja haya sido decretada con anterioridad a la fecha del 
mismlo si no había mediado otorgamiento de pensión alguna 
de retiro por la autoridad respectiva: p. 383. 

PERITOS. 

Ver: Constitución Nacional, 6; Inmutabilidad, 4 ( o> Prue- 
ba, 2. 

PERSONERIA. 

Ver: Aduana, 5. 

PODER EJECUTIVO. 

Ver: Actos administrativos, 1. 
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PRESCRIPCION 



PRECIOS MAXIMOS. 

Ver: Expropiación, 7; Jurisdicción y competencia, 19: Re- 
curso ordinario de Apelación, 1, 

PREMEDITACION. 

Ver: Homicidio, 2. 

PRESCRIPCION (>). 
Principio! generales. 

1. Las leyes federales —carácter que reviste la 11.58o— 
pueden establecer regímenes especíale-, en materia de pres- 
cripción, aplicándose las normas del derecho común en au- 
sencia de aquellos : p. 160. 

Comienzo. 

2. La prescripción comienza a eorrer a partir del momento 
en que el derecho pueda ser ejercido: p. 420. 

Interrupción. 

3. La interrupción supone una prescripción cuyo curso lia 
comenzado. 

El reconocimiento interruptivo de la prescripción puede 
ser expreso o tácito. El primero no requiere forrnn especial, 
bastando que de los términos empleados resulte claramente 
la voluntad de confesar el derecho del acreedor; el secundo 
emana de hechos que impliquen inequívocamente dicha vo- 
luntad. Por ser unilateral el reconocimiento es susceptible 
de realizarse en actos cumplidos con terceros y aun en juicio 
en que el acreedor no fui' parte. Puede resultar del mandato 
otorpado para el cumplimiento de la obligación. 
Habiendo otorpado la Provincia por dos veces mandato al 
actor pura recuperar la posesión de tierras que debía trans- 
ferir a éste en propiedad y reconocido el Fiscal de Estado 
en los ¡juicios iniciados por el demandante el onpen del 
poder y el propósito con que fui otorpado, se ha producido 
la interrupción de la prescripción: p. 420. 

4. lias solicitudes de embnrpo e inhibiciones del mfinisterio 
piibliro interrumpen ta prescripción con arrcplo a lo dispuesto 
por el art. 3» de la ley 11.595: p. 163. 



(i) Vat también: Multas, tj Procurador, 1. 
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Prescripción en materia penal, 
interrupción. 

5. Los actos de procedimiento tendientes a asegurar la re- 
presión de la infracción, como son las solieitudcs de embar- 
gos e inhibiciones y su reinscripción, interrumpen la pres- 
cripción de la pena con arreglo a lo dispuesto en el art. 3' 
de la ley 11.585: p. 221. 

PRIVILEGIOS. 

Ver: Constitución Nacional, 17 ¡ Impuestos Internos, 1; Le- 
gislación común, 1, 2. 

PROCEDIMIENTO. 

Ver: Constitución Nacional, 31; Jurisdicción y competencia, 
16; Retroactividad, 1, 2. 

PROCURADOR. 

1. No procede inscribir en la matrícula de procuradores a 
(¡uien fué eliminado de ella por seguírsele un proceso cri- 
minal sobre tentativa de estafa y falsificación de documen- 
tos en el cual, condenado en primera instancia por sentencia 
con la que expresó conformidad el Fiscal de Cámara, debió 
decretarse el sobreseimiento definitivo por haber . ■ operado 
la prescripción de la acción empeñosamente perseguida por 
el acusado: p. 569. 

PRONUNCIAMIENTO ABSTRACTO. 

Ver: Recurso Extraordinario 4, 9. 

PRONUNCIAMIENTO INOFICIOSO. 

Ver: Recurso Extraordinario, 10. 

PROPIEDAD ENEMIGA. 

Ver: Recurso Extraordinario, 1. 

PROTESTA, 

Ver: Pago 3, 4, 5, 6, 7, 8. 9. 
PROVINCIAS. 

Ver: Accidentes del trabajo, 1; Comercio interprovincial. 
1, 2; Constitución Nacional, 2, 30, 31; Danos y perjuicios, 1; 
Impuesto, 4; Jurisdicción y competencia 13, 16, 17, 18; Le- 
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ilación común, 2; Ley, Í¡ Pena, 2, 3; Recurso Extraordi- 
nario, 18, 28. 

PRUEBA (>). 
Ofrecimiento y producción. 

1 Si bien la pertinencia y eficacia de las medidas de prueba 
ofrecidas por las partes debe ser objeto de consideración 
en oportunidad del fallo de la causa, procede rechaza* r de 
plano las que sean totalmente improcedentes o no idóneas 
para justificar los hechos discutidos: p. 632. 

Peritos. 

2. ¿tinque en principio la apreciación de circunstancias de 
hecho v puntos de derecho es ajena a la misión pericial, 
el dietímen es prueba válida, si el cuestionario no fue opor- 
tunamente objetado ni la pericia observada: p. 420. 



RECLAMACION ADMINISTRATIVA. 

Ver: Demandas contra la Nación, 1; Recurso Ordinario de 
Apelación, 4. 

RECONOCIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES. 

Ver: Prescripción, 3. 
RECURSO DE ACLARATORIA. 

Ver: Recurso Extraordinario, 36; Recurso Ordinario de Ape- 
lación, 3. 

RECURSO DE NULIDAD (")■ 

1. Es improcedente decretar la nulidad de un fallo si los 
agravios en H ue Ke funda 80U reparables por medio 

del recurso de apelación: p. 497. 

RECURSO DE QUEJA. 

1 Un recurso por retardo de justicia debe ser desestimado 
sí la Cámara Federal <jue interviene en la causa manifiesta 
haber estudiado el expediente en el orden correspondiente 

m Ver tambiín: Conatitueion >*íieionnl, 6; Demuda, 1; E*P»' 
piacíón, «, 16; Impiiciton Interno.. 2, 7; Instabilidad, 4, 5. 
(2) Vrr tnmbifn: Hceurao extraordinario, 11, 50. 
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para su despacho con arreglo a la ley y la demora en que 
ha incurrido responde al cúmulo de juicios y no es extra- 
ordinaria: p. 112. 

2. Presentada en la queja una petición tendiente a conti- 
nuar el trámite de los autos principales e incompatibles eon 
la subsistencia de aquélla, debe tenérsela por desistida: p. 341. 

RECURSO DE REDUCCION. 

Ver: Recurso Extraordinario, 20. 

RECURSO DE REVISION. 

1. No hay recurso de revisión por errónea aplicación del 
derecho: p. 497. 

RECURSO EXTRAORDINARIO <>). 
Requisitos comunes. 
Tribunal d« Justicia. 

1. Procede el recurso extraordinario respecto de resolucio- 
nes de organismos administrativos cuando aquéllas deciden 
con fuerza de cosa juzgada «na cuestión de las que en el 
régimen institucional ordinario corresponde resolver a los 
jueces. 

La resolución de la Junta de Vigilancia y Disposición Final 
de la Propiedad Enemiga, susceptible de revisión por los 
jueces, no puede ser objeto de recurso extraordinario sobre 
la base de que la intervención judicial no impediría el des- 
apoderamiento del recurrente ni la producción de perjuicios 
a su patrimonio- p. 164. 

Onmuntn. 

2. La resolución de los tribunales ordinarios de la Capital 
Federal por la eual se ordena la anotación de litis de un 
inmueble situado en una provincia no es susceptible del re- 
curso extraordinario fundado en que ella vulnera el art. 67, 
inc. 11, de la Constitución Nacional por haberse decretado 
en virtud de una ley local — la 1893 — y con preseindencia 
de las leyes de la provincia aludida y por no ser admisible 
que el derecho de propiedad quede sujeto a medidas precau- 



(i) Ver toDibifn; Desalojamiento, 1; Expropiación, 15. 
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tonas no establecidas por la legislación del lugar en que está 
situado el bien : p. 137. 

5, El recurso extraordinario es improcedente cuando se ha 
concedido y procede el reenrso ordinarios p. 317. 

4. El recurso extraordinario no proeede para prevenir per- 
juicios potenciales, como son loa efectos que la sanción de 
arresto cumplido pudiera tener en caso de cometerse una 
nueva infracción: p. 337. 

6. Pedido de común acuerdo de partes el fallo de la causa 
como de "puro derecho" no procede el recurso extraordina- 
rio fundado en el art. 18 de la Const. Nacional y en la falta 
de prvieba del perjuicio cuyo pago dispone la sentencia ape- 
lada: p. 340. 

6. Vencido el término acordado por las leyes sobre prórro- 
K as de desalojos cuya inconstitucionalidad se alego ni inter- 
poner el recurso extraordinario, éste debe m denegado por 
lio causar gravamen al recurrente la resolución que, fundada 
cu aquellas leyes, no hizo lugar al desahucio: p. ML 

7. La sentencia contra la eual se ha concedido y procede ^el 
recurso ordinario de apelación para ante la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, no es susceptible del recurso extra- 
ordinario interpuesto por la misma persona que dedujo el 
primero: p. 457. 

8. El patrón demandado tiene interés suficiente para apelar 
respecto de la decisión que ordena la entrega directa de a 
indemnización por accidente del trabado, razón W §m 
procede el recurso extraordinario fundado en los arts. J y iu 
de la ley 9688: p. 600. 

SubslstencJfc d« los requisito*. 

9. Procede tener por desistido el recurso extraordinario in- 
terpuesto por el Proc- Fiscal contra la sentencia de la Cámara 
Federal que hizo lugar al habeos corpus, si el Procurador 
General manifiesta ante la Corte Suprema que el recurso ex- 
traordinario carece de objeto porque cualquier pronuncia» en- 
to al respecto sería abstracto por hallarse el interesado fuera 
de la jurisdicción nacional ¡ p, 230. 

10 No procede el recurso extraordinario respecto de reso- 
luciones que aplican sanciones luejro de su cumplimiento y 
cuando por la naturaleza de aquéllas la sentencia del Tri- 
bunal sería inoficiosa, como ocurre con una pena de arresto 
ya cumplida: p. 337. 
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Esqniiito* propio». 
OurtUu federal 

Cuestiones federóte» simples. 

Leye» fedérale» de carácter procesal. 

11. No es susceptible de recurso extraordinario la sentencia 
de la Cámara Federal que, conociendo por vía de recurso de 
nulidad, declara que la de primera infancia se ha dictado con 
las formas y solemnidades legales y que el procedimiento no 
adolece de vicios que permitan anular lo actuado : p. 382. 

Interpretación de otra* noiwa y actos MkéIm. 

12. El decreto 14.954/46 tiene carácter federal y su interpre- 
tación constituye cuestión federal suficiente para fundar en 
ella el recurso extraordinario : p. 274. 

Cuestione* fedérale* compleja». 
l&conitttactouUdad nonw j acto i proTtntialti. 

13. La alegación de la inconstitucional ¡dad de la sentencia de 
un tribunal local no basta para la procedencia del recurso 
extraordinario: p. 28. 

OTUWtlone* no federal*! 

Interpretación de normo* y actos comunes. 

14. Son irrevisibles en la instancia extraordinaria los funda- 
mentos de derecho común, local y de hecho, salvo que se trate 
tie una sentencia arbitraria. 

Las sentencias fundadas en consideraciones científicas o juris- 
prudenciales en materia de derecho común o local, son irrevi- 
sibles por la vía del recurso extraordinario: p. 28. 

15. La cuestión referente al carácter de accidente indemniza- 
ble de la tuberculosis cuando existe relación de causa a efecto 
entre la labor desempeñada y la enfermedad, es de hecho y de 
derecho común y no da base al recurso extraordinario ¡ p. 539. 

16. La ley 12.998 es de derecho común : p. 600. 

Interpretación de normas y actos locales en general, 

17. No es arbitraria la interpretación de la cláusula de la 
concesión que prohibe transmitirla sin autorización del gobier- 
no concedente, en el sentido de que constituye violación de ella 
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el hecho de pertenecer a un holding la empresa concesionaria : 
p. 28. 

18. La interpretación y alcance atribuidos a cláusulas de una 
concesión local no son revisibles en instancia extraordinaria. 
Las normas y principios de derecho administrativo provincial, 
revisten carái ter local y rigen respecto tle las concesiones lo- 
cales, cuyo otorgamiento, régimen y terminación constituyen 
cuestiones de igual índole susceptibles correcta-mente de juz- 
gamiento por los tribunales provinciales; p. 28. 

Interpretación de norma* torales de procedimiento». 

19. En principio, no incumbe a la Corte Suprema decidir por 
medio del recurso extraordinario cuestiones procesales referen- 
tes a la jurisdicción y competencia de los tribunales locales: 
p. 154. 

20. La subsistencia del "recurso de reducción" previsto en la 
ley 23. tít. 4* part. 3* contra el laudo de los arbitradore». con 
arreglo al art. 814 del Cód. de Proccd. o la inexistencia de 
otro recurso que la acción de nulidad legislada en el art. 808 
del mismo código, es una cuestión procesal, de naturaleza lo- 
cal «i se ha planteado ante el Juez de Comercio de la Capital, 
que no sustenta el recurso extraordinario para ante la Corte 
Suprema : n. 197. 

21. Lo referente a la procedencia del desistimiento formulado 
por la parte aetora es de naturaleza procesal y no puede dar 
base al recurso extraordinario aun cuando se hubiera invocado 
la garantía de la igualdad ante la ley: p. 377. 

ExrhtniAn. de ia« eumíionri de hecho. 
ErpropLiclñp. 

22. No habiendo motivos para considerar arbitraria la reso- 
lución judicial (pie 1 juzgo suficiente la suma depositadn por el 
Fisco para autorizar la posesión provisional del bien expropia- 
do, no procede contra aqu/'la e! recurso extraordinario funda- 
do en ser irrisoria dicha cantidad: p. 369. 

Víate* 

■ 

23. La cuestión ref érente a saber en que" fecha comenzó a re- 
gir <•] decreto 33.302/45 no es federal: p. 25. 

24. La cuestión referente a la existencia de la imposibilidad 
física requerida per el art. 47, inc. 2*. de la ley 10.650 es de 
hecho y prueba. Por ello es improcedente el recurso extraordi- 
nario fundado en que según dicho precepto no tiene derecho a 
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seguir cobrando pensión el hijo varón de un ex jubilado que 
al llegar a los 18 años presenta un 60 % de incapacidad para 
el trabajo, contra la sentencia que la considera de tal magni- 
tud que no permite al interesado sobrellevar su existencia: 
p. 80. 

25. La cuestión referente a saber si en un caso determinado 
concurren o no los requisitos exigidos por los arts. 38 y 39 de 
la ley 10.650 es de hecho y ajena al recurso extraordinario: 
p. 84. 

26. El alcance del pedido de que se falle la causa como de 
"puro derecho" es cuestión de hecho no revisible por la Corte 
Suprema en tanto no se trate de una sentencia arbitraria c 
insostenible : p. 340. 

BtlMÜfa directa. 

Normas extraña» al juicio. 

27. De la sola disposición de la ley 1917 de la Prov. de Tu- 
cumán — que dispone que se inicie la acción judicial pertinente 
para obtener la nulidad y caducidad de la concesión otorgada 
a la Cía. Hidro-EleVtrica de Tuciimán — no deriva agravio 
suficiente a las garantías constitucionales para fundar el re- 
curso extraordinario : p. 28. 

Afta. 1S • 19 de U CosftUBrtón. 

28. La existencia y alcance de la ley común o local aplicadas 
por tribunales provinciales es, en principio, del resorte exclu- 
sivo de los mismos, no siendo admisible al respecto el recurso 
extraordinario por invocación de la garantía del art. 19 de la 
Const. Nacional : p. 28. 

29. Les arts. 16 y 31 de la Const, Nacional son ajenos a la 
cuestión referente a saber si ante lo dispuesto por las leyes 
11.729 y 11.110 procede otorgar las indemnizaciones que esta- 
blece la primera : p. 413. 

Sentencia» con fundamentos no fedérale» o federales consentidos. 

30. Resuelta una causa por consideraciones de hecho y de de- 
recho común y local suficientes para sustentar la sentencia, las 
consecuencias patrimoniales de ta misma son lícitas con arreglo 
a lo dispuesto en el art. 17 de la Const. Nacional, que no au- 
toriza la interposición del recurso extraordinario: p. 28. 

31. Pudiendo entenderse que la incompatibilidad alegada en- 
tre el art. 4 W del decreto 32,347 y disposiciones legales no fe- 
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denles ha sido desestimada por interpretación de estas últi- 
mas, debe declararse bien denegado el recurso extraordinario: 
p. 95. 

33, No son susceptibles de recurso extraordinario las senten- 
cias fundadas en razones no federales, en tanto no sean insos- 
tenibles lo que supone no el error en la interpretación del de- 
recho y la apreciación de la prueba sino la evidente arbitrarie- 
dad en la prescindencia de ambos : p. 382. 

33. Para la procedencia del recurso extraordinario sobre la 
base de la inconstitncionalidad de nn decreto del P. E. por 
contrariar disposiciones de una ley de derecho común se re- 
quiere que el punto no haya sido resuelto por interpretación 
de esta última, ajena a la jurisdicción de la Corte Suprema: 
p. 496. 

34. Decidida la causa por razones de hecho y por interpreta- 
ción de las normas de derecho común referentes a arrenda- 
mientos rurales, el recurso extraordinario es improcedente: 
p. 600. 

35. La disposición del causante, referente a la incineración 
de sus restos, declarada válida por interpretación y aplicación 
de preceptos del Cód. Civil, no puede dar lugar al recurso ex- 
traordinario. 

No importa que se haya alegado la inconstitueionaltdad de la 
Ordenanza Municipalde! 29 de diciembre de 1922, que sólo 
proporciona medio y oportunidad para la expresión de la 
voluntad del causante, pero de la que no depende la validez 
de la norma, ni siquiera en su aspecto formal : p. 604. 

rnndMnentoi d* o Man fftwmL 

36. La circunstancia de que la sentencia notificada a las par- 
tes y recurrida por vía del reeurso de aclaratoria sea modifi- 
enda por el tribunal que la dictó — acogiendo totalmente la de- 
manda que en el primer pronunciamiento sólo admitió en nn 
45 $ — no autoriza la concesión del recurso extraordinario: 
p, 598. 

Fundamentos de heelso, 

37. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que, apreciando la prueba reunida en el expediente, llega a la 
conclusión de que el afiliado a la Caja de Ferroviario» está 
imposibilitado para continuar desempeñando sus tareas y tie- 
ne derecho a la jubüueión extraordinaria: p. 77. 
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38. Es improcedente el «curso extraordinario fundado en ser 
el caso nno de almirantazgo y jurisdicción marítima por tra- 
tarse de una acción derivada de la prestación de servicios por 
quienes desempeñaban las tareas de marineros balleneros, enun- 
ciado que loa incluiría en la categoría de gente de mar, contra 
la sentencia que decide lo contrario y deniega el fuero federal 
por considerar probado que los actores no eran marineros sino 
simples obreros de una fábrica instalada en tierra, circunstan- 
cia esta última que excluye la posibilidad de considerar el caso 
como incluido entre los de almirantazgo y jurisdicción marí- 
tima: p. 378. 

39. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
interpretación del art. 3', inc. 5* de la ley 3975 contra la sen- 
tencia que deniega el registro de una marea por entender que 
aun cuando no es indicativa del producto es evocativa del mis- 
mo: p. 388. 

Bstolncloa coutnrl*. 

40. Declarada por un juez de los tribunales de la justicia del 
trabajo de la Capital su incompetencia para decidir la cues- 
tión referente a la inconstítueionalidad del decreto 33.302/4.-> 
opu-sta por 1* parte demandada, y admitida por el mismo la 
procedencia de la acción, no procede ordenarse por la Corte 
la devolución del expediente para que dieho magistrado se 
pronuncie sobre la mencionada cuestión, sino considerar su 
fallo como una resolución implícitamente contraria de la mis- 
ma: p. 154. 

41. No procede el recurso extraordinario, por falta de reso u- 
ción contraria, contra la sentencia que, considerando Bubsaten- 
te el art. 32 de la ley 10.650, no obstante el decreto 32.347/44, 
declara la competencia de la Cámara Federal de la Capital 
para conocer en la apelación deducida contra una resolución 
del Instituto Nacional de Previsión Social : p. 154. 

42. En las causas seguidas ante la Corte Suprema de la 
Prov. de Bs. Aires, en instancia originaria pueden invocarse 
las garantías de la Const. Nacional y fundar en ellas el re- 
curso extraordinario cualesquiera sean las limitaciones impues- 
tas a la competencia del tribunal local por las leyes que orga- 
nizan su jurisdicción : p. 437. 

43. Si la sentencia apelada admite la posibilidad del plantea- 
miento de las cuestiones de inconstitucional ¡dad nacional —cu- 
ya decisión omite— en los casos judiciales a que puede dar 
lugar la aplicación del precepto o resolución impugnados, no 
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existe resolución contraria implícita que autorice el recurso 
extraordinario : p. 451. 

44. El recurso extraordinan., no procede respecto de senten- 
cias que declaran la ineonstitucionaHdad de leyes o normas lo- 
cales, a lo f|ue no es óbice que en apoyo de su validez se invo- 
casen disposiciones constitucional es diversas a aquéllas en que 
el fallo funda la inconstitueionalidad ; p. 594. 

45. Por falta de resolución contraria no es susceptible de re- 
curso extraordinario el pronunciamiento que admite la juris- 
dicción originaria de la justicia federal desechando la compe- 
tencia administrativa que se lia sostenido proceder en aquel 
carácter- p. 000. 



Sentencia definitiva. 

Concepto y ytneTalitladrt, 

46. El auto que repula honorarios en forma inapelable tiene 
fuerza fie cosa jiiEjratla respecto de la cuantía de los mismos y 
es sentencia definitiva a los efectos del recurso extraordinario 
fundado en ser eonfisentorio el monto de la regulación: p. 454. 



R<snU¡twn<* anteTiurfa a la nmtrnria ftefinitiva. 
V.tlM. 

47. ha garantía de la inviolabilidad de la defensa en juicio 
no autoriza la concesión del recurso extraordinario en cada 
oportunidad que en el curso del proceso se alegase la restric- 
ción de la audiencia del procesado, sin perjuicio del que pu- 
diera interponerse una vez dictada la sentencia final de la 
causa: p. 342. 

48, El -ocurso extraordinario no procede respecto de las sen- 
tencias incompletas, que obligarían al Tribunal a decidir la 
cansa por partes y no ti" lina manera final; jurisprudencia que 
es de estricta aplicación al caso en que la sentencia recurrida 
se limita a pronunciarse sobre una de las cuestiones planteadas 
por el apelante — la referente a la violación del principio de 
¡.maldad establecido en el art. 14 de la Oonst. Nacional por el 
decreto 2827 ríe fecha 28 de abril de 1941 y el art. 10 de la 
ley 4837 de la Provincia de Buenos Aires que lo ratifico— y 
ordena devolver el expediente a la cámara de or;i»en a fin de 
que se pronuncie sobre la cuestión subsidiariamente - 
por el actor: p. 540. 
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Tribunal Superior. 

49. Bu el caso tic acumulación de acciones, procede el recurso 
extraordinario contra la sentencia del juez de 1* instancia de 
la justicia del trabajo que rechaza la excepción df> incompe- 
tencia fundada en la i wonstitue tonalidad del decreto 32.347 ' 
44, con respecto a aquellas que no exceden de mil pesos, aun- 
que sumadas superen esa turnia, pues son inapelables para ante 
la ¡TYimara respectiva, pero no basta l¡i simple reserva de inter- 
poner el recurso más adelante: p. 158. 

Requisitos formales. 

introducción dfl U cuestión federal. 
Forma. 

50. Para el correcto planteamiento de la cuestión federal no 
basta la sola mención de un artículo constitucional cuya cone- 
xión con el litigio no resulta de lo expresado en la oportunidad 
en que se lo invocó: p. 337. 

Oportunidad. 

51. Las cuestiones federales tardíamente invocadas y la in- 
constitueíoiialidad alegada por primera vez ante la Corte Su- 
prema do normas de derecho común, deben ser desechadas 
como fundamento del reeurso extraordinario: p. 28. 

52. La oportunidad en que haya sido introducida la cuestión 
federal en el pleito es indiferente, a los efectos de la proceden- 
cia del recurso extraordinario, cuando el superior tribunal lo- 
cal la lia examinado y resuelto: p. 274. 

53. El principio con arreglo al cual la cuestión federal debe 
plantearse en oportunidad procesal para que pueda ser resuel- 
ta por la sentencia apelada por la vía del recurso extraordina- 
rio rige en los procedimientos administrativos: p. 453. 

Itefolticlin ■<*» U oportunidad d* pluKwiwi». 

54. Siendo dudoso que la cuestión federal se planteara en 
oportunidad procesal, el auto que deniega el recurso extraor- 
dinario por no haberse invocado oportunamente en el pleito el 
derecho federal que se diee desconocido, no es revisible por la 
Corte Saprema: p. 598. 

Introducción de 1» cueitlón f«d«i*i pot U «enuncia. 

55. Procede el recurso extraordinario fundado cu ser confis- 
catorio el monto de los honorarios regulados por el auto contra 
el cual se interpone aunque dicha cuestión haya sido planteada 
entonces por primera vez, si surgió de dicha resolución : p. 454. 
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56. El recurso extraordinario interpuesto en subsidio de un 
recurso de nulidad considerndo y resuelto por el tribunal de la 
causa, ea improcedente i p, 534. 

Fundamento. 

67. No está correctamente fundado el recurso extraordinario 
en el que se omite la referencia necesaria de las circunstancias 
de hecho y de su vinculación con las cuestiones federales en que 
se basa la apelación : p. 160. 

58. Es improcedente el recurso extraordinario que no ha sido 
debidamente fundado, a cuyo efecto requiérese que el escrito 
mediante el cual se lo interpuso exprese no fiólo la cuestión fe- 
deral que se intenta someter a la Corte Suprema sino también 
las circunstancias de hecho de la causa y ln relación que ellas 
puardan con los puntos de derecho federal en que se basa la 
apelación ¡ p, 221. 

69. El escrito en que se interpone el recurso extraordinario 
debe expresar la cuestión federal que se intenta someter a la 
^'orte Suprema de manera clara y precisa y contener las enun- 
ciaciones necesarias para puntualizar la vinculación de aquélla 
con las cuestiones en litipio, de tal manera que su sola lectura 
permita apreciar lo referente a la procedencia del recurso y los 
puntos sobre nue ha de versar el pronunciamiento de la Corte : 
p. 378. 

60. Debiendo interponerse el recurso extraordinarin en forma 
actual y precisa y toda vez que las reservas formuladas al res- 
pecto son inoperantes, debe declararse bien denegado el que se 
dedujo en subsidio de una apelación en el orden local, y sin 
manifestar expresamente la intención de interponerlo efectiva- 
mente en este acto: p. 382. 

Trámite. 

61. No procede la adhesión al recurso xtraordinario : p. 28. 
Retolución. 

limites del pronunciamiento. 

62. El pronunciamiento de la Corte Suprema por la vía del 
art. 14 debe limitarse a las cuestiones manten idas en la instan- 
cia de las oportunamente planteadas por el recurrente: p. 28. 
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RECURSO ORDINARIO DE APELACION 

Tercera instancia. 
Generalidades, 

1. Al revocar la sentencia fjne, por entender que el 10 % a 
que se refiere el art. 16 de la ley 12.591 es un poreiento fijo, 
establece como indemnización correspondiente al dueño de las 
bolsas expropiadas por la Nación el precio de costo de aquéllas 
más ese 10 %, la Corte Suprema debe disponer que los autos 
vuelvan al juez de la causa para que, sin privarse a las partes 
de las instancias correspondientes, se determine el monto del 
resarcimiento sobre la base de que dicho poreiento no es fijo: 
p. 5. 

2. No procede la adhesión al recurso ordinario en tercera 
instanna: p. 333. 

3. El término para apelar es fatal y corre aunque medie un 
pedido de aclaración de la sentencia: p. 390 

Sentencia definitiva. 

Besolueionea anteriores. 

4. No procede el recurso ordinario contra la resolución que se 
limita a exigir e] cumplimiento del requisito previsto en el 
art, 1" de la ley 11.634: p. 413. 

Xctnlucione* posteriores. 

B. La resolución por la que se deniega la rectificación y acla- 
ratoria deducidas contra el auto de regulación de honorarios 
no es la sentencia definitiva a que se refiere el nrt. 3» de la 
ley 4055 : p. 390. 

Juicios en que U Nación es paite. 

6. El recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema 
no procede en los juicios seguidos por reparticiones autárqui- 
cas, como el Consejo Agrario Nacional, en los que la Nación 
no interviene como parte directa: p. 573. 

7. No procede el recurso ordinario de apelación en tercera 
instancia e 1 los juicios en que la Nación no es parte directa 
aunque intervenga la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensio- 
nes Civiles: p. 539. 



('} Ver también: Bccurao extraordinario, 3, 7. 
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SEGURO 



RENTAS VITALICIAS. 

Ver: Impuesto a los réditos, 3. 

Ver: Constitución Nacional, 13, 

REPARTICIONES AUTARQUICAS. 

'Ver : Recurso ordinario de apelación, 6. 

REPRESENTACION DEL FISCO. 

Ver: Aduana, 5. 

RETARDO DE JUSTICIA. 

Ver: Recurso de queja, 1. 

RETRO ACTIVIDAD <»). 

1. No corresponde acordar efecto retroactivo a las normas 
procesales en cuanto su aplicación afecte actos concluidos o 
deje sin efecto lo actuado con arreglo a las leyes anteriores: 
p. 582. 

2. Las leyes de competencia y procedimiento son aplicables a 
las causas* en trámite mientras no se afecten actos concluidos 
o se deje sin efecto lo actuado de conformidad con las leyes 
anteriores. Corresponde, por tanto, remitir al juez provincial 
rnspeetivo Ib causa sobre hurto cometido en el territorio na- 
cional de Los Andes que al dictarse el decreto 9375/43 trami- 
taba ante el juez federal de Salta : p. 630. 

REVOCACION DE ACTOS ADMINISTRATIVOS. 

Ver: Actos administrativos, 1; Ejército, 1; Pensiones milita- 
res, 1. 

S 

SEGURO. 

Ver: Impuesto a los réditos, 8. 

(1) Ver también: Constitución Nacional, it, 10, 14, 15, JA, 22, 24, 
25, 2*1, 27; Impuesto a los réditos, 2; Jubilación de empleados nació- 
nato 2; Pensiones militares, 2; Servicio militar, 2. 



SUCESION" 



SENTENCIA (')■ 
Principios generales, 

1. La sentencia de segunda instancia que en .juicio criminal 
se pronuncia sobre las cuestiones planteadas por la defensa en 
la medida que el tribunal apelado estima necesaria no es nula ! 
p. 317. 

SENTENCIA ARBITRARIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 14, 17, 22, 26, 32. 

SEPULCRO. 

Ver: Recurso extraordinario, 35. 
SERVICIO MILITAR. 

1. El ciudadano casado cuya esposa se halla embarazada está 
comprendido en la excepción prevista en el art. 41, ine. 8» del 
decreto 29.375/44 modificado por el 19.285/45: p. 266. 

2. El modo de prestar el servicio militar se ripe por las nor- 
mas vigentes al tiempo de prestarlo. La circunstancia de que, 
con anterioridad a la reforma de la ley 4707, el ciudadano 
liava optado por el beneficio previsto en el art. 8» de aquélla 
no* es óbice para que, llegado el momento de prestar el servicio 
militar, le sean aplicadas las nuevas normas establecidas por 
el decreto 10.818/44: p. 540. 

SERVICIOS PUBLICOS. 

Ver: Constitución Nacional, 12; Ferrocarriles, % 2. 



SOCIEDAD. 

Ver: Empleados de comercio, 3L 

SOCIEDAD ANONIMA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 21. 

SUCESION. 

Ver: Danos y perjuicios, 1; Jurisdicción y competencia, 16, 20. 

(i) Ver también: Constituci/m Nacional, 10, 11, 16; Gasto* de 
jtistfeifi, 1¡ Medidas disciplinarias, 1; Pago, 3; Recurso de Diilidad, 1; 




7©2 TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS 

SUELDO. 

Ver; Constitución Nacional, 22, 24; Jubilación de empleados 
nacionales, 1 

SUMINISTROS 

Ver : .Tur ¡«dicción y competencia, 15 

* 

T 

TARIFAS. 

Ver: Ferrocarriles, 2, 3. 
TELEGRAFO O- 

1. El rt'pimon establecido por el decreto 14,954/46 comprende 
a las empresas ferroviarias: p. 274. 

TERCEROS. 

Ver: Expropiación, 18; Impuesto a los réditos, 10. 

TERRITORIOS NACIONALES. 

Ver: Iíetroactividad, 2. 

Ver: Expropiación, 8. 

TIERRAS PUBLICAS. 

Ver: Donación. 1; Escrituración, 1. 

TRANSACCION. 

Ver : Donación, i. 

TRANSPORTE. 

Ver: Constitución Nacional, 30; Ferrocarriles, 2, 3. 

TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 7, 19. 



(i) Ver t.nmbiín: Bceurso extraordinario, 13. 



VíNOS 703 

TRIBUNALES DEL TRABAJO. 

Ver: Constitución Nacional, 6. 13, 19, 25; Gobierno de faeto, 3; 

U 

USUFRUCTO. 

Ver: Costas, 2; Expropiación, 12. 



VENTAS POR MENSUALIDADES. 

Ver: Impuesto a Jos réditos, 2, 

VINOS. 

Ver: Constitución Nacional, 20; Impuestos internos, ó, (i, S. 9. 
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NACION ABGENTINA v. FRANCISCO GIL 

EXPIiOPIACIOX : Indemniza* i'í». Determinación del valor real. 

El art. !(i de la ley 12.591 no establece el 10 a cjuc 
so refiere como ¡mlt'iiiiiizai'iúti fija sino t¡m sób como 
máxima, susceptible de ser reducida si de las circuns- 
tancias del caso resultara no ser razonable o no estar 
justificado el otorgamiento de dicho 10 %. 

RECURSO OltniSAItia DE APELACIOX: Tercera instancia. Ge- 
ueruUiiades. 

Al revocar la sentencia que, por entender que ol 10 r ' t 
■ a que se refiere el ort. 1G de la ley 12.591 es un porcicnto 
fijo, establece como indemnización eorrespondieate al dne- 
ño de las ImiIsüs expropiadas por la Nación el precio de 
costo de arpióllas más ese 10 '/?, la Corte Suprema debe 
disponer que los autos vuelvan al juez de la causa para 
f|iie, sin privarse a las partes de las instancias correspon- 
dientes, se determine el monto del resarcimiento sobre la 
base de que dicho porciento no es fijo. 



SENTENCIA UEL Jl'EZ FeDEIUL 

lis. Aires, diciembre '21 de 1945. 

Y vistos: Para resolver estos autos caratulados: "Fisco 
Nacional v. Gil, Francisco y hermano s/expropiaeión", de los 
que resulta : 

1» Que a fs. 3 se presenta el Rr, Procurador del Tesoro 
de la Nación deduciendo formal demanda de expropiación 
contra la razón social Francisco Gil y Hermano, en mérito de 
las siguientes consideraciones: 



VAMm DE LA CORTE SUPREMA 



Dice que en uso de las atribuciones establecidas por el 
art. lti de la ley 12.5!)]. el P. E. lia dispuesto la expropiación 
de la arpillera de yute (decretos 98.724 y 105,412). Que en 
eonocimionlo de que la firma demandada tiene una partida de 
bolsas de su propiedad (5.700.000 ex-trigo y 1.100.000 ex- 
imo), ofrece como precio di' esa mercadería a los efectos 
señalados la suma de $ 3.082.0011 m n. de acuerdo con el 
valor establecido por el decreto 107.624. A los efectos deter- 
minados por los arts. 5 y í¡ de ta ley ISO. pide se cite al 
demandado, Kin perjuicio de ello y atento el depósito efec- 
tuado pide asimismo la entrega de las bolsas objeto de este 
juicio. En definitiva solicita que se baga lugar n la demanda 
con costas en caso de oposición. 

2* Declarada la competencia det Juzgado y designada la 
audiencia solicitada a los efectos del art. de la ley 180, 1« 
parte demandada en el acto de la audiencia expresa que no 
acepta el precio ofrecido por las bolsas que son el objeto de 
esta expropiación ($ 0.45 m'n. c u. cx-tvign y $ 0.47 m u, c u. 
ex-lino). Sostiene al respecto que la indemnización debida 
debe determinarse sobre la siguiente base: precio de costo 
(valor de compra, comisiones, acarreos, descarga y estibaje, 
clasificación, gastos de fabricación, efe.) nú* una ganancia 
comercial del 10 r ; . Hace en este sentido una serie de con- 
sideraciones y pide en definitiva que previo justiprecio de la 
mercadería expropiada por medio de peritos y sobre la base 
de les puntos propuestos, se condene al Gobierno de la Na- 
ción al pago de la suma resultante más sur intereses y costas 
del juicio. 

Considerando: 

1' Los peritos designados después de baeer un prolijo 
análisis de los diversos rubros que constituyen el valor do 
costo de la mercadería, sobre el que «e expiden de confor- 
midad, llegan a la conclusión de que éste es de $ 3.288.767,07 
m/n, (ver informe corriente a fs. 58/86. a cuya suma agre- 
gando un 10 r ; , se llega a la cantidad de $ 3.617.644,77 m/n. 
Por su parte el perito Juan Carlos Ilaspcrué en \m otro sí 
del referido informe, aclarando ciertos datos solicitados por la 
parte aetora (punto VI I del cuestionario, ver fs. 20), entiende 
que sobre el valor de costo, sólo debe razonablemente aceptarse 
tina ganancia comercial del 7 r / r con lo que se llegaría a la 
suma de $ 3.334.810.72 m/n. Esta última suma, aparte do 
baber sido fijada por el perito designado por la parte aetora, 
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es asimismo aceptada por esta en el escrito de fs. 93, razón por 
]ii que el suscripto deberá limitnr su pronunciamiento sobre 
esta última cuestión planteada, esto es. sobro si la ganancia 
comercial debe hacerse sobre la base del 10 % como lo sostiene 
la demandada, o si ella debe reduciré© al 7 % como se lm 
indicado. 

2* Que referente al punto cuestionado, el suscripto en- 
tiende, de conformidad con lo dispuesto por la ley 1*3.091, que 
todas las disposiciones reglamentarias dictadas por el P. E. en 
uso de las facultados por ella creadas, no pueden modificar en 
forma al •nina el criterio básico señalado en la misma. 

Es así entonces, (pie los derechos dictados en base a elbi 
en todo lo relativo a la comercialización de la arpillera y las 
bolsas, en cnanto se refiere a sus precios máximos, no ba po- 
dido consecuentemente apartarse de la norma establecida en 
el art. 16 (ley eit.). A esos efectos el recordado art. lfi, dice 
textualmente: "Declárase de utilidad pública y sujetos a ex- 
propiación las mercaderías y productos a que se refieren los 
arts, l 9 y 29, y las materias primas necesarias para su elabo- 
ración. Él P. E. podrá en cada caso tomar posesión de los 
artículos y productos expropiados sin más formalidad que 
consignar judicialmente el precio de costo más la indemniza- 
ción que no podrír cimhr dr un 30 '/< para materias primas 
y hasta el precio rarísimo fijado en virtud de esta ley para 
las mercaderías y productos de les arts. 1' y 2*. etc....". 

El precio de costo de la mercadería que es objeto de la 
presente expropiación ha sido determinado por los peritos en 
el informe indicado anteriormente (ver fs. 58, M) y aceptado 
por ambas partes según así resulta de los términos de los 
escritos de fs. 93 y fs. 96, 

Establecida así la hase sobre la cual debe determinarse 
el beneficio comercial autorizado por la ley. resulta poco du- 
doso, que éste no puede en ningún caso ser inferior al (pie se 
determina en el recordado art. 1(1 í 10 *;í ). ya que sí éste es 
el criterio establecido por ella al solo efecto di- solicitar la 
posesión en las supuestos de expropiación, no es dable suponer 
que puede existir un criterio inferior cuando, como en el 
presente, se trata de determinar la indemnización definitiva. 
Nunca podría ofrecerse en tales condiciones un precio menor 
al que se determina para la simple posesión. Y sí bien es 
cierto, que, como lo hace notar el perito Hasperué (ver fs. 
83 y siguientes) ese 10 % ha sido establecido para las materias 
primas, no puede negarse, que, cuando se trata de un pro- 
ducto elaborado sobro la base de materias primas que se bailan 
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sujetas al control estatal (ley 12.591), ésta por el hecho de 
haber sufrido un proceso de industrialización, lógicamente no 
puede merecer un tratamiento (Jifereneial más gravoso. Por el 
contrario, es silbido (pie en tales circunstancias el proceso ni 
que ha debido ser sometido aumenta los riesgos comerciales 
do la ii'Lsina y lorien mente el tratamiento comercial, sino su- 
perior por lo menos debe ser el mismo. 

3' Que sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, eabe 
asimismo agregar que en el caso particular (pie se analizo, el 
eriterio indicado en los considerandos cpie preceden se justi- 
fica doblemente, toda vez que la mercadería sujeta a expro- 
piación fué adquirida por el demandado con anterioridad a la 
fecha en que dictaron los decretos X* 107,624 (9 de dieiembre 
de 1941) y 117.148 (1» de abril de 1942), que invoea el perito 
llasperné en el recordado informe de fs. 83. Ello evidencia 
que si alguna razón pudo existir para considerar a la intere- 
sadá como única responsable, en entinto a los efectos ulterio- 
res, al pagar por una determinada mercadería precios que 
excedían 8 los oficialmente establecidos, en el caso de autos 
dicho factor desaparece y consiguientemente ningún perjuicio 
puede acarrearle el libre ejercicio de una actividad lícita, 

I" (¿ue en definitiva el precio aceptado por id «Juzgado 
es el que se determina a fs. 80 ($ 1,017.644,77 m/n.), a cuya 
can titlnd deberá reducirse la (pie oportunamente fué deposita- 
da y retirada por la interesada (ver depósito fs. 1 ¡}¡ 3,082.(100 
ot/*I.">. quedando en consecuencia un remanente de $ 535.044.77 
m/n. más una partida de $ 250,05 m/n. en concepto de sellado 
por contratas, lo que hace en total la suma de $ 535,894.82 m n. 
ipte es lo que se adeuda por todo concepto. 

Por Iíin precedentes consideraciones, fttlhn haciendo lugar 
a la demanda de expropiación deducida por el Gobierno de la 
Nación contra la razón social Francisco Gil y Hermano y 
declarando que el Gobierno de la Nación deberá abonar a la 
demandada la suma de * 535.894.82 m/n. en concepto de 
diferencia de precio entre la suma depositada y lo que se 
manda pagar por las bolsas fpie son el objeto de esta expro- 
piación, más ¡os intereses al estilo de los que percibe el Banco 
de la Nación Argentina desde la fecha de la toma de posesión 
y latí costas del juicio. — BtUsaríü Onchc Pirán. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Bs, Aires, 4 tic octubre de 1946, 

Considerando ¡ 

El precio de costo de la mercadería hu sido fijado por 
ló» peritos y aceptado por el representante de] Fisco (fs. 98 
y apuntes supletorios del informe in roce), liO que se disente 
is el porcentaje de utilidad que como indemnización debe 
pa|¡ar el expropiante sobre dicho precio. El perito del (lo- 
iiierno y el representante de éste sostienen (pie debe ser 
8 1.40 %; de man era que aplicándolo al precio tic costo de 
* 3.2S3.7G7.97. la indemnización sería solamente de $ 4(i.042,75 
lo que daría un precio total de * 3.3114.810.72 ni/u., superior 
en 8 252.810.72 n la cantidad depositada por el Fisco (ver 
fs. S0.95 y apuntes indiendos). 

El Sr." Juez a-quo, en eanibio, resuelve que el porcentaje 
de utilidad debe ser 10 v no 1.40. basándose pina ello en lo 
dispuesto por el art. 16' de la ley 12.591, ya que no puede 
admitirse que los propietarios de productos elaborados sean 
tratados en forma más severa que los do materias primas. Ese 
lia sido también el criterio de la Corte Suprema, que en 23 de 
febrero de 1945 (Fallos 201 : 71) lia dejado establecido en un 
cnso análogo, refiriéndose al texto legal citado, «pie "la dis- 
tinción que su secundo apartado parece hacer entre materias 
primas v productos elaborados —para las primeras la expro- 
piación se hará ¡i precio de coste, más una indemnización no 
mavor del 1(1 ' ', ; pura los scgnmlos el precio máximo (pie se 
fjj¿__ obedece sin duda n la idea de que este último no sera 
inferior a la suma do aquellos factores. Pues su consideración 
es, como se lia dicho, compatible con la letra y el espíritu de 
la lev. v sería arbitrario y desigual imponer a los propietarios 
de bienes elaborados sacrificios de que se eximiría a los dueños 
de materias primas*'. 

Que si bien la Corte en el caso citado continuo la scnl encía 
qne solamente mandaba pagar wino indemnización el ínteres 
banca rio. ello fué sin dnda en ausencia de reenrso del inten- 
tado como 1" buce notar el último párrafo. Lo cierto es (pie 
expresó (pie si los propietarios de las materias primas tienen 
derecho a una indemnización igual ni 10 '.'< del costo, también 
lii tienen los de los productos plaborados. 

En «su mérito se confirma con costas la sentencia apelada 
de fs. 109. — Horacio García Ram». — •/««« .1. Gonznlcs 
— Carlos Herrera. 
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Dictamen i>kl Phocciiamoh Gknkhal, 
Suprema Corte: 

Es procedente en este caso el recurso ordinario con- 
cedido a fs. 12!" por cuanto se trata de causa civil en la 
que es parte el Fisco Nacional y la cuantía de lo discu- 
tido excede en mucho a los cinco mil pesos que como 
límite mínimo tija el art. 3», inc. 2, de la ley 4055. 

Ha cuanto al loado del asuato limítase a decidir 
si, con arreglo a lo dispuesto por el art. 16 de la ley 
12.591, la indemnización que se debe a los propietarios 
de bolsas, cuando ! Fisco las expropia, debe corres- 
ponder necesariamente al precio de costo mfis un 10 %, 
—conforme lo establece el fallo apelado de fs. 1*24— o 
puede dicho porcentaje ser menor. 

La disposición a interpretar establece en lo per- 
tinente: 

"Él l\ E. podrá en cada caso tomar posesión de 
los artículos y productos expropiados sin más forma- 
lidad que consignar .judicialmente el precio de costo, 
más una indemnización que tro podrá vxeeHcr th* un 
10 % para las materias primas, y hasta el precio má- 
ximo fijado en virtud de esta ley para las mercaderías 
y productos de los nrts. 1 y 2". 

V. EL, en la sentencia del t. 201, pág. 71, ha resuel- 
to que para las materias primas del» pagarse una in- 
demnización no mayor de un 10 c /c del precio de costo; 
y que para los productos elaborados el precio máximo 
fijado por el P. E. no será inferior, poique, expresaba 
la Corte: 

"sería arbitrario y desigual imponer a los propieta- 
rios de bienes elaborados, sacrificios de que se eximiría 
a los dueños de materias primas". 
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Empero, X, E. no dedujo do ahí, ni 
cirio, que ueeesarwmaitf deba ser un 10 ^ ln ii 
nizaeióu. Baste recordar que si si- estableciese suma 
fija e invariable para lodos los casos, resultaría pa- 
tente la injusticia de no tenor on cuenta el tactor tiempo, 
esto os, el período transcurrido desde que invirtió el 
expropiado su capital on adquirir o producir la morcan- 
cía y el uiomonto en que ol Fisco la expropia. Ese ele- 
mento de criterio fué contemplado por V. E. on el caso 
a que me refiero: quedó allí establecido que además del 
precio de costo, se paira ría al expropiado una indem- 
nización correspondiente al interés o financia de un 
C 7c desde la fecha en que produjo o obtuvo las mer- 
cancías, basta «pie el Fisco las tomo. Y pues tal es la 
.jurisprudencia sentada por la Corte, corresponderá 
aplicarla al caso *nb JHflur. modificando la sentencia 
apelada conforme el Fisco lo sostiene. - Bs. Aires, di- 
ciembre 3 de IMS. — •!>«"' Ah-irez. 

FALLO DK LA CORTE SrPIfEMA 

lis. Aires, V de octubre de 1047. 

Y vistos los autos -Fisco Nocional (Procurador 
del Tesoro) v. Gil Francisco, sobre expropiación bolsas 
usadas en los que so ba concedido ol recurso ordina- 
rio do apelación interpuesto a fs. 128 contra la senten- 
cia dictada a fs. 124 por la Cám. Federal de la Capital. 

Considerando: 

Que el Fisco Nacional apelante se agravia porque 
la sentencia recurrida fija como precio do las bolsas 
expropiadas ol de costo —sobre el cual no hay discu- 
sión—, más un 10 % siendo que, a su juicio on este caso 
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sólo correspondería agregar al precio de costo una ga- 
nancia del 7 % (fs. í>3). 

Que tanto la sentencia apelada como la de 1» ins- 
tancia, que aquello confirma, agregan al precio de cos- 
to nn 10 % en la inteligencia de que los productos ela- 
borados no lian de considerarse colocados en inferior 
situación a las materias primas cuando se trata de la 
expropiación autorizada por la ley 12.501 y que esta- 
bleciéndose en ella como precio de las materias primas 
que so expropien el de costo más el 10 %, habiendo 
acuerdo en esto caso sobro dicho precio — representado 
pwi el de la adquisición — debo recargárselo en una 
medida no inferior a ese porciento. 

gae no se trata, puc de una divergencia sobre la 
conci ota apreciación del resarcimiento debido, sino so- 
bre la inteligoncia del art. líi do la ley 12.591, que según 
la sentencia impone un resarcimiento constituido por 
el precio do adquisición más el II) f /c y según el Fisco 
Nacional apelante por aquél más un porciento de ga- 
nancia que a; puede ser mperier al 10 c /c f pero que 
puede sor inferior. 

Que el recordado ¡irt. lli se refiere a lo qne debe 
consignarse ni deducir la expropiación y dice — respecto 
a las materias primas — , que será "el precio de costo 
más una indemnización qur nn podrá exceder del 10 
Es patente que no impono este porciento como indem- 
nización fija sino como indemnización máxima, vale de- 
cir que si ge demostrare no ser razonable o no estar 
justificado en las particulares circunstancias del caso 
una indemnización del lí) r /< no habría obstáculo legal 
para fijar una menor. 

Que como la sentencia reeuiridn y la de primera 
instancia no fijan la indemnización en el 10 % por con- 
siderar quo eu las circunstancias de este caso sea la 
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equitativa sino por entender que la ley no consiente 
la fijación de una menor, llegándose por esta Corte a 
la conclusión de que no liay tal obstáculo legal débese 
revocar la sentencia y disponer que los autos vuelvan 
al juez de la causa para que, en vista de la inteligencia 
dada al precepto legal de que se trata, determine el 
monto de la indemnización habida cuenta de las circuns- 
tancias dei caso, lo que esta Corte no podría hacer alio ra 
sin substraer esta determinación a la revisión de las 
instancias que la ley ritual establece para las causas de 
esta especie. 

Por tanto y con el alcance explicado eu el último 
considerando so revoca la sentencia apelada de fs. 124, 
sin costas. 

Tomas D. Casares — Felifk S. 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez. 



FRANCISCO AGTTIRRE MORENO Y OTROS 

IMPUESTOS 1NTERX08: Principios generales. 

tos arts. 19 y 20 de la ley 3764 -9 y 10 de! T. O.- 
son susceptibles de interpretación extensiva. (') 



1)0 



UTERINA PULIDO DE GIAMBRONE v. CAJA NACIO- 
NAL DE JUBILACIONES Y PENSIONES CIVILES 

CAJA DE MATERNIDAD. 

La prohibición de trabajar y la asignación del subsidio 
eatablecidas por la ley 11.933 no están supeditadas al cum- 
plimiento de condición alguna — m siquiera al pago de la 
contribución trimestral— por parte de las empieauas en 

(i) 1* do octubre de 1947. Fallón; 205, 51. 



14 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



euyo fiivor se han establecido. Al replanten tar el modo 
de' conceder tlifhn subsidio —cuyo papo 110 está subordi- 
nado 11 la constitución del capital de Ift Caja respectiva 
^-Iíio t xi 11 sólo ¡d transcurso de un año a partir de la fecha 
de promulgación de la ley— el P. E. debe hacerlo de 
manera «pie en ningún caso Ifis mujeres ti que se refiere la 
ley puedan resultar privadas del mismo. 

.tl'htLACios Y l'ESSIOX. 

La falta de proporción entre la contribución del afiliado 
¡t una caja de previsión social y |ns beneficios que ésta 
le procura es propia de la naturaleza de un régimen de 
asistencia de cjsh especie, cuyo objeto es substraer al asa- 
lariad» en alputia medida, a la servidumbre del salario 
proveniente de «pie cualquier interrupción en el trabajo le 
prive ilo la retribución y le impida atender sus necesida- 
des vitales, 

COSSTITI'CIOX X MIOS AL; VoH*Ht*c¡**alÍiéi t iHeontUtHcio- 
natbtiut. t)eirttt>* nut-ionate*. J uhilacinneí if petmimirs. 

El art. 35 del decreto 12-I.Ü25 42, reglamentario de la 
ley U.ittl. en cuanto supedita el otorgamiento del sub- 
sidio a la mujer parturienta id paco de ta contribución 
trimestral q«C establece el art. 4* de dicha ley, se aparta 
de ésta y del art. 80. inc. 2*. de la Cmist. Nocional. 



Sentencia ni: la C'A.mara nv apelaciones de la 
JcsTit iA lix Trabajo 

lis. Aire*, mayo 6 de 1047. 

Visto el recurso interpuesto y considerando : 

(¿ue tanto de la letra como del espíritu de la. ley 11.933, 
sitrpe con tuda evidenein, que el propósito de la misma es 
proteger a la mujer parturienta. Refirman esta tesis los ante- 
cedentes doctrinarios y parlamentarios como así también el 
pr< .licameutn de defensa de la maternidad, de que han hecho 
mérito innumerables rrmpresos. recomendaciones y convencio- 
nes, de la Conferencia Internacional del Trabajo. Resultaría 
ocioso aquí, extenderse en las razones que informan la nece- 
sidad de esa protección, por lo que la misma importa a la 
defensa del vnlnr humano, base fundamental de la salud del 
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pueblo y que da diguidud de derecho natural, realmente, a tal 
citada protección. 

Que los nrts. I y II de la ley al prohibir el trabajo treinta 
días antes y cuarenta y cinco días después del parto deter- 
minando que las mujeres que se encuentran en esas condi- 
ciones percibirán el subsidio que allí so establece, tienen cu 
cuenta el amparo económico de la mujer en trance de alum- 
bramiento. Sentado ello, y ante la impugnación de ineons- 
titucionalidud del art. 3í> del decreto reglamentario de la ley. 
de feclin 18 de julio de 1942 n» 124.925, corresponde establecer 
si en efecto, dicho artículo es repugnante al nrt. 8(J, inc. 2' de 
la Const. Nacional, en cuanto este atribuye al P. E. la facultad 
de reglamentar las leyes, ' 4 cuidando de no alterar su espíritu 
con excepciones reglamentarias". En otros términos, si la 
disposición aludida del decreto reglamentario, altera los de- 
rechos reconocido!* por la ley que reglamenta. 

Que es innegable la facultad del poder administrador de 
reglamentar las leyes, a fin de conseguir que se cumpla fiel- 
mente con el propósito querido por la „. ; además, es evidente 
que toda reglamentación debe evitar la posibilidad de que se 
cometan abusos y se desvirtúe la posibilidad de la misma. 

Pero es que, jurídicamente, un puede aceptarse que la 
reglamentación de la ley, por más loable propósito que lleve, 
que no otra cosa puede suponerse en el poder adniinistradm. 
condiciones y beneficios que ésta otorga sin ningún género de 
límites. 

El art. 6" J de la ley 11.933 determina la forma en que 
serán penadas las i n fracción es a la mi^ma. dando así oportu- 
nidad al P. E. para que en ejercicio del poder de policía, evite 
<pie se burle la ley, o acaso, que también es posible; se pretenda 
en alguna oportunidad, amparar a quien no corresponda, en 
connivencia con algún empleador complaciente, con ios bene- 
ficies del seguro de maternidad. Pero esta posibilidad se hace 
más remota, cuanto más la regí amen ta e ion c inspecciones del 
poder administrador, vigilen el fiel cumplimiento de la misma. 

De la economía de la ley, en sus arts. 1" y 2'-' se desprende 
que toda afiliada a la Caj,; de Maternidad, por el solo hecho 
de serlo, goza de los beneficios del seguro sin que importe a 
ello el número de cuotas trimestrales abonadas. 

Que ese es el verdadero y auténtico espíritu de la ley que 
tiende a h defensa del hogar, consagrado por el art. 8» de los 
Derechos del Trabajador titulado "Protección a la Familia", 
cuya transcripción evidencia por sí sola la consecuencia que 
resulta de su propia esencia. "La protección de la familia 
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responde a xtn natural designio del individuo desde que en 
ella freuiMiiii sus más elevados sentimientos afectivos y todo 
empeño tendiente a su bienestar debe ser estimulado y favo- 
recido por la comunidad como el medio más indicado do pro- 
pender al mejoramiento del fié ñero humano y a la consolida- 
ción de principios espirituales y morales (pie constituyen la 
esencia de la convivencia social". 

Que dicha norma consagrada ya por un decreto del I*. E. 
de la .Nación, dehe ser observada en consonancia con las leyes 
que adecúan .su interpretación p¡ira resolver con justicia. 

Que siendo cito así, el art. 35 del decreto 124.925 de fecha 
1S de jnüo de 1942 en cuanto condiciona al número de tri- 
mestres abonados, el derecho a los beneficios del subsidio de 
maternidad que otorga la ley 11.933, importa limitar tales be- 
neficios en pugna con el espíritu y letra que surge del texto 
de la misma y por ello es repugnante al art. SG inc. 2' de la 
Const, Nacional, que atribuye al 1\ E. la facultad de regla- 
mentar las leyes, cuidando de no alterar su espíritu. 

Por todas estas consideraciones y no obstante lo dictami- 
nado por el Sr. Procurador General del Trabajo, se resuelve: 

1* Declárase inconstitucional el art. 35 del decreto re- 
glamentario de la ley 11.933, n° 124.925 de fecha 18 de julio 
de 1942. por repugnante al art. 86 inc. 2* de la Const. Nacional. 

2* Revócase la resolución recurrida de fs. 25 en cuanto 
fué materia del recurso. — Ito'Mf" G. VuJt nzuda. — Domingo 
Pt'luffo. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario interpuesto n fa. 50 ha si- 
do bien concedido, toda vez que In sentencia de fs. 43 
ha declarado inconstitucional, por repugnante al art. 86, 
iac. J? de la Const. Nacional, el art. 35 del decreto re- 
glamentario de la ley 11.93$ contrariando así el dere- 
cho invocado por el recurrente en base a dicha dispo- 
sición. 

Una ajustada y constante jurisprudencia de V. E. 
en torno a la interpretación del nrt. 86, inc. 2* de la 
Const. Nacional ha precisado los caracteres de las fa- 
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cultades reglamentarias del P. E., señalando que las 
mismas no se exceden cuando simplemente a^uél se 
aparta de la estructura literal de la ley siempre que 
se ajuste al espíritu de la misma, no aféete su acepción 
y la reglamentación sr dicte cuidando que se mantengan 
inalterables los fines j el sentido o concepto con que 
la ley lia sido sancionada (Fallos: 151: 5; 178: 224 v 
293; 182: 244, etc.). 

El caso planteado exige pues, un análisis del espí- 
ritu y fines que animan la ley 11.933 para establecer 
si el art. 35 de su decreto reglamentario la contraría o 
desnaturaliza aquellos. 

La ley 11.933 tiene su origen, como so desprende 
de las palabras del miembro informante «leí proyecto 
en la II. Cámara de Senadores (Diario de Sesiones, año 
1034, t. I, pág. 34tí), en la sanción de la luy 11.72<> que 
aprobó, entre otras, la Convención concerniente al em- 
pleo de las mujeres antes y después del parlo, aprobada 
en Washington er 19 10. 

Surge del art. 3* de dicha Convención que el princi- 
pal fin perseguido fué impedir el empleo de obreras 
parturientas en los períodos inmediatos al alumbramien- 
to (ine. a) y b). Pero, como era necesario favorecer a 
la subsistencia de madre e hijo durante ose descanso 
forzoso, resultó lógico complemento la obligación do 
otorgar una indemnización suficiente para el manteni- 
miento do ambos en buenas condiciones en ese lapso. 



Informada de tales principios, la ley 11.933 pres- 
cribió que en los establecimientos industriales y co- 
merciales, ote, "queda prohibido el empleo de mujeres 
treinta días antes del parto y cuarenta y cinco después 
del mismo" (art. l v ), modificando así el art. 13 de la 
ley 11,317 que prohibía "ocupar a mujeres durante el 
período de seis semanas posteriores al parto". Obsér- 
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vese bien que la prohibición es absoluta y que su in- 
cumplimiento está sancionado con las penalidades pre- 
vistas en el art. C* tic ta ley ll.!*33, de modo que, aunque 
quisiera» umi mujer no puede trabajar en el período 
señalado. Ello se explica porque, como dijera el miem- 
bro informante del proyecto de ley en la II. Cámara de 
Senadores, "se trata, no de un reglamento, sino de una 
prescripción general, basada en la higiene social, que 
debe ser cumplida religiosamente en todas partes pa- 
ra beneficio del país" (Diario de Sesiones de la H. Cá- 
mara de Senadores, año lí>34, t. I. púg. 844). 

El art. 2" de la ley establece, por su parte — de 
acuerdo también al art. 3* de la Convención de Washing- 
ton — , que "las mujeres que se encuentran en tales con- 
diciones (las del art. 1') percibirán un snbsidi >, etc 

En otras palabras, la mujer obrera que no puede tra- 
bajar, porque la ley lo prohibe, tiene derecho por esa 
sola circunstancia al subsidio. Cabe destacar aquí que 
el cumplimiento del art. 2» se ha llevado a cabo n edian- 
te un sistema de seguro en el que se prevé una contri- 
bución obligatoria de la empleada u obrera, aparte de 
la del patrón y del Estado, pero, pudo también arbitrar- 
se otro sistema como ser el del pago directo de los 
fondos públicos según lo indica el art. 3* de la Conven- 
ción, para la cual lo importante radica en la entrega de 
la indemnización sea cual sea el método adoptado para 
hacerla efectiva. "La prescripción del descanso obliga- 
torio después del parto — dijo el antes citado miembro 
informante del proyecto — debe, estar acompañado de 
la previsión de indemnizaciones suficientes para la ma- 
nutención de la madre y el niño. La Oficina Internacio- 
nal del Trabajo, ha expresado que sancionar el reposo 
sin la indemnización, es ir contra los fines humanitarios 
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en que se inspira el convenio'* (Diario de Sesiones de 
la H. Cámara de Senadores, t. I, pág. 349). 

De ello se desprende, entonces, que de acuerdo al 
espíritu de la ley, el derecho a la indemnización o sub- 
sidio no es consecuencia de la contribución aportada 
por la mujer obrera, sino de la prohibición de trabajo 
que la ley establece. 

El art. 5 de la ley 11.933 dispone que 4 'el Poder 
Ejecutivo reglamentará ln forma de percibir la contri- 
bución patronal y obrera y el modo de conceder los 
subsidios. " 

Es en cumplimiento de este texto, y haciendo uso 
por lo demás de la facultad otorgada por el art. 86, inc. 
2" de la Const. Nacional, que el P. E. dictó el decreto 
80.229 y posteriormente el 124.925, cuyo art. 35 ha de- 
clarado inconstitucional la Cámara de Apelaciones de 
la Justicia del Trabajo, motivando el recurso extraor- 
dinario deducido por el apoderado del Instituto Nacio- 
nal de Previsión Social —Sección ley 11.933— que lle- 
ga a conocimiento de V. E. 

Dicho art. 35 dice textualmente: 
"Las afiliadas a la Caja de Maternidad tendrán 
derecho a los beneficios del seguro en cualquiera de los 
siguientes easos : 

a) Cuando hubiesen estado efectivamente ocupa- 
das en un establecimiento industrial o comercial, en la 
fecha de la concepción y tuviesen paga la contribución 
por el trimestre en que esa fecha quede comprendida 
y los posteriores en que hubieran trabajado, aunque no 
estén prestando servicios al tiempo del parto. La con- 
cepción se presume ocurrido antes de los doscientos 
setenta días y hasta un máximo de trescientos días del 
parto a término y ciento ochenta días como mínimo antes 
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del parto prematuro, sin admitir prueba en contrario, 
a los efectos de esa condición; 

b) Cuando, sin haber estado empleadas en !a fe- 
<*ha de la concepción tuviesen pagos oclio trimestres do 
contri ¡.lición en los tres años inmediatamente anterio- 
res u esa fecha, estén o no efectivamente ocupadas en 
un establecimiento industrial o comercial en el momen- 
to de solicitarlos y siempre que esas ocho contribucio- 
nes no se hayan considerado parcial o totalmente para 
otorgarle un subsidio anterior'*. 

Y bien, no cabe, en mi opinión, duda alguna de que 
el Poder Ejecutivo lia excedido en esta disposición la 
facultad reglamentaria que le otorga el texto constitu- 
cional. En efecto, antes que establecer el "modo" como 
se otorgaría el subsidio que la ley establece y supedita 
exclusivamente — como hemos visto — a la circunstancia 
de encontrarse la mujer obligada a no trabajar duran- 
te treinta días antes del parto y cuarenta y cinco después 
del mismo, el art. 35 ha establecido "cuando" surgía 
aquel derecho, haciéndolo en forma contraria al texto 
y a los fines de la ley 11.933, pues en lugar de atenerse 
a lo que realmente importaba — que era la necesidad 
de proveer n la subsistencia de la obrera durante el 
descanso obligatorio — , en el caso del inciso a) excede 
las previsiones del texto legal otorgando un subsidio 
a quien no trabaja en el momento del parto, y en el 
caso del inciso b), que es el que contempla el fallo ape- 
lado, ha restringido el derecho dando lugar a que una 
madre ohrera se vea impedida de trabajar, atenta la 
prohibición absoluta del art. 1 7 de la ley, sin tener los 
medios de proveer a su subsistencia por el hecho de no 
hal>er abonado un número determinado de cuotas de 
cont rihuekm. 

En consecuencia, opino que el art. 30 del decreto 
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reglnniontnrio es contrarío ni texto y o] espíritu de la 
ley n» 11.933 y, por tanto, violatorio del art. 8®, ine. 2», 
do la C'onst. Nacional, 

Examinado el caso aitb jtttlioe a la luz de talos prin- 
cipios, resulta indudable el derecho de doña Esterina 
Üiambrouc de Pulido a gozar de los beneficios que acuer- 



da la ley 11.933, aun cuando no estuviera empleada en 
el momento do la concepción ni tuviera abonados los 
ocho trimestres do contribución que fija el decreto nú- 
mero 11¡4.Í)2.% puesto que se vió obligada a hacer abnn- 
dono del trabajo por imperio de la ley. 

Por ello, estimo que debe confirmarse el fallo ape- 
lado en cuanto lia podido ser materia de recurso extra- 
ordinario. — Bs, Aires, setiembre W de 1947. — Cario* 
(i. De! f iito. 



Y vistos los autos "Pulido Esterina Gíambrone de 
— beneficio ley 11.033 — *% en los que se lia concedido 
el recurso extraordinario interpuesto a fs. 50 contra la 
sentencia dictada n fs. 43 por la Sala I de la Cámara do 
Apelaciones de la Justicia del Trabajo. 

- 

Considerando : 

Que por disposición del art. 1* de la ley 11.933 en 
todos los establecimientos n que la misma se refiere 
"...queda prohibido. (sin excepción alguna) el empleo 
de mujeres treinta días antes del parto y cuarenta y 
cinco después del mismo'*. "Las mujeres que se en- 
cuentran en tales condiciones percibirán un subsidio 
equivalente a su salario o sueldo íntegro, no pudiendo 
ser superior a $ 200. Tendrán derecho, además, a los 




Bs. Aires, l v de octubre de 1947. 
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cuidados gratuitos de un médico y una partera. Este 
subsidio no podrá ser cedido ni embargado" (art. 2»). 
"Durante los períodos determinados por la presente ley 
que la mujer no trabajo delwrá conservársele el puesto 
o empleo" (art. 3 g ). 

Que de estos preceptos se sigue: Postar prohibido 
el empleo de las mujeres en el estado y durante el tiem- 
po que los mismos indican; '2'' deberse a proceder con 
dichas empleadas durante ese tiempo de modo que su 
alejamiento del trabajo no les cause agravio económi- 
co y que cuenten, además, con la asistencia que su estado 
requiere. Estos propósitos de la ley son ineondiciona- 
dos. Xi la prohibicit . ni la asignación del subsidio están 
supeditadas ai cumplimiento de condición alguna por 
parte de las empleadas en cuyo favor se los esta- 
blece, A esta prohibición tenía que corresponder la 
seguridad de que durante el tiempo de ella la empleada 
no había de estar privada de recursos, no sólo porque 
de lo contrario la prohibición comportaría iniquidad, 
sino también porque de no establecerse incondicional- 
mente la seguridad aludida la prohibición se vuelve 
contra su propia finalidad, que es el amparo de la madre 
y el hijo en las especiales circunstancias. 

Que los requisitos no impuestos por la ley no los 
puede crear por vía de reglamentación el P. E., tanto 
menos cuanto que la ley ha determinado en este caso 
expresamente el alcance de la atribución reglamenta- 
ria a su respecto: "El P. E. reglamentará hi forma de 
percibir la coH-trihucrán patronal y obrera y el modo 
de conceder los subsidios" (art. 5 fl ). En presencia de 
lo dispuesto tan terminantemente por los arts. 1* y 2* 
no es congruente con el espíritu y la letra de la ley un 
modo de concederlos que incluya la imposibilidad de 
obtenerlos en ciertos casos. Ese modo comporta una 



alteración del espíritu de la ley mediante una excepción 
reglamentaria (Constitución Nacional, art. 86, inc, 2*}. 

Que la ley establece en su art. 4» como se ha de 
constituir "el capital necesario a los efectos del cum- 
plimiento del art. 2"' pero sin subordinar el cumpli- 
miento de este ultimo precepto — el art. 2»—, a la cons- 
titución del capital. Lo que se sigue del sistema de la 
ley es precisamente lo contrario: la constitución del ca- 
pital debía supeditarse al cumplimiento del art. 2'; ha- 
bía que constituirlo de modo que al año de la promul- 
gación de la ley {art. 5'} todas las empleadas compren- 
didas en ella comenzasen a recibir sus beneficios por 
el sólo hecho de ser empleadas y hallarse en la situa- 
ción que menciona el art. 2», 

Que sean o no suficientes las contribuciones impues- 
tas en el art. 4» para atender los subsidios con la incon- 
dicionada amplitud que resulta de los arts. 1» y 2* es 
cuestión ajena a In litis y al juicio de los jueces. 

Que ni siquiera la obligación impuesta a las obre- 
ras y empleadas comprendidas entre los 15 y los 45 
años de edad, de contribuir trimestralmeiite n la cons- 
titución del capital aludido con una suma equivalente 
a una jornada de su salario o sueldo, es, de ninguna 
manera una condición a cuyo cumplimiento se subordi- 
na el pago del subsidio del art. 2'. Se trata de una con- 
tribución obligatoria que integra un régimen de orden 
público. No le es dado a las empleadas entrar y mante- 
nerse o no en este régimen de asistencia mientras sean 
empleadas. Ni pueden levantar con su aquiescencia la 
prohibición del art, l\ ni pueden por ningún motivo 
dejar de hacer la contribución del art. 4» que los patro- 
nes tienen la obligación que la ley les impone. Y está 
en manos del P. E. el hacer que la cumplan mediante la 
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reglamentación correspondiente (art. 5 V ) y las sancio- 
nes que establece el art. 6*. 

Que algunas veres no haya proporción entre los 
subsidios que una empicada recibe y las contribuciones 
que ha hecho es algo no sólo inevitable sino propio de 
la naturaleza de un régimen de asistencia de esta es- 
pecie cuyo objeto, como el de otros análogos, es subs- 
traer al asalariado, en albina medida, a la servidumbre 
del salario proveniente de qué cualquiera interrupción 
en el trabajo, interrumpa la retribución y ponga con 
ello en la imposibilidad de atender las necesidades vi- 
tales durante ese tiempo. Lo cual es evidente que no 
puede supeditarse a la contribución del asalariado del 
modo que lo supedita el art. 35 del decreto 124.925/42 
según el cual las afiliadas de la Caja de Maternidad 
tendráu derecho a los beneficios" ...b) cuando, sin 
haber estado empleadas en la fecha de la concepción, 
tuviesen pagos ocho trimestres de contribución en los 
tres años inmediatamente anteriores a esa fecliu, estén 
o no, efectivamente, ocupadas en un establecimiento 
industrial o comercial en el momento de solicitarlos y 
siempre que esas ocho contribuciones no so hayan con- 
siderado parcial o totalmente para otorgarle un subsi- 
dio anterior ", Supeditarlo así importa la contradicción 
de medir con la contribución de la asalariada una asis- 
tencia establecida por la ley en razón de que ordinaria- 
mente no queda margen del salario con el cual pueda 
asegurársela por acto propio cada empleada u obrera. 

Por tanto y los fundamentos concordantes de la 
sentencia recurrida y del precedente dictamen del se- 
ñor Procurador General se declara que el art. 35 del 
decreto reglamentario de la ley 11.933 (124.925/42 pu- 
blicado en el B. O. del 23/7/942), en cuanto supedita 
el otorgamiento del subsidio a] pago de la contribución 
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trimestral que establece el art. 4* de dicha ley, no se 
ajusta a lo dispuesto por el inc. & del art. 86 de la Const. 
Nacional y se confirma, en consecuencia, la sentencia 
de fs. 43 en cuanto ha sido materia del recurso. 

Tomás D, Casares — Felipe S. 
Pérez — Lcis R. IxaraHi — 
Justo L. Alvarfz "RomtÍGUEZ. 



MARTA M. m|i DE LOPEZ v. S. A. CIA. ARGENTINA 
DE INDUSTRIA Y COMERCIO 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones 
no federales. Exclusión de las cuestiones de heelw. Varios. 

La cuestión referente n saber en qué fecha comenzó a rejrir 

el decreto 33.302/45 no es federal. ( l ) 



ECÜDIO ZIELLA v. SMIRIGLIO UNOS. 

GOBIERNO DE PACTO. 

Los decretos-leves dictados por el gobierno tic fado son 
válidos, por rnxón de su origen, y continúan siéndolo du- 
rante el gobierno constitucional subsiguiente aunque no ha- 
yan sido ratificados por el Conpreso. Corresponde, pues, 
rechaz,..* la impugnación fundada en la caducidad del de- 
creto 33.302/45 a partir del 4 de junio de 194(i. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constituciontdtdad e fncanstünette 

naltilad. Decreto* nacionales. Farros* 

El art. 45 del decreto 33.302/45, en cuanto impone e los 
patrones la obligación imprevista de pagar el sueldo anual 
complementario correspondiente al ejercicio del ano 1945, 
concluido cuando se promulgó el decreto, comportó una 
retroactividad requerida por exigencias de orden público, 
frente a la cual no existen dereebos adquiridos. Por ello 
la norma mencionada no es violatoria de las disposiciones 
de Ja Const, Nacional que aseguran el dereebo de propiedad. 



(l) 1' do octubre üe 1947. Fallos: 207, 90. 
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CONSTITUCION NACIONAL; ConstHticionalidad e inco»slitucio~ 
nalidad. Leyes nacionales. Comunes. 

El art 67 del decreto 33.302/45 aplicad- icspecto de em- 
pleados despedidos con posterioridad a La vigencia de aquél 
no es violatorio del art. 17 de la Cons 1 . Nacional. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario de apelación interpuesto 
a fs, 56 llena los requisitos exigidos por el art. 14 de la 
ley 48. Corresponde, en consecuencia, declarar que fué 
bien concedido a fs, 58. 

En cuanto al fondo del asunto, versa sobre cues- 
tiones contempladas prácticamente en mis dictámenes 
di julio 10 y 29 ppdo. (oxptes. C. 118 "Constanzo", 
C. 137 "Castellano" y L. 54 "Lorenzo"). Por razones 
de brevedad me refiero, pues, a los mismos. 

El apelante fimda además su recurso en que a 
partir del 4 de junio ppdo. el decreto n» 33.302/45 
caducó. 

A ese respecto, me remito el dictamen que expedí 
el 5 de noviembre ppdo. ttt re "Mengua] v. Manufactura 
Algodonera Argentina S. A." M. 144, en el que formulé 
consideraciones aplicables al presente cnso. Dicha cau- 
sa está a estudio de V. E. — Bs. Aires, febrero 7 de 
1947. — Juan Alear ez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 1* de octubre de 1947. 

Y vistos los autos "Ziella Egtdio c. Smiriglio 
Hnos,, despido", en los que so ha concedido a la parte 
demandada el recurso extraordinario. 
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Considerando : 

Que los decretos leyes dictados por el gobierno 
de facto son válidos por razón de su origen y, puesto 
que tienen el valor de leyes, subsisten aunque no hayan 
sido ratificados por el Congreso mientras no sean de- 
rogados de la única numera que éstas pueden serlo, es 
decir, por otras leyes (art. 17 del Código Civil; Fallos: 
207, 207 y sentencia de fecha 24 de setiembre ppdo, en 
la causa "Juan Alberto Valenzuela"). La impugnación 
del decreto 33.302/45 fundada en la falta de ratifica- 
ción legislativa —que, por lo demás, se ha producido 
mediante la ley 12.921— y en la inconstitucional idad 
de dicha ley al ratificar el decreto de referencia con 
efecto retroactivo, debe, pues, ser desestimada. 

Que de acuerdo con lo resuelto por esta Corte 
Suprema el 17 de setiembre ppdo. en las causas "Cas- 
tellano v. Quintana", "Lorenzo v. Editorial Estam- 
pa", "Constanzo v. The South A. Stev y Light" y 
"Aibar Manuel L. v. Cía. Swift de La Plata", cuyos 
fundamentos se dan aquí por reproducidos en lo per- 
tinente, corresponde rechazar la defensa de inconsti- 
tucionalidad de los arts. 45 y 07 del decreto 33.302/45 
fundada en la retroactividad de sus disposiciones. 




Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonohi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
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PROVINCIA DE TUCUMAN v. CIA. IIIDRO ELECTRICA 

DE TUCUMAN 

CONSTITUCION XACiOXAL: Derechos y garantías. Defensa en 
juicio. Principian generales. 

La (Tarantín ile la defensa en juicio requiere la existencia 
de la posibilidad de ocurrir ante ulgún órgano jurisdiccio- 
nal en procura de justicia y, por consiguiente, fa licitud de 
los actos tendientes a obtener la decisión de los jueces sobre 
los derechos (pie los interesados —inclusive el Estado- 
entienden asistirles, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rt. H uMto» propios. Relación di- 
recta, ¡tormos erlraiias al juicio. 

Do la sola disposición de la ley 11H7 de ta Prov. de Tu- 
eumán — (pie dispone que se inicie la acción judicial perti- 
nente para obtener la nulidad y caducidad de la concesión 
otorgada a la Cía. Hidro-Eléctriea de Tueumíin— no de- 
riva agravio suficiente a las garantías constitucionales para 
fundar el recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Jleqnisitos jtroiAo*. Cuestión 
ffítcrul. Cuestiones federa! t complejos. InCúnstüudonalidaá de nor- 
mas y actos provinciales. 

La alegación de la incou titueionalidnd de la sentencia 
de un tribunal local no basta para la procedencia del 
recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rcnttisitas propios. Cuestiones 
no federóles. Interpretación de normas y actos comunes. 

Son irrevisiblos en la instancia extraordinaria los funda- 
mentos de derecho común, local y de hecho, salvo que se 
trate de una sentencia arbitraria. 

Las senteneins fundadas en consideraciones científicas o 
jurisprudenciales en materia de derecho común o local, 
son irremisibles por la vía del recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rc<,uhito* propios. Relación di- 
recta. Normas extrañas al juicio. Arts. 10 a 10 de la Constitución. 

La existencia y alcance de la ley común o loca] aplicadas 
por tribunales provinciales es, en principio, del resorte 
exclusivo de los mismos, no siendo admisible al respecto 
el recurso extraordinario por invocación de la garantía 
del art. 19 de la Const. Nacional. 
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RECURSO FXTRAORDIXARIO: Requisito» propios. Cuestiones 
■no federales, Interpretación de normas y actos locales en general. 

Li. interpretación y alcance atribuidos a cláusulas de una 
concesión local no ron revisiblcs en instancia extraordi- 
naria. 

Loa normas y principios de derecho administrativo pro- 
vincial | revisten carácter local y rigen respecto de las 
concesiones locales, cuyo otorgamiento, régimen y termi- 
nación constituyen cuestiones de igual índole susceptibles 
correctamente de juzgamiento por los tribunales provin- 
ciales. 

COMERCIO 1XTERPROVINCIAL. 

No impide el ejercicio de la jurisdicción provincial la 
circunstancia de que las decisiones que se dictaran puedan 
afectar indirectamente el comercio inteiprovincial o inter- 
nacional. 

CONSTITUCIOX X ACION AL: Principios Generales. 

La interpretación constitucional ha de tender al desen- 
volvimiento armónico de las autoridades federaba y lo- 
cales y no al choque y oposición de las mismas, 

CONSTITVCIOX X ACION AL: Control de comtitttcianatid.td. Fa- 
cultades del Poder Jwlicial. 

Es ajeno a la jurisdicción de los tribunales federales la 
cordura, acierto y conveniencia con que ejercitan sus fa- 
cultades propias las autoridades provinciales. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestiones 
no federales. Interpretación de normas y actos locales en general. 

No es arbitraria la interpretación de la cláusula de la 
concesión que prohibe transtn' irla sin autorización del 
gobierno concedente, en el sentido de que constituye vio- 
lación de ella el hecho de pertenecer a un holding ln em- 
presa concesionaria. 

COXCESIOX: Principios generales. 

Las concesiones importan siempre una cierta delegación 
de! poder publico, nota que debe estar presente en la 
dilucidación de los problemas q-ese planteen con motivo 
de ln interpretación de las norma* que las rigen. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Igualdad. 

El art. 16 de la <"onst. Nacional no impide que la legis- 
lación contemple de manera distinta situaciones que con- 
sidera diferentes, con tal que el criterio de distinción no 
sea arbitrario, no responda a un propósito de hostilidad 
a personas o grupos de personas determinados, o importe 
indebido favor o privilegio personal o de grupo. 
No hay desigualdad en tratar a las sociedades concesio- 
narias de servicios públicos de distinto modo que a las 
(¡ue no to son, si se las trata así en razón de ser concesio- 
narias y de los términos de la concesión. 

RECURSO EX TRA ORDfNA ítIO : Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales o federales consen- 
tidos. 

I 

Resuelta una causa por consideraciones de hecho y de 
derecho común y local suficientes para sustentar la sen- 
tencia, las consecuencias patrimoniales de Ir. misma son 
lícitas con arreglo a lo dispuesto en el art. 17 de la 
Const, Xacional, que no autoriza la interposición del re- 
curso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introduc- 
ción de la cuestión federal. Oportunidad. 

Las cuestiones federales tardíamente invocadas y la in- 
coiistitucíonalidad alegada por primera vez ante la Corte 
Suprema de normas de derecho común, deben ser dese- 
chadas como fundamento del recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rcsoluciún. Limites det pronun- 
ciamiento. 

El pronunciamiento de la Corte Suprema por la vía det 
art, 14 debe limitarse a las cuestiones mantenidas en la 
ínstaiieJa de las oportunamente planteadas por el recu- 
rrente. 

REVULSO EXTRAORDINARIO: Trámite. 

No procede la adhesión al recurso extraordinario. 
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Sentencia de la Corte Suprema de TucumAn 

Tucumán, setiembre 21 de 1945, 

Y vistos: Estos autos seguidos por la Provincia de Tu- 
cumán venus la Compañía Hidrn Eléctrica de Tucumán por 
nulidad y caducidad de contrato de concesión, y de los que 

La demandante sostiene los siguientes hechos y doctrina. 
La Legislatura local concedió a Tomás J. Fleming en 
1907 el aprovechamiento, con fines industriales y comerciales, 
de las caídas del río Lules, y la construcción y explotación de 
una línea de comunicación a tracción eléctrica desde la que- 
brada de Lules hasta la ciudad de Tucumán y otros puntos 
de la provincia: concesión de la que el pueblo de Tueumnn 
esperaba grandes beneficios y que dió oeasión en el ano 1911) 
al nacimiento de la C.H.E.T. ron un capital fijado en un 
millón de pesos oro sellado y reconocida por el I*. E. Nacional 
en junio 28 de aquel año. Los antecedentes y documentos que 
figuran en el volumen correspondiente de la comisión legisla- 
tiva investigadora, revelan que la empresa contaba con el apo- 
yo de las autoridades y de la población. 

En Tucumán explotaban concesiones municipales, otras 
dos empresas: Compañía de Elcttricidad del Río de la Plata 
v Compañía Eléctrica del Norte, al mismo tiempo que explo- 
taba una concesión u-rroviaria nacional ol ferrocarril Central 
Córdoba las que ante una perspectiva de competencia frente 
a la empresa naciente, reaccionaron, constituyéndose en Lon- 
dres la empresa Tucumán Ti-anirffitx Lujht and Power Cn, Lula., 
la que asumió el contralor directo de las dos sociedades ante- 
riores unificándose la dirección técnica y administrativa; tra- 
mitación en la que el ferrocarril Central Córdoba tuvo activa 
participación y grupo que ofreció a la C.H.E.T. el traspaso 
de sus instalaciones o la adquisición de las concesiones obteni- 
das a lo que se negó esta empresa. Aprovechando también 
aprietos económicos de )a C.H.E.T.. se le propuso que vendiese 
a bajo precio a las otras empresas la corriente eléctrica que 
generaba en Lules. lo que no se lopró por las razones de orden 
legal que opuso el asesorainiento jurídico de la C.H.E.T.. Esta 
empresa inició sus servicios con éxito tan auspicioso que las 
otras empresas decidieron trabar ese desarrollo mediante una 
campaña que dió comienzo con un préstamo de dinero en con- 
diciones leoninas v con el compromiso de que ninguna se 
presentaría a licitación llamada para el pueblo de Monteros. 
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El 21 de agosto de 1913 la empresa dpi Centrnl Córdoba 
exigió, como dueña de 7.550 acciones de la C.II.E.T., que se le 
diera mayoría en el directorio, integrándolo eon representantes 
de esa empresa y eon profundo sentido utilitario. Las otras 
dos compañías volvieron a presentar a la C1I.E.T. nueva pro- 
puesta de venta de siw planteles por el precio de 200.000 li- 
bias esterlinas, propuesta que la C.II.E.T, no aceptó, fundada 
en que lo único aprecinhle de esas empresas eran sus clientes, 
ipie irían disminuyendo en lo sucesivo, pues los materiales tío 
eran utilizubles sino a costa de mucho dinero : rechazo signifi- 
cativo, pues revelaba no solamente la confianza en la nueva 
empresa, sino que esos materiales considerados inservibles en 
1!U2, fueron comprados en 1036. eon liberas modificaciones, 
en cerca de siete millones de pesos, como lo comprobó la inves- 
tigación oficial. 

El 6 de marzo de 1024 la C.II.E.T. somete toda su gestión 
¡i otra empresa constituida en Londres, la Tucttmán Tranways 
Litjhl and íWít Co. FJdn., a la que entrega su administra- 
ción y la ipie tiene también el contralor de las otras dos em- 
presas, mediante la propiedad de la mayoría de su capital ac- 
cionario, garantizando el paso de los servicios? financieros de 
la C.II.E.T., cuyos accionistas pueden canjear sus acciones eon 
las de la nueva empresa; sumisión que se efectuó a espaldas 
de la provincia. 

Desde ese momento la C.II.E.T. ro puede cumplir con los 
fines de la concesión, sometida como está al imperio de leyes 
extranjeras en su régimen financiero, con sustitución de accio- 
nes, sirviendo propósitos extraños a la concesión, pues la ener- 
gía generada en Lides y gratuitamente cedida por la provin- 
cia, ya no es vendida sino en parte mínima a la población, 
pasando en su mayor parte a las empresas extranjeras que la 
producen técnicamente con mayor gasto, combinación que tam- 
bién lia sido técnicamente comprobada por la investigación 
legislativa, A partir de ese instante, la C.II.E.T. sólo es una 
ficción. Se obró con el mayor sigilo, pues las compañías nunca 
admitieron el contralor legal. 

La investifiaeión legislativa puso término a este estado de 
cosas. Los negocios eléctricos de Tneumán eran dirigidos desde 
Londres, eliminábase toda competencia, destruíase la naciente 
empresa argentina y eon la unificación lograda se llegaba has- 
ta el hecho de que por una misma red distribuidora circulase 
corriente facturada en nombre de dos compañías distintas, de 
tarifa diferente, facturándose a mayor precio la que corres- 
pondía a la Eléctrica del Norte, compañía que producía menor 
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cantidad; maniobra que fui públicamente denunciada, pero 
favorecida por el dualismo de las jurisdicciones provincial y 
municipal a que obedecían una y otra concesión. Como tal es- 
tado de cosas se volvía intolerable, dispúsose una investigación 
legislativa que comprobó nuevas confabulaciones hechas por 
las empresas para contrarrestar la insostenible situación. 

La C.H.E.T. sólo en apariencia es una empresa argentina. 
La independencia de la Eléctrica del Norte es una mistifica- 
ción probada, pues depende de la Compañía de Electricidad 
del JVor/c Argentina, que actúa a la manera de una holding 
y subsidiarias de esta última. Todo este plan culminó con la 
nueva concesión por la ley 1682, que acordó a la C.H.E.T. 
explotar por cuarenta años los servicios eléctricos y el apro- 
vechamiento de las caídas del río Luí es, autorizándola a ad- 
quirir los bienes de la Eléctrica del Norte, como si ésta fuese 
una compañía independiente, procurándose la unificación 
de todo el sistema. Con esta autorización y la compra que la 
C.H.E.T. hizo de la Eléctrica del Norte en globo, inclusive 
la de un crédito municipal, la Eléctrica del Norte caminó de 
nombre y pasó a Humarse Compañía de Tranvías Eléctricos 
de Tttcumtht y traspasó a la C.H.E.T. sus planteles eléctricos 
que la C.ILE"T. no papó, pues como la Compañía de Electri- 
cidad del Norte Argentino es. o parece ser acreedora de la 
vendedora, la C.H.E.T., no queda deudora de la Eléctrica del 
Norte, sino de la del Norte Argentino, maniobra (pie no fue 
la autorizada por la ley 1fí82, que no podía acordar combina- 
ciones que dieran por resultado convertir a la C.H.E.T. en 
una simple operadora de una holding, colocándola en estado 
de insolvencia, pues se adquirió por varios millones de pesos 
un conjunto de maquinarias anticuadas y antieconómieas. 

La ley 1682 establecía que la escrituración del contrato 
llevaría implícita la caducidad de la concesión municipal a la 
Compañía Eléctrica del Norte y que la Municipalidad debía 
perfeccionarlo, lo que jamás concedió la Municipalidad. La 
C.H.E.T. compró todos los bienes a la Eléctrica del Norte por 
más de seis millones y sin pagar un centavo, pues deelara que 
subroga á la Eléctrica del Norte en la deuda que, por igual 
suma, dice tener con la Compañía de Electricidad del Norte 
Argentino y ésta deelara que acepta esa subrogación reducién- 
dose todo & un simple cambio de comunicaciones contrarias al 
espíritu de la ley 1682 que autorizó una transferencia perfecta 
y no una combinación que diera por resultado convertir a la 
concesionaria C.H.E.T. en una simple operadora. 

Para acordar la concesión do la ley 1G82 se prescindió del 
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requisito constitucional de la licitación público, formn esencial 
de todo controto administrativo (art. 10 Constitución de Tu- 
cuirmn). La Legislatura no declaró esa ley do carácter urgente, 
ni reclamada por el bien público, el que no puede entenderse 
limitado a resolver un problema financiero interno de un gru- 
po de empresas. Los acto* administrativos, no pueden violar 
preceptos constitucionales. Los funcionarios que representaban 
a la provincia no expresaron la voluntad de teta conforme a 
eses preceptos, pues no se trata de una persona física, sino de 
otra que no puede obligarse más que en la forma legal. Tal 
nulidad, como fas de derecho público, no sólo es virtud, sino 
de derecho general (art. 1044 Civil) y es de orden público. 
La licitación es esencial en toda concesión de servicio» y de 
obras públicas: permite la concurrencia de proponentes y con- 
diciones convenientes; evita el favoritismo y la arbitrariedad: 
consulta el interés público y es elemento consustancial de aque- 
llos runtratos. La Legislatura no lia podido evitar ese precep- 
to y estaba obligada a declarar expresamente si era un caso 
de "excepción, lo que no hilo. Tal nulidad es insanable y debe 
ser declarada de oficio. 

Hay también error esencial en la persona del concesiona- 
rio, lo que anula el acto (art. 925 Civil*. Lo que indujo a la 
provincia a contratar no fué su denominación, sino contratar 
con una persona solvente, libre de toda vinculación o sumisión 
financiera que desnaturalizara la idoneidnd económica y la 
solvencia patrimonial al punto de no tener la autodetermina- 
ción propia de una persoaa jurídica libre de contralor que no 
sen el legal del poder concedentc y el que tiene por fin núme- 
ros»* objetos inherentes a 1» efectividad del sen-icio y a su 
costo. El precio excesivo papado por un concesionario a ot.a 
compañía extraña a lo concesión, por concepto de asesoramien- 
to, no debe computarse como costo normal de explotación a los 
efectos tic la revisión de tarifas. La suma que la C.H.E.T. pngó 
a la Componía de Electricidad del \ T orte Argentino por ase- 
soramiento y que asciende a más de 200.000 pesos en cada uno 
de los años 1937 al 1939, se redujo a 120.000 pesos, justamente 
después de decretada la investigación legislativa, constituye 
un fraude a la ley. pues se simula el aumento de gastos de 
explotación para volver imposible la rebaja de tarifas; pago 
que si es real, no tiene causa jurídica dentro del sistema de 
la concesión. 

El itituitu pentomr es condición esencial del contrato, pues 
1n ¡neertidumbre de la persona durante las ofertas, desaparece 
con la adjudicación, y se tiene en cuenta la competencia, sol- 
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vencía, etc. y no se puede transferir la concesión sin el con- 
sentimiento de la autoridad concedente que debe saber con 
quien contrata, pues se delegan facultades para realizar un 
servicio público. La provincia jamás bubiera contratado con 
la operadora de una holding, a lo que se opone nuestra idio- 
sincrasia criolla, antagónica a las opresiones económicas. 

Si en el derecho privado se admite el error esencial, con 
mayor razón en el derecho público, pueB el concesionario va a 
elaborar con la administración en el gen-icio concedido y el 
que debe ser prestado con capacidad financiera independiente 
de azareas combinaciones y especulaciones. Las cualidades mo- 
rales, la prohibición de transferir el contrato, la delegación 
que hace el Estado en el concesionario, el contralor que ejerce 
sobre el servicio, el carácter del acto jurídico de la concesión, 
que es de derecho público, todas estas circunstancias imponen 
que se considere, no sólo la moralidad del concesionario, sino 
su propia gestión patrimonial, y que se considere el contrato 
de concesión como celebrado iniuitu. persona. 

Todas estas circunstancias son las que fundamentan la ley 
1917, de abril 27 de 1942, la que ordena promover las acciones 
judiciales tendientes a obtener la nulidad y eadueidad de la 
concesión acordada por la ley 1682. 

La nulidad procede por la violación de formas esenciales, 
como el procedimiento de licitación pública inobservado. 

Procede la caducidad cuando se violan las obligaciones 
esenciales del contrato de concesión; sociedad que resulta des- 
pués extraña al pacto ile concesión. Si hubo error en el sujeto, 
si la empresa resultó ser otra, procede tambiín la nulidad. Si 
el sujeto era ése, pero luego se incorporó a otra persona que 
realmente dirige y administra, procede la caducidad. 

Y como la causa de la caducidad no lia sido prevista en 
el contrato, ella no puede ser declarada por el concedente y 
corresponde ejercitar las acciones judiciales para obtenerla en 

'^Concurren, además, otras razones que hacen el sentimiento 
nacional de autodeterminación política y económica, que los 
organismos financieros monopolizados de las fuerzas motri- 
ces no asociados a los destinos y deberes nacionales, contrarían 

y ^^P 6 ^^ el p^ip,. a d m i n i a trador presenta demanda 
conteneioso-administrativa de nulidad, y, en ¡subsidia, de ca- 
ducidad del contrato de concesión celebrado por la Provincia 
de TuL-umán con la O.H.E.T. (S. A.) protocolizado en diciem- 
bre T de 1936; con costas en caso de oposición. 
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í'oMi st avión a la demanda. 

La demandada manifiesta que coloca esta cuestión ni el 
único terreno legal que le es propio, pues el derecho público 
también es derecho y no arbitrariedad, respecto a los contra- 
tos y a la propiedad; anticipándose a negar, en cuanto a la 
realidad, como a su intervención, los hechos en que se funda 
la demanda. 

Agrega qim los hechos anteriores a la ley 1682 y que la 
actora lince remontar a 1907 sólo tienen interés anecdótico y 
carecen de influencia para este litigio, pues la actora no eita 
un solo hecho posterior a In ley lfi82 que refiérase a un in- 
cumplimiento de los deberes de la concesionaria. Todos los an- 
tecedentes se refieren a la concesión anterior acordada a To- 
más J. Fleming y cuya caducidad se produjo al sancionarse 
la ley 1682. equívoco deliberado para impresionar el ánimo y 
sacar la discusión de su verdadero terreno. 

La operación de venta de parto de los bienes de la Com- 
pañía Eléctrica del Norte a la CII.E.T. no es sino el cumpli- 
miento de ta autorización acordada por la ley 1682 y que la 
provincia considero lícita y conveniente, eximiendo de sellado 
la operación, pues la concesión tenía por objeto unificar los 
servicios en condiciones favorables para el público. No hubo 
precipitación ni simulación. El precio pagad.» no fué por plan- 
teles inservibles, sino por los valiosos inmuebles de la conce- 
sionaria anterior, sus edificaciones, usinas, talleres c instala- 
ciones; máquinas que no son inservibles, piles continúan sir- 
viendo hasta hoy. Lo mismo pasa con los créditos transferidos, 
mucho» de ellos con sentencia judicial firme y anterior a la 
operación que se ataca, como que casi la totalidad de las 
acciones judiciales suscitadas entre la empresa con la provin- 
cia y la municipalidad fueron favorables para la compañía. 

Reitera la negativa de los supuestos invocados y d esco- 
nce la validez de la investigación legislativa en que pretende 
fundarse la actora. hecha sin que jamás se hubiera dado in- 
tervención a la CII.E.T. 

Como antecedente de la ley 1682, enumérase que anterior- 
mente a ella dos compañías hacían el servicio de suministro: 
la (".H.E.T., que en virtud de la concesión Fleming, de 
1907, había adquirido a perpetuidad la explotación de las 
caídas del río Lules y sólo podía ser expropiada después de 
50 años de vigencia, y la Compañía Eléctrica del Norte, que 
explotaba concesiones municipales (años 1903 y 1904). Cada 
empresa cobraba tarifa determinada. La concesión Fleming 
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tenía sencilla reglamentación. Ln otra concesión no contenía 
norma de contralor. La Cámara de Diputados consideró que 
esta situación era inconveniente para los intereses generales y 
nombró nna comisión investigadora para que estudiase si la 
compañía cumplía con sus obligaciones y aconseje las medidas 
tendientes a solucionar el problema : misión constructiva, pues 
debían proponerse soluciones, Dicha comisión llamó a las em- 
presas concesionarias y estructuró un proyecto que fué base 
de la ley 1682, contrato de concesión que se escrituró en di- 
ciembre 19 de 1936. 

Dicha ley no concede monopolio alguno, ni exclusividad, 
ni monopolio de hecho, pues prohibe rebajar las tarifas sin 
conformidad del poder administrador. El servicio se debe a 
quien lo solicita dentro del alcance de la red de distribución 
y no puede ser suspendido sin intervención de la autoridad. 
Se renuncia al fuero federal y a la anterior concesión a per- 
petuidad. Con esto se logran heneFictos para el público: reba- 
jas de tarifas, mejoras de los servicios para la unificación de 
los mismos y ampliación de ellos hasta las poblaciones cercanas 
que no los tenían, aumento intensivo en el uso de la energía. 

La C.H.E.T. ha cumplido y sigue cumpliendo con sus obli- 
gaciones. La demanda no cita un solo acto de incumplimiento 
de la concesionaria, mientras que según la ley 1917 la acción 
de nulidad y caducidad debía fundarse cu el incumplimiento 
de la concesión que detenta la C.ILE.T. Para cumplir la con- 
cesión, la compañía realizó obras en las que invirtió más de 
cinco millones de pesos. Tal conducta no ha sido correspondida 
por la provincia, pues ha tratado siempre de cercenar y des- 
conocer los derechos establecidos convencional mente, pero cada 
vez que el poder administrador negó un derecho la compañía 
concurrió a la justicia, de lu que obtuvo amparo, como lo de- 
muestran los casos yn fallados por cambio de aparatos, contri- 
bución a la caja de jubilaciones, conexiones de reserva y exo- 
neración impositiva; sin aludir a otros hechos como el de que 
la Municipalidad no paga los servicios de alumbrado público 
desde hace 14 años. 

El argumento de falta de licitación es, puramente efectista 
y no fué invocado en la investigación. La constitución la san- 
ciona como principio general, pero el solo hecho de que se dic- 
tase la ley 1682 sin tal requisito, revela que la Legislatura 
consideró que el caso era el de la excepción prevista por el 
art. 10, sin que sea necesario decirlo expresamente. Por lo de- 
más, los tribunales carecen de jurisdicción para investigar, si 
en un caso dado han concurrido razones de bien público para 
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prescindir de la licitación, pues tai apreciación es del exclusivo 
resorte legislativo, tal como lo tiene declarado la Corte Nacio- 
nal. Si el bien eotteedido, represar y utilizar las aguas del rio 
Lules, estaba ya otorgado por otra concesión, resultaba impo- 
sible licitar nuda mientras d concesionario anterior no permi- 
tiese la sustitución de su concesión por otra nueva. Ésa es una 
de las razones (pie ta Legislatura considera para prescindir de 
la licitación, trámite que tampoco lia sido empleado una sola 
vez en esta provincia. 

Niégase cpie hubiere error en la persona, pues la C.II.E.T. 
es la misma persona con quien se entendió contratar, tanto en 
su personalidad, como en sus cualidades y condic iones. No hay 
error en la identidad. La C.1LE.T. no era saciedad improvi- 
sada y hacía 16 años que ya actuaba en Tticumán. Tampoco 
la compañía es operadora de una holdikg —hecho que se niega, 
sino sociedad anónima argentina (pie actúa con independencia 
en su dirección y administración — . Tiene, sí, vinculaciones 
financieras con otras compañías análogas, que le han permiti- 
do obtener los capitales necesarios para implantar los servi- 
cios, su ampliación y eficiencia, así como para soportar un 
consumidor como la Municipalidad, que le adeuda más de cin- 
co millones de pesos desde hace más de 14 años. 

Tampoco la Provincia ignoró esas relaciones financieras, 
pues ni tratarse la investigación legislativa, los diputados de 
la ermisión — la veracidad de cuyos informes no se acepta— 
insistieron en esas viiivulacioncs, dictándose la ley lfiSS con 
liase a los mismos hechos que ya eran conocidos en 1935. Para 
hacer frente a las obligaciones que la nueva concesión impo- 
nía, era evidente que prei sábase tener fuertes vinculaciones 
financieras, capacidad técnica necesaria, vinculaciones con la 
Eléctrica del Norte que asegurasen el consentimiento de la 
misma; solución que sólo podía obtener una concesionaria 
vinculada a fuertes banqueros. Los legisladores no sólo no ig- 
noraron esas vinculaciones de la C.II.E.T., sino especularon 
con ellas; no perdieron tiempo en investigaciones históricas y 
optaron por hacer obra constructiva. No hubo error esencial, 
sino que a sabiendas y plena conciencia se dictó la ley. incor- 
porándose al acuerdo de voluntades como cansa o motivación 
del mismo, la situación de la C.II.E.T. respecto a oirás empre- 
sas y que permitía cumplir el contrato. No hay error esencial, 
porque es necesario, cuando no recae sobre la identidad de la 
persona, que el recaiga sobre cualidad que sea determinante 
del acto. No resulta que la causa determinante del otorgamien- 
to de la concesión haya sido lo creencia de que la C.II.E.T. no 
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tuviera vinculaciones j y aunque la C.H.E.T. fuera operadora 
de esa holding, ella no sería causa de nulidad del contrato. 
Razonando por vía de hipótesis ello no constituye violación de 
leyes argentinas, pues la sociedad de sociedades es fenómeno 
natural de la evolución industrial y comercial, medio por el 
cual se obtienen los capitales necesarios, disminución de ries- 
gos y pérdidas, eficiencia técnica y beneficios para el público; 
forma líeita de carácter económico, según opinión de la doc- 
trina y problema que no cambia euando la sociedad anónima 
control adora no persigue imponer precios y aunque esté domi- 
ciliada en el extranjero. Ningún país del mundo ha prohibido 
el funcionamiento del sistema y la Inspección Nacional de Jus- 
ticia también ha resuelto en 1941, eon motivo de la investiga- 
ción legislativa, que la C.H.E.T. funciona de acuerdo eon las 
leyes del país. En cuanto a la dirección y administración, lo 
que interesa es que los accionistas controladores no impongan 
su propia voluntad mediante actos jurídicos no autorizados por 
la ley No existe, pues, error, y para el caso hipotético afirma- 
tivo, él debe ser excusable (art. 029 Civil). La ley 1682 fué 
resultado ile una investigación legislativa y las vinculaciones 
de la C.H.E.T. jamás fueron ocultadas y eran perfectamente 
conocidas. 

Los hechos en que se basa la demanda son relativos al co- 
mercio interprovincial e internacional regidos por la Consti- 
tución Nacional. Pedir caducidad de una concesión porque las 
acciones de la concesionaria hayan sido materia de varias trans- 
ferencias a compañías extranjeras y luego a otra argentina, 
es prohibir la transferencia de acciones a ciertos sujetos del 
derecho, reglamentar la circulación de bienes al margen del 
Código de Comercio; materia federa] y en cuyo amparo y de- 
fensa se salva el derecho para ocurrir ante la Corte Nacional; 
argumento que la oponente apoya en profusas citas de doctrina 
y jurisprudencia. 

En definitiva y con referencia a la situación que se crea- 
ría si se pronunciase la nulidad o caducidad, respecto de la 
concesión anterior, pues si la ley 1682 es nula debe subsistir 
la validez v vigencia de la concesión Fleming de 1907, cues- 
tión que debe ser resuelta y declarada por el tribunal, pide 
el rechazo de la demanda, eon costas y costos. 

Considerando : 

Las cuestiones propuestas, a saber: supuestos probados; 
nulidad por prescindeneia de la licitación pública; naturaleza 
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de la relación jurídica y su interpretación; el intuitu ptrsona\ 
identidad o calidad de la concesionaria; error; caducidad, vi- 
dencia de la primitiva concesión; cuestión federal; costas. 

A la primera cuestión, que se ha ofrecido como prueba, 
en especial por la actora, un cúmulo enorme de antecedentes, 
contratos, concesiones, informes tic comisiones legislativas y 
administrativas, investigadoras, discusiones parlamentarias, 
copias de actas de directorios y asambleas, etc. 

Muchos de esos antecedentes figuran por duplicado, sea 
en copias, o como impresos por las citadas comisiones. 

La concesionaria demandada ha negado toda validez y 
eficacia a los testimonios e informes obtenidos por dichas co- 
misiones sin intervención de la empresa, pero ella misma ha 
confesado expresamente los netos que forman el contenido de 
muchos de esos instrumentos. Tampoco ha presentado ""a sola 
prueba para destruir o contrarrestar esas constancias que son 
resultado de una larguísima y paciente investigación relativa 
al servicio público a cargo de a«,.iélla y por concesión del Estado, 

Desde el año 1904 funcionaban en Tnenmñn dos empre- 
sas: ronipañta Río de la Plata y Eléctrica del Norte que 
expío . .han el servicio de alumbrado y el de tranvías, concedi- 
dos por la Municipalidad de Tucumán. C n fecha noviembre 7 
de 1ÍI07 se concedió por ley de la provincia a Tomás J. Flem- 
ing el derecho de usar las aguas de determinado trayecto del 
río Lides, para utilizar la fuerza que de ellas pueda obtenerse 
en la producción de energía eléctrica destinada a alumbrado 
y fines comerciales e industriales, dentro de la provincia. En 
la misma fecha también se concedió autorización para explotar 
una línea de comunicación a tracción eléctrica desde la que- 
brada de Lules basta el departamento de Cruz Alta (informe 
Comisión en Diario de Diputados, año 1036, pág. 501, cap. 
Antecedentes!, concesiones que hi **'pt¡emhre 10 de 1!>10 se 
autorizan transferir a la compañía Hidroeléctrica de Tucuinán 
(CJI.E.T.). 

Los siguientes supuestos constan en los libros originales 
de la Comisión Parlamentaria : copias de actos del directorio 
y asamblea de la CJI.E.T. 

Tomo IV, pájs. lyll. — En junio 15 de 1910 se cons- 
tituye la CJI.E.T. en itucims A, res, con capitales argentinos 
y con el objetó de adquirir y explotar con fines industríales 
y comerciales las concesiones acordadas a Tomás J. Fleming 
por leyes de Tucumán. Su domicilio es en Buenos Aires y su 
capital un millón de pesos moneda nacional oro sellado, el que 
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puede ser aumentado hasta cinco millones. En julio 28 de 1910 
el P. E. de la Nación otorga personería a la empresa. 

Tomo V, pág. 20. — En jimio 14 de 1911 se deja constan- 
cia que el F. C. Central Córdoba se opone decididamente a 
la línea de tranvías; y de una propuesta de arreglo bajo la 
base de una renuncia de la C.H.E.T. a esa parte de la conce- 
sión. Pág. 34: en octubre 25 y noviembre 15 de 1911, consta 
la primera tentativa le combinación entre la C.H.E.T. y las 
otras dos compañías, Eléctrica del Norte y lito de la Plata, 
relativa a venta de corriente, la que se rechaza por conside- 
rarse que tal proyecto va contra la concesión. 

Tomo XI, pág. 20. — En diciembre 2 de 1912 se trata un 
proyecto para adquirir las dos compañías rivales, lo que no se 
considera conveniente, porque lo íínico eon valor en toles com- 
pañías era la clientela, la que también y poco a poco iría des- 
apareciendo. En pág. 22 y sesión de agosto 21 de 1913 se re- 
chaza otra propuesta, pero se da entrada a una presentación 
del representante del F. C. Central Córdoba, poseedor de 7.500 
acciones de la sociedad y que pedía representación de mayoría 
en el directorio para ejercer el contralor correspondiente y 
llevar a cobo ampliaciones y ensanche. 

Tomo V, pág. 128. — En agosto 21 de 1913 se consideran 
nuevas propuestas sobre unificación de compañías; y reclamo 
del Central Córdoba sobre compra de acciones de la C.H.E.T. 
y pedido de figurar en el directorio eon mayoría. Pág. 132, en 
septiembre V, renuncia el presidente de la C.H.E.T. pora dar 
entrada al representante del Central Córdoba. 

Tomo IV, pág. 35 r/«. — En asamblea general de Febrero 
26 de 1914, la memoria hace constar que la compañía ha he- 
cho rápidos progresos no obstante la fuerte oposición de las 
compañías Río de la Plata y Eléctrica del Norte que han pro- 
curado eon tarifas excesivamente bajas limitar la necesaria 
expansión del negocio, tanto que en 8 meses las unidades ven- 
didas se han elevado desde 2,099 hasta 81.619, jio obstante que 
se han mantenido tarifas razonables, sin entrar en competen- 
cia ruinosa. 

Tomo V, pág. 158. — En abril 22 de 1914 se decide con- 
vocar a asamblea extraordinaria para considerar proyecto de 
concurrir con la empresa Tucumnn Tronways Ligth and Power 
Co. En pág. 163 y mayo 19 de 1914 se da cuenta de que el 
contrato con la citada compañía debe ser firmado en Londres. 

Tomo XI, pág 25. — Se da cuenta del traslado de las ofi- 
cinas de la C.H.E.T. al edificio del F. C\ Central Córdoba. 
Pág. 31, sesión ele abril 22 de 1914, se da cuenta del proyecto 
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de contrato con tu nueva compañía Tucnmán Tranways Light 
and Power, de Londres, y a la que el Central Córdoba ha ven- 
dido todas sus acciones en la C.II.E.T., así como todas las de 
la* otras des compañías que funcionan en la Provincia de 
Tucumáu y bajo cuyos auspicios se colocan las tres empresas, 
dueña de las mismas y de las cuales también obtiene renta, 
y por cuyas aciones pueden cambiarse las de la C.H.E.T., pro- 
puesta que la asamblea aprueba. 

Torno IV, pág. 40, — En asamblea de muyo 6 de 1914 
el presidente expresa que por cálenlos erróneos las partidas 
pura obras no Fueron suficientes y que si bien los compromisos 
fueron salvados, surgieron nuevos entorpecimientos emanados 
especial mente de la lucha con las otras compañías que han en- 
tablado severa competencia de tarifas, así como por estanca- 
miento del negocio mismo, el que queda limitado a la venta de 
energía en la ciudad. Como salvación propónese irui combina- 
ción que evitase mayores pérdidas y que consistía en la compra 
de las compañías rivales, pero excluidos los tranvías, a los (pie 
la C.II.E.T. se comprometía a suministrar corriente, pero en 
el ínterin el F. C. Central Córdoba adquirió la mayoría de las 
acciones de la C.II.E.T. y comprendiendo la necesidad de eli- 
minar la lucha ilc tarifas y la unificación de las dos empresas, 
la mencionada compañía del Central Córdoba había organizado 
bajo sus auspicios otra que se denominaba Tueumán Trnnwnys 
Light and Power Co. Ltd constituid-i en Londres y a la que 
el Central Córdoba ha transferido todas sus acciones en la 
C.II.E.T. v todas las acciones de la Eléctrica de! Norte, incluso 
los tranvías, pndiendo canjearse por aqin'llas bis acciones de 
la C.II.E.T. que entregn a la nueva compañía, por el término 
de diez Hñns. la explotación y manejo de sus bienes y negocios, 
mediante las condiciones financieras que el convenio establece; 
contrato que se interpretará y surtirá efecto como contrato 
celebrado en Inglaterra, con arreglo a las leyes inginas, juris- 
dicción que la C.II.E.T. acepta, 

romo V, pág. 166. — En septiembre 15 de 1914 se da 
cuenta que se ordenó suspender la presentación al gobernador 
de Tucnmán propiciando «Iteración de las tarifas de las com- 
pañías que trabajan en la ciudad y modificar las de la C.II.E.T. 
para que ésta pudiera cobrar más que la que autoriza la con- 
cesión. En septiembre 15 de 1914 la Argentina Railway Co. 
sugiere a la C.II.E.T. la conveniencia de que su asesor letrado 
en Tueumán reemplazado por el abogado del Central 
Córdoba. 

Tomo F, pág. 175. — En abril 16 de 1916 se hace constar 
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que el contrato con la Tueumán Tranways Ligth and Power 
comienza en junio 1" de 1914. „ 101ú 

Warío Diputados, año 1936, pág. 50S. - En el ano 1918 
el P E remite provecto facultando a la Municipalidad para 
intervenir la empresa Eléctrica del Norte (alumbrado publico 
y privado) ; proyecto aprobado y que pasa al Senado, el qui 
designa una comisión investigadora que no se expidió. 

ídem íxí<7. 508. — En 1924 Diputados nombra una comi- 
sión investigadora de los servaos eléctricos, la que 
la caducidad de ta concesión Fleming, por existir fusión con 
las otras compañía» y haberse colmado la tolerancia. 

T V pág. 37 í. — En abril 7 de 1925 se trata el aumento 
del cobro de corriente suministrada a la Eléctrica del Norte y 

SC XA35% - * W¡ 4 * m% '"TiNortÍ 
tarifa de la corriente que se suministra a la Eléctrica del Norti , 

la que pide rebaja de la misma fundada en la enorme cantidad 
de corriente que consume y en que era un cliente sepuro 

Tomo IV pág. ÜÉ — En la asamblea de diciembre 2 de 
1029 «e clise Director al iuReniero Mauro Herlitrka. quien pre- 
side ln ^asamblea d, octubre 31 de 1930. También fitina cle,to 

61 ^7JTpT™- ~ En diciembre 11 de 1929 y c a 
asistía ZhmMm Mauro Herlitaka. filian, UNI y 
Juan Balhi. se elk'e presidente al primero y vice al ten-eio. 

Tomo F pSffTml - En mayo 24 de 19Í10 el presante 
prese^VopUta de la Wto 

vigilancia v servidos especiales a la C.H.h.l. tuera <ie » 
Zublica Se aeepta !a propuesta u saber: servidos de vigilan- 
"r«Salra v especiales, fuera de la República Argentina y 
¿ hS t "minos propuestos por la compañía organizada de 
acueSo con las leyes' del Estado de Nueva York. Simult .mea- 
mente se acepta también la propuesta de. la C«JW*^^ 
provincial de Servicios Públicos por la elución de trabajos 
distracción v prestación de servicios de ingcnicr.a y de 
otrat cS en relación con las propiedades que pertenezcan, 
controle o arriende la compañía. 

Tomo V, pág. 355. - En noviembre 2 de 192- * «« c " e " 
ta del desconocimiento que « hace del derecho de la G.H.E.T. 
nara vender corriente a la Eléctrica del Norte 

1934 otra comisión investigadora aconseja rechazar ' l« «ntjjtj 
firmados para alumbrado, a cuya provisión deberá i, > 
por licitación. 
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tdem, pág. 309. — En julio 18 de 1934 el Concejo Deli- 
berante designa una comisión, la que aconseja el rechazo de los 
contratos de alumbrado, y dictamen relativo también a inter- 
conexión de líneas de las empresas. 

Tomo V, pág. 378. — En aguato 14 de 1934 ne da cuenta 
de las gestiones para transferir a la Compañía de Electricidad 
del Xorte Argentino, los dereches y obligaciones del contrato 
con la Tiienmán Tramvays Ligth and Power Co. — En no- 
viembre 2ft de 1034 (pág. 3S2] se autoriza a formalizar con- 
trato hecho en Inglaterra y de acuerdo con las leyes de di- 
cho país. 

Tomo V, pág. 397. — En julio 31 de 193.Í se da cuenta del 
nuevo contrato con la Eléctrica del Norte por venta de 
corriente. 

Tomo T\ pág. Í07. — En febrero 20 de 1932 se aprueba 
el acuerdo con Ifi Compañía de Electricidad del Norte Argen- 
tino, distribuyendo entre ésta y la C.IÍ.E.T, Ins gastas de admi- 
nistración y el sueldo de determinado personal de ambas enti- 
dades, tomando como base la venta proporcional que hace al 
público cada compañía. 

Diario Diputados, año 1935, pág. 333. — Minuta de comu- 
ti ¡ración en octubre 23 de 1035 pnra que Ins autoridades 
municipales no firmen nuevos contratos sobre alumbrado pú- 
blico basta (pie se espida la comisión investigadora de la 
Cámara. AME se reconoce que bis servicios están trustificados 
y que Tiicuináu está en poder de tas grandes empresas men- 
cionándose publicaciones oficiales que denuncian concretamen- 
te las modalidades que alcanzan basta la empresa de Tucumíin, 
denunciándose el peligro que esto entraña. 

tdem, piUj. 338. — Se designa comisión para estudiar ai 
las concesionarias cumplen con sus obligaciones y para acon- 
sejar las medidas tendientes a solucionar el problema del 
alumbrado y fuerza motriz. 

Tomo 1", pág, 408. — En sesión del directorio de la 
C.IT.E.T. se aprueba remuneración que corresponde pagar a 
la Compañía de Electricidad del Xorte Argentino por ejereieio 
de 1935, según art. S contrato y que asciende a $ 03.360,03; 
contrato suscripto con la Tueumán Tramvays Light and l'ower 
y transferida a la del Norte Argentino. 

En noviembre 2rt de 1930 es sancionada la ley 1082 que 
concede a la C.II.E.T. el uso de las aguas del río Lules y la 
nutoriza a adquirir bis instalaciones de la Eléctrica del Norte. 
En el diario de Diputados, año 1030, pítg. ÓÜ8, se transcribe la 
memoria relativa a los antecedentes de esta cuestión y en ln que 
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se dice: —La dimisión entendió que su verdadera finalidad 
era aconsejar medidas tendientes a solucionar el problema y 
expresa categóricamente que la C.II.E.T. y la Eléctrica del 
Norte no lian cumplido con los compromisos emergentes de sus 
respectivas concesiones, lo que hacía posible el retiro de las 
concesiones, pero lia encarad» esa solución dando un sentido 
legal a un proceso de concentración y de combinación realizado 
a espalda» de la autoridad. Transcribe, en seguida, el informe 
de la Comisión Municipal que hace referencia concreta a los 
grupos de compañías que explotan el servicio y que responden 
a directivas extranjeras, reconociéndose que durante lí! años 
las empresas actuaron con administración común, combinación 
únicumi'iite especulativa y a expensas del consumidor. Corre a 
pág. 48,'í el despacho y proyecto de la ley agregándose 
en pág. 491, Xo se trata de dar una nueva concesión, sino 
solucionar un problema arduo, viejo y complicado. Como antes 
se anticipó (pág. 4 n <"í> buscábase una solución cu las actuales 
organizaciones financieras, pero encuadradas n cimentadas 
sobre bases técnicas, económicas, financieras, reglamentarias 
y jurídicas que en la actualidad se lian aceptado como conve- 
nientes y seguras para un buen servicio. 

Toma Y, púrj. 427. — En noviembre 20 de 1036 el direc- 
torio de la C.II.E.T. autoriza la compra de la Eléctrica del 
Norte por 8.0.~i4.481.5O haciéndose constar que tal precio ha 
sido fijado en base a datos que reflejan el estado de la empre- 
sa. La cantidad de $ 7.441.540.14 es pagada mediante la 
delegación de la deuda que por igual importe tiene la Eléctrica 
del Norte con la Compañía de Electricidad del Norte Argen- 
tino y que la C.II.E.T. toma a su cargo, librando a la Eléctrica 
del Norte de toda responsabilidad por tal concepto y obligán- 
dose a que la acreedora acepta expresamente tal liberación. El 
saldo de $ 612.941.32 se acredita en la cuenta corriente que 
tienen las partes contratantes. 

Tomo V. pág, 444. — En abril 28 de 1937 se aprueba 
contrato sobre gastos de administración de la C.II.E.T. en Bue- 
nos Aires y entre los que se comprenderá una proporción equi- 
tativa de los gastos de administración de la Compañía de 
Electricidad del Norte Argentino, y de la cantidad que ésta 
pague por asesoramiento a la Compañía Ebasco de Servicios 
Incorporados, de Nueva York, y fijada en base n las entradas 
brutas de ambas empresas por suministro de servicios eléctricos. 

Toma V. pág. 475. — En noviembre 29 de 1938 se aprueba 
el convenio para que la C.II.E.T. tramite y cobre todas las 
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facturas contra el gobierno de Tuenmán por suministros de la 
Compañía de Electricidad del Norte Argentino a oficinas 
públicas, por !a minina en la ciudad de Concepción. A fs. 401 
de estos autos consta que en mayo de lí*3ft se otorgó concesión 
por 20 años para alumbrado público y privado en Concepción, 
a la Compañía de Electricidad del Norte Argentino. 

En atril 27 de 1942 la Legislatura sanciona la ley 1917 
que diapone promover las acciones pertinentes para obtener la 
nulidad y caducidad de la concesión que detenta la C.H.E.T. 

En los presentes autos, figuran, además, ofrecidos como 
prueba y agregados lo» siguientes instrumentos, 

Fs. 137. — Ministerio de Obras Públicas de la Provincia 
de Córdoba. Informes de la Comisión Especial para Estudio 
de las concesiones Eléctricas sobre transporte del contrnto de 
Londres a Nueva York, en lo relativo a la C.H.E.T. y en el 
que se dice ¡ —En el período 1920-1930, los inmensos capitales 
disponibles y la intensificación de las industrias impulsaron a 
los capitalistas norteamericanos a buscar colocación y se pro- 
longó hasta el extranjero la influencia de las grandes compa- 
ñías, Electric Hond and Rhare Comp. adquirió empresas en 
Cuba, Panamá, Colombia, y organizó en 1923 la American 
Foreign Power fompany con el proposita de que manejara 
los negocios de esas empresas, con amplísimos objetivos para ser 
cumplidos sólo en jurisdicciones distintas del Estado de su 
constitución i A r aine en Ksiad<«* Unidas) y en lo relativo a 
atención de servicios públicos. Esta entidad posee los títulos 
de otra, especula eon los valores que emiten las subsidiarias 
y todo el conjunto forma una utilidad económica, pues ese 
sistema consiste en la constitución de hoftiing cont¡>anif<; que 
tiene, cadfi una. las acciones ordinarias, inclusive el contralor 
de votos, de una extensa lista de empresas en explotación, plan 
que lia sido puesto en ejecución en trece países, con entrelaza- 
miento de directorios y funcionarios, bajo la reglamentación 
del organismo madre, eoin probándose un incremento asombroso 
de capitales y un plan definido de influencia y predominio 
para la América Latina. En la Argentina hay empresas que 
prestan servicios de alumbrado, transporte, telefono y refri- 
geración, en 172 localidades, incluso Tueumán; alcanzando a 
932 localidades en total, a cuyas industrias más diversas sirven 
las compañías subsidiarias. En la Argentina, la organización 
y marcha de las empresas responde a la sigla A.N.8.E.C. que 
"integran compañías subsidiarías de la America and Foreign 
Power Company. 

A fs. 299 copia del informe del contador interventor 
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Belisle con motivo de la investigación de este problema en la 
provincia de Córdoba y se dice : — Los principales intereses de 
Ja compañía en la ayuda Argentina están aliora representados 
por títulos de las siguientes cinco compañías en explotación: 
Eléctrica de los Andes; Electricidad del Norte Argentino ; 
Electricidad del Sud Argentino; Electricidad del Este Argen- 
tino y Compañía Central Argentina de Electricidad, que ope- 
ran con las respectivas regiones. Las cinco forman sus direc- 
torios con las mismas personas. 

A fs. 324 corre copia y traducción del informe presentado 
por la American and Foreign Power Comp, al comité de accio- 
nes de la Bolsa de Nueva York en mayo de 1930, y en el que 
se dice: — Las operaciones de la Compañía están intervenidas 
(bajo la dirección y contralor del cuerpo de directores de las 
respectivas compañías) por la Eléctrica Bond and Shere Co. 
que posee una considerable mayoría del eonjunto de las más 
recientes garantías de la compañía. Entre las localidades donde 
funcionan subsidiarias explotadas en la Argentina figura 
Tucumán, La C.H.E.T. figura incorporada en 1010, por eien 
años, con veinte mil aceiones autorizadas y de las cuales están 
en poder del público únicamente 1.692. Figuran también incor- 
poradas las otras dos compañías de esa Provincia. En este pros- 
pecto se agrega: — La American and Foreign Pnwer fué orga- 
nizada bajo las leyes del Estado de Maine el 19 de diciembre 
di* 19*23. Kn duración es a perpetuidad y sus principales nego- 
cios v objeto son el desarrollo y explotación directamente y 
por inedio de subsidiarias, de bienes de utilidad pública, en 
países extranjeros. Todas las emisiones de acciones han sido 
para la adquisición de líneas de corporaciones de utilidad 
pública. El número de empleados de la Compañía alcanzaba 
al año 1929 a 47.000. 

A fs. 345 corre un instrumento público en el que se trans- 
cribe nn convenio entre la C.TI.E.T., la Tranways Light and 
Power Limited (o Tucnnum Company) y la Compañía de Elec- 
tricidad del Norte Argentino, y en el que se acepta la depen- 
dencia de compañía subsidiaria. 

A fs. 2665 corre el informe expedido por la policía de la 
Capital Federal relativji al nombre y domicilio de las personas 
empleadas en la C.H.E.T., Compañía Eléctrica del Norte (boj- 
compañía Tranvías Eléctricos de Tucumán) y Compañía de 
Electricidad del Norte Argentino. El síndico y suplente del 
síndico son las mismas dos personas, para las tres compañías. 
El numerosísimo personal está ndscripto a la Compañía de 
Electricidad del Sud Argentino, y recibe sueldos a prorrata 
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de esta y de otras empresas entre las curies están las tres cita- 
das en primer término. 

A fs. ltiíí de su contestación a la demanda, la C 1I.E.T 
reeonnee que la tntalidad de las cnmpañíus de sen icios públi- 
cos, como ser la 1 - que explotan los ferrocarriles, telétlnos, usi- 
nas eléctricas. g;is, etc. tanto en la Argentina como en todo 
ntm país de las Amérioas se encuentran asociadas o afiliadas 
en una entidad holding. 

A la segunda cuestión, que se dice de nulidad del acto 
p*tr haberse prescindido, en primer término, de la licitación 
pública para adjudicar la concesión y porque la Legislatura 
Provincial, en segundo termino, no declaró expresamente que 
no observaba aquel requisita por razones especiales de bien 
público, 

Son evidentes las razones que imponen esa forma especial 
de contratación para el Estado, el que no puede contratar 
y oblipurse sino de acuerdo con las ¡garantías legales y repla- 
mentaría* que establecen el modo, como lia de manifestarse 
válidamente su voluntad; motivo por el cual se dice acertada- 
mente que la decisión administrativa es siempre jurídica o 
formal, y que sin forma no hay decisión. 

El art. 10 de la Constitución de Tticumán cuando dispone 
que todc» contrato susceptible de licitación debe hacerse preci- 
samente en esa forma, establece excepciones a ese procedimiento 
freueral preferible y preferido, pues apresa: Salvo el caso en 
que la Legislatura o la Municipalidad resolvieran lo contrario 
por razones especiales reclamadas por el bien público. La Ley 
reglamentaria de contabilidad también ha establecido la licita- 
ción como repla general (art, 18) y previsto excepciones expli- 
cables al principio y que son comunes a muchas legislaciones: 
suministro de especies u objetos y trabajos u obras de menor 
costo, casos de urpeneía. fracaso de dos licitaciones consecutivas, 
objeto cuya fabricación depende de un privilegio. Aunque no 
está enumerada expresamente, sería implícita la conocida excep- 
ción fundada en la conveniencia de guardar secreto por segu- 
ridad pública, como también la de los trabajos artísticos o loa 
de precisión ; casos en que la contratación directa exige para 
su validez la previa autorización administrativa concedida en 
acuerdo de ministros. Otra legislación especial (creación de 
comisiones de fomento de villas y pueblos aposto 24 de 1914) 
ha dado también libertad a esas municipalidades de pequeños 
centros para establecer el alumbrado público en el modo y 
forma que lo consideren conveniente, especie que fué materia 
de pronunciamiento por esta Corte (Jur. Arg. año 1942 - IV - 
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pág. 177) y en la que se consideró que la autoridad competente 
no puede comprometer su facultad inalienable de decidirse 
en el momento oportuno por la mejor conveniencia del bien 
público. 

La actora sostiene que ese pronunciamiento v decisión 
de apartarse de la forma general de la subasta o licitación 
pública dehe ser fimda' 1 i y expreso. Aunque preferible, no 
aparece esencial ese requisito para casos como el presente, 
cuando la Legislatura es quien procede a adjudicar un servicio 
mediante el procedimiento observado en este caso. 

En efecto, como se expresó al tratar de la primera cues- 
tión, el propósito de investigar el funcionamiento de las em- 
presas concesionarias en las provincias databn de mnv antiguo 
y fueron designadas vnrias comisiones investigadoras, basta 
la última, del año 1935, que tenía la atribución de estudiar 
si las concesionarias cumplían sus obligaciones y la de acon- 
sejar las medidas tendientes a solucionar el problema del 
alumbrado y fuerza motriz; propósito que el despacho de la 
comisión anunció cumplido cuándo decía que por él despacho 
no se otorgaba nueva concesión, si no se solucionaba el viejo 
y arduo problema, buscando esn solución con la» actuales orga- 
nizaciones financieras, solución que se aceptaba como conve- 
niente y segura para el buen servicio, despacho que tanto 
Diputados, como Senadores, aceptaron por gran mayoría, no 
obstante las observaciones que se formuló por haberse prescin- 
dido de la subasta pública y del ínteres demostrado por otras 
empresas en el negocio. 

La motivación del acto no ha sido, pues, omitida. No 
figura expresamente hecha, pero resulta del procedimiento 
mismo, antecedentes, investigaciones, despacho, debate y apro- 
bación. 

Es evidente que la Legislatura local tuvo en cuenta las 
razones especiales a que refiérese la ley y eximió de sellado 
el cuantioso contrato de transferencia de una concesionaria 
a la otra; dispensa que no puede obedecer más que a esa 
razón y tal como la entendía el poder legislativo concedente. 

Por otra parte, los jueces deben ser prudentes en esta dase 
de apreciaciones, pues si bien están encargados de velar por 
el respeto de todos a la Comisión como ley fundamental que 
obligue a gobernantes y administrados es indudable que la 
cláusula décima ya transcripta deja, en sus excepciones, cierto 
límite de apreciación que debe ser respetado por el juzgador 
mientras que, como en el caso de la utilidad pública en la 
expropiación, no comprometa y desnaturalice el régimen eons- 
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titueinnal (doctrina del Tribunal en el caso Provincia de 
Tucunián v. Sociedad U.C.A.M. por expropiación; Diario Jur. 
Arg. 2468 - año 1945). 

A la tercera cuestión, que en desenlace tampoco ofrece 
dificultades y se facilita por la naturaleza misma del negocio 
jurídico. 8c trata de un servicio público: alumbrado, el que 
por definición es propio del Estado, pero que por razones 
especiales este ha coneedido a un particular; acto del poder 
público y no de mera gestión, al que agrégase un elemento 
contractual que rige los derechos y deberes patrimoniales a 
cargo de los contratantes. Su objeto es el servicio público, y 
su fin la utilidad o ínteres general. Al traspasar al concesio- 
nario la atención material del servicio, la administración resér- 
vase aquellos derechos inherentes e irrenunciables para ella, y 
destinados a regular y fiscalizar el servicio. Por esto se ha 
dicho con razón, que el servicio, no el concesionario, es el que 
alcanza la protección del Estado y que si la administración 
resulta subordinada al servicio, éste no puede subordinarse 
al contrato, porque el servicio es continuo y superior a la idea 
de contrato. 

Que no podría negarse este carácter típicamente admi- 
nistrativo al contrato de concesión, del servicio público de 
alumbrado, objeto de esta litis, y el que, como los de esa 
especie, tanto por su forma, como por las facultades inaliena- 
bles de una de las contratantes, por razón de su fin y por la 
competencia de jurisdicción que le es propia, está sometida a 
ese elemento característico, que más les diferencia de los con- 
tratos de derecho pm-ado, como lo es la existencia del régimen 
especial que los regula. 

Que en prescnciii de esta situación y cuando se trata, no 
de Ihs relaciones contractuales privadas entre concesionario 
y consumidor, como la especie anteriormente resuelta por este 
Tribunal, con motivo del cambio de aparatos (art 4* concesión) 
ni de relaciones patrimoniales entre poder concedente y con- 
cesionario, sino del funcionamiento del servicio de los presu- 
puestos esenciales de la concesión, de su efectividad y economía 
de su disfrute, no resulta razonable aplicar la ley común a una 
materia regulada por principios especiales que tutelan el 
interés público dominante en la vida de la relación jurídica y 
destinados a mantener, no el equilibrio de posiciones equiva- 
lentes, función propia del derecho civil sino la permanencia de 
ese enlace y adaptación continua entre el acto administrativo y 
la utilidad general que el Estado debe satisfacer. Es induda- 
ble, pues, que los derechos frente a los cuales ae opone un 
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publico interés i^iie los subordina, como son los derechos que 
se derivan de «na concesión, están bien llamados derecho» 
debilitados, pues 'uando la protección de ese servieio se vuelve 
íncoiíveniente para el interés general y la seguridad del Estado, 
ese servicio v« no inviste al concesionario, Por lo demás la 
cuestión es obvia en nuestros días. El estadio o el período 
de especulación pertenece ya a la historia del derecho admi- 
nistrativo. 

A la cuarta cuestión conviene tener presente que las con- 
cesiones para la producción de energía con destino a alumbrado 
y tracción en Tucumán, fueron otorgadas, primero, a un par- 
ticular, y que éste las llevó como aporte a una sociedad para 
cuyo efeeto la sociedad recién constituida substituí ríase al 
concesionario. Así ocurrió especialmente con la concesión Fle- 
ming, pues el art. 9 de la ley del año 1907 autorizaba al 
concesionario para transferir la concesión de acnerdo con el 
poder administrador, lo que se efectuó a la empresa C.H.E.T. 
constituida con el exclusivo objeto de explotar esa concesión. 
El ano 1936, por el art. 8 de la ley 1682, se conservó el 
requisito de la previa autorización administrativa para trans- 
ferir válidamente ta concesión. 

Considerando que en el capítulo de esta sentencia rela- 
tiva a los supuestos de hecho, se ha puesto en evidencia que 
la C.H.E.T. formaba y forma parte de nna asociación o 
consorcio financiero que ha absorbido a ta concesionaria; 
supuesto que la propia demandada confiesa como verdadero 
y se apresura a justificar como lícito y provechoso. Las con- 
clusiones de la investigación legislativa suministran pruebas 
eoncluyentes. 

Que esa federación o sindicato regido por estatutos 
onittibw, de objeto tan vasto que lo prohibido resulta excepción 
rarísima, fracciona sus bienes en sociedades aparentemente 
separadas que, frente a los terceros, figuran como distintas, 
pero detrás de los cuales intervienen las mismas personas. La 
identidad de la mayoría de socios o poseedores de acciones y 
títulos, la /-poca de afiliación y la identidad o semejanza de 
objeto y de sede, y los simples giros contables que crean el 
capital, vuelven aparente la autonomía y la capacidad de los 
entes federados; tanto la dirección y el contralor como la ges- 
tión, ya no son propias, sino ajenas. Sea cualquiera la termino- 
logía bajo la cual se agrupan, ya en sentido horizontal o ver- 
tical, forman siempre una coalición de tendencia dominante y 
monopolizado™. 

Considerando que la tendencia hacia la concentración de 
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las forma* de producción y del comercio no siempre represen- 
tan un movimiento normal y puede ser una especulación 
dañosa y hasta ilegal y perjudicial al crédito y a lu economía 
nacional, como lo demuestra la otra tendencia ímeia una cre- 
ciente actividad intervencionista del Estado, que afirma y 
amplía su acción tutelar correlativamente a la complicación de 
las relaciones sociales. El derecho de intervenir para conocer 
esas modalidades que pueden representar una especulación 
atentatoria a la economía y al créditf nacional, en defensa, no 
solamente del habitante o itbonadn. sino de la propia seguridad, 
no puede ser discutido y está coiiKWijmdo por la ley positiva; 
art. 348 del G. de Comercio, ley de debentures, publicación 
de balances e intervención de la Inspección de Justicia. El 
Estado desarrolla, legítimamente por .supuesto y como lo 
admite unánimemente la doctrina administrativa, una política 
tendiente a crear una conciencia económica, científica, jurídica, 
etc. y adopta s»i norma o conducta para determinar lo que 
conviene a su especial situación y público interés. 

Que tales derechos son inalienables c imprescriptibles y 
cuando se trata de servicios públicos, bis que por propia defi- 
nición pertenecen al Estado y no deben, en principio ser ejer- 
cidos sino por el Estado mismo o por las entidades o servicios 
administrativos que constituyen órganos del Estado; la cues- 
tión cobra verdadera importancia cuando la prestación de un 
servicio como el de alumbrado, tan íntimamente ligado a !a 
defensa nacional, es realizado por una empresa totalmente 
sometida a un consorcio internacional monopolizados En tales 
casos (como dice Tballer) pertenece a los Tribunales apreciar 
si ta autonomía aparente dejada a las casas sindicadas no es 
una fachada engañosa que disimula una fusión verdadera que 
puede revestir los caracteres del acaparamiento prohibido. 

Que estas razones explican la exigencia de que toda conce- 
sión sea rigurosamente personal y qne el concesionario no pueda 
traspasar, a su vez, los derechos y obligaciones a una tercera 
persona, sino a condición de haber sido previa y expresamente 
autorizado; requisito que adquiere verdadera importancia 
cuando el subrogado es un poderoso organismo que bajo la 
apariencia de un consorcio comercial extranjero para colabo- 
raciones técnicas y ayuda financiera, acapara acciones, domina 
económicamente y absorbe el régimen de dirección y delibera- 
ción de la sociedad concesionaria y la suplanta por completo. 

Que la concesión de un servicio público de interés general, 
como el de este caso, debe entenderse intuitu pfrsonar. resulta, 
pues, evidente. Nadie pretendería con éxito que el concurso 
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o quiebra del concesionario (arts. 104-103 y 197 ley 11.719) no 
altera profundamente las condiciones subjetivas de esa clase 
de concesiones. Lo mismo debe ocurrir con otros supuestos y 
motivos que, si bien no producen de pleno derecho efectos tan 
fundamentales en la persona o en la capacidad del concesio- 
nario, introdneen grandes perturbaciones y una seria amenaza 
pura la seguridad y la eficncia de aquella determinada especie 
de utilidad pública que es la causa de tales contratos. 

A la quinta cuestión, y ya en el terreno de la identidad o 
calillad de la concesionaria, la investigación legislativa ha 
comprobado que la empresa no pudo sustener la lucha y abdicó 
frente al monopolio pasando a filial o subordinada del omnium 
o eonsoreio internacional que absorbió por completo esa effec- 
tío que existe en todas las sociedades y en grado eminente en 
las de carácter colectivo, pero que tampoco desaparece del todo 
en las anónimas por acciones y en las que manifiéstase por las 
facultades irrenuneiables de vigilancia y contralor, ya que la 
característica de toda sociedad es la voluntad de colaboración 
activa y consciente de todos los contratantes para realizar una 
obra eomún y dividir los beneficios. 

Considerando que esa afiliación y subordinación se ha rea- 
lizado sin conocimiento del poder administrador eoncedente, 
encargado por el art. 25 de la ley 1682 de vigilar el estricto 
cumplimiento de la ley. El omnium o sindicato jamás llenó 
en l¡i sede de sus filiales siudicnlizadas las condiciones de publi- 
cidad relativa a su forma y operaciones. Las filiales subordi- 
nadas en la República Argentina tampoco manifestaron esa 
dependencia. Se la denunciaba como existente, pero nadie la 
conocía en las términos que ha revelado la investigación. Esa 
gran concentración industrial no busca solamente el progreso 
técnico y el equilibrio de la concurrencia, -íno el monopolio de 
la industria de la energía eléctrica, como lo demuestran las 
conclusiones mencionadas, las ofertas, publicaciones, estatutos 
y netos realizados, comprobados o confesados. Así lo demostró 
la investigación legislativa cuando evidenció los distintos y 
sucesivos convenios (tomo V en abril 7 de 1925 — mayo 24 
de 1!W0 — .iulio 31 de 1935 y de febrero 2fi de 193(i) y rela- 
tivos a aumento de precio de la corriente que vendía una de las 
concesionarias n la otra, o entregando la dirección y vigilancia 
de la concesionaria a un consorcio, o unificando personal y 
distribuyendo proporcional mente su costo; combinaciones todas 
que representaban una ventaja para la concesionaria o una 
disminución de costo y que ninguna repercusión tuvieron para 
el público sometido a tarifas que no' variaron. 



Que no eabe. pues, atener que el concesionario de u» 
servicio público pueda ceder m obligaciones y derechos a un 
tercero cualquiera. La doctr.na que el «dente permanece .siem- 
pre responsable y que el poder concedente no tiene por qué 
gffSSi* * ,"<f< ".mentó* <i"e emplea el concesionario 
para cumplir sus deberes, ni es aconsejable, „¡ conveniente 
U reserva empresa que hace ,1 poder concedente a este re*: 

fereneia o encargo de la atención material del servicio por 
otro que e concesionario, sino también impedir que esa substi- 
tución se lleve n cabo por otro medio menos aparente ñero 
«ualmcnte peligroso, y que hajo disfraces diversas sean de 
naturaleza jurídica o económica, contrarían el propósito de 
a erononnn nacional implícito en los contratos aSfcteá- 
%lt» de concesión y en especial en los de servicias públicos. 
A la sexta cuestión y en cuanto a los efectos v consecuen- 

naria T T^- F calidad de' la concesio- 
nana, que la doctrina y la práet.ca aceptan que los mismos 
vicios (pie se advierten en e! contrato civil pueden ocurrir en 
1» ¡iduiiiMstram-o; legislación, aquella subsidiariamente apli- 
cable en la ultima materia, como lo tiene declarado el Tribunal 
en numerosas ocasiones, cuestión iudisciitida en doctrina 

Que la cmn-csionaria pretende pozar de un derecho perfecto 
que la ley losj 1«. Inducía otorgado y q„e la autoridad conce- 
dente no podía alterar sm violación de las garanlía.s que con- 
-sagran los derechos adquiridos con igual fuerza v efecto que 
la propiedad privada. Pero la existencia y goce de ese derecho 
esta condicionado a presupuestos que sirvieron para concederle 
y estrechamente vinculados al interés público. 

Que tratándose de la concesión de un servicio público de 
ínteres general y otorgado por tanto iniuitu persona, una 
de esas condiciones subjetivas esenciales era la identidad de 
la concesionaria, alterada profundamente como se ha establé- 
enlo; supuesto c,ue la doctrina administrativa admite, sin 
discrepancia, como causal suficiente para la caducidad la míe 
puede pronunciarse por un doble orden de motivos; 'sea por 
3f ? A 'ondicmnes subjetivas de las concesiones otor- 
gadas mitniu g&mMi elemento esencial que forma parte del 
contrate defimt.vo. como por culpa del concesionario, cuando 
«neeSón obligaciones y cargas sustanciales de la 

Que teda concesión y especialmente la de servicios públi- 
cos es por definición^ propia del Estado, aunque no repugna 
a esa naturaleza que cuando la prestación se otorga a im 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



55 



tercero, se reconozcan al mismo ciertos derechos subjetivos que 
protejan los efeetos patrimoniales del negocio sucesorio con- 
tractual, pero es evidente que el interós público asume situa- 
ción preponderante y que la falta o desaparición de las causas 
de ese interés general afecta directamente al acto administra- 
tivo y a la eoncesión que ya no responde a las exigencias de 
aquel interés. Las reparaciones de carácter patrimonial a que 
la caducidad puede dar lugar, quitan al acto todo aspecto 
confiscatorio. 

Que de otro modo, el derecho administrativo fundado 
eu el interés público (art. 2611 Cód. Civil) aparecería con- 
tradictorio con su propia finalidad de concurrir siempre a las 
necesidades del común y como más conviniese a la administra- 
ción; causa por la que se le reconoce un sentido creador y 
constructivo. 

Que siendo implícito el imtiiitU personae. en toda concesión 
de servicios públicos, es evidente que la provincia de Tncuinfin 
no habría concedido la prestación del mismo a una concesio- 
naria que desde el año 1930 había sometido su capital, su 
capacidad y su gestión a un consorcio financiero internacional 
constituido y actuante fuera de esta República y sobre el cual 
el poder concedentc no ejercita contralor, ni jurisdicción. 

Que las graves comprobaciones que manifiesta esa sumi- 
sión en tndns sus aspeetos, fueron posteriores ni acto de la 
eoncesión. La prueba principal de la demandada refiérese a 
hechos posteriores a esa investigación del poder concedente, 
practicada con plena facultad y documental mente demostrada. 

Que el motivo principal para tratar con las empresas 
existentes en esta provincia fué el de que ya eran concesio- 
narias de servicios análogos y volvían preciso entenderse con 
la que gozaba de una concesión n perpetuidad para el uso de 
las aguas del río Lules; aprovechamiento que 9a colocaba en. 
apreeiable situación de ventaja sobre otras posibles concurren- 
tes. La provincia, no estaba pues en completa libertad de 
contratar. La consideración de la persona fué, entonces, el 
principal motivo de la obligación. El error sobre esa cir- 
cunstancia invalida el acto, pues le dió eauaa: es error di- 
rimente (arts. 925 y 928 del Cód. Civil). 

Que si obsérvase la regla aplicable en materia de error, 
a saber, las circunstancias, la calidad y consecuencia del error, 
la atención que prestaron al hecho los contratantes, la po- 
sición particular de cada sujeto de la relación jurídica y el 
efecto que habría producido la verdad oculta, la solución ter- 
minantemente afirmativa no es dudosa. La administración no 
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contrata sino por medio de sus agentes y funcionarios y en 
la forma regí Amontada por las leyes. Y cabría preguntarse si 
esta circunstancia de la calidad de la persona del locatario, 
del vendedor o comprador, o la del mutuario, que en los res- 
pectivos contratos no resulta indiferente y cobra, a veces, la 
mayor importancia, ha de merecer tal consideración en derecho 
privado y otra nula o menor en derecho administrativo y en 
el cual un acto celebrado con error, por ignorancia de un 
hechn esencial puede tener consecuencias que nfeeten a toda la 
colectividad o a la seguridad del Estado y a su soberanía. 

Que no cabría admitir, pues, en derecho público la ex- 
cepción del error inexcusable opuesta por la empresa deman- 
dada para enervar el argumento de la sumisión impugnada, 
cuando la provincia al tiempo de la concesión y que no me- 
rece protección quien fué negligente para controlar su propio 
interés. Aceptar el razonamiento como doctrina y no con el 
valor y la eficacia de la presunción que contiene, sería funesto. 
El perjuicio recae sobre la colectividad, y frente a la preva- 
lencía del interés público es manifiesto que el acto adminis- 
trativo debe quedar sin efecto aun en el caso tle negligencia 
de los funcionarios administrativos; sin perjuicio de los re- 
sarcimientos al particular lesionado que resultaren 

A la séptima cuestión, que el contrato administrativo de 
concesión no ha previsto la caducidad, pues en caso afirma- 
tivo habría correspondido esa facultad al pjder administrador, 
previa comprobación de la causal presupuestada y sin perjui- 
cio para la concesionaria de ejercitar recurso contencioso ad- 
ministrativo. No enunciado tal supuesto, la declaración co- 
rresponde al poder judicial y a cuyo efecto, como ya se esta- 
bleció en la sentencia de fs 82, el mismo 'poder legislativo 
concetlcnte de 1936 dispuso por ley 1Í)21 de ahril 27 de 1942. 
deducir estas acciones, con motivo de las cuales la concesio- 
nario ha gozado de la garantía de la defensa. 

A la octava cuestión, que la empresa demandada pide 
que en comí de resolverse 1« nulidad o cadneidod de la conce- 
sión olor-rada el año lílJJfi pnr la ley 1C82 y objeto de este 
juicio, dehe declararse en vigor la concesión Fleming otor- 
gada por ley del año 1007 y que concedió al subrogante de la 
C H E.T. el aprovechamiento a perpetuidad de las aguas del 
tío Lides. 

Considerando que la cuestión no ha sido promovida en 
forma y resulta ajena a este juicio. 

A la novena cuestión, que al final de su contestación a la 
demanda la empresa, so pretexto de salvar su derecho para 
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ocurrir oportunamente pura ante la Corte de Justicia fie la 
Nación, argumenta en el sentido de que el acto de la provincia 
de Tucumán equivale a interferir en el comercio interpro- 
víncial e internacional, materia federal que haría procedente 
el recurso extraordinario. 

Que sin referencia a tal recurso — materia de oportuno 
ejercicio y pronunciamiento — cabe salvar también la com- 
petencia de los tribunales de ceta provincia, declarada por la 
sentencia firme de aquel alto Tribunal <fs. 132) así como la 
facultad de los jueces locales para pronunciarse respecto de 
todas las cuestiones propuestas y que integran la litis en esta 
materia eontcncioso-adniinistrativa y en la que la provincia 
¡roza de plena antonomía para reglamentarla y juzgarla. 

A la décima cuestión, que la naturaleza y la especialidad 
de tas cuestiones propuestas hace procedente imponer las costas 
en el orden causado. 

Por estos fundamentos y en atención a la importancia 

Resuelve t 

* 

No hacer hipar a la acción de nulidad de la concesión 
otorgada por la provincia de Tucumán a la Compañía Hídro 
Eléctrica de Tucumán por ley 1682. 

Hacer lugar a la acción que la provincia de Tucumán 
interpone en subsidio de la anterior contra la misma empresa 
y, en consecuencia, declárase la caducidad de la concesión 
otorgada a la Compañía flidro Eléctrica de Tucumán S. A., 
por ley n° lfiS2 de la Legislatura de esta Provincia. 

Costas por su orden. —.Juan HrVer. — Rafael García 
7.avuV\a. — O. Peña Guzmán. — D. Colambres Vgarte. — J. 
eJt Zaralía. — H. L. Pavita. — R. Schrcier, 



Dictamen i>fx Pitoci'n.\nort Gkskiwl 
Suprema Corte: 

En mayo de 1942, la ley 1917 de Tucumán ordenó 
al P. E provincial promover acción judicial para conse- 
guir la nulidad y caducidad do un contrato de concesión 
! iccho con la Cía, Hidro-Elóctrica de Tucumán S. A., y 
elevado a escritura pública el 10 de diciembre de 1W6 
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conforme a ia ley local 1682. Esa acción fué promovida 
por el Sr. Fiscal de Gobierno ante la Suprema Corte de 
Justicia do Tucumán, fundándosela en que dicha conce- 
sión fué nula por no haber sido licitada en forma, y ade- 



más, caso de ser válida, habría caducado por cuanto in- 
vestigaciones ulteriores revelaron que la Cía. Hidro- 
Eléctrica de Tucumán S A, pertenecía a un holding ex- 
tranjero y era éste quien, de hecho, estaba usufructuan- 
do ia concesión sin permiso ni conocimiento del P. E. 

La parte demandada sostuvo como cuestión previa 
que el caso correspondía al conocimiento originario de 
esta Corte (fs. 38), incidente que tuvo término por el 
fallo de V. E. contrario al pedido porque hasta ese mo- 
mento sólo se trataba de la interpretación de cláusulas 
contractuales; sin perjuicio de que si la sentencia defi- 
nitiva del tribunal provincial desconociese derechos o 
garantías acordados por la Const. Nacional pudiera con- 
templarse oportunamente la admisibilidad de un recur- 
so extraordinario a tal respecto (fs. 130, mavo 5 de 
1943). 

Vueltos los autos a Tucumán, la demandada so opu- 
so al éxito de la acción alegando las diversas razones 
que aparecen expuestas tf¡ extenso de fs. 13Ü a 175; y 
previos loa trámites de práctica, la Corto Suprema pro- 
vincial dictó fallo con fecha 21 de setiembre del año 
ppdu. (fs. 559 a 585). Declaraba no ser nula la concesión 
por falta de licitación; pero admitía su caducidad por 
haberse sustituido de hecho a la compañía concesiona- 
ria, sin permiso del Ejecutivo local, otra compañía con 
quien nada contrató la Prov. de Tucumán. 

Contra esta segunda parte del fallo trae ahora re- 
curso la parte demaududa (fs. 589). Lo basa en: 

l v Lo resuelto por V. E. a fs. 130; e importar de- 
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negatoria no pronunciarse sobre algunas de las cuestio- 
nes planteadas. 

Al contestar la demanda, so liabía sostenido que 
>or ol liecho de que gran parte de 
las acciones do la O. H. E, T. pertenecieran a socie- 
dades anónimas de fuera de la Provincia equivalía a in- 
terferir en el comercio interprovincial e internacional 
(fs 167 v. a 174). 

3* Adenitis, importaba pona impuesta sin ley pre- 
via; resultaba irrazonable, porque ninguna compañía 
puede impedir pasen a manos de terceros sus acciones 
a! portador; era excesiva j v mantenerla, sería inconcilia- 
ble con la estabilidad de tos contratos y las garantías 
acordadas por la Constitución al derceho de propiedad. 

Estudiado el caso, no encuentro suficientemente de- 
mostrada la admisibilidad del recurso extraordinario 
concedido a fs. 594. 

Desde luego, no procede por la causal que el tri- 
bunal establece, o sea, haberse declarado válida la ley 
1917 en cuyo cumplimiento se dedujo lu acción. Dicha 
ley se limita a establecer acuda el P. E. a la justicia para 
hacer valer ciertos derechos que sólo resultan haberse 
admitido en parte por el tribunal competente; y obvio 
es que la iwwnstit* 'tonalidad no podría emerger de la 
decisión adoptada por la Provincia de discutir ante la 
justicia lo que conceptuaba ser su derecho. 

Tampoco lo resuelto por V. E. a fs. 130 autorizaría 
por sí solo el recurso, desde que la procedencia de éste 
último no se estableció, ni pudo establecerse, por ade- 
lantado. Se lo concedería o no, con arreglo a lo que opor- 
tunamente resultase de autos. 

Es exacto que la Corte de Tueumán no se pronun- 
ció sobre la presunta inconstitucionalidad de su propia 
sentencia; mas tampoco a este respecto cabe recurso, 
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pues en realklad las cuestiones <|uc le sirven de funda- 
mento lo son de derecho común, o de hecho y prueba, re- 
lativas n la interpretación del contrato de concesión. 
Todas ellas pueden referirse a este argumento: provis- 
to expresamente que la concesión no se transfiriera sin 
permiso del Ejecutivo —esto es, que el contrato fuese 
cumplido por la Cía. II id ro- Eléctrica de Tucumán y no 
por otra persona — esa condición fué violada por el con- 
cesionario. Este, la transfirió de hecho, sin permiso; 
con la circunstancia, puesta en claro mediante amplias 
investigaciones, de que los presuntos accionistas de 
aquélla no eran tales, pues se les prestaba acciones por 
otras compañías, verdaderas propietarias, a fin de que 
simulasen suficiente quorum estatutario en las asam- 
bleas, eligiesen las autoridades, etc. Además, medió en- 
trega total de los bienes aplicados a la concesión, a un 
tercero, para que los administrase, también sin permi- 
so del l'. E. provincial. 

Acerca de lo segundo, no considero posible encarar 
como obstáculo al tráfico interestudunl o internacional, 
una sentencia de tribunal provincial que, en ejercicio de 
la jurisdicción que V. E. le reconoció, declare caduca 
una concesión provincial por actos u omisiones imputa- 
bles al concesionario. Mi el tribunal provincial era indis- 
cutiblemente el único competente conforme lo declaró 
V. E. a fs. 130, y ese tribunal no pudiese, sin violar la 
Constitución, declarar caduca la concesión hecha a la 
(Tu. Hidro- Eléctrica de Tucumán por falta de cumpli- 
miento al contrato, ¡quién podría declararlo en el paísí 
La doctrina del remírente cnudixiría a la imposibili- 
dad legal de que se anule la concesión, hiciera C. H. E. 
T. lo que hiciese. 

Por fin, y ent ramio al tercer grupo de razones invo- 
cadas como fundamento del recurso, ba de ndvertirse 



I)E JUSTICIA DE LA NACIÓN 



61 



que es de derecho común la cuestión de si ot error acerca 
de la persona con quien se contrata causa nulidad o res- 
cisión; y así lo establece la Corte de Tucumán al invo- 
car en su fallo los arts. 92íí y 928 del Oód. Civil. Lo es 
asimismo de derecho común, establecer si, con arreglo a 
nuestra legislación comercial puede válidamente una 

clones do otra, sustituyéndose a ella; situación jurídica 
que resolta innecesario analizar aquí porque, sean cua- 
les fueren en general las facultades de las sociedades 
anónimas, la caducidad resuelta en este caso se funda 
cu que, ti juicio del tribunal apelado, Q, H. E. T. se com- 
prometió a explotar por sí misma el servicio público 
materia de la concesión. La "inestabilidad" de esta 
última, derivaría entonces de actos u omisiones impu- 
tables al concesionario y no de otra causa, sin que pue- 
dan invocarse, pata evitarlo, las garantías con que la 
ampara al derecho de propiedad, 
pues, o no, validez el sistema holding entre 
nosotros, y baya o no admitido la Inspección Nacional 
de Justicia que C. H. E. T« transfiriese a otra compa- 
ñía, conservando su propia personería jurídica, la ad- 
ministración y manejo de los bienes afectados a la con- 
cesión, nada de ello podría modificar las condiciones 
estipuladas libremente entre C. II. E. T. y la provincia 
de Tucumán. Para el caso, sería lo mismo que la trans- 
ferencia de hecho hubiese favorecido a un particular 
vecino de Tucumán, y no a una sociedad anónima domi- 
ciliada en el extranjero. V. E. hallará tos antecedentes 
del consentimiento tácito de la Inspección Nacional de 
Justicia a que acabo de aludir, en el expediente admi- 
nistrativo anexo (N* 857 dei Ministerio de Justicia e 
Instrucción Pública, fs. 53|66). 

Por lo que se refiere a la tacha de arbitrariedad en 
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la interpretación del contrato, ni siquiera hny prueba 
de que por vía de transferencia normal de acciones al 
portador, en vez de hallarse ellas cu manos de diez per- 
sonas físicas lo hubieran estado parcialmente en manos 
de personas físicas y de personas" jurídicas. En verdad, 
no consta llegasen a diez los propietarios de las accio- 
nes, o sea, al mínimo exigido por los estatutos de C. H, 
E.T. 

Tratándose, pues, de cuestiones de hecho, o de de- 
recho común, pienso que V. E. debe declarar mal con- 
cedido el recurso. — Bs, Aires, mayo 29 de 1946. — 
Juan Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, P tic octubre de 1947, 

V vista ta precedente causa caratulada: "Provin- 
cia de Tucumán vs. Cía. Hidro Eléctrica de Tucumán 
sf. nulidad y caducidad de contrato", en la que se ha 
concedido el recurso extraordinario a fs. 504. 

Y considerando ; 

Que son varias las cuestiones, fundadas en las dis- 
tintas cláusulas constitucionales invocadas en el escrito 
eti qué se interpuso el recurso — fs. 589 — cuya solución 
se pide a esta Corte en el memorial de fs. 643. De ellas 
debo:;, sin embargo, descartarse varias in timiñe. 

Que así la inconstitucionalidad imputada a la ley 
1917 tic la Prov. de Tucumán, que dispone que se inicie 
la acción judicial pertinente para que se decrete la nu- 
lidad y caducidad de la concesión otorgada a la com- 
pañía demandada, no constituye punto federal serio 
y suficiente para sustentar el recurso extraordinario. 
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La garantía de la defensa en juicio, ha declarado esta 
Corte, requiere la existencia de la posibilidad de ocu- 
rrir ante algún órgano jurisdiccional en procura de jus- 
ticia — Fallos : 193, 135 — y ello a su vez supone la lici- 
tud de los actos tendientes a obtener la decisión de los 
jueces con respecto a los derechos que los interesados 
—inclusive el Estado— entiendan asistirles, lo que nada 
anticipa sobre su existencia o reconocimiento. Es así 
claro que de la sola resolución de acudir a la justicia 
no puede derivar agravio suficiente a los demás princi- 
pios y garantía» de la Const. Nacional como para fun- 
dar en el mismo el recurso extraordinario — Oonf. 



Que, por otra parte, tampoco la alegada inconstitu- 
cioualidad de la sentencia apelada es por sí misma fun- 
damento viable del reenrso. Como ya lo exponen Ro- 
BERTSOxy Kirkhan — J ttrisdictioti of thc Supreme Court 
of the Uttited States, pág. 34, y nota 22 — la simple im- 
pugnación de ineonstitucionalidad de la sentencia de un 
tribunal local no basta para la procedencia del recurso 
federal en condiciones similares a las del inc. 2 del art. 
14 de la ley 48. Pues "de no ser así cualquier fallo de 
los tribunales de los estados sería ruvisable por la Su- 
prema Corte". 

Que, desde luego, los fundamentos de derecho co- 
mún, local y de hecho de la sentencia apelada, son irre- 
visíbles en la instancia extraordinaria. Es ciertamente 
exacto que la jurisprudencia de esta Corte ha admitido 
que, en caso extremo, su pronunciamiento dictado por la 
vía del art. 14 de ta ley 48 puede alcanzar tales cuestio- 
nes, pero esa extensión de su jurisdicción no está con- 
dicionada por el error de la sentencia apelada, o por no 
ser ella razonable, sino por su evidente arbitrariedad 
— Fallos: lí»8, 145; 207, 72 y muchos otros. Por esta 
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razón, la existencia y el alcance de lo ley común o local, 
aplicad» por los tribunales locales, es, en principio, del 
resorte exclusivo de los misinos. A esc respecto el art. 
11> de la Const. Nacional "no acuerda título, derecho, 
privilegio o exención especiales, pues se limita a pres- 
cribir que ningún habitante de la Nación será obligado 
a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que 
ella no prohibe, y es manifiesto que toda cuestión acerca 
de la existencia y alcance de esa ley debe ser resuelta 
por los tribunales que conozcan legítimamente del plei- 
to o proceso, sin recurso ulterior para ante esta Corte, 
lucra de los casos extraordinarios previstos en el art. 
14 de la ley 48, 6 de la ley 4.055, y art. 22 del Cód. de Pro- 
ceds. en lo Criminal, porque de lo contrario la jurisdic- 
ción federal sería mucho más amplia que la establecida 
por los art». G7, ¡tic. 11, 100 y 101 de la misma Constitu- 
ción" —Fallos; 125, 292 y 380; 133, 177; 153, 331 ; 184, 
516; 11)4, 220 y otros. Análogas razones obstan a la re- 
visión por esta Corte do sentencias fundadas en consi- 
deraciones científicas o jurisprudenciales, en materias 
de derecho común o local — doet. de Fallos: 189, 306 y 
391; 192, 308; 193, 496 y otros. Y esa doctrina es apli- 
cable aún cuando se trate de la interpretación y el al- 
cance de cláusulas de una concesión local, según así ha 
tenido esta Corte ocasión de decidirlo reiteradamente 
— Fallos : 206, 341 y 353 y los allí citados. 

Que, por consiguiente, la sentencia do fs. 559 en 
cuanto decide que con arreglo a los principios del dere- 
cho administrativo la substitución del concesionario, co- 
mo resultado de maniobras anteriores al otorgamiento 
de la última concesión, en caso en que ésta se ha otor- 
gado intititu pi rsonar, es causa de caducidad de la mis- 
ma, así como que en la especie se ha comprobado la ab- 
sorción del primitivo concesionario por vía de manió- 



Dfl JUSTICIA DE I<A NACIÓN 



65 



bras realizadas con ocultnmiento, y con el resultado de 
crear un estado de cosas que hubiera obstado al otorga- 
miento de la concesión, versa toda sobre puntos no fe- 
derales y ajenos, por consiguiente a la jurisdicción ex- 
traordinaria del Tribunal, El fallo, por lo demás, admite 
la procedencia de indemnizaciones en salvaguardia dei 
aspecto patrimonial del contrato de concesión. 

Que resta analizar si la sentencia referida lia des- 
conocido algún derecho fundado en la Const. Nacional 



re consideración especial es el referente a la invasión de 
facultades del gobierno federal, fundado en que la ca- 
ducidad decretada afecta al comercio internacional, cuya 
reglamentación incumbe a aquél con arreglo a lo dis- 



Que a este efecto conviene recordar que tas normas 
y principios de dereclio administrativo provincial revis- 
ten precisamente carácter local — doct. de Fallos: 179, 
394; 189, 128; 193, 352 y otros — y que ellos rigen, se- 
gún ya se ha dicho, respecto de las concesiones también 
locales — doct. de Fallos i 20G, 341 y 353 y los allí cita- 
dos. El otorgamiento, régimen y terminación de tales 
concesiones es así una cuestión local, correctamente sus- 
ceptible de juzgamiento por los tribunales provinciales, 
como por otra parte se lo estableció en la sentencia dic- 
tada a fs. 130 de estos autos — Faltos: 195, 383. 

Que es cierto que por vía del ejercicio de esta atri- 
bución pueden afectarse operaciones propias del comer- 
cio extra provincial, como podría serlo la adquisición 
de acciones de las sociedades concesionarias por socie- 
dades extranjeras y en el exterior de la provincia, que se 
dice lícita por no estar prohibida por precepto nacional 



Esta consecuencia ha de admitirse sin embargo 
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como válida, en ausencia de precepto federal alguno que 
la impida — como es el caso — por ser ésta la única ma- 
nera de conciliar la necesaria subsistencia de las atribu- 
ciones provinciales y nacionales analizadas, y toda vez 
que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte la in- 
terpretación constitucional ha de tender al desenvolvi- 
miento armonioso de las autoridades federales y loca- 
les, y no al choque y oposición de las mismas — Fallos: 
186, 170 y otros. Por lo demás, y en tanto no se trate de 
la reglamentación o interferencia directa en el comer- 
cio intcrprovineial o internacional, ta sola circunstancia 
tic que el ejercicio de las atribuciones provinciales pue- 
du afectarlas, no basta para anular tales poderes — 
t'onf.: (Iilheht, Tiie. Constitutiva of the United States 
Annotated, pág. 149 y sigtes. Doct. Fallos: 179, 42; 185, 
14!); IHH, 179; 190, 49íí y otros. — Es, por otra parte, 
fácil de percibir, que si esa sola posibilidad impidiera 
a las provincias todo aeto reglamentario o judicial, la 
vida económica de las mismas estaría substancialmcnte 
sujeta a la jurisdicción federal, en cuanto difícilmente 
actividad alguna interna de cierta importancia se de- 
senvuelve en su totalidad en el interior de los estados. 
Consideraciones de esta naturaleza lian comlueido a de- 
clarar válidos los gravámenes locales sobre productos 
introducidos del exterior en las provincias, con tal, sin 
duda, que no obstruyan el tránsito territorial de los bie- 
nes ni sean diferenciales, pero sin consideración n los 
efectos indirectos que su aplicación pueda traer apare- 
jada al comercio interprovincial o internacional — Fa- 
llos; 18*», 22 y los allí citados. 

Que el efecto que las medidas que adopten las pro- 
vincias en ejercicio de sus atribuciones pueda tener pura 
la posterior prestación de los servicios públicos, es cues- 
tión que no influye sobre la existencia o alcance de aqué- 
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lias. Es, por lo demás, ajeno a la jurisdicción de los tri- 
bunales federales el conocer respecto de la cordura, 
acierto y conveniencia con que ejercitan sus facultades 
propias las autoridades provinciales — doet. de Fallos ; 
181, 264 ¡ 183, 319; 188, 27; 194, 56; 196, 295 y otros. 

Que cabe por otra parte, observar que aun admi- 
tiendo las ventajas que puedan tener los consorcios co- 
nocidos por holding — resumibles en el aumento de efi- 
ciencia de las respectivas explotaciones — no pueden 
desconocerse los inconvenientes de los mismos, que no 
niega la propia recurrente, máxime tratándose de aqué- 
llos que comprenden a empresas concesionarias de ser- 
vicios públicos. Interpretar la cláusula de la concesión 
que prohibe transmitirla sin autorización del gobierno 
concedente, en el sentido de que constituye violación de 
ella el heclio de pertenecer a un holding la empresa con- 
cesionaria, no puede considerarse arbitrario si se tiene 
presente que este sistema de agrupación hizo necesario 
"cinco años de investigaciones de la Federal Trade 
Commision para poner en claro todas las múltiples Opor- 
tunidades de explotar al público que le son inherentes" 
{Ihstos R, Baknes; Cases on pnblic utilitg regulation, 
pág. 732). No se trata de que esta forma de concentrar 
el contralor de muchas sociedades sea o no inmoral y 
esté o no prohibido por nuestras leyes, sino sólo de la 
compatibilidad de ellas con el ejercicio de una concesión 
de servicio público hecha bajo el compromiso de no 
transferirla sin autorización del poder concedente. Por 
lo demás, el disfavor con que han sido vistas estas so- 
ciedades es anterior a las comprobaciones a que se ha 
hecho referencia. Va en 1911, Famiab, citado en Bor- 
vikk's. Law Dictiomirg — T. L, pág. 1445 — sostiene 
que ellas tienden a limitar la competencia y a fomen- 
tar el monopolio. Que esto es exacto "ha sido demos- 
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trado por el hecho de que la mayoría de los grandes 
hmts han revestido la forma di' compañías holding. 
Y la misma ley norteamericana sobre compañías holding 
de servicios públicos de 1935 — Public Utililg Holding 
Company Act —admite en su sección 1» que las activi- 
dades de aquellas son difícilmente fiscalizares por los 
estados y lineen ineficaz si no imposible la reglamenta- 
ción local do las compañías de servicios públicos. 

Que las concesiones comportan siempre una cierta 
delegación del poder público — Fallos: 183, 116 — y 
esta nota inherente a la naturaleza de ellas debe estar 
presente en la dilucidación de todos los problemas que 
se planteen con motivo de la interpretación de las nor- 
mas que las rigen. Es lo que la Corte de Tucumán ha 
hecho en esta parte de su sentencia. No otra cosa signifi- 
ca el considerar que se ha producido la violación a que se 
hizo referencia porque la participación en el holding 
diluye la individualidad del concesionario, lo cual tanto 
importa como hacer que la delegación aludida resulte 
hecha en beneficio de poderes económicos que no se tu- 
vieron en vista al efectuarla. 

Que la garantía de la igualdad ante la ley que in- 
voca la recurrente no t ermito tampoco la modificación 
del fallo apelado. Ks principio admitido por la jurispru- 
dencia de esta Corte que el art. 1G de la Const, Nacional 
no impide que la legislación contemple de manera dis- 
tinta situaciones que considera diferentes, con tal de 
que el criterio de distinción no sea arbitrario, no res- 
ponda a un propósito de hostilidad a personas o grupos 
de personas determinados, o importe indebido favor o 
privilegio personal o de grupo — Palios: 205, «8; 207, 
200 y los allí citados. 

Que aun prescindiendo de que la sentencia en re- 
curso no hace distinción entre los posibles substitutos 
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de los concesionarios, pues, como observa el Sr. Pro- 
curador General, a los efectos del caso daría lo mismo 
que ta transferencia se liubiore cumplido a favor de un 
particular domiciliado en Tucumán y no de una sociedad 
anónima extranjera, en presencia de la jurisprudencia 
mencionada en el considerando precedente, y de lo tie- 
rnas dicho en el curso del pronunciamiento", la distin- 
ción entre ambos casos obedecería a razones suficientes 
para desechar la tacha de arbitrariedad, pues no hav 
desigualdad cu tratar a las sociedades concesionaria* 
do servicios públicos de distinto modo que a las que no 
lo son, si se las trata así en razón de ser eoiucsionarias 
y de los términos de la concesión. 

Que en cuanto a la garantía de la inviolabilidad de 
la propiedad, que consagra el art. 17 de la Const. Xa- 
ciotial, no guarda con la materia de la sentencia apelada 
la relación directa e inmediata tme requiere el art. 15 
de la ley 48. Resuelta, en efecto, como ha sido la causa 
sobre la hasc de consideraciones de hecho v do derecho 
común y faga! suficientes pira sustentar él pronuncia- 
miento dictado, las consecuencias patrimoniales que de- 
riven del mismo encuadran cu los supuestos que el pre- 
cepto constitucional admite como válidos — l> (K <t de 
Fallos: 1!)8, 140; 205, f¡8 y otros. 

Que las demás cuestiones de i atura le/.a federal 
propuestas en el memorial de fs. 643, o son inconducen- 
tes, admitido por el Tribunal el fundamento irrevisible 
del fallo apelado, o son tardías y como tales extemporá- 
neas. Trátase de puntos que, como el referente a la ad- 
misión de la interpretación analógica, han podido y de- 
bido plantearse en el curso de la causa — Fallos:* 204, 
331 y (¡71—; o tic la inconstitucionalidad alegada en esta 
instancia de disposiciones de derecho común ipie la ju- 
risprudencia en condiciones similares, en lo que hace al 



70 



FALLOS DE LA CORTE SUPHFHA 



punto, ha desechado como fundamento del recurso extra- 
ordinario —Fallos: 1H7, :"í7(¡; 190, 3(iS; 133, 487 y otros. 

Que la tacha de arbitrariedad fundada en la impo- 
sibilidad en (pie se ludiría hallado la compañía concesio- 
naria para impedir ln enajenación de sus acciones y la 
subsiguiente adquisición del control sobre lo misma, no 
subsiste ante la conclusión del tallo en recurso según el 
cual la absorción de la primera es anterior a ta conce- 
sión caducada. La caducidad se debería así, no precisa- 
mente al hecho referido, sino al nciiltamiento de la su- 
bordinación ya existente on oportunidad del otorgamien- 
to de la concesión ; a la ausencia de la autonomía con que 
se habría contado en tal ocasión. Encarado el punto co- 
mo problema de justicia* cabe aún añadir (pie puesto que 
la demandada admite su dependencia de otra entidad o 
consorcio, a quien se imputa el hecho origen de la san- 
ción aplicada — la substitución clandestina del concesio- 
nario—-, él argumento de la responsabilidad por hechos 
incontrolables de terreros es en el caso inoperante, pues 
no comprueba la iniquidad inadmisible que se invoca. 

Que debiendo limitarse e] pronunciamiento del Tri- 
bunal a las cuestiones mantenidas en la instancia de las 
oportunamente planteadas por el recurrente — Fallos: 
1¡07, 2Hi — y no siendo además procedente la adhesión 
al recurso extraordinario — Fallos: VM, 5l>!í; 20G, 2'2± 
— no corresponde resolución alguua respecto de lo pe- 
dido en el memorial de fs. 616 — a fs. (¡31 vta. y sgtes — 
y punto 2" del petitorio. 

Kn su mérito, y oído el Sr. Procurador General, se 
confirma la sentencia apelada de fs. 0Í0 en lo que ha 
podido ser objeto de recurso extraordinario. 
¡ 

Tomás D. Casaras — Lris R. 
Loxom — .Justo L. Alvauez 
Ronnáu *ez — Rodolfo G. \\- 

LENZIKLA. 
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RAFAEL MENGUAL v. S. A, MANUFACTURERA 
ALGODONERA ARGENTINA 

GOBIERNO DE PACTO. 

Los iieoretoK-leyes dictados por el gobierno de facto son 
validos, por razón do su origen, y continúan siéndolo 
durante el gobierno constitucional subsiguiente aunque 
no hayan sido ratificados por el Con preso. Corresponde, 
pues, rechazar la impugnación fundada en la caducidad 
de los decretos 32,347/44 y 33.302/45 a partir del 4 de 
junio de 1D46. 

CONSTITUCION NACIONAL; ComtitucionaUdad a incomtitudo- 
nnüdad. Decretos nacionales. I '(trios. 

El art. 45 del decreto 33.302/45, en cuanto impone a los 
patrones la oblifraeión imprevista de papar el sueldo anual 
complementario correspondiente al ejercicio del año 1945, 
concluido cuando se promulgó el decreto, comportó una 
ret reactividad requerida por exigencia» de orden público, 
frente a la cual no existen derechos adquiridos. Por ello 
la norma mencionada no es violatoria de la* disposie ones 
do la Const. Nacional que aseguran el derecho de pro- 
piedad. 

CONSTITUCION N ACION AL: Com1itHcÍon*m4 • mCOnstitucio- 
tialitlatl. Leitru nacionales. Comunes. 

El art. Íi7 del decreto 33.302 45 aplicado respecto de em- 
pleados despedidos con posterioridad a la vigencia de 
aquél no es vioktotño del art. 17 de la Const. Nacional. 

CONSTITUCION NACIONAL: Control de ComlUncionaWIad. In- 
terés para impugnar la constitm-ionalidad. 

La supuesta desigualdad que. interpretando el art. fi7 del 
decreto 33.302/45 en el sentido de que la doble indem- 
nización a que se refiere comprende también la corres- 
pondiente a la falta de preaviso, surgiría en perjuicio del 
empleado a quien se diera preaviso. no puede ser alegada 
por el patrón demandado por cobro de dicha doble in- 
demnización. 
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CO^TITITIOX .VAflOXAL: ConxtitwonalulaJ r incomtiUuio- 
nulidad. Derrito* Xnnonalf*. Varios. 

El m 67 del decreto 33.302/45, en cuanto limita a un 
periodo de dos años la duración del régimen de doble 
indemmzacion que establece, no es víolatorio de] art 1G 
de la Const. Nacional. 



Dictamen drl Procurador General 



Atenta la forma en que se ha concedido a fs 41 el 
recurso extraordinario interpuesto a fs. 39, las cues- 
tiones a resolver non las siguientes: 

a) caducidad de los decretos H2,;U7, 44 y 33.3K2/ 
4;j, a partir del 4 de junio ppdo. ; 

b) ineonstitiicionnlidad de los art?. 4ü v 67 del 
ÚWmto citado en sesudo Inirar, por su aplicación re- 
troactiva, y de este último por violar la norma de ígíial- 
dnd establecida en el art. 1(> de la Const. Nacional. 

Respecto de lo señalado en el punto a), pa réceme 
Haro que la doctrina tic las acordadas del 10 de .setiem- 
bre di- 1930 y 7 de junio de Ií>43 y de los fallos lí¡!> : 309 
y mm&t no permite Ifegar a la conclusión sostenida 
por el recurrente. En el último fallo citado léese (pá>. 

: "Vuelto el país a la normalidad, las disposiciones 
de tal enráeter (IVultadcs legislativas ejercitadas por 
el P. K de fúeto) dejan de regir para el futuro, salvo 
su radfirneióii fmr gt,tí0&íta, siendo válida sit vigen- 
cia mttrriur ron n hnú„ „ los lu dios rntihados'\ O sea, 
en el ni su, que I ;ls relaciones jurídicas entre las partes! 
definidas el Jó de enero de I94(¡ fecha en que fue" des- 
pedido el actor, debieron regirse por la legación vi- 
gente un ese momento, sin que la posible caducidad o 
derogación posterior pudiera modificar los derechos 
nacidos durante su vigencia. 
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Lo dicho se refiere a la tacha opuesta contra el de- 
creto 33302/45, cuya eonstitucionalidnd o ínconstitu- 
eionalidad anterior al 4 de junio ppdo. ha quedado fue- 
ra del pleito (fs. 41 y 4S>. Kn cuanto al decreto 32.347/ 
44, la actuación del recurrente con posterioridad n esa 
fecha ante los trihunales creados por dicho decreto (fs. 
t, 10, 11, 25, 26 y 3Í>), no es coneiliahle con su tesis sobre 
caducidad, pues no debió presentar escritos, peticiones 
y recursos de apelación a quienes, en su opinión, no eran 
ya jueces ni camaristas. 

Las tachas opuestas contra los arts. 45 y 67 del de- 
creto 33.302/45, por su aplicación retroactiva, quedan 
comprendidas en las consEde raciones que formulé en 
mis dictámenes de fechas 10 y 29 de julio ppdo. {C. 118 
"Constando", (\ 137 "Castellano" y L. 54 "Loren- 
zo'»). 

Dos son las razones con que se sostiene ser el refe- 
rido art. 67 contrario at art. 16 de la Constitución: a) 
desigualdad entre el empicado a quien se preavisa su 
despido, que cobra el sueldo por el tiempo del preaviso 
y presta servicio* aunque con horario disminuido, y 
otro a quien no se da preaviso, que cobra doble indem- 
nización y no presta servicios; b) desigualdad entre los 
casos producidos antes y después del período do dos 
años cu que se ha fijado la duración del régimen de do- 
ble indemnización y los producidos dentro de ese pe- 
ríodo. 

Acerca fie lo primero, basta observar que la desi- 
gualdad señalada existiría en perjuicio de otros em- 
pleados y no del patrón, no puliendo este último, en 
consecuencia, invocar tal circunstancia como base de su 
reclamo. La segunda razón no es más convincente, pues 
la desigualdad que se invoca, ocurre cada vez que se 
modifica una ley, no obstando, en el caso, que se haya 



71 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



establecido un término fijo de vigencia al sistema de la 
doble indemnización, pues ello no le causa al recurrente 
ningún agravio especial. — lis. Aires, noviembre 5 de 
194Ü. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 2 de octubre de 1947. 

V vistos los autos "Mengual Rafael v. Manufactura 
Algodonera Argentina, S, A., cobro de pesos", en los 
que se ha concedido el recurso extraordinario a la parte 
demandada. 

Considerando: 

Que las impugnaciones referentes a los decretos 
,*iiÍ.;í47/44 y 'A'.i.'ltí'2/4'i por la supuesta caducidad de los 
misinos a partir del lo junio de 1940, deben ser deses- 
timadas con arreglo a lo resuelto por esta Corte Supre- 
ma el V del corriente en la causa "Ziella Kgídio v, Smi- 
riglío linos.", cuyos l'undtimentos se dan aquí por re- 
producidos en lo pertinente. 

QttO de acuerdo con lo establecido por el Tribunal 
en las causas "Castellano v. Quintana", "Lorenzo v. 
Editorial Kstumpa", "Contanzo v. Tlie South A. Ktev 
y Lighl", también corresponde rechazar la alegada in- 
constitmMonulidad de los arts. 4á y iu del decreto 
3&302|45 fundado en su carácter retroactivo y on la 
supuesta violación de! derecbo de propiedad. 

Que la infracción del principio de la igualdad sólo 
puede ser alegada por aquel a quien se pretendiera im- 
poner condiciones que no gravitaran sobre otros (Fa- 
llos: 144, 83) o sea por la víctima de dicha violación 
{Fallos 208, 71). Como lo advierte el Sr. Procurador 
General en su dictamc no es el patrón demandado 
quien se halla en e.,a situación, puesto que la desigual- 
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dad no existiría con respecto a él sino a los empleados 
a quienes se diera oportunamente el preaviso impuesto 
por la ley. No sería en razón del desigual tratamiento 
de los empleados que la obligación podría ser aquí con- 
siderada, sino tan sólo <?el perjuicio causado al patrón 
por la interpretación de una norma de derecho común 
en un sentido que él considera erróneo» cuestión ajena, 
por su índole, al recurso extraordinario. 

Que no se ha presentado en autos prueba alguna 
de la que resulte que la limitación contenida en la 
parte final del art. 67 del decreto 33.302/45 responda 
a una discriminación arbitraria o inspirada en propó- 
sitos de hostilidad contra determinado grupo de per- 
sonas, como sería necesario para considerarla contra- 
ria al principio de igualdad establecido por el art. K! 
de la Const. Nacional. {Fallos 208, 22 y los allí citados). 
Por lo demás, si se trata de una disposición de emer- 
gencia, como lo expresa a fs. 29 vta. la propia demanda- 
da, lo razonable es, precisamente, que tenga una dura- 
ción proporcionada a las circunstancias que le lian da- 
do origen. 

Que no procedo tomar en consideración la cuestión 
referente a la supuesta violación del art. 1S de la t'onsl. 
Nacional mencionado a fs. 41) vta., punto c) del escrito 
de interposición del recurso extraordinario, puesto que 
no lia sido planteada en el juicio con anterioridad, aun- 
que la recurrente tuvo oportunidad para hacerlo. 

Por estos fundamentos y los concordantes del dic- 
tamen del Sr. Procurador General, confírmase la sen- 
tencia apelada en lo que ha podido ser materia del 
recurso. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Loxohi — 
Justo L. Alvaiiez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valkxzuela. 
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FONTANA II NOS. 

M AMATO. 

Los mandatario* no pueden sustituir el poder para actuar 
en juicio si no están expresamente autorizados ni efecto. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 2 de octubre de 1947. 

Considerando < 

Que las circunstancias legales que esta Corto Su- 
prema tuvo en consideración al fijar el criterio juris- 
prudencial de que hace mérito el auto de fs. 123 vía,, 
reiterado en Fallos 151, 37, no se lian modificado basta 
el presente, toda vo z que la ausencia de disposición 
procesal alguna que se oponga a lo establecido por la 
ley líí, tít. ü\ part. ,3*. hace inaplicable al mandato para 
actuar en juicio, la norma del art. 1ÍH24 del Cód. Civil, 
atento lo dispuesto por los arts. 1870, ¡nc. 6\ del mismo 
código, y .374 de la ley 50, modificado por la ley 3ÍÍ81. 

En su mérito no lia lugar a la revocatoria ínter- 
puesta y estése a lo proveído a fs. 1l>3 vta. Acreditada 
que sea en forma la personería invocada por el solici- 
tante, hágasele saber la providencia de fs. 114 vta. 

Tomás D. Casahes — Felipe S. 
Pérez — Luis K. Longhi — 
.Justo L. álvaiiez Rodríguez 
— RniMti.ro (}, Valknzukla. 
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FAUSTINO PONCE v. CAJA DE JUBILACIONES DE 
EMPLEADOS FERROVIARIOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencia con fHn \mento* no federales „ federales consentí- 
des. Fundamento* de hecho. 

No procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que, apreciando i a prueba reunida en el expediente, lle~a 
a la conclusión de que el afiliado a la Caja de Ferro- 
víanos esta imposibilitado pura continuar desempeñando 
sus tarcas y tiene derecho a la jubilación extraordinaria. 

Sentencia de la Cámara pe Apelaciones de la Justicia 

DEL T RA BAJO 

Rs. Aires, marzo 24 de 1947. 

Y visto: El recurso presentado por D. Faustino Poncc 
contra la resolución del Instituto Nacional de Previsión So- 
eial, y 

Considerando; 

Que el recurrente de conformidad con lo previsto en el 
art. 29 de la ley lO.fíijO se le practicó el correspondiente exa- 
men médico por intermedio de la Secretaria de Salud Pública, 
produciendo la misma su dictamen a fs, 80 de estos autos en 
°íiT e ™ nsiderft <l [1<i: " D - Faustino Ponce. se encuentra impo- 
sibilitado para ejercer sus funciones de encerador vaporista, 
pero puede desempeñar otras compatibles con su actividad 
habitual y mi preparación comprobada, alejadas del tránsito 
ferroviario"; 

Que teniendo en cuenta las constancias del examen medico 
corriente n fs. 8 y í) del expediente 5li.3^">-4í> de la Secretaría 
de Salud Pública nírrefjado ad effrrhtm-ruhntli, en donde se 
diagnostica "Leucoma adlierente al ojo izquierdo" y asimismo 
en las consideraciones del referido examen, eomo en el dictamen 
de referencia se hace presente que: "puede desarrollar otras 
actividades compatibles con su actividad habitual o su pre- 
paración comprobada, pero que estén alejadas del tránsito 
ferroviario ' y tomando en este caso el antecedente de If ue la 
actividad habitual y la preparación comprobada del recurrente 
se desarrolla toda ella con las tareas ferroviarias, este Tribu- 
nal considera que ni mismo le alcanzan los beneficios del art 
20 de la ley I0.65ü. 
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Por ello, se resuelve: revocar la resolución de fs. 68 en 
cuanto ha sido materia del recurso. — Horacio Bonet Isla. — 
Electo Santos. 



La presente causa lia sitio resuelta en base a la 
apreciación hecha por la Cámara a quo de la prueba pro- 
ducida para comprobar la incapacidad de don Faustino 
Ponce. Dicho tribunal, habida cuenta de lo actuado, 
llegó a la conclusión de que al aludido Ponce le alcan- 
zan lus beneficios del art. 20 de la ley 10.6*50 {fs. 81). 

Correspondería, pues, declarar mal concedido el 
recurso n fs. 85. 

Si así no lo entendiera V. E., procedería revocar 
el fallo apelado, pues el informe de la Secretaría de 
Salud Pública de la Nación (fs. 80), establece claramen- 
te que Ponce '* puede desempeñar otras (tareas) com- 
patibles con su actividad habitual y su preparación 
comprobada, alejadas del tránsito frrrm iario", esto es, 
nmiiejo de trenes, caminos, señales, etc., pero no fun- 
ciones de peón, obrero de taller, etc. 

El presente caso es distinto, además, de los resuel- 
tos por V. E. en 194: 97 y 195: 154, pues a diferencia 
de lo allí ocurrido, Ponce fué separado del servicio 
ferroviario por mal desempeño en sus funciones (fs. 



En cuanto a lo que se refiere a la no aplicación del 
decreto 17.469/44, tal cuestión fué planteada por pri- 
mera vez en el escrito en que se interpuso el recurso, 
razón por la cual no fué tratada en la sentencia recu- 
rrida, ni puede serlo ahora por V. E. — Bs. Aires, ma- 
yo 19 de 1947. — Saúl M. Escobar. 



Dictamen del Procurador General 




G4). 
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Bs. Aires, 2 de octubre de 1947. 



Y vistos: los presentes autos "Ponce Faustino v. 
Caja Ferroviaria" venidos por vía del recurso extra- 
ordinario, y 

Considerando: 

Que Ja sentencia en recurso, apreciando la prueba 
producida en autos, considera que Faustino Ponce se 
encuentra imposibilitado para continuar en el ejercicio 
de su empleo. 

Que asimismo y por razones de hecho derivadas 
de la actividad habitual y preparación comprobada del 
recurrente vinculadas con las tareas ferroviarias, lle- 
ga a la conclusión que Ponce es acreedor al beneficio 
jubilatorto (art. 20, ley 10.650), 

Que tales situaciones son ajenas a las que contem- 
pla el art. 14 de la ley 48 y no pueden ser revistas por 
esta Corte Suprema en función del recurso federal. 

Por ello y de acuerdo con el dictamen del Sr, Pro- 
curador General corriente a fs. 91, se desestima el 
recurso. 



Tomás D, Casaues — Felipe S. 
Péhez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvahkz Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 
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CECILIO ZrniLLAOA. — su sucesión 

RECURSO EXTRA ORTil NA RIO : Requititoi probos. Cuestiono* 
no federales. ExctUSÍÓn de Un ruentionea de hecho. Vario*. 

La cuestión referente a la existencia de la imposibilidad 
física requerida por el art. 47, inc. 2« de la ley 10.650 
es de hecho y prueba. Por ello es improcedente el recurso 
extraordinario fundado en que según dicho precepto no 
tiene derecho a seguir cobrando pensión el hijo varón de 
un ex-jubilado que a! llegar a los 18 años presenta un 
60 r /r de incapacidad para el trabajo, contra la sentencia 
que la considera de tal magnitud que no permite al inte- 
resado sobrellevar su existencia. 



Sentencia de ij\ C.ímaiía de Apelaciones de la Justicia 

del Trabajo 

Bs, Aires, abril 9 de 1947. 

Vistos y Considerando: 

Que la ley 10.650 modificada por la ley 11.308 declara 
extinguido el derecho a pensión a Ion hijos varones, cuando 
t'stos hayan cumplido 18 de ednd — salvo el caso de imposi- 
bilidad física pura el trabajo — . Xada dice la ley si esta inca- 
pacidad debe ser temporaria o permanente, parcial o totnl, 
puesto que no es prsihlc acordar beneficios derivados de cir- 
cunstancias transitorias. (Doctrina sustentad» por la Corte 
Suprema de la Nación, fallo "Ansaldi Emilia c. Caja Fe- 
rroviaria", La Ley, t TV, pájr. 658). 

Que la incapacidad del peticionante asciende al 60 % en 
forma permanente, circunstancia ésta que reduce notablemen- 
te la posibilidad de sobrellevar su existencia, con relativo éxito 
en la lucha por la vida, colocándolo en inferioridad de con- 
diciones a tales ílnes, frente a sus semejantes normalmente 
constituidos. 

Que los propósitos y finalidades de las leyes de jubilacio- 
nes son las de previsión social, tratando de evitar aquellas 
acechanzas de la vida, como la vejez o invalidez, evitando que 
los que hayan quedado comprendidos en sus previsiones sean 
un peso para la sociedad en que actúan. 
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Que los términos empleados por el art. 47, inc. 2? en 
cuestión, al acordar pensión a los hijos varones mayores de 
18 años que tengan imposibilidad física para el trabajo, no 
debe interpretarse en forma absoluta, bastando que la inca- 
pacidad de quien solicita ese beneficio sea de tal magnitud 
que no le permita sobrellevar su existencia, como en el caso 
do autos. 

Por las precedentes consideraciones, este Tribunal estima 
que a D. Pablo Américo Zubillaga le corresponden los bene- 
ficios que acuerda el art. 47, inc. 2* de la ley 10.650. refor- 
mada por la ley 11.308, lo que así se declara. 

En consecuencia, se resuelve ¡ revocar la resolución recu- 
rrida de fs. 112, en cuanto ha sido materia del recurso. — 
Horacio Bonet Isla. — Electo Santos. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario resulta procedente en 
este caso, toda vez que se ha puesto en tela de juicio* la 
interpretación de una disposición de carácter federal, 
y el fallo apelado es contrario a las pretensiones del 
recurrente. 

En cuanto al fondo de] asunto, discútese si un hijo 
varón de un ex jubilado que al llegar a los dieciocho 
años presenta una incapacidad para el trabajo de un 
60 fe, tiene o no derecho a seguir percibiendo la pen- 
sión de que es titular, 

El texto aplicable (art. 47, inc. 2", de la ley 10.650), 
dispone: 

,4 E1 derecho de la pensión se extingue: 



2») Para los hijos, desde que llegaren a la edad 
de dieciocho años, salvo el caso que exista imposibilidad 
física para el trabajo". 

Débese, pues, resolver si don Pablo Américo Zu- 
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hi llaga está o no comprendido en la excepción final, aten- 
to el grado de su incapacidad. 

La parte subrayada del texto transcripto fué agre- 
gada a la ley 10.650 en 1923 (ley 11.308), sin que en esa 
oportunidad los legisladores hicieran manifestaciones 
que permitan disipar totalmente las dudas ahora sus- 
citados. El autor del agregado, diputado Verduga, se 
limitó a espresar, fundando su iniciativa: "hay casos 
de hijos imposibilitados materialmente para el traba- 
jo, y no veo por qué a esos desgraciados se les ha de 
privar de la pensión una vez que llegan a los 18 años, 
cuando puede ocurrir muy bien que hayan perdido a 
la madre y en ese caso tendrían que ir a un asilo" (Dia- 
rio de Sesiones, año 1923, t. V, pág. 658). 

Pa róceme, empero, que la solución dada al caso 
por el tribunal a quo se ajusta al propósito enunciado 
por el citado legislador, pues Zubillaga, con sólo un 
40 % de su capacidad laborativa, no puede ser consi- 
derado como apto para sobrevivir decorosamente (doc- 
trina de V. E. en 202: 160, en cuyas consideraciones 
halla también respuesta la dificultad emergente do vol- 
verse necesaria una determinación de hecho, en los 
casos futuros, con motivo de las posibles variaciones 

El hecho de que la madre del interesado viva no 
obsta a (al conclusión, toda vez que tratándose de una 
interpretación de la ley, de carácter general, y en la 
instancia extraordinaria creada por el art. 14 de la 
ley 48, no pueden influir en la misma las particulari- 
dades de la causa ajena, en realidad, al punto en dis- 
cusión. 

A mérito de lo expuesto, soy de opinión que co- 
rresponde confirmar el fallo apelado, en cuanto pudo 
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ser materia de recurso. — Bs. Aires, junio 10 de 1947. 




Y vistos: los autos "ZubiUaga Cecilio, su sucesión 
— pensión de la ley n* 10.650" venidos por vía del re- 
curso extraordinario, y " " 

Considerando : 

Que el art. 47, ¡nc 2* de la ley 10.650 establece que 
el derecho de la pensión se extingue para los hijos desde 
que llegaren a la edad de dieciocho años, salvo el caso 
que exista imposibilidad física para el trabajo. 

Que la demostración del extremo exigido por la 
ley, esto es, la existencia de una imposibilidad física 
para el trabajo, es una cuestión de hecho, sujeta a la 



recurso que autoriza el art. 14 de la ley n v 48. 

Que en presencia del grado de incapacidad que pre- 
senta Pablo Américo ZubiUaga, la sentencia en recurso 
decide que ella es de tal magnitud que no le permite 
sobrellevar su existencia, y tal conclusión derivada de 
la apreciación de los heehos escapa al alcance del re- 
curso federal. 

Por ello se desestima el recurso intentado. 




— Saúl .1/. Escobar. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Bs. Aires, 2 de octubre de 1947. 




Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonohi — 
Justo L, Alvarez Rodríguez. 
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MARCOS ZANOTTI — sucesión 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propia*. Cuestiones 
na federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. Vano». 

La cuestión referente a saber si en un caso determinado 
concurren o no los requisitos eligidos por loa arta. 38 y 
39 de la ley 10.650 es de hecho y ajena al recurso extra- 
ordinario. 



Resolución Dih Instituto Nacional i>e Previsión Social 

Bs. Airea, 3 de agosto de 1945. 

Visto que la Junta Seccional de la Ley n° 10.650 eleva, 
en cumplimiento de las disposiciones del decreto-ley 29.176 y 
decreto reglamentario n» 29.292, varios proyectos de resolución 
denegatorios de pensión, y 

Considerando : 

Que conforme lo determina el primer apartado del art. 38 
de la ley 10.650. el beneficio de pensión corresponde a las 
personas enumeradas en ese precepto legal, cuyo causante hu- 
biera fallecido teniendo derecho a gozar de jubilación. 

Que igualmente son acreedores a pensión derivada de ju- 
bilación por invalidez las misma» personas allí enunciadas, 
cuando el causante falleciera en ejercicio de su carpo, y tu- 
viese más de diez años de servicios (Art. 38, apartado 3* y 4* 
de la ley citada, decreto-ley 14,534). 

Que para pretender el beneficio mencionado c« impres- 
cindible adem/is. reunir las condiciones estatuidas en el art. 39 
de la ley n* 10.650 y complementarias; estar comprendidos, si 
correspondiere, en alpunas de las excepciones determinadas 
por el inc. 2' del art. 47 de la mUma ley, o por el inciso c) 
in-/í«í del art. 1* de la ley n' 12.154, o no hallarse en la si- 
tuación prevista en el art. 41 de la ley 10.540. 

Que en los casos elevados a estudio y resolución, los 
peticionantes no reúnen todas o algunas de las exigencias le- 
gales citadas para tener derecho al beneficio gestionado. 

Por ello, en uso de las facultades conferidas por el de- 
creto-ley n° 29.176 y de acuerdo con lo aconsejado por la 
Comisión respectiva, el Directorio del Instituto Nacional de 
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Previsión Social resuelve: Deniégase, dentro del régimen de 
la ley 10.650 la pensión, solicitada por doña Pascuala Pia- 
centini de Zanotti t madre del «-empleado del P. C. de Bs. 
Aires al Pacífico, D. Marcos Zanotti. — Oícar Mema. 

Sentencia de la Cámara de Apelaciones de la Justicia 

del Trabajo 



Visto el recurso 



Bs. Aires, 29 de abril de 1947. 
y considerando: 

Que atento lo reducido del haber hereditario, teniendo en 
cuenta los gravámenes que debe soportar según así resulta de 
las constancias agregada ^ a estos autos ; la edad avanzada de 
la recurrente y por los fundamentos dados in-re "Dalton doña 
Ana s/ pensión", confirmado por la Suprema Corte de Jus- 
ticia (Boletín Mensual del Instituto Nacional de Previsión 
Social, octubre 1946, pág. 53), corresponde revocar la resolu- 
ción recurrida. 

Por ello, de acuerdo con lo dictaminado por el Procurador 
General del Trabajo, revócase la resolución de fojas 43 en 
cuanto fué materia >l reeurao. — Rodolfo G. V demuela. — 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

En casos equiparables al aquí planteado, la Corte 
Suprema declaró la procedencia del recurso extraor- 
dinario, por entender se hallaba en tela de juicio la in- 
terpretación de una ley nacional. 

En cuanto al fondo del asunto, y dentro de las du- 
das a que el caso se presta, parece me que el presente, 
mas que con el contemplado por V. E. en 205 : 544 {Dal- 
ton v. Caja), guarda analogía con el resuelto en 199: 
265 (Mathews de Smith v. Caja), pues consta de autos 
que la parte hereditaria de la recurrente al ocurrir la 
muerte de su marido en 1929, ascendió a $ 
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resultando, además, que después de fijado use valor 
hubo un depósito de | 22.939,61, transferido de un jui- 
cio seguido contra la Municipalidad de Zarate (fs. 08). 

Reiterando, pues, que el caso se presta a dudas, 
soy de opinión que corresponde revocar el fallo apela- 
do obrante a fs. 87 en cuanto pudo ser materia de re- 
curso. — Bs. Aires, junio 30 de 1947. — Saúl M. Escobar. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 2 de octubre de 1947. 

Y vistos: los autos "Znnotti Marcos — pensión so- 
licitada por Pascuala Piacentini — ley 10.650" venidos 
por vía del recurso extraordinario, y 

Considerando : 

Que los arts. 38 y 39 de la ley n* 10.650 acuerdan 
derecho de pensión a los padres del empleado u obrero 
ferroviario siempre que estuviesen exclusivamente a 
su cargo. 

Que la demostración del extremo exigido por la 
ley y su apreciación por los tribunales respectivos son 
cuestiones de hecho y por lo tanto ajenas al recurso fe- 
deral del art. 14 de la ley 48. 

Que asimismo reviste tal carácter el establecer si 
la existencia de determinados bienes a nombre de los 
padres del empleado impide la concesión del beneficio, 
porque la solución do tal cuestión ha de depender como 
ocurre en el sub titv de la apreciación de las circunstan- 
cias particulares que cada caso presente. 

Por ello se desestima el recurso intentado. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Litis R, Lonohi — 
Justo L. Alvauf.z RormíruTEz. 



I)t JUSTICIA DE LA NACIÓN 



B7 



CORPORACION DE TRANSPORTES DE LA CIUDAD 
DE RUENOS AIRES v. CASTAÑA CASAUX DE BENEDIT 

IMPUESTO; interpretación <U norma* impositivas. 

El silencio o la omisión en materia impositiva no debe 
ser suplido por vía de interpretación analógica para im- 
poner un gravamen. 

LEY DE SELLOS: Exencionen. 

Los juicios de expropiación promovidos por los particu- 
lares no están sujetos al pago del impuesto do justicia 
establecido por el decreto 9432. 

Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, agosto 19 de 1947. 
Autos y vistos : Considerando : 

Que la aetora. Corporación de Transportes de la Ciudad 
de Buenos Aires, no alega estar exenta dH pago del impuesto 
de sellado,, pero expresa que entiende que este juicio de ex- 
propiación por no estar comprendido en la enumeración que 
formula el art. 94 del decreto 9432/44, no debe abonar el 
impuesto de justicia. 

Que si bien el art. 94 primera parte del citado decreto, 
establece que las actuaciones judiciales abonarán un sello Je 
justicia, dice que el mismo se aplicará en la forma que resulta 
de la siguiente enumeración de incisos, en loa que no se com- 
prende el juicio de expropiación. 

Que si bien puede inferirse que el propósito de la dis- 
posición es gravar todas las actuaciones judiciales, generalidad 
que resulta del uso de los términos amplios: "las actuaciones 
judiciales que se inicien" y del hecho de que el art. 103 
enuncia los juicios exentos, entre los que no está el de expro- 
piación, se ha omitido determinar la escala aplicable a éste, y 
no puede el Poder Judicial, 'estnWecer entonces cuál es el 
monto de impuesto porque si lo hiciera estaría trascendiendo 
de su función específica de interpretar la ley y ejerciendo en 
cambio las que son propias del Poder encargado de sancio- 
narla Por lo demás el carácter taxativo de la enumeración 
que hace el art. 94 del decreto, ha quedado reconocido por la 
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Exenta. Cámara en el caso "F. F. C. C, de Entre Ríos, em- 
bargo preventivo sobre el buque Sveaborg". publicado en 
J. A. 1946, I, pág. 768. 

Por ello, oído el Sr, Procurador Fiscal, resuelvo : declarar 
que en «tos autos no corresponde la reposición del sellado 
de justicia (art. 94 del decreto 9432/44. — E. A. Ortiz Ba- 
tualdo. 

Sentencia de la CAmara Federal 

■ 

Bs. Aires, octubre 25 de 1946. 

Las consideraciones del dictamen del Sr. Procurador Fis- 
cal de Cámara, no enervan de ninguna manera la fuerza de 
loa fundamentos en que se sustenta el auto en recurso, que 
declara improcedente la reposición de sellado, en concepto 
de impuesto de justicia. 

La inteligencia que en dicho dictamen se asigna al art. 94 
inc. c) del decreto 9432, escapa a la precias y taxativa enu- 
meración de los juicios a que el mismo se refiere al fijar el 
porcentaje del gravamen a pagar, donde no aparece enunciado 
el de expropiación que por lo tanto debe estimarse ajeno a la 
comprensión del precepto invocado. 

Por ello y bus fundamentos, se confirma el auto apelado 
de fs. 19 en este juicio seguido por la Corporación de Trans- 
portes de la Ciudad de Buenos Aires contra Casiana Casaux 
de Benedit y otra sobre expropiación, — Carlos del Compitió. 
— Horacio Garda Rams. — Juan A. González Calderón. — 
Ricardo Y Mar Palacio. — Carlos Herrera. 
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Bs. Aires, ti di- octubre de 1947. 

Y vistos los autos "Corp. de Transportes de la 
C. de Bs. As., c. Casaux de Benedit Casiana y otra, s, 
expropiación", en los que se ha concedido el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 25 por el Sr. Procura- 
dor Fiscal contra la sentencia dictada a fs. 24 por la 
Cám. Federal de la Capital. 
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Considerando ; 

Que, cualquiera sea la tributación genérica esta- 
blecida por el art, 94 del decreto 9432, corresponde se- 
ñalar en la especie cuestionada, que no habiendo el 
legislador incluido expresamente el gravamen recla- 
mado en la enunciación taxativa del citado artículo, el 
silencio o la omisión en una materia que como la im- 
positiva requiere ser restrictivamente aplicada, no de- 
be ser suplida por vía de interpretación analógica y 
mucho menos aún, por decisión judicial. 

Que, en efecto y de acuerdo a bien asentados prin- 
cipios de derecho público, ninguna carga tributaria pue- 
de ser exigiblc, sin la preexistencia de la pertinente 
disposición legal encuadrada dentro de los preceptos 
y recaudos constitucionales, esto es, válidamente crea- 
da por el único poder del Estado investido de tales atri- 
buciones (arta. 4, 17, 44 y 67 de la Const Nacional), 
facultades que por lo tanto no deben extenderse a los 
demás órganos del gobierno federal (Fallos: 155, 290; 
163, 155 ; 180, 384 ; 182, 411 ; 184, 542 ; 186, 521 ; 195, 59) . 

Que por consiguiente y no obstante el enunciado 
genérico del art. 94, no es dable al Poder Judicial por 
simple regla de aplicación analógica, la creación de una 
tasa o de un porcentaje no incluido ni previsto explíci- 
tamente en la ley, ya que, de admitirse así, se habrían 
extendido o ampliado los efectos de la misma, a objetos 
o casos no legislados expresamente. 

En su mérito, se confirma la sentencia apelada. 

Felipe S. Pérez — Luis K. Lon- 
ghi — ■ Justo L. Alvarez Rc- 
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80C. ItESP. LTDA. "MINA SAN IGNACIO" v. ADUANA 

ADÜASA: Recuno*. 

Et recurso previsto en el art. 1063 de las Ordenanzas de 
Aduana no comprende a Ja resolución administrativa que 
ordena el pago de derechos de importación correspon- 
dientes a mercadería» introducidas libres de derechos res- 
pecto de las cualm la Aduana considera probado que 
fueron desviadas del destino en que se fundó la fran- 
quieta. 



Dictamen* del Procurador Gfnekal 



Consta a fs. 34 de estos autos, que por 
de fecha 3 de diciembre de 1943, el Sr. Administrador 
de ta Aduana de la Capital impuso a la sociedad de res- 
ponsabilidad limitada * 'Mina San Ignacio" una multa 
de diez mil pesos, además del pago de derechos corres- 
pondientes a maquinarias que habiendo sido importa- 
das en franquicia, fueron vendidas a terceros por cuen- 
ta de dicha sociedad sin intervención de las autoridades 
administrativas. En ese mismo mes, el representante 
de la sociedad multada apeló telegráficamente al Mi- 
nisterio, y por escrito para ante la justicia federal (fs. 
39 y 41). El Sr. Ministro de Hacienda, si bien admitió 
el recurso que el Administrador había denegado por 
conceptuarlo fuera de término, confirmó el fallo (ju- 
nio de 1945, fs. 76) ; y en diciembre subsiguiente, pre- 
sentó la sociedad apelante el expediente a la 
federal (fs. 92). 

Surgió, después, una cuestión previa planteada por 
la recurrente, acerca de si debían conocer los tribunales 
de la Capital o los de Córdoba, articulación que fué 
en primera y 
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dose además el recurso extraordinario (fs. 103, 110 y 
112) ; y corridos ya dos años y medio desde que inter- 
pusiera apelación contra el fallo del Administrador. 
"Mina San Ignacio" planteó nueva incidencia solici- 
tando del juez declarase que la apelación se refería, 
además de la multa, al papo de derechos. Es ese trá- 
mite, no autorizado por ley alguna, lo que motiva el 
actual recurso extraordinario que se trae a V, E., pues 
tanto el juez como la cámara, se negaron a formular 
la declaratoria solicitada (fs. 114 vta. y 119 vta.). 

pues, a V. E. para qué revea, con carác- 
una cuestión meramente procesal antes de 
que exista sentencia definitiva alguna sobre el fondo 
del asunto y sin que el recurrente baya expresado agra- 
vios, pese al tiempo transcurrido. Creo que no hace 
falta más para advertir la improcedencia del nuevo 
recurso extraordinario que se intenta. 

Si así no lo conceptuare V. E., procederá confir- 
mar por sus fundamentos el auto apelado, obrante a 
fs. 119 vta. — Bs. Aires, diciembre 28 de 1946. — Juan 
Alvares. 
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Bs, Aires, 6 de octubre de 1947. 

Y vistos: los autos "Mina San Ignacio, S. R. L. — 
Aduana 8-N-1943", venidos por vía del recurso extra- 
ordinario, y 

Considerando : 

Que esta Corte Suprema ha establecido en reitera- 
das oportunidades que no es recurrible por la vía con- 
tenciosa que autoriza el art. 1063 de las Ordenanzas 
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pago de derechos de importación correspondientes a 
mercaderías introducidas libres de derechos y desvia- 
das porteriormcnte del destino en que se fundó la fran- 
quicia — C. S. 204-602; 205-62 y 87, etc. 

Por ello se confirma la resolución de fs. 119 vta. 



JUBlLACIOy DE EMPLEADOS FERROVIARIOS: Cómputo de 

El afiliado que después de haber pedido, para obtener la 
jubilación, que se le formulara el cargo correspondiente 
al tiempo de servicios prestados sin aportes, siguió tra- 
bajando mientras se cumplían los trámites administra- 
tivos y llegó así a reunir el tiempo necesario para jubi- 
larse sin tener que recurrir a aquellos servicios sin apor- 
tes, tiene derecho a prescindir de éstos y del pago de los 
aportes correspondientes a los mismos. 

Dictamen pel Procurador General del Trabajo 
¿xcma. Cámara: 

De todo lo actuado en estos autos se desprende, que ni 
tiempo que el reclamante solicitó se le formulara cargo, por el 
tiempo r.c prestación de sen-icios sin aportes, ello era necesario 
para estar en condiciones de ley para acogerse al beneficio 
jubilatorio. Pero ocurre, que durante el lapso que duran las 
tramitaciones administrativas, el beneficiado sigue prestando 
servicios y como consecuencia de una manifiesta morosidad en 
talen tramitaciones, cumple el tiempo indispensable para gozar 
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de su jubilación sin necesidad de recurrir al total de los años 
de servicios sin aporte. 

Ello motiva que a fs. 31, se solicita que solo se le com- 
pute 34 años v 1 día y el reintegro de la diferencia por 
aportes, efeetuádos por exceso, pedido éste que se desestima 
(fs. 38) por las razones que allí se mencionan y que se am- 
plían a fs. 40. 

Es necesario destacar que a fs. 9, y con fecha 30 de 
marzo de 1943 se pide la formulación del cargo y es recién f 
23 de setiembre de 1944 (fs. 14 vta.) cuando se practica la 
liquidación incluyendo ese cargo, es decir, un año y medio 



La teoría del consentimiento por parte del interesado, 
esgrimida tanto por la Asesoría Letrada como por la Comisión 
de Hneicndn y apoderado del Instituto Nacional de Previsión 
Social cede ante la concreta realidad que muestran las tra- 
mitaciones de este expediente, toda vez que a mi juicio nunca 
existió tal consentimiento, pues a fs. 21, al aportar el importe 
del 50 % del cargo ya se solicitó que se computara el tiempo 
estrictamente necesario o sea 34 años y 1 día, ya que a esa 
fecha y dado et tiempo transcurrido, no era necesario el total 
de años que en un comienzo se le exigía aportar. 

No obstante tal manifestación, se resolvió acreditar una 
antigüedad de 36 años y 23 días, obligándolo a aportar men- 
talmente del haber jubilatorio el 10 % hasta la total cance- 
lación del cargo de acuerdo al art. 48 de la ley 10.650 lo que 
evidentemente resultaba perjudicial a los intereses del be- 
neficiado, ya que se obligaba a pagar un excedente, que no 
necesitaba para gozar del beneficio jubilatorio. 

Estimo pues, que ante el pedido del interesado, sólo debió 
resolverse acordar la jubilación, computándosele el tiempo 
indispensable para gozar de ese beneficio 34 anos y 1 día —en 
conformidfld al art. 1* de la ley 12.825— y no como se hizo 
a fs 29 acreditando una antigüedad mayor que la necesaria 
a esa época —36 años y 23 días— exceso que gravitaba en los 
intereses del jubilado, puesto que se le obligaba a efectuar un 
reintegro, hasta la total cancelación del cargo, por los anos 
de servicios prestados sin aporte y cuya protesta quedo docu- 
mentada a f». 39. 

El recurso interpuesto, por todas estas consideraciones, 
debe prosperar, revocándose la resolución de fs. 40 y 41. Tal 
es mi opinión. Febrero 21 de 1947. - Víctor Sureda Graells. 
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Sentencia de la (Umara pe Apelaciones de la Justicia 

del Trabajo 



Oneral del Trabajo, que esta Sala comparte íntegramente, y 
tos concordantes del memorial de fojas 53, se revoca la re- 
solución recurrida en cuanto fué materia del recurso. — 
Rodolfo O. Védenmela. — Domingo Peluffo. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Me sugiere dudns la procedencia del recurso ex- 
traordinario interpuesto a fs. 60, toda vez que el mis- 
mo, mus que en una interpretación de la ley 10.650, se 
funda en una cuestión de hecho y prueba como es la de 
saber si los servidos computados a don Juan Andrés 
Papini fueron o no los estrictamente indispensables 
para concederle jubilación ordinaria. 

En caso de que V. E. resolviera que el recurso pro- 



el fallo apelado obrante a fs, 57. No considero aplica- 
ble al caso la doctrina que invoca el recurrente, sobre 
el momento en que deben reunirse los requisitos lega- 
les para tener derecho a beneficios jubilatorios, pues 
en el caso no se trata de saber si el interesado tiene o 
no derecho a jubilación sino de cuáles servicios tiene 
derecho n prescindir para evitar el cargo por aportes 
no efectuados, 

A ese respecto, pn réceme claro que deben tomarse 

que cesó en el Carpí. — Bs. Aires, mayo 10 de 1947. — 
Saút M. Escobar, 
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Y vistos: loa autos " 
lación de la ley n' 10.650" 
extraordinario, y 




de 1947, 



Juan 
venidos por vía del 




que el interesado tenia acreditados a la época en que 
cesó en el cargo, el tiempo necesario de servicios y los 
aportes consiguientes para tener derecho al beneficio 
jV'ilatorio, sin tener que recurrir al período en que 
tr bt jó b'ia contribuir a la Caja. 

. or ello y fundamentos del precedente dictamen 
de 1 Sr. Procurador General y de la sentencia apelada, 
se la confirma en cuanto pudo Ber materia de recurso. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R, Longhi — 
JráTo L. Alvaiiez Rodríguez. 



MARTIN E. RE1NOSO v. 8. A. FRIGORIFICO ANGLO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Relación di- 
neta. Sentencias con fundamento» no federales consentido». 

Pudiendo entenderse que ls incompatibilidad alegada en- 
tre el art. 4* del decreto 32.347 y disposiciones legales no 
federales ha sido desestimada por interpretación de estas 
últimas, debe declararse bien denegado el recurso extra- 
ordinario (')• 

(!) 6 de octubre de 1047. milw: 205, Ififi. 
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íütto c. H*BomjmiooiT V «. 



CONSTITUVIOS KACIOSAL: ConMititcionalidad e inconttitucia- 

nalidaá. Leyes nactonale». Procésale». 

El art 4 del decreto 32.347/44 es una norma nacional 
tendiente a resolver 1« conflictos de competencia que 6 e 
originen con motivo de la coexistencia en el país de dis- 
tintas jurisdicciones tanto de las provincia» como de la 
Nación y no comporta violación de la Const. Nacional 



MINISTERIO DE GUERRA v. JOSE DEL CARMEN 

MUROZ 

PROPIACIOI9: Indemnización. Detertmnació* del valor real. 
A efecto de la determinación del precio que corresponde 
pasar por ej inmueble expropiado revisten particular im- 
portancia el ofrecimiento hcelio al Pisco por el dueño en 
época reciente y loa valores obtenidos en ese periodo por 
Ir venta de fracciones similares a distintos adquirentc». 

Sentencia del Juez Letrado 

Baque!, mayo 20 de 1945. 

Y vistos: para dictar sentencia en el presente expediente 
1051, folio 31. año 1940. caratulado /'Ministerio de Guerra 
«/ José del Carinen Muñoz, expropiación" del estudio de los 

CUa QueTf a Ua 41 se presenta el Sr. Proc. Fiscal en representa- 
ción i del P E. de la Nación, según decreto del Sr. Presidente 
de la República y Ministerio de Guerra y actuaciones admi- 
nttrativi que acompaña de fs. 1 a 40, e inicia formal juicio 
de apropiación contra don Joaé del Carmen Muñoz o quien o 
quienes resulten ocupar la chacra n* 63 de «^|»%# 
Esquel, de una superficie aproximada de 25 ha y 16 a., juicio 
que inicia de conformidad al superior decreto 73.S7U. 



Vde octubie de 1M7. Pallo»: 207, 216 y 256; 208, 97. 
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11. Dice el Sr. Proc. Fiscal, que a los efectos consiguien- 
tes v comn recaudo, adjunta los plano» y demás elementas 
de que informa la resolución del Sr. Proc. del Tesoro que 
acompaña, con lo que llena aai el requisito espido por el 
art. 3" de la ley nacional de expropiación. Que de acuerdo con 
lo establecido por el art. 4' de la ley nacional 18!) y siendo de 
urgencia la ocupación de la chacra a expropiarse solicita la 
inmediata posesión del terreno referido por el Ministerio de 
Guerra, en la persona del Sr. Jefe del Réglente n» 21 de 
infantería de Montaña Reforzado, de guarnición en la loca- 
lidad. Que como consta por la boleta de depósito y nota del 
Raneo de la Nación que adjunta, está verificado el depósito 
de la suma de $ 18.000, por sus mandantes, atento a Jo dis- 
puesto por el art. 4 de la ley n» 18í>. 

Que en tal virtud, peticiona, se lo tenga por presentado 
por parte y por constituido el domicilio legal; se libre oficio 
ni Sr. Juez de Paz de la localidad, a fin de que proceda a 
poner en inmediata posesión de las referidas tierras, al Mi- 
nisterio de Guerra en la persona del Sr. Jefe del Regimiento 
n* 21 citado Tte. Cnel, Oscar R. Silva, bajo los apercibimientos 
que determina el art. 21 de la ley 18!) y demás prevenciones de 
lev se notifique al demandado el depósito consignado y en caso 
de disconformidad, se proceda al nombramiento de perito, 
según lo dispuesto por el art. ti* de la ley mencionada y se de 
a esta fifís, el Uámite sumario a que se refiere esa disposi- 
ción legal. , ie 

III Que a fs. 42, el Juzgado Letrado provee de confor- 
midad a lo pedido v que se hace referencia en el anterior 
considerando y librado el oficio respectivo —a fs. 44—, consta 
la entrega en posesión del terreno de autos en la persona del 
Jefe del Regimiento en Esquel. Teniente Coronel D. .lulio A. 
López Muñiz. bajo inventario, 

IV Que a fs. 48. se presenta el Dr. Armando .11.. 
C*veri en representación de P. José del Carmen Muñoz, 
expresando que su mandante es dueño de una pequeña parte 
de la tierra cuya expropiación se persigue (chacra n' 63 de 
este pueblo). Que lo» demás propietarios atmj la Sociedad 
Rural de Esquel; la Sra. Felicínda 9^a de Muñoz -espora 
de su representado—; y la Sra. Esmirna Mattus de Wegrayn, 
todos domiciliados en Esquel. Que corresponde se cite a dicho» 
propietarios para que comparezcan a juicio en el término prn- 
ílencial que el Juzgado fije, siempre que el Ministerio de Gue- 
rra esté dispuesto a llevar adelante la ejecución. Que lia sos- 
tenido conversaciones con el señor Jefe del Regimiento n» 21, 
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Ttc, Cnei. López Muñiz, quien ha manifestado conformidad en 
que la ocupación del inmueble a expropiarse, recién se hiciera 
para principio!* del me» de junio de ese año. con el propósito 
de evitar graves perjuicios a los propietarios desalojados. Que 
desde ya consiente que el Ejército ocupe la parte de la chacra 
de la cual su representado es dueño y que habiéndole man i- 
festadn la absoluta disconformidad con el precio total estima- 
do, solicita se le corra vista del expediente. 

V. Que corrido traslado al Sr. Procurador Fiscal, éste lo 
contesta a fs. 49 vtn.. manifestando que resultando del escrito 
presentado por D. José del Carmen Muñoz — en la persr a 
de bu apoderado — , no es una sola persona la propietaria el 
inmueble en cuestión, sino varias y en tal virtud pide la para- 
lización del expediente, hasta tanto reciba instrucciones de su 
principal al respecto ; lo que el Juzgado Letrado tiene presen- 
te, y ordena reservar el expediente en Secretaría hasta su opor- 
tunidad. 

VI. Que a fs. 52 se presenta nuevamente el netor. quien 
d¡pe que ha constatado que los propietarios de la chacra 63 de 
Esquel, son varios. Que en consecuencia la demanda iniciada 
eon t ra D. José del Carmen Muñoz, debe ser por la parte que 
ocupa y por la suma de $ 825 y amplía la demanda contra los 
demás ocupantes y por la parte que cada uno es propietario, 
es decir, contra la Sociedad Rural de Esquel, por la suma de 
$ 8.400: contra Felicinda Cerdá de Muñoz, por la de $ 8.500 
y contra Esmirna Mnttim de Wegrzyn, por $ 275, todos domi- 
ciliados en Esquel. Adjunta una planilla recibida de la Direc- 
ción de Tnfrenierrs del Ministerio de Guerra, que detalla los 
valores a asi (ruarse a cada uno de los propietarios. 

Pide finalmente, se dé traslado de la demanda en los tér- 
minos fijados, a cada uno de los propietarios de la citada cha- 
cra número sesenta y (res por la parte correspondiente, y se 
empinen a l*vn mismos, para que manifiesten su conformidad 
o disconformidad ; lo que el Juzgado provee de acuerdo con 
lo peticionado. 

VII. Que a fs. 61 se presenta el procurador D. Alberto 
de Bernardi per la Sociedad Rural de Esquel, contestando la 
demanda instaurada ; no aceptando la expropiación del inmue- 
ble de su propiedad al precio de $ 8.400, consignado en auto*. 
Que el expropiante atribuye a dicho inmueble «n valor mu- 
chas veces inferior al real. Que su mandante atrihuye al mis- 
mo el valor de $ 1 m n. el metro cuadrado, o sea un total de 
$ ílíi.flflO, ya que Irs metros cuadrados expropiados alcanzan 
a ÍÍ5.800. Hace distintas consideraciones para acreditar SU aser- 
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to, agregando que es principio que la expropiación no debe 
cansar lesión alguna al patrimonio del expropiado. Que el pre- 
cio consignado la causaría Que el concepto de la indemnización 
por expropiación exige que ¿ata lo sea por el justo valor del 
bien expropiado, no siéndolo el pretendido por el actor. Que 
la valorización de esos terrenos ba ido en aumento en propor- 
ción de la importancia adquirida por loa mismos y circunveci- 
nos Cita varios caítos y las fechas de ventas. Que los factores 
que valorizan las tierras de autos, son : la proximidad con la 
Avenida de Entrada de este pueblo de Esquel; con los cuar- 
teles de] Repimiento n» 21 Ref-, con la Caree! Nacional y con 
numeróse» edificios de reciente construcción. 

VJIT. Que a fs. 77, contesta la demanda Da. Felicinda 
Cerda de Muñoz, por intermedio de su apoderado el Dr. Ar- 
mando J. B. Caveri, el que acompaña la documentación de B. 
65 a 66, el que comienza narrando los antecedentes que motivan 
la adquisición de la chacra n* 63 de Esquel y qne tiene su 
fundamento legal en la ley Nacional de construcciones milita- 
res autorizadas por esa ley. loa campos y maniobras indispen- 
sables en cada región militar, ensanche de plaza de anuas y 
campos de maniobras existentes. Luego de diversas considera- 
ciones que trae como antecedentes, reclama — fs. 87 vta .— como 
justo precio de la tierra a expropiarse, la suma de f 114.HMJ, 
o sea * 1.20 el metro cuadrado. Funda su justiprecio en diver- 
sas razones. El valor de las construcciones y cercos en la can- 
tidad total de $ 13.750. El de los cultivos y plantaciones 
(alfalfa), 8 hectáreas, en las 8 hectáreas total 120 toneladas, 
que a razón de * 45 pesos por tonelada, hace un total de 
$ 5 400, calculando el perjuicio emergente en cuatro anos 
de producción, son * 21.700 en total. Las plantaciones, huer- 
tas v jardines, $ 23.100. La indemnización por gastos para 
adquirir una propiedad de igual valor a la expropiada en 
$ 2.700. Finalmente expresa que se le tenga por presentado, 
por parte y con el domicilio constituido, se tenga por contes- 
tada la demanda entablada, con expresa ^onform^ad a la 
estimación fiscal y por avaluados *n prop.edad y P^nicio» 
detallados en la suma total de * 154.410. se fije *<»"™"* 
para la designación de peritos (art. 6* de la ley 189) y opor- 
tunamente, se abra esta cansa a prueba. v - tma 
IX. Que a fs, 101, contesta la demanda Da Esmirna 
Mattus de Wegrzyn, por intermedio del mismo m¡&W g 
Dr Caveri. el que manifiesta absoluta disconformidad con la 
estimación efectuada por el expropiante. Que consta en el ti- 
tulo de propiedad que adjunta, el precio de compra por el que 



ICO 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



adquirió la fracción que le pertenece (un peso el metro cu > 
diado), preeio que su representada considera ocasional mente 
ventajoso. Justiprecia el vaJor de sus tierras (2.500 m- en un 
lote de las dimensiones y ubicación que da cuenta el título 
respectivo, con frente a la Avenida Ameghino), en $ 1.50 el 
m. 3 . o sea $ 3.750 por la superficie que le corresponde. Que 
hallándose la tierra de su propiedad íntegramente c-uhierta 
por cultivos de alfalfa, avalúa éstos en * 650. Termina pidien- 
do se la tenca por presentada, por parte y por constituido do- 
micilio legal : por contestada la demanda con expresa discon- 
formidad al importe estimativo depositado por el Ministerio 
de Guerra y por justipreciadn la indemnización en los montos 
expresados, con más danos y perjuicios, intereses y costas. Se 
fije audiencia para el nombramiento de peritos y se abra la 
causa a prueba. 

X. Que a fs. 105 se presenta el Sr. José del Carmen Mu- 
ñoz, representado por el mencionado Dr. Caveri, quien ratifica 
la disconformidad en la estimación efectuada por el Ministerio 
de Guerra, justipreciando la tierra que se le expropio, en la 
suma de * 1.50 el m. s . teniendo en cuenta la es célente ubica- 
ción de la misma, precios corriente» de ventas realizada» y 
que se efectúan y valor de adquisición presente por una tierra 
de medidas y situación semejante a la que le pertenece. Estima 
el valor del cultivo de alfalfa que cubre su propiedad, en la 
suma de $ 2.600. En definitiva, pide se tenga por contestada 
la demanda y por expresada la estimación que su parte consi- 
dera equitativa en los montos señalados, con intereses y costas. 
Se designe audiencia para nombrar perito tasador y se abra 
a prueba la causa. 

XI. Que señalada la audiencia con el fin solicitado e in- 
timada la Sociedad Rural de Esquel, para que presente el tí- 
tulo justificativo de su propiedad, ésta lo liace a fs. 118; y la 
audiencia se recibe a fs. 119 donde el Sr, Procurador Pisca! 
propone perito tasador al ingeniero E. Izquierdo y el Dr. J, 
B. Caveri y el procurador D. Alberto de Berna rd i, proponen 
al ingeniero Ernesto Zabaleta. Resolviendo el Juzgado tener 
por nombrados a los ingenieros propuestos E. Izquierdo y 
Erncsto Zabaleta. previa sus aceptaciones del cargo, lo que así 
hacen a fs. 120 el segundo nombrado y a fs. 168 vta. cí primero. 

XII. Que de fs. 127 a fs. 148, aparece agregada la pericia 
del ingeniero D. E. Izquierdo; y de fs, 14!» a 162 la del otro 
ingeniero, D. Ernesto Zabaleta. 

XIII. Que a fs. 174 el Juzgado Letrado resuelve: el urgi- 
miento de la instancia que formula el Sr. Proe. Fiscal a 
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ft¡. 173; tomando en consideración que la pericia de la parte 
demandante asciende a la suma de $ 18.000, valor estimativo 
v consignado por la aetora a fs. 139 y 140, y la de la parte 
demandada a la cantidad de $ 103.049.50. Que es evidente la 
desproporción tasativa do ambos peritajes, cuya diferencia 
alcanza a la apreciable suma de $ 85,049,50, como así las dis- 
crepancias en apreciar ciertos aspectos de los bienes a expro- 
piarse, motivo por el cual designa un perito tercero, recayendo 
la designación en el Sr. Emilio R. Abacá Gómez (martiliero 
de la matrícula de este Tribunal), con las limitaciones consig- 
luAwt en ese auto de fs. 174. 

XIV. Que aceptado el cargo por el perito tercero Abacá 
Gómez a fs. 176 presenta su pericia a fs. 178 y siguientes, al- 
canzando su justipreciación a la suma total de $ 91.184.50. 

XV. Que a fs. 194 vta, se abre a prueba la presente causa, 
por el termino de doce días, el que es ampliado a pedido de 
partes en veinte días más por auto A* fs. 195 vta. Que la ae- 
tora produce la de fs. 203 a 207: Ins demandadas n sean la 
Sociedad Rural de Esquel la de fs. 208 a 214; Da. Felicinda 
Cerda de Muñoz de fs. 215 a 248: no habiendo producido pro- 
banzas las* demás parte» demandadas o sea -Tosí del Carmen 
Muñoz y Esmirna Mattns de Wegrzyn. 

Que clausurado el termino de prueba n fs. 197. se ponen 
los autos en la oficina a ¡os efectos del art. 213 del Cód. de 
Proceda. Civil, corriendo agregado a fs. 249 y sigtes. el alegato 
del Sr. Proc. Fiscal o sea el del actor; de fs. 252,253 el de la 
Sociedad Rural de Esquel ; de fs. 255 a 260 el de la Sra. Feli- 
cinda Cerda de Muñoz; a fs. 262 el de Da. Esmima Mattus 
de Wegrzyn y a fs. 274 y sigtes, el de D. José del Carmen 
Muñoz ; motivo por el cual se llaman los autos para sentencia, 
previa reposición del sellado, requisito que se cumple a fs. 2fi6 
y 267, viniendo el expediente a despacho para su pronum-ia- 
niiento ; y 

Considerando : 

1* Que esta acción de expropiación promovida por el Sr. 
Proc. Fiscal, en representación del Fisco Nacional (Ministerio 
de Guerra), contra la Sociedad Rural de Esquel, Da. Feli- 
cinda Cerda de Muñoz, D. José del Carmen Muñoz, y Da. 
Esmirna Mattus de Wegrzyn, no ha sido objetada en cuanto 
al desapropio en sí. sino en cuanto al valor de la tierra en 

litigio. , , 

2* Que al deducirse la demanda, se acompañaron los do- 
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cumentos que obran de fs. 25 a fs. 28 por los que so justifican 
el convenio "ad referendum" que existía entre el Ministerio 
de Guerra y I>. José del Carmen Huñoz, eomo asi también 
un informe del Banco de la Nación Argentina, sucursal Esqucl, 
donde fijrura la tasación del terreno a expropiarse. Que \wr 
otra parte el netor produjo la prueba obrante de fs. 204 a 206. 
consistente en do» informes de instituciones oficiales o sean 
de la Municipalidad local y del Banco de la Nación Argentina, 
sucursal Esquel ; habiendo intervenido como perito a su pro- 
puesta el Ing- Roberto O. Izquierdo, cuya pericia y demás do- 
cumentación obran de fs. 127 a 148. 

Que a su vez las contrapartes, proponen ai tng. Zabaleta 
como perito tasador, cuya pericia corre de fs. 149 a lfi2; y 
producen por parte de ta Sociedad Rural la testimoninl que 
obra de fs. 208 a 214 y Da. Felieinda Cerda de Muñoz la 
compuesta que se agregó de fs. 215 n 248; habiéndose, abste- 
nido de ofrecer prueba TV José del Carmen Muñoz y Da. 
Esmtrna Mattus de AYcgrzyn. 

Que por otra parte, el Juzgado designó un tercer perito 
tasador, cuyo informe obra de fs. 178 a 191. 

Que son estos elementos de juicio, los únicos de que dis- 
pone para justipreciar en forma real y equitativa el valor de 
la tierra a expropiarse, por lo que el infrascripto procede a 
examinar detenidamente cada «no de ellos. 

3* Que como resulta acreditado «ton el convenio privado 
obrante a fs. 26, el Sr. José del Carmen Muñoz — exclusivo 
propietario de la tierra a expropiarse, en ese entonces — se 
comprometió a vender al Ministerio de Guerra, la superficie 
de 20 Ha. en la suma de * 18.000, convenio que tendría vali- 
dez hasta el 31 de diciembre de 1938 y que no obstante la ex- 
piraeión de ese plazo, se ratificó posteriormente, como se do- 
cumenta coa las cartas de fs. 27 a 28, esta última de fecha 
27 de abril de 1939. 

Más tarde, desistió del convenio referido y manifestó su 
desinterés por la operación, eipresando en su t arta de fs. 31. 
de fecha 9 de agosto de 1939, qne no podía cumplir con el 
compromiso contraído, en razón de que la tierra afectada, ha- 
bía sido enajenada a la Sociedad Rural de ceta localidad. 

Que si bien es cierto que para fijar el valor de la tierra 
en cuestión, no es posible limitarse a este solo convnin de ven- 
ta privada, en el que se fijaba el precio único de ♦ 18.000, 
operación • e no llegó a formalizarse por falta de interés del 
propietario, es necesario* tomar este antecedente con especial 
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4* Que eorao puede observarse, la tierra, cuya extensión 
de 20 Ha., 30 a, correspondía exclusivamente al Sr. José del 
armen Muñoz, aparece con ulterioridad at convenio precita- 
do, fraccionada y con distintos dueños, que so» ¡ lu Sociedad 
Rural de Esqnel con una extensión de 9 Ha., 58 a.. Da. Feli- 
cinda Cerda de Muñoz con igual superficie de tierra, Da. 
Esmima Mattus de Wegrzyn con 25 a,, quedando el propio 
Muñoz con sólo 75 a., lo que eu conjunto da el total de la 
extensión de tierra a expropiarse. 

En efecto, la Sociedad Rural de Esqnel adquirió aquella 
fracción de campo en la suma de # 10.538 m/n., de D. José 
del Carmen Muñoz, segím escritura pasada ante el escribano 
Pedro M. Paggi, el 21 de julio de 1939 (fs. 107 y ss.). 

A su vez Da, Felicinda Cerda de Muñoz compra al Sr. 
Antonio Criado Lirio una fracción de la chacra 63, compuesta 
de 9 Ha., 58 a, en $ 10.538, como consta en la escritura n* 89 
pasada ante el escribano ya nombrado con fecha 30 de marzo 
de 1940 (fs. 68). De este instrumento surge que la tierra co- 
rrespondía al enajenante que por compra en mayor extensión 
verificó al Sr. José del Carmen Muñoz por escritura otorgada 
el 27 de julio de 1939. 

Que asimismo. D- José de] Carmen Muñoz, adquiere de 
D. Antonio Criado Lirio la superficie de una hectárea en la 
suma de $ 1.100. por escritura n» 88, pasada ante el escribano 
Papgi en 30 de marzo de 1940 (fs, 88) ya su vez vende a Da. 
Esmirna Mattus de Wegrzyn la superficie de 2.500 m. 2 , por 
escritura n* 183 otorgada el 23 de septiembre de 1940 por el 
precio de 8 2.500 {fs. 99). 

Que en consecuencia la cantidad total que arrojan estas 
ventas de la tierra en litigio, importa la suma de $^ 23.576, 
involucrando plantaciones, cultivos y demás mejoras. Vale de- 
cir que reducido a unidad métrica, resulta a razón de once 
centavos el metro cuadrado, aproximadamente. 

Que si bien es cierto no se puede objetar la venta de la 
tierra, en razón del derecho que cabe a todo propietario para 
disponer libremente de sus bienes a la manera que mejor le 
pareciere, llama la atención del proveyente en la forma y tiem- 
po en que ellas se efectuaron, cuando su propietario tenía co- 
nocimiento del interés del Gobierno de la Nación en adquirirla 
en compra para fines militares. Proeede a su fraccionamiento 
y ventas parciales en un breve intervalo, lo que revela el pro- 
pósito de aumentar considerablemente su precio. 

5 P Que el ingeniero Izquierdo, perito tasador, propuesto 
por el actor en su recordado informe, documentando con pía- 
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nos y fotografías do la chacra y mejoras existentes, hace un 
estudio de los antecedentes del caso, con especificación de la 
ubicación del campo y sus linderos, superficie, cultivos y de- 
más características del terreno justipreciando a su juicio el 
valor de aquél, en la suma de $ 18.000, tomando a la hectárea 
como unidad de superficie para su valuación. . 

Que por su parte, el ingeniero Zabaleta. perito tasador 
propuesto a solicitud de los demandados, estima en 103.099.50 
pesos el valor de la tierra en cuestión, luego de hacer uua 
descripción minuciosa de la misma, con especificación y ubi- 
cación, superficie, cultivos, mejoras y demás características 
del campo, el que lo divide en zonas determinadas, que pun- 
tualiza el plano de fs. 156 y toma como base la unidad métrica 
cuadrada de superficie para su valuación, asignando mayor 
precio a la zona con frente a las calles limítrofes. 

Y por último el perito designado por el Juzgado, Sr. Emi- 
lio Abacá Gómez, justiprecia en $ 91.184.50 el valor de la tie- 
rra en litigio para lo cual también dividió en zonas c] terreno. 



con un estndio análogo al anterior. 

Que de las tres tasaciones expuestas precedentemente, la 
realizada por el ingeniero Izquierdo, er la que se ajusta más 
al justiprecio real y equitativo de la tierra en cuestión; si bien 
el pmveyente la considera un tanto reducida; atento a los 
demás elementos de juicio que se analizarán más adelante. 

Que cabe observar que este perito contrariamente a los 
dos restantes, ha tomado como base, para sus cálculos valora- 
tivos, la hectárea como unidad de superficie y no el metro cua- 
drado, como lo hicieron los otros. Y este criterio, se ajusta más 
a la norma que debe servir al justiprecio de tierras en zonas 
rurales como es la del caso de autos — pues tomar el metro 
i-uadmdo conm unidad de superfino, es más propio de cen- 
tros urbanos donde la superpoblación exige el fraccionamiento, 
debido a las actividades comerciales, la intensidad del tráfico 
y a la gran demanda que existe por la adquisición de tierra 
o lotes para su edificación. 

6° Que el Banco de la Nación Argentina, sucursal Esquel. 
al evacuar el informe solicitado por el Juzgado, como medio 
de prueba ofrecida por el actor — determina la tasación de la 
chacra 63 — , incluyendo los mejoras, en la suma de $ 15.000. 
durante el año 1937 y en $ 16.000, dos años después o sea 
en 1939 (fs. 206). Y en el mismo se expresa el valor de las 
chacras 7 y 72, justipreciando su valor en la suma de $ 31.500, 
incluyendo sus mejoras. 

Por otro lado, la Municipalidad local en su informe de 
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fs. 204, expresa que la valuación de las chacra» n* 63 y sus 
colindantes nos. 1, 6, 7 y 72, a los efectos de i pago de los im- 
puestos de Contribución Territorial, es a razón de diez centavos 
el metro cuadrado de tierra, para cada uno de ellos, valuación 
verificada el 3 de diciembre de 1938 y la que se encontraba 
en vigor hasta abril de 1943, fecha en que se evacuó la eon- 

Que en consecuencia, este precio asignado a la tierra por 
unidad métrica cuadrada, a razón de diez centavos, equivale 
a la suma de $ 20.000, el valor de las veinte hectáreas del te- 
rreno del desapropio; suma global que coincide en términos 
generales, con el informe pericia] del ingeniero Izquierdo, con 
ta tasación del Banco de la Nación Argentina, con el convenio 
de venta privada de fs. 26 y finalmente con los $ 23.576 en 
que se negoció la tierra, según se dijo en el cuarto considerando, 

7° Que la testimonial ofrecida por la Sociedad Rural 
tiende a demostrar que el valor de la tierra de algunas zonas 
adyacentes a la chacra 63, tiene mucho más valor de la asignada 
por la prueba ofrecida por el actor. 

Pero es conveniente destacar, que algunas de las pequeñas 
parcelas de terreno vendidas por D, Benito Alemán — aparte 
de que no se ha justificado fehacientemente con las escrituras 
traslativas de dominio pertinentes — , se encuentran lejos de la 
chacra precitada y según el plano de fs. 182 están ubicadas 
dentro del ejido urbano, en donde por razones bien comprensi- 
bles tienen mucho más valor en razón a la demanda para edificar. 

Qne en cuanto a la venta del lote ubicado en las chacras 
62 y 7 — ni bien es cierto que según el plano ya mencionado, 
se halla calle por medio al frente de la 63 — es bueno hacer 
notar que se trata de pequeños lotes y que, comn se dejó di- 
cho, esa sola prueba resulta insuficiente para demostrar la 
operación. 

0"" por último, Da. Felicinda Cerda de Muñoz, ha pro- 
ducido la prueba que consiste en un informe del Administra- 
dor General de lis Ferrocarriles del Estado, respecto a la in- 
demnización pagada por esa Institución al Sr. Cañedo, por 
una fracción de terreno de casi una hectárea con alfalfa y 
frutales en concepto de daños y perjuicio», la suma de $ 5.142. 
Además, respecto al precio de la alfalfa en plaza, solicitadas 
8 firmas comerciales de la localidad ; y por último en una tes- 
timonial de varios vecinos que fueron interesados en la adqui- 
-iii-ión de terreno en la chacra 62, como así a la cantidad de 
alfalfa en que estimaban la producción de la demandada. 

Que cabe observar, que esta prueba es insuficiente pura 
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demostrar que la demandada haya producido ese cultivo, pues- 
to que no justificó en forma legal la cantidad de producción 
que vendió por cosecha. Ni ha aportado los comprobante» de 
dichas operaciones; como asi tampoco los testimonios de los 
presunto» compradores; ni menos aún, declararon los peones 
que se emplearon en esas faenas. En otros términos se deduce 
que la prueba ofrecida por la parte, comprobó solamente la 
oscilación de los precios de la alfalfa en plaza, ya que poseía 
una cierta extensión de campo con ese cultivo, Pero en cam- 
bio, no probó lo que debía probar, esto es, la explotación in- 
tensiva de ese forraje, la producción por cada corte y el ren- 
dimiento por hectárea y por cosecha. Asimismo debió acreditar 
ese extremo con el personal contratado para la faena, el riego, 
la siega y su enfarde; y desde luego — su venta ulterior — , el 
precio obtenido y ia cantidad vendida. 

Que rn cuanto al informe de la Dirección General de los 
PP. CC. en que abonó por concepto de int^mnización de da- 
ños y perjuicios al s,ñor Cañedo la suma de cinco mil ciento 
treinta y dos pesos, debe destacarse que se trata de un con- 
venio amistoso entre las partes; en que aquella Institución, 
pagó voluntariamente esa cantidad, calculando los presuntos 
daños y perjuicios. Pero que de modo alguno, este simple ele- 
mento de juicio, puede servir de norma al Juzgado, para te- 
nerlo como una prueba iegal en el caso que se estudia, desde 
qne, como se dijo, la demandada no justificó su explotación 
ni la cantidad y venta de la Alfalfa de la referencia. 

8' Que como es sabido, lo jurisprudencia ha establecido 
en materia de expropiación, que el precio de esta, debe fijarse 
de acuerdo al valor que tenía en la fecha de la ocupación o 
desposesiÓn. Sup. Corte Nac. J. A. T. 2, pájr. 3, T. 11, pág. 036: 
T. 19, pag. 204. 

Que según resulta* del acta de fs. 44 la i T iaera 63 fué en- 
tregada por el Sr Juez de Pbí al Jefe del Regimiento 21 de 
la localidad con fetlia 23 de enero de 1941. 

Que para apreciar el justo valor de la tierra en cuestión 
es menester correlacionar tos diversos elementos de juicio ana- 
lizados precedentemente en el cuerpo de esta sentencia. Así. en 
efecto, tenemos que el perito presentado por el actor tasó la 
referida chacra en la suma global de $ 18.000. Que los deman- 
dados adquirieron la tierra por la suma total de $ 23.576, frac- 
cionada en cuatro partea entre la fecha de julio del año 1939 
7 marzo de 1940, según escrituras obrantes en autos. Que como 
puede observan» existe una enorme desproporción entre la 
tasación hecha por el perito presentado por el actor y los otros 
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dos peritos, como así entre lo pagado por la tierra que se cues- 
tiona entre lo* años 1939-1940 y las sumas que ahora reclaman 
los demandados; lo que importa asignar a esa chacra un au- 
mento extraordinario de su valor real en tan corto lapso, sin 
ninguna razón económica que lo justifique; contrariando lo 
sentad en forma constan*?» por la jurisprudencia de los tri- 
bunales del país, que tienen declarado que la expropiaciAn no 
puede ser para el expropiado una fuente de ganancias, pues 
su esencia es la compensación justa de lo que se expropia y si 
resarcimiento del perjuicio que pueda ocasionarse y probarse 
en autos y que sea apreciable en dinero. 

Que de aceptarse las pretensiones de loa demandados, la 
Sociedad Rural, por ejemplo, que había dispuesto el fraccio- 
namiento de la tierra en la forma que ilustra el volante agre- 
gado a fs. 76, con el fin de obtener mayores ganancias eon su 
venta, esté en pugna con lo dispuesto por el art. 16 de la ley 
189 que prohibe tomar en consideración las ventajas o ganan- 
cias hipotéticas, extremo que han ratificado abundantemente 
los tribunales de la Capital <J. A., t. 30, pag. 674; y t. 31, 

pág. 234, etc.)- 

9* Que en mérito de todo lo expuesto el proveyente esti- 
ma que debe de tomarse la hectárea como unidad de medida y 
nd el metro cuadrado como unidad de superficie para hacer el 
cálculo de tasación teniendo en cuenta que se trata de una 
zona rural como ya se dejó establecido en el considerando 4 . 

En estas condiciones corresponde fijar los siguientes pre- 
cios: a) Por 9 Ha. t 58 a. de propiedad de la Sociedad Rural 
de Baque], a razón de * 1.500 la hectárea, la suma de 14.370 
pesoB. b) Por 9 Ha,, 58 a. de pertenencia de Da. Feliemda 
Cerda de Muñoz, también a razón de $ 1.500 la hectárea la 
cantidad de $ 14.370. c) Por 75 a., de propiedad de D. José 
del Carmen Muñoz, a razón de * i.500 la hectárea, la suma de 
$ 1 125, d) Por 25 a. de Da. Esmirna Mattus de Wergzyn, 
la suma de $ 2.500 o sea el importe que la nombrada abonó 
como precio de compra, por esa fracción de tierra, según es- 
critura de fs. 99; teniendo en cuenta que se trata de una pe- 
queña parcela de tierra, suma ésta que es justo y razonable 
pagar, para evitar perjuicios por el desapropio. 

e) Que sumados los referidos valores, asciende a un total 
de * 32.365 m/n. que integra el precio que se fija a la chacra 

63 en la superficie a expropiar. 

Que en esta valuación van incluidos, al valor de la tierra 
que se justiprecia, las plantaciones y demás mejoras existentes 
en la referida chacra. 
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Por estos fundamentos y to dispuesto por los arts. 6», 8*, 
16 y 18 de la ley 189, juzgando en definitiva, fallo: haciendo 
lugar a la demanda, interpuesta por el Fisco Nacional (Mi- 
nisterio de Guerra), contra los demandados por expropiación 
de la superficie, de 20 Ha. 16 u„ que comprende la chacra 
ut supra del plano de subdivisión agregado en autos; la cual 
queda transferida al actor, previo pago del saldo de $ 14.365, 
«urna que deberá depositarse, dentro del plazo de diez días, en 
el Banco de la Nación Argentina, a la orden de este Juzgado 
y como perteneciente a este juieio ; con más los intereses co- 
rrespondientes de la respectiva suma, al tipo de ínter/» ban- 
cario, a eontar del 23 de enero de 1941, fecha de desposesión 
_f s . 44 — , y las costas del juicio. — Sabedor Díaz Moreno. 

Sentencia de la Cámara Federal 

La Plata, junio 10 de 1946. 

Y vistos: Considerando: 

Del fraccionamiento por ventas que se han hecho del te- 
rreno expropiado, no resulta ninguna inflación del precio, lo 
que evidencia — como lo sostiene el afrraviado en su informe 
ante el Tribunal en esta instancia — que no hubn mala fe en 
esas operaciones; pero, sí resulta de ellas un manifiesto y útil 
elemento do juicio para el justiprecio a pagarse en cata expro- 
piación. También ee un elemento de prueba — como anteceden- 
te inmediato que meritúa la sentencia en recurso— el caduco 
convenio de venta de que informan las i nstancias de fs. 26 
a 31. 

Al afirmarse por el Sr. juez a quo, que la pericia del in- 
geniero Izquierdo, es la que más se ajusta al "justiprecio real 
y equitativo**... lo hace, al valorarlo en unión a todos los demás 
elementos de juieio que examina en detallado análisis, al ex- 
t^mo que la considera reducida en la fijación de valores, lo 
que, son sobreestimados en la sentencia apelada. Con criterio 
Gojetivo. rechaza las conclusiones de los dos peritos restantes, 
en ejercicio de facultades legales. 

Los fundamentos que da la sentencia para tomar como 
base de apreciación, la unidad por hectárea, resultan adecua- 
dos por coincidir con informes y antecedentes que se conside- 
ran monitores, sin que sea un óbice para su reducción propor- 
cional y equivalente, a metros cuadrados. 

En la estación oportuna del juicio, no se demostró que la 
Municipalidad de Esquel haya procedido, al valuar las pro- 
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piedades para el pago de impuestos, con un criterio sensible- 
mente superior al que el señor Juez a quo fija por su senten- 
cia. Y si se tiene presente que et precio a establecerse en este 
juicio, es el que corresponde al tiempo de tomar la posesión, se 
comprenderá que todo valuación posterior, influenciada por 
factores presentes o hipotéticas ganancias, no puede influir 
en forma preponderante, ni en favor ni en contra del precio 
a fijarse en acatamiento a preceptos de la ley 189. 

Los testigos que deponen en este juicio, no modifican la 
posición que adopta la sentencia, como lo expresa en sus fun- 
damentos. Sus dichos — fs. 233, 235, 241 y 242— no influyen 
por lo intrascendentes, en cuanto a producir un cambio de 
criterio apreciativo fundado en los demás elemento» probato- 
rios que se examinan en sana crítica de conexión, con gravi- 
tación decisiva. Los supuestos precios que dicen haber estado 
dispuestos ti pagar por metro cuadrado, no tienen ningún an- 
tecedente serio que los haga verosímiles e idóneos para funda- 
mentar un criterio legal de justiprecio, distinto al apresado 
eu el pronunciamiento recurrido. 

En su mérito y, por sus fundamentos, se confirma en to- 
das sus i artes, la sentencia de fs. 268, Las costas en esta ins- 
tancia, por su orden, — Luí» 6. Zervino. — U baldo Benei. — 
Adolfo Lascano. 



Y vistos los autos " Ministerio de Querrá c José 
del Carmen Muñoz s. expropiación", en los que se han 
concedido los recursos ordinarios de apelación inter- 
puestos a fs. 310 y fs. 311 por ambas partes contra la 
sentencia dictada a fs. 307 por la Cám. Federal de La 
Plata. 

Considerando : 

Que aunque se prescinda del convenio suscripto 
por el entonces propietario del inmueble con el repre- 
sentante del Ministerio de Guerra en 1938, prorrogado 
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Bs. Aires, 13 de octubre de 1947. 




Lirio—, en el mismo año de 1939 y después por Criado 
Lirio a la señora de Muñoz y a bu marido, constituyen 
decisivo elemento de juicio para considerar justo el pre- 
cio fijado en la sentencia recurrida que, con respecto a 
tres de las fracciones, eleva el de las ventas aludidas 
en un 40 %, mientras se atiene al que pagó la señora de 
Wcgrzyn, tan sensiblemente superior al de las otras 
parcelas. Todo lo que se alega en la contestación de 
la demanda para sostener que el precio abonado por 
la Sociedad Rural fué muy bajo y obedeció en buena 
parte a la presión que ejercía un antiguo compromiso 
contraído por el dueño con dicha institución, no es ad- 
misible 8 i se considera que en el mismo año se vendió 
dos veces por un precio unitario igual a la otra mitad 
de la misma chacra y que el invocado convenio con la 
Soc. Rural no la había impedido al propietario com- 
prometerse a vender la chacra entera al Gobierno Na- 
cional por sólo $ 18.000.00. 

Que a estos antecedentes y como complementaria 
demostración, proveniente de acto auténtico de riño 
de los expropiados, de que lo pretendido por éstos, la 
estimación del perito por ellos propuesto y aun la del 
tercero difieren grandemente de Jo que a fines de 1939 
la señora de Muñoz y su marido, dueños de la mitad 
de la chacra, consideraban justo precio, ha de agregar- 
se que en esa época, dicha señora la ofreció al Gobierno 
Nacional por medio de su apoderado (fs. 34) en pesos 
25.000.00 -a razón de $ 2.000.001a hectárea e incluidos 
f 5.000.00 por las mejoras—, lo cual el perito de los 
expropiados tasó a fs. 161 en * 47.902.00 y el tercero 
en * 41.519.50 (fs. 190). 

Que si bien la señora de Wegrzyn pagó por los 2.500 
metros que adquiriera $ 100 el metro, es decir, diez 
veces más que cualquiera de los otros compradores, es 
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patente que no puede darse preferencia a ese precio 
sobre los otros dos. A todo lo que esa operación puede 
inducir es a resolver la duda que provoca la extraordi- 
naria medida en que este precio sobrepasa a los de las 
parcelas contiguas y que su raueht menor extensión 
no explica del todo, en favor del expropiado, fijando 
como indemnización el precio pagado en la compra de 
1940, como se hace en la sentencia de I* instancia con- 
firmada a fs. 307. 

Que de 1939 a 1941, año de la desposesión, mejo- 
raron las condiciones económicas del país y como con- 
secuencia de ello aumentaron en términos generales y 
en todo él los precios de la tierra sin llegarse, sin em- 
bargo, a la proporción en que la sentencia eleva los de 
las operaciones de 1939. Dicho aumento está, pues, hol- 
gadamente contemplado por la indemnización que fija 
la sentencia. 

referencia más preciso, objetivo y concreto para fijar 
la indemnización en esta causa y estando incluido en 
los precios de rilas el valor de las mismas mejoras de 
que los expropiados hacen cuestión aquí, según resulta 
de las escrituras respectivas, no es atendible el agravio 
de estos últimos consistentes en afirmar que el juez no 
se ha hecho cargo del resarcimiento reclamado en con- 
cepto de mejoras. 

Por tanto y los fundamentos de las sentencias de 
ambas instancias se confirma la apelada de fs. 307. 
Las costas de esta instancia se pagarán en el orden 
causado por cuanto no prospera el recurso de ninguna 
de las partes. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 

PÉREZ — LUIS R. LONOHI — 
L. AlVAIIEZ RoOflKfl'EÜ 

O. Valenzuela. 
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CONSEJO AGRARIO NACION 



RECURSO DE 





URQUtZA 



Un recurso por retardo de juóti"in debe ser desestimado 
si la Cámara Federal que interviene en la causa manifiesta 
haber estudiado el expediente en el orden correspondiente 
para su despacho con arreglo a la ley y la demora en que 
ha incurrido responde al cúmulo de juicios y no es extra- 



AVEMNO RAMTREZ 

mPÜTABILWAD. 

La eximente de legítima defensa no puede ser eficazmente 

' a la víctima. 



HOMICIDIO; Homicidio timptr. 

Corresponde aplicar el mínimo de la pena prevista para 
el homicidio simple al autor del mismo cuya escasa peli- 
grosidad resulta tanto de las cir 
como de sus 
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Bs. Aires, 13 de 

Y vistos los autos "Ramírez Avelina s. homicidio", 
en loa que se ha concedido el recurso de apelación inter- 
puesto a fs. 104 |H>r el defensor del procesado contra 
la sentencia dictuda a fs. 100 por la Cám. Federal de 
Bahía Blanca. 

Considerando: 

Que según la confesión del procesado (fs. 7) los 
hechos habrían ocurrido en el siguiente orden : 1» en- 



(n 13 de 



mr. 




cuentro del procesado y la víctima en el cual esta últi- 
ma después de recriminarle "con gestos poco agradables 
para el que habla" la medida adoptada por el procesado 
respecto a los vales y como éste ratificara su decisión 
comenzó a insultarle y concluyó amenazándole con ma- 
tarle a puñaladas en cualquier momento; 2» retiro del 
procesado que "a nada atinó" al oír esas palabras 
que lo dejaron estupefacto; 3" el acto de tomar nn 
revólver en una pieza próxima "sin ser visto'* por 
los peones qne allí había; 4* la decisión de dirigirse a 
la administración para quejarse al encargado de ta 
actitud de la víctima; 5* el nuevo encuentro con esta 
última la cual estaba diciendo al encargado palabras 
qne "eran evidentemente. , . insultos para el dicente", 
si bien no expresa de qne provenía esa evidencia, ni 
menciona, a diferencia de lo que hizo en la parte del 
relato referente a la primera incidencia, cuáles fueron 
los insultos ; 6* la recriminación del procesado a la víc- 
tima por los insultos aludidos» hallándose a nnos cinco 
metros de esta última, separados por una mesa; 7* la 
contestación de la víctima: "porque no te he de insul- 
tar" y un brusco movimiento de la misma para sacar 
su cuchillo de la cintura "con el firme propósito de 
atacar" al procesado ; 8* como el procesado "se consi- 
deraba hombre muerto si se le atracaba resolvió súbi- 
tamente extraer sn revólver y efectuarle dos disparos 
casi simultáneos." 

Que de esta descripción resulta haber existido pro- 
vocación por parte del procesado, quien luego de ar- 
marse y no obstante la agria incidencia qne acababa 
de tener con la víctima, causa en los dos de un estado 
de exasperación y de prevención mutua, terció en la 
conversación de esta ultima con el encargado recrimi- 
nándole insultos que no explica haber oído realmente 
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ni dice olióles fueron (Código Penal, art, 34, inc. 6% c). 

Que, además, según la trayecturia de la bala —del 
iado derecho al izquierdo del ombligo—, la víctima no 
recibió el disparo cuando enfrentaba al procesado, sino 
cuando aun daba frente at encargado con quien hablaba 
y estando di' perfil con respecto al procesado. 

Que el buen concepto de que éste gozaba y las cir- 
cunstancias en que el hecho ocurrió hacen que deba 
atribuírsele escasa peligrosidad (art. 41) e imponér- 
sele el mínimum de la pena que la ley establece para 
el homicidio simple de que se trata. 

Por tanto se confirma la sentencia apelada en cuan- 
to a la calificación de) hecho y se la reforma en cuanto 

• Tomás D. Casares — Felipe S. 

Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valejtzubla. 



JENARO GARCIA v. PROVINCIA DE CORDOBA 

PAUO: Vano imhbido. Proteja. Alcance. 

La protesta referente a los pago» futuros de un impuesto, 
formulada en la demanda por repetición contra una pro- 
vincia de las cuotas anteriores del mismo gravamen, es 
valida. 

tSirrESTO. Confiscación. 

La» causas sobre ilicunstitucionalidad de la contribución 
territorial impugnada como eonfiscatoña deben decidirse 
teniendo en cuenta el rendimiento medio de una correcta 
explotación del fundo concretamente afectado. No deben 
computarse aisladamente los años en que se han producido 
nérdidas ni los de rendimiento anormalmente reducido. 
En tanto guarde la eontribución territorial una relación 
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razonable con el valor del inmueble, la escasez del rendi- 
miento de ente en un período determinado no autoriza la 
declaración de ineonstitucionalidad de no producirse una 
prueba objetiva y concreta de la regular desproporción 
entre el impuesto y la renta. 

La prueba de los rendimiento* reales de los inmuebles 
gravados es necesaria en cuanto puede excluir la tacha 
de ineonstitucionalidad, pero lo decisivo respecto de la 
confiacatoriedad de la contribución territorial es la pro- 
porción que ella guarda con el índice de productividad 
del inmueble, cuya comprobación es indispensable. 
Para la determinación del índice de productividad no 
puede prescindirá de la consideración del rendimiento 
corriente de los capitales empleados en las actividades de 
que en cada caso se trata, pudiendo aquél aproximarse al 
cálculo de utilidades presuntas realizado con arreglo a las 
circunstancias del tiempo y a las características del in- 
mueble gravado, si el período tenido en cuenta no es 
anómalo. 

La tasa del 16 y 17 % sobre la valuación fiscal, algo in- 
ferior a la asentada en loa libros del contribuyente, no es 
irrazonable. 

La utilidad bruta del 5 %, a pesar de ser módica, puede 
ser aceptable como índice de productividad del inmueble 
gravado, pero no el porciento sensiblemente menor a que 
puede llegar el cálculo de utilidades presuntas. 
No excediendo la contribución territorial del 33 % del 
índice de productividad de loa inmuebles afectados, no 
procede la declaración de ineonstitucionalidad del grava- 
men como ennfiseatorio. 



Dictamen del 
Corte : 

Corresponde a V. E. conocer originariamente en 
esta cansa por tratarse de demanda contra la Prov. 
de Córdoba y haberse puesto en tela de juicio la cone- 
titucionalidad de la ley n 9 3889 de dicha provincia. 

La acción se funda excesivamente en el carácter 
eonfiseatorio que el actor atribuye a la referida ley, y 
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bajo tal concepto la solución del caso comporta apre- 
ciar una cuestión de hecho librada por completo al pru- 
dente criterio de V. E. He permito, sin embargo, recor- 
dar la reserva hecha en casos anteriores, sobre el monto 
a devolver, para el caso de prosperar la demanda. — 
Bs. Aires, febrero 19 de 1946. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 13 de octubre de 1947. 

Y vista la precedente causa caratulada: "García 
Jenaro c. Córdoba la Provincia s. inconstitucionalidad 
del impuesto de contribución territorial", de la que 
resulta: 

Que a fs. 12 se presenta el doctor Daniel González 
Videla (hijo), por don Jenaro García, y manifiesta: 

Que demanda a la Prov. de Córdoba por repetición 
de la suma de rafn. 63.993.47, pagados por su mandante 
en concepto de contribución territorial. Pide intereses 
y costas. 

Que en 1940, García demandó ante esta Corte a 
la Prov. de Córdoba, en la causa "G. 40'*, por devolu- 
ción de los impuestos territoriales de 1939 y 1940, co- 
rrespondientes a sus campos denominados "La Joa- 
quina", "Colonia Las Mercedes" y "Santa Catalina", 
situados los dos primeros en el Dpto. Sáenz Peña, Pe- 
danía La Amarga, y el último, en el Dpto. Tercero 
Arriba, Pedanía El Salto. I¿a sentencia definitiva hizo 
lugar a la acción fundada en la confiscatoriedad de los 
gravámenes mencionados, cuya devolución —con una 
pequeña deducción— ordenó, declarando que la ley 3787 
de la demandada era contraria al art. 17 de la Const. 
Nacional. El Tribunal, en cambio, declinó pronunciarse 
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respecto de los impuestos de los años 1941 y subsiguien- 
tes, que fueron pagados en el curso del pleito, y que la 
demanda comprendía igualmente, A ellos se refiere el 
presente juicio, qne persigue la devolución de los im- 
puestos correspondientes a "La Joaquina" y 4 'Santa 
Catalina" durante los años 1941» 1942 y 1943, a cuyo 
efecto pide se tengan por reproducidos los argumentos 
vertidos en la mencionada causa "O. 40 

Que como se preveía en aquélla, la absorción de las 
utilidades — ya se consideren los campos en conjunto 
o por separado— se ha agravado considerablemente, 
sobrepasando los porcientos que comprobó la sentencia 
de esta Corte, hasta el punto de que — con arreglo a las 
cifras que menciona — , respecto de "Santa Catalina*' 
el impuesto absorbió todas las utilidades y aun las su- 
peró en mucho, en tanto que las de "La Joaquina" fue- 
ron insumidas en su casi totalidad. Y estas conclusio- 
nes no cambian fundamentalmente, aun de tomajrse 
como base los pagos anticipados hechos "con descuen- 
to'*, lo que no corresponde con arreglo a la jurispru- 
dencia de esta Corte. 

Que hace luego referencia a los documentos que 
acreditan el pago de los gravámenes que repite y que 
en parte acompaña, así como a la protesta contenida 
en la causa "O. 40" y a la que además formuló telegrá- 
ficamente, añadiendo que la ley impositiva de 1941, 
que lleva el n* 3889, es la misma de 1939 y 1940, con 
modificaciones que no alteran en nada la situación que 
originó las protestas de su mandante. 

Funda la demanda en el art. 17 de la Const. Na- 
cional y en los precedentes de esta Corte que menciona, 
y en definitiva pide que en su oportunidad se haga lu- 
gar a la misma, con intereses y costas. 

Que corrido traslado, contesta la demanda a fs. 17 
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el Dr. Carlos J. Rodríguez, apoderado de la Prov. de 
Córdoba, el que dice que niega todos los hechos expues- 
tos en aquélla que expresamente no reconozca, así como 
la efectividad de los pagos y la validez de las protestas 
que considera insuficientes y cuyo conocimiento por el 
gobierno provincial no aparece comprobado. Niega 
también que las cuestiones controvertidas en el expe- 
diente "O. 40", y en los demás precedentes invocados, 
tjCngan analogía alguna con esta causa, observando 
además que la demanda no está fundada en texto legal 
alguno, pues a ese efecto, la referencia a la disposición 
meramente enunciativa del art. 17 de la Const. Nacio- 
nal es inoperante. 

Que el impuesto es una prestación que tiene su 
fuente en la ley misma, como cualquier otra obligación 
de derecho privado. La relación entre el contribuyente 
y el Estado es así una relación de derecho y obligatoria, 
y por tanto, eminentemente personal, por lo que no pue- 
de afectar el derecho de propiedad ni ningún otro de- 
recho individual. Es afirmar una imposibilidad jurídica 
el sostener que el impuesto es confiscatoKo y atenta- 
torio al derecho de propiedad. 

Que, además, ni aun aceptando la opinión corrien- 
te, podría sostenerse que la contribución territorial co- 
brada por su mandante sea eonfiscatoria. 

Que es en efecto incierto que los campos objeto de la 
contribución no den la renta suficiente para pagar el im 
puesto, pues su tasación fiscal reposa sobre la base de 
la avaluación resultante de capitalizar su renta agraria, 
que excede el 5 fe, no obstante que el fundamento del 
gravamen es la renta presunta, según la avaluación, y 
por razón del beneficio que el terrateniente recibe de 
las otras rentas no ganadas, la ricardiana y la ooyun- 
tural. 
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Que la ciencia financiera conoce dos procedimien- 
tos para gravar la renta territorial, el de la renta pre- 
sunta según su valor venal, ad valorcm, y el de la renta 
neta, siendo el primero, empleado en la Argentina, 
comprensivo de las rentas ricardiana y coyuntural. De 
ahí que no deba tenerse en cuenta si ta tierra Be explota 
o no, ni el rendimiento de la explotación. Pese a ello, 
el actor, valiéndose de precedentes diferentes al caso 
de autos y en los que no se produjo la prueba adecua- 
da, intenta esta demanda por confiscación, que no con- 
seguirá probar. Los campos objeto del impuesto son 
buenos, cuando menos de rendimiento normal en la in- 
dustria agrícola-ganadera, para la que son aptos. La 
tasación fiscal, hecha por los más modernos métodos 
técnicos, atendiendo especialmente a la renta para capi- 
talizarla, comprueba que ésta no puede ser inferior al 
5 % de la valuación, siempre que la explotación sea 
cuidadosa y económica, con suficiente capital y trabajo. 
Añade que probará que su propietario, en los últimos 
cinco años, ba aprovechado de otras rentas — plus va- 
lías sociales — que aumentan considerablemente la for- 
tuna del contribuyente actor. 

Termina pidiendo que se rechace la demanda con 
costas. 

Que abierta la causa a prueba por auto de fs. 22 
vta. se produjo la que menciona el certificado de Se- 
cretaría de fs. 183. A fs. 185 vta. se dio por decaído a 
la provincia demandada el derecho de alegar, agregán- 
dose a fs. 225 vta. el alegato de la actora. A fs. 226 
dictamina el Sr. Procurador General, llamándose a fs. 
226 vta autos para definitiva. 

Y considerando: 

1) Que, como resulta de la precedente relación 
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de la csuea, las cuestiones a decidir son las siguientes : 
a) existencia y eficacia de las protestas; b) prueba del 
pago de los impuestos que se repiten; c) prueba de 1* 
renta de los campos del actor y de la absorción dr la 
misma por la contribución territorial; d) congtituci< ma- 
liciad del impuesto. — Corresponde analizarlas por se- 
parado. 

2) Que en el juicio seguido ante esta Corte por 
las mismas partes —causa "O. 40"— el actor mani- 
festó en el segundo otrosí de la demanda —en uno de 
agosto de 1940 — su protesta por los pagos futuros 
que realizase. La circunstancia de haberla formulado 
en un expediente judicial no es obstáculo a su validez, 
con arreglo a la doctrina de Fallos: 201, 28. Tampoco 
to es la oportunidad elegida, toda vez que según juris- 
prudencia de esta Corte, las reservas pueden hacerse 
extensivas a los pagos que se realicen ulteriormente 
—Fallos : 183, 356; 195, 250 y otros—, lo que necesaria- 
mente supone que no es indispensable que sean simul- 
táneas con aquéllas. 

Que en cuanto a los telegramas de fs. 40 y 42/43, 
reúnen los requisitos que ha exigido esta Corte en 
casos análogos —Fallos: 204, 376 y otros— y su recep- 
ción por las autoridades destinatarias está suficiente- 
mente probado con lo informado por la Dirección de 
Correos y Telecomunicaciones a fs. 45, de acuerdo con 
la doctrina de los precedentes citado*. 

3) Que el pago de los impuestos que se repiten 
está también probado. Constan a fs. 114 y 115 de los 
ya citados autos "0. 40" las boletas correspondientes a 
la contribución territorial de 1941 —por mfn. 13.093,75 
y 9.108,10 respectivamente — autenticadas a fs. 119. T 
de fs. 52 a 55 de esta causa se agregan los recibos de 
los años 1942 y 43 —por m$n. 12.323,50 ; 8.572,30; 
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8.572,30 y 12.323,52— reconocidos a fs. 58 **t» fine". 
El total de estos parciales coincide sensiblemente — es 
ligeramente superior— con la suma por qne se de- 
manda. 

4) Que de acuerdo con las conclusiones del dic- 
tamen del contador público D. Pedro Heriberto Gonzá- 
lez — de fs. 87 y sigtes. — los establecimientos del actor 
tienen, según los libros del mismo, un valor de mtn. 
1.014.400 —"Santa Catalina"— y mtn. 600.000 — "La 
Joaquina" — . La tasación fiscal, qne también es unifor- 
me para los años qne comprende el pletito, es de m$n. 
855.800 y 595.300. 

Qne las utilidades brotas de ambos campos, es de- 
cir, sin deducción del impuesto territorial, han sido las 
siguientes: "Santa Catalina", en 1941, mtn. 49.063,76; 
en 1942, mtn. 33.493,80; en 1943 mtn. 5.434,83; "La 
Joaquina' en 1941, mtn. 22.207,06; en 1942, mtn. 
41.277,99; en 1943, mtn. 35.411,74, este último de pér- 
dida. La renta media es respectivamente de mtn. 
29.330,71 y 9,357, 77, que la contribución territorial, sin 
descuento, absorbe en una proporción de 47,656 % y 
103,905 fe. 

Que por su parte el ingeniero agrónomo D. Carlos 
A. Miró —qne dictamina de fs. 118 en adelante — tasa 
el campo denominado "Santa Catalina" en mtn. 855.790 
y las mejoras, en mtn. 186.010; en total, mfn. 1.041.800. 
Para los años comprendidos en el pleito la tasación 
debe reducirse a mtn. 989.710 ; 937. 620 y 885. 530, res- 
pectivamente. "La Joaquina", a su vez, es tasada en 
mtn. 476.280 y sns mejoras en mtn. 109.896; en con- 
junto, mtn. 586.176. Para los años 1943, 1942 y 1941, 
la tasación se reduce a mtn. 556.867,20; 527.558,40 y 
498.249,60. 

Que añade que la explotación de los campos del 
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actor es correcta y empeñosa, admitiendo que las utili- 
dades comprobadas por la pericia de contabilidad son 
reales y ajustadas a los posibilidades de los estable- 
cimientos estudiados. Calcula un rendimiento bruto 
presunto, para los años del pleito, en mfn. 40.968,18; 
8.094,92 y 43.529,41 para "Santa Catalina" y en mfn. 
24.124; 26.889,50 y 31.639,50 para "La Joaquina", para 
cuya determinación el perito manifiesta — en la acla- 
ración de su dictamen, de fs. 166 y sigtes. — haber pres- 
cindido de varios factores (amortizaciones, plagas, ac- 
cidentes climatéricos, etc.) susceptibles de justificar 
la diferencia con las cifras reales extraídas de la con- 
tabilidad del Mr. García. 

5) -Que en el precedente de Fallos: 207, 238, des- 
pués de hacer mención el Tribunal de los casos en que, 
con anterioridad, había conocido en causas referentes 
a la tacha de inconstitucionalidad del impuesto terri- 
torial de la Prov. de Córdoba, 'j opugnado como con- 
fiscatorio — a los que cabe añadir los de Fallos: 204, 
376 ; 206, 214 y 247—, reiteró su afirmación de que 
tales cuestiones deben decidirse teniendo en cuenta el 
rendimiento medio de una correcta explotación del fun- 
do concretamente afectado. Establecióse entonces tam- 
bién que no deben computarse aisladamente los años 
en que se lian producido pérdidas, por ser los mismos 
— a igual título que los de produce? ;n anormalmente 
reducida — excepcionales y toda vez que ningún grava- 
men al capital escaparía en tales períodos a la imputa- 
ción de confiscatoriedad. 

Que además se decidió que en tanto guardara la 
contribución territorial una rclacióu razonable con el 
valor del inmueble, la escasez del rendimiento de éste 
en un período determinado no autorizaba la declara- 
ción de inconstitucionalidad, de no producirse una 
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prueba objetiva y concreta de la regular desproporción 
entre el impuesto y la renta. Porque, según entonces 
se dijo, la percepción de los impue ¿toa legalmente esta- 
blecidos no puede depender de circunstancias eventua- 
les e imprevisibles. 

Que ai, si bien para la procedencia de demandas 
corau la de autos debe exigirse la prueba concreta de 
los rendimientos reales de los inmuebles gravados — cu- 
yo monto puede excluir la tacha de inconstitucional!- 
dad — es siempre indispensable, con arreglo a lo ex- 
puesto, la comprobación del índice de productividad 
de las referida» propiedades, cuya proporción con el 
impuesto decidirá en definitiva sobre la validez cons- 
titucional de éste. 

Que tal índice puede distinguirse, tanto del produ- 
cido real medio durante un lapso determinado, como 
del rendimiento presunto calculado con arreglo a las 
circunstancias del tiempo y a las características del 
inmueble afectado. Y para su determinación no puede 
preschidirse de ia consideración del rendimiento co- 
rriente de los capitales empleados en las actividades de 
que en cada caso se trata, con arreglo a lo establecido 
en Fallos 183, 319, donde se admitió la validez de las 
contribuciones creadas para un orden regular del tra- 
bajo y la indnstria. Es indudable, sin embargo, que 
pueda aproximarse al cálculo de las utilidades pre- 
suntas, si el período tenido en cuenta para j mismo no 
es a su vez anómalo. 

Que cabe reiterar aquí lo expresado sobre esta 
misma cuestión en Faltos 204, 376, donde luego de ex- 
plicarse que por explotación razonablemente efectuada 
se ha de entender el debido aprovechamiento de todas 
las posibilidades que puedan estar al alcance del co- 
mún de las gentes dedicadas a esta especie d • trabajo, 
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se agregó que esta exigencia va haciéndose mas rigu- 
rosa a medida que la explotación de las riquezas del 
país se intensifica tanto como lo permite la transfor- 
mación de los medios y los sistemas de trabajo. Refe- 
rencia esta última que no alude sólo a la técnica de las 
explotaciones sino también, a la condición social y eco- 
nómica de todas las personas que intervienen en ellas. 
El rigor de la exigencia obedece no sólo ni tanto a ra- 
sones de competencia sino a que así lo requiere la ele- 
vación general del nivel de vida en el país, su progreso 
interno y el correlativo afianzamiento de su situación 
internacional mediante el mejor cumplimiento de sus 
deberes de cooperación en la comunidad de las naciones 
qne se sigue de ello. 

Puede así concluirse desde ahora que las cifras 
mencionadas en la demanda como rendimiento real me- 
dio de las fincas del demandante — m$n.8.682,64 y 
9.554,05— no pueden servir de base para la impugna- 
ción de inconstitucionalidad de la contribución territo- 
rial. Conducirían, en efecto, a la invalidez de la con- 
tribución más módica de las usuales en el país, dada 
la proporción que guardan con el capital de la explo- 
tación del actor. 

6) Que en la especie la tasa de la contribución 
para los campos del Sr. García ha sido del 17 y 16 7<* 
según los años, siendo la valuación fiscal de ambos 
establecimientos algo inferior a la asentada en sus li- 
bros por el contribuyente, a la que corresponde ate- 
nerse —Fallos : 207, 238. 

Que esta tasa, nnuque elevado, no puede conside- 
rarse irrazonable si se admite, como es corriente, para 
la industria agropecuaria, un rendimiento aproximado 
al 6 %. 

Que según los cálculos de rendimientos ideales 
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practicados por el perito Miró para cinco años — 1939 
a 1943 — la relación media entre la renta y el importe 
sería de 28.6 % en "Santa Catalina" y 41.3 % en "La 
Joaquina". Para estos cálculos, según se ha dicho, el 
perito lia prescindido de varios factores de disminu- 
ción del rendimiento de los inmuebles de que se trata, 
computando además el impuesto efectivamente pagado, 
o sea, con descuento del 10 % sobre su monto nominal. 

Que debe aun observarse que la renta bruta inedia 
— sin deducción del impuesto — adjudicada a "Santa 
Catalina" —m*n. 45.214,96— se aproxima al 5 % de 
su valuación total, proporción que no guarda la atri- 
buida a "La Joaquina", para la que se calcula mfn. 
22.010,20, cómo consecuencia, sin duda, de la gravita- 
ción desfavorable de los rendimientos de los años 1939 
y 1940. 

Que si bien la utilidad bruta del 5 %, a pesar de 
ser módica, puede ser aceptable como el índice de pro- 
ductividad a que se ha hecho referencia, no lo es el 
por ciento sensiblemente menor a que puede llegar el 
cálculo de utilidades presuntas. Demostraría éste en 
efecto, o que la propiedad y los capitales agregados pa- 
ra su explotación — computables en conjunto a los efec- 
tos del pleito — Fallos ; 207, 238—, han sido valuados 
con exceso (hipótesis que con arreglo a lo ya dicho 
debe descartarse) o que la escasez del rendimiento obe- 
dece a razones circunstanciales, que impiden atribuir a 
la cifra obtenida el referido carácter de índice de la 
prodnctivilidad del inmueble de que se trata. 

Que toda vez que según lo dicho más arriba lo 
decisivo a los efectos de la confiscatoriedad del im- 
puesto es la relación entre el mismo y la cifra índice 
del rendimiento normal del inmueble gravado, y man- 
teniendo al respecto como límite la proporción del 33 % 
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establecida por la jurisprudencia de esta Corte, corres- 
ponde en la especie concluir que no está justificado que 
haya sido sobrepasado el máximo lícito. La demanda 
debe así ser rechazada. 

En su mérito, j oído el Sr. Procurador General, 
se rechaza la presente demanda, absolviéndose en con- 
secuencia de la misma a la Prov. de Córdoba. Sin cos- 
tas, por no encontrar mérito el Tribunal para impo- 
nerlas. 



NELLY 80NNET DE SANAHUJA v. PROVINCIA 
DE MENDOZA 

INTERESES; Relación jurídic* entre Jat partes. Contrato». 

Corren ínteres» a partir de la interpelación extra judicial 
por medio de telegrama que requirió el pago de loa alqui- 
leres «(leudados aun cuando «rtos hayan sido satisfechos 
en la ejecución antes de diligenciarse el mandamiento. 

COSTAS: Desarrollo del juicio. ABanamiento. 

Resultando de los autos que la actitud de la demandada 
hizo necesaria la iniciación de la ejecución son a su cargo 
las costas devengadas, aun cuando se paparon los alqui- 
leres adeudados antes del tliligenciamiento del manda- 
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Bs. Aires, octubre 13 de 1947. 

Y vista la precedente causa caratulada "Sanahuja, 
Nelly Sonnet de y otros v. Mendoza la Provincia s. cobro 
ejecutivo de pesos", para resolver la 
da a fe. 19, 



Que de la copia del contrato do locación agregado 
a fs. 1 de los presentes, y del telegrama obrante a fs. 18 
del juicio por desalojo seguido entre las mismas partes, 
instrumentos ambos que no han sido desconocidos por 
la demandada, así como de la fecha en que se realizó el 
pago, resulta que aquélla no cumplió con la obligación 
coatraída en el art. 4 del contrato, ni abonó las mensua- 
lidades adeudadas al ser requerida mediante el expre- 
sado telegrama, el que conforme a lo declarado en Fa- 
llos 196, 457, constituye intimación extrajudicial bas- 
tante al efecto. 

Que de los antecedentes relacionados cabe concluir 
que la demandada ha incurrido en mora e impuesto con 
su actitud la iniciación del juicio, y debe en consecuen- 
cia abonar intereses y soportar las costas, sin que obste 
a ello la circunstancia de haberse realizado el pago an- 
tes de practicarse la intimación en autos. La exención 
de intereses que en tal situación esta Corte na declarado 
en Fallos 183, 300 y los que allí se citan, y asimismo la 
de las costas — Oonf. art. 483 del Código procesal su- 
pletorio y Fallos: 138, 120; 188, 116, supone, respecto 
de los intereses y atento lo dispuesto por los arts. 508 
y 509 del Cód. Civil, la inexistencia de mora, y en lo re- 
ferente a las costas ta ausencia de elementos de criterio 
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suficientes en cuanto a la imputabilidad de la demora 
y la necesidad del juicio — Conf. Fallos: 178. 103; 
180,83. 

En mu mérito se resuelve: 1) qne la demandada de- 
be abonar los intereses por la suma cuyo pago se le re- 
quirió extrajudicialmente desde la fecha de la respecti- 
va interpelación; 2) que las costas del juicio son a cargo 
de la demandada. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis B. Lohohi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo O. Valenzuela. 



NELLY SONNET DE 8ANAHU.IA v. PROVINCIA 
DE MENDOZA 

COSTAS: DemrroBo M litigio. Duvtimiénto. 

Son a cargo de ls demandada las cosía» del juicio de desa- 
lojo que se inició a raíl de la mora en el pago de loa 
alquileres, aun cuando la causa se desistió luego a rafe 
del pago de aquéllos, haciéndose por el actor, la salvedad 
respecto de la imposición de las costas (*). 



JULIA M. CLAYPOLE OBLIGADO T OTROS 
v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

VASTOS DE JUSTICIA. 

La omisión del cumplimiento oportuno y por la vía judi- 
cial de la obligación impuesta por ta sentencia hace pasi- 
ble a la provincia demandada del cobro de loa gastos rea- 
lizados por el actor, autorizado al efecto por el Tribunal, 
para la efectiva ejecución del fallo. No importa que la 
provincia haya dirigido al actor un telegrama fuera del 
juicio, citándolo a los efecto» del cumplimiento de la sen- 
tencia ( a ). 

(■) 13 de octubre de 1947. 
(t) 13 de oetab» de 1MT. 
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RAFAEL B. C. BRAVE v. DIRECCION GENERAL 
DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Rédito» del comercio, da U Wm- 
tria, prv/MÍ0NM> #íí. 

Los términos "profesión habitual" del art. 22, inc. c), 
de la ley 11.682 —25 det T. O.— deben entender» con 
el alcance de actividad resalar del contribuyente con el 
propósito de obtener beneficio. Esta actividad no et in- 
compatible con la práctica de otra ocupación o negocio, 
pero una operación aislada no basta de ordinario para 
configurarla. 

Son indicioi de la "profesión habitual" — descartadas las 
simples inversiones de capitales — la continuidad de las 
operaciones, su importancia con relación al giro del con- 
tribuyente y el fin de lucro. 

Tratándose de la compraventa de inmuebles basta para 
cumplir el requisito de la continuidad un número de ope- 
raciones adecuado para la especulación en tales bienes — en 
el caso compra de oebo propiedades y venta de seis 
en algo más de cinco «ños— lo que supone la posibilidad 
del transcurso de algún tiempo entre la compra y la ena- 
jenación. 

El hecho de que una venta haya tenido lugar por expro- 
piación, tratándose de un bien afectado a la misma antee 
de su compra, no basta para excluir la operación del con- 
junto contemplado para decidir ni existe "profesión ha- 
bitual". 

COSTAS: Naturales* M juicio. Impuesto a lo» réditúM. 

El art. 48 de la ley 11.682 (t o.) no es óbice para que se 
exima del pago de las costas del juicio a la parte que en 
1» y 2* instancias obtuvo fallo favorable revocado en 3* 
instancia por la Corte Suprema, 

Sentencia del Jüee Fedebal 

Bs. Aires, noviembre 14 de 1947. 

T vistos: este juicio seguido por don Rafael E. C. Brsve 
contra el Fmoo Nacional (Dirección General del Impuesto a 
los Réditos) sobre devolución de impuestos y, 

Resultando: 
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I, Expresa el actor que, últimamente, la Dirección Ge- 
neral del Impuesta le obligó a rectificar la liquidación formu- 
lada el 29 de diciembre de 1938, por inclusión en ella de las 
utilidades obtenidas en los afioa 1936 y 1937, al enajenar al- 
(runos inmuebles de hu propiedad. Aplícasele la excepción del 
art. 25, ine. e) de la ley 11.682 que grava la plus valía cuando 
se hace profesión habitual de la compraventa de bienes in- 
muebles. 

Esta disposición es terminante: sólo como excepción se 
grava la utilidad producida por el mayor valor, cuando el con- 
tribuyente hace "profesión habitual o comercio" de la com- 
praventa de inmuebles. 

Agrega, que su ocupación es la de rematador y comisio- 
nista y que su intención al comprar y vender unos pocos in- 
muebles, no ha sido propiamente dicho, la de especular en las 
operaciones realizadas, sino en mira de mejorar sus rentas. 

Se refiere luego a las operaciones realizadas, cita juris- 
prudencia que considera favorable a su caso, y por todo lo 
expuesto solicita se condene al Fisco Nacional (Dirección Ge- 
neral de Impuesto a loe Réditos) a devolverte la suma de cua- 
renta y un mil cuarenta y un pesos con setenta y ocho centa- 
vos moneda nacional, o la que más o menos resulte de la 
oportuna liquidación con más sus intereses desde el día del 
pago y las costas del juicio. 

II. Que el Sr. Proc. Fiscal en su escrito de responde sos- 
tiene que según resulta de las comprobaciones administrativas 
el actor especula sobre inmuebles y que, en esas condiciones, 
es justo c inobjetable el procedimiento observado por la Di- 
rección de Réditos al haberle exigido el pago del impuesto por 
la ganancia obtenida, siendo del todo indiferente la profesión 
de rematador o comisionista que ejerce. No es forzoso además 
que las compras y ventas se produzcan rítmicamente, bastando 
que sean múltiples en pocos año». 

Por ello, corresponde y así lo pide, se rechace la demanda, 
con costas. 

Y considerando: 

I. Qoe la cuestión traída a decisión judicial en estos au- 
tos, importa la apreciación crítica de la actividad del actor 
como propietario de bienes inmuebles a fin de establecer si se 
han cumplido los extremos que indica el art. 25, inc. c) de la 
ley 11.682, para calificar los resultados de esa actividad como 
propios del ejercicio de una "profesión habitual" y en su mé- 
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rito^,eptar o no que «tan sujetos al pago del impuesto a los 

Que interpretando el alcance de esa disposición legal, ha 
^presado la Cámara Federal de la Capital, que "anTe los 
Orminos de la ley no es comprable la ganancia producida 
por una o mas especulaciones, sino cuando esa clase de onera- 
hW • T ««^«J-WtMl en laa personas qne ««rea- 
lizan (La Ley, 5 de febrero de 1945 — Fallo 18409) 

Que debe pues entenderse que la íinbitualidad no ha de in- 
ferirse necesariamente del hecho de la existencia de un número 
mayor o menor de operaciones de compraventa de inmueble», 
y es lfigico que así sea, desde que su realización no tiene por 
Sin 1 i f ^ÍSI propósito de asegurar una mejor inver- 
sión del capital tendiente a la obtención de una mavor renta. 
,.„„ <nlS ísSP de operaciones no configura por sí solo 
una liabituahdad", es preciso determinar cuáles son los ele- 
mente complementario» que contribuyen a la prodncción de 

Que en tal sentido, debe aceptarse que uno de esos ele- 
mentos lo constituye la continuidad y rapidez de las opera- 
ciones efectuadas, pero a juicio del suscripto, es necesario dgo 
mas y es que al través de ellas, se vislumbre en la intención 
del propietario el predominio absoluto de un concepto espedí- 
an™ persistente, es decir, que resulte evidenciado que pre- 
tende comerciar. * 

Para así calificar el proceso intencional, debe conside- 
rarse como presupuestos lógicos y nectarios del mismo no 
solo el hecho de una repetición, periodicidad y rapidez de las 
operaciones sino también, a juicio del suscripto, el de una 
obtención de resultados o beneficios que justifique el propó- 
sito rentístico de esa repetición, periodiriditd v rapidez de las 
operaciones o en otros términos debe entenderse que hay 
profesión habitual citando la compraventa de inmuebles 
tiende n asegurar la consecución de una ganancia periódica 
como es propio qne oenrra en el ejercicio de los incóelos nor- 
males que supone una actividad comercial. 

T R ' ^ a' parecer la intentio legis del art. 25, inc. e) de la 
ley 11.682 al colocar en un mismo plano desde el punto de 
vista impositivo, los términos "profesión habitual" y "comer- 
lo i . . .lo que rige para operaciones efectuadas por cuenta 
de personas o entidades que hagan de la compraventa de dichos 
nienes ¡m profesión habitual o comercio*'. 
nn , ■ "~ 9°® co , n arreglo a lo» principios expuestos, corres- 
ponda examinar el caso planteado en autos. 
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Et actor en un período de mi* o menos cinco «ños compró 
ocho propiedades de las cuales vendió »eit, habiendo mediado 
«n los distintos caaos, entre la fecha de compra y la fecha de 
venta, lea siguientes lapsos de tiempo: dos meses; ocho meses; 
cinco año y dea meses; dos años: tres afios y cinco meses; 



Por de pronto una de esas operaciones no puede ser 
tenida en cuenta y debe ser descartada como elemento de jui- 
cio por trátame de una venta forsosa : es la correspondiente al 
inmueble sito en la calle Cangallo 1014-1020 que fué expro- 
piado por la Municipalidad de la Capítol brindándole al actor 
una diferencia de $ 321.000.—. Claro está que como venta 
forsosa no puede servir de índice apreciativo para determinar 
una habitualidad en las operaciones del actor. 

En cuanto a las restantes operaciones, y sus resultado* 
puede decirse lo sifruiente: En 1933, el actor compra dos casas 
y vende una adquirida esta dos meses antes, obteniendo una 
ganancia de $ 700.— m|n. En 1934, vende dos casas una de 
ellas adquirida dies y seis años antes y La otra ocho meses 
antes. Esto última le deja una ganancia de * ■ En 

1985 compra dos cssas y no vende ninguna. En 1936, compra 
otras dos cssas y verde una, sufriendo una pérdida de 771 
pesos. En 1937 vende tres canas, dos do ellas adquiridas catorce 
y dies y siete afios antes y la otra es la que se expropió. En 
1938 vende dos casas y compra una, sufriendo una pérdida de 
17.000 posos . 

Tales antecedentes demuestran sin duda que subo una 
continuidad en las operaciones, pero por cierto no convencen 
sobre ls existencia de una periodicidad motivada por el ejer- 
cicio de su profesión habitual que entraña como se ha dicho 
propósitos especulativos persistentes. 

En efecto, las operaciones más susceptibles de llamar la 
atención por el reducido plato que ha mediado entre la compra 
y la venta, son tres, en una de ellas dicho plsso fué de dos 
meses y ls utilidad sólo de $ 700 m\n. ; en otra un mes y hubo 
uní pérdida de * 771 m/n, y por áltimo, en la restante el 
plazo fué de ocho meses y una ganancia de $ 68.765 m/n. Y 
si además se agrega, que con motivo de todas las operaciones 
habidas, prescindiendo por los motivos ya dados de la que 
correspondió a la vento formas, prácticamente en uno solo 
de los cinco afios, obtuvo el sjtor una ganancia y que ella se 
debió a la vento de una sois propiedad (sfio 1935) cree el 
suscripto que ls continuidad y cierto periodieided que caracte- 
ricé a las operaciones efectuadas por el actor, no demuestran 
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en este caso ser correlativas de ana habttualidad como que 
exige el art. 25 ¡nc. c) de la ley 11.682. 

Lo contrario únicamente podría ocurrir ai todaa o casi 
todas las operaciones efectuadas ofrecieran iguale» o parecidas 
características de periodicidad y rapides, extremo que vincu- 
lado entonces en el hecho, al de una obtención predominante 
en general favorable, evidenciaría el propósito predominante 
de comerciar, en desmedro de aquel otro que consiste solamente 
en buscar una buena inversión del capital. 

Que tratándose de una excepción, al principio doctrinario 
do la ley, en cuanto grava a la renta y no al capital, la habi- 
tualidad a los efectos de la aplicación del impuesto debe resul- 
tar clara «orno actividad del que compra y vende inmuebles, 
lo que como se ve no ocurre en d caso. ...» 

Por las consideraciones que anteceden, fallo: haciendo 
lugar a la demanda y declarar ando que la Nación debe devolver 
al actor la suma que resulte de la liquidación a practicarte y 
que fuera cobrada como consecuencia de haberlo considerado 
encuadrado en lo que dispone el art. 25 inc. c) de la ley 11682. 
Con intereses desde la fecha de la notificación de la demanda 
al estilo de los que cobra el Banco de la Nación Argentina en 
sus operaciones habituales de descuento. Costas por su orden 
por haber mediado ratón suficiente para litigar. — E. A. Orín 

Sentencia de la Címara Federal 

Bs. Aires, junio 17 de 1946. 

Considerando : 

£1 hecho de que et actor baya obtenido una ganancia 
importante eu alguna de las operaciones inmobiliarias que ha 
realizado, no quiere decir que esa ganancia constituya un 
rédito imponible y no una valoriíación o mayor valor del 
capital. La diferencia entre ambas situaciones ha sido esta- 
blecida por la Corte Suprema en fallos : 182, 417 y 168, 327 y 
por esta Cámara en el caso análogo al presente de Urquisa 
Anchorena contra el Pisco Nacional» citado por el señor juet 
a-quo, donde tuvo oportunidad de establecer que si se aceptara 
que el beneficio de toda operación realizada con fines de lucro 
o especulativos está sujeto al pago del impuesto, el creado por 
la ley 11.682 habría dejado de aer un gravamen a los réditos 
para convertirse en un tributo al mayor valor, lo que induda- 
blemente no ha sido el propósito del legislador. 
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Por ello y su» fundamentos ae confirma el fallo apelado. 
Costas de esta instancia también por su orden, dada la natu- 
raleza de las cuestiones planteadas, pues se trata de la inter- 
pretación de una ley sobre muchos de cuyos aspectos- no 
existe aún jurisprudencia definitiva, — Alfonso E. Voceara, — 
Juan A. Gomóla Calderón. — Carlos Herrera. 



Dictamen del Procurados General 

Suprema Corte: 

El monto discutido en la presente causa autoriza 
la intervención de V. E. en tercera instancia ordinaria, 
de acuerdo con lo dispuesto por el art. 2 V , inc. 3* de la ley 
4.065. 

Ha sido, pue... bien concedida a fs. 194 vta, la ape- 
lación interpuesta para ante la Corte Suprema. 

No procede en cambio la interpuesta a fs. 195, por 
referirse a honorarios regulados cuyo valor evidente- 
mente no alcanza en cada caso, a cinco mil pesos; ni 
aún considerados en conjunto. 

Corresponde, pues, declarar mal concedida dicha 
apelación a fs. 195 vta. — Bs. Aires, agosto 5 de 1946. — 
Juan Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

¡j 

Bs. Aires, 15 de octubre de 1947. 

Y vista la precedente causa caratulada: "Brave 
Rafael K. C. contra Fisco Nacional (Ministerio de Ha- 
cienda de la Nación; Dirección General del Impuesto a 
ios Réditos), sobre contencioso en la que se ha conce- 
dido el recurso ordinario de apelación a fs. 194 y 195 
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— dispone: 4 'en la determinación de )a renta bruta no 
se computarán : el mayor valor provenien. j de la venta 
o revaluación de los bienes inmuebles, valores mobilia- 
rios y otros bienes del negocio, en comparación con el 
precio de compra o valuación en el ultimo balance, salvo 
cuando estos bienes se consideren, no como inversiones 
de capital, sino como mercadería, lo que rige para ope- 
raciones efectuadas por cuenta de personas o entidades 
que hagan de la compraventa de dichos bienes su pro- 
fesión habitual o comercio". 

Que con referencia a este precepto el Tribunal ha 
decidido que la venta total del activo de una sociedad 
para poner fin a su giro no está sujeto al impuesto a los 
réditos —Fallos: 182, 417— que lo está en cambio la 
actividad comercial frecuente en materia de acciones 
y títulos de un banco, que la realiza además de las ope- 
raciones bancarias prevalentes — Fallos: 194, 442 — , 
que siendo propia del comercio del contribuyente la 
compraventa de inmuebles es gravable la ganancia de 
una única operación cumplida —Fallos: 196, 368—, que 
es improcedente toda devolución por amortización de 
pérdidas por baja de valores de inmuebles si no ha exis- 
tido profesión habitual del comercio de dichos bienes — 



Que los términos "profesión habitual o comercio , 
que emplea la ley, deben entenderse con el alcance de 
actividad regular del contribuyente con el propósito de 
obtener beneficio. Excluye de ordinario las operaciones 
aisladas, poro no es incompatible con la práctica de 
otra ocupación o negocio. Descartadas las simples in- 
versiones de capitales, son indicios de tal actividad, la 
continuidad de las operaciones, su importancia con reía- 
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<áón al giro del contribuyente, el fin de lucro — Conf. 
los precedente» arriba citados y Paul y Mertrns, Law 
of Federal tncome Taxation, t. 3, pág. 387 y sigtes.; y 
suplemento al mismo, pág. 184. 

Que tratándose de la compra-venta de inmuebles, 
la continuidad a que se ha hecho referencia, no necesita 
ser diaria. Basta la existencia de un número de opera- 
ciones adecuado para la eficacia de la especulación en 
tales bienes, que supone la posibilidad del transcurso 
de algún tiempo entre la compra y la enajenación. 

Que en la especie este requisito puede considerarse 
cumplido, con la adquisición en un período de algo más 
de cinco años, de ocho propiedades jfla venta de seis. 

Que también resulta de autos la importancia de los 
ingresos obtenidos por el contribuyente en proporción 
a sus otras rentas declaradas en la Dirección General 
del Impuesto a los Réditos. 

Que además se trata de un género de operaciones 
vinculadas con las actividades ordinarias del Sr. Brave 
y compatible con la coexistencia de inversiones de ca- 
pital en propiedades de renta. 

Que por último el hecho de que una de las negocia- 
ciones —la más importante — haya tenido lugar por 
causa de expropiación no basta para excluirla del con- 
junto de las transacciones realizadas. Tratábase de un 
bien expuesto desde tiempo antes a la adquisición for- 
zosa, lo que, aparte las razones circunstanciales de su 
adquisición, hace dudoso que la misma obedeciera a una 
simple inversión de capital. 

Que corresponde así revocar la sentencia apelada. 
En cuanto a las costas, cabe eximir de ellas a la parte 
actora, dado la revocatoria del fallo, a lo que no es óbice 
lo dispuesto en el art, 48 de la ley 11.683 — 48 del T. O. 
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En su mérito se revoca la sentencia apelada de f» 
190, desestimándose en consecuencia la demanda. Sin 
costas. 

Tomás D. Casabes — Felipe 
Pérez — Luis R. Lofghi — 
Justo L. Alvares Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



MANUEL CARNEIRO Y OTROS v. 
NOTICIAS GRAFICAS 

CONSTITUCION NACIONAL: ConttÜneionatidad t imeomtitmio- 
futida*. Dterttoi nacional**. Varú>$, 

El decreto 7618/44, referente al Estatuto del Periodista, 
no es inconstitucional por razón de su origen ni por causa 
de la retroactívidad que establece bu art. 41. Tampoco es 
violatorio do la igualdad su art. 67 al acordar a los perio- 
distas beneficios que no tienen otros gremios (»). 



AMALIA M. FERRARI HARDOY DE RODRIGUEZ 
ARIAS t. CASIANO J. RODRIGUEZ ARIAS 

Y 8. A. A. F. I, S. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 

La resolución de los tribunales ordinarios de la Capital 
Federal por la cual te ordena la anotación de litis de un 
inmueble situado en una provincia no es susceptible del 
recurso extraordinario fundado en que ella vulnera el 
art 67, inc. 11, do la Constitución Nacional por haberse 
decretado en virtud de una ley local —la 1893— y con 
prescindeneia de las leyes de la provincia aludida y por no 
ser admisible que el derecho de propiedad quede sujeto a 
medidas precautorias no establecidas por la legislación del 
lugar en que está situado el bien. 



(i) 15 de octubre de 1947. 
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Suprema Corto: 

La demandada recurre de hecho ante V. K., por ha- 
berle sido denegada la apelación extraordinaria inter- 
puesta contra la sentencia dictada por la Cámara 2* de 
Apel. en lo Civil de la Cap. Federal, confirmatoria del 
auto de fs. 7 vta M impugnado por el recnrrente en cuan- 
to el a-quo decreta ta anotación de litis de un inmueble 
sito en la Prov. de Bs. Aires y ordena el libramiento 
del exhorto respectivo. 

Al plantear el caso federal (punto VI del escrito 
de fs. 47/50) sostiene que la disposición tomada, al ha- 
berse decretado en virtud de una ley de carácter local 
—la 1893 — y con prescindeneia de las leyes de procedi- 
miento de la referida provincia, que no la prevén, se 
vulnera el artículo 67 ine. 11 de la Const. Nacional, y la 
garantía emergente del mismo que lo ampara en el sen- 
tido de que au derecho de propiedad no puede estar su- 
jeto a medidas precautorias no establecidas expresa- 
mente en la legislación procesal del lugar de ubicación 
del bien. 

En mi opinión, no procede por el momento entrar 
a considerar la pretensión del recurrente, ni la argu- 
mentación con que posteriormente intenta robustecer 
la tesis que sustenta. 

No existiendo constancia de que la medida ordenada 
se haya hecho efectiva, el demandado carece de interés 
suficiente y actual para plantear la cuestión. 

Por otra parte, es una prerrogativa exclusiva de 
cada provincia la de apreciar en primer término — y 
ello aún no ha ocurrido en el caso — si al cumplimiento 
de una rogatoria de un jueí de otra jurisdicción, se opo- 



ne o do el derecho que ellas han conservado de legislar 
para sí mismas, en las materias sobre las que no han 
delegado esa atribnción en el Gobierno Federal. 

En consecuencia estimo que la apelación extraordi- 
naria interpuesta por la demandada ha sido bien dene- 
gada, y que V. E. así debe declararlo desestimando el 
recurso de queja. — Bs. Aires, octubre 10 de 1947. — 
Carlos É?. Detfin-o. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 15 de octubre de 1947. 

Y vista la precedente queja caratulada: "Recurso 
de hecho deducido por la S. A. Financiera, Comereial, 
Industrial e Inmobilaria A. F. I. 8. en los autos Rodrí- 
guez Arias Amalia Margarita Ferrari Hardoy de 
contra Rodríguez Arias Casiano Joaquín y S. A. 
A, F. I. S." para decidir sobre su procedencia. 

Y Considerando : 

Que el punto decidido a fs. 53 difícilmente pueda 
dar lugar a recurso extraordinario y ello porque lo re- 
ferente a la admisibilidad en el orden provincial de la 
anotación de la litis, de ser aceptada por los jueces lo- 
cales — único supuesto en que subsistiría el interés del 
recurrente — constituiría una cuestión de naturaleza 
procesal. Y con arreglo a la jurisprudencia de esta Cor- 
te la decisión de tales puntos ya sea sobre la base de le- 
yes o principios doctrinarios o jurisprudenciales de 
igual índole, está librada a los respectivos tribunales 
de Provincia. Conf. Fallos 207, 256 y la cau»a "Provin- 
cia de Tucumán vs. Cía. Hidroeléctrica de Tucumán", 
el 



En su mérito y por 1 




entos del 




te dictamen del S, Procurador General se desestima la 



FERROCARRILES: Generalidad**. 

Por regla general las disposiciones «obre requisito* de las 
concesión» contenidas en la ley general de ferrocarriles 
de una provincia y no excluidas explícitamente por el 
contrato ni por laa leye» aprobatorias de la concesión fe- 
rroviaria otorgada durante la vigencia de aquélla — cerái 
trr que corresponde atribuir al acto por el cual la pro- 
vincia transfirió su ferrocarril a una compañía— son 
aplicables a la empresa concesionaria. 

FERROCARRILES: Tarifa*. 

La obligación de hacer los transportes oficiales a media 
tarifa impuesta por el art, 104 de la ley general de ferro- 
carriles de la Prov. de Buenos Aires, con sujeción a la 
cual debió explotarse el servicio concedido, tiene sn razón 
de ser en los fines de la concesión , acordada njara lograr 
la prestación de un servicio dé interés general del cual 
forma parte el transporte de los efectos del Gobierno 
—que lo son de la comunidad — con el beneficio de refe- 
rencia. Este no es incompatible con la jurisdicción que 
incumbe ejercer a la Nación sobre esa» líneas como conse- 
cuencia de su transformación ulterior en ferrocarril na- 
cional ni importa duplicación imprevista de una de las 
cargas de la explotación. 

FERROCARRILES: Tarifas. 

Las líneas férreas establecidas en la Prov. de Bs. Aires 
durante la vigencia de la ley general de ferrocarriles de 




Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis B. Loitghi — 
Justo L. Alvares Rodríguez 
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U mioma, cuyo art. 104 establece una rebaja para loa 
transportes oficiales, no han quedado liberadas da eaa 
obligación por su acogimiento ulterior al régimen de la 
ley nacional 5315. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte; 

Tanto en lo relativo a procedencia del recurso ex- 
traordinario como en cuanto se refiera a la cuestión de 
fondo planteada, el caso actual es equiparable a los re- 
sueltos por V. E. en 184:231, 201 :102, y los allí citados. 
Corresponde, en consecuencia, aplicar la misma juris- 
prudencia, y hacer lugar a la demanda hasta donde la 
prueba rendida por el actor lo autorice. — Bs. Aires, 
noviembre 17 de 1945. — Juan- Alvares, 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

20 de 




Y vista la precedente causa seguida por el 
carril Central Argentino contra la Prov. de Bs, Aires 
sobre cobro de pesos, de la que resulta: 

Que a fs. 7 se presenta D. Faustino Arberas en re- 
presentación del Ferrocarril Central Argentino enta- 
blando demanda contra la Prov. de Bs. Aires por cobro 
de la suma de $ % 12.675,79, importe de las deducciones 
practicadas por la Fiscalía de la provincia demandada 
en las cuentas respectivas de las que acompaña plani- 
llas con los datos pertinentes. Las deducciones resultan 
de la rebaja del 50 % en los fletes de pasajes y enco- 
miendas por transportes en los ramales de Lujan a Per- 
gamino, de este punto a San Nicolás y Junín, y de San 
Antonio de Areco a Capilla del Señor. 
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Manifiesta que en el contrato de venta de los fe- 
rrocarriles de la Prov. de Bs. Aires a la Compañía del 
Ferrocarril Oeste, de 28 de abril de 1890, aprobado por 
ley de 19 de mayo del mismo año, se incluyen los rama- 
les de Lujan a Pergamino y de aquí a San Nicolás y Ju- 
nín, transferidos por la empresa adquirente a la actora, 
acto que fué aprobado por el Gobierno por decreto de 
13 de julio de 1892. Que en el año 1891 el Ferrocarril 
Oeste solicitó la concesión para construir una línea de 
San Antonio de Areco a Capilla del Señor, a lo que se 
accedió en 11 de setiembre siguiente, con los beneficios 
y privilegios acordados a la compañía por el contrato 
de enajenación antes referido, ramal que también se 
transfirió a la actora, con aceptación del Gobierno pro- 
vincial según decreto de 19 de abril de 1893. 

Que excluye del pleito las rebajas por transportes 
efectuados en el ramal de Pergamino a Colón también 
adquirido por la compañía que representa, pues no obs- 
tante designárselo en ln contabilidad conjuntamente 
con los otros tres como "sección oeste" está sometido 
a un régimen distinto. 

Fundando su derecho, y basado en la jurispruden- 
cia que cita, sostiene que la Provincia está obligada a 
pagar la tarifa en vigor para el transporte de pasajeros 
y cosas, pues no le alcanza la rebaja establecida por el 
art. 104 de la Ley de Ferrocarriles de la Provincia, in- 
aplicable a la actora por tratarse de un ferrocarril na- 
cional, ni corresponde a la demandada la excepción con- 
sagrada por el art. 10 de la ley 5315. 

Expresa que la crítica situación por que atravie- 
san los ferrocarriles obliga a exigir el pago íntegro de 
l«s servicios prestados sin las contemplaciones que se 
tuvieron con los gobiernos en épocas de prosperidad. 

Solicita, pues, se condene a la Provincia al pago de 
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la sama reclamada — elevada por sucesivas ampliacio- 
nes de la demanda a m*n. 49.971,16, con intereses y 
costas. 

Que a fs. 63 don Salvador Oria (h.) contesta la de- 
manda en representación de la Provincia de Buenos 
Aires, y dice que por carecer de los correspondientes 
informes administrativos que ha solicitado, se ve en la 
obligación de negar por falta de constancias el derecho 
en que se funda la demanda, los hechos invocados y en 
especia) que el transporte se haya efectuado por líneas 
exentas de la obligación de efectuar la rebaja. Manifies- 
ta que la actora ha acompañado planillas globales que 
nada revelan por habérselas confeccionado con abrevia- 
turas convencionales de uso interno de la empresa, y el 
motivo de la deuda o clase de prestación es objeto de 
signos incomprensibles para quien no sea empleado de 
la misma, que tampoco se han incluido los documentos 
de protesta y reserva a que alude la actora, ni se dice 
ante quien se los produjo, ni las formalidades que re- 
vistieron. Y como no se expresa el derecho en que se 
pretende fundar la acción — todo lo cual bien podría 
autorizar la excepción de defecto legal — la provincia 
está obligada a adoptar una actitud negatoria, quedan- 
do a cargo de la actora la prueba correspondiente. 

Afirma, después, que la Prov. de Bs, Airea tiene 
derecho a las franquicias acordadas a la misma por el 
conjunto de disposiciones que rigen sus relaciones con 
la empresa, y que oportunamente presentará en juicio 
nuevos elementos de información que evidenciarán la 
razón que asiste a su parte. Da por reproducidos los an- 
tecedentes expuestos en la contestación a la demanda 
en los juicios de los Ferrocarriles Sud y Oeste — F. 46 
y F. 132. 

Que la rebaja fm"> establecida por la Ley de Ferro- 
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carriles de la Prov. de Bs. Aires de 24 de febrero de 
1890 —art 104— bajo cuyo imperio y vigencia Be efec- 
tuó el contrato de compraventa, puesto que el contrato 
"ad referendum" de venta es de fecha 28 de abril de 
1890 y fué convertido en ley el 19 de mayo, celebrándo- 
se el convenio definitivo el 30 de junio del mismo año. 
No se concibe, entonces, en los contratantes la creencia 
de que a los 64 días de haberse dictado la Ley General 
de Ferrocarriles se la dejase sin efecto por el procedi- 
miento de un contrato de compraventa. Las disposicio- 
nes de la ley integraban el contrato no sólo como cláu- 
sula implícita, sino más aún como legislación superior 
y reglamentaria de la materia. Cita como elementos co- 
rroborantes de su tesis: a) el art. 5' del propio contrato 
al expresar "... pero en ningún caso podrá ser obli- 
gada — la empresa — a someterse a una tarifa menor 
que la que rige en los demás ferrocarriles particulares 
que hoy existen en la Provincia", b) la circunstancia 
de que la empresa jamás objetó la rebaja desde el día 
que adquirió los ferrocarriles hasta casi cuarenta años 
después, planteando el primer caso en el año 1928, en 
un pleito al que la demandada atribuye modalidades 
particulares, pues se trataba de transportes con pasaje 
oficial de unos jugadores de "foot ball", pero no obstan- 
te ello, el fallo adverso a la provincia fué el funda- 
mento de los que le siguieron, denegando el derecho a 
la rebaja. Tal actitud de la actora, como se expresa más 
adelante, revela en forma incontrovertible su voluntad 
contractual. Be no interpretarla así resultaría que la 
compañía habría verificado durante años una donación 
aÍD causa determinante, y que por el carácter de las 
partes no sólo no tendría razón de ser sino que no po- 
dría justificarse ya que nunca se hizo declaración de 



voluntad graciable, y lw actos de loa comerciantes no 
se presumen gratuitos. 

Que la empresa «oto ra se acogió a la Ley General 
de Ferrocarriles- de la Nación n» 2873, y entendió seguir 
sujeta, en materia de tarifas, a su obligación para con 
la provincia ya que continuó efectuando la rebaja sin 
observación alguna durante 37 años más, la lectura del 
texto de la referida ley convence de que no alteraba la 
situación at respecto. 

Que la demostración inequívoca de la voluntad, in- 
tención y manera de interpretar las obligaciones de la 
actora con la provincia, autorizan —conforme a lo dis- 
puesto por los art». 218, inc 4' del Cód. de Comercio, 
y 1145, 1146 y 1198 del Cód. Civil, a aplicar en favor de 
la demandada el principio clásico de que la costumbre 
constituye la óptima interpretación de las leyes. 

Luego de afirmar que la insólita oposición de la 
empresa a efectuar las rebajas obedece —cualquiera 
sean los pretextos que se invocan al cuestionarlas sea 
en el orden nacional o provincial — al propósito de equi- 
parar el Estado a los simples particulares expresa: 
Que el hecho de no haberse pactado sobre la rebaja 
del art. 104 en el contrato, es evidencia de la conformi- 
dad sobre ella, desde que cuando existieron discrepan- 
cias como las hubo respecto a la tarifa de *' cereales", 
éstas se pactaron especialmente en el contrato. T el 
espíritu mercantil de los representantes de la empresa 
demostrado en la confección del mismo, aleja toda posi- 
bilidad de imprecisión en su contra; la reproducción 
del art. 104 en el contrato hubiera sido una redundan- 
cia inútil. 

Que en lo que respecta el acogimiento a la ley 2873, 
la circunstancia de haber pasado una empresa a la ju- 
gólo implica librar al gobierno fe- 
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deral lo relacionado con el tránsito y tráfico interes- 
tadual, pero hunea podría invocarse para despojar a 
la provincia de una franquicia contractual tan legítima 
como equitativa. Que la jurisprudencia de Fallos 93, 
396 — tantas veces invocada — según la cual el art. 104 
"no rige para loa ferrocarriles nacionales M , ha estable- 
cido que la provincia de Buenos Aires no podía imponer 
multas a un ferrocarril nacional, ni aplicar las penas 
establecidas por la ley 2873 ; y en la situación de autos 
no se invoca el referido art. 104 para ejercitar actos de 
jurisdicción contra la actora, sitio que sólo se sostiene 
que la obligación que la disposición legal impone forma 
parte del contrato por el cual la provincia vendió sus 
ferrocarriles, en carácter de cláusula implícita. Apoya 
su argumentación en lo que respecta a la interpretación 
de la voluntad de las partes en los contratos, en la opi- 
nión de diversos tratadistas que cita. 

Que debe tenerse presente que las ventajas obte- 
nidas por la empresa en el contrato no eran sino con 
cargo de la justa compensación para ta provincia, tra- 
ducida en la rebaja del 50 % de sus fletes y pasajes. 

Sostiene además la demandada que es obligación 
de las empresas presentar sus cuentas discriminadas, y 
que si la actora no puede probar en tal forma que las 
líneas o materiales están exentos de las rebajas, no 
puede tampoco prosperar la demanda. 

Solícita, en consecuencia, el rechazo de la demanda 
con costas. Y termina su exposición formulando pro- 
testa de pago por error, en previsión de las deducciones 
que de la demanda sp hayan producido o puedan pro- 
ducirse, si se tratase de la devolución de sumas en con- 
cepto de lo retenido por rebajas, reservándose el de- 
recho de repetir lo pagado. 

Que abierta ta causa a prueba se produjo la que 
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informa el certificado de fs. 203; a fs. 206 y 209, respec- 
tivamente, alegan las partes; a fs. 215 dictamina el Sr. 
Procurador General, llamándose a fs. 215 vta. autos 
para definitiva, 

Y Considerando: 

Que el punto central de la litis es el relativo a la 
subsistencia do la franquicia a que la Prov. de Bs. Aires 
subordinó toda concesión ferroviaria, en el ámbito de 
su jurisdicción mediante la dispuesto por el art. 104 de 
su Ley General de Ferrocarriles, n» 2362, del 24 de fe- 
brero de 1890, bajo cuya vigencia el primitivo concesio- 
nario de las líneas de que se trata en este jnicio entró en 
el goce de la explotación a raíz de la compra que hizo 
a la provincia de sus ferrocarriles según contrato del 
28 de abril de 1890 autorizado por la ley 2176 y aproba- 
do luego por la 2364. 

Que si bien el punto de partida de la explotación 
por un concesionario lo constituye en este caso la venta 
que de sus bienes hiciera la provincia, no cabe dada de 
que formalmente aquél no entró eu la explotación en 
virtud de la compra sino del acto de concesión anexo a 
ella. Para emplear lo comprado en la explotación del 
servicio ferroviario, que es un servicio público, reque- 
ríase por ser un servicio de tal naturaleza un acto de 
delegación de autoridad por parte del Estado bajo cuyo 
imperio se lo debía prestar. Los arts. 4-5-6-7-8-9 y 11 
del contrato son clara prueba de esto, pues no se refie- 
ren a la compraventa sino a las condiciones de la explo- 
tación que la Provincia no incluye allí como vendedora 
sino como autoridad concedente. 

Que ante todo trátase de saber si la concesión que 
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todas la» concesiones de esta especie, la ley general de 
ferrocarriles vigente al tiempo de la compraventa, pues 
el Gobierno provincial al sancionar la ley que autorizó 
la venta, pudo, sin duda, someter la concesión a un ré- 
gimen distinto. Pero tampoco cabe duda de que no se 
la puede considerar substraída a las condiciones positi- 
vas y expresas de la sanción legislativa que autorizó la 
venta o del propio contrato que fué luego objeto de apro- 
bación legal. Parte alguna de un régimen general de ex- 
plotación de un servicio público puede considerarse de- 
rogado por el silencio, que respecto a dicha parte, guar- 
de una ley especial cuya precisa finalidad no fué re- 
glamentar la concesión sino autorizar la venta y es- 
tablecer sus condiciones. 

Que por consiguiente, son condiciones de la conce- 
sión que acompañó a la venta tanto las que se estable- 
cen positivamente en el contrato aprobado —como las 
do los arts. 4 a 11—, cuanto las determinadas por la ley 
orgánica de ferrocarriles que ni en la autorización de 
venta ni en el contrato subsiguiente hayan sido explí- 
cita y precisamente excluidas de este concesión. 

Que ni la ley autorizante 2176, ni el contrato del 
28 de abril de 1890 contienen disposición ninguna re- 
lativa a franquicias para los transportes oficiales. Pero 
como el contrato que es posterior a la ley orgánica 2362 
no contiene liberacioi -xpresa de la obligación de ate- 
nerse a lo que sobre dicuas franquicias estuviese legal- 
mente vigente, este silencio no importó substraer a la 
nueva concesión al cargo de hacer el 50 % los transpor- 
tes oficiales, impuesto por el art. 104 de la ley 2362 a 
todos los servicios ferroviarios de carácter público (art. 
2) 8 ino librar esto y todo lo concerniente a las demás 
obligaciones del concesionario a lo estatuido por la res- 
pectiva legislación orgánica vigente al tiempo de acor- 
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dársele la explotación para la cual hacía la compra. 
Que ateniéndose por ahora al aspecto exclusiva- 
mente provincial del problema que se examina, ha de 
observarse que la situación de quien obtuvo la concesión 
bajo la vigencia de una ley ferroviaria que imponía a 
cuantos las obtuvieran la obligación de hacer a media 
tarifa los transportes oficiales, no difiere de la de aquel 
que contrajo expresamente la misma obligación en el 
acto de adquirir a la Provincia las líneas coa que había 
de realizar la explotación, sino en lo relativo a la sub- 
sistencia de dicha obligación. Si bien es cierto que en el 
primer caso, como se explicó en el considerando 4» del 
tallo de esta* Corte Suprema publicado en el t. 205, pág. 
516, lo que ha existido es el reconocimiento de la supe- 
rior jurisdicción del gobierno provincial en orden al 
servicio público objeto de la concesión y en el segundo 
al incluir el beneficio entre las concesiones que el con- 
trato estipula el concesionario lo hizo con ello, por acto 
propio, ley de su concesión, la distinción importa para 
destacar la incuestionable subsistencia en cualquier fu- 
turo de la obligación contraída, en cuanto era obliga- 
ción contractual, pero no se sigue de ello que la misma 
obligación, en cuanto proveniente de la dependencia en 
que está la explotación del régimen legal bajo cuya vi- 
gencia se lo concedió, no ligue al concesionario con el 
mismo rigor. 

Que a esta altura corresponde considerar, en orden 
a la aludida subsistencia, las consecuencias de que las 
líneas férreas de que se trata vinieron a quedar bajo 
la jurisdicción del Gobierno Nacional en razón de inte- 

otras y con la Cap. Federal y territorios nacionales y 
en virtud de lo dispuesto por la ley nacional de ferroca- 
rriles 2873 dictada por el Congreso de la Nación en ejer- 
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ciólo de la facultad que se le acuerda en el art. 07, inas, 
12 y 16 de la Oonst. Nacional. Trátase de saber si a 
causa de ello, dejaron de subsistir todas las obligacio- 
nes que por imperio de la pertinente legislación pro- 
vincial tenían Ion concesionarios con respecto a la pro- 
vincia concedente. 

Que es de aplicación aquí lo expresado en el consi- 
derando 5° del fallo que se acaba de citar : la obligación 
de hacer los transportes oficiales a media tarifa im- 
puesta por el art. 104 de la ley provincial de ferrocarri- 
les con sujeción a cuyas disposiciones debía explotarse 
el servicio concedido tiene su razón de ser en los fines 
mismos de la concesión acordada. El Gobierno de la 
Provincia lo acordó para lograr mediante ella la pres- 
tacióu de un servicio de interés general y es 




del gobierno, que por ser de éste último son de la co- 
munidad, a mitad de tarifa. Este privilegio integra el 
bien común que el Estado Provincial se propuso obte- 
ner al otorgar la concesión. Por ello la subsistencia de 
esta razón de ser no depende de que subsista o no la 
jurisdicción provincial sobre las líneas. En otras pala- 
¡>ras, no depende de la continuada prestación por parte 
del Gobierno concedente del servicio que consiste en 
mantener al concesionario en el uso y goce de la conce- 
sión, como puede suceder, por ejemplo, con ciertos gra- 

hállase precisamente en el ejercicio continuado de la 
jurisdicción por lo cual esa razón sólo llega hasta donde 
— en el espacio y en el tiempo— llegue ese ejercicio— 
(conf. Fallos: 94, 356; 122, 100; 143, 344 }. Porque una 
cosa es la concesión propiamente dicha y otra el ulterior 
ejercicio de la jurisdicción sobre el servicio concedido. 
Ello ha de tenerse especialmente en vista cuando se 
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trata de la delimitación de las respectivas órbitas de las 
potestades nacional y provincial respecto a la prestación 
de servicios públicos en forma de concesión. 

Que análogo criterio sobre la concurrencia de las 
facultades provinciales con las nacionales en punto a 
jurisdicción en materia ferroviaria, inspiró la senten- 
cia de esta Corto de Fallos 105, pág. 11, relativa al ca- 
rácter y legalidad de una concesión provincial de líneas 
férreas que nacía y terminaba dentro de la provincia, pe- 
ro empalmaba con una línea nacional. Se dijo entonces 
que "aun en el caso de verificarse el empalme y aun 
supuesto que él hubiera de convertir en nacional la lí- 
nea, sobre lo cual nada prejuzga esta sentencia, ello no 
obstaría a la legalidad de la concesión y expropiaciones 
a hacerse dentro de la provincia y con sujeción estricta 
al art. 4' (de la ley nacional 2873 que declara provincia- 
les a los ferrocarriles construidos o autorizados por 
las provincias dentro de sus límites) una vez que ello 
importaría simplemente el uso de la facultad concu- 
rrente de ambos gobiernos de hacer tas concesiones y 
expropiar las tierras por donde hayan de pasar sus 
líneas respectivas, facultad que en nada obstaculiza el 
derecho de jurisdicción que corresponde a la Nación 
en sus ferrocarriles nacionales si éste tuviera esa cua- 
lidad. E¡1 reconocimiento de que las provincias pueden 
otorgar la concesión de líneas férreas que en razón del 

nacionales, importa el de que esas líneas pueden estar 
sometidas con respecto a la provincia concedente a 
todas las obligaciones que establezca el régimen ferro- 
viario provincial bajo el cual se otorgó la concesión, 
en cuanto este ejercicio da la facultad provincial "no 
obstaculice el derecho de jurisdicción que corresponde 
a la Nación en sus ferrocarriles nacionales". Si las 
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provincias han podido liacer 
cía el régimen nacional de la ley 2873 y con respecto 
a líneas que por estar destinadas a empalmar con fe- 
rrocarriles nacionales podíase, desde el momento de la 
concesión prever que vendrían a quedar, en cuanto a 
jurisdicción, bajo el régimen legal y la autoridad de la 
Nación, con tanta mayor razón, ha podido hacerlo la 
Prov. de Bs. Aires con respecto a una línea que al tiem- 
po de la concesión no estaba destinada a vincularse 
con lineas nacionales y cuando aún no se hallaba en 
vigencia el régimen nacional de la ley 2873. 

"Que la facultad constitucional de la Nación (ar. 
*í7, inca. 12 y 16), de asumir la jurisdicción de los ser- 
vicios ferroviarios con toda la amplitud con que ello 
>uc cu las leyes 2873 y 5315, no comporta la atri- 
de alterar, restringiéndolo, el beneficio público 
obtenido mediante la concesión por la provincia eon- 
eedeuUs mientras el ejercicio de la jurisdicción nacio- 
nal no sea, en lo esencial de él, incompatible con esa 
subsistencia. Lo contrario importaría allanamiento de 
una potestad inherente a la autonomía provincial, reco- 
nocida de modo expreso en el art. 107 de la Const. Na- 
cional La unidad tic la Nación más que justificar, im- 
pone que el gobierno federal ejerza sobre ese medio 
de transporte una superior jurisdicción muy amplia y 
hasta en muchos puntos excluycnte, aunque el estable- 
cimiento de las líneas provenga de concesiones provin- 
ciales. Pero no tendría sentido el reconocimiento qne 
de la potestad pertinente se hace en el precepto cons- 
titucional citado si los alcances y modalidades del bene- 
ficio general procurado mediante ella hubieran de 
a merced de la legislación nacional aunque entre di 
bencfWo* y lo esencialmente propio de la 
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federal en la materia no hubiera colisión". — Fallos: 
205, 516, considerando 6". 

Que desde ningún punto de vista puede considerar- 

risdicción nacional sobre las lineas de que se trata ejer- 
cida con toda la amplitud con que se la establece en las 
leyes 2873 y 5315. Porque no lo es, esta Corte en el 
fallo citado desechó la demanda, de la Empresa que 
sostenía no poder invocarlo la Provincia desde que las 
líneas vinieron a quedar bajo la jurisdicción nacional 
y el régimen legal correspondiente. De existir incom- 
patibilidad el origen contractual de la obligación en 
aquel caso no hubiera podido ser razón bastante para 
sancionar su cumplimiento sf con este había de -seguirse 
perturbación o menoscabo de la ji 



de la obligación de hacer los 
oficiales de la Provincia a mitad de tarifa 
con la que en favor de la Nación se establece para las 
mismas en las leyes 2873, art. 19 y 5315, art. 10, no 
importa para la empresa la duplicación imprevista de 
una de las cargas de la explota, ion, pues el art. 104 de 
lu ley provincial 2362 acordaba el derecho mencionado 
no sólo a las autoridades provinciales sino también a 
Ips nacionales. 

Que si bien de llegarse a uria conclusión contraria 
a la precedentemente enunciada no cabría invocar con- 
tra ella el hecho de haber la Empresa consentido du- 
rante largos aüos los descuentos después de quedar 
bajo la jurisdicción nacional y el régimen de la ley 2873, 
es innegable que la conclusión según la cual no obstante 
el cambio de jurisdicción la actora sigue legalmente 
obligada a la rebaja respecto a la Provincia demanda- 
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da, recibe del coiiscntimiento a que se acaba de aludir, 
una poderosa corroboración. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General, se re- 
chaza la demanda interpuesta. Sin costas por no 
razón para imponerlas en esta causa en atención a 
resuelto sobre el particular con anterioridad. 



ToMÁa D. Casares — 




Justo L. Alvarbz Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



MACKERN 

RECURSO EX TRAORDI.\ A RIO: Requisito* propio». Rexolutión 
contraria. 

No procede el recurso extraordinario, por falta de reso- 
lución contraria, contra la sentencia que, considerando 
subsistente el art. 32 de la ley 10.650 no obstante el decre- 
to 32.347/44, declara la competencia de la Cámara Federal 
de la Capital para conocer en la apelación deducida 
contra una resolución del Instituto Nacional de Previsión 
Social (»K 



WERNER NOHEB v. ESTABLECIMIENTO 
METALURGICO ELECTROTECNICO 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no federales. Interpretación de norma» locales do procedimientos. 

En principio, no incumbe a la Corte Suprema decidir por 
medio del recurso extraordinario cuestiones procesales 
referentes a la jurisdicción y competencia de los tribunales 



<1) 20 de octubre de 194T, FjilluS: 207, 132; 208, 183. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: ReqnmtoB propio». Resolución 
contraria. 

Declarada por un juez de loa tribunales de la justicia del 
trabajo de la Capital su incompetencia para decidir la 
cuestión referente a la uiconstitueionaHdad del decreto 
33.302/45 opuesta por la parte demandada, y admitida por 
el mismo ta procedencia de la acción, no procede orde- 
narse por la Corte la dcvolnción del expediente para que 
dicho magistrado se pronuncie sobre la mencionada cues- 
tión, sino considerar su fallo como una resolución implíci- 
tamente contraria de la misma. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e inconttit wcv¡- 
malidad. Decretos Nacional**. Varios. 

Los decretos 32.347/44 y 33,302/45 no son inconstitucio- 
nales por razón de su origen. Tampoco lo es el último de 
ellos por razón de su carácter retroactivo. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

La situación plantenda en este expediente es equi- 
parable a la que contemplé en mi dictamen del 26 de 
octubre ppdo. in re "Riukevith" R. %, toda vez que 
tachados do inconstitucionales los decretos nos. 32.347/ 
44 y 33.302/45, el Sr. Juez a quo sólo trató la validez 
del primero por considerar que es V. E. la que debe 
pronunciarse sobre el segundo (fs. 38 vta.*39). 

Doy por reproducidas, en consecuencia, las consi- 
deraciones que formulé en el referido dictamen. Como 
dije entonces, si V. £. declarara ser constitucional el 
decreto 32.347/44, se deberán devolver las actuaciones 
al tribunal de origen para que se pronuncie sobre las 
cuestiones que ha omitido hacerlo, salvo que V. E. con- 
sidere previo ese trámite. 

El apelante trae un nuevo fundamento en apoyo 
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de las tachas opuestas: haber caducado los aludidos 
decretos el 4 de junio ppdo. 

No consta que tales cuestiones hayan sido someti- 
das a fallo en la instancia recurrida. Pero aun si lo 
hubieran sido en el alegato a que se refiere el acta de 
fs. 32, lo que no puede establecerse por no haberse agre- 
gado la nota dejada por el demandado, tampoco po- 
drían prosperar, conforme lo expresé a V. E. al dicta- 
minar el 5 del corriente en el expediente Meugual v. 
Manufactura Algodonera Argentina, S. A. - M. 146. — 
Ra. Aires, noviembre 14 de lí»4«. - Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 20 de octubre de 1947. 

Y vistos los autos "Noher Werner v. Estab. Meta- 
lúrg. Electrotée. Argent., cobro de pesos", en los que 
se ha concedido el recurso extraordinario a la parte 
demandada. 

Considerando: 

Que el punto referente a saber si el Sr. Juez a quo 
debe o no pronunciarse sobre la* impugnaciones de 
orden constitucional formuladas por la recurrente con- 
tra el decreto 33.302/45, no ha sido planteado en el 
escrito de interposición dd recurso extraordinario co- 

(Íb. 40), por lo cual resulta ajeno a la decisión del 
Tribunal. 

Que, por otra parte, en principio no incumbe a la 
Corte Suprema en función del recurro extraordinario 
pronunciarse acerca de la jurisdicción y competencia 
de los tribunales locales (fallo del 25 de agosto ppdo. 
en los autos "Arnau Francisco T." y los allí citados 
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entre otros). Declarado por el Sr. Juez del trabajo, sin 
apelación posible por razón del monto cuestionado, su 

oportuna y correctamente planteadas por la demandada 
y admitida en el mismo fallo la procedencia de la acción, 
ordenar, como lo pide el Sr. Procurador General, la 
devolución de los autos al tribunal de procedencia para 
imponerle la obligación de pronunciarse sobre dichas 
cuestiones importaría apartarse del principio recor- 
dado precedentemente. Corresponde, pues, de acuerdo 
con la jurisprudencia de la Corte Suprema (Fallos: 
188, 482; 194, 284, eutre otros) considerar a dicha sen- 

trai'io al derecho federal invocado, a efecto de no pri- 
var del mismo a la demandada, en el supuesto de que 
realmente amparase su pretcnsión. 

Que las impugnaciones formuladas contra el decre- 
to 32.347/44 deben, ser desestimadas coa arreglo a lo 
resuelto por el Tribunal en las causas "Arlandini" 
—22 de agosto ppdo.— "Aibar v. Cía Swift" y "Va- 
lenzuela" — del 17 y 24 de setiembre ppdo. respectiva- 
mente — y "Ziella" — del 1* del corriente. 

Que por lo mismo corresponde adoptar igual 
cisión con respecto a la validez del decreto 
por razón de su origen. 

Las observaciones fundadas en su ret reactividad 
también deben ser rechazadas de acuerdo con lo esta- 
blecido en los juicios "Castellano v. Quintana", "Lo- 

fallados el 17 de setiembre ppdo. 

Que la interpretación de los arts. 55 y 63 del de- 
creto 32.347/44 no constituye cuestión federal y es por 
lo tanto, ajena a la jurisdicción extraordinaria de esta 
Corte Suprema. 
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En su mérito, atonto lo dictaminado por el señor 
Procurador General, confírmase la sentencia apelada 
en lo que ha podido ser materia del recurso extraor- 



Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Lf lB R. LíOÍÍGHT, — 
Justo L. Alvarez Rodríoufjí 
— Rodolfo G. Valenzitela, 



VALENTIN SANCHEZ Y OTROS v. SIAM 
DI TELLA LTDA. 

RECURSO EXTRA0RDIXAR10: Requisitos propios. Tribunal íw- 
pfrior. 

En el paso de acumulación de acciones, procede el recurso 
extraordinario contra ia sentencia del juez de 1° instancia 
de la justicia del trabajo que rechaza la excepción de in- 
competencia fundada en la mconstitucionalidad del decre- 
to 32.347/44, eon respecto a aquéllas que no exceden de 
mil peses, aunque sumadas superen esa suma, pues son 
inapelables para ante ta Cámara respectiva, pero no bas- 
ta la simple reserva de interponer el recurso más ade- 



OiriLLERMO lí. RM'SKK v. I.MiM 'ESTOS INTERNOS 

IMPUESTOS IXTERS'OS: Alcohole?, 

El decreto 6371 M-85 que libera de impuestos las opera- 
ciones de exportación a Bolivía que se realicen desde las 
zonas de Toldos y Bermejo sólo se refiere a los gravámenes 
aduaneros. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

lis. Aires, 22 do octubre de 1947. 
V vista la precedente causa carntulada: "Blusdte 

(l> 20 de octubre de 1947. Fulla» : 205, IOS; 20fl. 519. 
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Guillermo R. inf raccióu al art. 82 del T, O. de las leyes 
de Impuestos Internos de la Nación" en la qne se ha 
concedido el recurso ordinario a fs. 110 vta. 

Y Considerando: 

Que el hecho acriminado constituye infracción al 
art. 35 de la ley 12.148 —82 del T. O.— cnyo inciso a) 
contempla el caso de "los que fabriquen alcoholes sin 
estar autorizados oficialmente como destiladores". 

Que el decreto 6371 M. 85 —de marzo 10 de 1944— 
por el que se declara "libre de derechos, inclusive el 
de estadísticas, las operaciones de exportación de pro- 
ductos nación uli's o nacionalizados que se realicen des- 
de tas zona» de Toldos y Bermejo con destino a Bolt- - 
via, hasta el V de marzo de 1947" se refiere sin duda 
a los gravámenes aduaneros. Ello resulta no sólo de 
la circunstancia de que la liberación se limita a las 
"operaciones de exportación", si que también de la 
mención expresa del derecho "de estadística", "esta- 
blecido. . , como un impuesto general para todas las 
aduanas de la República" —Fallos: 139, 393; 178» 161. 

Que la sentencia apelada impone la pena mínima 
que prevé la disposición legal infringida, no siendo así 
posible la reducción de la sanción apelada pese a las 
circunstancias observadas por el Sr. Procurador Ge- 
neral. 

En su mérito y por los fundamentos concordantes *. 
de la sentencia de fs. 108, se la confirma. Con costas. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — - Justo L. Alvarez Ro- 
dríguez — Rodolfo G. Valen- 
zuela. 
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S. A. BODEGAS Y VWBDOS 



v. 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» formóles. J.firrpo«- 

cián rfW recurso. Fundamento. 

No está coi rectamente fundado el recurso extraordinario 
en el que te omite la referencia necesaria de las circuns- 
tancias de hecho y de su vinculación con las cuestiones 
federales en que se basa la apelación, 

PRESCRIPCION: Principio* genérale». 

Las leyes .federales —carácter que reviste la 11.585— 
pueden establecer regímenes especiales en matena de pres- 
cripción, aplicándose las normas del derecho común en 
ausencia de aquéllos. 



JÍS PUESTOS INTERNOS: Procedimiento. Vía contenciosa. 

Con arreglo a lo dispuesto en el art. 46 de la ley 12.372 
la Adm. Oral, de Impuestos Internos instruye y resuelve 
los sumarios pertinentes en los casos en que ha existido 
prinw facie contravención a las leyes de impuestos inter- 
nas o km reglamentos y también infracción a la ley de 
policía del vino o su reglamento. No hay en ello substrac- 
ción de la causa a sus jueces naturales. 

Y MAJO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 22 de octubre de 1947. 

Y vista ln precedente quejn caratulada **É& A. Bo- 
degas y Viñedos Gargantini c. Impuestos Internos por 
recurso contencioso administrativo" en la que se ha 
concedido el recurso extraordinario a fs. 70 vta. 

Que el escrito en que se interpuso el recurso ex- 
traordinario — fs. 77— omite la referencia necesaria 
,1o hs circunstancias de hecho de la causa y de la vinca- 
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lacio» que las mismas guardan con las cuestiones fe- 
derales eu que se funda la apelación. 

Que en tales condiciones el recurso extraordina- 
rio está deficientemente fundado y ha debido denegár- 
selo — Conf. causa "Muñoz Gonzalo vs. Imp. Interno*" 
y "Loiácono José vs. Gasa Muñoz" falladas en 3 y 19 
de setiembre det corriente año y otras. 

Que por otra parte las impugnaciones constitucio- 
nales de fs. 77 carecen de consistencia. Así la referente 
a la inconstituoionalidad de la ley 11.585, en razón de 
que siendo local no ha podido modificar el Código Pe- 
nal, porque la ley mencionada no es local sino federal. 
Fallos 207, 171 y 173 y otros. Por lo demás esta Corte 
ha declarado reiteradamente que las leyes federales 
pueden establecer regímenes especiales en materia de 
prescripción aplicándose las normas del derecho co- 
mún en ausencia de aquéllos. Fallos 165, 319; 185, 251; 
187. 684 y otros. Y respecto de la substracción de la 
causa a sus jueces naturales, porque la sentencia en 
recurso se ajusta a lo proscripto por el art. 46 de la 
ley 12.372 y a lo decidido por esta Corte en los autos 
" Cooperativa Valle Fértil Ltda.", recurso, apelación 
en juicio Administración de Impuestos Internos de la 
Nación", fallado en 12 de setiembre del corriente año. 

En su mérito y oído el Sr. Procurador General se 
declara mal concedido el recurso er*raordinario a fs. 



79 vta. 




FALLOS DE LA COSTE SUPREMA 



GABRIELA PANIC DE PETRINEC v. FERRUM 
INDUSTRIA ARGENTINA DE METALES 

CONSTITVCIOS NACIONAL: Constitwionatidad t incoiutitucia- 

tultdad. Lrtjes nacionales. Comunes. 

El art. 2 de la ley 11.729 no es inconstitucional en cuanto 
manda computar como base para la indemnización por 
antifriiedad el tiempo anterior a la vigencia de aquélla. 

Dictamen del Procurado» General 

Suprema Corte: 

Las cuestiones federales a que se refiere el recur- 
so extraordinario concedido en esta causa, quedan com- 
prendidas en lo resulto por V. E. con fecha 17 del co- 
rriente en los expedientes C. 137 14 Castellano", L. 64 
"Lorenzo", C. 118 "Constanxo" y P. 106 "Portillo'. 

Por aplicación, pues, de la doctrina sustentada en 
esos fallos, corresponde revocar la sentencia apelada, 
en cnanto pndo ser materia de recurso. — Bs. Aires, se- 
tiembre 29 de 1947. — Carlos G üclfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 22 de octubre de 1947. 

Y vistos loa autos caratulados "Pauic o Panich 
Vda. de Petrinec c. Fernim Industria Arg. de Metales, 
©rd.", en los que se ha concedido el recurso extraordi- 
nario a la parte actora. 

Considerando : 

Que los fundamentos expuestos por esta Corte Su- 
prema en los fallos a que se refiere el precedente dic- 
tamen de! Sr. Procurador General, reiterados en otros 
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posteriores, conducen a desestimar la impugnación de 



inconstitucionalidad formulada contra el art. 2 de la 
ley 11, 729 en cuanto manda computar como base para 
la indemnización por antigüedad el tiempo anterior a 
la vigencia de aquélla. 

Por ello, dando aquí por reproducidos dichos fun- 



m i nado por el Sr. Procurador General, revócase la sen- 
tencia apelada en lo que ha podido per materia del 
recurso; debiendo volver los autos al tribunal de pro- 
cedencia a efecto de lo dispuesto en el art 16, 1* parte, 
de la ley 48. 



IMPUESTOS INTERNOS v. LAUREANO OCA 
UÜLTA8. 

La iniciación y sentencia del procedimiento de apremio no 
cambian la naturaleza penal de la multa ni autorizan ana 
prescripción distinta de la misma ('). 

PRESCRIPCION. Prescripción en materia penal. Interrupción. 

Las solicitudes de embargo e inhibiciones del ministerio 
público interrumpen la prescripción con arreglo a lo dis- 
puesto por el art. & de la ley 11.585 (*). 




, y de 




Felipe S. Pérez — Justo L. Al- 
varez Rodríguez — Rodolfo G. 
Valenzuela. 



(l) 22 de octubre di> 10*7. PbIIoí: 1(10, 13; 1*7, 509. 
(») Fnlloa: 207, 171 y 175. 
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8. A. DON FEDERICO, SOCIEDAD AGRICOLA 



RECURSO tiXTBAORDINAItlO: Rtquhitm comwu». Tnbwmat dé 



Procede el recurso extraordinario respecto de resoluciones 
de organismos administrativos cuando aquéllas deciden con 
fuerza de cosa juzgada una cuestión de las que eu el 
régimen institucional ordinario corresponde resolver a los 
jueces. 

lia resolución de la Junta de Vigilancia y Disposición 
Final de la Propiedad Enemiga, susceptible de revisión 
por los jueces, no puede ser objeto de recurso extraordi- 
nario sobre la bate de que la intervención judicial no 



Suprema Corte : 

Como consecuencia de una investigación de carác- 
ter administrativo llevada a cabo por la Junta de Vi- 
gilancia y Disposición Final de la Propiedad Enemiga, 
fué autorizada ésta a tomar posesión, y lo hizo, de los 
bienes de la Sociedad Agrícola Ganadera "Don Fede- 
rico'* S. A. (fs. 231 y 238 del expt. administrativo de 
la expresada Jnnta agregado por cuerda floja, núme- 
ro 53.233-D-1946) ; no obstante los reparos que tuvo 
oportunidad de oponer la sociedad antea de que ae 
cumpliera tal diligencia (fs. 246/250), exp. citado). 

Contra la expresada toma de posesión y las reso- 
luciones en que se fundaba la misma interpuso la so- 
ciedad "Don Federico" recurso extraordinario de ape- 
lación para ante la Corte Suprema (fs. 305). Le lia 
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Las funciones de vigilancia que ha ejercitado en 
este caso la aludida Junta y que han terminado con la 
medida precitada, no dan a lo resuelto el carácter de 
una sentencia judicial sino et de una simple resolución 
administrativa de carácter precautorio, como bien se 
informa a fs. 302, respecto de la cual no cabe» como es 
obvio, la revisión que autoriza el art, 14 de la ley 48. 
Mientras el procedimiento no asuma carácter de causa 
judicial y se plantee en la misma el caso federal qne 
autoriza la intervención de V. E., la revisión de lo re- 
suelto administrativamente no puede hacerlo la Corte 
Suprema por la vía extraordinaria a que se recurre. 
La reparación de los agravios que el interesado entien- 
da pueda ello inferirle, debe requerirla por la vía judi- 
cial que corresponda. La protección federal que acuerda 
el art. 14 de la ley 48 ante V. E., podrá buscarse, si 
procediera, recién en esa oportunidad, cumplidas que 
sean las instancias legales respectivas. (Doctrina de 
esta Corte 204 : 474). 

En las prediebas circunstancias no puede, pues, 
hablarse de restricción a la libertad de defensa ni de 
violación del derecho de propiedad por las medidas 
precautorias tomadas por vía administrativa; debien- 
do hacer notar, no obstante, que la sociedad, según se 
ha visto, fué oída (fs. 246/250 expt. administrativo) 
antes de ejecutarse dichas medidas. 

No siendo, por lo expuesto, la resolución apelada 
la sentencia definitiva a que se refiere la disposición 
legal antes citado, no procede en el caso de autos la 
intervención de la Corte Suprema a que esta última 
se refiere. 

Una circunstancia más hace, por razones de for- 
Se ha interpuesto ésta contra una resolución que, 
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aun dentro del procedimiento administrativo, no es de- 
finitiva. Cabe a su respecto el recurso de reconsidera- 
ción que acuerda el art. 8 del decreto 11.590. Y no 
puede sostenerse, como se afirma a fs. 31, párrafo V, 
de la presente queja, que ese recurso se haya interpues- 
to a fs. 305/310 (expt. administrativo) el 5 de mayo 
de 1947, toda vez que allí sólo se dedujo el extraordi- 
nario para ante V. E. Si el recurrente entendiera, por 
lo que peticiona en el punto 3' (fs. 310) del mismo, 
haber entablado dicha revocatoria, resultaría prema- 
turo y por ello asimismo improcedente el recurso ex- 
traordinario, ya que éste sólo pudo ser interpuesto des- 
pués de decidida dicha revocatoria. Nada de lo cual ha 
sucedido. Corresponde, pues, rechazar la presente que- 
de 1947. — Carias G. Del- 
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¡, octubre 

Y vista la precedente queja caratulada: "Recurso 
de hecho deducido en los autos Don Federico, S. A., 
Sociedad Agrícola Ganadera Ap. Resol, de la Junta 
de Vigilancia y Disposición Final de la Propiedad Ene- 
miga" para decidir sobre su 



Que en Fallos: 204, 474, esta 
su jurisprudencia sobre el punto referente al otorga- 
miento del recurso extraordinario respecto de resolu- 
ción?* de organismos administrativos, ha establecido 
que se requiere al efecto que se trate de un pronuncia- 
miento que decida "una cuestión de las que en el ré- 
institucional ordinario corresponda resolver a 
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los jueces y además", que tenga *' fuerza de cosa jua- 
gada". 

Que en el mismo precedente que versaba precisa- 
mente sobre una resolución de la Junta de Vigilancia 
y Disposición Final de la Propiedad Enemiga se aña- 
dió que el último extremo mencionado no aparecía cum- 
plido cuando la decisión administrativa fuera suscepti- 
ble de revisión judicial, y que no cabo ignorar tal cir- 
cunstancia sobre la base de la manifestación de que la 
intervención de los jueces sería tardía o infructuosa, 
con el alcance de que ella no impediría el desapodera- 
miento del recurrente ni la producción de perjuicios en 
su patrimonio. Ello porque la admisión del recurso 
respecto de resoluciones administrativas tiene como 
fundamento la salvaguardia de la jurisdicción extra- 
ordinaria en los supuestos excluidos del conocimiento 
judicial en las condiciones a que se ha hecho referencia, 
que no cabría invocar en circunstancias como la rese- 
ñada, y cuando además se trata de interferir en el ejer- 
cicio de atribuciones tan extremadamente delicadas y 
graves como son las derivadas de los poderes de guerra 
de los departamentos políticos del Gobierno Nacional. 

En su mérito y por los fundamentos concordantes 
del dictamen del Sr. Procurador General se desestima 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Justo L. Alvarez Ro- 
dríguez — Rodolfo G. Valen- 

ZUELA. 



\ 
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S A, CIA. ARGENTINA DE ELECTRICIDAD 
v. NACION ARGENTINA 

LEY DE SELLOS: Exencione*. 

La exención de gravé menea establecida en el art. 11 del 
Roño General del Empréstito Argentino Exterior 4 % 
1933 no alean ia a lu negociaciones privadas y posteriores 
de los títulos con posterioridad a la colocación de aquél, 
por lo cual no corresponde eximirlas del pago del impuesto 
de sellos que establece el art. 9 de la ley 11.290. 



Sentencia del Juez en lo Civil 

Bs. Aír», diciembre 24 de 1945. 

Para dictar sentencia en los presentes autos caratulados 
"C.A.D.E. c./ Pisco Nacional s./ repetición", de loa que 
resulta: 

Que a fe. 23 la Cía. Argentina de Electricidad, por apo- 
derado (ver testimonio de poder de fs. 30), demanda al Fisco 
Nacional por devolución de la suma de $ 63.100.20, más los 
intereses respectivos desde la fecha del pago y las costas del 
juicio. Manifiesta que el 21 de agosto de 1940 formalizó, me- 
diante un cambio de cartas, un contrato de compraventa con 
ía Cía. General de Industrias y Transportes, en virtud del 
anal esta última le transfirió títulos de "Empréstito Argentino 
Externo \% 1933", por un valor nominal de 41.529,400 fran- 
coa suisos, por loa que se obligó a pagar % 42.066.806,24 que 
se acreditaron en la cuenta corriente de la vendedora. Que 
aunque de Ion términos del bono del empréstito resultaba que 
la operación estaba exenta del impuesto de sellos establecido 
por la ley 11.2D0. consultó a la Dír. Oral. üVl Impuesto a los 
Réditos y como ésta resolvió que la operación debía abonar el 
impuesto del uno por mil previsto en el art. 9 de la ley citada, 
efectuó bajo protesta el pago de la snma reclamada. Sostiene 
se trata de un pago indebido, p. <-qne no correspondía aplicar 
el impuesto aludido, ya que al emitirse los bonos del emprés- 
tito, de acuerdo a la autorización conferida por la ley de 
presupuesto N 9 11.821, so biso constar expresamente, en el art. 
11 de las condiciones de emisión, que el capital, los intereses 
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y todo documento relacionado con el empréstito, inclusive la 
transferencia de las órdenes previas que el Banco de la Nación 
otorgaba hasta que se emitiera el título definitivo, estaban 
exentas de todo gravamen o contribución. Cita en apoyo de 
su tesis la opinión del Procurador del Tesoro, recaída con 
motivo de la apelación contra lo resueJto por la Dirección de 
Réditos, que se interpuso sin éxito antte el Ministerio de Ha- 
rienda y termina reiterando que, oportunamente, se haga lugar 
a la demanda, con intereses y costas. 

Que a f». 32 se presenta nuevamente la actora, agregando 
un testimonio que acredita que ha realisado el reclamo adminis- 
trativo y que el P. E. ha confirmado, a «u ves, la decisión del 
Excmo. Sr Ministro de Hacienda. 

Que corrido traslado, el Pisco Nacional, también por apo- 
derado (ver certificado de fs. 33) lo contesto a fe. 35. Expone 
que la operación que motiva la demanda estaba sujeta al im- 
puesto establecido en el art. 9, texto ordenado, de la ley 11.290, 
que gravaba los contratos de compra venta de cosas y muebles 
y que la exención de impuestos contenida en el art. 11 de las 
condiciones generales del bono, sólo beneficia al acto mismo del 
empréstito y al documento en que consta, pero no alcanza a la 
transmisión o negociación posterior de los títulos, pues cuando 
el Gobierno ha querido eximirlos de gravámenes en ese as- 
pecto, lo ha consignado expresamente en las disposiciones lega- 
les respectivas, lo que hace generalmente para cuando se trata 
de bonos del tesoro, reembolsables a corto plazo. Añade que 
en el acto discutido la inmunidad fiscal alcanzaba también a 
los actos iniciales de colocación del empréstito y aun a la 
transferencia que hiciera el agente local al suscriptor en el 
extranjero, pero no pasaba de allí. Invocn casos de jurispru- 
dencia para recordar que la exoneración de impuestos a favor 
de los títulos del Crédito Argentino Interno, no comprende al 
impuesto sucesorio, en caso del fallecimiento del tenedor; que 
las exenciones impositivas deben apreciarse con criterio res- 
trictivo y termina pidiendo que, en su oportunidad, se rechace 
la demando, con costas. 

Y considerando: 

Que atento la forma en que ha quedado trabada la "litis" 
según surge de los antecedentes expuestos y estando debida- 
mente acreditado que se han cumplido los requisitos que para 
demandar a la Nación exigen las leyes 3952 y 1L634, corres- 
ponde resolver si los contratos cuyo objeto sea \€ transmisión 
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do loe bonos del "Empréstito Externo 4% 1933", están o no 
exento* del impuesto establecido por el art, 9, texto ordenado, 
de la ley 11.290, par» los convenios de compraventa de cosas 
muebles. 

Que para esto y de acuerdo a la conocida regla de inter- 
pretación que establece que, ante todo, corresponde atenerse 
al texto que se quiere interpretar (Cód. Civil art. 16 y salvat, 
Porte General, nrce. 262 y agtea.) corresponde examinar el 
art, 11 de las condiciones generales en que se emitió el em- 



la autorización conferida por la ley 11.821. 

Dicho artículo dice qne el capital e intereses de los títulos 
estarán exentos de toda contribución y que lo estará Asimismo 
"todo documento relacionado con este empréstito" inclusive la 
transferencia de las órdenes que expediría el Banco de la 
Nación, mientras se entregaban los títulos definitivos (ver 
fs. 4, 53, 55). 

Que de la lectura del artículo aludido surge claramente 
que están exentos de impuesto todos los documentos relacio- 
nado* con el empréstito y no cabe duda que el documento en 
el cual consta qne se venden títulos relativos a ese empréstito 
e* un documento relacionado con el mismo. Por comigniente, 
lo es el fotografiado a fs. 1 y entonces no puede aplicársele el 
gravamen establecido por el art. 9» texto ordenado de la ley 
11.290 (anterior a la 11.821) que se refiere a los contratos de 
compraventa de cosas muebles "que constan en forma docu- 
mental" según resulte del art. 1» del decreto reglamentario 
de la misma. . 

Que el hecho de que en otros casos se haya eximido expre- 
samente la "negociación" de determinados bonos, empleando 
dicha palabra no significa que la exención no sea expresa en 
este caso, ya que no hay motivo para que siempre se empleen 
loa mismos términos, máxime cuando los usados son igualmente 
claros y precisos, según se ha visto y un da autoriza tampoco a 
sostener que la inmunidad fiscal sólo se conceda para los em- 
préstitos a corto plazo, pues dentro de la política económica, 
el Gobierno puede concederla en otros casos. 

Que como lo hace notar el Sr. Procurador del Tesoro, en 
el dictamen que corre a fs. 17 del expediente agregado y 
•urge también de la lectura de las demás condiciones del bono 
general, se ha querido asegurar a tos suscriptores, la percep- 
ción integra de las sumas pagadas y de bus intereses respectivos 
(ver cláusula 12 y 13 del documento de fs. 53) y si se gravara 
la transferencia de estos valores al portador, cuya transmisión 
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fácil es un elemento importantísimo para su c » loc » ci6 »' ^ 

Ef la promesa formulada al ofrecerlos, que e» litado emisor, 
es el primer interesado cu respetar , 
Oue loa casos de jurisprudencia que se citan por la . de 

WmWm otros a la interpretación restricta de las _«ecp 
etonls^posjtiva^ por lo ^£^^^^2 
casos como el presente en que ? " enc '°" y ¿ prot «ta 
Que como existe cantidad liquida y el P»J» t nt0ll . 

Be realizaron en la mUma ^^¿^^3 

cea, los intereses pedidos, pero w "g^ n " n dereeho a litigar 

al demandado, porque ha podido creerse con 

(art. 221, Cód. de Proc.). . . } ^ citadas y 

Por estas m™*'™"™'* 9 ^?™ juSando ; Fallo: 
demás constancias de autos en f *™™^ abarando 
haciendo lugar a la demanda -i os Réditos). 

m e el Gobierno de la Nación (gj de dentpo del 

por su orden. — Francisco Carrem. 

Sentencia de la Cámara Civil 

Bs. Aires, diciembre 2 de 1946. 

conocer del recurso SS^SSÍ^W^^S 

^SkmSBm brecho 1* sentencia apelada de fe >. 73 1 

SSXél «^^^VocVes^re? cSSgf^ 
tuarse en el siguiente orden: Sres. Vocales Urea, uamtf. 

González — Barraquero. 

. I. ClToSml * ÍSwtri» y Tr.nw.rt» 41.529.400 fr«- 
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eos suiso*. nominales, en títulos Empréstito Argentino Exte- 
rior 4 % 1933 — Empréstito de Desbloqueo — , por pesos 
42.066. 806.2 4 m/n. y papó, bajo protesta $ 63.100.20 ra/n. por 
impuesto de sellado, exigido de acuerdo a) art. 9 de la ley 
11.290, texto ordenado, y demanda ahora la repetición de lo 
pagado, con intereses y costas, en virtud de que el art. 11 del 
Bono General del empréstito exime de todo gravamen al capital 
e intereses de los tftnlos, al Bono y a todo documento relacio- 
nado con el empréstito, incluso la transferencia de las órdenes 
otorgadas por el Banco de la Nación Argentina, de modo que, 
estando exenta de impuesto la operación, el pago fué indebido. 

La Dirección Oral, del Impuesto a los Réditos, por la 
Nación, contesta la demanda sosteniendo la legitimidad del 
pago, a mérito de que la exención invocada no comprende a 1* 
compraventa de los títulos sino al empréstito o sea a la con- 
tratación entre el Gobierno y tos luseriptores, es decir, a su 
colocación inicial, agregando que las órdenes otorgadas por el 
Banco de la Nación Argentina catán incluidas en la exención 
porque representan al título y son recibos provisorios que ae 
entregan a los suscripto reí para ser canjeados en su oportu- 
nidad por el titulo que representan y que el art. 9 de la ley 
11.290, texto ordenado, grava la operación de compraventa, el 
intercambio de valores, con independencia del objeto del 
contrato. 

La sentencia apelada hace lugar a la demanda por las 
rasónos aducidas por la actora y manda restituir la suma re- 
clamarla con intereses desde el día del pago, dentro del plazo 
de treinta días. 

La demandada apela y se agravia de la solución de fondo, 
por ilegal; de los intereses, porque corresponderían desde la 
fecha del reclamo administrativo, y del plazo, porque las sen- 
tencias contra la Nación son declarativas de derechos y sólo 
pueden hscersp efectivas gestionando su pago de acuerdo a lo 
dispuesto por las leyes 428 y 3952, art. 7*. 

II. — Se trata, en consecuencia, de determinar si la com- 
praventa mencionada esta exenta de impuesto de sellos o no, 

Considero, romo la demandada, que la exención eousiigrariii 
por el art. 11 del Bono íleneral del empréstito » limita at 
empréstito mismo y no alcaiua a las negociscinncH privadas 
y posteriores de los título*. Tul interpretación fluye del texto 
clnro del art. mUnici, «pie se refiere al capital e interexe* de lo* 
títulos, al Huno General y a todo documento relaeionadn con 
el empréstito. 

La negociación particular de hm título», con postcrinritliid 
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a la colocación del empréstito, es independiente de la operación 
de crédito que constituye el empréstito mismo o sea de la colo- 
cación inicial de Ion títulos, de la contratación entre el Gobierno 
y loa suseriptores, como bien dice la demandada. 

La inclusión de las órdenes del Banco de la Nación Argén, 
tina, lejos de confirmar la tesis de la actor» corrobora esta 
interpretación, pues las órdenes representan los títulos y cons- 
tituyen recibos provisorios que se entregan a los suseriptores 
para ser canjeados por los títulos en su oportunidad, formando 
parte del empréstito por ser medios e instrumentos de su 
concertación. 

III. — Esta interpretación, ajustada a la letra del art. 11 
citado y al espíritu restrictivo que informa la exégeais de toda 
excepción, tanto más si es impositiva, concuerda con la solución 
jurisprudencial dada a un caso análogo, que se registra en 
"Jurisprudencia Argentina", t. 63, pág. 197, cuya doctrina se 
concreta asi i La exención de todo impuesto, establecida por la 
ley 12,345 a favor de loa títulos del Crédito Argentino Interno 
no comprende el impuesto sucesorio, que es independiente, ni 
grava al bien en ai, sino a la transferencia o al movimiento de 
valores. 

IV, — Gomo sólo se controvierte la aplicación del art. 9* 
de la ley 11.290, texto ordenado, desde el punto de vista de 
la exención impositiva estatuida por el art. 11 del Bono Gene- 
ral, no corresponde pronunciamiento alguno respecto de su 
correcta o incorrecta aplicación según ta misma ley y el caso 
dado. 

V. — La actora sostiene que la demanda no ha expresado 
agravios, limitándose a reproducir los fundamentos de su de- 
manda y de su alegato, por lo que corresponde declarar desierto 
su recurso; pero ai se tiene en cuenta la naturaleza de la cues- 
tión debatida, circunscripta a interpretar el sentido do una 
clausula contractual, la repetición de argumentos formulados 
en apoyo de su tesis, en la demanda y en el alegato, contrarios 
a loa fundamentos de la sentencia apelada, importan un ana- 
linis critico de la misma que constituye la expresión de agravios 
y por ello desestimo nu petición. 

VI, — Dada la solución que propugno, carece de objeto 
examinar y decidir los restantes agravios expresados. 

Por ello, voto por la revocación del fallo, con costas. bM 
de sisada provcdtui por au orden, de aeuerdo con lo dispuesto 
por «1 art. 274 del Oód. de Proccd. Civiles. 

Um Krcs. vocales Ors. Oontfl« y Harnero, \.»r nmmm 
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análoga* a 1m aducidas por el Sr vocal Dr. Garriga, vetaron 
en el mismo sentido. 

Por lo que resulta de la votación de que instruye «1 
acuerdo que antecede, He revoca la sentencia de íb. 73, con 
costas, declarando por su orden las costas de la alzada, — Ro- 
mán Garñga. — Argentino O. Barraquero. — Arturo O, Oon- 
zálet. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Las cuestiones debatidas en autos, y resueltas a 
fs. 98 por el fallo de las Cámara V de Apelaciones en 
lo Civil de esta Capital, versan totalmente sobre inter- 
pretación de la ley local de sellos n» 11.290, o del texto 
del contrato de préstamo que sirve de base al litigio y 
aparece en copia fotográfica a fs. 53-54. Ambas mate- 
rias resultan, así, por su propia naturaleza, ajenas al 
recurso extraordinario. A mérito de ello, corresponde 
declarar que dicho recurso fué mal concedido a fs. 
103 vta. 

Si así no lo entendiere V. E. procederá confirmar 
por sus fundamentos el fallo aludido. — Bs. Aires, mar- 
co 7 de 1947. — Juan Al varee. 



Y Vistos; Ion presentes autos "C.A.D.E. v. Fisco 
Nucioiml, s. repetieión" venidos por vía del recurso ex- 
triiordimirio, y 

Considerando: 

i}\n< de acuerdo con to que (lixpune el urt. II del 

Itoim General dW Empréstito Externo del 4 % uño 
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1933, emitido en virtud de la Ley de Presupuesto nú- 
mero 11.821, dicho documento y todo otro relacionado 
con el empréstito, inclusive transferencia de las órde- 
nes otorgadas por el Banco de la Nación Argentina, a 
que se refiere el art. 2 del contrato del empréstito sus- 
cripto en la misma fecha, estarán exentos de todo im- 
puesto argentino presente o futuro. 

Que como lo expresa la sentencia en recurso, la 
exención consagrada por el referido art. 11 del Bono 
General, se limita al empréstito mismo y no alcanza 
a las negociaciones privadas y posteriores de los títu- 
los, situaciones éstas ajenas a la condición de privile- 
gio en que se emitieron los bonos. 

Por ello y fundamentos de la sentencia de fs. 98, 
se la confirma en cuanto pudo ser materia de recurso. 

Tomas D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Justo L. Alvarez Ro- 
dríguez — Rodolfo G. Valen - 
zuela. 



SOCIEDAD DE RESP, LTDA. BARON DE RIO NEGRO 

MARCAS DE FABRICA: Hnjñtro. 

Los arta 5 de la ley 11.275 y 4 del decreto reglamentario 
del 18 de noviembre de 1932 no obstan al registro como 
marca para distinguir champagne —clase 23— de la pal», 
bra ingleaa "Baronet" ya registrada para distinguir 
artículo» de la clase mencionada. 

Sentencia del Jue* FEDIBAli 

B«. Aires, noviembre 2H de líMfi. 

Y vimos ¡ 

HftfcM tUtOi venidos en «pelsnoi. de la (Nwiiuiria jgt Mi.r 
m qno detuvo «1 Heglstm rfe la mona "BOIMt ( *i *MMm* 
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por Barón de Río Negro S. R. L. según acta tí* 214.445, para 
distinguir champagne dase 23, y 

Considerando: 

Que la resolución de la Comisaría de Manas se funda- 
menta en que la marea solicitada "Baronet" está comprendida 
en la» prohibiciones del art. 5* de la ley 11.275 por ser una 
palabra del idioma inglés que distinguiría productos na- 
cionales. 

Que si bien es cierto que el término "baronet" es de ori- 
gen inglés, con significado propio e intraducibie con exactitud 
a nuestro idioma, no es menos cierto, como lo explica et ape- 
lante, que en la lengua española y en el idioma nacional que 
se habla en el país, se ha utilizado y se utiliza esta palabra, 
como lo comprueban algunos diccionarios hispanos: Diccio- 
nario General Etimológico de la lengua Española (1887) de 
Eduardo de Echegaray; Diccionario Etimológico de ta lengua 
Castellana (1881) (2da. edición) de Pedro Felipe Monlau: 
Enciclopédico Hispano Americano y Enciclopedia Universal 
Ilustrada (Espasa-Calpe) y también argentinos; Diccionario 
de Argentinismos, de Lisandro Segovia; también escritores 
españoles como Mita y Fontanal», maestros de Menéndez y 
Pelayo, en el tomo IV (18!>2) de sus "Obras completas", 
al referirse a Walter Scott, habla de dicho término, llamán- 
dolo en letra corriente y sin comillas — baronet de Edimburgo. 

Además debe dejarse especial constancia que esta palabra 
"Baronet", al no tener traducción literaria apropiada a nues- 
tro idioma, es usada en él y en casi todos los idiomas del 
mundo, con las mismas características de origen, como se usan 
igualmente por la misma causa de intraducibilidad, las pala- 
bras "Zar" "Kaiser" "Fuhrer" y "l>u<-e". Podría afirmarse 
sin lugar a duda que todos estos términos, en ves de adquirir 
ciudadanía local en nuestro y en otros idiomas, poseen ciuda- 
danía universal por usarse de igual forma en todos ellos. 

No es posible pues, en este caso, singular, hacer jugar 
literalmente la disposición del art. 5* de la ley 11.275. 

Que a mayor abundamiento, hay un hecho evidente, que 
tiene valor decisivo en este caso. Existe ya registrada y en uso 
para loa miamos titulares la marca "Baronet", en igual clase 
que ta que se intenta registrar, pero sin aditamento de dibujo 
alguno, que es lo que ahora se persigue. Cabe a este respecto 
la jurisprudencia sentada por la Corte Suprema en el caso 
registrado en Fallos 195-42 y posteriores similares, qne dicen : 
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.que es necesario evitar el escándalo jurídico y la pertur- 
bación comercial que resultaría de otorgar cierta marca para 
ciertos pi oductos y negarle la misma al mismo propietario para 
otros. . • 

Por todo lo expuesto ; Resuelvo : Revocar la resolución de 
la Comisaría de Marca» y ordenar el registro de la marca 
"Baronet'* en la forma solicitada según acta 214445. — 
Eduardo A. Ortiz Baswttdo. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Bs. Aires, mayo 5 de 1947. 

Considerando ; 

Que la Sociedad de Responsabilidad Limitada Barón de 
Río Negro, propietaria de la marca Baronet para distinguir 
artículo* de la clase 23, ha solicitado el registro de la misma 
marca para distinguir champagne, también de la clase 23, lo 
que le ha sido denegado por la Oficina de Marcas por consi- 
derar que los arte. 5 o de la ley 11.275 y 24 del decreto regla- 
mentario de fecha 18 de noviembre de 1932 se oponen a ello, 
por tratarse de una palabra del idioma ingles que no puede 
registrarse como marca para distinguir productos elaborados 
en el país, siendo sus titulares residentes y originarios del 
mismo. 

Que si bien como lo establece el art 5* de la ley 11.275 
las marcas de fábrica, aun cuando sean nombres de fantasía 
no pueden llevar palabras sino en idiomas muertos o del 
idioma nacional, salvo que se trate de nombres de personas, 
la jurisprudencia se ha orientado en el sentido de considerar 
que "idioma nacional" no es exclusivamente el español acadé- 
mico sino el que se habla en nuestro país, con todo» sus 
modismos, alteraciones y palabras de otros idiomas que el uso 
ha ido incorporando a él (Breuer Moreno, Tratado de Mareas, 
nág. 171). 

Que así lo ha declarado la Corte Suprema expresando en 
el fallo T. 193.206 que la disposición legal citada al prohibir el 
uso de palabras que no sean del idioma nacional, no ha vedado 
el de todos loa vocablos que no se encuentren incluidos en el 
Diccionario de la Real Academia Española, toda vea que el 
idioma, llámase romance, castellano, español o panhie pánico, 
va enriqueciéndose constantemente, ya que, como dice Bello, 
el adelantamiento prodigioso de todas las ciencias y las artes 
y la difusión de la cultura intelectual piden cada día más 



178 



FltXOS DE LA CORTE BCPtíEMA 



signos para expresar nuevas ideas y la introducción de vocablos 
flamantes tomados de lenguas antiguas o extranjeras lia dejado 
de ofendernos, cuando no son manifiestamente innecesario» o 
cuando no descubren afectación o mal gusto. 

Que como lo sostiene el inferior, si bien la palabra Baronet 
es de origen ingles, puesto que constituye un título nobiliario 
creado en 1611 por Jacobo I; que tiene un significado propio, 
intraducibie con exactitud a nuestro idioma, no es menos 
cierto que el uso lo lia incorporado al mismo, como lo acredita 
el hecho de haber sido incluido en los diversos diccionarios 
que cita, lo propio que ha ocurrido con las palabras "Zar" 
"Kaiser", "Duce" y muchas otras. 

Que siendo así, debe autorizarse su registro, tatito más en 
el caso de autos en que se ha constado con el informe de la 
Oficina de Búsqueda de fs. 5 del expediente administrativo, 
que la marea Baronet se encuentra registrada a favor del soli- 
citante para toda la elase del 23, en la cual se encuentra 
comprendido el champagne, de manera que, como lo expresa 
el inferior, lo que en realidad se persigue en este caso es el 
registro del dibujo cuya descripción obra a fs. 4 de los mismos 
autos. 

Que como lo ha expresado la Corte Suprema, es di' un 
inapreciable valor interpretativo el heeho de que la misma pa- 
labra haya sido registrada ya como marea a favor del recu- 
rrente para distinguir numerosos artículos y sin desconocerlo 
a la Oficina de Marcas el derecho de rectificar lo que crea 
erróneo en el pasado, debe tenerse en cuenta la necesidad de 
evitar el escándalo jurídico y la perturbación comercial que 
resultaría de otorgar cierta marca para determinados produc- 
tos y negarla al mismo propietario para otros, que no tienen 
relación con In palabra solicitada en concepto de maren y como 
fórmula de fantasía. (T. 195, 42). 

I'or esas consideraciones y teniendo en cuenta lo resuelto 
por el Tribunal en los casos que se registran en Patentes y 
Marcas año 1943 pág. 284 y año 1945 p. 183, 197, 239 y 300, 
se resuelve confirmar la sentencia apelada de fs. 51 y de 
fecha 28 de noviembre de 1946 que revoca la resolución de la 
Comisaría de Mareas y ordena el registro de la marca Baronet 
en la forma solicitada en el acta 214.445. — CarUig del Campi- 
llo. — Rhanlo Villar Palacio. — Juan A. González Calderón. 
— Carlos Herrera. — Horacio García ftams. 
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Bs. Aires, 29 de octubre de 1947. 

Y Vistos, los autos "Barón de Río Negro S. B. L, 
apela de una resolución de la Comisaría de Marcas" 
venidos de la Cámara Federal de la Capital por vía 
del recurso extraordinario. 

Por sus fundamentos y de acuerdo con la doctrina 
sustentada por esta Corte Suprema m re "C. S. 193- 
¿05", entre otros, se confirma la sentencia apelada de 
fs. 60, en cuanto pudo ser tmiáé& de recurso. 

Tomás D. Casakes — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonchi — 
Justo L. Alvahkz Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



SOCIEDAD COMERCIAL DE RESP. LTDA. RIO 
GRANDE v. ABDULLA Y CIA. LTDA. 

MARI AS DE FASBÍCA: Oposición. 

El titular de una marca registrada — Abdulla — para 
distinguir productos de una clase determinada — la 21 — 
tiene derecho a oponerse a la concesión de otra marca 
confundible con ella — Abdula para distinguir pro- 
ductos de otra clase — la 23 — cuando concurren circuns- 
tancias especiales que pueden originar confusiones acerca 
de la procedencia de los productos. 



Sentencia del Juez Federal 



23 de 1945. 



Y vistos: Estos autos caratulados "Río Grande S. C. de 
Rcsp. Ltda. contra Abdulla y Cía. Ltda., sobre se declare in- 
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resulta : 
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U Que a fs. 7 so presenta Rodolfo Humarán por la ac- 
tor» demandando a feetos de que se declare infundada la ono- 
g¡P a > ""T* 8 "AMula" pedida por acta n* 240.267 para 
distinguir artículos comprendidos en la clase 23, con costa» — 
indica que sns mandantes se dedican en el territorio de Río 
i» «P Iot * ci6n de bodegas y viñedos. La palabra 
Andida pedida consiste en un término geográfico que de- 
signa un grupo de islas situadas en el Mar Rojo. 

mauj". T*?™ 6 " 86 dedu ¿° * n baf * « constituir la palabra 
Ahdula el nombre comercial de la demandada eon el que 
distingue su comercio de cigarrillos y tabacos, y asimismo en 
mérito a las marcas lí)5.."tfi.S v 197 H98 "nue cubren los ar 
tíciilos de la clase 21, es decir, cigarrillos". 

Niega que la oposición pueda fundarse en el derecho al 
nombre, va que el nombre y la marca son instituciones jurí- 
dicas diferentes, además el nombre comercial proteje exclusi- 
vamente el renglón que explota, renglón que en et caso de 
autos no coincide con aquél para el cual se pide el registro 

. * marea V,' na ' me,ltp porque se trata de nombre comercial 
extranjero y diferente. 

Tampoco procede la oposición en base a las mareas que 
la actora tiene registradas. — Las oposiciones con respecto a 
marcas pedidas para clases distintas sólo corresponden si los 
artículos de una y otra clase, el art. 8 y 17, inc. 2* de la ley 
.W75, la exposición del diputado Imract al considerarse la 
ley y diversos casos de jurisprudencia. 

2) Que a fs. 38 contesta la demanda José Tomas Caste- 
llanos por la demandada solicitando su rechazo con costas Indi- 
ca que además de las marcas en que fundé la oposición su man- 
dante dueña de la marca "Abdulla" 217.164 como renovación 
de la n 14.U38 para proteger artículos de la clase 22. Entre 
las palabras "Abdula" y "Abdulla" hay una similitud tan 
notable que ni (a propia actora la desconoce. Invoca la juris- 
prudencia de la Exema. Cámara segíin la cual las sociedades 
extranjeras tienen sobre el nombre los mismos derechos que 
las nacionales. Explica que la clientela de un establecimiento 
comercial constituye un verdadero bien, se obtiene sólo a base 
de propaganda oral o escrita sino principalmente en raaón de 
la bondad de los productos que la sociedad elabora. Ese nom- 
bre, una ven acreditado, no puede ser utilizado por otras 
personas sin lesionar los intereses del comerciante dueño de 
ese crédito. 

Las marcas en que también fundaron la oposición fueron 
registradas hace treinta y cuatro años, siendo desde entonces 
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renovadas. La confusión puede producirse no sólo entre los 
artículos sino también en el consumidor. Los artículos de la 
clase 21 (cigarros y cigarrillos) y los de la clase 23 (bebidas) 
bou vendidos en los mismos negocios, "es decir, por restaurant, 
almacén, confiterías, etc. y aparecen generalmente lado a lado 
en les mismos estantes y mostradores". La propaganda se 
hace en los mismos locales por medio de carteles almanaques, 
ceniceros, catálogos, etc. Incluso son a veces los mismos dis- 
tribuidores, los que surten de vinos y otros artículos. Todo 
lo expuesto haría que el publico ante una bebida "Abdulla" 
impusiera que "provienen de la misma fuente que los afama- 
dos cigarrillos "Abdula M , o que dichas bebidas son de la mis- 
ma calidad que loa productos de mis mandantes". Los tabacos 
pueden ser adicionados en ciertos licores tales como el ron. 
Asimismo ge producirá la superposición con respecto a los ar- 
tículos de la clase 22 que se expenden también en la misma 
clase de negocios. Cita jurisprudencia que entiende favorable 
a sus pretensiones. 



1) Que la demandada se opone al progreso de la acción 
fundándose en loa derechos que le acuerdan el propio nombre 
comercial y las mareas que tiene registradas en las clases 21 
y 22. Ese nombre y esas marcas consisten fundamentalmente 
en la palabra "Abdulla" que aparece casi idéntica a la pala- 
bra "Abdula" que solicita la actora para la clase 23. Indica 
la propia aetora en el capítulo I» de su escrito de demanda 
que dicha palabra constituye un término geográfico, pues 
designa un grupo de islas ubicadas en el Mar Rojo. Esta cir- 
cunstancia empero no altera la situación de las partes, E) de- 
recho a oponerse al registro pedido, si por hipótesis lo tuviera 
el demandado, no se enervaría por la circunstancia fortuita 
de que el término solicitado coincida con una designación 
geográfica. Nadie tiene derecho a registrar esta clase de tér- 
minos sólo por ser tales y con prescindeneia del posible perjui- 
cio que con ello causa a un tercero. Ni siquiera tiene derecho 
una persona a registrar su propio nombre como marca, cuando 
ya se hubiera concedido a un tercero una marca igual o simi- 
lar. "En tal caso quien solicita el registro en último término 
tiene la obligación de añadir a su nombre los elementas carac- 
terístico* necesarios y bastantes para que toda posibilidad de 
confusión desaparezca" —ver Rev. de P. y M., año 1940, 
pág. 220; J. A., t. 33, págs. 58 y 1015 y t. 43, pág. 56, etc- 
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2} Aunque incidcntalmente, la actor» arguye con el ca- 
rácter de extranjera que ponee la sociedad oponente. Sobre 
el particular et suscripto se remite a lo fallado in re: "S. A. 
Kermes de París contra Sol*. Mermes de R. Ltda.", por el 
ei Juez Dr. Eduardo Sarmiento en sentcneia confirmada por 
la Excma. Cámara —Rev. de P. y M., año 1941, pág. 7 y 237 
y por la Excma. Támara in re: Snlvny, P. y M., año 1941, 
páfc. 445 e in re ¡ Mora Gantes — Rev. de P. y M., año 1940, 
pág. 161. El derecho de los comerciantes extranjeros a ta de- 
fensa de su nombre comercia] He reconoció ampliamente en los 
citados fallos, y resulta procedente sin duda alguna en el caso 
de autos cuando la actuación comercial de la demandada en ct 
país aparece claramente probada. 

3) Se apoya la actora en la distinta naturaleza jurídica 
de los nombres comerciales y marcas de fábrica, para expresar 
que en base a aquél, no es posible deducir, oposición al regis- 
tro de ésta. La Excma. Cámara in re: "Mora Gantes" y 
también in re: "José Otero" —Rev. de P. y M. 1939, pág. 
663 — ha dado un alcance muy amplio al derecho de defensa 
del nombre, entendiendo que en base al mismo la* personas 
sean fíaicim ó jurídicas pueden oponerse a que un tercero lo 
registre como marca "porque en lo referente a la protección 
del nombre lo que la tey ampara y protejo de modo itmplio y 
absoluto sobre todo, es la propiedad de él a quien le perte- 
nezca, con preseindencia de todo factor (posibilidad de con- 
fusión) y de toda otra consideración que no sea esa propiedad. 

El suscripto in re: "S. A. La Blanca" Rev. de P. y M. 
1944, pág. 277, no sostuvo un criterio tan absoluto sobre el 
alcance de! derecho al nombre y su influencia sobre el registro 
de marcas iguales o similares. Dijo entonces: "El art. 4* que 
autores y jurisprudencia consideran aplicable tanto a las per- 
sonas físicas como a las jurídicas determina que 'Los nom- 
bres. . . de las personas no podrán registrarse como marcas sin 
el consentimiento de aquéllas../'. Además se ha reconocido 
siempre que quien tuviere derecho a un nombre comercial, 
puede oponerse al registro de una marca que resulte «infun- 
dible con el mismo, y pedir la nulidad de las que se hubieren 
registrado. Ver sentencias de la. y 2a. instancia in re "Her- 
mes"; Breuer Moreno "Nombre Comercial" uros. 158 y 159. 
El art. 43 de la ley, determina que quien quisiese "ejercer 
industria, comercio... ya explotado por otra persona, con el 
mismo nombre o con la misma designación convencional adop- 
tará una modificación que haga que ese nombre o esa designa 
cit'm sea visiblemente distinta de la que usare la casa o esta- 
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blecin.iento preexistente". El derecho al nombre comercial se 
limita al ámbito del comercio o de la industria en que se lo 
utiliza. Fuera del mismo y aplicado a industrias, comercios 
o productos respecto a los cuales no pueda suscitare confu- 
sión, desaparece tocia posible acción por parte del primitivo 
titular. Conf. Breuer Moreno "Nombre Comerciar', uros. 121 
y 156; Pouillet "Traite des marques de fabrique, etc.", 6a. 
ed., nros. 1394 y 1413, etc.". 

El suscripto entiende que este criterio es el que debe 
prevalecer. No se trata sin embargo de exigir una coincidencia 
perfecta de p roí! utos sino en general de industrias, comercios, 
o productos. Es decir, de evitar una confusión que aunque no 
recayera sobre el producto mismo — nadie confundiría una 
botella de vino con un atado de cigarrillos — pudiera versar 
«obre el origen de los productos. Desde este punto de vista 
interpretado con amplitud también se encontraría un argu- 
mento a favor de la demandada. La fuerza del argumento se 
redobla sin duda de adoptar la tesis sustentada por la Exorna. 
Cámara — Confróntese sentencia de la Excma. Cámara in re ; 
"Etehegoin Eugenio", J. A,, t. 60, p. 71, confirmada por la 
Suprema Corta, J. A., t. 62, p. 347. 

4) Apoya también su oposición la demandada en las cla- 
ses 21 y 22 y sobre cuya antigüedad y difusión — en particular 
en lo que hace n tabacos — ha producido prueba bastante. So 
plantea por lo tanto una vez más el problema de la oposición 
a una marca fundada en una similar registrada en otra clase. 
En una sentencia del ex-Juez doctor Sarmiento, que la Exorna 
Cámara confirmara por sus fundamentos, se contenían sobre 
el problema indicado apreciaciones que el suscripto juzga útil 
reproducir: "De acuerdo con el art. 8 y 17 inc. 2» de la ley 
3975, el derecho que se otorga al titular de una marca incide 
sobre el objeto o clase de objeto para la cual la haya solicitado 
y obtenido. A este principio responde la clasificación de las 
mercaderías establecida por el decreto reglamentario de 1912, 
en tal manera que "como regla general puede admitirse que 
no existen interferencias entre niarcus correspondientes a clases 
distintas. Es decir, que una marca registrada en una clase 
determinada, no obstará al registro de otra idéntica o parecida 
en otra clase". Breuer Moreno, "Tratado de Marcas de Fá- 
brica", n» 55. 

"Por otra parte el art. 6 de la ley confiere al titular 
de una marca el derecho de oponerse al uso de otra cualquiera 
que pueda producir directa e indirectamente confusión entre 
los productos, siempre que hubiere cumplido los requisitos exi- 
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gidos por la ley. Por ello, en casos excepcionales, la juris- 
prudencia ha interpretado que el referido artículo acuerda el 
derecho de oponerse al rpgistro de una marca solicitada para 
clase u objetos distintos de aquella de la que es titular quien 
se opone, siempre que concurran excepcionales circunstancias. 
Ver Breuer Moreno, Nos. 55 in fine y 56; Patentes y Marcas 
1917, pág. 569; 1921, pág. 49; J. A., t. 58, pág. 43 (caso 
Rieoltore) ver sentencias recaídas in re-, "Curti c. Laborato- 
rios Suarry" caso en que se declaró registrada y acreditada 
la palabra "Geniol" para distinguir productos de la clase 2, 
no podía concederse la misma para distinguir arta, de la clase 
1 y 6, por cuanto algunos de esos artículos eran susceptibles 
de confundirse con los protejidos con la marca ya registrada 
— ver sentencia de !• y 2* instancia en J. A., t. 62, pág. 614 y 
de la Excma. Corte Suprema en O. del Poro, t. 136, pág. 218 ; 
ver "Laboratorios Suarry S A. z/. Romane II i", caso en el cual 
se resolvió que registrada ta marca "Untisal" en la clase 2 no 
podía ser utilizada la misma palabra para marcar artículos de 
la clase 16, J. A., t 64, pág. 57; ver caso "Sola c/. Laborato- 
rios Suarry", cuyas sentencias de 1* v 2» instancias aparecen 
publicadas en J. A., t. 68, pág. 424 y con una interesante nota 
del Dr. Martín Wasermann en la que se hace una recopilación 
de jurisprudencia extranjera concordante con esta orientación, 
estas sentencias fueron confirmadas por la Excma Suprema 
Corte, P. y M„ 1940, p. 361 ; ver finalmente sentencia de 1* 
instancia y de la Excma. Suprema Corte, en "Perfumería Du- 
barry e/. Fernández Iglesias y Vergara", Rev. de P. y M., 1939, 
pág. 70 y 1940, pág. 367, caso en el cual se anuló la marca "Le 
Sancy'* concedida para prodnetos de ferretería en base a la 
marca "Le Sancy" preexistente para distinguir productos de 
perfumería. 

"La cuestión de decidir si existe o no la posibilidad de 
una confusión ya sea en forma directa o indirecta, art. 6*, 
que es lo que justifica Ja acción de oposición o de nulidad, 
constituye una cuestión de hecho librada a la apreciación ju- 
dicial —ver Allart, "Traité des marques de fabrique", París, 
1914, n» 9, quien se manifiesta partidario de un sistema res- 
trictivo, citando a su favor algunos casos de jurisprudencia 
y criticando otros en loa que se advierte la coexistencia de 
marcas iguales para industrias similares, ver Pouillet: "Traité 
des marques de fabrique", París, 1912, n« 31, Fauehille y 
Rraum et Capitaine citados por Pouillet en nota pág. 34, 
formulan una regla que el suscripto encuentra acertada para 
la situación de la mayoría de los litigios que sobre este aspecto 



del derecho de marcas y pueden presentarse, diciendo que se 
deben considerar como similares y por lo tanto no susceptibles 
de adoptar su» marcas, no sólo las industrias y los comercios 
cuyos productos y objetos son análogos y autorizan a confu- 
sión, sino también las industrias o los comercios que aunque 
diferentes en la producción tienen entre sí una vinculación lo 
suficientemente estrecha para que el público percibiendo sobre 
sus productos o sus objetos una misma marea, puede creer 
razonablemente que son ejercidos por la misma persona, por el 
propietario de la marca. 

"En resumen, sin pretender delimitar estrictamente cuales 
son las circunstancias que permitan al titular de una marca 
oponerse al registro de la misma o de una muy similar en otra, 
punto este que en cada caso debe ser apreciado, pueden sin 
embargo mencionarse los siguientes como los más importantes: 
a) gran similitud entre los productos; b) la identidad o gran 
similitud entre las marcas; c) el hecho de venderse tales pro- 
ductos en idénticos tipos de negocios; d) el hecho de crearse 
en el consumidor una confusión en cuanto a la procedencia 
del producto con la consiguiente presunta intención por parte 
de un comerciante de aprovechar a su favor la actividad o 
propaganda que otro realice". 

En el caso de autos hay una casi identidad entre las 
marcas, concurre el hecho de venderse ordinariamente los pro- 
ductos de las clases 21 y 23 en la misma clase de comercio y 
es posible que se suscite entre el público un error en cuanto 
a la procedencia de los productos a que la adora aplicase su 
marca no fuesen de una buena calidad. 

5} Invoca la actora con precedentes todos los casos en 
que figuran marcas iguales o muy similares registradas en 
clases distintas. Esta circunstancia no tiene el valor de un 
precedente. El suscripto brevitaiis causa se remite a lo ex- 
puesto en la sentencia que figura publicada en la Rev, de 
P. y M., 1939, pág. 582. Allí dijo el ex-Jnez Dr. ¿iarmiento: 
"Cumple también desde ya descartar toda situaciólf ajena a la 
litis. Lo que otra persona hizo o no hizo o la actitud que 
asumiera ella o alguna de las partes con relación a ella es 
algo que no puede influir en la solución presente. La relación 
de derecho entre las partes que se discriminan en el juicio, 
no depende del derecho que otra y otras personas crean o «o 
tener, hagan o no valer". 

Al confirmar esta sentencia ta Excma, Cámara agregó: 
"Cada uno puede usar del suyo — de bu derecho — como y 
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permanecer en la inacción, y esto, no es contrario a derecho". 
(Rcv. de P. y M., 1940, p. 162). 

Por estos fundamentos fallo rechazando la demanda enta- 
blada con co&tas. — Belwirio (Jache Pirán. 



Autos y vistos: Por tas consideraciones que el Tribunal 
hiciera para resolver casos análogos al sub-judice, como los 
que se registran en Patentes y Marcas, 1939, pág. 663 (Otero 
v. Grandy y Costa). 1940, pág. 161; (Nora Santos v, Morgan). 
J. A., t. 60, p. 69; (Eehegoin v. S. A. de Importación) y diario 
de Jurisprudencia Argentina del 24 del corriente (Caso de la 
marca Lucky Strütc), los en ellos invocados y por los funda- 
mentos concordantes de la sentencia recurrida, se la confirma, 
con costas. — Ricardo Villar Palacio. — Juan A. González 
Calderón. — Carlos Herrera, 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Se disetitu en estos autos — y esa es la materia de! 
recurso extraordinario concedido a fs. 186 — si quien 
obtuvo a su favor el registro de la marca de comercio 
"Abdulla" para mercancías de la clase 21, puede opo- 
nerse ai registro de la marca "Abdula" para mercan- 
cías de la clase 23, El fallo de la Cámara Federal de 
la Capital, apelado, resuelve el punto afirmativamente 
(fs. 184). Como el principal fundamento de esa senten- 
cia estriba en la posibilidad de confusión entre ambas 
marcas, y ello constituye cuestión de hecho, me inclino 
a pensar que dicho recurso es improcedente. A mi jui- 
cio, propiamente hablando no está en debate la inter- 
pretación de precepto alguno de la ley n' 3975. 

ipero, y pues en casos equiparables V. E. ha 



Sentencia de la Cámara Federal 



Ba. Aires. 29 de julio de 1946. 



PH JUSTICIA DE LA NACIÓN 



187 



abierto el recurso (181: 378 y 189: 224 entre otro») 
me referiré, también al fondo del asunto. Cuando una 
persona o una sociedad comercial acredita determinad» 
marca, no se concibe qué razón legítima pueda existir 



cas susceptibles de confundirse con aquélla, si lo que 
realmente va buscando es caracterizar sus productos 
a fin de que no se confundan con los de otro comercian- 
te o industrial. Eaa "diferenciación por la marca", es 
también lo que la ley u" 3975 ampara. Tal argumento, 
utilizado por V. K. en 177: 91 y otros fallos, decide la 
cuestión. 

En consecuencia opino que debe declararse mal 
concedido el recurso, o, si se lo admite, confirmar por 
sus fundamentos la sentencia apelada en cuanto re- 
chaza la demanda. — Bs. Aires, setiembre 20 de 194fí. 
— Juan Alvarcz. 



Y vistos: los autos "Río Grande Soc. Comercial 
de Resp. Ltda. v. Ahdulla y Cía. Ltda., s. oposición do 
marca" venidos de la Cámara Federal do la Capital, 
por vía del recurso extraordinario. 

Por sus fundumentos y de acuerdo con la doctrina 
sustentada por esta Corte Suprema en casos semejan 
tes (C. S. 181-378; 187-205; 189-224; 193-92, etc.) se 
confirma la sentencia apelada de fs, 184 en cuanto pu- 
do ser materia de recurso. 
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ANDRES SOULEROUEZ Y OTRO 
v IMPUESTOS INTERNOS 
IMPUESTOS ISTERXOS: Vivo*. 

La diferencia ""ti más" de vinos no anotados en I& forma 
que dispone el art. 23 del Tít VII de la Reglamentación 
General de Impuestos Internos os susceptible de sancio- 
narse con la multa del art. 36 de la ley 3764 —27 del 
T. O. — sanción desde luego procedente cuando a esa omi- 
o'ón se agregan loa procedimientos propios de la elabo- 
ración clandestina. 

La circunstancia de que parte del vino cuya anotación se 
ha omitido sea "vino de retención" con arreglo a las leyes 
provinciales no constituye eximente de responsabilidad por 
el incumplimiento del art. 23 del Tít. VII de la Repla- 
mentaeión General. 



T vistos los autos N 9 94.408, caratulados: "Andrés y 
Eduardo Soulerguez contra Impuestos Internos, por recurso 
contencioso administrativo", llamados a fs. 37 vía. para dictar 
sentencia y con el sumario n« 4885-23-1941, agregado por 
cuerda separada, de los que resulta: 

Que con fecha 3 de septiembre de 1941, se practica inven- 
tario de existencias en la bodega inscripta a nombre de Andrés 
y Eduardo Soulerguex, bajo el n» 369- A, comprobándose una 
diferencia de 1.200 litros de vino de más que el consignado 
en el libro oficial. 

Que proseguida la inspección en las dependencias conti- 
guas a la bodega, se constató la existencia ae dos piletas, no 
denunciadas en el plano oficial, conteniendo 8.600 litros de 
vino una y 500 litros de arrope la otra y un pipón con 400 
litros de vino viejo, cuyos envases carecían de los instrumen- 
tos fiscales acreditantes del pago del impuesto correspondiente, 
por lo que previa extracción de muestras en forma reglamen- 



taria, se procedió a su intervención. 

Que la decisión del Administrador General, impone a los 
Srs. Andrés v Eduardo Sonlcrgueí:. la obligación dé abonar en 
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concepto de impuesto» interno» sobre vino, la suma de 
$ 540 m/n. y una multa de * 6.120 de igual moneda, equiva- 
lente al décuplo del impuesto exigido al vino intervenido más 
el correspondiente al sobrante acusado en el inventario, de 
acuerdo a to dispuesto por el art. 27 del Texto Ordenado de 
las leyes de impuestos internos. 

Disconformes con la sanción impuesta se presentan ante 
este Juzgado, deduciendo el presente recurso — » 
nistrativ» y, 



Que al fundar el recurso Andrés y Eduardo Soulerguez, 
alegan que los 1.200 litro» de vino de más que acusa el inven- 
tarío pertenecían a los vinos de retención declarados fuera de 
comercio por la ley provincial n» 107 y en cuanto a las dos 

£ iletas aducen que se trata de vasijas de la bodega que serian 
iclufdas en el nuevo plano que pensaban presentar, soste- 
niendo que el lugar donde se encuentran debe considerarse 
como parte integrante de la bodega. 

Que las razones alegadas a posteriovi con respecto al exce- 
dente de Í£0e litros de vino, no pueden prevalecer sobre las 
constancias £ 1 <eta del inventario suscripta de conformidad 
(art. 38, tlt r ta 1» Reglamentación General) y en atención 
a lo dispuesto por el art. 43 del titulo I de la citada regla- 
mentación, que expresa que "no se admitirá mas descargos 
que los autorisados reglamentariamente y tos que correspondan 
a las comprobaciones oficiales efectuadas a solicitud de los 

interesados". . .. . 

Que tampoco son atendible» las razones aducidas por los 
recurrentes en lo referente a los 9.000 litros de vino encon- 
trados fuera del local de la bodega, frente a lo dispuesto en 
el art S* TU I de la Reglamentación General, porque la 
construcción de las piletas data de dos años a la fecha de la 
inspección, según d laran los sumariados a fs. 2 vta. de las 
actuaciones administrativas y por lo tanto no cabe en el pre- 
sente caso discutir ai se encontraba el vino dentro o fuera de 
la bodega, pues aún admitiendo el primer supuesto, no se 
modifica la situación de loa productos intervenidos porque 
aumentaría proporcionaímente el sobrante acusado en el ra- 
inventario y se tratarla siempre de una elaboración no decía- 
rada, en la infracción al art. 23, tít. VII de la Reglamentación 

Por consiguiente, encontrándose los 1.200 litros de vino 
demás que acusa el inventario y los 9.000 litro- * - « 
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comprendidos en lo previsto por el art. 23 del título VII de la 
U G., la sanción aplicada por la autoridad administrativa a 
lo* términos del art. 27 de] Testo Ordenado, es procedente, 
toda vez que sí bien este texto no sanciona la sola violación 
formal de las disposiciones de la ley o sus reglamentos, ello no 
es óbice para que, en determinadas circunstancias. !a intención 
de defraudar pueda presumirse. (S, C. N.t Tomos 177. 442; 
178, 224 y 179, 142. 

Por lo» fundamentos expuestos ¡ resuelvo ¡ N T o hacer luptar 
al recurso interpuesto por Andrés y Eduardo Soulergucz con- 
tra la resolución administrativa de fecha 5 de noviembre de 
1042, corriente a fs. 29 y vta. del sumario N« 4845-23-1941 y, 
en consecuencia, manticnese la multa de 8.120 pesos moneda 
nacional, aplicada en la misma. Con costas. — Octavio 03. 



Sentencia de la C a* mará Federal 

Mendoza. f<Vcrn 22 de 1947. 

Vistos y considerando: 

Que los recurrentes concretan sus agravios en los siguien- 
tes: a) que no obstante haber probado con el informe de fs. 27, 
expedido por la Dirección de Industrias de la Provincia, que 
el vino de retención que correspondía a su bodega en la ela- 
boración del afio 1941, alcanzaba a 1987 litros el a-quo no 
ha admitido la defensa alegada de que los 1.200 litros $*» vino 
"en más" que arroja el inventario practicado en la bodega 
correspondía al vino de retención de la ley provincia] 1076 
"que ya habíamos {habían) descargado del libro oficial y que 
por tal motivo aparecía en más en el inventario", y que te- 
niendo en cuenta ta] informe, no se podría considerar que la 
diferencia anotada, constituya un acto que tenga por mira 
defraudar el impuesto ya que ios vinos de retención se en- 
cuentran controlados por la Provincia y fuera del comercio, de 
acuerdo a lo establecido por dicha ley; b) que tampoco se han 
íonuido en cuenta las razones expuestas referentes al pipón 
conteniendo 400 litros de vino añejo, o sea, de que con ese 
vino se estaba realizando un experimento enotógieo, lo que 
motivó que se encontrara fuera del local de la bodega, cir- 
cunstancia que habría sido probada con el informe de fs. 28 
vta. expedido por la Oficina Química Nacional ; c^ que en 
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vino han sostenido que se trataba de una pileta recién cons- 
truida para completar las instalaciones del lugar, y qne por 
tanto, formaba parte integrante de la bodega, lo que habrían 
acreditado con la prueba testimonial de fs. 24/26, y que la 
colocación del vino en dicha pileta, se debió a la circunstancia 
de que en la operación de trasiego fué necesario ocupar mas 
vasija que ta normal, por lo cual no puede atribuirse a los 
recurrentes que hubiesen tenido intención delictuosa, necesarin 
para la aplicación de la sanción establecida por el art. 27 
del T. O. de las Leyes de Impuestos Internos, lo que no ha 
tenido en cuenta el a-quo. 

Que en cuanto al punto a), si bien es verdad lo expresado 
respecto del informe a fs. 27 expedido por la Dirección Oral, 
de Industrias de la Provincia, es de observar que según el 
informe corriente a fe. 26 vta. del Sumario originario del 
presente recurso, expedido por el empleado de Impuestos 
Internos comisionado al efecto y suscrito de conformidad por 
el apoderado legal de los causantes, en los libros oficiales de 
la bodega de propiedad de los recurrentes, contrariamente a 
lo aseverado por éstos, "no se comprueba ninngún descargo 
hecho, relacionado con el segundo punto del escrito de fs. 26 
(excedente de 1.200 litros de vino constatado en el inventario), 
ni figura ninguna cantidad descargada por retenciones del 
gobierno provincial". Quiere decir, entonces qu<* la existencia 
de 1.200 litros "en más" constatada en el inventario, no pro- 
venía de la pretendida "retención" correspondiente a la ela- 
boración del año 1941 de acuerdo a la Ley Provincial n° 1076, 
y descargada de los libros, sino simplemente a una elaboración 
"no denunciada", en infracción al art, 23, tít. VII, de la 
H. G. que de acuerdo a la misma disposición reglamentaria, 
debe ser considerada en fraude, por estar vencido el termino 
fijado para la anotación en los libros oficiales; declaración 
que debe hacerse por la autoridad nacional respectiva, con 
prescindencia de lo que puedan disponer las leyes provincia- 
les al respecto de la disponibilidad de los vinos elaborados, y 
a la vigilancia que realicen las autoridades de igual carácter 
sobre el cumplimiento de sus propias leyes, ya que se trata 
de dos regímenes independientes y con fines "distintos. 

Que por lo que respecta a los puntos b) ye), cualesquiera 
sean el alcance y valor probatorio de las probanzas aludidas 
por los recurrentes, la sanción aplicada por la Administración 
y mantenida por el a~quo respecto de los nueve mil litros de 
vino, procedentes de las dos partidas de cuatrocientos litros 
de viíto añejo y ocho mil seiscientos de vino nuevo encontrado 
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en la pileta construida fuera del local de la bodega, es inob- 
jetable, porque como lo expresa acertadamente el a-quo en sn 
sentencia, "aun admitiendo el primer supuesto (de que esos 
vino» se encontraran dentro de la bodega), no se modifica la 
situación de lo» productos intervenidos porque aumentaría 
proporcional mente el sobrante acusado en el inventario, se 
trataría siempre de una elaboración no declarada, en infrac- 
ción al art. 23, título VII de la R. O.", a lo que cabe agregar, 
como lo hace notar el Sr. Fiscal de Cámara, que, tanto la 
pileta donde se encontraban los 8.600 litros de vino nuevo, 
como el pipón que contenía los 400 litros de viño añejo, en el 
momento de practicarse la inspección estaban tapados, la pri- 
mera con patos de viña y otras maderas ocultándose la boca 
o tapa de cemento, y el segundo, con fardos de pasto, de ma- 
nera que hubo necesidad de retirar aquéllos para determinar 
su existencia, según se hace constar en el acta de inspección 
de fs. 1 a 4 del Sumario, suscripta de conformidad por los 
recurrentes. Todo ello evidencia la clandestinidad de esa ela- 
boración y existencia, demostrativa del ánimo de defraudar el 
impuesto respectivo, y con ello, la procedencia de la aplicación 
de la multa establecida por el art. 27 del T. O. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia apelada, se la 
confirma en todas sus partes, con costas de esta instancia. — 
Joté K. Rodríguez Sao. — Agustín de la Reta. — Jorge Vera 
VaUejo 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 31 de octubre de 1947. 

Y vista la precedente causa caratulada: ** Andrés 
y Eduardo Soulcrguez c Impuestos Internos por re- 
curso contencioso administrativo", en la que se ha con- 
cedido el recurso extraordinario a fs. 64 vta. 

T Considerando: 

Que con arreglo a reiterada jurisprudencia de es- 
ta Corte la diferencia en más de vinos no anotados en 
la forma que dispone el art. 23, tít. VII de la Reglamen- 
tación General, es susceptible de sancionarse con la 
multa del art. 26 de la ley 3764 —27 del T. O.— Conf. 
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Fallos : 195, 158 ; 197, 362 y otros. La sanción al fraude 
es desde luego procedente cuando a la circunstancia 
anotada se agregan los procedimientos propios de la 
elaboración clandestina, como ha ocurrido en la especie. 
Conf. Fallos: 200, 189; 205, 556 y otros. 



Que en tales condiciones no cabe admitir como exi- 
mente de responsabilidad parcial la calidad de "vino 
de retención" con arreglo a las leyes provinciales atri- 
buido a 1200 litros hallados de más en la bodega de los 
recurrentes. Ello aparte de que el acatamiento de las 
leyes provinciales no impedía el cumplimiento de la re- 
glamentación nacional, que en todo caso debió privar 
sobre aquéllas. Fallos, 199, 130 y otros. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada, con 
costas. 



CONSTITUCION NACIONAL: Derecho, t, garantías. Derecho de 
propiedad. 

El no haber sido posible prever en los cálculos del ne- 
gocio el aumento de emergencia establecido a partir del 
1* de diciembre de 1945 por el art. 62 del decreto 33.302/45 
dictado el 21 de dicho mes no basta para considerar a esa 
disposición violatoria del derecho de propiedad en razón 
de su efecto retroactivo. 

PAGO: Prmcipiót genérale*. 

£1 pago hecho con sujeción a todo lo que en orden a su ■ 



Tomás D. Casares — Felipe 8. 
Pérez — Luis R. Lonohi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 
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pecto de la obligación a que corresponde, protegido por el 
art. 17 de la Contt Nacional, 

CONSTITUCION NACIONAL: Constítucionatidad « incoHstitucio. 
nulidad. Decretos nocionslii. Varios. 

El art. 62 del decreto 38.902/45 en cnanto establece loa 
aumento* de emergencia con efecto retroactivo a partir 
del 1* de diciembre de 1945, ea constitucional con respecto 
a las relaciones jurídicas que al tiempo de la vigencia de 
aquél no habían quedado concluido por un pago regular- 
mente efectuado, alcance eos el cual fué dictada dicha 
disposición que. al decir "remuneraciones que abonen", se 
refiere a los pagos de salarios que se efectúen a partir de 
la vigencia de la norma. 



Suprema Corte: 

El recurso extraordinario interpuesto a fs. 56 ha 
sido bien concedido a fs. 60. 

En cuanto al fondo del asunto, versa sobre la cons- 
titucionalidad de los decretos 32.347/44, 1740/45 y 
33.302/45. Me refiero, pues, a mis dictámenes de octu- 
bre 29 de 1945, julio 10 y 29 ppdo. (exptes. M 474 1 'Mar- 
tín", C. 118 "Constanzo", C. 137 "Castellano" y L. 54 
"Lorenzo"), en los qne contemplé ampliamente tales 
cuestiones. — Bs. Aires, noviembre 30 de 1946, — Juan 
Aharez. 



V vistos los autos "Sendin Manuel c. González 
Florentino S. R. L., despido, ley 1J.729 y decreto 
33.302" en los que se ha concedido el recurso extra- 
ordinario a la parte demandada. 




FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Bs, Aires, 31 de octubre de 1947. 



I- . - - . ■ . . . . - . • 
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Considerando : 

Que a propósito del aumento de emergencia dis- 
puesto por el art. 62 de] decreto 33.302/45 cabe decir 
como con respecto al sueldo anual complementario de! 
art. 45, que el no haber sido posible preverlo en los 
cálculos del negocio no ea razón suficiente para consi- 
derar que el efecto retroactivo de la disposición —el 
decreto es del 21 de diciembre y el aumento aludido se 
impone a partir del 1» del mismo mes—, constituye 
violación del derecho de propiedad, peque no habién- 
dose probado ni alegado que el aumento tuviese en 
este caso efecto confiscatorio, trátase de la fijación 
legal de un salario mínimo para asegurar en la emer- 
gencia al empleado n obrero lo qne se considera serle 
debido en justicia, atentas las condiciones de vida en 
el lugar y el tiempo de la prestación de los servicios, 
Deben tenerse por reproducidas aquí en lo pertinente 
las razones expresadas en el fallo de esta Corte en la 



Qne, sin embargo, por tratarse aquí de un aumento 
en los salarios o sueldos ordinarios, a la mencionada 
razón de justicia distributiva que abona la legitimidad 
del efecto retroactivo se antepone, por reposar en ello 
primordialmente el orden público y constituir por lo 
mismo la condición primera de toda justicia, la efica- 
cia extintiva del pago que se efectuó regularmente an- 
tes de la vigencia de la norma legal en cuestión. El 
derecho adquirido mediante el pago hecho con sujeción 
a todo lo que en orden a bu forma y su substancia dis- 
pongan las leyes es, con respecto a la legítima obliga- 
ción a la cual corresponde, inalterable. Como lo resolvió 
esta Corte Suprema, entre otros casos en la sentencia 
del volumen 158, pág. 78 de sus Fallos: "Be acuerdo 
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oon el art. 505 del Código Civil el cumplimiento exacto 
de la obligación da al deudor el derecho de obtener la 
liberación correspondiente"; y lo contrario importaría 
vulnerar un derecho adquirido que tiene la protección 
del art 17 de la Carta Fundamental (conf. también 
Fallos: 167, 5; 180, 16; 184, 620, etc.). El aumento del 
art. 62 es, pues, constitucional en cuanto las respecti- 
vas relaciones jurídicas alcanzadas por dicha disposi- 
ción no hayan quedado concluidas por el acto del pago. 

Que esto es, por lo demás, lo que dispone la norma 
legal en cuestión al imponer a los empleadores los 
alimentos "sobre las remuneraciones que abonen" lo 
que importa referencia a los pagos de salarios que se 
efectúen a partir de la vigencia de la norma. Y por 
otra parte no se ha alegado en esta causa que la apli- 
cación del aumento demandado comprenda servicios re- 
gularmente pagados al tiempo de entrar en vigencia el 
decreto que lo impuso. 

Que, por tanto, corresponde declarar que el efecto 
retroactivo del aumento de emergencia dispuesto por el 
art. 62 del decreto 33.302/45 no es violatorio de la pro- 
piedad en lo relativo a los sneldos o jornales impagos 
al tiempo de entrar en vigencia la norma legal que 
los impone. 

Que las demás objeciones formuladas por la recu- 
rrente con respecto a la validez de las disposiciones de 
los decretos 32.347/44, 33.302/45 y 1.740/45 que men- 
ciona, deben ser desestimadas con arreglo a lo estable- 
cido por esta Corte Suprema en la ya citada causa de 
"Castellano v. Quintana", en las de "Constanzo v. The 
South A. Stev y Light", "Lorenzo v. Editorial Estam- 
pa", "Albur v. Cía. Swift" y "Portillo v. C.I.A.D.K" 
(17 de setiembre ppdo.) y en numerosas otras resueltas 
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En su mérito, confírmase la sentencia apelada en 
lo qne ha podido ser materia del recurso. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis E. Longhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzukla. 



ROBERTO HUBER v. JUAN M. RONGVAUX 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitas propios, 
federales. Interpretación de normas locales 

La subsistencia del "recurso de reducción" previsto en la 
ley 23, tft. 4» parí. 3", contra el lando de los arbitradores, 
con arreglo al art. 814 del Cód. de Proced, o la inexistencia 
de otro recurso que la acción de nulidad legislada en el 
art. 808 del mismo código, es una cuestión procesal, de 
naturaleza local sí se ha planteado ante el Jues de Comer- 
cio de la Capital, que no sustenta el recurso extraordi- 
nario para ante ta Corte Suprema. (*) 



RODOLFO T. JONGHI Y OTROS 

JURISDICCION T COMPETENCIA: Competencia federal. Causas 
pernales. Delitos contra el orden público, la seguridad de la Nación, 
los poderes públicos y el orden constitucional. 

Corresponde a la justicia federal conocer en la causa ini- 
ciada con motivo de hechos que prima ferie podrían cons- 

en 



Suprema Corte: 

A raíz de la denuncia formulada a fs. 2. por Manuel 
Gustavo Fernando Mejía, las autoridades policiales ira- 

(i) 31 de oe tabre de 1M7. 
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fruyeron sumario y lo elevaron al Sr. Juez Federal en 
lo Criminal y Correccional de la Capital, el cual, de 
conformidad con el dictamen fiscal, se declaró incom- 
petente por cnanto, de constituir delito el hecho inves- 
tigado, se trataría del de asociación ilícita y ha sido 
cometido fuera de la jurisdicción del Juzgado (fs. 101). 

Pasadas las actuaciones al Sr. Juez de Instrucción 
el 17 de setiembre ppdo., después de practicarse nu- 
merosas diligencias, este magistrado, también de acuer- 
do con el dictamen del agente fiscal, declaró a fs. 170 
vta. la incompetencia de la justicia ordinaria por cuan- 
to, entre los hechos presumiblemente delictuosos que 
se imputan a los procesados, figura el de producir un 
levantamiento en armas contra el gobierno constituido, 
actitud que de resultar cierta, configuraría el delito 
previsto en el art. 233 del Cód. Penal que es de com- 
petencia federal de acuerdo con lo dispuesto en el art. 
3* inc. 3*, de la ley 48. 

Vuelto loa autos al Sr. Juez Federal, mantuvo la 
resolución anterior, quedando así trabada contienda de 
competencia negativa que corresponde dirimir a V. E. 
(art. 9, ley 4.055). 

Analizadas las constancias del expediente, encuen- 
tro que si bien es cierto el motivo de las primeras reu- 
niones fué preparar un atentado contra la vida de la 
señora esposa del Exorno. Sr. Presidente de la Nación 
Da. María Eva Duarte de Perón, posteriores diligen- 
cias permiten suponer que tienen asidero las deduccio- 
nes del denunciante cuando expresa a fs. 2 vta. y 148 
que, luego de consumado, se prepararía un ambiente 
de agitación contra las autoridades constituidas. Ello 
surge de las declaraciones de José Manuel Buzeta (fs. 
26, 109 y careo de fs. 157) ; Juan Alberto Asorey (fs. 
15 y 149 vta.) ; Ornar Eduardo Basavilbaso (fs. 35 y 



OI JUSTICIA DI LA NACIÓN 



19» 



113); j Osvaldo Alfredo Santamaría <fa. 39 y 107). 

En presencia de tales elementos de criterio, con- 
sidero que la justicia federal es la llamada a intervenir 
para determinar el alcance e importancia de este as- 
pecto de la denuncia, sin perjuicio de pasar en su mo- 
mento los antecedentes al Juez de Instrucción para 
el juzgamiento de los delitos comunes también denun- 
ciados. Solución que por otra parte se ajusta a lo dis- 
puesto por el art, 38 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal. — Bs. Aires, octubre 23 de 1947. — Carlos 
O. Üelfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 31 de octubre de 1947. 

Autos y vistos : Considerando : 

Jue según la denuncia de fs. 2 y las declaraciones 
citadas en el precedente dictamen del Sr. Procurador 
General el atentado contra Da. María Eva Duarte de 
Perón debía preceder a otros que te habrían segnido 
inmediatamente contra diversos funcionarios naciona- 
les y ser el cor '.enzo de un levantamiento armado con- 
tra el Poder Ejecutivo de la Nación. 

Que "prima /ocie" los hechos denunciados podrían 
constituir el delito previsto en el art. 233 del Código 
Penal, cuyo juzgamiento incumbiría a la justicia fede- 
ral, con arreglo a lo dispuesto en los arts. 23, inc. 3*, 
34 y 38 del Cód. de Proced. Crim. y 3, inc. 3», de la 
ley 48 {Fallos: 166, 331; 167, 116; 170, 400). 

Por tanto y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General declárase que el conocimiento de esta causa, 
iniciada con motivo de la denuncia formulada por Mi- 
guel Gustavo Fernando Mejía, corresponde al Sr. Juez 
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Federal en lo Criminal y Correccional de esta 
a quien se remitirán los autos, haciéndose 
Juez de Instrucción en la forma de estilo. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 

PÉREZ — LVI8 R. LONGBI — 

Rodolfo G. Valenzuela. 



ROSA JABDON PEBISSE v. PROVINCIA DE CORDOBA 
PAGO: Pago indebido. Protesta. Notificación. 

Es suficiente y válida U notificación de la protesta do- 
cumentada en escritura pública, practicada por el escri- 
bano a un empleado del Banco de Córdoba agente de 
percepción de los impuestas de la Provincia, en razón de 
no haber sido recibido por la» autoridades del mismo. 

PACO: Pago indebido. Protesta. Forma. 

Cuando resulta del texto de 1& protesta que no ba podido 
existir error respecto del impuesto objetado ni sobre la 
razón de la impugnación, ella es válida aunque no exprese 
cuál sea la garantía constitucional violada ni por qué ley 



PAGO: Papo imdebido. Protesta. Alca*^. 

Debe considerarse suficientemente protestado el pago de 
varias anualidades de contribución territorial, cuando con 
motivo de la primera de ellas se manifestó por escritura 
pública y telegráficamente que se impugnaba el impuesto 
por confiscatorio, y en los años posteriores se expresó 
que la protesta era reiteración de la anterior, si además 
la provincia demandada omitió al alegar toda referencia 
a Iá impugnación de las protestas del escrito de responde, 
limitando su defensa a la valides del impuesto objetado. 

iMPVESTO Confiecació*. 

Para la elucidación del carácter confiscatorio de la con- 
tribución territorial es decisiva la proporción que el im- 
puesto guarda con el ínrUce de productividad del inmueble 
ivado. 

tanto la relación enúe el vítor de la propiedad y la 
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tasa de la contribución sea razonable la tacha de confis- 
catoriedad sólo es admisible si se demuestra que el rendi- 
miento corriente de una explotación económicamente efi- 
ciente del fundo en épocas normales, ea absorbido por el 
impuesto en una proporción superior a) 33 %. 
Explotación eficiente de un campo significa el debido 
aprovechamiento de todas las posibilidades al alcance del 
común de las gen tea dedicadas a esta especie de trabajo, 
lo quo supone la incorporación de los capitales necesarios 
para aquel fu.. El rendimiento de estos capitales debe 
tenerse en cuenta para establecer el índice de productivi- 
dad del campo. 

A falta de una prueba convincente de la absorción de 
más de 33 % del índice de productividad del campo por 
la contribución territorial debe desestime -se la impugna- 
ción de confiscatoriedad respecto de un período de tiempo 
que constituye un caso límite. La impugnación debe ad- 
mitirse respecto del lapso en que la absorción de una 
proporción ampliamente superior al 33 % del índice de 
productividad es indudable. 

IMPUESTO: Principios geturalet. 

La sobretasa al absentismo es constitucional mientras por 

CONSTITUCION NACIONAL: Control de constitur tonalidad. Fa- 
Poder Judicial. 

La presunción de validez de las leyes no debe ceder sino 
ante una prueba tan clara y precisa como sea posible de 
la transgresión constitucional que se les imputa. 



Dictamen del Procurador 
Suprema Corte: 

Corresponde a la jurisdicción originaria de V. E. 
el caso actual, por tratarse de litigio contra la Prov. 
de Córdoba a la qne se exije devolución de sumas co- 
bradas en concepto de impuestos que se tachan de in- 
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La acción se funda exclusivamente en el carácter 
confiscatorio del gravamen, y, en tal caso, la solución 
comporta nna cuestión de hecho librada por completo 
al prudente criterio de V.E., conforme lo tengo reitera- 
damente expuesto en ocasiones similares. En igual caso 
se hallan las relativas a la eficacia de las protestas, 
que, por ser de derecho común, son así mismo ajenas 
a mi dictamen. Debo advertir al respecto, que esto de- 
fensa, articulada en la contestación de la demanda, no 
ha sido mantenida en el informe de fs. 537. — Bs. Aires, 
diciembre 13 de 1945. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 31 de octubre de 1947. 

Y vista la precedente causa caratulada: "Jardón 
Perissé Rosa c. Córdoba la Provincia s. Inconstitucio- 
nalidad Contribución Territorial" de la que resulta: 

Que a fs. 30 se presenta Da. Bosa Jardón Perissé 
iniciando demanda contra la Prov. de Córdoba por co- 
bro de m$n. 119.772,15, sus intereses, costas y costos. 

Manifiesta que es propietaria de un campo deno- 
minado "Covadonga", situado en el Depto. Oral. Boca, 
Pedanía Jagüeles, zona 5, con 10.209 ha. 13 a. y 84 ca. 
de superficie. Está dedicado desde hace años a la ex- 
plotación agrícola —ganadera, realizada por arrenda- 
tarios, en especie y en dinero, con arreglo a los por- 
cientos y precios correspondientes a la calidad y ubi- 
cación de las tierras. 

Que el inmueble fué valuado para el pago de la 
contribución directa, desde 1934 a 1939 en m*n. 1.429.300 
—a razón de m$n. 140 por ha. — tasación que se redujo 
en 1940 y 1941 a mtn. 1,329.900 —o sea m$n. 110 la ha,— 
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y en 1942 a m$n. 918.800, es decir m$n. 90 por ha. La 
tasa de la contribución fué, hasta 1937, de 8,75 */W, de 
1938 a 1941, de 16 %. y en 1942 de 15 7w. De 1934 a 
1938 el gravamen se liquidó sobre la valuación reducida 
en un 10 %. 

Que el impuesto territorial —creado por las leyes 
3550, 3597, 3645, 3787 y 3689— fué así de 1934 a 1938 
de m$n. 11.256; en 1939 alcanzó a m$n. 22.86830; en 
1940 y 1941 a rofn. 21.278,40, habiéndose satisfecho 
— salvo en 1936— oon rebaja del 10 %. 

Que la ley 3594 estableció además un gravamen 
adicional al ausentismo, de monto progresivo, que para 
el campo de la acto ra fué de 6 Vm y que las leyes 3645, 
3787 y 3889 mantuvieron con el nombre de ''gravamen 
al absentismo". 

Que su mandataria, la sociedad Polledo Hnos. y 
Cía., depositó en 28 de febrero de 1939 en el Banco de 
Córdoba la suma de m*n. 18.524,16 para satisfacer la 
contribución correspondiente a ese año. Objetado el 
pago por la Dirección de Rentas — que requirió la di- 
ferencia de mfn. 2.057,74 — esa suma fué depositada en 
31 de marzo por su apoderada, la que formuló protesta 
ante el escribano D. Jorge H. Guerrico, que fué notifi- 
cada al Banco de Córdoba según consta al pie del tes- 
timonio que acompaña. En la misma fecha Polledo 
Hnos. y Cía. remitieron al Gobierno de Córdoba un 
telegrama de protesta, de que trae también copia. 

Que en 29 de febrero de 1940, previo el pago de 
mtn. 19150,55 en concepto del impuesto territorial, se 
formuló también protesta telegráfica, que se hizo ex- 
tensiva a los pagos ulteriores. 

Que la Dirección de Bentas a requerimiento suyo, 
que hizo con la pertinente reserva de repetición, liquidó 
en 1940 el gravamen al absentismo correspondiente a 
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los años 1984 a 1940, por un total do m$n. 53.707,70, 
que fué pagado —con protesta telegráfica — en el Ban- 
co de Córdoba. 

Que el año 1941 satisfizo la contribución directa 
conjuntamente con el impuesto al ausentismo, también 
con protesta. 

Que detalla a continuación las utilidades líquidas 
del establecimiento "Covadonga" —sin deducción de 
la contribución territorial — los que oscilan de mtn. 
3.586,63 —en 1947— a mfn. 80.589,33, en 1941. Espe- 
cifica también la proporción en que las rentas fueron 
absorbidas por la contribución — sin adicional por au- 
sentismo y con él— llegando a un promedio de 44,76 % 
en el primer caso y 69,38 % en el segundo, lo que sos- 
tiene comprueba el carácter confiscatorio de los gravá- 
menes que repite, a saber: el impuesto al ausentismo de 
1934 a 1940 — m|n. 53.707,70, la contribución territorial 
de 1939— mtn. 20.581,90 -^de 1940 -m*n. 19.150,55— 
y de 1941 con recargo por absentismo — mfn. 26.332—. 
En total m*n. 119.772,15. 

Que sostiene que la contribución territorial que re- 
pite, aun sin recargo por ausentismo, es confiscatoria 
y con mayor razón, con él, contrariando la garantía de 
la propiedad del art. 17 de la Const. Nacional y los 
arta. 4, 5, 14 y 28 de la misma. Pues si la utilidad media 
del establecimiento "Covadonga" ha sido durante 8 
años de mf n. 30.905,10 es inadmisible un impuesto te- 
rritorial cuyo promedio fué de mtn. 13.832,57 y con 
recargo, m$n. 21.483,10, lo que representa el 44,76 y 
66,38 % de la renta respectivamente. La confiscatoríe- 
dad del impuesto resulta también del monto de la ta- 
sación fiscal del campo y de la elevación de la tasa 
del gravamen, todo lo que hace aplicables los principios 
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admitidos por la jurisprudencia de esta Corte en los 
precedentes que cita y refiere al caso de autos. 

Que si bien esta Corte ha admitido la validez cons- 
titucional de gravámenes al ausentismo, ello ha Bido 
a condición de que no fueran confiscatorios. Es lo que 
sucede en la especie, donde el recargo al aus itismo 
—del 6 V» sobre la tasación— viene a aumentar la ya 
abusiva tasa de la contribución, aplicada además sobre 
valuaciones exageradas, de tal manera que la confisca- 
ción aparece palmaria, y autoriza también la repeti- 
ción del impuesto adicional cuestionado, aun para los 
años 1934 a 1938. Añade por último que solicita se 
prescinda, como corresponde, del descuento del 10 % 
con que ha pagado los gravámenes que repite. 

Funda su derecho en los arts. 4, 5, 14, 17, 28 y 31 
de la Const. Nacional y 509, 622, 792 y concordantes 
del Cód. Civil y en definitiva pide que en su oportuni- 
dad se haga lugar a la demanda y se condene a la Prov. 
de Córdoba a devolverle la suma de mfn. 119.772,15, 
con intereses, costos y costas. 

Que corrido traslado contesta la demanda —fs. 
64— el Dr. Carlos J. Rodríguez, en representación de 
la Prov. de Córdoba, el que dice: 

Que de las protestas hechas por la actora en el 
año 1939, la que acredita la copia de la escritura acom- 
pañada, no aparece notificada y la telegráfica, por falta 
del aviso pertinente no comprueba su entrega al desti- 
natario, por lo que no son eficaces. 

Que tampoco se ha acompañado el aviso de entrega 
del telegrama de protesta correspondiente a 1940, ha- 
biéndose además omitido precisar qué artículo consti- 
tucional habría sido violado y por qué ley provincial. 
Las mismas objeciones caben a la reserva formulada 
el año 1941 y a la referente al impuesto al absentismo. 
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Falta pues el requisito esencial de la protesta eficaz, 
lo que basta para el rechazo de la demanda. 

Que según la buena doctrina financiera el funda- 
mento del impuesto territorial es el valor venal de la 
tierra, la renta presunta que ese capital debe producir, 
con el objeto de gravar el mayor valor derivado del 
progreso social, que indebidamente embolsa el terrate- 
niente. Es pues un impuesto a la renta ricardiana — o 
mejor— a la renta del mayor valor social y no a la 
renta real y neta ni a la renta agropecuaria fruto de 
la explotación de la tierra por el trabajo y el capital 
del dueño o el arrendatario. No es de hecho la cuestión 
planteada en la causa, referente a la proporción entre 
las utilidades y gravamen, que depende la mayoría de 
las veces, de la diligencia y capacidad del dueño o 
arrendatario y muy pocas, de causas fortuitas de la 
naturaleza. 

Que aun desde este punto de vista tampoco el im- 
puesto territorial cobrado es eonfiscatorio. 

Que admitiendo por via de hipótesis la verdad de 
la cifra de las utilidades de 1939 — m$n. 20.381— se 
requeriría el conocimiento de las circunstancias que 
enumera para hacer concebible que un capital de m$n. 
1.429.300 dé una renta tan inferior al 5 %, que alcan- 
zaría a más de m| n. 70.000, de que el impuesto no ab- 
sorbe ai el 30 %. 

Que lo mismo puede decirse respecto a 1940. La uti- 
lidad fué de m|n. 46.600 que dobla la del año anterior, 
lo que demuestra que no se trata de la renta normal 
del campo de la actora, que no es de tn$n. 20.000 ni 
46.000 sino más de 70.000. 

Que en efecto en 1941 la utilidad líquida fué de mfn. 
80.589, que excede la mínima del capital al 5 % y es la 
más baja correspondiente a una explotación agrícola 
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normal, con la inversión del trabajo y capital necesa- 
rios. Así lo probará en el curso del juicio. 

Que la precedente demostración es en todo aplica- 
ble al impuesto al absentismo, que es un recargo justi- 
ficado por la doctrina científica a todos los que gozan 
en el extrangero de las rentas producidas en nn país. 

Que debiendo la renta del campo de la actora ser 
superior a m$n. 00.000, los impuestos impugnados solo 
alcanzan, sumados, al 32 % de la misma. Son pues jus- 
tos y constitucionales. 

Termina pidiendo que en definitiva se rechace la 
demanda, con costas. 

Que abierta la causa a prueba —ta. 68 vta. — se 
produjo la que menciona el certificado de Secretaría 
de fs. 507. A fs. 511 y 537 se agregaron los alegatos 
de las partes, dictaminando el señor Procurador Ge- 
neral a fs. 541. A fs. 541 vta. se llamaron autos para 
definitiva. 

Y considerando : 

1) Que el pago de las sumas que se repite en los 
autos no ha sido desconocido en la contestación de la 
demanda, ni se discute en el alegato de fs. 537, la efi- 
cacia de la prueba producida respecto a los mismos 
— fs. 1 a 10; 270 y 392 y sigtes— . Debe pues tenérselo 
por acreditado. 

2) Que las objeciones formuladas a las proetatas 
invocadas por la actora deben desecharse. La notifica- 
ción de la que se hizo por acto público consta a fs. 110 
— v. además declaraciones de fs. 107, 107 vta. y 211 — 
y ta recepción de las telegráficas ha sido suficientemen- 
te probada — fs. 42, 44, 46, 48, 50, 88, 90, 271 y siguien- 
tes, 342 y 364 — . En cuanto a la falta de expresión de 
la garantía constitucional violada y de la ley provin- 
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cial impugnada, cou arreglo u la jurisprudencia de 
esto Corto —Fallos: 207 t 238 y los allí citados— no 
basta para privar de validez a k reserva si del texto 
de la misma resulta que no ha podido existir error res- 
pecto del impuesto objetarlo ni de la razón en que la 
impugnación se funda. Media por lo demás en la espe- 
cie la circunstancia de que tanto en la escritura pasada 
ante el escribano Guerrico — fs. 110— como en el tele- 
grama de marzo de 1939, testimoniado a fs. 364, se hizo 
mención expresa del carácter confiseatorio del impues- 
to, y que las protestas sucesivas — fs. 271 vta. y si- 
guientes — manifiestan ' ser reiteración de otras ante- 
riores, refiriéndose todas a anualidades distintas de 
un mismo gravamen o al adicional del mismo. A ello 
se agrega que el memorial de fs. 537 limita la defensa 
de la Provincia a la alegación de la validez de los tri- 
butos impugnados, omitiendo toda alusión a las defi- 
ciencias de las protestas en los puntos objetados al 
contestar la demanda, únicos sobre los cuales puede 
conocer el Tribunal. Conf. Fallos: 178, 9; 187, 392; 
188, 114 y otros. 

3) Que de la prueba producida en autos cabe des- 
tacar: los contratos de arrendamiento agregados de 
fs. 113 a fs. 206; las declaraciones de fs. 210; 211 vta.; 
los informes del Banco Hipotecario Nacional de fs. 217 
y del Ministerio de Agricultura, fs. 220 y siguientes; 
las declaraciones de fs. 242 ; 242 vta.; 243 vta.; 244 
vta.; 246 vta.; fs. 250; fs. 260 vta.; 251, 251 vta.; 252; 
los informes de los. Ministerios de Hacienda y Gobierno 
de la Prov. de Córdoba de fs. 268 y sigtes.; de fs. 292 
y sigtes.; del Ministerio de Agricultura de la Nación 
de fs. 312 y sigtes.: del Ministerio de Hacienda de la 
Provincia de fs, 329 y sigtes.: del Ministerio de Agri- 
cultura de la Nación de fs. 356 y sigtes.; del Ministerio 
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de Hacienda Provincial de fs. 366; la pericia del con- 
tador D. Manuel C. Romero Escobar —fs, 392 y sigtes. 
y 433; el informe del Ferrocarril Oeste de fs. 465 y 
la pericia del ing. agrónomo D. Martín Ezcnrra — fs. 
448 y sigtes; 476 y sigtes. y 484 y sigtes. 

Que el análisis de esta prueba autoriza a concluir 
que la tasación fiscal del establecimiento "Coyadonga" 
ha sido elevada. Así resulta de la apreciable reducción 
de la misma por las propias autoridades administrati- 
vas, que de la valuación máxima de mfn. 1.429.300 — pa- 
ra el año 1939— han llegado a un valor de mfn. 918.300 
para 1942. Para los años del pleito las tasaciones han 
sido, de 1934 a 1938, mfn. 1.286.400; en 1939, mfn. 
1.429.300; en 1940 y 1941, mfn. 1.329.900. Conf. f H . 270. 
El perito agrónomo, coincidiendo sensiblemente con las 
declaraciones de varios testigos, admite un valor de 
mfn. 60 la hectárea, o sea un total aproximado de 
mfn. 612.600. El informe del Banco Hipotecario Nació- 
nal de fs. 217 corrobora la conclusión del experto. 

Que la administración del campo de la acto ra no 
ha sido inobjetable. Porque el mismo no es indicado 
para la exclusiva explotación agrícola, y aún ésta ha 
dado resultados pobres, en lo que convienen ambas pe- 
ricias producidas en autos. 

Que aproximadamente los rendimientos reales bru- 
tos — es decir sin reducción de impuestos — durante los 
años del pleito —1934 a 1941— han sido los siguientes: 
mfn. 39.738,87 ; 21.564,98; 2.650,12; 2.934,20; 15.665,43; 
40.909,77; 65.596,95; 21.096,76. El impuesto territorial 
efectivamente pagado fué de mfn. 10.130,40 de 1934 a 
1938; de mfn. 20.581,90 en 1939; y de mfn. 19.150,55 en 
1940 y 1941. Con el recargo al ausentismo estas cifras 
se elevan en 1934 a mfn. 17.205,05; de 1935 a 1938, a 
mfn. 17.848,20; en 1939 a mfn. 29.157,30 y de 1940 y 
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1941, a m$n. 26.332. La proporción entre 
puesto es siempre superior al 40 % y en 4 




supera ampliamente el 100 %, 

Que como renta presunta para el mismo período 
de tiempo el ing. agrónomo Escurra ha calculado 
mfn. 64.930,48; 30.065,47; 35.129; 19.566,48; 31.116,12; 
55.616,33 ; 87.376,02; 34.967,57; con un promedio anual 
de m*iu 47.357,18, atribuyendo un valor locativo medio 
de m$n. 4,50 a 5 por hectárea del campo motivo del 
pleito. 

4) Que en sentencia reciente recaída en la causa 
seguida por D. Genaro García contra la Prov. de Cór- 
doba —fallada en 13 de octubre del corriente año— esta 
Corte ha declarado que a los efectos de la elucidación 
del carácter confiscatorio de la contribución territorial 
es decisiva la proporción que el impuesto objetado 
guada con el índice de productividad del inmueble gra- 
vado. De manera que en tanto la relación entre el valor 
de la propiedad y la tasa de la contribución sea razo- 
nable, la objeción de confiscatoriedad solo es admisible 
si se demostrara que el rendimiento corriente de una 
explotación económicamente eficiente del fundo en épo- 
cas normales, es absorbido por el impuesto en una pro- 
porción superior al 33 %. 

Que la jurisprudencia de esta Corte respecto de 
las sobretasas al absentismo ba declarado que las mis- 
mas no son constitucionalmente objetables si por su 
monto total, el impuesto no fuere confiscatorio. Conf. 
Fallos: 176, 188; 178, 98; 186, 421; 190, 159; 195, 135 
y otros. Mas es de notar que también para este supues- 
to rige la presunción de validez constitucional de las 
leyes nacionales y provinciales —Fallos 207, 238—, que 
no debe ceder si no ante una prueba tan clara y pre- 
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cisa como sea 




de la 




que se les imputa, 

5) Que la circunstancia de que el campo de la 
actora carezca totalmente de mejoras, al punto que las 
chacras desocupadas ''ofrecen el aspecto del campo 
abierto totalmente desprovisto de todo aquello que pu- 
diera significar un aporte de valor para eventuales 
explotaciones " — fs. 449 — no puede favorecer el éxito 
de la demanda. Porque como ha dicho esta Corte en 
Fallos: 204, 376 y reiterado en la causa seguida por 
García contra Córdoba arriba citada, el requisito para 
la procedencia de juicios similares al de autos, de la 
comprobación de una explotación eficiente, significa el 
debido aprovechamiento de todas las posibilidades al 
alcance del común de las gentes dedicadas a esta espe- 
cie de trabajo, lo que supone la incorporación de los 
capitales necesarios para aquel fin. El rendimiento de 
tales capitales han de tenerse en cuenta a los efectos 
del juicio, según igualmente se lo estableció en Fallos: 
207, 238 y en la causa García c. Córdoba. 

6) Que de todo lo expuesto puede concluirse que 
la demanda no debe prosperar en Jo referente al im- 
puesto al absentismo correspondiente a los años 1934 
a 1938 inclusive. Admitiendo en efecto, por las razones 
expresadas en los considerandos que anteceden y con 
arreglo a la doctrina de los precedentes allí citados, 
un índice de productividad superior al promedio de uti- 
lidades presuntas el período a que se ha hecho referen- 
cia aparece como un caso límite, que debe decidirse a 
favor del gravamen objetado. 

Que en la solución contraria se impone respecto de 
de los impuestos correspondientes a los años 1939, 1940 
y 1941. La proporción que los mismos guardan con la 
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estos años se aproxima al promedio de la anterior — 
sopera en efecto ampliamente el límite del 33 % esta- 
blecido por la jurisprudencia de esta Corte, que serta 
también sobrepasado con respecto a un índice de pro- 
ductividad de alrededor de m$n. 50.000, admisible para 
el caso de autos. 

En su mérito se decide hacer lugar en parte a la 
demanda y en consecuencia se declara que la Prov. de 
Córdoba debe devolver a la actora en el término de 
noventa días la suma de mfn. 81.821,30, con intereses a 
estilo de los que cobra el Banco de la Nación Argen- 
tina a partir de la notificación de la demanda. Sin 
costas, por no prosperar sino parcialmente la acción y 
atento la naturaleza de las cuestiones debatidas. 

Tomar D. Casares — Felipe S. 

PÉREZ — LUIS R. LoNGHI 

Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo O. Valenzuela. 



JUAN P. I BARRA Y OTRO v. PROVINCIA DE 
BUENOS AIRES 

CÚNSTITVVION RACIONAL: ConstÜuciot*iU&t<i * inconttitu- 
cionalidad. Decretos nacionales. Varios. 

Eg válido por ratón de bu origen el arancel de honorarios 
de abogados y procuradores creado por decreto del go- 
bierno de faeto y ratificado por la ley 12.997 ('}. 



(i) 31 de octubre de 1947. 
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ROSA CURION1 DE DEMARCHI v. PROVINCIA DE 

CORDOBA 

PAGO: Pago ¡mttbid*. Protesta. Notificación. 

Es válida la protesta efectuada ante escribano público y 
notificado al gerente de la sucursal del Banco autorizado 
para percibir el impuesto. 

PAGO : Principios gtneréta 

El pago de un gravamen de conformidad con la corres- 
pondiente liquidación oficial, exteriorizado por el recibo 
entregado por las oficinas recaudadoras de aquél, libera 
de esa obligación al contribuyente, que incorpora asi a su 
patrimonio un derecho adquirido amparado por el art 17 
de la Conat. Nacional En consecuencia, el Fisco no tie- 
ne derecho para cobrarle después suma alguna por dicho 
concepto, aunque alegue haberse incurrido en error al 
practicarse la liquidación que sirvió de base para la per- 
cepción del gravamen. 



Dictamen del Procurador General 



Suprema Corte: 

Acreditada con la conformidad de la contraparte 
(fe. 52) la nacionalidad extranjera de la actora, a que 
me referí en dictamen de fs. 45, según resulta de la in- 
formación de que dan cuenta las actuaciones de fa, 
47/48 y 53/54, creo que V. E. debe declarar que el cono- 
cimiento de la presente causa corresponde a la juris- 
dicción originaria del Tribunal, — Bs. Aires, mano 28 
de 1946. — Juan Alvares. 
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Y vistos los autos seguidos por 
de Demarchi contra la Provincia de Córdoba sobre co- 
bro de pesos, de los que resalta : 

Que a fs. 11 D. Aristóbulo T. Machado, en repre- 
sentación de la aetora, demanda a la Prov. de Córdoba 
por repetición de la sania de rain. 6.904,20, abonada en 
concepto del impuesto de contribución territorial y ab- 
sentismo, con intereses desde la fecba de la protesta y 
las costas del juicio, fondado en los hechos siguientes. 

Su mandante es propietaria, entre otras fracciones 
de campo situadas en la Prov. de Córdoba, de la regis- 
trada en la Dir. Oral, de Renta» bajo el n* 80.286. Al 
solicitar los cedulones correspondientes para el pago 
del impuesto por el año 1943, la mencionada repartición 
(Sección Contribución Directa) entregó una liquidación 
correspondiente al inmueble mencionado, en la cual 
aparecía una deuda de mfn. 6,904,20 por los añoi 1939 
a 1942 inclaBÍve. 

A pesar de que la aetora había pagado en legal 
tiempo y forma el impuesto liquidado por la provincia 
con respecto a la fracción de referencia, obteniendo los 
respectiv ib recibos, que acompaña, y no obstante el re- 
clamo administrativo que interpuso en setiembre de 
1943, bajo el n* 258-C-1943, habiendo la aetora vendido 
la fracción de campo tuvo que abonar la diferencia de 
impuesto señalada y lo hizo bajo protesta cuyo testi- 
monio presenta. 

La provincia aduce, para cobrar la diferencia en 
cuestión, qne la tasa que correspondía aplicar era del 
16 Voo de adicional en lugar del 8 %o más el 2 V» que 
erróneamente se cobró. 
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Después de indicar el exceso pagado indebidamen- 
te por cada uno de los años 1939 a 1942, que en total 
asciende a $ 6.904,80, la actora expresa que sólo hizo 
efectivo el pago de m*n. 6.275,20, porque de la suma 
mencionada en primer término se dedujo la de mfn. 
629,60 constituida por un crédito de su parte contra la 
Dir. Oral, de Rentas, que se imputó al saldo deudor del 
año 1939. Pasa luego a fundar su acción en el derecho 
de propiedad garantizado por el art. 17 de la Const. 
Nacional, y en un fallo de esta Corte Suprema publica- 
do en el t. 165 p. 5 de la respectiva colección, dictado en 
un caso idéntico al de autos, en el cual se estableció 
"que conforme a lo dispuesto por el art. 505 del Cód. 
Civil, el efecto liberatorio del pago en materia de im- 
puestos constituye un derecho patrimonial adquirido, 
garantizado por el art. 17 de la Const. Nacional'*. 

Termina la actora refiriéndose a la 
originaria de la Corte Suprema, que considera proce- 
dente por tratarse de un juicio contra una provincia 
por inconstitueionalidad de un pago exigido por la 
misma, y solicitando que se haga lugar a la acción, con 
intereses y costas. 

Que a fs. 26 el doctor Carlos J. Rodríguez, en re- 
presentación de la Prov. de Córdoba, solicita el recha- 
zo de la demanda con costas. 

Expresa que las leyes y la jurisprudencia invoca- 
das no son aplicables al caso, pues la situación plantea- 
da en el juicio en que recayó la sentencia de fallos 167, 
5 — en realidad único fundamento de la demanda — era 
muy diferente a la del sub-Utc. Allí su ataba del co- 
bro en virtud de unos decretos que exigían del contri- 
buyente un nuevo impuesto con efecto retroactivo, por 
no haberse incluido en la avaluación algunos inmuebles 

le treinta 



t.16 
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toncos, un derecho adquirido amparado por el art, 17 
de la Const. Nacional y por el art. 3» del C. Civil que es 
su consecuencia. 

Tal situación no es la del caso actual, según la de- 
mandada, pues no se trata de una ley o decreto provin- 
cial que se impugne de inconstitucional, ya que la 
ley de contribución territorial n* 4039 estaba en vigen- 
cia cuando se cobró y pagó el impuesto y se te otoigó 
a la actora el recibo por error de liquidación. Este error 
se debió a una equivocación en la aplicación de las ta- 
sas correspondientes, por lo cual sólo se dio al actor 
una liberación errónea, debiendo exigirse posterior- 
mente la diferencia. El caso de autos encuadra así en 
lo dispuesto por el art. 798 del Cód. Civil, que el Tri- 
bunal ha aplicado en un fallo del % 16 pág. 362, resol- 
viendo un caso análogo. El recibo o liberación dado por 
error no constituye un derecho adquirido porque es 
cláusula impiícitla la de 11 salvo error u omisión*'. No 
surge, pues, cuestión alguna sobre retroactividad de ley 
o decreto por el hecho de haberse cobrado una cantidad 
que por error se pagó de menos y de haberse dauo una 
errónea liberación. 

Con respecto a la protesta, la demandada afirma 
que si bien en el caso fué hecha por escritura pública, no 
constando si el escribano hizo la notificación a la au- 
toridad que correspondía, la actora debe probar ese 
extremo legal. 

Que a fs. 31 vta. se abrió la causa a prueba; a fs 
35 certificó el Secretario que las partes no produjeron 
pruebas; a fs. 38 y 42, respectivamente, alegaron las 
partes, a fs. 45 dictaminó el Sr. Procurador General y 
a fs. 45 
nitiva. 
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La protesta ha sido debidamente notificada por 
cnanto la Corte Suprema tiene resuelto que es válida 
la protesta ante escribano público cuando Be 
la misma al gerente de la sucursal del Banco 
para percibir el impuesto. Fallos; 185, 45. 

Que la actora funda su derecho en el art. 17 de la 
Const. Nacional, considerando que el efecto liberatorio 
del pago constituye un derecho patrimonial adquirido 
que garantiza el citado artículo. 

La provincia demandada, estando conforme con la 
relación de los hechos contenidos en la demanda, sos- 
tiene que al hacerse el pago se cometió error en la 
aplicación de las tasas qne correspondía cobrar, lo que 
ocasionó una liquidación inferior a la que adeudaba la 
actora, cuya consecuencia fué una liberación errónea. 
Con tales consideraciones sostiene su derecho a exigir 
el pago de la diferencia que faltaba y afirma que el re- 
cibo o liberación dado por error no constituye un de- 
recho adquirido. 

Que planteada la cuestión en los términos expues- 
tos, ella se reduce a establecer si la Provincia de Cór- 
doba ha podido cobrar la suma cuya devolución recla- 
ma la actora, después de haber otorgado recibos a la 
Sra. de Demarchi en los que consta que ésta abonó el 
impuesto liquidado por las oficinas respectivas en con- 
cepto de contribución territorial y absentismo corres- 
pondiente a los años 1939 a 1942. 

Que esta Corte Suprema tiene resuelto que si bien 
los impuestos no son obligaciones que emergen de los 
contratos, pues su imposición y la fuerza compulsiva 
para el cobro son actos de gobierno y de potestad pú- 
blica, no puede desconocerse, sin embargo, que el acto 
del pago crea una situación contractual entre el Estado 
y el contribuyente exteriorizada por el recibo que el pri- 
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mero otorga al segundo y por virtud del cual el deudor 
obtiene del Fisco la liberación de su obligación y este 
último queda desprovisto de todo medio legal para re- 
clamarle de nuevo el cumplimiento de aquélla; y que el 
efecto liberatorio del pago constituye un derecho pa- 
trimonial adquirido respecto del impuesto satisfecho 
y no puede ser desconocido (Fallos: 167, 5); que aun- 
que hubiera habido error en un decreto de la Provincia 
no podía invocarse ese error para dejar sin efecto una 
resolución* dado que si se admitiera tal facultad la es- 
tabilidad de los derechos sería ilusoria y los contribu- 
yentes no estarían nunca seguros en sub relaciones con 
el Fisco (Fallos: 188, 293) ; a lo que cabría agregar que 
en la sentencia que se registra en el volumen 158» 78 de 
su colección de fallos este alto Tribunal dijo: "Que, 
además, de acuerdo con el art 505 del Cod. Civil el cum- 
plimiento exacto de la obligación da al deudor el dere- 
cho de obtener la liberación correspondiente. Y el deu- 
dor la ha obtenido como lo reconoce la misma resolución 
administrativa. La interpretación atribuida al art. 4* 
de la ley 91 y al decreto reglamentario vulnera un de- 
recho adquirido por el contribuyente y por ende el art. 
17 de la Constitución, pues el Estado, mediante la in- 
tervención de sus funcionarios, le ha otorgado el corres- 
pondiente recibo de pago dóndole con eso la liberación 
de su obligación". 

Que igualmente ha declarado esta Corte Suprema 
que no se puede aducir, para justificar un decreto que 
ordena un nuevo pago de un impuesto ya satisfecho, ni 
la posibilidad de una infracción cometida por el contri- 
buyente, ni la de un error por parte suya. Lo primero 
porque el Fisco dispone de los medios adecuados que le 
concede la ley para fijar con exactitud el valor de loa 
inmuebles sin dependencia de la voluntad del propie- 



tario, y lo segundo porque si se admitiera como causa 
válida el error posible en la tasación practicada por el 
Fisco después de exigido y satisfecho el tributo, se crea- 
ría una situación de verdadera incertidumbre para el 
contribuyente y una grave perturbación en las transac- 
ciones que tuvieran por objeto la fortuna inmobiliaria, 
pues con un sistema de ese tipo no seria posible saber 
nunca al comprar, al vender o al constituir derechos 
reales si se adeudan o no impuestos de contribución 
directa. Agregando que esta Corte, al examinar los ca- 
sos en que fuera dable admitir la existencia de derechos 
adquiridos en materia de impuestos ha dicho que tal se- 
ría la hipótesis —entre otras — de que el Estado me- 
diante la intervención de sus funcionarios hubiese acep- 
tado la liquidación presentada por el deudor o hubiese 
otorgado el coresrpondiente recibo de pago, Fallos 167, 
5, ya citado. 

Que también ha resuelto esta Corte no ser función 
ni obligación de los particulares fiscalizar, controlar o 
apercibir al Estado por el descuido o ineficacia de los 
encargados de organizar la buena pencepciób de la 
renta cuando ello no afecta a sus derechos. Fallos: 154, 
162. 

Que de las normas fijadas por la Corte Suprema 
en las sentencias citadas resulta que los recibos otorga- 
dos a la actora por las oficinas encargadas de la percep- 
ción del impuesto de contribución territorial y absen- 
tismo, «©respondientes a los años 1939 a 1942, tienen 
el efecto de haberle liberado de toda obligación refe- 
rente a dicho impuesto y por los años mencionados. En 
consecuencia, la Prov. de Córdoba no ha podido legal- 
mente cobrar la suma reclamada en este juicio después 
que las oficinas receptoras otorgaron los recibos en que 
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consta que se satisfizo el impuesto en la forma oficial- 
mente liquidada. 

En ra mérito se declara que la Prov. de Córdoba 
debe pagar a la aotora, dentro del plazo de treinta días, 
la soma de $ 6.904,20 m/n., con intereses al tipo de los 
que cobra el Banco de la Nación Argentina a partir de 
la fecha de la interposición de la demanda. Con costas. 



Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Peres — Luis B. Loxohi — 
Justo L. Altabbz Rodríguez 




Año 1947 — Noviembre 



DIBO ANTAGLI v. IMPUESTOS INTERNOS 
PRESCRIPCION : Prescripción en materia penal. ftím*JM*uit. 

Los actos de procedimiento tendientes a asegurar la repre- 
sión de la infracción, como son las solicitudes de embargos 
e inhibiciones y su reinscripción, interrumpen la prescrip- 
ción de la pena con arreglo a lo dispuesto en el art. 3* de 
la ley 11.585 (»). 



DIRECCION GENERAL DE FERROCARRILES 

ADUANA: Procedimiento. 

Es indiscutible la personería de los apoderados designados 
por la Dirección General de Aduanas para representar al 
Fisco Nacional en los juicios respectivos con arreglo al 
decreto 2459/45 que es válido por ratón de su origen, ha 
subsistido no obstante la terminación del gobierno de facto 
y ha sido ratificado por la ley 12.922. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos fórmale». Interponi- 
ción del recurso, Fundamento, 

Es improcedente el recurso extraordinario que no ha sido 
debidamente fundado, a cuyo efecto requiérese que el es- 
crito mediante el cual se lo interpuso exprese no sólo la 
cuestión federal que se intenta someter a la Corte Supre- 
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na sino también las circunstancias de hecho de la causa 
y la relación que ellas guardan con los puntos de derecho 
federal en que se basa la apelación, 

FERROCARRILES. 

La franquicia prevista en la primera parte del art. 8» de 
la ley 5315 debe ser interpretada restrictivamente e im- 
pone que lo introducido pertenezca en propiedad a la em- 
presa ferroviaria a que está destinado (*). 



Resolución de la Dirección General de Advanas 

Bs. Aires, octubre 30 de 1943. 

Y vistos: 

Que, a fs. 1 vta, el Sr. Aquilea 4. Marzorati, contador in- 
terventor de la Sección Contralor Financiero de la Dirección 
General de Ferrocarriles, denuncia que el Ferrocarril del Sud 
ha introducido en el país con liberación de derechos, un deter- 
minado número de máquinas de contabilidad marea "Holle- 
rith" que no son de su propiedad, sino de la Compañía 
"International Business Machines *. 

Que, en apoyo de los términos de su denuncir. el citsdo 
funcionario agrega las constancias que corren de fu. 2 a 11 por 
las que se determina que las referidas máquinas pertenecen a 
la International Business Machines Co. of Déla- -e, quien las 
alquiló al Ferrocarril del Sud, de acuerdo con términos del 
contrato cuya copia figura a fs. 2/3, y en ei se dejs per- 
fectamente aclarado, que todas esas máquinas de propiedad 
exclusiva de la compañía y podrán ser retira* por la misma 
en cualquier momento, después de caducado i .cho derecho y 
contrato. 

Que, requerida la intervención de la Oficina de Control 
de Importaciones Condicionales a efectos de llegar a una deter- 
minación precisa de la magnitud y naturaleza de la infracción 
denunciada, el Inspector designado a tal efecto, Sr. Carlos J. 
Vidal Alcobendas, produce su informe de fs. 14/24, por el que, 



(i) En la tnifina fwha fueran reiu*>1t«i en igual aentido lma tainu* 
Kiruld» fontr» "P, C. Ba. Alm al Pacífico" y "Cía. Fran«« 4c lo» 
FF. CC. de la Prov. de Santa Fe". 
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corrobora los términos de la denuncia y precisa en forma ter- 
minante au importancia ; quedando delimitada la infracción en 
tres aspectos fundamentales que, a m vez, reflejan un carácter 
especial y definido i 1* El F. C. del Snd, hace una declaración 
falsa de propiedad real del total de las máquinas y accesorios 
importados ; 2* Posesión simulada de un conjunto de máquinas 
que importadas por el F. C. S. no estuvieron en ningún momen- 
to en su poder; 3» Abono de menores derechos de los que se 
adeudan por transferencia de esas máquinas. 

Que, comparecida en autos tanto el Ferrocarril como la 
International Business Machines Co. of Delaware, la primera 
de las nombradas, alega en su descargo que no existe infrac- 
ción alguna de las disposiciones aduaneras por cuanto la fran- 
quicia establecida por el art. 8* de la ley 5815, a que se acogie- 
ron, "no condiciona la franquicia a las mercaderías importa' 
das por una determinada empresa ferroviaria al hecho de que 
ella es propietaria de las mismas, pues en realidad otorga a los 
materiales y artículos de construcción y explotación que se in- 
troducen en el país, sin referencia alguna al carácter o no de 
propietaria de esos efectos que pueden investir las empresas 
introductoras" concepto éste que, a bu juicio es compartido 
asimismo por el art. 12 del decreto reglamentario de dicha 
ley ; argumentando además a su favor, que el hecho de haberse 
utilizado en el servicio de la explotación ferroviaria, aleja asi- 
mismo toda presunción de fraude, que éste hubiera existido, 
en el caso de no haber tenido ese destino, pues es sabiuo que 
ta International Business Machines Co. of Delaware no vende 
las máquinas tabuladoras, sino que las alquila". 

Que, expresa asimismo, en cuanto a 27 máquinas de las 43 
denunciadas, que fueron devueltas a la International Business 
Machines, previo pago de los derechos dispensados, con inter- 
vención de la Aduana y sin reparos, ni observación alguna, 
por solicitudes nros,. 2510-P-938 ; 685-F-940 y 1741-F.-940, y 
que, en cuanto a las 8 máquinas que son contempladas por el 
Inspector Vidal Alcohendas en el apartado b) de su informe, 
ellas han sido utilizadas por el F. C. del Sud en destino fe- 
rroviario. 

Que, lo expuesto es ratificado por la International Busi- 
ness Machinees Co. of Delaware en su escrito de fs. 41 ; y 

Considerando! 

Que, planteados los hechos en la forma expresada y re- 
querido el pertinente dictamen del Sr. Asesor Letrado con res- 
pecto a la situación legal de las firmas involucradas en la de- 
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nuneia, «t citado funcionario se expide a fs. 41, reiterando los 
conceptos vertido» a fs. 45/50 vta. del Exp. 182D-vs-942 en 
el que analiza las cuestiones planteadas, en sus diversas fases 
y llega a conclusiones similares a las de autos : 

a) Que no obstante estar liberadas por el art. 24 del de- 
creto reglamentario, de la tasa del Mr % que determina el 
art. 34 de la ley, para costear los pastos de fiscalización de su 
destino, las empresas ferroviarias que introduzcan material?» 
al amparo de las disposiciones de la ley 5314 —las Aduanas 
mantienen respecto de ellas su jurisdicción — hasta el momento 
mismo en que se produce la inversión total de la mercadería 
en el destino de ley o su nacionalización definitiva mediante el 
pago de los derechos de importación correspondientes. 

b) Que en cuanto a la declaración falsa de propiedad real 
de^ todas las máquinas y accesorios importados por el Ferroca- 
rril Pacífico — Snd en este caso — y de las que resulta ser pro- 
pietaria la International Business Machines Co. of Delaware, 
si bien el hecho de que se encuentran, algunas de ellas, en uso 
o en poder de la primera puede justificar el cumplimiento de 
au destino legal, e incluso alejar el carácter de infracción adua- 
nera, no lo es menos, que la empresa ferroviaria ha acreditado 
oportunamente ante la Aduana una responsabilidad — en su 
carácter de importador y propietaria legal de las máquinas — 
conforme a los términos que ilustran loa arta. 171, 595, 1059 
de las O. de Aduana, y que ella se mantiene en toda su fuerza 
mientras continué usufructuando de la liberalidad, y alcanza 
• cubrir cualquier contingencia que resulte de su destino. De- 
biendo asimismo, determinarse de acuerdo al texto del art. 12 
del decreto reglamentario de la ley 5315, que al expresar éste 
que todos loa materiales que se introduzcan al pais, para o en 
relación con la construcción y explotación del sistema explo- 
tado por la empresa, comprenditf^t en el capital reconocido por 
el Poder Ejecutivo, surge claramente, qtte los elementos intro- 
ducidos deben ser de propiedad de ta empresa ferroviaria in- 
troductora para poder gozar de los beneficios de la liberación. 

e) Que, en lo que respecta al caso de las maquinarias in- 
troducidas al pais en franquicia condicional de derechos y que 
han sido reexportados — transferidas para el caso de autos — 
debe considerarse que su situación arancelaria quedó condicio- 
nada al hecho posterior de que el importador le diera el desti- 
no, por el art. 6* de la ley 5315; en tal concepto, si dichas má- 
quinas se remiten nuevamente al exterior o se alejan de su 
destino especifico después de consumarse su nacionalización, 
por el solo hecho de haberse introducido a plaza, deben satis- 
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facerse previamente loa derechos de importación adeudado®, 
los que hacen efectivos, no por la mera circunstancia de la 
exportación sino porque dejaron de cumplir el destino que mo- 
tivara la franquicia, conclusión ésta, que por razones de orden 
público y de interés fiscal ha sido sustentada por el Departa- 
mento de Hacienda en casos análogos. 

d) Que, tocante a las máquinas y accesorios que, introdu- 
cidos en franquicia por el P. C. S. pasaron a poder de la Inter- 
national Business Machines, y otras que en ningún momento 
fueron utilizadas en la explotación de sus servicios, estima ha- 
berse violado las disposiciones de los arts. 15 del superior de- 
creto del 7 de septiembre de 1910 y 16 del Decreto Reglamen- 
tario de la Ley de Aduana, y por ende, que se ha originado 
la responsabilidad penal contemplada por los arta. 1025 y 10¿6 
O. de Aduana, procediendo únicamente su atenuación en el 
caso de los últimos, si éstas hubieran permanecido sin uso, en 
los depósitos de la empresa. 

e) Que, después de analizar la situación irregular precita- 
da —pasible de pena— y la de aquellas otras, sobre las cuales 
satisfizo derechos inferiores a los que correspondía aplicar, 
pone en evidencia dos situaciones que, a bu vet, son suscepti- 
bles de provocar perjuicio fiscal, y que se deben investigar 
ampliamente por dichas causales : 1* en qué forma ha gravita- 
do sobre la contribución del 3 % para el Pisco, y 2* «se ha 
originado alguna alteración en el margen de divisas utilizadas 
por la adquisición de dichas maquinarias y accesorios, en for- 
ma de permitir especulaciones al margen de las normas que 
rigen en lo tocante al Control de Cambios'*. 

Que, complementando las conclusiones someramente anali- 
zadas a que arriba el Sr. Asesor Letrado en su dictamen, debe 
hacerse resaltar, con respecto a las consideraciones expuestas 
en el apartado a), que la liberación de la tasa del %%«**■ 
blecido por el art. 24 de la Ley de Aduanas (art. 4* de la ley 
12.345), no supone la existencia de un régimen especial al mar- 
fren de las disposiciones de carácter aduanero que tienden al 
contralor del uso legal de las mercaderías favorecidas arance- 
lariamente en virtud de un destino especifico, sino que es In- 
consecuencia de la obligación impositiva contemplada por el 
art. 8. de la ley 5315, por la que, con exclusión de todo otro 
impuesto nacional, municipal, etc., se le fija una contribución 
del 3 % sobre el total de las utilidades. 

Que, en lo referente a la situación que se estudia en el 
punto b), debe tenerse en cuenta que, el carácter de propieta- 
ria de la mercadería —cuya condición se pretende desconocer 
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como ano de los elementos tenidos en cuenta para conceder la 
franquicia— es un. exigencia ineludible que surge de les t¿r- 
™¡™ ^el art 4' del superior decreto del 17 de setiembre de 
1310 ja que, si cae no hubiera sido el concepto principal no 

reglamentario de marcar "toda máquina o instrumentos de 
madera o de metal. ...» "a presión, percusión, fuego o de otra 

respectiva. . . "sin cuyo* requisitos no se permitirá su despa- 
ctto y retiro, sin previo pairo de los derechos de Aduana" 
—i 1 W Í e1 ineu " | P¡ ÍB,i e n t» de esa condición, de ta propiedad 
hSjSJ* . m / readería ->' <• «mulación en que a ese respecto 
Ji^^ZJ 1 *? 1 **^, nn P ef i uic ¡° '«cal, ya qne de haber 
«do introducida» al país, por la International Business Machi- 
nea Lo. of Delaware, las maquinas de referencia hubieran te- 
nido que «atufacer los derechos que indebidamente se les dís- 

S££¿L -a u cond,e,ones de «ogerse al tratamiento 

8K\¡E&S * n 1 ue . •* ampararon gracias a la 

falsa manifestación en que incurriera el P. C. del Sud 

«-~S U< *Ki de i I,W «"•Patatal comprobadas es directamente 
K B be , ¡¡ «"P"** ferroviaria, y sobre ella debe recaer 
io232feífí2HA^*i e ? to Í° * u ri *° r ' informe a las dis- 

ffíSTI £ ÍS 25 Si?.?' de Aduana > v '» litación 
al fiaco de los derechos indebidamente dispensados, los t.ue a 
no mediai -esa i circunstancia debería satisfacer la International 
Business Machines of Delaware. 

Que ente criterio no sólo resulta aplicable al caso de las 
maquinas que siempre estuvieron en poder del Ferrocarril 
ÜT^'V 1 ( ! e , 8( «. l,e]la8 respecto de las cuales se abona! 
ron derechos inferiores a los que en realidad correspondía, va 
que se establecieron sobre la base de una situación a toda» 
luces irregular, ya que el carácter doloso de la operación lle- 
vada a cabo por el Ferrocarril del Sud es evidente. 

Que, los aspectos considerados en la parte final de su dic- 
tamen, por el 8r. Asesor Letrado, teniendo en cuenta para ello 
ratone* de interca general, deben substanciarse y resolverse por 
aquellos organismos administrativos competentes, sin que ello 
obste, para que esta Administración resuelva sobre el aspecto 
aduanero de las infracciones, que, a esta altura de la investi- 
gación se encuentran plenamente aclaradas. 

ñor riBa-n" íí'*^ 8 '* denune , ÍB <* w 86 f «™nla .v tramita 
por el Exp. 33.;,33 agregado, a la que da origen la situación 
de las maquinas introducid» al país por Despacho número 
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133 180/937 que está involucrada en la denuncia que se inves- 
tiga con anterioridad en estos autos, corresponde sobreseerla 
por la evidente prioridad que, con respecto de ella tiene la de 
fs 1 v vta., presentada por el Sr. Aquilea Marsorati. 

Por ella, en uso de las facultades emergentes de les textos 
legales precitados y del art 1054 de la ley 810, 

Se resuelve: 

1» Imponer al Ferrocarril del Sud, una multa igual al 
valor de las máquina» y accesorios en infracción y el pago de 
los derechos dispensados correspondientes a las máquinas y 
accesorios indebidamente introducidos al país con liberación 
de derechos, y los diferenciales ^T(^ndien\en s\ áem^ 
aceptado en las solicitudes nros. 2510-F-938, 478-F-939, 685-F- 
940 y 1741-F-940 sin perjuicio de satisfacer la reposición de 
sellos que corresponda. . . 

2* La multa impuesta se adjudica, por partes iguales, 
entre el denunciante Sr. Aquiles Marsorati y el 
don Carlos J. Vidal Alcobendas (ine. 3» del art. 1030 de las 

O. de Aduana). , 

3» Remitir sendas copias fotográficas de las actuación^ 
producidas a ís. 1 y vta„ 14/25 y 42 vta /44 y del presente 
Wm « Inspección de Contabilidad de los Ferrocarriles y 
Oficinas de Control de Cambios, a los fines que hubiere lagar. 
— Lorenzo Caino. 



Sentencia del Jüez Federal 

Bs. Aires, octubre 31 de 1945. 



Vistos y considerando : 

Que si la International Business Machines hubiera impor- 
tado directamente las máquinas de contabilidad r^a Hol- 
lerith" de su propiedad, para arrendárselas «1 Ferrocamlüel 
Sud habría tenido que abonar los correspondientes derechos 
aSLer^ por cuanto dichas máquinas sólo gozaban de fran- 
nmeia en caso de pertenecer al Ferrocarril. 
q Que siendo asi, al importarlas la recurrente manifestando 
la falsedad que eran de an propiedad, y pidiendo, por ell o ^ se 
i concediese la correspondiente franquicia (que le fué otor- 
g ada" el Seo quedó perjudicado en el importe de los dere. 
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chos que hubieran abonado esas máquinas de haberse declarado 
qne pertenecían a la Internationa) Business Machines. 

Que por ese hecho y de acuerdo con lo resuelto por el 
subscripto en autos "Ferrocarril Buenos Aires al Paeífico 
Aduana 182-D-1942" (sentencia de fecha 17 de septiembre 
ppdo.) la recurrente es pasible de pena de acuerdo con lo dis- 
puesto en los arte. 1025 y 1026 de las O. de Aduana, no siendo 
óbice para ello que el art, 8° de la ley n* 5315 no especifique 
en forma expresa que los material, y artículos de construc- 
ción introducidos por las empresas de ferrocarriles han de ser 
propiedad de las mismas, pues si la recurrente así lo entendía, 
debió haber efectuado la solicitud del caso ante la Aduana 
manifestando cuál era la verdadera situación legal de eens 
maquinas y no falsear los hechos at importarlas como si fue- 
ran de su propiedad. 

Que en cuanto a la cuestión sostenida de que este recurso 
debe declararse desierto, atento lo resuelto por la Cámara Fe- 
deral de Apelaciones a fs. 99, existe cosa juzgada al respecto 
— Horacio Fox. 



Sentencia de la CAmar> Federal 

Bs. Aires, julio 5 de 1946. 

Considerando : 

La sentencia de fs. 189 ha sido recurrida por el denun- 
ciante por no haberse hecho lugar a la deserción del recurso 
que alego, y por la denunciada en ratón de la sanción impues- 
ta, que considera improcedente, sin perjuicio de alegar la pres- 
cripción de la acción penal. 

En cuanto a la expresión de agravios de fs. 194 que per- 
sigue la declaratoria de deserción del recurso, debe estimarse 
que, en presencia de lo resuelto a fs. 99, existe cosa juzgada, 
como lo expresa el juei o-qao y por ende se reconoce v declara 
la improcedencia de los agravios y de) reclamo pretendido. 

La prescripción invocada a fs. 201, no puede prosperar, 
pues el presentí raso está regido por lo dispuesto en la segun- 
da parte del art. 433 de la ley 810, bastando observar que las 
maquinas objeto de la denuncia entraron al país desde 1937 
cu adelante (fs. 17 a 24), lo que pone de manifiesto que los 
diez «ños a que alude la disposición citada, no han transcurri- 
do, independientemente de las demiis defensas que al respecto 
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se aducen por el Ministerio Fiscal y por el denunciante a fs. 

20 ° R^iecto al fondo de la cuestión debatida, debe recono- 
cerse que la infracción imputada está comprobada ya que en 
autos M ha acreditado que no se ajustaron a la verdad las rei- 
teradas declaraciones hechas por la denunciada, que. de acuer- 
do sin duda con la International Business Machines Co. of 
Delaware y con el fin de introducirlas librea de derecho» , uzo 
figurar como de pertenencia del Ferrocarril diversas maquinas 
d? contabilidad marca "Hollerith'' que eran de exclusiva 
propiedad de dicha compañía. 

El contrato que en copia corre a fs. 24/5, acredita que la 
Intencional Business Machines Co of Delaware se compro- 
metió a suministrar en alquiler al F. C « las 
do máquinas que detalla el convenio. Siendo as Mfc**J £ 
ñas, ditinadas a alquilarse, fueron siempre de P^**™* « 
la Sociedad nombrada, y consiguientemente no pudo invocarse 
a su respeto el beneficio del art. * de la ley 5315, ^que sólo 
fué concedido a loa materiales y artículos de construcción y 
explotación destinados a las empresas ferroviarias. 

La propia denunciada debió entender que para poder ¡n- 
troducir esas máquinas libres de derechos era necesario hacer- 
las figurar como de su pertenencia (fs. 17 a 22). Así, efecti- 
«amente, se cumplieron los despacha y co^ciien^as de e« 
supuesta propiedad, fueron las solicitudes de permisos para 
Ariormente diversas máquinas l^PlQ 
rreapondientes a máquinas tabuladoras a feMgl* fflg 
International Business Machines Co. (fs. 4-8-11-14). Tafcs 
solicitudes de permisos de ventas no se conciHan con lo expre- 
samente reconocido en los contratos de arrendamiento, de que 
se informa a fs. 24 y 35. Si las máquinas pertenecían a la In- 
ternational Business" como locadora, no se concrt* que el lo- 
catario (F. C. S.) pueda pretender figurar como vendedor de 
las mismas a quien era su duefio. 

Cualquiera que haya sido el propósito que indujo a os 
interesados a formalizar el contrato de locación aludido y las 
tSSSíSmBí q«e reflejan las solicitudes menciona- 
das la verdad es que de parte de los intervinientes medió fal- 
^SSSmS sus relaciones con la Aduana tanto más 
criticable cnanto que se buscaba ampararse irregularmente en 
un beneficio fiscal que, en raíón de su propia naturaleza exi- 
cía la mavor escrupulosidad en las declaraciones aduanera- 
relacionadas con los respectivos despachos . 

El aeta de fs. 42 acredi'i que las maquinas intervenidas 
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que se hallaban en r esíón del Ferrocarril llevan una chapa 
adherida con remache*, en las que se encuentran impresas !ns 
iniciales del V. C. Su... lo que confirma que el propósito que 
animaba a los interesados era inducir a la Aduana en la creen- 
cia de que efectivamente tales máquinas eran de exclusiva per- 
tenencia del Ferrocarril, justificándose así aparentemente el 
beneficio fiscal invocado. 

Se arguye por la denunciada que para pozar de la libera- 
ción de derechos no es indispensable tener la propiedad de las 
máquinas, desde el momento que se ha probado que éstas, efec- 
tivamente, estaban destinadas al uso de la empresa, lo que basta 
par.* legitimar la eximición de derechos. 

Tal defensa es inadmisible, en presencia de los contratos de 
locación que demuestran que la International Business conser- 
vaba siempre la propiedad de las máquinas, lo que significa 
que en definitiva resultaría ser la beneficiaría de la liberación, 
sin que a su respecto mediara autorización legal. Está en el es- 
píritu del art. S* de ta ley 5315 que los artículos amparados 
con franquicia deben pertenecer en propiedad al Ferrocarril, 
incorporándose a su capital. La ley no ha buscado amparar a 
los intermediarios, sino exclusivamente al capital de las em- 
presas ferroviarias. La situación de autos es distinta a la que 
se contempló en el caso de la Compañía General de Ferroca- 
rriles fallado el 29 de abril ppdo., pues allí pudo resolverse 
que por el bien de que se trataba, el ferrocarril no debía abo- 
nar Á impuesto de contribución territorial, porque la tierra le 
había sido entregada en propiedad, aunque no se hubiera ex- 
tendido título y la misma había sido incorporada a la Cuenta 
Capital. 

Pero en la hipótesis de que la tesis de la empresa denun- 
ciada se hubiese supuesto viable, debieron tanto la Internatio- 
nal Business como el F. C. Sud. plantear clara y leatmente su 
caso ante la Aduana, formulando las peticiones que creyeran 
ajustadas a su derecho, en lugar de adoptar el procedimiento 
de ocultación y de simulación, que necesariamente la justicia 
debe sancionar sin atenuaciones conforme a lo dispuesto en los 
arts. 1025 y 1026 de la ley 810. 

Por ello, y sus fundamentos, se confirma, con costas la 
sentencia apelada de fs, 189 que, al confirmar la resolución 
administrativa de fs. 54, impone al Ferrocarrl del Sud una 
multa igual al valor de las máquinas y accesorios vn infracción. 
~- Vario* rfW Campillo, — Juan A. González Calderón. — 
Carlos Herrera. 
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Dictamen del PuocuitAüon General 
Suprema Corte: 

Por decreto m'nn. 2450, de fecha 25 de febrero del 
corriente año (Bol. Ofic., 16 de marzo), so facultó a la 
Dir. Gral. de Aduanas para designar funcionarios que 
representaran al Fisco Nacional en los juicios por co- 
bro de impuestos de Aduana, multas, servicios, intere- 
ses y otros cargos, así como en los recursos contenciosos 
nrevistos por las Ordenanzas y la ley de la materia; 
representación que tendrían también los procuradores 
fiscales mientras no se hubiere designado otro funcio- 
nario para reemplazarlos. En cumplimiento de 
creto, el 20 de agosto se presentó a V. E. el Dr. 
Lificir pidiendo ser admitido en estos autos como re- 
presentante del Pisco, atento el nombramiento que, 
con aprobación del Ministerio de Hacienda, se le bahía 
conferido a tal efecto por el Direetor General de Adua- 
nas. 

V. E. lo tuvo en tal carácter (fs. 227) ; mas contra 
esa providencia ha interpuesto revocatoria la Empresa 
del Ferrocarril del Snd, apelante del fallo de fs. 217, 
sosteniendo que si bien el decreto aludido pudo tener 
validez durante la existeucia del Ejecutivo de fado, 
dicha validez desapareció a partir de la reinstalación 
constitucional del II, Congreso. Fundado en tal razón, 
solicita se declare que el Dr. Lificir carece de persone- 
ría, pues el Fisco debe ser representado en estos autos 
por el Proc. Gral. de la Nación, conforme lo establece el 
art. V de la ley 3367. Con tal motivo, V. E. me da vista 
de los autos. 
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Contestándola, cúmpleme recordar que: 

a) el art. 1» de la ley 3367, citado, autoriza al P. E. 
para encomendar al Sr. Proc. del Tesoro la re- 
presentación del Fisco, en reemplazo de los pro- 
curadores fiscales y del Proc. Oral, de la Na- 
ción; 

b) el decreto núm. 2459/46, establece en su art, 4» 
que "la Procuración del Tesoro concertará con 
las reparticiones que tengan representación di- 
recta en juicio, la forma en que ella tenga que 
ser ejercida, de acuerdo a un criterio uniforme 
en las cuestiones de orden general y siguiendo 

Prácticamente, pues, no se lia prescindido de dar 
intervención al Sr. Proc, del Tesoro en la representa- 
ción del Fisco; pero queda cierto margen de duda en 
en cuanto a la inexistencia de ley que, en forma categó- 
rica, autorice al Ejecutivo para permitir representen 
al Fisco funcionarios de Aduana con intervención del 
Sr. Proc. del Tesoro, Justamente por ello, el Ejecutivo 
lia pedido al II. Congreso ratifique el decreto núm. 
¡2459/46, ratificación prestada ya por el H. Senndo. 

Como el cuerpo legislativo que dictó la ley 3367 
puede aclararla, modificarla o derogarla, es evidente 
que una ratificación del decreto, con efeeto retroactivo, 
haría desaparecer cualquiera duda acerca de si la Na- 
ción ha estado debidamente representada en esta ins- 
tancia. 

Quicio ponerme, sin embargo, en el caso de que 
tal aprobación legislativa no se obtenga, o no se la 
preste con la rapidez que el trámite de este litigo exige. 
Para caso tal, y a fin de evitar al Fisco todo perjuicio, 
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declaro que, pues con arreglo a la ley 33G7 sería yo el 
encargado de asumir la representación del Fisco, man- 
tengo desde ya los derechos del misino, y por los fun- 
damentos lieelios valer en instancias anteriores por los 
Proe. Fiscales (fs. 122, 188 y 205), pido se mantenga 
la sentencia apelada, corriente a fs. 217, que al confir- 
mar la de primera instancia (fs. 189) rechazó totalmen- 
te las pretensiones del Ferrocarril del Sud recurrente. 
Tan claras, tan convincentes, son las razones espuestas 
en dichas sentencias, que no han menester otro co- 
metario. 

Dejo así evacuada la vista que se me corrió. — Bs. 
Aires, noviembre 14 de 1946. — Juan Alvarez. 
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Bs. Aires, 5 de noviembre de 1947. 

Y vistos los autos "Dir. Gral. de Ferrocarriles, 
Aduana 183-D-1942", en los que se ha concedido el 
recurso extraordinario interpuesto por el representan- 
te del Ferrocarril del Sud contra la sentencia de la Cá- 
mara Federal de la Capital. 



Que la personería invocada a fs. 226 por D. Mignel 
Lificir es indiscutible atento lo dispuesto por los arts. 
1* y 5' del decreto 2459/46 ratificado por la ley 12,922 
del 10 de enero de 1947 (Boletín Semanal del Min. de 
Hacienda de la Nación, año I, n* 45, marzo 29 de 1947, 
pág. 3651; Fallos: 207, 200). Por lo demás, la falta de 
dicha ratificación no era suficiente para privar de va- 
lidez al mencionado decreto (sentencia dictada por esta 
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Corte Suprema el 1* de octubre corriente en loa autos 
"Ziella Egidio v. Smiríglio Hnos." y las allí citadas). 

Que denegado por la Cámara Federal el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 223 por el denunciante 
D. Aquiles J. Marzorati y rechazado por esta Corte Su- 
prema el recurso de queja deducido con motivo de dicha 
denegación (sentencia del 4 de noviembre de 1946 en 
el "Recurso de hecho deducido por Aquiles J. Marzo- 
rati en los antos Dir. Oral, de Ferrocarriles, Aduana 
183-D-1942 c. Ferrocarril Sud"), corresponde prescin- 
dir de la cuestión referente a la excepción de cosa juz- 
gada que invoca el nombrado denunciante. 

Que el recurso extraordinario concedido a la em- 
presa ferroviaria es improcedente en cuanto se refiere 
a la prescripción invocada por la misma, porque el es- 
crito de fs. 221 se halla deficientemente fundado al 
respecto. En efecto, conforme a lo resuelto por esta 
Corte Suprema en tas causas "Muñoz v. Impuestos In- 
ternos" y "Loiácono v. Casa Muñoz", falladas res- 
pectivamente el 3 y el 19 de setiembre ppdo., y en otras 
que allí se citan, el escrito en que se interpone el recur- 
so extraordinario debe expresar no sólo ta cuestión 
federal que se intenta someter a la Corte sino también 
las circunstancias de hecho de la causa y la relación 
que las mismas guardan con los puntos de derecho fe- 
de ral en que se basa la npelación, a cuyo efecto es 
insuficiente la remisión a constancias anteriores de los 
autos. Es patente que el escrito mencionado no reúne 
dichos requisitos en cuanto al punto referente a la 
prescripción. 

Que el recurso procede con respecto a la cuestión 
referente a ta interpretación del art. 8' de la ley 5315. 
El último considerando de la sentencia apelada no tiene 
el alcance que le atribuyen el denunciante y el repre- 
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sentante del Fisco, puesto que el tribunal ha partido 
de la base de que existía perjuicio fiscal. Y esto último 
es justamente lo que depende de la interpretación que 
se atribuya al artículo mencionado que guarda, pues, la 
relación directa e inmediata exigida por el art. 15 de la 
ley 48 y la reiterada jurisprudencia de esta Corte. Por 
tanto, el recurso extraordinario ha sido bien concedido 
por la Cámara Federal en cuanto a ese punto. 

Que la franquicia prevista en la primera parte del 
art. 8* de la ley 5315 con respecto "a los materiales y 
artículos de construcción y explotación que se introduz- 
can en el país" no fué una innovación de la mencionada 
ley. La estableció mucho antes el art. 54 de la ley 531, 
al disponer en el año 1872 que "todos los materiales 
necesarios para la construcción o explotación de ferro- 
carriles nacionales serán introducidos libres de dere- 
chos". A lo cual agregó, previsoramente, que "el P. E. 
dictará las medidas necesarias para impedir los abusos 
en el ejercicio de esta prerrogativa". 

Reglamentando ese precepto el P. E. estableció, 
por decreto del 5 de marzo de 1884, que dichos materia- 
les deberían ser directamente importados por las em- 
presas ferroviarias trayendo conocimientos a su orden 
extendidos en los puertos de procedencia (art. 1*) des- 
de los cuales deberán también Venir marcados a fuego, 
presión o percusión con el nombre muy visible de la 
empresa a que vinieran destinados, requisito sin el cual 
no serán exonerados de derechos (art. •*). Previo, ade- 
más, la posibilidad de que los ferrocarriles tuviesen 
necesidad de vender algunos de los materiales introdu- 
cidos con franquicia — lo que necesariamente supone 
que los poseían como dueños — estableciendo los requi- 
sitos a cumplirse para el cobro de los derechos corres- 
comiso (arts. 4 V y 



decreto posterior, del 25 de octubre de 1886, autorizóse 
la compra en depósito de los materiales de referencia 
—lo cual excluye el arrendamiento— exigiéndose que a 
la presentación de las transferencias las aduanas dis- 
pusieran la marcación de los mismos. 

La ley 2861, que derogó el art. 54 de la 531 man- 
tuvo el requisito de la marcación (art. 3»), prohibió 
expresamente la verta de artículos de consumo intro- 
ducidos libres de derechos y autorizó la de los materia- 
les de construcción previo pago de los derechos que 
adeudasen a su primer entrada. Agregó que "el P. E. 
dictará el reglamento general para la introducción de 
materiales de construcción y artículos de consumo en 
armonía con las prescripciones de la presente ley". El 
decreto reglamentario de la misma, dictada el 30 de 
noviembre de 1891, contiene disposiciones concordantes 
(v. arts. 5' y 6*). 

Todas esas normas ponen de manifiesto que al es- 
tablecer la franquicia y adoptar las medidas necesarias 
para evitar el abuso de la misma se ha partido de la 
base de que los artículos que se introdujeran en esa 
forma serían do propiedad de las empresas ferroviarias. 

Que esa inteligencia debe ser mantenida con ma- 
yor razón bajo el régimen de la ley 5315, que no sólo 
lia conservado esa exención sino que la ha extendido 
a todo impuesto nacional, provincial o municipal, a 
cambio de una contribución única del 3 % sobre el 
producto líquido de las líneas a determinarse en la 
forma que establece. Interpretar la ley 5315 con el 
alcance de que la liberación de impuestos no exige 
otro requisito que la afectación de las cosas a un des- 
tino ferroviario, con prescindencia de quien sea el pro- 
pietario, equivaldría, por una parte, a dejar librado 
ul arbitrio de Jas empresas los cálculos que los arts. 
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8» y í)' de aquella prevén para determinar el monto de 
la contribución del 3 c /o que las compañías deben pa- 
gar a la Nación y el monto de las tarifas que están 
autorizadas a cobrar, prescindiendo de las fac. itades 
que la ley atribuye al Poder Ejecutivo, y, por otra 
parte, a facilitar la evasión del impuesto que debe 
recaer sobre quien realmente explota la cosa gravada 
— su dueño y locador — mediante el sencillo procedi- 
miento de ponerlo a cargo de quien, estando exento del 
mismo, la utiliza como locatario. En otros términos, 
habría que aceptar que puede lograrse por vía indi- 
recta una franquicia que no sería posible obtener direc- 
tamente. El resultado de tal interpretación sería, en el 
presente caso, permitir a la Intenuitional Business 
Machines Co. of Delaware explotar en la Bepública 
Argentina las máquinas que fabrica para darlas en 
locación — lo que necesariamente supone su introduc- 
ción en el país y el mantenimiento en el mismo de un 

lo demás, en el contrato respectivo transcripto a fs. 
35— sin tener que pagar impuesto aduanero alguno. 
A lo cual se agrega aún que la forma de pago conveni- 
da no permite establecer con exactitud — por lo menos 
no se ha demostrado en autos — en quó medida resultan 
beneficiadas con la liberación de derechos la empresa 
ferroviaria y la fabricante de las máquinas alquiladas 
por aquélla. No parece dudoso que tales combinaciones 
no pueden hallarse comprendidas entre los fines perse- 
guidos por el legislador al establecer el régimen previs- 
to en los arts. 8» y í>° y concordantes de la ley 5315. 

Que, en suma, el requisito de un destino ferroviario 
exclusivo y permanente y el propósito de favorecer con 
la exención sólo a la explotación ferroviaria, todo lo 
cual resulta, según queda explicado, de la razón de ser 
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y los antecedentes de la franquicia en cuestión, imponen 
que lo introducido pertenezca al ferrocarril a que está 
destinado, pues tanto la exclusividad y permanencia del 
destino como lu restricción del beneficio a la explota- 
ción tenida en vista al acordarla no se pueden conside- 
rar recular y ordinariamente aseguradas sino mediante 
el dominio exclusivo de la empresa sobre los objetos 
introducidos. Cuando por la naturaleza de la relación 
jurídica de la empresa con ellos pueden dejar de estar 
afectados a la explotación ferroviaria, — fuera de los 
casos do dcs.ifcctación por inutilidad contemplados eu 
las disposiciones legales y reglamenta rias de que se 
ti izo mención — , que es lo que sucede con los que no 
pertenecen a la empresa sino que ésta es a su respecto 
sólo mentaría, es posible que la franquicia llegue a fa- 
vorecer otros destinos u otros intereses, tonto más si 
i-orno en este caso se la acordó sin conocimiento de esa 
modalidad y sin poder considerar, por consiguiente, la 
imposición de exigencias y resguardos adecuados para 
impedir su desnaturalización. 

Que por otra parte, como lo ha declarado esta Cor- 
to Suprema en Pullos: 113, 3ííó; 118, 411 y otros, el 
art. $•> de la ley 5315 contiene a favor de las empresas 
ferroviarias una excepción a las leyes generales que 
establecen las contribuciones destinadas a sufragar los 
gastos de la administración pública y en tal concepto, 
sean cual fueren los motivos que lian podido fundar 
dicha exención, las disposiciones de ese carácter deben 
ser interpretadas restrictivamente. 

Que la interpretación sustentada en el presente 
fallo concuerda, por lo demás, con la jurisprudencia 
de esta Cui te Suprema referente a la exigencia de que 
los bienes de las empresas figuren eu la cuenta capital 
con el asentimiento del P. K. para gozar del beneficio 
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de la exención de impuestos (fallos: 206, 430 y los allí 
citados) aun cuando dicho requisito no siempre sea 
bastante para ello (Fallos, 205, IOS y el dictado con 
fecha 24 do setiembre ppdo, en la causa "Cía. Gral. de 
FF, CC. en la Prov. de Buenos Aires v. Gobierno de la 
Nación", en el cual fué denegada la franquicia con res- 
pecto a un iiinu 



Por estos fundamentos y los concordantes de la 
sentencia apelada so resuelve: 1* desestimar, con cos- 
tas, el recurso de revocatoria deducido a fs. 231 con 
respecto a la personería de don Miguel Lifieir; 2' de- 





a la prescripción invocada por la empresa fe- 
rroviaria; 3' confirmar la sentencia apelada en lo 
demás que ha podido ser materia del recurso. 

Tomás D. Casahrs — Luis R. 
Lojíghi — Justo 

HEZ KODBÍGUEZ — 




IXO E. RGLLAND 

RECURSO EXTRAORDIXARIO: Requintos comunes. Submteueia 
efe loa requintos. 

Procede tener por desistido el recurso extraordinario in- 
terpuesto por el Proc. FUeal contra la sentencia de la 
Cámara Federal «,"<? hia> hi^tr ni JtMia* rar/j»», si el 
Procurador General manifiesta ante la Corte Suprema que 
el recurso extraordinario carece de objeto porque cualquier 
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pronunciamiento al respecto sería abstracto por hallarse 
el interesado fuera de la jurisdicción nacional 



NACION ARGENTINA v. ANA SALVADOR Y 

EXPROPIACION: Indemnización. Generalidades, 

No procede tomar en cuenta para estimar el valor de la 
tierra expropiada el proyecto que no respondió a un pro- 
pósito de subdivisión efectiva de aquella, sin perjuicio de 
apreciar las posibilidades ciertas de un fraccionamiento 
valorizador provenientes de la ubicación, dimensiones y 
demás características del inmueble. 

INTERESES: Relación jurídica entre ¡as partes. Expropiación. 

El ex propiador debe intereses sobre la totalidad de la suma 
<iue se le ordena pasar por toda indemnización, desde la 
fecha de la ocupación del inmueble hasta el retiro de los 
fondos consignados y desde ésta hasta el efectivo papo, 
sobre la diferencia entre lo consignado y lo mandado pa- 
irar, si la demora del dueño en retirar los fondos deposi- 
tados desde el comienzo del juicio ha sido causada por la 
realización de las diligencias indispensables para acreditar 
la condición del inmueble con respecto al dominio y a los 
gravámenes e impuestos fiscales conforme a lo requerido 
por el representante del Gobierno como requisito previo a 
la suma depositada. 



Sentencia del Juez Federal 

Córdoba, 9 de octubre de 1946, 

Y vistos: Los de expropiación seguidos por el Gobierno 
Nacional contra Salvador Ana y otros, de los que resulta : 

Que a fs. 19 se presenta el Auditor de División Dr. JosÓ 
María Pizarro, apoderado especial del Gobierno Nacional y en 
nombre del actor, demanda la expropiación de una fracción de 
terreno, incluso mejoras, denominada "Villa Mercedes". Dto. 
Capital de esta Provincia, con una superficie total aproximada 

(i) 3 de noviembre de 1947. Fnlloa: 186. 445; 207, 152. 
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de Gl ¡tés. 40 hs., 26,59 m a , consignando a fs. 1 y en concepto 
di» indemnización la suma de * ÜC.441.1H m/n; 

Que- a fs. 74 comparece el Dr. Jcs¿ Inandi, en representa- 
ción de los demandados acompañando títulos de dominio >■ pi- 
diendo participación. Realizada la audiencia (pie prescribe la 
lev, la demandada acepta la acción y manifiesta disconformi- 
dad con la indemnización ofrecida, se retiran los fondos (fs. 
107) y se somete el precio a juicio de peritos. 

Abiertos a prueba, el perito designado por el Juzgado a 
propuesta del actor, confirma aquel precio, y el propuesto por 
el demandado (fs. 114) estima la indemnización por metro cua- 
drado v conforme a una clasificación por zonas que del inmue- 
ble realiza, en * 313.133.61 m/n. y en $ 3.512 m/n a las me- 
joras Se realiza la audiencia para informar sobre la prueba, 
se llaman lo» autos para sentencia y, para mejor proveer, se 
nombra perito tercero ante la considerable diferencia a que lie- 
can los técnicos en sus respectivos dictámenes. Este funciona- 
rio auxiliar (fs. 151) se espide tasando el valor de la tierra 
en $ 245.610,45 m/n. y el de las mejoras en $ 1-000 m/n., y 

Considerando t 

Que el suscripto lia tenido oportunidad de establecer que 
la diferencia de precio argüida por las partea, resulta de ante- 
riores decisiones judiciales y de algunas transacciones de in- 
muebles expropiados (m re: Camilo üriburu; .Taime Mata; 
J P Cba., 4 nov. 1943; 12 jun. 1946) y demas fa,los fl,h cl * 
tados. a los que remitimos "brevitatis causa". 

Que el criterio más apropiado para justipreciar esta apre- 
ciación, lo constituyen referidos fallos adecuados a las cirenns- 
taneias de beeho, representadas en este caso: 1) « terreno de 
cuva expropiación se trata, comprende una gran extensión con 
una superficie aproximada de 61 Hás. cuyo loteo se proyectó 
( fs 89) no llevándose a la práctica su ejecución, por o que 
precede descartar esta ventaja hipotética sostenida por tos de- 
mandados (S. C. N. ; Fallos 31, 407 y eon^dantes) Por lo 
tanto, no corresponde tener en cuenta en forma deciswa loa 
precios mandados pagar por el Juzgado a los propietarios de 
I3E "A^erml" Villa ""La. 5Rto w y Villa "General 
Junto", desde que, en tales situaciones jugaban supuestos di- 
ferentes 2) Constituye un importante factor de valorización 
írcolindanda del bien expropiado a la Avenida de acceso a la 
Escuela de Aviación Militar, eolmdane.a que se extiende 891 
metías de frente sobre dicha Avenida (ver plano de fs. 125). 
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como así también su contigüidad a la rula nacional n 9 20, míe 
se dirige a San Roque desde Córdoba, cuyo kilómetro séptimo 
m encuentra jalonado aproximadamente a la altura del inmue- 
ble (pericia Ing. Ñores Martínez, fs, 152). 3) La vía férrea de 
que da cuenta el plano de fs, 18, al aislar en cierto modo el 
inmueble de la ruta naeional antes citada, significa un factor 
negativo, o mejor dicho, de disminución en cuanto ni mnyor 
valor que el camino pavimentado a San Roque representa. 
41 Los precios ofrecidos por el expropiante en concepto de 
retribución y para las fracciones "A" y "B" del plano de 
fs. 18. en especial para la segunda con !a cual colinda e] bien 
expropiado. Estos precios son: para la fracción "A", $ 0,fi4 
moneda nacional el metro cuadrado y para la fracción "Tt", 
# 0,354 m /ti. también el metro cuadrado (expte, 1486 12. Go- 
bierno Nacional e/ Prop. Desconocido). 

Es de advertir aquí el criterio del expropiante id considerar 
por metro cuadrado estas fracciones y no por hectárea, enmn 
lo hace cu el tuih-jiidire. i») Vn último antecedente — anwme 
no de importancia decisiva e inmediata — lo constituyen los 
precios fijados por la Corte Suprema Federal, en los antes; 
"Oohierno Nacional c. José Noguera, expropiación" (ejepte. 
15fií)/421 y para terrenos cercanos al inmueble de que trata- 
mos, y (pie fueron de # O.fiO m/ri. y de $ 0.80 m n. la unidad 
métrica y, como estableció ese fallo, por remanente de loteo en 
poder del propietario primitivo. 

Que, armonizando las circunstancias basta aquí referidas 
y. en especial, teniendo en cuenta la citada en el punto 4*. el 
suscripto considera equitativo fijar la indemn litación a razón 
de $ 0,20 m/n. el metro cuadrado, reforzada esta apreciación 
por la disposición del Estado expropiante de indemnizar por 
unidad métrico a los propietarios de las fracciones "A" y 
"B". máxime cuando aquí los demandados pusieron en prin- 
cipio la ejecución del fraccionamiento de su campo, demostran- 
do con ello y con el cercado del mismo (fs. 78) una diligencia 
plausible en el ejercicio de sus derechos de propiedad. 

En cuanto a las mejoras, teniendo m cuenta las aprecia- 
ciones periciales, se confirma por sus fundamentos la del perito 
Izquierdo (fs, 128 vta.). 

Por todas estas consideraciones y constancias de nntos, 
Fallo: haciendo lii}rar a la demanda declarando transferido 
al Estado Nacional Argentino, la fracción de terreno deno- 
minada "Villa Mercedes", Departamento de la Capital (Cór- 
doba) ubicada a la altura del kilómetro siete del camino a San 
Roque, incluso mejoras, con una superficie total aproximada 
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de 61 lia., 40 a., 2669 m. s al precio ile $ 124.685, 45 m/n. por 
todo concepto, con mas los interese» al 6 % , sobre la cantidad 
que resulta de la diferencia entre la suma consignada y la 
mandada pagar y que se computaran desde la fecha de toma 
de posesión, 28 de aposto de 1942. Con costas a carpo del 
itetor. — R. Barraco Mármol. 



Sentencia de la CAmara Federal 

Córdoba, diciembre 27 de 1946. 

Considerando : 

Que el actor ohserva que la sentencia de primera instaii- 
eia, indebidamente, considera como factores de valorización 
del inmueble: 1) Su proximidad a la Escuda Militar de Avia- 
ción, a la ruta nacional 20 y a las fracciones A y R del 
plano de fs. 18. asignándole valor aproximado al fijado a las 
indicadas fracciones; 2) Que tiene en cuenta el ote*, de que 
hace mérito el demandado, siendo qne no fue llevado aja 
practica v 3) que no se lia objetado la forma ordenada por 
la sentencia para liquidar intereses, luego no puede ser modi- 
ficada por la Cámara. - , f . . 

Qne en lo que respecta a la ubicación, el Tribunal tiene 
reiteradamente expresado que, entre las cansas que lian va o- 
rizado los terrenos a expropiarse, figuran en primer termino 
la Fábrica Militar de Aviones y Escuela Militar de Aviación, 
étl desconocer la influencia qne también tienen al efecto los 
caminos de Carlas Paz y Malagueño, como su proximidad a 
la ciudad de Córdoba; y es de toda evidencia que la formación 
de aquellas instituciones decidieron el delineamiento de les 
distintos pueblos o villas que las circundan, que gráficamente 
<e señalan en el plano de fs. 18. ya que, lógicamente, se pensó 
míe los distintos obreros y alumnos de una y otra, con sus 
respectivas familias, buscarían ubicar sus viviendas próximas 
a los hipares en que tenían que cumplir con si» obligaciones. 

Que el terreno objeto de juieio tiene un frente de a.go 
más de ochocientos noventa metro» n ««Avenida Arsenales, 
sobre la que se encuentra la Escuela Militar de Aviación; 
es continuación hacia el Sud, del llamado Pueblo Arsenales 
con el que también limita por el naciente y se encuentra 
lindando' en parte con la fracción »B» qne a PJ»r * "o 
haber sido loteada, el actor la ha avaluado en $ 0.35 el m . y 
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está muy corea de la llamada fracción " A ' \ que el mismo 
expropiante le lia atribuido un valor de sesenta v cinco centa- 

¿¿ ¿te¿2 T"¡ ]n '' ue ni fe luí penado 

en el loteo de las indicadas fracciones 

Que el toteo del inmueble ha sido perfectamente realizado 
eon anterioridad a la feclm de resolverse la expropiación 
Sgg resulta del plano de fs. 89 y copia, de la, fllKEE 
practicadas administrativamente (fs. 00 v sip ) .^KTS 
aprobó por la autoridad respetiva, fué precisamente a soli- 
citud del Ministerio de la (¡nerra; pero tal circunstancia no 
puede obstar a que sea tenido en eucnta en atención „ les 
pastos efectuados y al mayor valor que daba al inmueble por 
E, SS2 exp,,PSÍ : ,s al, considerar ,„ ubicación, pues, uno v 
otro, influyen en el perjuicio al expropiado. 

* ftn ,h?'! í ,í, ^ n ! m, " f l"e valorizan el inmueble, como 

también su loteo. v 0fl de fecha anterior a la expropiaeión 

Am,,!lns se realzaron en el año 132*. el loteo „e soHcitó e 

ZTZZ'lA r¡i h ? !Í - lf> l 9 V 1tt 6p™PÍ«ri«« se resolvió 

también se dicto la ordenanza municipal de Córdoba eme 
imposibilito la aprobación del loteo. 

Que. en la liquidación de intereses, debe tenerse presente 
que son compensatorios del usufructo del inmueble en tremido 
Í.J P T ,a " - enmí> ¡nw¡"hlí»mtc lo tiene establecido la 
jurisprudencia, y que la justa indemnización debe ser previa. 

mmJlSl e ' a<>ÍOr "° s< * fti " stn n ,ns instancias de autos, al 
manifestar que no se ohietó la forma en oue la sentencia 

deíluicm'rhT ?r-- 1 ■*« « ie * «. * ss: 

S?JSS í í pandado los pide, reitera su solicitud 
en el acto de atesar sobre pruebas, a fs. 47 vta. y. en el informe 
íí fZJT 52 ^^expresamente P*«k «e liquiden desde 
ia icítm fie posesión del inmueble por parte del exnroniante 
como consta a fe. 4 vtn, de los a puntes' dejado.' y que borren 
aprepados en cnerda floja. 

¡ta^JÉ ¡É TTC u CAmiira »° 10 Satói* pe. 

ufd^, ÍI 1 ^' '! ¥ THbU . ,,nl Pl ****WW edmo deben 

liquidarse etl moPlío que ha ^ ctóee^S en 

rcíacio,,, por la naturaleza de la causa y el pedido de npc 
lación en peñera! formulado a fs. Ifi6.. .Distinto ¿1 caso cu 
que, en causas ordinarias, el recurso se concede libremente en 
que por d.spos.cu.n lepnl expresa, el apelante debe 1 
«sravios. so pena de tener muM por ^ En los casi 
:n ' ; ' 19 relación, el Tribunal está oblipado a pro. 
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nunciarw sobre todas las cuestiones planteadas ni trabarse la 
relación procesal de la causa. 

me el demandado reclama también el perjuicio ipie le 
ocasiona la expropiación, ni quitar al resto de su prop.edad el 
acceso n la Avenida Pública del frente de lo Escuela Militar 
de Aviación, como también al dividir el inmueble, y resul- 
tando de autos la exactitud de esas circunstancias, ellas deben 
considerarse por el tribunal al resolver. 

Que si bien, como queda expresado, el Tribunal entiende 
debe tenerse presente el loteo proyectado y determinar la juste 
indemnización en relncióii al valor de la unidad nu-trica. na 
considerado también que el promedio del valor de tal unidad 
métrica atribuido a les terrenos de Pueblo Arsenales, debe 
ser considerablemente rebajado, en atención, a la extensa" 
expropiada; a que el loteo no lia sido prácticamente realizad 
en el terreno, lo que indudablemente ocasionaría fuertes pastos; 
v que no se lian rcnlizado venta» privadas en fracciones, las 
que lian influido para fijar aquel promedio. 

Que atento lo expresado en el considerando anterior la 
apreciación del perito tercero, ya que los propuestos por las 
parte* incurren en gran disparidad ; los pastos efectuados para 
el loteo; el de las mejoras existentes y el perjuicio real que 
la expropiación ocasiona al resto de la propiedad del deman- 
dado, el Tribunal considera, debe fijarse la justa indemniza- 
ción ñor la desapropiación soportada por los demandados, en a 
suma de eiento ochenta mil pesos moneda nacional, incluido 
todo perjuicio, con más los intereses sobre esa suma desde el 
día de la ocupación hasta el retiro de los fondos y desde esta 
fecha hasta el efectivo papo, sobre la diferencia entre dicha 
cantidad y el valor de los fondos retirados por 'os expropiados. 

Por estas consideraciones se resuelve- Confirmar la sen- 
tencia de fs. 161. en cuanto declara transferido al Estarlo 
Nacional Argentino el dominio de la fracción de terreno 
UnTminaila ''Villa Mercedes". Departamento Capital, Cor- 
Sa ubicada a la altura del kilómetro siete del camino a 
San Róeme, incluso mejoras con una superficie total aproxi- 
mada de 61 hectáreas, 40 áreas, 2.669 metros cuadrados e 
impone las costas al actor, modificándola en cuanto al precio 
eme se fija por todo concepto en la suma de $ 180.000 mln, 
con más «us intereses sohre la totalidad desde la fecha de la 
ocupación del inmueble hasta el ret.ro de los fondos 
lm* desde ésta hasta el efectivo papo, sobre la diferencia 
entre lo consipnado y lo mandado papar. Con costas. — So- 
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dolfa Otero Capdevita. — Miguel A 
Allende. 



- Luis M, 
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Bs. Ai ros, 5 de noviembre de 1947. 

Y vistos los autos "Gobierno Nacional y. Salvador 
Ana y otros sobro expropiación", en los que so lia con- 
cédalo oí recurso ordinario de apelación al actor y a 
la demandada contra la sentenoia do fs. 173 vía, y al 
notor y al perito tercero contra el auto de fs. 191 Vta. 



Considerando: 



Que la tierra expropiada tiene una extensión de 
poco más dcfil hectáreas que constituyen un bloek no 
urbanizado ni subdividido en forma alguna. Es verdad 
que en 1939 sus propietarios proyectaron y sometieron 
a aprobación municipal la subdivisión que consta en el 
plano de fs. 89; pero también lo es que no obstante 
habérseles requerido inmediatamente después do su 
presentación que la complementaran como lo exigían 
las pertinentes ordenanzas, no hay presentación de ellos 
en el expediente administrativo hasta 1942 y en olla no 
so aportaban los complementos requeridos sino que se 
pedía un análisis de tas aguas. El proyecto aludido no 
correspondía, pues a un propósito efectivo de subdivi- 
sión que deba tomarse en cuenta para estimar oí valor 
de la tierra; no pasó do ser una ganancia hipotética 
(art. lfi de la ley 189). Lo cual no quiere decir que no 
deban apreciarse las posibilidades ciertas de un fraccio- 
namiento valorizado!- provenientes de la ubicación de 
esta tierra con respecto a las importantes instalaciones 
militares con las qw 
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a estas tierras en distinta 
a la que con los mismos finos so lia expropiado en luga- 
res contiguos o próximos conocidos por pueblo "Arse- 
nal^", "Las delicias" y "Yilln General Justo»'. Sin 
embargo, parte de ella tiene analogías de ubicación con 
parte del pueblo "Arsenales*' pues lo circunda por el 
Sud v el Oeste. Por el primero de tos nimbos linda 
como aquél con el camino uno conduce a la Fábrica Mi- 
litar de Aviones, v por el segundo está más próxima a 
la ruta pavimentada a San Roque %W el extremo Nor- 
oeste del pueblo indicado. 

One las semejanzas con las fracciones A y » uei 
plano de fs. 18 tasadas por el Gobierno expropiante en 
S 0,04 el metro la primera y $ 0,35 la segunda, son mas 
remotas porque las dos fracciones son mucho menores 
que la expropiada aquí, particularmente la de la letra 
A que sólo tiene 2,068 metros cuadrados, —la B es de 
siete hectáreas y media-, y las dos lindan con el ca- 
mino pavimentado a San Roque del cual está separada 
la de los demandados por la más larga dimensión (norte- 
sud) de la fracción B. 

Que en las causas "Gobierno Nacional c Alberti 
de Ibarlucen" (Fallos 202, 170) y en las G. « 23< y 
245 esta Corte consideró «pie las tierras de "Arsena- 
les" valían tanto más cuanto más próximas al camino 
que separa a ese lugar de la Escuela Militar de Avia- 
ción v a la ruta pavimentada a San Roque. Si se com- 
paran la nhicación, las dimensiones y las demás earac- 
terísticas de la que se expropiaba cu aquellos juicios 
(extensiones de a lo sumo una manzana en un lugar 
donde la urbanización tenía principio de ejecución pues 
el trazado de las calles y la división en lotes se habían 
hecho efectivos) con las de la tierra de esta causa que 
forma un bloek indiviso de 61 hectáreas juúzgase eqm- 
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tnüvo fijar para esta última el precio de í 2.000 la hee- 
tarea como promedio de los diversos valores do sus 
distintas partes determinados por la mayor o menor 
proximidad de las vías principales de comunicación y 
de las instalaciones militares indicadas precedente- 
mente. Este precio es por toda indemnización, • pues 
eomo lo expresa el perito tercero a fs. 156 vta, la des- 
membración no cansa perjuicio al sobrante mío los de- 
mandados conservan y que vendrá a lindar en mavor 
extensión que ahora con las dependencias militaros alu- 
didas cuya proximidad se invoca en este juicio eomo 
causa do valorización. 

Que con respecto a los intereses es jurisprudencia 
do esta Corte Suprema que e] expropiado^ debe intere- 
ses tan sólo sobre la diferencia entre la cantidad depo- 
sitada y lo que se manda pagar, cuando el dueño del 
bieu no «gotó los recursos legales para obtener la en- 
trega de los fondos. En el presente caso la demora en 
percibirlos ha sido causada por la realización de dili- 
gencias indispensables para acreditar la condición del 
inmueble con respecto al dominio y a los gravámenes e 
impuestos fiscales conforme n lo requerido por el re- 
presentante del Gobierno como requisito previo a la 
entrega de la suma depositada, por lo que corresponde 
confirmar la sentencia apelada en lo que resuelva sobre 
este punto. 

Que tus costas deben pagarse en el orden causado 
porque el importe (pie se manda pagar es inferior a lo 
ofrecido más la mitad de la diferencia entro ésta y lo 
reclamado por los expropiados, que es, en este caso, 
según resulta del alegato de fs. 143 y de lo sostenido 
ante la Cámara de Apelaciones, la que asignó al inmue- 
ble el perito propuesto por los demandados (art. 18 
de la ley 189 en su texto actual). 
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Por tanto se reforma la sentencia apelada en cuan- 
to al monto de la indemnización, que será el que resulte 
do la liquidación n efectuar sobre la base del precio de 
la hectárea fijado en el considerando IV así como con 
respecto a las costas que se pagarán en el orden cau- 
sado; y se la confirma en lo que decide con respecto al 
pago de los intereses. 

Tomás D. Casaüks — Luis Tí. 
Loxiiiu — Justo L. Alva- 
iiEZ Ronitícuuz — Rodolfo 
G. Valexkvkla. 



NACION ARGENTINA v. ANTONIA ALBERTI DE 

ALBERTI 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del ralot real. 

El precio que corresponde papar por la expropiación (le 
terreno» de loteo al dueño que ao los adquirió en lotes 
sino en una mayor extensión unitaria, debe ser inferior 
a los que lian do paparse en el mismo lugar y época a los 
que adquirieron su tierra en lotes, porque el primero se 
beneficia con la venta compuesta de muchas fracciones 
que, de no mediar la expropiación, hubiera tenido que 
liquidar escalonadamente, con los gustos y riesgos propios 
de esa clase de ventas. 

COSTAS: Xatimdent Éfl juicio. Bxpmpimón. 

Las costas del juicio de expropiación deben ser pagadas 
en el orden causado si el dueño del bien requirió como 
justo precio el (pie le asignó el perito que él propuso, y 
el que en definitiva fija la sentencia es inferior al ofre- 
cido por el expropiador más el 50 f ,-í de la diferencia 
entre este y el pretendido por el propietario. 
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Sentencia del Juez Federal 

Córdoba, 4 de octubre de 1946. 

Y vistos: los de expropiación seguidos por el Gobierno 
Xaéirainl contra Antonia Alberti de Alberti, de tus <¡ue resulta : 

Que ¡i fs. 20 se presenta el Auditor de División Dr. José 
María HzfiEfO, ¡indinado especial del Gobierno Nacional v. eii 
gombre del ador, demanda la expropiación de los lotes iuím. 
3, 13. 14. ló, 16, 1", 20 y 24 de la manzanil 11; 19 v 20 de 
la 12; 3, 7, S, 9, 11, 12. 13. 18 y 26 de la 13- 4. 5.* 20 21 
22. 23. 24. f y 26 de la 14; 3. 6, 7. 8, 9, 13. 14, 15.' 16 
1<, 1H, 19. 20 y 27 de la manzana 16; 3. 10, 12. 13. 17 24 v 
28 de la 17; 4. 5. 6. 7. 8. !>. 12. 13, 14. 17. 24 y 27 de la 
manzana 18. incluso mejoras, ecn una superficie total aproxi- 
mada de 19,802 metros cuadrados ubicarlos en Pueblo "Arsc- 
nal", dto. Capital (Córdoba), consignando a fs. 1 v en con- 
cepto ile indemnización, deducid» lo con-espomlicnic a los 
lotes i-nyo dominio ho ácmííító la dnmn&idr!. la suma d» 
$ l&MwM ni ii, 

Que a fs. 44 comparece la demandada por intermedio 
de su representante el Dr. -Toauum Miniubens Calvet. pide 
participación y acompaña título de propiedad. A fs. 88 com- 
parece Angel A. fiertarelli. en su carácter de aereedor Mpo- 
terann y, a fs. 04. en igual carácter el líaneo Español del 
W d | I a 1>lj,til Healizacla la audiencia que prescribe la ley 
(¥». 13"») con intervención del señor fícfeiisni- de An«eut « 
^■In-ttinla por el actor a fs 126. la demandada acepta 1¡¡ 
acción y manifiesta disconformidad coa la indemnización ofrr- 
cuta, a la oue rc adinere el señor Defensor, sometiéndose el 
precio a juicio de peritos. 

Abiertos a prueba, el perito designado por el actor (fs. 

}'} ) \ fln11 " ¡lf |ii*l precio, y el propuesto por la denmndnila 

(Fs, 1411 estima el valor del terreno en $ 59.381 m/n. y 
$ 2.439.64, por las mejoras existentes en l a manzana ti. Se 
realiza la audiencia para informar sobre la prueba Bpótftadn 
(Fs. 178) y se llaman autos para sentencia: y 

fonsitlcrando: 

Que la diferencia de precio argüida por las parles nanita 
de anteriores decisiones judiciales y de algunas transacciones 
de inmuebles expropiado?, como consta en Ing seguidos por el 
Gobierno Xncionnl contra Camilo T'ritiuru (-f. F. ('lia 4 noy 
1Ü13) y eonlrn Jaiin* Mata (4. F. Cija. 12 .le jimio de 1946) 
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y demás fallos allí citados a los que remitimos "brevitatis 
causa", . 

Que el mejor criterio para justipreciar esta expropiación, 
lo constituyen 'los referidos fallos adecuados a las circunstan- 
cias [(articularen de hecho representados en este caso por el 
camino pavimentado a San Roque, la avenida de acceso a la 
escuela de Aviación Militar y la vía férrea de cpie da cuenta 
el plano de fs. 19. 

Conforme a estas apreciaciones, el suscripto considera 
equitativo fijar como retribución la suma de $ 1.36 m/n. el 
metro cuadrado para la manzana 11; * 1.16 m/n. a la manza- 
lía 12; * 1.00 por los lotes de la manzana 13; $ 0.00 a los de 
la 14; $ 1.30 m/n. fl l«s de la 16; | 1.10 m/n. a los de ln 
manzana 17 v $ 1.00 m/n. para los lotes ubicados en la man- 
zana 18. agregando un 5 % por unidad métrica, en rnzón de 
la situación intermedia entre pequeño propietario y dueño 
del saldo de loteo que reviste la demandada. * 

Que en cuanto a las mejoras tomadas en consnlerficion 
las conclusiones periciales, pecan, por exceso y por defecto, 
la del expropiado y la del actor, por lo que se considera equi- 
tativo partir la diferencia y fijurln en la suma de § 1.898,OL 
moneda nacional. 

Por las presentes consideraciones, resuelvo: Hacer lufrar 
a la demanda, declarando transferido al Estado Nacional Ar- 
írentiiio, el dominio de los lotes iiúms. 3 13. 14 1;». K». 17. W 
y 24 de la manzana 11; 10 y 20 de la 12; 3. 7 8. 0.11 U 
U 18 v 26 de la 13; 4. 5, 20. 21. 22. 23. 24, 23 y 26 de la 
manzana 14; 3. 6. 7, 8, 0. 13, 14. 15 16, 17. 18. JO 20 y H 
de la 16; 3. 10. 12. 13, 17. 24 y 28 de la 1< ; 4. a, 6. 7, 8. 9, 
12 13 14. 17. 24 v 27 de la manzana 18. incluso mejoras, con 
una superficie total aproximada de 10.802 m 2 .. ubicados en 
el Pueblo "Arsenal", Uto. de la Capital (Córdoba!, al precio 
de $ 30 861.18 m/n.. con más los intereses al 6 %, sobre la 
cantidad un percibida aún, que se computarán desde la fecha 
de toma de posesión. 28 de aposto de 1942, con costas a carpo 
del actor. — fiodolfo Barraco Mármol 

Seniencía de la Cámara Federal 

Córdoba, 9 de abril de 1047. 

Y vistos: Considerando: 

Que el Tribunal ha formado criterio sobre el valor de los 
terrenos libres de mejoras del Pueblo " Arsenal' , teniendo 



en cuenta su ubicación con relación a la tle la Fábrica Militar 
de Aviación, Escuela Militar de Aviación v caminos a Carlos 
Paz y Malagueño y ba fijado ín re: "Gobierno Nacional con- 
tra Antonio Vinnni — Expropiación", "Gobierno Nacional 
c/ Latife Fiad de Fiad — Expropiación" v "Gobierno Na- 
cional c/ Assaf J. Maluf — Expropiación" 'entre otrcs, como 
justo precio, el de un peso con ochenta centavos nacionales 
el metro cuadrado, para los lotes ubicados en las manzanas 11 
ío li/' d ° *P ni para lm ubi < , ado» eñ las manzanas 12 
m 10 y 17 y 18; y el de * 0.80 m/n. para los de la manzana 



ficar esa apreciación, corresponde asignar a las fracciones ex- 
propiadas en estos autos los valores indicados. 

Que en cuanto a los intereses, la expropiada limitó 
a pedir su imposición al trabarse la litis en la audiencia de 
fs. 13fi y ese punto no ha sido cuestionado por la misma parte 
en esta instancia al informar ín t oce, por lo que debe estime 
a lo resuelto pur el a-quo. 

Que en lo que respecta a las mejoras existentes en la 
manzana 11, el Tribunal considera justo y equitativo el precio 
mandado pagar por el Inferior, por lo que en ese punto, debe 
confirmarse la sentencia recurrida. 

Por estas consideraciones se resuelve: confirmar la sen- 
tencia de fs. 181, en cuanto declara transferido al Estado 
Nacional Argentino, el dominio de los lotes núms. 3, 13, 14, 15, 
16, 17, 20 y 24 de la manzana 11 ; 19 y 20 de la 12; 3, 7 tí 9 

11. 12, 13, 18 y 26 de la 13; 4, 5, 20, 21, 22, 23, 24, 25 v 2tí 
de la 14; 3. 6, 7, 8, 9, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20 v 27 de 
la 16; 3, 10, 12, 13, 17, 24 y 26 de ta 17 y 4, 5, 6, 7, 8, 9. 

12, 13, 14, 17, 24 y 27 de la manzana 18, incluso mejoras, 
con una superficie total aproximada de diecinueve mil ocho- 
cientos dos metros cuadrado», con más los intereses a] seis por 
ciento anual sobre la diferencia entre la suma percibida por 
la expropiada y la mandada pagar por la sentencia, que se 
computarán desde la fecha de toma de posesión por el Gobier- 
no Nacional —28 de agosto de 1942— e impone las costas al 
actor; modificándola en cuanto al precio que se fija en la 
suma de * 29.410,62 m/n. Con costas. — Miqutl 4. Aliaga. — 
luis .V. Allende, — Rodolfo Otero Capdcvila. 
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Bs, Aires, 5 de noviembre lí>47. 

Y vistos los autos "Gobierno Nacional contra Con- 
ceta A. de Alberti sobre expropiación", en loa que se 
lia concedido el recurso ordinario de apelación a la 
parte actora contra la sentencia de la Cámara Federal 
de Córdoba. 

Considerando : 

Que esta Corte tuvo oportunidad de pronunciarse 
sobre el valor de las tierras de que se trata en esta 
causa con motivo de juieios de expropiación del mismo 
origen y en los cuales la desposesión tuvo lugar en la 
misma época que en éste. La estimación de valores he- 
día entonces es, pues, de aplicación aquí como también 
lo que entonces se expresó en el primer considerando 
de la sentencia dictada en los uutos "Gobierno Nacio- 
nal c. Ibarlueea de Alberti" respecto a la influencia so- 
bre el precio, cuando se trata de terrenos de loteo, según 
pertenezcan a quien los adquirió ya en lotes o en una 
mayor extensión unitaria (Fallos: 202, 170). 

Que comparadas las extensiones que se expropian 
en este juicio y sus respectivas ubicaciones con las que 
se expropiaron en la cansa a que se acaba de aludir y 
en la seguida contra Pablo Córate; y teniendo además 
en cuenta que se trata de la totalidad de la manzana 
25 y la casi totalidad de la 20 y que si bien en la man- 
zana 24 sólo se expropian tres lotea en este juicio la 
ubicación es inferior a ta de la manzana para la cual 
se estableció el precio de $ 0,80 el metro en el juicio 
citado, juzgase equitativo fijar el valor unitario de 
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$ 0.70 el metro cuadrado para los tres lotos de la man- 
zana 24 y $ 0,60 para lo que se expropia en las manza- 
nas 20 y 25. 

Que por aplicación del art. 18 de la ley 18Í) refor- 
mado por el decreto 17.290/44, visto el precio que ofre- 
ció el Gobierno expropiante y el pretendido por la ex- 
propiada, que es el del dictamen de fs. 58 presentado 
por el perito que propuso dicha parte, las costas deben 
pagarse en el orden causado. 

Por tanto se reforma la sentencia apelada, fiján- 
dose como pieeio de la tierra el importe que resulte de 
aplicar a las fracciones de cada man -ana los precios de 
la unidad métrica que se determinan en el segundo con- 
siderando y resolviéndose que las costas se pagarán 
en todas las instancias en el orden causado. 



SOC, DE RESP. LTDA. TRINEO v. NACION 
ARGENTINA 

VAGO: Pago indebido. Protesta. Alcance, 

La protesta formulada en oportunidad de paparse par- 
cialmente, sin autorización lepa!, un impuesto adeudado 
por cantidad mayor, cubre los papos parciales posteriores 
realizados por el mismo contribuyente. 




No cabe considerarse otras objeciones a la eficacia de la 
protesta que las formuladas en oportunidad procesal. 





/ 



DE JUSTICIA DE LA 

Sentencia del Juez Federal 



Y vistos: este juicio seguido por "Trineo S. A. Ltda." 
contra la Nación sobre devolución de impuestos: 

Resultando : 

L Que la actora manifiesta que eon fecha i» de julio de 
miO el P. E. dictó el decreto n» 66443 por el cual los fabri- 
cantes de bombones, enrámelos, dulces y similares debían abo- 
nar impuesto a las esencias de anís y menta y del que hasta 
entonces estaban exentos. 

En marzo fie 1942 se puso en práctica lo resuelto y ella 
debía abonar la suma de 19.480 m$n. Siéndole pravos© tal 
papo, depositaron la suma de 2.000 pesos a cnenta y solicitaren 
abonar el resto en cuotas periódicas. 

El primt i* papo se hizo eon la debida protesta y loe res- 
tantes haciendo constar en cada caso que se hacínn como pnpos 
parciales. 

El 28 de octubre de 1942 el P. E. dictó el decreto n° 
134.155 por el que volviéndose al criterio que anteriormente 
se había septiido se dejó libre de impuestos a las esencias de 
anís y menta que no fueran utiliíadas directamente en la ela- 
boración de bebidas alcohólicas, cual es el caso de ella que 
(labora exclusivamente pastillas. 

Hecho el reclamo administrativo, el Ministerio de Hacien- 
da Ies devolvió los primeros 2.000 pesos moneda nacional de- 
nepnndo la devolución de las cuotas restantes que sumji 
12.000 mén. pretextando que ellas fueron abonadas sin protesta. 

Se extiende en consideraciones para demostrar que la pro- 
testa era innecesaria y que en todo caso la efectuada al hacer 
el primer pnpo cubre a los sucesivos; cita jurisprudencia fa- 
vorable a esto último y por lo expuesto solicita se declare que 
la Nación debe devolverte la cantidad de 12.000 pesos m/n. que 
indebidamente se le obtipó a papar con intereses y costas. 

II. Que el representante de la Administración General 
d" Impuestos Internos al contestar la demanda rebate exten- 
samente los fundamentos en que la actora sustenta su demanda 
y pide en consecuencia el rechazo de la misma, con costas. 

Y considerando: 

TL Que el propio P. E. por decreto del 28 de octubre 
de 1942 deropó el de fecha ¡í de julio de 19-10 y volvió al 
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ré(rimi*n anterior que reglamentaba el artículo 93 del texto 
ordenado de h ley de impuestas internos (antiguo nrt. 4ñ de 
la !ey 12.148) eximiendo del pago de impuesto a las esencias 
de anís y menta que no fueran utilizada» directamente en la 
elaboración de bebidos aleohólieas, que o», precisamente el 
caso de la aetora que elabora exclusivamente pastillas. En su 
mérito, el Ministerio de Hacienda ante el reelamo que esta 
liietera. y considerando sin duda equivoeHdo el criterio regla- 
mentario de la ley 12.548 seguido por el primer decreto, re- 
solvió devolverle la suma de dos mil pesns m/n. que había 
pagado como gravamen y le negó la devolución de los otros 
doce mil pesos que son motivo de este juicio, pretextando 
que aquellos 2.000 m#n. habían sido pagados con protesta y 
éV is. en cambio, sin aquel recaudo. 

Quiere decir entonces, (pie el Gobierno lia reconocido a 
la ai tora el derecho que le asiste a la devolución del impuesto, 
no obstante que él fuera satisfecho durante la vigencia del 
decreto del 5 de julio de 1940. cuestionándose sólo la falta de 
protesta con que, a su entender, aquél fuera pagado. 

Que según resulta del telegrama colacionado, agregado a 
fs. 25 de las actuaciones administrativas acompañadas, el in- 
greso de los primeros $ 2.000 se hizo eou protesta como "parió 
parcial de la suma exigida por disposición decreto Í\ E. n» 
66.44? del ¡> de julio de 1940..." con lo que la autoridad 
administrativa quedó enterada de la disconformidad del con- 
tribuyente y de la reserva de éste al ejercicio del derecho que 
pudiera corresponderle y que es, justamente el fin de la 
protesta. 

Que en estas condiciones, esa protesta cubre, no sola- 
mente ese pago parcial y a cuenta de mayor cantidad, sino 
todos los pagos posteriores efeet nados hasta completar Ci im- 
porte total del impuesto correspondiente. De la lectura del 
telegrama colacionado no surge otra interpretación y ésta es 
concordante por otra parte con la doctrina de la Corte Supre- 
ma sustentada en Fallos r 102. 122; 10». 432; 131. 219. 

IVir cstns ennsiderneiones, fnlln: derla ra lulo que ht N'ación 
debe devolver a la aetora "Trineo S. R. [,.", la Himm de 
12.000 inftii. que en concepto de impuesto indehidameute le 
obligó n pagar eon intereses desde Is notificación de la de- 
manda y las costas del juicio. -- Kduard» Á. Orth Itnxuahh. 
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Sentencia de i.a Cámara Fepeiíaf, 

TÍk. Aires. 8 do noviembre He 1046. 

Considerando ¡ 

Que la única cuestión a resolver c» 1« relativa a la obje- 
ciúii hceba por la demandada respecto a que la protesta no m 
1.a repetido en ocasión de eada ves: que se realizaba un nue\o 

^uTifcuestión debatida ba sido motivo de reiteradas 
decisiones de !a Corte Suprema la Q ha ¡lejadj el- JM« 
cslitbWido que "la* protestas formuladas al efectuar el pago 
S ¡ mpu-'tn que se considera inconstitucional comprende 
os 7hZ e fe, nados «1 formularlos y los jpftfffi»* y JO los 
0? EX «"tenor, pues aquéllos no üenen efecto 
(Palios- 131, 213; 138. 340; 170, 158) y ademn» tratándose 
del mi^mo irrnvameu no bav neeesidad de reiterar en cada caso 
a protesta contra aquél si de los términos de h 
'prende que la reserva de derecbos se bizo extensiva a todos 
11? W« que .e efectuaron con posterioridad a aquellos »m 
neeesidnd de renovarla ni enunciarla (t. I.i4, 11-J). 

Que dada la forma en que fui redactado el telegrama 
enviado por la actora a la Administración General de Efe 
™ J Kíern». donde se hace constar la protesta por el 
í Z "el impidió exigido, el beebo de que el pago se haira 
por cuotas no resta eficacia a 1» protesta ni hace necesaria 
su repetición en enda potro, 

Q„P por lo demás, cabe apresar, que la protesta es un 
J£ indispensable para fundar la acción de repetición* 
IZ e « v debe ser expresa y concreta, comilones que reúne 
Ze bra en autos, a fin de que el Gobierno contra qnien 
t forn miado pueda darse cuenta exacta de la awnm cp.e 
pírÍrS propone entablar y se baile bnbditado para tomar 
las medidas de previsión del caso (Fallos: 180, 377; IM^/-'»; 
Wi r& I > -190, 277 entre otros) requisito que se eumphó con 
el telegrama a míe se lia liecbo referencia. 

mérito se continua con *^fcg?^.*f£ 
i i,» , indas «us nartc*. — Horacio Garda Ratas. — Juan 

dW f mu pilla. — f*'"" / ' J ' v Herrera. 



- 
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Bs. Aires, 5 de noviembre de 1Í>47. 

Y vista la precedente causa caratulado: ** Actor 
Trineo S. Resp. Ltda. Demandado: Gobierno de la Xn- 
eión. Causa s. devolución do impuestos" en la que se ba 
concedido el recurso ordinario a ts, 4¡). 

Y considerando: 

Que no se discuto que la única protesta de ia parle 
actoni fué la telegráfica formulada en oportunidad del 
primer pago parcial del impuesto que repite, sin hacer 
entonces referencia a los pagos ulteriores. VA telegra- 
ma decía así — fs, 25 del oxpto. administrativo JÓ4, 
213—-: ,4 Kn la fecba abonamos pesos dos mil enmo pago 
parcial de la suma exigida por disposición decreto P. 
K. n' (¡644:j del 5 de julio 1940. Este pago hecho como 
fabricantes de caramelos lo hacemos bajo protesta por 
reputar inconstitucional dicho decreto en lo que nos 
concerne por alterar tanto ley 12.148 art. 4o exten- 
diendo indebidamente alcance ya que esencias utili- 
zadas no destinamos elaboración* licores. Fundamos in- 
coiistitucionalidad en transgresión a art. 4", Sí], foc. 2* 
y concordantes de la Const. Nacional. Colaciónese Va- 
lentín y Simón Litvia". 

Que se adeudaba la totalidad del gravamen cuando 
se remitió el telegrama por lo cual para que la pro- 
testa cumpliera sus fines, entre los cuales el primero 
es poner en conocimiento de Jas autoridades la discon- 
formidad do los contribuyentes con el impuesto que 
tmgan, bastó |q formulación hecha en oportunidad del 
pago parcial efectuado, tanto nuís eunntn M ne el ré- 
.■rifuen loga! del impuesto en cuestión im aulori/alm 
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que se lo pagara parcialmente por lo 
de inconstitucionalidad que se le hizo en 
de abonar una parte no debió ser considerada por ln 
autoridad —que hubiera podido exigir en esa misma 
oportunidad la oblación íntegra— sino como referente 
a la totalidad de lo que se debía en este momento. Esto 
os lo que distingue al caso de autos de los de pagos co- 
rrespondientes a las sucesivas cuotas de un impuesto. 
Y es análoga razón a aquella en virtud de la cual la 
referencia hecha en una protesta a las cuotas ulteriores 
se ha consideradó suficiente para la repetición de estas 
últimos que üún no se debían al tiempo de efectuarla, 
la que conduce a concluir que ln protesta efectuada al 
pagar una parto de lo que estaba obligado a pagar ínte- 
gramente debe considerarse comprensiva de los pagos 
posteriores con que se integra el cumplimiento de la 
obligación. 

Que lo expuesto basta para la confirmación de la 

muladas en oportunidad procesal a la protesta invocada 
por la parte actora — conf. "Jardón Perissé Rosa v. 
Prov. de Córdoba» inconstitucionalidad de contribución 
territorial" fallada el 31 de octubre del corriente año. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada de 
fs. 4(i. Con costas. 

Tomás D. Casaues — Luis R. 
Lonoiii — Justo L. Alva- 
hez Rodríguez — Rodolfo 
O. Valknzuela. 
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TOMAS TERRIZA v. JESVS P. MORENO Y CIA, 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos garantía*. Defeca en 
juicio. Procedimiento t/ sentencia. 

El decreto 32.347 no viola la garantía de la (i-IVnsa fu 
juicio en Jos casos en que un Itu sido óbice para la ade- 
cuada defensa del recurrente. 

Los arts. 8Ó y sietes, de! decreto 32.347 no introducen 
ntofliricaciun notable <>n el n -íimen de 1n producción de Ja 
prueba pericial, respecto de las expiaciones que cabe 
requerir a Im perito*, que en el procedimiento ordinario 
mn facultativas del jtim hn circunstancia de que el jue? 
del trabajo limitara las explicaciones requeridas a Jos 
peritos no constituye agravio suficiente a la defensa en 
juicio ni sustenta el recurso extraordinario. 

Dictamen db& PROfuiuDon General 
Suprema Corte : 

B. Tomás Terriza inició demanda ante los tribu- 
nales del trabajo contrn la firma Jesús P. Moreno v 
Cía., por cobro do habilitación. Ya al contestar la de- 
manda, dicha firma sostuvo que la brevedad de los pla- 
zos procesales fi jados por el procedimiento de ese fuero, 
importaban violación de la defensa en juicio, en un 
pleito de la imignitud y complejidad del iniciado. 

La prueba más valiosa fué la pericia contable que 
ambas parles pidieron, para comprobar hi existencia 
o inexistencia de la habilitación invocada y, en su caso, 
pura fijar a cuanto ascendí» ln misma. 

Presentada la pericia, el demandado hi impugnó, 
sin concretar m oposición, limitándose a manifestar que 
se reservaba el derecho de solicitar las explicaciones 
del caso en el neto de la audiencia (fs. 100). Kii efecto, 
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en l¡i primera audiencia de priu-lui, 11 pedido precisa- 
mente de la (¡mtiát&a, «e había resuelto do antemano 
notificar oportunamente al perito para que eompnrc- 
eiern a la audiencia que se fijara a los efectos del ale- 
gato, para dar las explicaciones que se le requirieran 

Un mes más tarde, al celebrarse dicho acto, la de- 
mandada presentó en nueve fojas los puntos sobre les 
entile» pedía explicaciones al perito, solicitando su agre- 
gación, a objeto de que éste se expidiera en el plazo que 
debía fijarle el juez. Sostuvo, en apoyo de su pedido, 
que el término de 48 horas eoneedido para la impugna- 
eÍé« era totalmente insuficiente importando por ello vio- 
lación a !a garantía de la defensa en juicio (fs. 103). 

Ante la oposición de la adora, que afirmó ser im- 
procedente la agregación solicitada, por estar fuera de 
término v porque la audiencia había sido fijada para 
escuchar las explicaciones verbales que debía dar el pe- 
rito, el juez desestimó tal pedido, fundado en razones 
de hecho v de orden procesal. Apelada tal decisión por 
el demandado, se formularon verbiilmcute las observa- 
ciones, contestando en la misma forma el perito (fs. 
104 vta.). 

Dictada sentencia que hizo lugar pare] alíñente a 
la demanda, basándose en las conclusiones de la pericia 
y llevada apelación a la Cámara del Trabajo, que tam- 
poco aceptó los agravios del actor respecto a la inde- 
fensión, ésto interpuso recurso extraordinario para ante 
V. K., que le fué denegado (ffc 243 y 250). 

En síntesis, fúnduse dicho recurso en dos argumen- 
tos (fs. 24Ü/24D): 

h) ol demainlado sólo tuvo 48 horas para impug- 
nar la pericia obrante a fo. «7/9(i; ¡01*0 ente insufi- 
ciente a todas luces para hacerlo; 
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h) si hion en la audiencia n que se refiere el acta 
de fs. 10.1 el perito rectificó cu parte sus conclusiones, 
la Cámara no piulo tomar en cuenta tales r ec ti ficae io- 
nes, porque no se dejó constancia escrita do las mismas, 
ni el juez las tuvo en cuenta al sentenciar. 

A mi juicio, de la reseñu hecha más arriba se des- 
prende que el demandado tuvo un mes para preparar 
el tema de las explicaciones que quería pedir al perito, 
y si bien es eierto que el Juez desestimó su pretensión 
tendiente a que el minino contestara por escrito los pun- 
tos planteados — que obran a fs. 130/138— so formula- 
ron las preguntas que él quiso hacer, las que fueron 
contestadas por el perito (fs. 104 vta.). 

Kl fundamento condenando en el plinto b), no fué 
planteado o por lo menos mantenido en la exprés i de 
agravios, por lo que no puede ser considerado en la pre- 
sente instancia extraordinaria. Además, no consta en el 
acta ile fs. 103/104, firmada sin observación alguna por 
el reeurronte, que ésta baya solicitado se asentaran en 
dicha acta las respuestas del perito, como se hizo con 
los argumentos do ambas partes acerca de la agrega- 
ción del cuestionario. , 

En consecuencia, me inclino por la improcedencia 
de la queja. — JK Aires, octubre 28 de 1ÍÍ47. — Carlnr. 
(t. fh-tfinn. 
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Hs. Aires, noviembre- ."i d*> 1¡*47. 



V vista la precedente queja caratulada: *' Recurso 
de hecho deducido por la demandada en bis autos Te- 
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rriai Tomás o. Moreno Jesús 1\ y Cía." para decidir 
sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que dados los términos empleados en el acta de 
fs. 13 del expediento principal es por lo menos dudosa 
que la invoeaeión del art. 18 de la Const. Nación») tu- 
viera más aieance que el de fundar la inconstitueiona- 
lidnd de los Tribunales del Trabajo por razón de su 
origen. El punto carece sin embargo de mayor trascen- 
dencia ante la doctrina de esta forte con arreglo a In 
cual no puedo admitirse que el decreto 32.347 viola la 
garantía de la defensa en juicio en snpuestos en que no 
ha sido óbice para la adecuada defensa del recurrente 
como en la especie ocurre. Fallos, 205, (¡8; 207, $8Q y 
los allí citados. 

Que las objeciones a 1 prueba pericial producida 
tampoco comprueban la existencia de agravio suficiente 
a la defensa como para sustentar el recurso extraordi- 
nario sobre la base del art. 18 de la Oonst. Nacional 
—Fallos; 104, 220; 105, 15!»; 205, í¡8 y otros—. Desde 
luego porque el sistema del art. 85 y sgtes. del decreto 
.'ii\:U7 no introduce modificación notable en el régi- 
men de la producción de tal prueba, siendo así que en 
el procedimiento ordinario —ley 50, nrts. 151 y si- 
guientes — las explicaciones q U o pueden requerirse a los 
peritos son facultativas del juez. — ttoct. de Fallos: 
107, 57 y otros — . Kn la especie por lo demás, las expli- 
caciones mencionadas, fueron requeridas, si bien no 
con la extensión que lo pidió el recurrente, mediando 
por otra parte la circunstancia de que los tribunales de 
la causa lian procurado por vía de medidas para mejor 
proveer, iraer a los autos los elementos de convicción 
necesarios para el fallo del juicio. 
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En su jiiérilo y por Jos fundaiiionto.s del dictamen 
del Sr, Procurador Geueral se desostimn la precedente 
queja.- 

Tn.MÁ* I). CANAKKri — Ln S i?. 

LoNGiti — Justo U Ai.va- 

I1KZ RoUltíliTEZ. 



MANTEL COSTA v. IXSTITl'Tí» NACIONAL DE 
PREVISION* SOCIAL 

JCMLAUQX DE EMPLEADOS XAf/UXALRS: Vómito r/e 

El decreto 26.214/44 del 2 de octubre de 1944 no es apli- 
cable a loa afiliados a la Cuja Nacional de Jubihiemnes 
y Pensiones (le Empleados Civiles que, por haber obte- 
nido su jubilación en la fecha en que aquél entró cu 
vigenaia, habían incorporado a su patrimonio 1111 derecho 
adquirido. 



SENTENCIA Hl; LA C.ÍMAHA DE APELACIONES DE LA .It STJf'IA 

[ikl Tkahajo 

lis. AireK, 10 (le setiembre de 1!M7. 

Y vistos: El rceiirM. presentado por I). Manuel Salvador 
Costa eontw* la resolución del Instituto Nacional de Previsión 
Social de fs. 75 vtn., 7<¡; y 

Considerando; 

Que las pretcnsiones del recurrente deben sor con- 
sideradiis a través de las disposic iones de orden legal y rccla- 
meiitariits que ri^cn | a materia, en el momento en que se 
solicita, y riendo dio lls f, ( . s aijíno mencionarse que el intere- 
sado. *c rusentó el 2,1 de aposto de 1944 solicitando el cómputo 
de retnbueiou de horas extraordinarias y valor locativo de 
la casa habitación «|tim le otorgaba el bíineó (f K . 3H ) . habiendo 

obtenido la jubilación H 28 de agento de 1íM4 



... 
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Que el áee, h-y 26.214/44 del 2 de «tiil.ro de 1944 fte 
nielado ron fecha posterior a la jubilación fiel m crwuuo (-8 
de a K osto de 1944) no siendo por lo Unto ele ap .eac.on en el 
presente caso, pues a la focha de mi promulgan aqu.l eon- 
aba con un derecho incorporado « an patrimonio, sin cp e 
»ii factible de modifieaciún alpuna, enmo reitera* amenté o 
tiene resuelto la Suprema Corte de f M * ¡te Mg*| 
sin afectar derechos awjrurados por el art. 17 de la Consti- 
tución Nacional. 

Que el art. 1' á« ta ley 11.923 al mortificar el íné. I« del 
art 4* de la lev 4349, no lia limitado al sueldo propiamente 
dicho, el descuento n practicarse para contribuir al fondo de 
la Caja, sino que lia Jiccho extensivo a los jornales o a euiU- 
iiiiíer'otra remuneración que pi-reiban las personas compren- 
didas en el art. 2" do la ley. por lo que correlativamente rtehe 
establecerse que esas otras remiiueríK- iones, por las cuales los 
afiliados sufren descuentos, deben computarse para la fija- 
ción del haher jnbilatorio, en el presente caso el mWW V* 
el banco fijaba como valor locativo de la cana habitación y '« 
suma que se 1c entregó por compensaciones o remuneraciones 
por servicias extraordinarios. 

Por ello, en virtud de las presentes consideraciones, este 
Tribunal resuelve: revocar la resolución del fs. 75 vta., 7fi. 
cuva liquidación definitiva deberá practicarse en la instancia 
administrativa. — Khtio Santón. — Iforacto fíonrt Isla, 

DtCTAMKN DEL PltOí lMtAUOIl fÍENKItAI, 

Supionm Corto: 

VA recurso extraordinario interpuesto n fs. 101, 
no apureoe fumlado en los términos del «rt. M de la 
ley 48 y la doctrina de V. K. ni respecto. 

Corresponde, pues, declararlo nial concedido a fs. 
UA, - Aires, octubre 31 de 1947. - Carlas G. 
Del fino, 
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Bs. Aires, 7 de noviembre de 1947. 

Y vistos: los presentes mitos 'Tosía Manuel v. 
Instituto Nacional de Provisión Social, ley 434Í)", ve- 
nidos por vía del recurso extraordinario, y 

Con sitie raudo: 

Que la sentencia en recurso al revocar la resolu- 
ción de f». 75 yta. establece la inaplieabilidad en el caso 
de las disposiciones del decreto h« 20.214, año 1944 por 
haber sido dictado éste, con posterioridad a la fecha 
en que se acordó el beneficio al interesado. 

Que en tales condiciones es de aplicación al caso, 
la doctrina ¡sustentada por esta Corte Suprema ufre ; 
C. S. 17!>, 3ÍÍ4. 

Por ello se confirma la sentencia apelada de fs, 9? 
en cuanto pudo ser materia de recurso, 

Tomás D. Casahes — Luis R. 
LoKGUl — Justo L. Alva- 

HEZ RüOHÍOUKZ — líorWLFO 

(J. Valenzuela. 



ROBERTO GARCIA 
í KfíVKIO UlUTiJR. 

El i-iiulmljiiio csKAtti) cuya esposa se halla ombanizadíi está 
iwiiprviKlidn ''11 la ereepcióti prevista en el arl. 41. ¡nc. 8. 
<M dwreto 2!U7f> 44 inoriificatlo por el 19.2S5/45 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Rosario, 7 de julio de 1947. 

Vistos, fu acuerdo los autos "Cania Roberto: excepción 
del servicio militar" (oxp. n* 12.751 de ejitrada). 

Y considerando que: 

La cuestión planteada en el presen'" f-nso. ha sido resuella 
por esta Cámara con fecha 2 de julio de 1945 (J. A, 15*p 
III pág 725), al confirmar la resolución dictada por el titu- 
lar' del iuxgado n» 2, inte{rraiite ahora del Tribunal, ha con- 
clusión á que allí se llegó es la misma que sostiene el a gtwgs 
decir que no se considera comprendido dentro de la previsión 
del inc. 3* del art. 41 del decreto 29.375/44, vigente en virtud 
de la, ley 12.913, al ciudadano casado cuya esposa se encuentra 
en estado de gravidez. Los fundamentos dados entonen; se tie- 
nen por reproducidos, por tratarse de situaciones análogas, en 
homenaje a la brevedad. 

Atoas, la Cámara Federal de Mendoza también se ha 
pronunciado por la misma tesis (U Le/, t 40, p. 311, I» n« 
19.7 40). 

Por ello y de acuerdo con lo dictaminado por el señor 
Fiscal de Cámara, se resuelve: 

Confirmar la resolución apelada, óbrente a fs. 7. que de- 
elara que el ciudadano Roberto García, no ha comprobado lia- 
llar^ con.prei.dido en la causal de excepción del *?v*tow£ 
tar, prevista en el art. 41. inc. fft del decreto n' 29.37->/44, 
modificado por el n» 19.285/45 vigentes en virtud de lo dis- 
puesto por la ley n* 12.913. — Mamut Granadas. — Santn* J. 
Sacconc. — ./»<«»> Carlos T/uhanj. 



Dictamen i>ei. Prninnunoa ®mwm 
Suprema Corte : 

Se cuestiona en estos nulos si la excepción del ar- 
tículo 41 inciso R» tic la loy orgánica del Ejército, esta- 
tuida en beneficio del ciudadano casado o viudo con 
lujo leífílimo, comprende también a aquél cuya esposa 
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se halla cu estado de gravidez, alegando la parte inte- 
resada que dentro de la acepción lega] de la palabra 
"hijo" se halla incluido el hijo concebido, en razón de] 
sistema que el Código Civil establece respecto de las 
personas por nacer. 

Ksto criterio, que ha sido desechado en atabas ins- 
tancias, debe en mi opinión, ser desestimado por V. E. 

La interpretación restrictiva, que en materia de 
beneficios es regla de hermenéutica consagrada, se im- 
pune con mayor razón cuando se trata del servicio mi- 
litar, que se exige a los ciudadanos a fin de capacitarlos 
pura cumplir el deber esencial de todo argentino, cual 
es el de armarse en defensa de la Patria, como lo dis- 
pone el artículo ÜO de la Constitución Nacional. 

La ley orgánica del Ejército se limita a otorgar la 
excepción al ciudadano casado o viudo con hijo legí- 
timo, guardando silencio acerca del padre de hijo na- 
tural o de hijo por nacer, siendo de aplicación al caso 
el viejo aforismo romano "ubi lex non distinguet, uec 
nos distinguere dehemus". La apreciación de tú median 
buenas razones para extender el beneficio a supuestos 
no contemplados por la ley, es del resorte exclusivo del 
Poder Legislativo, pero su silencio al respecto no auto- 
riza al juzgador —sin incurrir en el riesgo de atribuirse 
una competencia que le es ajena— a conceder, por ex- 
tensión analógica, derechos que l a ley no da. 

La circunstancia de que el Código Civil considere 
en particular dentro de su articulado a las personas por 
nacer, no permite por sí sola identificar en la misma 
situación jurídica, y menos a todos los efectos, a esos 
entes con los ya nacidos. Por el contrario, si adoptan un 
régimen especial respecto de los primeros, es porque 
comienza por aceptar la diversidad de hipótesis jurí- 
dicas, susceptibles por lo tanto cada una de ellas de 



engendra? consecuencias que les son propias y exclu- 
sivas. 

Y si dentro de la economía del Código uno es el 
caso de los hijos por nacer y otro el de los ya nacidos, 
no puede llegarse por vía interpretativa a la conclusión 
de que en otras leyes de la Nación no existe diferencia 
entre ambos. 

La natural fucultad del Poder Judicial de interpre- 
tar las leyes para aplicarlas, reconoce como lógica limi- 
tación ta que resulta del principio de la separación de 
los poderes que consagra nuestro régimen constitucio- 
nal, y que excluye la posibilidad de que el funcionario 
judicial aprecie la bondad de la ley antes de aplicarla. 

Es por ello que si do nuestro derecho positivo re- 
sulta que la excepción se concede al padre del "ligo le- 
gítimo", y que este término no es sinónimo de persona 
por nacer, no puede llegarse, por la sola conveniencia 
de asignar iguales efectos a ambas hipótesis jurídicas, 
n la conclusión de que la ley, cuando legisla para una, 
lo hace también para la otra. 

En mérito a lo expuesto soy de opinión que V. E. 
confirme la sentencia apelada, denegando la excepción, 
por no ser extensiva al interesado, la causal que la ley 
prevé. — Bs. Aires, octubre 2 de 1947. — Carlos G. 
Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 7 de noviembre de 1947. 

Y vistos los autos "García Roberto, excepción del 
servírio militar en los que se ha concedido el recurso 
extraordinario interpuesto por el Sr. Defensor Oficial 
contra la sentencia denegatoria de la excepción. 
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Considerando: 

Que en el cuso do autos no se lia puesto en duda 
la existencia de] matrimonio a que se refiere el certifi- 
cado de fs. 2 ni el embarazo subsiguiente declarado u 
fs. 4 por la cónyuge del ciudadano a cuyo favor se soli- 
cita la excepción del servicio militar fundado en dichus 
circunstancias y en lo dispuesto por el art, 41, inc, 8», 
del decreto 29.375/44 modificado por el 19.285/45. 

Que el precepto en cuestión debe ser interpretado 
teniendo presente su razón de ser, que no es olra que 
la necesidad tic impedir que la familia legítima quede 
privada de la asistencia moral y material que debe 
prestarle justamente el ciudadano llamado a las filas. 

Que dielin asistencia no es menos necesaria en el 
caso del lujo simplemente concebido que en el del hijo 
nacido y vivo. La legislación del país permite apreciar 
el propósito de asegurar del mejor modo posible, en 
todos los órdenes, la protección del hijo concebido, a 
través del Cód. Civil que lo reconoce como persona, le 
permite adquirir ciertos derechos y provee n su repre- 
sentación; del Cód. Penal, que reprime severamente el 
aborto, y de las leyes del trabajo que establecen condi- 
ciones de labor, prohibiciones y beneficios de diverso 
orden en favor de la mujer parturienta con el fin evi- 
dente de proteger tanto su salud como la del hijo con- 
cebido (leyes 11.933, 12.111, 12.339, 12.568, etc.). 

Que sería manifiesta e inexplicablemente incon- 
gruente una legislación que, no obstante provenir de 
un mismo órgano — el Congreso Nacional — , se pre- 
ocupase por una parte de asegurar no sólo la vidn 
de la criatura concebida sino aún los derechos pecu- 
niarios que jmdiera adquirir (art. 04, 70 y concordantes 
del Cóil. Civil) y, por otra, le privase de la ayuda del 
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padre sin mediar una razón de necesidad imprescin- 
dible que lo imponga. Privación míe, por lo demás, cons- 
piraría contra uno de los fines primordiales del Estado, 
como lo es la protección de la familia legítima. 

Que, por otra parte, los términos del art, 41, ine. 8», 
no excluyen necesariamente la situación del hijo legí- 
timo aun no nacido sino tan sólo concebido, y en esas 
condiciones es más razonable y justo excluir la inter- 
pretación incongruente con la orientación legislativa y 
adoptar la que concuerda con ésta y con los fines que 
la inspiran. 

Que, por lo demás, los riesgos de una solución fa- 
vorable a la exención, consistentes en los abusos que 
podrían cometerse, revisten escasa importancia, ante 
lu severa penalidad establecida por el art. 49 del de- 
creto 'J9.375/44 para los casos de gestión dolosa de la 
excepción. 

Kn su mérito se declara comprendido en o1 ^*- Jg 

al ciudadano casado cuya esposa se halla embarazada 
y en consecuencia, se revoca la sentencia apelada en 
lo (pie ha podido ser materia del recurso. 

Tomás D. Casabes — Luis R. 
Loxgiii — Justo L. Alya- 
i¡ez RoDiut-UKZ — Rodolfo 
G. Yalexzuela. 
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GREMIO LAVADEROS MECANICOS 

JURISMCCIOX Y COMPETENCIA: Cuestiones <fr competencia. 
Intervención dé la Corte Suprema. 

La Corte Suprema carece de atribuciones para decidir las 
contiendas de competencia trabadas entre Jos jueces del 
crimen de la Capital Federal y los de policía administra- 
tiva de 1n misma ciudad creados por la ley n 9 12.833 con 
carácter local. 



Dictamen- hkl PnocunAuon General 




Suprema Corte: 

Llega a conocí miento de V. E. esta contienda de 
competencia negativa trabada entre los señores jueces 
de instrucción y de policía administrativa de la 
Federal (fs. 3, 0, 10, 10 vta. y 11), por haber 
la Cámara del Crimen de la misma Capital a fs. 8 que 
carece de jurisdicción para resolver el conflicto en ra- 
zón de ser el Señor Juez de Policía Administrativa de 
extraña jurisdicción, conforme a la que le confiere la 
ley 12.833, de creación de esa justicia especial y atento 
lo dispuesto por el art. 44 del Cód. de Proceda. Cri- 
minales. 

Advierto en primer lugar, que el conflicto susci- 
tado no os de los que debe dilucidar V. E. conforme a 
lo que determina el art. 0* de la ley 4055. Además, la 

los juzgados que con la misma se crea en la Cap. Fe- 
deral, de la Cámara del Crimen local. En efecto; es 
ante este tribunal que lian prestado juramento los tres 
Jueces de Policía Administrativa (art. 2°) ; sobre ellos 

mada a removerlos por el procedimiento de la ley 
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11.^4, efe carácter loen! (nrt. 3»); miomas, las san- 
ciono* aplicadas por los Jueces de Policía Administra- 
tiva son apelables para ante los del Crimen (nrt. 7*) ; y, 
por último, en los casos de penas corporales de pér- 
didas de ciudadanía y de los derechos cívicos impuestas 
por aquellos magistrados, deben actuar los fiscales de 
la justicia ordinaria (art. S*) ( 

En la disensión parlamentaria tic la ley ll\S3.*i, el 
ecuador Kamolla, informando el despacho de la Co- 
misión do Legislación General expresó: "... las nor- 
mas dii procedimiento, así como la creación de juzgados, 
son funciones <jiie competen al Congreso de la Nación, 
actuando eth este caso como leffi$latW& local ríe la Cap. 
Federal v territorios nacionales" (Senadores, julio 

17/ÍHtí, pág. 8É& 

Con los antecedentes precedentemente expuestos, 
no c menester mayor análisis para concluir que los Tri- 
bunales do Policía Administrativa tienen jurisdicción 
ordinaria en la Capital, y por ello, repito, no caito la 
intervención de V. E. en ol conflicto suscitado. 

V. E. tiene resuelto on forma reiterada (180: 12; 
187: 411; 193; 135, entre otros) que no corresponde a 
la Corte Suprema dirimir contiendas trabadas entre 
jueces locales que ejercen una misma jurisdicción te- 
rritorial; función que compete al tribunal superior res- 
pectivo de acuerdo con las leyes procesales, asimismo 
locales, sobre la materia. Tal es mi dictamen. — Bs. 
Aires, 'setiembre 25 de 1947. — Carlos G. Del fino. 
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Bs. Aires, 7 de noviembre de 1047. 
Autos y Vistos: Considerando: 

Que como lo pone de manifiesto el precedente dic- 
tamen del Sr. Procurador General, los jucees creados 
por la ley 12.833 revisten carácter local, y, conforme 
a reiterada jurisprudencia no incumbe a la Corte Su- 
prema sino al respectivo tribunal de apelación decidir 

locales que ejercen una misma jurisdicción territorial. 

Por tanto y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General declárase que esta Corte Suprema carece de 
atribuciones para decidir la contienda negativa de com- 
petencia trabada entre el Sr, Juez de Instrucción de la 
Capital Dr. Oscar V. ,T. Berlingcri y el Sr. Juez de Po- 
licía Administrativa Sr Juan A. d avina para entender 
en ta causa "Gremio Lavaderos Mecánicos, deuuncin 
en sn contra por infracción al art 300, inc. 1» del C. 
Penal". 

Tomás D. Casares — Luis R. 
Lonohi — Justo L. Alva- 
rez Rodríguez — Rodolfo 
G. Valexzuela. 



RECURSO 
tion de ta 



FERROCARRIL OESTE 
EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introduc- 



ía oportunidad en que haya sido introducida la cuestión 
federal en el pleito es indiferente, a los efectos de la pro- 
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cedencia del recurso extraordinario, cuando el superior 
tribunal local la ha examinado y resuelto. 

GOBIERNO DE FACTO, 

Los deeretos-lcycs dictados por el gobierno ^ gj 
válido» por razón de su origen, y continúan si.-ndolo du- 
rante el gobierno constitucional subsiguiente aunque no 
luiyan sido ratificados por el Congreso. 

JiFCrRfO EXTRAORDINARIO: Requisito, propio*. Cuntió* fe- 

mé, cw&ovm feto***** Mmwm¥* Ae otra " norm<,ít 

ti arto* feitrtale*. 

El decreto 14.954/46 tiene carácter federal y su »«»^* 
tación constituye cuestión federal suficiente para fundar 
en ella el recurso extraordinario. 

TELEGRAFO, 

El réírimen establecido por el decreto U.954/4G compren- 
de a las empresas ferroviarias. 



Sentencia del Director de Sumarios de la Secretaría 
de Trabajo y Previsión 

Bs. Aires, 11 de diciembre de 1046. 

Visto para dictar la resolución correspondiente este sn- 
mario admfitrativo instruido contra 

en su carácter de presidente interino del "Ferrocarril Oeste , 
por infracción al decreto-ley 21.877/44 y 

Que los hechos denunciados a fs 1 v 
por demostrados en mérito a lo que establece rfart. 
II de la ley 11.570 y a que en la audiencia d » 8 -¿} 
por intermedio de su representante legal, no los objeta en su 

mflt QÍet'ios mismos resulta que la ^M|| 
lecrafistas que en número de quince M individualizan en el 
seta de acusación, suehlos inferiores a los que correspondía 
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percibir por razoups de antigüedad v en virtud a lo iiuc de- 
termina él art. !)" del deereto-ley 14,í>o4/46. 

Que esto importa por porte de la inculpada la comisión 
de actos violatorios ni precitado decreto, los que de «cuerdo 
con lo que prescriba m art. Ií¡3 deben ser reprimidos con bis 
«unciones que establéete el nrt. 1» del deereto-ley 21.877/44. 

Que esto ubica a la empresa en una situación contraven- 
eional (pie no se anula, ni se posterga en su» efectos, por las 
cuestiones de puro derecho que se plantean en la defensa in- 
terpuesta de fs. 6 a f«. 11 inclusive; pues aparte de que desde 
todo punto do vista sería improcedente que esta Secretaría, 
recibiera la colaboración de particulares, a costa de permitirles 
infringir las disposiciones reglamentarias de cuyo cumplimien- 
to debe responder, menester es dejar sentado: 

T. Que los euiplcfuW telegrafistas por sus funciones es- 
pecíficas, constituyen un personal de que conjuntamente con 
los restantes operarios especializados de "radio-cable teleerá- 
ficos y afines", cumplen funciones que tienen características 
(pie le son propios, y que conforman una unidad sobre la que 
legisla el decreto-ley 14.954 de 24 de mayo de 1046, con pres- 
eindencia de actividades de ntro orden (pie pudieran desenvol- 
verse pii una misma explotación. 

Que no existe ninguna disposición legal vigente, que les 
adjudique a Iop telegrafistas, porque sean ferroviarios, régimen 
alpiino do excepción, que los excluya de los beneficios del Es- 
tatnto que les concierne, pues por el contrario, el art. V les 
comprende en forma iihsoluta conjuntamente con los restantes 
operarios de la misma especialidad, aun si para ello fuera ne- 
cesario introducir modificaciones <.„ | as j,.yes y decretos vigen- 
tes a la fecha de su sanción; y et art. 13 dispone su inclusión 
en forma expresa. 

Que este criterio discriminatorio se sigue en los anteceden- 
tes que ilustran el cas.n. Ya en lfUS en el decreto publicado en 
Ja eirculnr n v 11 de la Dirección firal. de Ferrocarriles (Minis- 
terio de Obras Públicas! se define la situación de los telegra- 
fistas ferroviarios cuando se sostiene "que las diferencias que 
tratan de establecer entre empleados afectos al servicio fie telé- 
grafos vine lindos a bi seguridad y regularidad del movimiento 
de trenes y los que únicamente atienden las comunicaciones 
telegráficas relacionadas enn la explotación comercial, sólo pue- 
den valer en cuanto conciernen al orden interno de cada em- 
presa. peto es ¡inadmisible como fundamento para eludir la ju- 
risdicción técnica administrativa que la lev confiere al Poder 
Ejecutivo de la N'ución ". También cabe señalar que el hecho 
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de que loa telegrafistas sean de «na empresa ferroviaria, no 
obsta para que estén sometidos como tal™ a la fuealioettn 
del Ministerio de Guerra por tratar*; de un personal espe- 
cializado v de conformidad al art. 6', apart. c) del decreta 
15 597/46 «ue reglamenta el ll.GGo/43. Asimismo, la jornada 
une deben cumplir, no la tienen establecida como ^P»; 
ferroviarias, sino como telegrafistas, en los decretos >i 79* 4o 
y 8986/45, a los que para tales efectos se remite el decreto- 
lev 14.954 en su arr. 6*. El privilegio de npwn *°« 2a 
«ños de servicio y 50 años de edad otorgado por el decreto 
9505/44 v reglamentado por e! 30.279/45. o obt.cnc.1 i «rag 
telegrafistas v no como ferroviarios; y el decreto 29.7íb/44 
los ampara con la lev 9688 sobre accidente* del traban por 
su calidad de telegrafista*. Por lo demás, la forma integral 
am ofrece el decreto-ley 14.954/46. se superpone al concepto 
sobre que reposa la ley 750>/ 2 que no hace excepción de nin- 
guna elase acerca de ese personal. 

II Que los inconvenientes que según la empresa se deri- 
varan de la aplicación del Estatuto, pueden ser motivo de es- 
tudio por parte de la autoridad administrativa con facultades 
para aconsejar o decidir su modificación, pero no deben ser 
introducidas al presente sumario como problemas a dilucidarse 
Pfl esta instancia, donde las atrihuckmes del suscripto en m. 
calidad de jugador, se limitan a aplicar la ley tal cual resultare 
de la interpretación de los hechos en relación a las disposicio- 
nes vigentes en el momento en que se produjeron o en la opor- 
tunidad de este pronunciamiento. 

m Que las tareas accidentales que al margen de sus fun- 
ciones específicas pudieran realizar los telegrafistas ferrovia- 
rios, no llegarían de todos modos a desnaturalizar las que les 
son primordiales y que determinan la calidad que revisten de 
especializados. 

IV. Que no se puede argumentar que el régimen de los 
telegrafistas (fe. 11. párrafo III), introducido en el trabajo 
ferroviario, haya de crear entre el personal de las empresas 
una notoria e ^ «ta desigualdad, ya que por el contrario el 
decreto-lev 14.954/46, la impide al exigir que en 
condiciones (operadores, radio-cables, telegrafistas), no se pr.\e 
a unos de los beneficios que son acordados a otros. 

V Que con respecto al arante que estaría a estudio de ta 
Secretaria de Trabajo y Previsión, invocado por 1» «»P"** 
para pedir «e deje sin efecto la instrucción del presente suma- 
rio, es de comprender, que eou el sólo se acreditaría a «Jaten- 
cia de trámites administrativos pendientes de resolución, tie ios 
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que es parte la nota cuya copia corre a Fs. 11 y que en oposi- 
ción a lo que pretende la defensa no pueden interrumpir la 
aplicabilidad de las disposiciones videntes. 

VI. Que la objeción en contra de la sustentación de este 
juicio por el procedí miento de la ley 11.570, carece de funda- 
mentó por las propias razone* en que se apoya, pues en su 
art. 1" no sólo se lo establece pora los caaos de multas a impo- 
nerse por infracciones a las leyes que taxativamente enumera, 
sino que también lo ordena "para las leyes del trabajo que en 
adelante se sancionaren'*. 

Que de lo expuesto precedentemente, se desprende que la 
defensa no ha traído al sumario elemento de juicio alguno ca- 
paz de torcer el sentido o a desmerecer el alcance de la inmu- 
tabilidad deducida. 

Que en estas condiciones el juzgador ha de formarse con- 
cepto de la culpabilidad consecutiva en la apreciación de los 
hechos denunciados, despojado» de toda interferencia, tal cual 
como objetivamente se exteriorizan en el acta de acusación, 
esto es, como constitutivas de infracción al art. 9» del decreto- 
ley 15.904 y pasibles de la penalidad establecida en el art. 1» 
del decreto-ley 21.877. 

Que a los efectos de graduar esa pena para la sanción co- 
rrespondiente al caso, e» de advertir que abona en favor de la 
empresa, la circunstancia de que sea infractora por primera 
vez; pero en cambio, para esos mismos fines, el juzgador ha de 
tomar en cuenta, desde el punto de vista social, la proporción 
del daño ocasionado a las personas que resultar.» perjudicadas 
por las infracciones producidas, como asimismo, la capacidad 
económica de la responsable. 

Por ello: atento lo dispuesto en el art. 1* del decreto-ley 
21.877, y de acuerdo con el art. 63 del decreto-ley 15 954 re- 
suelvo imponer a don James Calder Angel, en su carácter de 
presidente del Ferrocarril Oeste, una multa de 100 in$n. por 
cada una de las quince personas con las que se cometió la in- 
fracción al art. 9» o sean 1.500 m*n., cuyo importe deberá 
depositar a la orden do esta Secretaría, en el Banco Central 
de la República Argentina, dentro de las cuarenta y ocho ho- 
ras de serle notificada la presente resolución, bajo apercibi- 
miento de que, si así no lo hiciese, se procederá a su arresto 
en los términos de los arts. 1» y 5» del deereto-ley 21.877. Rcp. 
las fojas, cumplido que sea archívese, — Cesar O. Martínez 
Vivot, 
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Rkstexcia de la Cámara de Apelaciones de la Justicia 

del Trabajo 

Bs. Aires, junio 9 de 1947. 

Vistos y considerando : 

Que sobre la validez constitucional de los decretos-leyes 
21 877/44 v 14.954/46 que se cuestiona en razón de BU origen, 
como ío póne de manifiesto el dictamen de fs, 26, ^lúcese al 
planteo de las facultades legislativas del Gobierno Revolue o- 
nario uncido como consecuencia del movuiiieuto triunfante del 
4 de junio de 1943. Sobre esta cuestión el Tribunal en el caso 
•'Club de Residentes Extranjeros s/ infracción ( La bej , 
8 de octubre de 1945) y especialmente esta "!« ™ 
Sima Frost de Mora o / Caja de Maternidad < Jurisprudencia 
del Trabajo, 23 de noviembre de 1945), base pronunciado en 
sentido contrario a las pretensiones del recurrente. Corresponde 
dar por reproducidos en el caso los fundamentos de los fallos 
expresados; sin perjuicio de hacer resaltar que la ulterior san- 
ción legislativa alcanzada por los decretos . fcyej en • «uertion 
(lev 12 921 sancionada el 21 de diciembre de 1946) dentro de 
¿Adoctrina jurisprudencial aplicable quita asidero a la posi- 

Cl6 " P¡J ilíoa^mpugnaeión formulada es improcedente y así 

II Sobre el fondo de la resolución impugnada no lia apor- 
tado el recurrente elemento suficiente que desvirtué las con- 
clusiones del pronunciamiento de que se agravia puesto que In 
amplitud de loe conceptos que contienen los arts. 1\ 2» y 9 de 
Sec 19 954 (ley 12.921) no admite distingos. Por lo demás. la 
hiclusión del personal ferroviario aparece «™bonh*, J 
mencionado cuerpo legal, ya que en ^^Aj#fef 
escalafón propio para el "personal de afines de los ferrocarri- 
E» Bn a especie no se ha aportado tampoco prueba alguna 
% ardite que el personal que aparece en mfraecun no re- 
uniré los requisito* legales del caso para su inclusa i en el 
ámbito del dee. 14.954 (ley 12.921). Las propias man^tacio- 
ífi ferrocarril (fs. 9. 10 y 11) pone» de manifiesto mas 
me .n desconocimiento de la vigencia y aplicabil.dad de di- 
To « üorpo t^al inconvenientes y desigualdades que^o pue. 
den ser subsanados ni contemplados — casu de existir no 

Vía ^Mf^^^^ se confirma con costas la 
resohicTón de fs^Í2/14. - Amando David Machtro. - Jor c 
S. Juárez. 
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Dictamen* i>kl Phocl-hauoii (Jkxeral 



Suprema Corte : 

El recurso extraordinario deducido a fs. 31 es pro- 
cedente toda vez que se ha puesto en cuestión la legiti- 
midad de una pena aplicada en virtud de lo que dispo- 
nen los decretos-leyes n" téMá/M y 21.877/44, so pro- 
texto de resultar dicha imposición contraria al art. 18 
de la Coust. Nacional. 

íSe plantea cu autos, concretamente, el problema de 
establecer el alcance de la validez o proyección jurídica 
de los decretos-leyes dictados por el gobierno "de 
facto" desde el 4 de junio de 1943 al 3 de junio de 194(í, 
en el período de gobierno constitucional que sucedió a 
aquella situación En efecto, si bien el recurrente no 
alega la ineonstituetonalidad del acto legislativo de la 
autoridad que puso en vigencia los decretos 21.86(1/44 
y 14.ft")4/46, en cambio niega que el gobierno legal que 
la sucedió tenga fneultad para imponer penas en base 
a la aplicación de dichos decretos, sosteniendo que si 
así se procediera resultaría violado el art. 18 de la 
Const. Nacional que sanciona la garantía de que ningún 
habitante de la Nación puede ser penado sin juicio pre- 
vio fundado en ley anterior al hecho del proceso. El 
caso se reduce, pues, a la consideración del viejo pro- 
blema en doctrina y jurisprudencia que estriba en sa- 
ber si los decretos- leyes producen efectos jurídicos en 
la situación normal que sucede a los gobiervios de 



facto 



en su vi- 
gencia al asumir el nuevo gobierno legal sus funciones. 

Se acepta, de antiguo, ta necesidad de otorgar a 
los gobiernos de hecho todas las facultades necesarias 
para cumplir los fines específicos que inspiran su ges- 
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üón (Fallos: 158, ?00 y 196: ú). Del mismo modo, debe 
serle reconocido como legítimo el ejercicio de todas 
aquellas atribuciones con que cuenta un gobierno nor- 
mal, entre los eualcs figura sin duda la de legislar desde 
que es ésta una función esencial del Estado, quien no 
podría subfrX*. si sus órganos fueran privados de ella. 
Ahora bien, producida la caducidad, por razones do he- 
cho, del órgano o que pertenece la función legislativa, 
es evidente, no obstante, que no puede sustraérsele al 
Estado —como unidad indestructible que es en su esen- 
cia, pese a la tradicional división de poderes— el ejer- 
cicio de la misma, so pena de impedirle el cumplimiento 
de sus fines fundamentales: en nuestro caso, el de 
aquellos a que se refiere el Preámbulo de la Consti- 
tución, 

Por ello, no puede discutirse que los 
hecho gozan de la facultad de legislar en 
poder que normalmente es titular de esa función. Y es 
que el gobierno "de facto", antes que tal y al igual de 
un gobierno constitucional, es el órgano por medio del 
cual el Estado procura, como he dicho, la consecución 
de sus fines, superiores en su materialidad o substan- 
cia a todo principio de carácter formal como lo es el 
de la división de poderes. Esto no constituye ninguna 
novedad: ya lo reconoció así V. E., en los principios de 
su instalación, en Fallos: 2: 127, cuando resolvió que 
"el Gobernador de Buenos Aires y General en Jefe de 
su Ejército, fué autoridad competente para conocer y 
decidir en esa clase asuntos, por ser quien ejercía pro- 
visoriamente todos los poderes nacionales después de 
la batalla de Pavón, con el derecho de la revolución 
triunfante v asentida por los pueblos, y en virtud de 
los graves deberes que la victoria le imponía". En el 
mismo sentido Duoüit afirma: "los gobiernos que se 
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constituyen en circunstancias excepcionales, después 
que el gobierno legal lia sido derrocado, detentan de he- 
cho todos los poderes; es necesario reconocerles el po- 
der de legislar en toda materia; y si sus decretos no 
atacan a ninguno do los principios funerales del dere- 
cho superior, se imponen forzosamente a la obediencia 
y se incorporan a la legislación del país" {Traite de 
Droit Constituí hitar, París, 19:24, t. IV, pág, 745). 

Una cuestión grave sin duda y que está vinculada 
al reconocimiento do la facultad legislativa de los go- 
biernos *'de facto", es la de establecer la extensión 
de semejante facultad. Pero, es éste un problema que 
escapa evidentemente a la función judicial: no son los 



jueces los llamados a juzgar de la bondad u oportu- 

nidad de las leyes, sino según ellas. (Fallo do V. B. 
i» re: Arlandini, Enrique — agosto 22 de 1ÍM7). En 
este aspecto, la posición del Poder Judicial no puede 
ser distinta a la que le compete frente a un gobierno 
constitucional y su misión se concreta a velar por el 
cumplimiento de la Constitución, las leyes que en su 
consecuencia se dicten y los tratados con las potencias 
extranjeras (art, 31 de la Carta Fundamental). En 
consecuencia, la extensión de las facultarles legislativas 
del gobierno "de facto' ' queda librada a su propio y 
discreto arbitrio, lo mismo que acontece respecto al 



dad. Está fuera de toda discusión, naturalmente, que 
si el gobierno de hecho dictara un decreto-ley inconsti- 
tucional, el Poder Judicial, igual que en épocas norma- 
les tiene el derecho y la obligación de fulminar su in- 
validez. 

Sentado lo expuesto, evidentemente se allana el 
camino tendiente a establecer l:i naturaleza jurídica y 
el régimen de los llamados decretos-leyes, o sea de 
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aquellas disposiciones legislativas tomadas por los go- 
biernos "de fado" al verse constreñidos al ejercicio 
de los poderos que competen normalmente al Congreso. 

Enfocado el problema desde un punto de vista for- 
mal, podría afirmarse que únicamente son leyes las 
disposiciones adoptadas por el Congreso de acuerdo al 
mecanismo constitucional establecido, teniendo de ese 
modo sólo en cuenta el origen del acto. Pero, sin dnda 
una tal solución no consulta la esencia del concepto de 
ley, aparte de que por eila podría llegarse a la con- 
clusión aberrante de que los países donde no existe o 
no existió la hoy tradicional división de poderes, no 
tienen o no tenían leyes. , 

Por ello, os preciso recurrir al concepto de lo que 
en doctrina se denomina "ley material", atendiendo 
antes que a la forma al contenido del acto. En este 
sentido "ley —como diecn Colín y Capitant— es la 
regla o disposición obligatoria para los ciudadanos, 
dictada por la autoridad soberana y general en su apli- 
cación" (Cours Elémentahc (U Droit Civil Framats, 
año 1934, t. I, pág. 13, n* 11). Así, toda disposición 
que cree o reglamente derechos objetivos es una ley, 
aun cuando no tenga forma externa de tal atendiendo 
su origen; por ej.: los reglamentos, las ordenanzas mu- 
nicipales, etc. . . 

Cabe, ahora, preguntarse ¿basta dónde alcanza la 
fuerza obligatoria de la ley tomada en ese sentido! 
iSorá acaso su origen un elemento que pueda influir 
la solución del problema í "El orden estatal —dice 
Kelsen— no contiene limitaciones directas de la vali- 
dez temporal de cada una de sus normas y sistemas 
normativos. Bajo el supuesto de que aquél es un sis- 
tema de normas variables, una norma jurídica per- 
manece, fundamentalmente, en vigor cu tanto que 
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no es suprimida por oirá norma de contenido contra- 
rio. . . La duración de validez de una norma sólo pue- 
de ser limitada por determinación jurídica positiva" 
(Teoría General del Estado, traducción española, Bar- 
celona 1!Í34, pág, mí. Es este el principio general de 
derecho que el Código Civil afirma en su art. 17 al decir 
que "las leyes no pueden ser derogadas eu todo o en 
parte, sino por otras leyes"; principio que alcanza a 
todas las leyes materiales o sustantivas, tengan éstas su 

tos, ordenanzas, ete... (Conf. disidencia en^allos: 
207 : ¿07). 

Arbitraria pretensión sería excluir de ese régimen 
a los decretos-leyes, cuya condición de leyes en el senti- 
do material no puede ser discutida, atento el carácter 
general, imperativo y obligatorio de sus disposiciones. 
Además, no puede aceptarse la tesis de quienes postu- 
lan la caducidad automática de los decretos-leyes por el 
becho do la llegada al poder de un gobierno legal suce- 
sor del que lo fué "de ficto", pues ello, no sólo impli- 
caría una perturbación de la paz social y una gravísima 
inestabilidad de derechos adquiridos al amparo de aque- 
lla legislación, sino que retrotrayendo el orden jurídico 
al estado anterior de cosas desvirtuaría los fines de la 
revolución desconociendo la nueva realidad jurídica im- 
plantada por ella. 

No significa esto negar la facultad del nuevo 
legislativo para revisar y derogar o modificar la 
lación dictada por el gobierno "de facto", pero sí la 
supuesta necesidad de ratificarla con efecto retroactivo; 
en efecto, esa ratificación no es ya superflua, sino que 
importa -*-st se la entiende como acto que confiere vali- 
dez retroactiva a lo que fué originariamente nulo —una 
violación al principio general sentado en el art. 3 ff del 
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|¡ no existe 

qne la siguiente ; o los decretos-leyes 
de leyes y valen como tales desde el mo- 
mento en que han sido dictados hasta tanto no sean de- 
rogados y entonces la ratificación es superflua, o, en 
cambio, siempre carecieron de validez no siendo obliga- 
torios ni siquiera bajo el gobierno de becho que los 
dictó, hipótesis esta Última inaceptable porque conduci- 
ría al caos, desde que el Estado —así sean sus órganos 
de jure o de facto— no puede subsistir sin la potestad 
de legislar o condicionar, a los fines de la Carta Fun- 
damental, la conducta de ios ciudadanos en forma co- 



Avocada al mismo problema de que tratamos, la 
Corte de Casaeión Francesa reconoció, durante la Res- 
tauración, — como lo recuerda Dtrourr — la validez y 
fuerza legislativa de los decretos-leyes dictados pot Na- 
poleón I, por no haber decidido el Senado del nuevo ré- 
gimen la anulación de los mismos (ob. cit. f t. IV, pág. 
{¡77 y 678). Sostienen también la vigencia de los de- 
cretos-leyes dictados por gobiernos de hecho en el ré- 
gimen de los gobiernos legales que suceden a aquéllos: 
Jeze (Principios de derecho administrativo, trad. espa- 
ñola, pág. 532 y sigs.) ; Gocet {La questiou cmisMutio- 
nelle des pretendas décrets-lois, págs. 14 y 15) ; Migkon 
(La practique des décrets-lois devant la doctrine et la 
jurisprudente, pág. 7) ; Duouit (ob. cit. y t. IV, pág. 745) ; 
Bielsa (Derecho administrativo, t I, pág, 295 y 298, 
3* edición). 

Cumple observar, por otra parte, que como resulta 
de las palabras del miembro informante de la Comisión 
de Negocios Constitucionales del Honorable Senado de 
la Nación, al tratarse la ratificación de los principales 
deeretos-leyes dictados por el gobierno "de facto", no 
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fuó el pensamiento de que ese requisito resultara nece- 
sario, el principal fundamento de aquella convalidación, 
sino el propósito de evitar el "estado de inestabilidad 
i" a que podría llegarse de adoptar 
del país la opinión de los autores que 
sostienen la caducidad de los decretos dictados por los 
gobiernos de hecho al asumir sus funciones el nuevo 
gobierno legal (Diario de Sesiones, año lí>4(i, pág. 1172). 

No es óbice a la opinión que su tentó respecto a la 
no caducidad de los decretos-leyes :i tanto los mismos 
no sean derogados por otra ley (a.t. 17 Cód. Civil), la 
circunstancia de tratarse — como ocurre en el sub-jtuii- 
ce — de un decreto-ley que impone penas. La garantía 
del art. 18 de la Const. Nacional proscribo las leyes pe- 
nales "ex post facto", es decir aquellas dictadas con 
posterioridad a la producción del hecho que incriminan, 
hipótesis que no es la de autos, pues existe ley (el dc- 
creto-lcy es tal en virtud de la sustitución de poder a 
que da logar la caducidad del Congreso) y la misma fué 
dictada antes de la producción del hecho prohibido, de 
modo que el imputado tenía conocimiento de su ilicitud 
antes de cometerlo. Recuerdo, además, que como lo sos- 
tuviera el miembro de ese Tribunal, Dr. Tomás Casares, 
con amplitud de fundamentos — que comparto — no hay 
lugar a hacer distingos entre las diversas materias que 
pueden ser objeto de legislación por el 
facto*' —aceptado que éste goza de atribuciones 
lativas — , "puesto que la Constitución no establece pa- 
ra la sanción de las leyes penales distintos requisitos 
que para las demás** (Disidencia en Fallos: 204: 355). 

Por todo ello, opino que los decretos 21.877/44 y 
14.954/46 estaban en vigor con fuerza de ley al momento 
de cometerse la infracción que se imputa a don James 
Oalder Angel en su carácter de Presidente del Perro- 
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carril Oeste y que, en consecuencia, no ha existido la vio- 
lación del «rt. 18 de la Const. Nacional que alega el 
recurrente. 

La cuestión planteada con referencia al art 19 de 
la Const Nacional, fundada en que el estatuto de los 
telegrafistas (decreto 14.954/46) no es aplicable al per- 
sonal ferroviario que desempeña tareas telegráficas, se 
traduce en la interpretación de disposiciones de derecho 
común que, por su naturaleza, escapan a la decisión de 
V. E. de acuerdo a reiterada jurisprudencia. 

Procede, en consecuencia, confirmar la sentencia 
apelada en cuanto pudo haber sido materia de recurso 
extraordinario. Bs. Aires, setiembre 30 de 1947. — Car- 
los G. Delfinio. 



Y vistos los autos Ferrocarril Oeste sobre infrac- 
ción al decreto-ley 21.877, en los que se ha concedido 
el recurso extraordinario interpuesto por el represen- 
tante de la empresa ferroviaria contra la sentencia de 
la Sala III de la Cámara de Apelaciones de la Justicia 
del Trabajo que confirma la resolución condenatoria de 
la Secretaría de Trabajo y Previsión, 

Considerando: 

Que la oportunidad en que haya sido planteada la 
cuestión federal en que so funda el recurso extraordina- 
rio es indiferente cuando, como sucede en esta causa, el 
superior tribunal local la ha examinado y resuelto (Fa- 
llos: 188, 482). 
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Que el punto relativo a la alegada caducidad de los 
decretos del gobierno de facto, cuyas facultades para 
dictarlos no discute la recurrente (fs. 36 vta.), debe ser 
resuelto en sentido contrario a las pretensiones de ésta 
por los fundamentos expuestos por esta Corte Suprema 
en el fallo que pronunció el 1* de octubre ppdo, en los 
autos "Ziella Egidio v. Smiriglio Hnos." y los concor- 
dantes del precedente dictamen del Sr. Procurador Ge- 
neral. Siendo dicha cuestión la única en que se basa 
la pretendida violación del art. 18 de la Const. Nacional 
corresponde desestimar esta defensa. 

Que el decreto 14.954/46 tiene carácter federal, pues 
ha sido dictado en uso de las atribuciones que lian per- 
mitido al Congreso de la Nación sancionar las leyes 
750 y 2 y 4408 referentes a los telégrafos nacionales y a 
las empresas de radiotelegrafía así como la 2873 y sus 
concordantes sobre ferrocarriles (Const. Nacional, art. 
67 tnc. 12, 13 y 16; Fallos 183, 105; 188, 247). Del mismo 
modo que por la ley 750 \'¿ se ha reglamentado lo refe- 
rente al servicio de todos los telégrafos nacionales, in- 
clusive los de los ferrocarriles previstos también en la 
ley 3669, tanto en sus relaciones con el Estado como 
con los particulares (ver especialmente los arts. 1, 4, 5 
de la ley 750 \u) se ha estimado necesario reglar por 
medio del decreto 14.954/46, en un conjnnto de disposi- 
ciones que armonizan y se complementan formando un 
todo orgánico lo relativo al régimen de trabajo de los 
operadores radio-ea ble-telegráficos y del personal de 
afines a las reparticiones nacionales y empresas particu- 
lares, con el fin de aumentar la eficacia del servicio pú- 
blico de las telecomunicaciones mediante diversas exi- 
gencias y el mejoramiento de las condiciones de trabajo 
de dicho persona), según resulta de los considerandos 
que preceden las disposiciones del mencionado decreto. 
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Por consiguiente la interpretación de éste constituye una 
cuestión federal bastante para determinar la procedencia 
del recurso extraordinario fundado en ella (ley 48, art. 
14, inc. 3'). 

Que los términos amplios y comprensivos del art. 1? 
del mencionado decreto, y concordantes con los propó- 
sitos expuestos en los considerandos del mismo y con 
el art. 64, no permiten excluir a las empresas ferrovia- 
rias del régimen que establece, a las cuales por otra 
parte, se refieren expresamente las disposiciones del 
art. 13 incluyéndolas en la reglamentación de manera 
que no haya lugar a dudas. Con esta solución concuer- 
dan, por lo demás, los antecedentes que se refieren en 
la resolución de la Secretaría de Trabajo y Previsión 
corriente a fs. 12 y sigtes. (considerando I). 

Por ello, debiendo atenerse esta Corte Suprema a 
la conclusión de que no se ha probado que el personal 
respecto del cual se cometió la infracción no reuniera 
los requisitos legales para su inclusión en el decreto 
14.954, por tratarse de una cuestión de hecho y prueba 
no incluida, además, entre las cuestiones en que se fun- 
da el recurso extraordinario, BC resuelve confirmar la 
sentencia apelada en lo que lia podido ser materia del 
recurso. 

iás D, Casabes — Luis B. 
Lonohi — Justo L. Alvar ez 
Rodríguez — Rodolfo O. 
Valbnzuela. 
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ALFONSO DIAZ 

1MPU TA BILI DA D. 

Demostrado que el reo atacó a la víctima súbitamente y 
sni que mediara provocación, agravio o agresión dé parte 
de ésta, procede rechazar la eximente de ¡epítima defensa. 

WPVTABtUDAD. 

La circunstancia de que en el momento de cometer el delito 
el procesado se hallara en estado de ebriedad de 2 V grado 
lio autoriza a los jueces a prescindir de otros elementos de 
.inicio para establecer si, no obstante ello, aquel conservaba 
inalterable su integridad psíquica y se hallaba en condi- 
ciones de dirigir sus acciones. Resaltando esto último de 
Jas constancias de autos y no habiéndose demostrado, por 
otra parte, que se tratara de una beodez involuntaria, debe 
desestimarse la defensa fundada en esa 
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Ba. Aires, 12 de noviembre de 1D47. 

Y vistos el juicio criminal seguido contra Alfonso 
Díaz, por homicidio a José do la Cruz Vcrón en la loca- 
lidad de Resistencia, venido en apelación en tercera 
instancia de la Cámara Federal de Paraná; y 

Considerando: 

Que está plenamente prohado que Alfonso Díaz, al 
penetrar en estado do ebriedad el 7 de febrero de 1945 
en el local del Matadero Municipal do Resistencia, so- 
licitó a José de la Cruz Verón la compra de un trozo de 
carne que éste no pudo venderle por no estar las roses 
a la disposición privada. Está igualmente probado, que 
ante un nuevo requerimiento y su reiterado rechazo, 
aquél se exasperó y sin que ninguno do los presentes 
pudiera evitarlo, le aplicó U nn profunda puñalada, por 
Jo que pocos minutos después falleció. 
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Que en autos está asimismo probado, que luego de 
cometer e! hecho huyó precipitadamente con e! arma en 
la mano y ante la orden de detención impartida por el 
agente de policía que salió en su persecución, sólo se de- 
tuvo ante un tiro de revólver disparado al aire para ate- 
morizarlo y dándose vuelta, siempre con el arma en la 
mano y actitud desafiante, invitó al agente para que se 
acercara y lo desarmara, Unicamente, ante la acción de- 
cidida de este último que lo apuntó con el arma, arrojo 
el cuchillo al suelo y se constituyó en detención. 

Que está también comprobado con uniforme prueba 
testimonial idónea, que a pesar de la causal de legítima 
defensa ensayada por el reo, el ataque fue súbito y sin 
ninguna clase de provocación, agravio o agresión por 
parte de la víctima, por todo lo cual, la sentencia de 
primera instancia lo condenó como autor confeso del de- 
lito de homicidio simple, a la pena de dieciocho años 
de prisión, costas v accesorias legales. Apelado el fallo, 
a "fs. 86 por la Cámara Federal de Pa- 

el recurso interpuesto ante esta Cor- 
te Suprema, el Sr, Defensor Oficial se agravia, por en- 
tender que la sentencia recurrida no sólo lia desestima- 
do la eximente de la legítima defensa alegada en ambas 
instancias sino además, no ha hecho prueba favorable del 
informe médico de fs. 11 y su ampliación corriente de 
fs. 58 a 59, esto es, no ha considerado en favor del reo, 
el estado de ebriedad de 2* grado en que se encontrara 
al cometer el homicidio y que de haberlo considerado así 
como expresamente lo requiere ante cstn Corte, obliga- 
ría a encuadrar el caso dentro de la eximente del inc. 1' 
del art. 34 del Cód. Penal. 

Que por los mismos fundamentos de la sentencia 
apelada, corresponde desestimar la eximente de legítima 
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defensa y en cnanto a la inimpunibilidad por embria- 
gues, es de advertir, que pese al cuadro abstracto de u«a 
ebriedad de 2* grado científicamente esbozado en la ge- 
neralidad e impersonalidad de los casos, caben o pueden 
caber distintas modalidades propias de cada sujeto al- 
coholizado, con pérdida parcial o no de los frenos inhi- 
bitorios. 

Que, en consecuencia, los jueces no pueden prescin- 
dir de los demás elementos de juicio aportados en la 
causa, en cuanto condicionan el cnadro clínico imperso- 
nalizado, con las actitudes asumidas por el procesado 
al tiempo de cometer el delito. Qne en ese sentido, co- 
rresponde destacar, que a través de todas las constan- 
cias sumariales, el reo conservaba inalterable su inte- 
gridad psíquica y se hallaba en condiciones de dirigir 
sus actos. 

Que, por otra parte, no se ha alegado ni demostrado 
que pudiera ser un estado de ebriedad involuntaria. 
Por el contrario, Díaz ha manifestado ser afecto al al- 
cohol y no podía desconocer los efectos que debía produ- 
cirle. "El hombre que toma licor más que lo que debe 
—ha dicho esta Corte Suprema— responde de las con- 
secuencias de los actos que realiza por falta de dominio 
de sus facultades. La defensa de la sociedad inspira 
esta tesis preconizada por la doctrina moderna" (Fa- 
llos: 178, 256). 

Por estos fundamentos se confirma I 
lada, en todas sus partes. 

Tomás D. Casares — Luis R. 
Loiíghi — Justo L. Alvarez 
Rodríguez — Rodolfo G. Va- • 
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NACION ARGENTINA v. JOSE LAVISSE 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del valor real 

El precio que corresponde pagar por la expropiación de 
terrenos de loteo al dueño que no los Adquirid en lotes 
sino en una mayor extensión unitaria, debe ser inferior a 
los que han de pagarse en el mismo lugar y cpoea a los 
que adquirieron su tierra en lotes, porque el primero se 
beneficia con la venta compuesta de muchas fracciones 
que. de no mediar la expropiación, hubiera tenido que li- 
quidar escalonadamente, con loa gastos y riesgos propios 



de esa clase de ventas. 



Determinación del valor real- 



eo es elemento deeistvo para la determinación del valor 
real de nn inmueble el precio pagado por la compra del 
mismo siete años antes de la fecha de la desposceión, tanto 
mas si a ello se agrega que dicho precio respondió a pers- 
pectivas circunstanciales —una rápida valorización como 
consecuencia de una probable urbanización— que en la 
época de la expropiación no podían invocarse por no haber 
llenado a convertirse en realidad. Por igual razón tampoco 
tiene carácter decisivo la valuación a los efectos del im- 
puesto territorial efectuada en la época de la adquisición, 
euva modificación no fue solicitada posteriormente no obs- 
tante haber dejado de corresponder por elevada, con el 
transcurso del tiempo, al valor real y efectivo de las 



Córdoba, julio 31 de 1946. 

Y vistos: Los de expropiación seguidos por el Estfl<lo Na- 
cional Argentino contra José Lavisse y otros, exp. n' 

dC 'QuTa fTls'se pmenta el Auditor de División Dr. José 
María Pizarro. apoderado especial del Gobierno Nacional y ej 
nombre del actor, demanda la expropiaron di 
y 14 de la manzana 3; 3, 4 5, 6. 9, 10 14 18, 19, 20, 21. 22, 
23, 25 y 26 de la manzana 4; 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 12, 18» 
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15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27 y 28 de la man- 
can* 5; 4, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 21, 22, 23 y 25 ile la manzana 

9 y el 8 de la manzana 10 de "Villa General Justo", Dto. 
Capital de esta Provincia, con una superficie total aproximada 
de diecisiete mil trescientos catorce metros con cincuenta y 
cuatro centímetros cuadrados, consignando a fs. 1 y en concep- 
to de indemnización, la suma de 15.202,06 m|n. 

Que a fs. 32 comparece el demandado, por sí y por aus 
condominos, Dr. Victorio Uraehetta y Sr. José Gil Gutiérrez, 
y aceitando la acción (fs. 81 v.), manifiesta disconformidad 
con el precio de la indemnización y lo deja librado al criterio 
de peritos (fs. 82), 

Abierta ta causa a prueba, el perito designado a propuesta 
d«*| actor confirma aquel precio y el propuesto por la dcman- 
<íída (fM. 90), estima la indemnización en $ 71.754.23 m/n. 

fie. realiza la audiencia para informar sobre la prueba 
aportada (fs. 102) y se llaman los autos para resolver y 

Considerando : 

Que conforme a lo resuelto por el Juzgado en cuanto a 
expropiación (Gob, Nac. c/ Suc. de Camilo Uriburu, 4 de no- 
viembre 1943) el justiprecio se funda en anteriores decisiones 
judiciales y en algunas transacciones de inmuebles expropiados. 
Respe, tu de las primeras, se advirtió que recayeron sobre tie- 
rras situadas a 2.500 ó 3.000 metros más próximas a la ciudad 
de Córdoba que la villa que nos ocupa; se trataba de los loteos 
de Villa "Las Playas" y Villa " Ameghino". Y los precios uni- 
tarios allí fijados fueron de 4 1.16. $ 1. — y $ 0.80, correspon- 
diendo no eólo ni metro cuadrado de tierra, sino también, como 

10 previnieron las respectivas sentencias, a las indemnizaciones 
accesorias y también los ingreses (ver fallo cit). Fn lo refe- 
rente n las transacciones, cabe advertir que en éstas el precio 
fluctúa scpúii las premura* de loa vendedores o. en nnestro 
supuesto, en cuanto al ánimo de especular por el mayor valor 
que supondría la obra administrativa militar que entonces se 
iniciaba (C. R. N\, 8 may. 940, Gob. Nac. c/ Prop. Descon., 
exp, 17.902/36). 

Que diebo agio argüido por la actora está confirmado por 
el ínfimo progreso observado en Villa "General Justo" y en 
Pueblo "Arsenal", vía férrea de jjt medio de la anterior; 
por la improductividad de la tierra, por la escasez de agua y 
por m inhabilidad para el consumo cuando Ta hubiere, tal como 
quedó dcmoKtrado en el juicio n» 1560/42 seguido contra José 
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Noguera (hoy M. I. de Alberti) ¡ hechos todos éstos reprodu- 
cidos análogamente en Villa "Las Delicias" también incluida 
en la actual expropiación (ín re : "Pablo Comptá" exp. 1216/ 
42; "Lorenzo Fonseca", exp. 1565/42). 

Que asimismo, la falta absoluta de mejoras en los inmue- 
bles que se expropian confirma el supuesto arriba mencionado. 
Jo cual unido a las aceptaciones prestadas al precio consignado 
eomo indemnización por parte de propietarios contiguos (Isi- 
dro González, exp. 1222/42, tote 13. manz. 3; José 1 Alejandro 
Piotto, exp. 1422/42, lotes 19, 20 y 21, manz. 3; a ttusón de 
$ 1.93, $ 1.41, $ 1.26, respectivamente, por m s ; David Oarijo, 
exp. 1240/42, Mes 1 v 2 de la manz. 4; José Passera. exp. 
1432/42, lotes 7 y 8 de la manz. 4, a. razón de $ 1.23. $ 1.29, 
$ 1.76. $ 1.77. respectivamente, por m 1 ; Luisa G. do García, 
exp. 1692/42, lote 11, manz. 5. a * 1.19 por unidad; C, P. Ley- 
ria, exp. 1691/42, lote 7. manz, 9 a $ 1. fifi el m 4 : José* Golles. 
exp. 1202/42, lote 15 manz. 9. a $ 1.60 el m l ; J. ft Pelanda, 
exp. 1201/42, lote 10, manz. 10. a $ 1.17 y Valentín Hela, exp. 
1204/42, lote 18, mnnz. 10, a * 1,61 el ta*, todos en Villa "Ge- 
neral Justo"), constituyen valiosos criterios de apreciación 
(C. S. N. Fallos: 144; 106), pues «i bien e! alto Tribunal de- 
cidió que la indemnización no puede, en general ser menor de 
lo que costó el inmueble —así lo alega la demandada (fs. 104 
v.), (Palios: 131, 87)—, también tiene resuelto que el precio 
de adquisición de la cosa no es decisivo a los efectos de deter- 
minar el de expropiación (Fallos: 134, 127), pudiéndoselo ad- 
mitir sólo eomo valor concurrente en la apreciación (Fallos: 
156. 267) cuando median circunstancias tales eomo las hasta 
aquí examinadas). 

Que además, la Corte Suprema, fallando definitivamente 
la expropiación de terrenos de Pablo Comptá (juicio eit., Fa- 
llos: 74, 157) ubicado en Villa "Las Delicias" sobre el norte 
del camino pavimentado a San Roque y en seguida de despla- 
zado el paso a nivel, fijó respectivamente los precios de % 1.50. 
$ 1.20 y $ 1. — por metro cuadrado y en base a ta proximidad 
de las distintas zonas a la ruta mencionada. 

Que los lotes sub-examen están situados en 1as manzanas 
3. 4. 5, 9 v 10 de la villa "General Justo", más próxima a la 
ciudad de* Córdoba y a la Fábrica Militar de Aviones que Vi- 
lla "Las Delicias", como así también antes de traspuesta la 
vía férrea aludida (ver plano de fs. 17), lo que autoriza n au- 
mentar — siguiendo el criterio sustentado por la Corte Supre- 
ma, adaptable al sub-lite v rus circunstancias— un 15 % sobre 
los precios básicos referidos en mérito a la mejor ubicación y 
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un otro 5 % más en ratón de que, si bien no revisten tos ex- 
propiados el carácter de pequeño» propietarios contemplado en 
cuchi como el de Santos Minutta (J. F. Cba., 13 de jimio 
1946), tampoco se los debe considerar idénticamente a Pablo 
Comptá (juicio citado) titular de nn saldo de loteo. 

Que de tal manera y por todo lo expuesto se fija para los 
lotes de la manzana 3 y los de la manzana 4 el precio de * 1.60 
el m 1 y para el 5 de la manzana 4 se confirma el consignado 
por el expropiante, esto es ♦ 1.95 por m* (ver peritaje actor; 
C. S. N.. Fallos: 182, 135). Para los lotes de la manzana 5, el 
precio de 1.44 mén. por m*. Para los lotes de las manzanas 9 
y 10 el de $ 1.20 por unidad. En cuanto a los lotes 8, 9, 10, 
12, 13, 14 y 15 de la manzana 5 y 8, 9, 10, 11, 12, 13 y 14 de 
la manzana 9, atenta su ubicación sobre la avenida de acceso 
a la Escuela Militar de Aviación, se les fija el precio unitario 
igual al determinado para la primera zona, o sea t 1-80 m/n. 

Por las precedentes consideraciones, se resuelve : hacer hi- 
par a la demanda declarando transferido al Estado Nacional 
Argentino el dominio de los lotes nros. 9 y 14 de la manzana 3 ; 
3, 4, 5, 6, 9. 10, 14, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 25 y 20 de la man- 
zana 4; 4. 5. 6, 7. 8. 9, 10, 12. 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 
21, 22. 23, 24, 25, 26, 27 y 28 de la manzana 5; 4, 8, 9, 10, 
11, 12, 13. 14. 21, 22. 23 y 25 de ta manzana 9 y el 8 de la 
manzana 10, todos ellos, ubicados en Villa General Justo, 
Dto. Capital de esta Provincia, con una superficie total apro- 
ximada de 17.314,54 metros cuadrados, al precio total de pesos 
28.238,25 m/n., con más loa intereses al tipo bancario sobre 
la cantidad no percibida de 13.036,19 m*n„ que se computarán 
desde el 11 de septiembre de 1942. Con costas a cargo del ac- 
tor. — Rodolfo Barraco Mármol. 



Sentencia de la Cámara Federal 
T vistos : considerando : 

Que como aparece del acta de fs. 81, fechada el 29 de 
marzo de 1943 en que tuvo lugar el respectivo juicio verbal, 
las partes están de acuerdo en lo que respecta al derecho del 
actor para expropiar y a la ubicación, extensión y límite de 
los terrenos objeto del juicio, disintiendo en cuanto al justo 
precio de éstos, que el expropiante to estima en quince mil dos- 



cientos pesos con seis eeutavos moneda nacional que tiene con- 
signados a la orden del Jugado en calidad de pago, que los 
demandados no aceptan pidiendo se eleve y mande pagar el 
que resulte de la prueba con más Ies daños, intereses y costas. 

Que de conformidad con lo dispuesto por el art. 17 de la 
ÍWt la indemnización debe ser previa, y segun los arts. - i 

del m ¿K™ 1 í Tde la ley m¡ ^^j^í'^HÍ 
debida al expropiado por causa de utilidad publ.es u debe j Com- 
prender no ¿ófcel pago real de la cesa s.no taybien el per- 
juicio que le venga de la privación de la propiedad, como « - 
dos los gravámenes o perjuicios que sean consecuencia forzosa 
de la expropiación, vale decir, debe ser * 
nuc el patrimonio del expropiado no sufra menoscabo alguno. 
Así lo ha interpretado invariablemente 1» doctr.na y la jum- 
pAldencia: LafaiHe. Derechos reales, U pag. 399 y sigt£ 
Salvat t 1 nros. 689 y sigts. Edición 1927. C. S- T. pag. 
52 t. Í8Í, págs. 250 y 352 entre otros. 

Que en lo que concierne al precio del inmueble, que tos 
neritoYavaUn en sumas tan dictas, el Tribunal acepta las 
EtefoSli perito Humben, Marcos Ríos ^e «Jos 
muy atinados fundamentos de su dictamen de f s . 90 a w cañe 
agregar: í« Que la valuación excede en poco ^ c0 ™' 
^ pagado por loa demandados según la escritura de hjS 
lúe Si actor Si siquiera pretende tachar de simulado o falso, y 
Zl por el contrario, su realidad esta abonada por la circón*. 
SwImS eir-presencin del escribano, pagaron en dinero 
Sivo la\um^ * 40.000, por demás 
mirla entregada en miras a una «f@#J tf^ySíSE del 
rrenos están avaluados en más de f ^000 a los efectos del 
pago de la contribución territorial (jf^^.f £ £'2 
«a avaluación corresponde, poco más o menos, al precio üe 
^ahecho el descuento que determina a ey de contnbu ; 
ción territorial de la Provincia, y data desde fecha sny .«te 
Soí a la obra pública que motiva la expropiación. 
fecha de adquisición del inmueble, 31 de 
en 1H en que los adyacentes a la Pábnca MiMarde 
Aviones v Escuela Militar de Aviación adquirían mayor valor, 
foZ.or y evííel hecho, comprobado 

A* f» 17 de ser loteados con miras a la formación de centros 
níbUdoaV^un^terioridad de vario» años a la fecha de 

SSSe^bS Pública para ^^^ZZTS- 
también la realidad del precio pagado y de que guarda reía 

ción con su verdadero valor. . ., , Mn _ 

Que por otra parte, la pretendida depreciación de esos 
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terrenos por fallarle a sus duefios la especulación, en el su- 
puesto de ser real no pudiera tenerse en cuenta por cuanto 
obedecería a la obra proyectada que impide la formación de 
los centros poblados a que se destinaban, v así como la lev 
prohibe tener en cuenta el mayor valor que la obra proporcio- 
na ni inmueble expropiado, tampoco debe considerarse la de- 
preciación que puede ocasionarle, y recular su valor, como es- 
tablece la ley en su artículo 15 como si la obra no hubiese sirio 
ejecutada m autorizada. 

Que es de reiterada jurisprudencia que el justo precio del 
inmueble expropiado no puede fijarse en suma inferior a la 
que mis dueños paparon al adquirirlo, alpunos años antes (C. 
a T. 181, piifr. 250 y los en él citados). 

Que en lo que respecta n los intereses que los demandados 
reclaman, corresponde ordenar sean abonados por el actor, como 
parto integrante de la indemnización, ya que, tanto el art. 17 
de la Const. Nao. eomo el 2511 del Cód. Civ., prescriben que 
la expropiación debe ser previamente indemnizada y al no 
haberse cumplido así, ha privado al propietario de los fruto» 
civiles n interés del precio que debió abonar antes de la 
ocupación. 

Que tales intereses, romo que al decir de la Corte Su- 
prema, representan el equivalente del uso v poce por parte del 
expropiante del inmueble expropiado {C, & T. 139, 116 v 
174) deben abonarse sobre la totalidad dp lo mandado papar 
desde el día de la ocupación del inmueble, 11 de setiembre 
de 1942 (fs. 35) hasta el día del retiro de los fondos consig- 
nado» (fs. 44 vta. y 79 vta.) 14 y 26 de octubre de 1942, 
respectivamente, y desde esta fecha hasta su efectivo papo 
sobre la diferencia entre lo consignado y lo mandado abonar, 
por cuanto los demandados no aceptaron eomo justo precio el 
valor consipnado no pudiendo por tanto tener los efectos del 
papo. Es isa la jurisprudencia uniforme de los tribunales 
desde tiempo inmemorial nomo puede verse en los fallos que se 
repistran en la colección de los de la Corte Suprema: T 203 
pap. 409, consid. 12; t. 202, pág. 81, oonsid. 11 v los que él 
se citan, especialmente el del r. 197, páp. 370 en* que el Tri- 
bunal expresa que decisión análopa de la Corte se vifne su- 

3S ^^rTis? C "Sí í,Ue 8C re8Í>tr,n en 108 tomos 2S ' í, °' 
Por tales consideraciones, se resuelve: Confirmar la sen- 
tencia de fs. 109 en cuanto declara transferidos al Estado 
Nacional Argentino el dominio de los lotes que se determinan 
en el fallo de primera instancia, modificándola en euanto al 
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precio que se fija en $ 71.754,23 m/n., con más sus intereses 
sobre esa totalidad desde la fecha de la ocupación del in- 
mueble basta el retiro de los fondos consi puados y desde ésta 
basta el efectivo pago, sobre la diferencia entre lo consignado 
y lo mandado abonar. Con costas. — Rodolfo Otero Capde- 
\,¡l a _ Miguel A. AU-na. — Luk H. Allende. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Airea, 12 de noviembre de 1ÍH7. 

Y vistos los autos "Gobierno Nacional contra José 
Lavisse, sobre expropiación", en los que so ha concedi- 
do el recurso ordinario de apelación interpuesto por el 
representante de la parte actora contra la sentencia 
dictada a fs. 11 í) vta. por la Cámara Federal de Cór- 



Considcrando: 

Que si bien los demandados no eran los dueños de 
las tierras expropiadas antes de su loteo, la extensión 
adquirida por ellos en 1035, —17.314,52 metros cuadra- 
dos, situados en cuatro manzanas y que comprendía 54 
lotes— demuestra que se la adquirió para revenderla; 
vale decir, que la situación de los demandados con res- 
pecto a esta tierra es análoga a la de quienes realizan 
el loteo originario, puesto que el aprovechamiento ulte- 
rior hubiera comportado para ellos los gastos y riesgos 
inherentes a toda venta de lotes. Con la salvedad expli- 
cada ha de tenerse en cuenta, en este caso lo expresado 
por el tribunal t» re "Gobierno Nacional contra Ibar- 
lucea de Alberti" (Fallos: 2Q2, 170). 

Que el precio de adquisición no es elemento decisivo 
de juicio por la doble razón do que se trata aquí tlel 



300 



K Al .LOS OE LA CORTE SUPREMA 



valor de la tierra al tiempo de la desposesión, la cual 
tuvo logar siete años después de la compra y de que no 
siempre el precio pagado en una determinada compra- 
venta corresponde al valor corriente en plaza en el mis- 
mo lugar y la misniu ¿poca. En este caso es la primera 
razón la que explica que puedo ser justa indemnización 
un precio inferior al de la operación de 1935, pues las 
constancias de lo pagado en muchas transacciones de la 
misma época u otras anteriores en el mismo lugar y sus 
inmediaciones —"Arsenales" y "Las Delicias" — com- 
paradas con los valores atribuidos a esas tierras con 
motivo de expropiaciones en las cuales ta desposesión 
ocurrió como en ésta en 1942, y las conformidades de 
propietarios de lotes con el precio ofrecido por el Go- 
bierno expropiante, mencionadas en el tercer conside- 
rando de la sentencia de 1* instancia, prueban que lo 
pagado al comprar en 1935 obedeció a perspectivas cir- 
cunstanciales que por no haberse convertido en realidad 
ya no pueden invocarse. Estas perspectivas n * fueron 
frustradas por la expropiación dispuesta, pues, según 
resulta de las constancias existentes en todos los juicios 
pertinentes de la misma zona y la misma época llegados 
a esta Corte, desde que comenzó la subdivisión y el loteo 
de estas tierras, a raíz de las primeras instalaciones de 
la Aviación Militar hasta que se dispuso legalmente ex- 
propiar las tierras en que estaban comprendidas las po- 
blaciones proyectadas, la urbanización no se había lo- 
grado. 

Que lo llamado comunmente especulación en tierras, 
— operación cuya licitud no está en tela de juicio — , con- 
siste a veces en arriesgar el pago de un precio que las 
posibilidades inmediatas de explotación lucrativa de lo 
adquirido no justifican, presumiendo una rápida valori- 
zación del lugar por obra de circunstancias ajenas a la 
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acción del adquirente, — pues es otro el problema cuan- 
do ta valorización la proeura el dueño mediante mejoras 

que él realiza. 

Si la presunción resulta fallida no puede invocarse 
razón alguna de justicia para que en oportunidad de una 
expropiación se pague al expropiado el precio de adqui- 
sición que, como se acaba de expresar, ni siquiera en el 
momento de esta última correspondió al valor real, es 
decir a un valor justificado por posibilidades inmediatas 
de aprovechamiento, tratándose —como se trata en es- 
te caso—, de tierras cuya compra no se ha pretendido 
que obedeciera a otros fines que al de negociar con ellas. 
La mera posibilidad de que en el futuro la perspectiva 
tenida en vista al comprar se convirtiese en realidad, 
posibilidad tan innegable como incierta, no autoriza a 
modificar la conclnsión, porque fuera de que la des- 
apropiación forzosa que es la expropiación siempre com- 
porta una consecuencia análoga, la posibilidad aludida 
es típicamente una de las ganancias hipotéticas —en 
este caso sería una hipotética superación del quebranto 
proveniente de no haber ocurrido la valorización en vis- 
ta de la cual se pagó lo que se pagó en 1935—, ganancia 
que con sobrado fundamento el art. 16 de la ley 189 
manda no tomar en consideración. Todo ello hace que 
no sea de aplicación en casos como éste lo expresado 
respecto al valor que en la fijación del precio tiene el 
que se pagó por el mismo inmueble algunos años antes; 
en Fallos: 156, 367. 

Que por estas mismas razones tampoco cabe invo- 
car con fuerza decisiva la valuación territorial de las 
tierras expropiadas. De su confrontación con el precio 
de compra resulta que corresponde a dicho precio. Es 
verdad que, como acaba de expresarse, en 1942 y con 
prescindencia de la expropiación dispuesta, era patente 
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que aquel precio habín dejado de correspondei' al efec- 
tivo valor posterior de estas tierras. Ello hubiera jus- 
tificado y requerido una revaluación, pero el no haberla 
hecho no puede ser la causa de que la fijación del justo 
precio correspondiente al año 1ÍÍ42 se aparte del real 
volor de lo expropiado en esa época. Así como en los 
casos de Fallos: 31, 407; 155, 332, etc., se desecharon 
como elemento de juicio valuaciones fiscales probada- 
mente bajas para el tiempo de la desposesión, deben 
desecharse por elevadas las que so invocan. 

Que teniendo en cuenta los precios fijados por el 
Tribunal en las causas "Nación Argentina v. Margarita 
Ibarlueea de Albcrti" (Palios: 202, 170); "Gobierno 
Nacional v. Pablo Comptá" fallada el 4 de julio de 
1945; y "Gobierno Nacional v. Antonia Albcrti de Al- 
bertí", "Gobierno Nacional v. Conecta A. de Albcrti", 
"Gobierno Nacional v. Francisco Albcrti (hoy A. Vi- 
rinni) " y "Gobierno Nacional v. Salvador Ana y otros" 
resueltos el 5 del corriente; la extensión de lo expropia- 
do y la ubicación de los diversos lotes respecto a la ruta 
pavimentada a San Roque y al camino que conduce a la 
Escuela Militar de Aviación, esta Corte juzga equitati- 
vos los precios de la unidad métrica fijados en la sen- 
tencia de primera instancia. 

Que respecto a los intereses, por las razones dadas 
en las causas "Gobierno Nacional v. Francisco Albcrti 
(hoy A. Virinni)" y "Gobierno Nacional v. Salvador 
Ana y otros" corresponde confirmar la sentencia e 
imponer de acuerdo con ta jurisprudencia de esta Corte, 
el pago de ellos, después del retiro de lo consignado, 
sólo sobre la diferencia entre la suma que se manda 
pagar y la que se retiró. 

Que por ai 
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la ley 189 reformado por el decreto 17.320/44, las eos- 
tas deben pagarse en el orden causado. 

Por tanto se reforma la sentencia apelada en cuan- 
to al monto da la indemnización debida, que se fija en 
$ 28.238,25 ni/n. y en lo que se refiere a las costns que 
secarán en el orden causado, confirmándosela cu todo 
lo demás que ha sido materia del recurso. 

Tomás D. Casares — Luis R. 
Loxghi — Justo L. Alvarkz 
Rodríguez — Rodolfo G. 
Valenzuela. 



VICTORIO KORUZA v. CARLOS EGNER 



CONSTITUCION 
propiedad, 



Derecho* g garantías. Derecho (Je 



El derecho reconocido por una sentencia firme queda in- 
corporado al patrimonio del interesado y protegido por 
el art 17 de la Const. Nacional ; de modo que no puede 
válidamente privársele de él «o pretexto de haberse dic- 



DlCTAMEIÍ DEL PROCURADOR GENERAL. 

Suprema Corte: 

\nte la Justicia del Trabajo D, Victorio Koruza 
inicio demanda contra D. Carlos Efrner, por indemniza- 
ción de despido. Ofrecidas diversas medidas de prueba 
y realizada la audiencia fijada para producir las mismas, 
ante el reiterado pedido del actor de que se dictara sen- 
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tencia (fs. 34 y 35) el señor Ji 



lo hizo, desesti- 



mando la demolida. 

Notificado el fallo a las paites y consentido por 
éstas (fs. 38 y 39), el Juez, de oficio, dejó sin efecto lo 
resuelto y fijó nueva audiencia a objeto de tomar decla- 
ración a dos testigos ofrecidos por el actor, que a pesar 
de haber sido citados en forma no habrían concurrido a 
tu audiencia de prueba <fs. 26, 27, 32 y 40). 

De lo expuesto resulta que el sub-judice guarda 
cierta analogía con el caso que contempló V. E. en 184 : 
137 pues aquí, como allí, consentido el fallo que deses- 
timó la demandu, debe estimarse que el derecho a no 
pagar indemnizar " n, declarado por dicho fallo, se in- 
corporó al patrimonio del demandado y se halla prote- 
gido por el art. 17 de la Const. Nacional. 

En consecuencia, la sentencia de fs. 40 qne viola ese 
derecho de propiedad así garantizado, debe ser revoca- 



da en cuando pudo ser materia de recurso. — Bs. Aires, 
julio 18 de 1947. — Saúl M. Escobar. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 12 de noviembre de 1947. 

Y vistos los autos "Konua Victorio contra Egncr 
Garlos, despido" en los que se ha concedido el recurso 



Considerando : 

Que según lo reconoce expresamente el Sr. juez de 
la causa la sentencia de fs. 36, por la cual rechazó la 
demanda, so encuentra consentida, no obstante lo cual 
resuelve dejarla sin efecto por entender que "ha sido 
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dictada por error en razón de que no se ha tomadota 
prueba de testigos qne hace al fondo del asunto ofrecida 
por la parte actora" y que «la ficción de la cosa juz- 
gada debe ceder ante la evidencia del error y especial- 
mente en litigios en que se ventilan cuestiones vincu- 
ladas a una relación de trabajo" (fs. 40). 

Que, desde luego, la autoridad de cosa juzgada que 
8C atribuye a las sentencias no se funda en una ficción 
sino en la necesidad imperiosa de poner un fin a os 
pleitos a efecto de dar certidumbre y estabil.d a la ta 
derechos en litigio, como consecuencia de la tutela üei 
Estado ejercida por medio de los jueces. 

Que en ese orden de ideas esta Corte Suprema ha 
declarado que el derecho reconocido por una sentencia 
firme queda incorporado al patrimonio del interesado 
y protegido por el art. 17 de la Constitución Nacional, 
de modo que no podría privárselo de él so pretexto de 
haberse dictado aquélla por error, sin violar el l mencio- 
nado precepto constitucional (Fallos: 184, 137) y *i 
art. 18 del mismo estatuto, que garantiza la defensa en 
juicio de los derechos, de los cuales resultaría despoja- 
do arbitrariamente su titular. 

Que a ello agrégase, en el caso de autos la circuns- 
tancia agravante de que el fallo que rechazo la demanda 
fué dictado a pedido del propio actor, presentado por 
primera vez a fs. 34 y reiterado a fs. 35, sin que el mis- 
mo haya formulado reelamo alguno después del fallo 
„ue rechazó sus pretensiones ni se invoque por el señor 
juez a-quo disposición legal alguna que le autorice a 
revocar el pronunciamiento consentido tanto por las par- 
tJslmo por el representante del Ministerio Publico 

(fs. 37vta.). . 

Por tanto, de acuerdo con lo dictaminado por el 
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Sr. Procurador General, revócase la resolución 
en lo que ha sido materia del recurso. 



JOSE D. MERLO v. CAJA DE JUBILACIONES DE 
EMPLEADOS FERROVIAMOS 

JUBILACION DE EMPLEADOS F&fíliO VÍA HtOS: Fondas de la 
Caja. 

Mientras continúe en el desempeño de su empleo el afi- 
liado a la Caja Ferroviaria está obligado a efectuar apor- 
tes aunque haya cumplido el limite de edad y los años 
de servicios legalmente eligidos para acordarle la jubi- 
lación. 



Sentencia de la CíuarÁ de Apelaciones del Trabajo 



Vistos y considerando : 

Que el apelante de la resolución de fa. 60 se agravia de la 
denegatoria de la devolución de aportes efectuados con poste- 
rioridad s la iniciación del trámite administrativo para obtener 
la jubilación ordinaria, como afiliado al Instituto Nacional de 
Previsión Social, Sección ley 10.650. 

Los agravios del apelante son improcedentes, porque, mien- 
tras no se le acuerda jubilación, o ésta esté en trámite, no 
cesa en sus funciones y en consecuencia se encuentra en la 
misma situación que el resto de los empleados con las obliga- 
ciones consiguientes frente a las leyes jubilatorias. Establecer 
lo contrario sería consagrar una excepción repugnante al prin- 
cipio de igualdad de la Constitución Nacional {art, 16). 




Tomás D. Casases — Luis R. 
Longhi — Justo L. Alvarez 
Rodríguez — Rodolfo G. 



Valenzuela, 



Bs. Aires, junio 30 de 1947. 
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Si el art. 30 de la ley 10.650 reformado por la ley ) 12.825 
impone la obligación de los «portes a. K Jutó^J^Wj» 
nuT vuelven al servicio, según es de interpretación jurts- 
ISdSl con mayor razón juega este P rinc,pio frente a 
aquellos que nnn no lo han obtenido como en el caso de auto* 

Por las precedentes consideraciones, ya sustentadas por 
«ate Tribunal en el caso "Montón Clemente Ramón c/ Ins- 
tituto Nacional de Previsión Social", sentencia 468, ajustán- 
dose la resolución recurrida a las disposiciones vigentes, se 
resuelve: Confirmar la resolución de fa. 60 en » 
misma pudo ser materia de recurso. — Electo Santos. — Ho- 
racio Bonet Isla. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

Me sugiere dudas la procedencia del recurso extra- 
ordinario concedido a fs. 77, atenta la forma insuficien- 
te en que aparece fundado en el escrito de fa. 76. 

Si V. E. decidiera que es procedente, correspondería 
revocar la sentencia apelada obrante a fs. 73, por apli- 
cación de la doctrina sustentada por esta Corte Suprema 
al resolver con feclia 6 del corriente los autos "Papini, 
ley 10 «50" en los que se debatía una cuestión idéntica 
a la aqní planteada. Bs. Aires, octubre 15 de 1947. — 
Carlos G. Delfiuo. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 12 de noviembre de 1947. 

Y vistos los autos "Merlo Domingo José, jubilación 
de la ley n* 10.650' » venidos por vía del recurso extraor- 
dinario; y 
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Considerando : 

Que de acuerdo con lo que dispone el art. í>, ine. 2*, 
de la ley n* 12.825, el personal ferroviaria comprendido 
en el art. 2» de la ley n* 1Ü.650 debe contribuir a la for- 
mación del fondo de la Caja desde el primer día de tra- 
bajo, con el descuento forzoso que sobre sus sueldos se 
determina. 

Que en tales condiciones y mientras dure su em- 
pleo, la obligación de contribuir con dichos descuentos, 
no parece discutible, aun en el supuesto do haber cum- 
plido el afiliado el límite de edad y los años de servicios 
legalmente exigidos. Desde la fecha en la cual pudo aco- 
gerse a la jubilación el recurrente estuvo en condiciones 
de dejar el servicio activo pues desde ella debían liqui- 
dársele los haberes jubilatorios ; si optó por permanecer 
en el empleo —permanencia que, por lo demás, le per- 
mitió alcanzar el límite de edad invocado a fs. 51 y me- 
jorar el cómputo de la jubilación que según la constan- 
cia de fs. 43 se hizo contemplando servicios prestados 
después de la presentación de fs. 33 — , no puede preten- 
der que durante el tiempo transcurrido desde esta últi- 
ma no siguiera obligado a una contribución que el ser- 
vicio activo voluntariamente prestado impone ineludi- 
blemente, hasta en los casos en que con dichos servicios 
no se puede mejorar el cómputo, como son los que se 
prestan cuando ya se está en el goce de la jubilación 
(ley 1G.G50 art. 30, ref. por ley 12.825). 



Que eu el caso "Papini Juan Andrés, ley 10.050" 
fallado por el Tribunal el 6 de octubre ppdo., la situa- 
ción contemplada era fundamentalmente distinta de la 
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muy anterior durante el cual no había contribuido a la 
Caja porque entonces no estaba legalmente obligado a 
ello, y sin computar aquel tiempo de servicio había cum- 
plido los años necesarios para tener derecho al beneficio. 

Por ello , sus fundamentos y oído el Sr. Procurador 
General, se confirma la sentencia de fs. 73 en cuanto 
pudo ser materia de recurso. 



Tomás D. Casares — Luis R. 
LoNGHi — Justo L. Alvarez 
Rodríguez — Rodolfo 6. 
Valenzuela. 



MARIA ABDAL BAIGORRIA 

t 

WPÜTABITJDAD. 

x . nirmimtancia de que los peritos médico» que prime- 
ISa^^SyS «1 P^eTao omitieran espedirse *, 
bre su estado psíquico y capacidad para del.nqu.r limi- 
tándose a aconsejar un examen psiquiátrico en un esta- 
Itimiento especializado, no autoriza a conc luir que M 
Z han cumplido los requisitos exigidos por loa art* 
Tnc í, de^Cód. Penal. 261. 262 y 323 del Cod. de Fro- 
id- ¡fi y 3 de la ley 11.177. « existe en au os im 
Irme posterior singular y -^j"'^» « d 
después de haberse internado y observado «1 »° * " « 
ÍÍTpicio de las Mercedes, se llega a la ™^ * 

no h halla afectado de ^^^TÍLmZ v « 
cidad para delinquir cuando cometió el homicidio, y « 
íieco de nuevas observaciones practicadas en la cárcel 
3 los módicos forenses llegan a la con rincón de jue 
es un sujeto normal aun cuando aconsejan un nuevo 
examen en un «¡tableeimiento psiquiátrico. 



"° FALLOS BE U CORTE SUPREMA 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 14 de noviembre de 1947. 

Y vistos el juicio criminal seguido contra Muría 
Abel Baigorria por homicidio de Heraldo Modesto Es- 
cudero y venido en npctución en tercera instancia de la 
Cámara Federal de Bahía Blanca; y 

Que está ampliamente prohado que el procesado 
Baigorria es el autor del delito que le acusa (denuncia 
de fs. % declaración de la víctima a fs, 3, testimonios de 
fs. 9 a 15, confesión de fs. 18, pericia de fs. 21 vta. y acta 
de defunción agregada a fs. 28), por todo lo cual y ha- 
biéndose desestimado por el Juzgado las causales de 
inimputahilidnd alegadas por el reo, fué condenado a 
la pena de 12 años de prisión y accesorios legales, por 
considerárselo ineurso en el delito de homicidio simple. 

Que apelada ¡ t sentencia y en atención a las cir- 
cunstancias que rodearon al hecho y a la peligrosidad 
demostrada en autos, !a Cámara Federal de Bahía 
Blanca elevó la pena a dieciocho años de prisión. 

Que la defensa se agravia especialmente por cuan- 
to en el juicio no se habrían cumplido las formalida- 
des prescriptas por el inc, 1» del art 34 del C. Penal 
y las de los arts. 261, 262 y 323 del Cód. de Proc. Crimi- 
nal y la ampliación del art. 3» de la ley 11.177; esto es, 
que la prueba pericial producida sobre la capacidad 
mental del procesado adolece de vicios legales, por 
emanar do un perito singular. 

Que si bien a fs. 62 vta., 77 y 79 vta. corren tres 
informes periciales, el primero de aquéllos, suscripto 
por los dos médicos forenses del lugar, no se expiden 
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procesado y aconsejan el examen psiquiátrico del mismo 
en un establecimiento de especializad ón científica. 

Que, por esa razón, alojado Baigorría en el Hospi- 
cio de las Mercedes y sometido a la observación respec- 
tiva» se produjo el informe singular y especializado que 
corre agregado a fs. 77/78, de cuyas conclusiones surge 
que el procesado no se encuentra afectado de alienación 
mental y tuvo capacidad para delinquir cuando cometió 
el delito de homicidio. 

Qnc, no obstante este terminante informe, los mé- 
dicos forenses de General Pico procedieron nuevamente 
al reconocimiento de Baigorría cuatro meses después 
de evacuado el informe anterior y si bien es cierto que 
aconsejan nuevo examen en un establecimiento psiquiá- 
trico, también no es menos cierto, que como resultado 
de las observaciones practicadas en la cárcel local, ad- 
mitieron que Baigorría es un sujeto normal. 

Que, en virtud de esos antecedentes obrantes en 
autos, no puede desconocerse en el caso, que se han cum- 
plido los requisitos de la ley y que el mérito de la prueba 
Be ha ajustado a la latitud de juicio que la cláusula final 
del art. 346 del Cód. de Proceds. Crim. concede a los 
jneces. Así se declara. 

Por estos fundamentos y siendo justa la pena im- 

sus partes. 

Tomá« D. Casares — Luis B. 
Longhi — Justo L. Alvahez 
Roubíguez — 
Valenzuela. 
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RAMOS ZALAZAR O ACEVEDO O BENITEZ 



PESA. 



La reducción de pena a lo» menores de edad no es obli- 
gatoria para los jueces sino facultativa. Puede prescin- 
dirse de ella y aun (leparse al máximo de la sanción 
imponible según las características del delito, los ante- 
cedentes del procesado y su grado de peligrosidad. 

HOMICIDIO t Homicidio calificado. 

Corresponde aplicar la pena de veinte años de prisión 
al menor de edad, de malos antecedentes e instintos per- 
versos, que consumó un homicidio con premeditación y 



Y vistos : el juicio criminal seguido contra Ramón 
Zalazar o Acevedo o Benítez, de 17 años de edad y 
condenado a la pena de veinte años de reclusión y de- 
más accesorios legales, por homicidio calificado y ten- 
tativa do robo en perjuicio de Vicente Bar reto, venido 
en apelación en tercera instancia de la Cámara Fede- 
ral de Paraná; y 

Considerando: 

Que el procesado se encuentra convicto y confeso 
do haber dado muerte a Vicente Bárrelo, liocho acae- 
cido en Villa Lanús (Posadas), territorio nacional de 
Misiones, en la noche del 12 de enero de 1945. Que a 
tales fines y con propósito, entre otro más, de vengarse 
dé un pretérito agravio sufrido cinco años atrás, des- 
pués de haber premeditado ©I crimen y salvado la dis- 
tancia que mediaba entre su domicilio y el de la víctima, 
entró furtivamente en la casa de Bar reto a quien pre- 
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Bs. Aires, 14 de noviembre de 1947. 
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suntivamente creía encontrar ya dormido. Que con esc 
mismo objeto se había provisto de un pesado palo de 
madera y armado de un filoso cuchillo, escogido entre 
tres o cuatro más que fardaba en un baúl de su pro- 
piedad. , 

Que contrariamente a lo supuesto, Bárrelo todavía 
estaba despierto y sentado en el patio frente a la co- 
cina de la casa y de espaldas al atacante. Que por esa 
circunstancia y procurando entonces no ser oído, avan- 
zó cautelosamente y luego de caleular la distancia apro- 
piada, le asestó "con todas sns fuerzas" un recio golpe 
de palo en la cabeza, en razón de lo cual, Bar reto cayó 
pesadamente en tierra, boca abajo. Que ya en el suelo 
y usando lns dos manos, le aplicó un nuevo golpe en la 
nuca con igual fuerza, después de lo que y en vista de 
que la víctima comenzaba a moverse, lo ultimó de tres 
puñaladas con el cuchillo que hasta ese momento lleva- 
ba en la cintura (fs. 7, 36, 71 y 123). 

Que a fs. 37 vta., Zalá' c expresa, que iguatmentc 
había pensado ejecutar el hecho para sacarle el dinero 
que la víctima pudiera poseer. En su consecuencia, 
después de consumar el homicidio, penetró al dormito- 
rio de Barreto y tanteando en la oscuridad, se apodero 
de una billetera y varios efectos que se guardaban dc- 
hajo del colclión y de la almohada; además, también, 
de otros objetos extraídos de una mesita y un anillo de 
oro, que al retirarse, sacó de la mano del muerto (fs. 
39). Finalizada esa delictuosa tarea, emprendió el re- 
greso al lugar de su residencia en el pueblo próximo de 
Oarupá (fs. 39/40) donde luego de lavarse se durmió 
tranquilamente hasta la siguiente mañana, en la que 
con toda desaprensión retomó su labor habitual. 

Que con respecto al robo, el reo se ha rectificado 
en sucesivas declaraciones (fs. 71 y 133), 
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cansado ele las preguntas que en tul sentido le formula- 
ba la instrucción, así lo había confesado, pero que en 
realidad sólo había revisado la enina sin encontrar 
nada de valor, como también, en los pantalones del 
mnerto cuando lo registró al tiempo do retirarse del 
lugar del crimen. 

Que en este último aspecto, practicado el desago- 
tamiento del excusado a que en su primera declaración 
mencionara el homicida, no se ha hallado ninguno de 
los efectos enunciados en la indagatoria, como tampo- 
co, lia sido posible comprobar debidamente la preexis- 
tencia de tos mismos. Corresponde, pues, tener en cuen- 
ta esa tentativa al solo efecto de la calificación del 
delito. 

Que analizadas las distintas piezas procesales vá- 
lidamente aceptables, es evidente que el homicidio se 
consumó tanto con premeditación y alevosía, como con 
el propósito de robo, extremos legalmente probados a 
través de la amplia confesión del reo cuya responsabi- 
lidad criminal, pues, está suficientemente acreditada en 
la causa y por la cual se ha pronunciado la sentencia 
recurrida ante este tribunal. 

Que el señor defensor oficial al fundar el presente 
recurso, considera que admitiéndose la perpetración 
del delito encuadrado en las disposiciones del art. 80 
del Cód. Penal (ines. 2* y 3') a que arriba la sentencia 
apelada, aun así, correspondería reducir la pena de 
veinte años de reclusión impuesta por el fallo a un 
menor de edad, por la de diez años de prisión, a mérito 
de las prescripciones previstas en los arts. 37, inc. b), y 
44 del citado código. 

Que, limitado a esos efectos el recurso interpuesto, 
corresponde dejar establecido que la reducción de pena 
a los menores de edad, no es de carácter obligatorio 
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para los jueces, según se desprende del texto de la ley 
y se infiere fácilmente del despacho de la comisión par- 
lamentaria, al propiciar esa reforma. De ahí, que sien- 
do medidas facultativas de los magistrados, quedan 
libradas at juicio que en definitiva recaiga sobre las 
características del delito o bien, respecto a los antece- 
dentes del procesado y el grado de peligrosidad que por 
esas circunstancias objetivas o subjetivas pueda mere- 
cer. Por tanto, llegado el caso, no sólo se puede pres- 
cindir del beneficio de la reducción de pena, sino tam- 
bién, llegarse hasta el máximo de la sanción imponible 
(Fallos: f» re Gnlvaríno Castañeda, julio 3 de 1939). 

Que, por lo mismo, la sentencia de la Cámara Fe- 
deral que redujo la condena de prisión perpetua pro- 
nunciada en primera instancia por !a de reclusión a 
veinte anos, al haber tomado en consideración las cir- 
cunstancias que precedieron y concurrieron con el ho- 
micidio y los malos antecedentes del victimario (fs. 69, 
83 v. f 96, 97, 103 y 104), se ha ajustado razonablemente 
a aquellos principios legales, tanto más, que la perso- 
nalidad moral de un snjolo de instintos perversos y 
criminales como el de autos, pese n su minoridad, acon- 
aplicar con suma prudencia los precitados bene- 
_ de la ley. 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia 
apelada de fs. 156, por la cual se condena a Ramón 
¿alazar a la pena de veinte años de reclusión, acceso- 
rias legales y al pago de las costas. 

Tomás D. Casares — Luis K. 
Longhi — Justo L. Alvabez 
Bodeiguez — Rodolfo G. 
Valenzuela, 
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EL1SERIO ORTIZ 

IMPUTARIUDAl). 

Resultando de ñutos que el procesado fué examinado en 
dos oportunidades por un perito médico cada vez, cuyos 
dictámenes concuerdan en cuanto a la normalidad del 
estado mental de aquél y a su capacidad para delin- 
quir, corresponde rechazar la defensa fundada en el 
incumplimiento del requisito exigido por el art. 3 de la 

ley n.m 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 14 de noviembre de 1947. 

Y vistos los autos "Ortiz Kliscrio s, violación", 
en los que se lia com edido el recurso ordinario de ape- 
lación interpuesto por el Sr. Defensor oficial contra la 
sentencia de la Cámara Federal de Paraná. 

Considerando : 

Que de acuerdo con la doctrina del fallo dictado en 
el día de la fecha por esta Corte Suprema en la causa: 
"Bnigorria María AbdaJ, homicidio", la objeción os la 
defensa referente ni incumplimiento del requisito exi- 
gido por el art. 3* de la ley 11.177, concordante con el 
art. 262 del Cód. de Proceda, en lo Criminal, debe ser 
desestimado por resultar de autos que el procesado fué 
examinado en dos oportunidades (fs. 26 y 56) por pe- 
ritos médicos que se expidieron concordantemente en 
cuanto al estado mental y a la capacidad del nombrado 
Ortiz. 

Por ello y por ajustarse a las constancias de autos 
y a lo dispuesto por los arts. 11!), Lnc. V t y 122 del Cód. 
Penal, se confirma la sentencia apelada de fs. 73 i 
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condena a Elisa rio Ortiz, como autor responsable de 
violación calificada, con grave daño de la salud de la 
víctima, a sufrir la pena de quince años de prisión, con 
accesorias legales y costas. 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Grátame*. 

El recurso extraordinario es improcedente cuando se ha 
concedido y procede el recurso ordinario. 

SENTENCIA: Principio, generaU*. 

La sentencia de segunda instancia que en juicio criminal 
se pronuncia sobre las cuestiones planteadas por la de- 
fensa en la medida que el tribunal apelado estima nece- 
saria no es nula. 

■ 

IMPUESTOS INTERNOS: Vinos. 

La existencia "en más" de vinos no anotados en la 
forma que dispone el art. 23 del Tít. VII de la Reglara. 
General de Imp. Internos puede sancionarse con la multa 
del art. 36 de la ley 3764 (27 del T. O ). 

CONSTITUCION NACIONAL: Comtitucionalidad e inconstiiuciona* 
litlad. Decretos nacionales. Impuestos internos. 

El art 23 del Tit. VII de la Reglam. General de Imp. 
Internos es constitucional. 




Lonohi — Justo L. Alvarez 
Rodríguez — Rodolfo G. Va- 

LENZUELA. 
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IMPUESTOS INTERNOS: Régimen represivo. Defraudación y sim- 
pU» infracción**. 

En materia de impuestos internos acreditada la materia- 
lidad de la infracción cabe presumir la intención de de- 
fraudar, un perjuicio de considerar las ratones de des- 
cargo y la prueba de inocencia del contribuyente. 



IMPUESTOS INTERNOS: Vinos. 

Parí la obtención de las muestras a que se refiere el art. 
60 del Tit. VII de ta Reglan. General de Imp. Interno» 
debe procurarse la asistencia de tas personas a quienes 
puedan afectar. Sólo en caso de imposibilidad o ausencia 
puede proceden» con los substitutos legales, 

IMPUESTOS INTERNOS; Vino». 

Lo* inventarios de los arts. 37 y sigtes. del Tft. I de la 
Regtam. General de Imp. Internos deben realizarse con 
la concurrencia del dueño o su representante. En caso de 
incomparencia pueden practicarse con intervención de sus 
factores o dependientes, o de la persona que se encontrase 
en el local, o aun sin ellos. 

No es nulo el inventario practicad, en presencia del hijo 
de uno de los socios de la firma propietaria si su inter- 
vención no se objetó en la instancia administrativa ni al 
iniciarse la demanda contenciosa del art. 27 de la ley 3764 
—17 del T. O.—. 

Con arreglo al art. 38, Tít. I de la Replana. General de 
Imp. Internos no es lícito desconocer la correcta confec- 
ción del inventario, la verdad de los actos realizados por 
los empleados actuantes, ni las manifestaciones del con- 
tribuyente o su substituto que en £1 se asienten, si su 
deficiencia o inexactitud no resultan del testo del mismo. 
Ello no impide considerar la prueba objetiva y concreta 
del error en que se haya incurrido. 
Habiéndose omitido toda prueba de! error de las cons- 
tancias del inventario, corresponde/atenerse a las mismas. 

IMPUESTOS INTERNOS: Vinat^^^ 

El escedente de vino elaborado el año anterior debe de- 
clararse en infracción al art. 23 del Tít. VII de la RegTam. 
General de Imp. Internos aun cuando el inventario se haga 
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antes de la fecha señalada para la anotación de los caldo» 
en bodega. 



Sentencia del Juez Federal 

San Juan, junio 10 de 1946. 

Vistos: Los presentes n" 10.769, año 1944, caratulados 
"Ahun Unos. Recurso Contencioso Administrativo", do los 
que resulta : 

Que según consta a fs. 3, el día 25 de junio de 1943, al 
efectuar un inventario de bodega, los empleados de Impuestos 
Internos de la Nación, en el establecimiento inscripto bajo el 
n* 202- A., ubicado en el departamento de Canéete de esta 
Provincia, de propiedad de Ahun Hnos., constataron la exis- 
tencia de 11.264 litros de vino viejo, que excedían a los ano- 
tados en los libros oficiales. 

Que declarado eso excedente, «n infracción al art. 23 Tít. 
VII de la Reglamentación General, por el Departamento de 
control de Impuestos Internos y corrida vista a la Bodega 
Ahun Hnos., ésta, por intermedio de su representante, alega 
a fs. 7 que la diferencia anotada se debe a deficiencias en la 
medición de los envases, la que se efectuó según ellos "a ojo 
de buen cubero, introduciendo un palo en laa cubas y mi- 
diendo a "cuartas de mano de hombres"; que firmaron el 
acta del inventario en blanco y finalmente que tenían pías» 
hasta el 1* de agosto para denunciar la existencia del vino 
y que habiéndose efectuado el inventario en el mea de junio, 
no les es aplicable el art. 23, Tít. VII de la Reglamentación 
General. 

Respecto a los valores fiscales encontrados manifiestan 
que el solo hecho de la presentación espontánea, demuestra la 
buena fe de los recurrentes por cuya razón debe eximírselos 
de responsabilidades. 

A fs. 10 los empleados que intervinieron en el inventario 
y a requerimiento de la Administración, informan sobre lo 
alegado por Ahun Hnos. diciendo que el inventario impugnado 
se efectuó llenando todos los requisito» legales y que las piletas 
fueron medidas en forma geométrica regular. 

Por resolución de la Administración General de Impuestos 
Internos, de fs. 12, se declara en fraude el producto encontra- 
do y se le aplica a la firma infractora, las penalidades esta- 
blecidas por el art. 27 del T. O. y se le aplica también una 
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multa de * 25.— por infracción al art 67, Tít. 1* de la 
Reglamentación General. 

Apelada la resolución administrativa, al expresar agravios 
Ahnn lino»., reproduce las defensas alegadas ante la Adminis- 
tración y el Señor Procurador Fiscal a fs. 24 al contestar el 
traslado solicita la confirmación de la resolución apelada, con 
coatas: y 

Considerando ¡ 

Que con el inventario de fs. 3 firmado de conformidad 
por los interesados está comprobado que al efectuar una ins- 
pección por los empleados de Impuestos Internos de la Nación, 
en la bodega 202-A, de Ahnn linos., comprobaron la existencia 
de 11.260 litros de vino viejo en más, sobre las existencias 
declaradas. 

Que la recurrente impugna el inventario, por haberse 
calculado la existencia de vino "A ojo de buen cubero*' y hecha 
la medición de las cubas con un palo que se media a "cuarta 
de hombre 1 *. 

Que tal impugnación, es improcedente, pues el inventario 
fué practicado en presencia del interesado y firmado de con- 
formidad y sin observación alguna, por lo que resulta extem- 
poránea sn presentación, de acuerdo a lo establecido por los 
arta, 38 y 40 de la Reglamentación General. 

Que respecto a la otra defensa alesnada, de que en virtud 
de lo establecido por el art. 23, Tít. VII de la Reglamentación 
General, tenían plazo ¡tasta el 1» de agosto, para denunciar 
la existencia, del vino de su bodega, debe desecharse en virtud 
de que el art, antes citado, sólo se refiere a la elaboración 
nueva, y no a los vinos viejos existentes, como ha sucedido 
en el presente caso. 

Que en cuanto a la tenencia por el bodeguero de valores 
fiscales para 29 litros sin utilizar, tratándose de una infrac- 
ción formal (art. 37, ley 3764 y 67, Tít. 1* de la Reglamen- 
tación General) basta su comprobación objetiva, para esta- 
blecer la inmutabilidad, por lo que corresponde sin otra con- 
sideración desechar las razones que invoca para justificar tal 
anomalía. 

Por ello, resuelvo confirmar ta resolución administrativa 
que impone a la firma Ahnn Hitos, una multa de 4 6.783,40 
descompuesto en $ 6.758.40, equivalente al decuplo del im- 
puesto del exceso del vino declarado en fraude y $ 25.— por 
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la infracción al art. 67, Tít. V de la Reglamentación General, 
Con costas. — Carlos Alberto Cuello. 



«CIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Mendoza, abril 15 de 1947. 

Vistos y considerando: 

Qne en su escrito de expresión de agravios de fs. 46-58, 
el recurrente opone las siguientes defensas: a) que el seta de 
inventario de fs. 3 y siguientes carece de todo valor legal por 
no haberse observado las formalidades establecidas por los arts. 
38 y 39, del tft. 1 de la Reglamentación General, dado que 
dicho aeto se ha practicado con la intervención del Sr. Elias 
Ahun, que no es la persona autorizada por el contrato social, 
que acompaña, para representar a la sociedad Ahun linos, ni 
la integra tampoco como socio, no habiéndose, por otra V****' 
dado intervención al representante de la nombrada sociedad 
ante Impuestos Internos, ni se han llenado los demás recaudos 
exigido» por las citadas disposiciones reglamentarias; bl que 
el art. 23, tít. VII, de la R. G., invocada en la resolución ad- 
ministrativa y en la sentencia recurrida, es inconstitucional, 
en cnanto viola los arts. 86, inc. 2*, y 67, inc. 11, de la Cons- 
titución Nacional, porque excede la facultad reglamentaria del 
P E al establecer la presunción de fraude que crea, y porque 
de entenderse que el P. E. por vía reglamentaria puede esta- 
blecer la presunción creada mediante el citado art. 23, tít Vil i, 
se llegaría a admitir que el Congreso puede delegar la facultad 
de establecer cuáles hechos constituyen delito y son pasibles 
de penas, que, como las que establece la ley 3764, son de nata* 
raleaa penal, según reiterada jurisprudencia; c) que aun cuan- 
do dicha disposición fuera constitucional, no es aplicable, m 
comprende el caso de autos, porque debiendo tomarse la exis- 
tencia total de vinos en bodega, a lo» efectos de la aplicación 
de las Síincifines penales establecidas por las leyes de Impues- 
tos Internos por diferencias constatadas entre la existencia se- 
irun libros v la real sin hacer distingos entre viejos y nuevos 
Jor no estar tal especificación, establecida en la ley, como lo 
ha resuelto este tribunal en casos similares, tal diferencia he- 
cha en el inventario impugnado, no debe ni puede tomarse en 
cuenta en el caso; y como el mismo no se practicó antes del 
1* de agosto, la recurrente estaba en tiempo para dar entrada 
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a cualquier existencia en más que hubiere en su bodega, por lo 
que ella no podía ser considerada en fraude; d) que el art. 36 
da la ley 3764, no tiene el alcance e inteligencia con que está 
aplicado por Impuesto» Internos y por el a-quo, va que, sopún 
k» ha resuelto reiteradamente la Corte Suprema *de la Nación, 
d:-ho precepto "no sanciona la sola viola ín formal de las 
disposiciones legales o reglamentarias, por lo cual las penas que 
establece no son de necesaria aplicación cuando el contribuyen- 
te justificara su falta de intención de defraudar o las constan- 
cias de autos no permitan concluir razonablemente que ha exf 
ti do esa intención"; aduciendo la recurrente que las circuns- 
tancias de encontrarse el vino en bodega, de que el mismo no 
se ha ocultado para nada y de que no existe ningún otro mo- 
tivo que permita concluir ranmablemete que se ha tenido la 
intención de defraudar, no autorizan la aplicación del citado 
precepto legal, cemo se resolvió por la Corte Suprema en el 
caso de Jesús Rodríguez c/ 7 -opuesto» Internos. 

Que la impugnación hecha al inventario de fs. 3 y siguien- 
tes, fundada en que él se ha practicado con una persona que no 
era ! autorizada por el contrato social para representar a la 
sociedad, ni el representante especial ante Impuestos Internos, 
ni que formaba parte de la sociedad, carece de rasón de ser, 
pues que en la presentación hecha por la firma social ante la 
administración de Impuestos Internos, al dársele vista del re- 
sultado del inventario, manifestó, entre otras cosas: "Como no 
había nada que ocultar, suscribimos las planillas del inventario 
en blanco, etc.", lo que importa hacer suya la actuación de D. 
Elias Ahun, que intervino en dicho acto como su representan- 
te; manifestación qne, reiterada en su escrito de fs, 17-lí» so- 
bre interposición del recurso contencioso-administrativo, cons- 
tituye una verdadera ratificación o confirmación de todo lo 
actuado por el nombrado Ahun, que equivale al mandato, ya 
fuera que se tratase de un factor o de un simple empleado de 
la bodega sin facultades para intervenir en la realización del 
inventario o de una persona que nada tenía que hacer en la 
misma, actuando como un tercero, gestor de negocios, conforme 
a » preceptuado ñor los arts. 1935 y sigts. y 2304 del Cod, Civ. 
La circunstancia de que, al hacer tal manifestación, la recu- 
rrente objetara la forma de practicar el inventario, no invalida 
la confirmación de la situación de la actuación del nombrado 
Ahun, por tratarse de dos hechos distintos: el uno, que Ahun 
intervino en representación de la sociedad, y el otro, que la 
operación de inventario y firma del acta respectiva, no se ha- 
brian practicado en forma regular; pero como este último he- 
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cho no resulta del acto mismo, no puede fundar una impug- 
nación al valor legal del inventario, conforme a lo establecido 
por el art. 38, tít. I de la R. G., resultando, por ende, que el 
acta respectiva es perfectamente válida. 

Que respecto al punto b) de los agravios, o mm Ii im- 
pugnación de inconstitucionalidad del art. 23. tit. VII de ra 
misma R. G., por ser violatori* de loa arta, 86 ine 2», y <y , 
ínc H de la Const. Nacional, cabe establecer ante todo, que la 
citada disposición reglamentaria, en cuanto establece la pre- 
sunción de fraude por el becho de no anotarse en los libros 
oficiales de bodega, hasta el 1' de agosto, todos los saldos exis- 
tentes como vino elaborado, no puede en manera alguna con- 
siderarse como violatoria del art, 67, ine. 11, de la Constitu- 
ción por cuanto esa disposición no emana de una ley sino de 
un decreto del Poder Ejecutivo, y por ende no puede en ab- 
soluto importar una delegación de facultades ^el Congreso 
habiendo el P. E. procedido en ejercicio de la facultad propia 
acordada por el art. 86, inc. 2» de la misma Const, de expedir 
los reglamentos que sean necesarios para la ejecución de las 
leyes de la Nación, cuidando de no alterar su espíritu con er- 
upciones reglamentarias. Y al ejercitar ta facu «LfijMC 
mbMte. el P. E. no ha alterado el es pin tu del art. 36 de la 
ley 3764, habiéndose limitado a reglamentar su £^» n M . B " 
forme a su espíritu; y por ende, el citado art 23 t,t VII de 
la R. G. no es viclatorio del art. 86, inc. 2» de la Const. Nacio- 
nal como lo ha declarado en reiterados pronunciamieiitos la 
Corte Suprema de la Nación (Palios: t. 178^ págs. 224 y 393 
vX allí citados; ts. 195. 158 , 197 362 ; 202, ^ispru- 
dencia a la cual deben ajustarse los tribunales inferiores. Que 
la objeción correspondiente al punto c) de los aj™v^ fon- 
dada en un pronunciamiento de este Tribunal jjrtm » h 
forma de computar las existencias de vinos » bodeg^nnhfr- 
cer distingos a la situación contemplada por dicho P™ n ™ c '*; 
miento el cual sólo se refiere a la compensación, hasta donde 
alcancen; de las diferencias "en más» o "en menos" que acu, 
Sn los inventaríes respecto de los vinos viejos y nuevos : pero 
no a la categoría a corresponde e saldo de esa b^dfo, 
pues que de lo contrario, podría burlarse ™P« n ; m ; n ^ l «Xi 
no puede pretendere mediante una interpretación Errada del 
pronunciamiento aludido. Tal ocurriría por 
dose omitido de anotar en loa libros oficiales una parte ^de la 
nroducción de un año, se pretendiera computarla como vino 
SSIé en la'cosecha subsiguiente al 
inventario antes del 1' de agosto correspondiente a esa según- 
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da elaboración, o bien, si después de practicado un inventario 
en que se constatase una existencia "en menos", se introdu- 
jera en la bodega, un vino elaborado clandestinamente y se 
pretendiera anotarlo como elaborado en la cosecha subsiguien- 
te, al practicarse un nuevo inventario antes del 1» de agosto. 
De aceptar la maniobra en ano y otro caso, nada más que por- 
que no debe hacerse distingos entre vinos viejos y nuevos, re- 
sultaría burlada la disposición contenida en el citado artículo 
23, tit. VII y sin aplicación posible en dichos casos, de la san- 
ción contenida en el art. 36 de la ley 3764, lo que no es admi- 
sible. Si según el inventario practicado en legal forma, la di- 
ferencia "en más" resulta de que la existencia real de vino* 
elaborada en la cosecha anterior es mayor que la anotada por 
el bodeguero en sus propios libros, y después de descantar la 
existencia "en menos" resultante en la elaboración de la nue- 
va cosecha, no es admisible que esa diferencia pueda conside- 
rarse como vino elaborado en la nueva cosecha y que, como tal, 
pueda declararse hasta el 1» de agosto de ese año. porque ello 
importaría una evidente transgresión a las dispr. -¡i ciernes regla- 
mentarias dictadas precisamente para la mejor fiscalización de 
la producción y del cumplimiento de las leyes impositivas. En 
el caso de autos, la planilla final del inventarío firmada tam- 
bién por el nombrado Ahun, da una diferencia "en más" de 
vino vieio, de 35.214 litros, y una "en menos" de vino nuevo, 
de 23.950 litros; y haciendo la compensación entre ambas dife- 
rencias, de acuerdo al pronunciamiento del Tribunal a que se 
refiere la recurrente, queda un aaldo líquido de 11.264 litros 
de vino, que no podía ya declararse hasta el 1» de agosto sub- 
siguiente, porque, de acuerdo a Iaa propias constancias veri- 
ficadas en el inventarío, no se trataba de vino elaborado en 
esa cosecha, sino en la anterior, para lo cual, estaba va vencido 
el plaw» fijado por el citado art. 23, tít. VII de la*R. G, sin 
que, por otra parte, Ta recurrente haya producido prueba al- 
guna para desvirtuar las constancias de sus propios libros, ni 
las constancias resultantes del inventario. 

Q»e en cuanto a la defensa concretada en el punto d) la 
recurrente no ha justificado su falta de intención de defraudar 
el impuesto correspondiente a la diferencia "en más" consta- 
tada, para lestruir la presunción resultante del simple hecho 
de la falta de la declaración de dicho producto, establecida por 
el citado art 23, tít. VII de la R O.; no siendo bastante a tal 
efecto, el hecho de encontrarse el vino en bodega y de que no 
se tratara de ocultarlo, pues que constantemente se incurre en 
infracción en las mismas condicione!», confiando ee que no se 
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a corto 



realizará una nueva 
ticado el inventario. 

Por esto» fundamentos y loa de ta sentencia apelada se la 
confirma en todas sus partes, con costas. — José E. Rodríguez 
Saa. — Agustín de la Reta. — Jorge Vera V alte jo. 
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noviembre 17 de 1947. 




Y vista la 
Hijos, b. Recurso 
dido a í's. 79 el recurso de 
traordinario. 



"Afcun 



" en la que se lia conce- 
y nulidad y el ex- 



Y considerando : 

Que concedido el recurso ordinario y 
mismo procedente como en la especie ocurre, el extra- 
ordinario ha debido ser denegado. Fallos : 206, 401 y 

los allí citados—. 

Que la sentencia recurrida de fs. 67 no es nula. 
Ella se pronuncia, en efecto, sobre las cuestiones plan- 
teadas por la defensa en la medida que el tribunal ape- 
lado ha estimado necesaria para la solución del caso, 
lo que basta para desestimar la nulidad pedida —Fa- 
llos: 184, 417 f 191, 233 y otros— en cuanto no existe 
omisión esencial que la haga procedente—. 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte 
la diferencia "en más" de vinos no anotados en la 
forma que dispone el art. 23 del tít. VII de la Refría- 
mentación General de Impuestos Internos, es suscepti- 
ble de sancionarse con la multa del art. 36 de la ley 3764 
—27 del T. O— Conf. causa "Soulerguez Andrés : 
Eduardo v. Impuestos Internos" fallada en 31 de octu- 
bre del corriente año y las allí 
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tiendo la validez constitucional del artículo reglamen- 
tario citado — cansa "Fiorito Antonio Hnos. t recurso 
contencioso administrativo" fallada en 19 de septiem- 
bre de 1947 — se está en presencia de una presunción de 
fraude que sólo puede ceder ante la prueba de sn in- 
existencia. En la especie esta prueba no se ha pro- 
ducido. 

Que por otra parte a igual conclusión puede lle- 
garse aún prescindiendo de lo dispuesto en el apartado 
final del referido art. 23, por aplicación del principio, 
sustentado por la jurisprudencia de esta Corte, con 
arreglo al cual, en materia de impuestos internos, acre- 
ditada la materialidad de la infracción cabe presumir 
la intención de defraudar —Fallos: 178, 224} 182, 304; 
195, 396; 197, 266 y 269 y otros— sin perjuicio de la 
consideración de las razones de descargo y de la prueba 
de su inocencia que pueda producir el inculpado. 

Que la doctrina de Fallos: 182, 367; 197, 495; no 
impone la revocación del pronunciamiento apelado. Es 
exacto que esa jurisprudencia ha declarado que para la 
obtención de los muestras a que se refiere el art. 60 
del tít. VII de la Reglamentación General debe procu- 
rarse la asistencia de las personas a quienes puedan 
afectar y sólo en caso de ausencia o de imposibilidad 
de asistir de las mismas puede procederse con inter- 
vención de sus sustitutos legales. Y es razonable tam- 
bién, porque media similitud de motivos al efecto que 
tal exigencia se extienda a los inventarios de los arts. 37 
y sig. del tít. I; con arreglo por lo demás a lo dispuesto 
en los mismos. 

Que de ello no se sigue sin embargo que sea insa- 
nablemente inválido el inventario practicado ante quien 
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trativa, ni al deducir la demanda contenciosa del art. 27 
de la ley 3764 —17 del T. O.—. Porque las razones en 
que esa jurisprudencia se funda — resumíales en la ne- 
cesidad de garantir la seriedad del acto por vía del 
control del mismo por el contribuyente— pueden ser 
satisfechas si la operación fuese controlada por quien 
merezca su confianza, como cabe admitir lo sea el hijo 
de uno de los socios de la razón social multada. Esto 
por lo demás, resulta corroborado por la circunstan- 
cia de que la validez del inventario no requiere impres- 
cindiblemente la presencia del contribuyente o su re~ 
presentante. En caso de incomparecencia del mismo, 
éste puede, en efecto practicarse, con intervención de 
sus factores o dependientes, o de "la persona que se en- 
contrase en el local" o aun sin ellos, si no se los hu- 
biera. Art. 38 y 39 citados. 

Que la validez de la intervención en el acto de D. 
Elias Almn pudo así provenir de la actitud de los con- 
tribuyentes en oportunidad de su realización, y puede 
también resultar de la conformidad posterior de aqué- 
llos, que la sentencia apelada comprueba. 

Que por lo demás !a disposición reglamentaria que 
establece — Tít. 1*, art. 38— "que no podrá impugnarse 
el valor legal del inventario, por causas que no resulten 
del acta labrada como consecuencia del mismo. . . " 
debe sin duda entenderse con el alcance de que no será 
lícito desconocer la correcta confección del referido 
inventario, y la verdad de los actos realizados por los 
empleados actuantes para su realización, ni la de las 
manifestaciones del contribuyente o su sustituto que 
en el documento se asienten, si su deficiencia o inexac- 
titud no resulta del texto del mismo. Arg. arts. 979, 
inc. 2 in fine y 994 y sgtes. del Cód. Civil. Pero no im- 
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interesado produzca del error en que se haya incurrido. 
De otra manera el decreto podría imponer la aplica- 
ción de sanciones penales a pesar de la comprobación 
de la inexistencia del fraude que la ley castiga, incu- 
rriendo en i «dudable exceso. — Art. 86, inc. 2*, de la 
Const. Nacional. 

Qne en la especie esa prueba se ha omitido total- 
mente, siendo así ajustada a derecho la sentencia ape- 
lada en cuanto se atiene a las constancias del inventario. 

Que la t'cchn en que se realizó el inventario no es 
óbice para la aplicación del art. 23 del tít. VII de la 
Reglamentación General, respecto del excedente de vi- 
no viejo declarado como tal y que no se ha compro- 
bado no lo fuera, porque a su respecto la fecha de 
anotación estaba vencida, como también lo hace notar 
la Cámara Federal, Por otra parte, el propio recu- 
rrente admite — fs. 127 vta. — ser ajustado a dereeho 
lo resucito al respecto, si bien impugna como insufi- 
cientes las constancias del inventario para comprobar 



En su mérito se decide: 1) Declarar mal conce- 
dido el recurso extraordinario a fs. 79. 2) No hacer 
lugar a la nulidad de la sentencia de fs. 67. 3) Confir- 
mar la sentencia apelada de fs. 67 en todas sus partes. 

Con costas. 




glo a lo ya dicho no cabe admitir. 



Tomás D. Casares — Luis B. 
Longhi — Justo L. Alvabez 
Rodríguez — Rodolfo G. Va- 

LENZUELA. 
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S. A. INGENIO Y REFINERIA SAN MARTIN 
DEL TABACAL 

JURISDICCION NACIONAL: Competencia federal Competencia 
originaria de la Corte Suprema. Cama» en que es parte una provin- 
cia. Causas que versan sobre cueitione» federales. 

Corresponde a la Corto Suprema eonocer originariamente 
en las causas que versan sobre cuestiones federales y en 
que sea parte una provincia — cualquiera sea la vecindad 
o nacionalidad de la contraria— siempre que el pleito no 
comprenda puntos locales reservados a los tribunales pro- 
vinciales, como es la correcta aplicación de los impuestos 
con arreglo a la legislación de la provincia. 
Las causas referentes a gravámenes aplicados o estableci- 
dos con arreglo a decretos que se afirma son incompati- 
bles con las leyes provinciales que reglamentan, son de ju- 
risdtcéión de los tribunales de provincia, sin perjuicio del 
recurso extraordinario que fundado en los aspectos federa- 
les del pleito, se interponga contra la sentencia de aquéllos. 
No siendo la ilegalidad del decreto reglamentario de una 
ley local impositiva una simple referencia marginal, el 
juicio por repetición del impuesto aplicado con arreglo al 
mismo, no es de jurisdicción originaria de la Corte Su- 



D. Jaime Malamud, en representación del Ingenio 
y Refinería San Martín del Tabacal S. A., inició de- 
manda ante V. E. contra la Prov. de Salta por repeti- 
ción de sumas abonadas en concepto de contribución 
territorial. Corrido traslado, la Provincia opuso ex- 
cepción de incompetencia, por considerar que el caso 



Si bien al fundar la demanda en "derecho" (fa. 



prema. 



Dictamen del Procurador 





Suprema. 
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23/26) la parte acto ra sostuvo que el decreto n* 4541 
de la Intervención Nacional en la mencionada provin- 
cia, es violatorio de la Const, Nacional, resolta empe- 
ro que elidía violación se originaría, principalmente, 
por apartarse el decreto aludido de lo dispuesto en 
ta ley local n« 395, que reglamenta. 

En tales condiciones, es aplicable la doctrina de 
V. E. en 188 : 494; 189: 392; 190: 123 y 499; 192 : 485 
y muchos otros, por aplicación de la cual corresponde 
declarar que el presente caso es ajeno a la competen- 
cia originaria del tribunal, sin perjuicio de que las 
cuestiones constitucionales planteadas en el mismo pue- 
dan ser traídas oportunamente a conocimiento de la 
Corte Suprema mediante recurso extraordinario, si 
éste procediese. Bs* Aires, setiembre 29 de 1947. — 
Carlos G. Del fino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, noviembre 17 de 1947. 

Y vista la precedente causa caratulada; "San Mar- 
tin del Tabacal S. A. Ingenio y Refinería c. Salta la 
Provincia s. inconstitucionalidad del decreto 4541 de 
la Intervención de Salta" para decidir respecto de la 
competencia del Tribunal 

Y considerando: 

Que esta Corte ha decidido reiteradamente que en 
los supuestos en que se debate no sólo la validez cons- 
titucional de los gravámenes locales, sino también la 
correcta aplicación de los mismos con arreglo a las 
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be deducirse ante los tribunales de la provincia. Fa- 
llos: 207, 139 y los allí citados. Pues si bien correspon- 
de a la Corte Suprema conocer originariamente en las 
causas que versan sobre cuestiones de naturaleza fede- 
ral, en que sea parte una provincia, con prescindcncia 
de la vecindad o nacionalidad de la contraria, ello es 
asi siempre que el juicio no comprenda puntos de índo- 
le local, reservados a los tribunales provinciales. Fa- 
llos 205, 87 y otros. 

Que por lo que hace a los gravámenes establecidos 
o aplicados de conformidad con lo preceptuado por de- 
cretos locales, que se afirma son incompatibles con las 
leyes provinciales que aquéllos reglamentan, la juris- 
prudencia ha declarado en el mismo orden de ideas, 
que la causa versa sobre una extralimitación del de- 
creto, cuyo remedio no debe buscarse por vía origina- 
ria ante la Corte Suprema, sino ante los tribunales 
locales, sin perjuicio del recurso extraordinario que 
contra la sentencia de los mismos pudiera interponer- 
se, fundado en los aspectos federales del pleito. Fa- 
llos: 178, 308; 190, 123; 198, 208 y otros. 

Que esta doctrina así orientada a partir de lo re- 
suelto en Fallos: 188, 494, encuentra sólido fundamen- 
to en la consideración de que contempla debidamente 
la autonomía de las provincias, sin desmedro de la 
tutela y defensa de las garantías constitucionales, cuyo 
amparo por esto Corte hace siempre posible la apela- 
ción que para tales fines acuerda el art. 14 de la ley 48, 

Falles 207, 139. 

Que en la presente causa se cuestiona el decreto 
n» 4541 de 11 de septiembre de 1944, destinado a re- 
glamentar los arts. (i, 7, 8, 9, 10, 11 y 12 de la ley sal- 
teña n* 395, sosteniendo la parte actora que "va mu- 
cho más lejos de la reglamentación, desvirtuando, en 
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realidad, por completo, a la citada ley provincial y a la 
nacional tí> 12.139". Se encuentra en efecto, "en ma- 
nifiesta contradicción con la ley 395 de la Prov. de 
Salta y con la ley 12.139 dictada por el II. Congreso 
de la Nación: con la primera porque en vez de ava- 
luarse la tierra libre de mejoras se incluye en éstas 
hasta la utilidad teórica del establecimiento industrial; 
con la segunda, porque Be discriminan, en contra de 
sus terminantes disposiciones, las explotaciones azu- 
careras y se les crea por ese solo hecho un gravamen 
específico, es decir, se hace, precisamente, lo que dicha 
ley nacional trataba de evitar'*. El agravio a la ley 
local 395 se repite en lo referente al método de avalua- 
ción seguido en cumplimiento del decreto impugnado. 

Que según surge de lo expuesto la invalidez en el 
orden local de la reglamentación referida —su ilega- 
lidad — > no es en la especie una simple referencia mar- 
ginal que no obste a la jurisdicción de esta Corte. Fa- 
llos: 195, 534 ; 207, 139 y otros. 

j En su mérito y por los fundamentos del preceden- 
te dictamen del Sr. Procurador General se declara que 
esta causa no es de la jurisdicción originaria de la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación. Con costas. 

Tomás D. Casabes — Luis R. 
Lonohi — Justo L. Alvarez 
Rodríguez — Rodolfo O. Va- 

LENZUELA. 
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MINISTERIO DE GUERRA v. MARIA S. IRIBARREN 
DE - 




RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Ge- 
No procedo la adhesión al recurso ordinario en tercera 

Determinación del valor real. 

El precio de expropiación de un campo parejo en condi- 
ciones de inmediata y fructífera eiplotación, apto para 
la agricultura y ganadería y cercano de do» estaciones, 
puede fijarse en la cantidad proporcional a la obtenida 
por venta de fracciones de menor extensión, sin olvido de 
que para la determinación de la indemniaación ha de pres- 
idirte del precio de fraccionamiento. 

I: Indemnuación. Gen+rtlidade». 

No corresponde indemniaación alguna por desvaió rizaeión 
de la moneda. 
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Y vista la precedente causa caratulada "La Na- 
ción, Ministerio de Guerra v. Olariaga, María Sara 
Iribarren de, expropiación" en la que se ha concedido 
el recurso ordinario de fs. 184 vta. 

Y considerando: 

Que la sentencia de fs. 180 ha sido apelada por el 
Sr. Fiscal de la Cámara Federal de Bahía Blanca — fa: 
184 y no por la parte demandada. En consecuencia, y 
ya que conforme a la jurisprudencia de esta Corte no 
es procedente la adhesión al recurso en tercera instan- 
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cía —Fallos: 206, 224— el Tribunal no debo pronun- 
ciarse sino sobre los agravios expresados por el Sr. 
Procurador General a fs. 194. 

Que las cuestiones a decidir Bon las Cernientes : 

a) precio del inmueble expropiado y de sus mejoras; 

b) procedencia de la indemnización acordada por tifo- 
valorización de la moneda; y «j monto de las regula- 
ciones efectuadas en autos. 

Que respecto del primer punto cabe la misma ob- 
servación hecha en Fallos 208; 143 y 158 y los que allí 
se citan. Es asi que los peritos designados en autos 
expiden su dictamen por separado y como no analizan 
suficientemente sus respectivos puntos de referencia 
para la apreciación del valor de la tierra, se carece 
de una base exacta para comparar sus conclusiones. 
Con todo, en el caso de autos, la diferencia entre los 
expertos no es tan grande como en los precedentes re- 
cordados. Así el de la actora llega a una indemnización 
total de m*n. 1.628,569,65 — fs, 128—; el de la deman- 
dada — fs. 115 a m|n. 2.358166,81; y el tercero — fs. 
143 — a m$n. 1.949.244,50. Esta circunstancia y el es- 
caso resultado de lo dispuesto "para mejor proveer" 
en los precedentes arriba citados, hace aconsejable no 
acceder a lo solicitado a fs. 198, en el "otrosí digo". 

Que sí bien la conclusión del perito tercero ing. 
Pascuzzi — que adopta casi literalmente la sentencia 
npelada, admitiendo en concepto de precio del campo 
y mejoras la suma de m|n. 1.949.336,68—, está justi- 
preciando el valor de la cosa, por adjudicar el inmue- 
ble expropiado —de 5.328 ms. más o menos — un valor 
unitario similar al obtenido en ventas de fracciones de 
menor extensión — conf. fs. 149 vta. y 160 — debe ob- 
servarse que entre las operaciones que el experto ana- 
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siblcmcnte nms altos. El perito desecha en cambio las 
que se han realizado por sumas inferiores por tratarse 
de tierras tle calidad distinta a la expropiada. A ello 
puede agregarse que el inmueble de la demandada está 
oxcepcionalmcnte ubicado, próximo a dos estaciones 
ferroviarias, a su vez cercanas al puerto de Babia Blan- 
ca y que se trata de un campo apto tanto para la agri* 
cultura como para la ganadería, con escasa proporción 
de calidad inferior, dotado de todas las mejoras nece- 
sarias y de una superficie apropiada para su explota- 
ción económica. 

Que asimismo es necesario destacar que la circunsr 
tancia de la extensión tiene en alguna oportunidad sig- 
nificación de ponderación en su valor pues son exten- 
siones que en la dimensión tal cumplen un mejor come- 
tido para los fines a que se destinan — que por otra par- 
te la planilla de arrendamientos que alcanza en la cita- 
da extensión a casi su totalidad, 3,164 hs., tiene un pre- 
cio de m$n. 15 la hectárea, lo que pondera el equilibrio 
de su aprovechamiento en su explotación. 

Que la confirmación del fallo en recurso en lo re- 
ferente a la indemnización por la tierra y las mejoras 
no importa asi olvido del principio conforme al cual 
para la determinación del valor del bien expropiado ha 
de prescindirse del precio de fraccionamiento —Fallos: 
208, 188 y otros— sino contemplar el interés existente 
en la plaza para la adquisición de bienes inmuebles en 
condiciones de inmediata y fructífera explotación. A 
este factor ha hecho ya referencia esta Corte, en Fa- 
llos 208, 143, cuando ha mencionado la interrupción de 
una explotación ganadera en marcha como uno de loa 
elementos a tenerse en cuenta para la apreciación de la 
indemnización. 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte 
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—Fallos: 208, 164— el resarcimiento al propietario del 
fundo expropiado no debe comprender partida alguna 
en concepto de la dcsvalorización que la moneda pueda 
haber experimentado en el lapso transcurrido entre la 
ocupación del bien y la sentencia. Lo dicho en el pre- 

aquí por reproducido — es especialmente aplicable en 
la especie, dada la forma en que la demandada ha per- 
cibido la totalidad del precio ofrecido, y el monto del 
mismo. 

Que atento los términos del escrito de fs. 184, la 
cuestión referente al cargo de las costas no está com- 
prendida en el recurso. 

Que no existiendo mérito para reducir las regula- 
ciones apeladas —Fallos: 208, 164 — corresponde con- 
firmarlas. 

En su mérito se revoca la sentencia apelada de fs. 
180 en la parte que acuerda un tres por ciento adicio- 
nal sobre el precio en concepto de indemnización de 
perjuicios, y se la confirma en lo demás que resuelve. 
Las costas de esta instancia se pagarán por su orden 
por haber prosperado parcialmente la apelación y aten- 
ta la improcedencia de lo pedido a fs. 198. 



Tomás D. Casabes — Luis R. 
Lonobi — Justo L. Alvabbz 
Rodbíouez — Rodolfo O. Va- 

LEKZUELA, 
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EZIO A. DUCCI Y HECTOR A. SABELLI 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Subsistencia 

de loa requisitos. 

No procede el recurso extraordinario respecto de resolu- 
eione» que aplican sanciones luego de sn camplimientoy 
cuando por la naturaleza de aquéllas la sentencia del Tri- 
bunal sería inoficiosa, como ocurre con una pena de arres- 
to ya cumplida (»). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 

El recurso extraordinario no procede para prevenir per- 
juicios potenciales, como son los efectos que la sanción de 
arresto cumplido pudiera tener en caso de cometerse una 
nueva infracción ( a ). 



ANIBAL GAVIOLA v. JUAN RAMIREZ 



RECURSO EXTRAORDINARIO: B*í 
de la cuestión federal. Forma. 



Introducción 



Para el correcto planteamiento de la cuestión federal no 
basta la sola mención de un articulo constitucional cuya 
con el litigio no remita de lo expresado en la 
en que se lo invocó (*)■ 




ENRIQUE 8. CARNIOL v, HECTOR L. PITES 

DESALOJAMIENTO. 

La suspensión de los trámites en los juicios de desalojo 
dispuesta por la ley 12.998 no obsta a la realización de 



(i) 17 de noviembre de lf>«. FaUoir 203, 312. Digesto, t. VIII, 
pfigj. 182, Nos. 78 y sijEfee. 

(3) Pallo»: 1M, W9. 9M _ 

(8) 17 de noviembre de 1M7, Falloi: 190, 40»; 187, 2*1 J 

179, 5; 203, 137. 
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los procedimientos necesarios para «ue los jueces ae pro- 
nuncieu sobre su constitucional idad o aplicabüidad al caso. 
La suspensión de trámites dispuesta por la ley 12,998 al- 
canza a los comunes de las causas de desalojo y no a los 
referentes al ejercicio de la jurisdicción extraordinaria de 
la Corte Suprema. 

LEV: Interpretación y aplicación. 

Las leyes deben interpretarse, en tanto sea posible hacerlo 
sm violencia, de la manera más concorde con los princi- 
pios y (ra randas de la Const. Nacional. 



Dictamen del Procurador General 

La providencia de fs. 6 vta. origina una cuestión 
previa a la consideración de la queja interpuesta, pues 
de la resolución que recaiga dependerá la procedencia 
de que V. E. entre a conocer respecto de si el recurso 
extraordinario de apelación lia sitio bien o mal dene- 

Con el escrito presentado por la parte, esa cuestión 
ha quedado, en mi opinión, en condiciones de ser deci- 
dida por V. E., después de lo cual si el pronunciamien- 
to fuere favorable a la tramitación de la queja, corres- 
pondería mi intervención a efectos de expedirme sobre 
ella. Bs. Aires, noviembre 6 de 1947. — Carlos G Del- 
fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, noviembre 17 do 1947. 

Y vista la precedente causa caratulada: "Recurso 
do hecho deducido por el actor en los autos Carniol S. 
Enrique c. Pites Héctor Luciano" para decidir res- 
pecto de lo pedido a fs. 7. 
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Y considerando: 

Que el artículo primero de la ley n* 12.998 dispo- 
ne: "Suspéndense en todo el territorio de la Repúbli- 
ca hasta el 30 de junio de 1949, los trámites en los jui- 
cios de desalojo y los plazos para desahucio de casas, 
locales, departamentos, piezas y demás habitaciones ur- 
banas. Hasta esa misma fecha no podrán iniciarse 
tampoco nuevos juicios de desalojo". 

Que no cabe duda que el primer apartado de este 
precepto, único de que por el momento se trata, no 
puede obstar a la realización de los procedimientos 
necesarios para que los jueces se pronuncien sobre su 
constitucionalidad o aplicabilidad al caso en litigio. 
Respecto de lo primero porque ello impediría la deci- 
sión judicial del punto, menoscabando en lo que hace 
a los magistrados federales la facultad que les acuerda 
el art. 100 de la Const. Nacional, de conocer y decidir 
"todas las causas que versen sobre puntos regidos por 
la Constitución", facultad refirmada categóricamente 
por ja ley —ley 27, art. 3— y consagrada por invaria- 
ble jurisprudencia. —Fallos: 33, 162; 149, 122 y 
otros — . Y en cuanto a lo segundo, porque incumbien- 
do a los jueces la interpretación de la ley, sólo ellos 
pueden decidir las controversias que se plantearan res- 
pecto de su alcance y aplicación a los casos concretos 
propios de su jurisdicción. 

Qne en las presentes actuaciones se ha traído a 
esta Corte una queja o recurso directo contra un auto 
que deniega el recurso extraordinario interpuesto res- 
pecto de una resolución que el recurrente sostiene ha 
denegado un lanzamiento, aplicando la ley 12.886, a pe- 
sar de existir sentencia firme de desalojo, contrarian- 
do así los arts. 17 y 18 de la Const. Nacional. Se trata 



pues de un procedimiento especial, 




tura de la instancia extraordinaria, y ajeno al trámite 
común de laa cansas de desalojo. 

Que toda vez que la reducción legislativa de la 
jurisdicción extraordinaria de esta Corte en materia 
de constitucionalidad para una determinada especie de 

es de elemental prudencia no atribuir tal alcance a las 
normas que no la establecen de manera inequívoca, lo 
que no ocurre con el precepto más arriba transcripto. 
Esta Corte, en efecto, ha declarado que las leyes de- 
ben interpretarse, en tanto sea posible hacerlo sin vio- 
lencia, de la manera más concorde con los principios 



y garantías de la Const. Nacional. —Fallos: 200, 180 
y otros. 

En su mérito se decide que el art. 1* de la ley 12.998 
no impide el trámite de esta queja, debiendo volver 
loa autos al Sr. Procurador General a fin de que se 
sirva dictaminar en los mismos. 



LA NUEVA COOPERATIVA LTDA. v. CORPORACION 
DE TRANSPORTES DE LA CIUDAD DE 
BUENOS AIRES 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 

Podido de úoinún acuerdo de partes el fallo de la causa . 
como de "puro derecho" no procede el reeurso extraordi- 



Tomás D. Casares — Luis R. 
Longhi — Justo L. Alvabez 




DE JUSTICIA DE LA 



341 



nario fundado en el art. 18 de la Const. Nacional y en la 
falta de prueba del perjuicio cuyo pago dispone la sen- 
tencia apelada ('). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Vncdhut* tw frtleralex. ExúIh- 
sión ií<! las cuestione* de hecho. Varios. 

El alcance del pedido de que se falle la causa como de 
"puro derecho" es cuestión de hecho no revisible por la 
Corte Suprema en tanto no se trate de una sentencia ar- 
bitraria c insostenible ( a ). 



IGNACIO E. NAZABAL v, VICENTE BELVEDERE 

T OTROS 

RECURSO DE QUEJA. 

Presentada en la queja una petición tendiente a continuar 
el trámite de los auto* principales e incompatible con la 
subsistencia de aquélla, debe tenérsela por desistida (•). 



ÑUTA PINCEVER v. JOSE SZTRALKA 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos comunes. Gravamtn. 
Vencido el término acordado por las leyes sobre prórrogas 



dada en aquellas leyes, no hizo lugar al desahucio ( 4 ). 



(i) 17 de noviembre de 1947. FalUw: 180, 130; 185, 60; 188, 120. 
(3) Fallo»: £07, 72. 




(>) 17 de noviembre de 1947. 
(4) 17 de noviembre do 1947. Fallos: 192, II. 



* 
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S. A. CIA. SANSINENA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia de- 
fimUiva. Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Varias. 

La garantía de la inviolabilidad de la defensa en juicio 
no autoriza la concesión del recurso extraordinario en cada 
oportunidad que en el curso del proceso se alegase la res- 
tricción de la audiencia del procesado, sin perjuicio del 
que pudiera interponerse una vez dictada la sentencia fi- 
nal de la causa (»). 



CARLOS A. J. BICCOCA 
JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. 



Los conflictos que se originen con motivo de la coexisten- 
cia de las distintas jurisdicciones de la Nación y de Jta 
provincias deben ser resueltos con arreglo a lo que dispon- 
gan las leyes nacionales. 

LEY: Principios generales, 

Las leyes provinciales sólo tienen fuerza obligatoria den- 
tro de los límites locales. 

PENA. 

La facultad del Congreso de reglar lo referente a las penas 
que deben aplicarse por los delitos que se cometan en el 
territorio de la Nación o cuyos efectos deban producirse 
en él comprende la de reglar lo relativo al cumplimiento 
de dichas penas. 



El art. 58 del Cód. Penal somete al reo a una sola juris- 
dicción a los efectos de la imposición de la pena única y 



(>) 17 de noviembre do 1947. 
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del cumplimiento de )a misma, solución a la cual no se 
opone lo que establece el art. 102 de la Const. ?' 



Dictamen del Procurado!! Genejial 

Carlos Angel Julio Bicocea fué condenado el 25 do 
setiembre de 1945 por la Cámara de Apelaciones del 
Dpto. Sud de la Prov. de Bs. Aires a sufrir tres años 
de prisión por estafas reiteradas (fs. 88). Posterior- 
mente, el 29 de noviembre de 1945, la Justicia de Cór- 
doba le impuso cuatro años de igual pena por estafas 
reiteradas, dos de ellas en concurso ideal con falsifi- 
cación de cbeques, hurto simple y falsificación de che- 
ques en concurso ideal con tentativa de estafa (fs, 100). 
Estando firmes ambas condenas (fs. 100 vta.) la Cá- 
mara 1' de Apelaciones en lo Criminal de Córdoba, de 
acuerdo con lo dispuesto por el art. 58 del Cód. Penal 
dictó sentencia única el 7 de setiembre de 1946 y fijó 
en seis años la condena (fs. 101). En el mismo fallo, 
la Cámara por aplicación del art. 21 del Cód. de Proccd. 
Penal de la Provincia, ordenó el traslado del reo a Do- 
lores para que cumpla allí la parte proporcional de la 
condena. Este temperamento no fué aceptado por el 
juez bonaerense (fs. 103), y por su parte la Cámara 
de Córdoba mantuvo a fs. 11 su pronunciamiento ante- 
rior. Con arreglo a lo resuelto en situaciones equipa- 
rables, corresponde la intervención de la Corte en los 
términos del art. 9* de la ley 4.055. 

En cuanto al fondo del asunto, estimo que está en 
lo cierto el Juez en lo Correccional de Dolores. A mi 



(i) En la miima fecha fué resuelta en igual sentido, d« °, fU "?* 
coa lo dictaminado por el aefior Procurador General Dr. Carlos Gabriel 
Delfino, la causa "Femánde* Francisco J.". 



juicio, el Tribunal que dicta la condena es 
conocer en todo lo relativo a su cumplimiento: "Co- 
rresponderá al juez que haya aplicado la pena mayor 
— legisla el art. 58 del Cód. Penal — dictar a pedido de 
parte bu única sentencia, sin alterar los declaraciones 
de hechos contenidas en las otras". En el presente 
juicio ha debido aplicar esa disposición legal la jus- 
ticia de Córdoba, y bajo su jurisdicción debe quedar 
entonces el procesado hasta la extinción total de la pe- 
na. Parcceme que no puede ser de otro modo, máxime 
si se tiene presente que el reo para cualquier gestión 
debe acudir ante el tribunal que lo condenó, el cual 
también debe conocer si por motivos de enfermedad es 
menester bu traslado fuera de la cárcel. 

No puede oponerse a esta solución disposiciones 
como la del art. 21 del Código de Proced. Penal de 
Córdoba, de carácter puramente local, las cuales, como 
es obvio, sólo son obligatorias dentro del territorio de 
la provincia. 

Correspondería, en consecuencia, resolver que el 
procesado debe cumplir su condena bajo la jurisdicción 
de los tribunales de Córdoba, Bs. Aires, julio 31 de 
1947. — Saúl M. Escobar. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 19 de noviembre de 1947. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que los conflictos que se originan con motivo de la 
in de las distintas jurisdicciones de las pro- 
y de la Nación deben ser resueltos con arreglo 
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a lo que dispongan las leyes nacionales. (Fallos: 207, 
216; 208, 97 y los casos citados en ellos). Pues conforme 
a los arts. 104 y sigtes. de la Const. Nacional las nor- 
mas provinciales sólo tienen fuerza obligatoria dentro 
de los límites locales (Fallos: 178, 28; 208, 5 y los allí 

Que, por consiguiente, la solución del conflicto plan- 
teado en autos debe buscarse en la interpretación de las 
nuevas normas nacionales, con prescindencia del art. 21 
del Cód. de Proceds. Criminales de Córdoba. 

Que el art. 58 del Cód. Penal responde al propó- 
sito de establecer real y efectivamente la «j»idad d * ,a 

tando las medidas necesarias para que ella no desapa- 
rezca por razón del funcionamiento de las distintas 
jurisdicciones a que se ha hecho referencia precedente- 
mente. Así lo expresó en su exposición de motivos la 
comisión especial de la Cámara de Diputados, que pre- 
vio la necesidad de reglamentar, por medio de una ley 
especial complementaria de aquél, lo referente al cum- 
plimiento de las penas, prescribiendo el régimen car- 
celario (Edición Oficial, págs. 119, 120, 175 y siguien- 
tes). 

Que conforme a lo dispuesto por el art. 67, inc. 11, 
de la Constitución es facultad del Congreso reglar lo 
referente a las penas que deben aplicarse por los deli- 
tos que se cometan en el territorio de la Nación o cuyos 
efectos deban producirse en él. Esa atribución resulta- 
ría, sin duda, desvirtuada si no comprendiera también 
la de reglar lo referente al cumplimiento de dichas pe- 
nas. Pues como decía la comisión especial mencionada, 
en el considerando anterior (Ob. ciL, pág. 120) —los 

penas para los delitos 
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pierden eficacia til el régimen carcelario uo se 
de acuerdo con los propósitos que se tuvieron en 
al fijar las represiones. Y desde que la unidad en mate- 
ria penal es el propósito que inspira al nrt. 58 del Cód. 
Penal, es indudable que esta norma importa someter al 
reo a una sola jurisdicción a los efectos de la imposición 
de una pena única y del cumplimiento de la misma, so- 
lución que, además, es la que mejor se ajusta a las di- 
versas situaciones que pueden presentarse con motivo 
de la libertad condicional que prevé el art. 13 del Cód. 
Penal; de la locura sobreviniente del condenado (arts. 
25 y 34 del mismo código) y de cualquier otra gestión 
judicial del reo, como lo advierte el Sr. Proc. Genera! 
cu su dictamen. 

Que a dicha solución no se opone lo dispuesto en 
el art. 102 do la Const. Nacional ya que ella no impide 
que "la actuación de los juicios", como reza dicho pre- 
cepto, so realice en las provincias en que fueron come- 
tidos los delitos. Terminada ella con la condena corres- 
pondiente y salvado de tal manera el principio de la 
territorialidad en materia penal y las autonomías pro- 
vinciales, es de aplicación el que tiende a asegurar en 
el país la uniformidad del régimen penal prevista por 
el art. 67, inc. 11, de la Constitución, a cuyo efecto in- 
cumbe al Congreso adoptar las medidas conducentes, a 
semejanza de lo que ha hecho en otros órdenes de la le- 
gislación nacional (Fallos: 138, 157; 139, 259; 162, 376: 
174, 105; 180,21). 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el Sr. Proc. General se declara que Carlos Angel Julio 
Biccoca debe cumplir su condena bajo la jurisdicción 
de los tribunales de la Provincia de Córdoba. Devuél- 
vase el expediente al Sr. Juez del 
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? de Apelaciones en lo Criminal de Córdo- 



ba, en la forma de estilo. 



Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Rodolfo O. Valen- 

ZUELA. 



RAUL OCAMPO v. DIRECCION GENERAL DEL 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Principio* generales. Capitat y 

rédito. 

Todo lo que está habilitado para producir réditos es una 
fuente de estos, o sea capital, conceptos que la ley ha pro- 
curado distinguir permanentemente en todas sus disposi- 
ciones. . ¡ 
La periodicidad del rédito induce la existcneia de una 
fuente relativamente perenne que subsiste después de pro- 
ducirlo, y debe ser conservada para mantenerlo. 
La materia imponible en la ley de réditos no es el capital 
sino el interés. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Deducciones, lienta» vitalieiae. 

Para liquidar el impuesto a los réditos provenientes de 
rentas vitalicias corresponde deducir, en concepto de amor- 
tización del capital invertido, el poreiento que determina 
el art. 11 del decreto 18.229/43. 



Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, mayo 15 de 1945. 

Y vistos: Estos caratulados: "Ocampo Raúl, contra Pisco 
Nacional, sobre repetición", de su estudio resulta: 

1* A fs. 3 el actor interpone demanda por apoderado, por 
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devolución de la suma de $ 15.393, intereses y costas. En resu- 
men exprés* : 

a) Que el 20 de septiembre de 1932, celebré un contrato 
de renta vitalicia con los Sra. Cavallo, Tanoira y Lauta ret 
por el que, mediante la entrega de ta finca Lavalle 777 valua- 
da en $ 400.000 dichos señores se comprometieron a entregarle 
una renta vitalicia que durante el período en discusión con la 
Dirección General del Impuesto a los Réditos ascendió a pesos 
3.500 mensuales. 

b) Que la Dirección General del Impuesto a los Réditos 
entendió que el importe total que recibía Ocampo constituía 
una renta gravable. 

c) Que en realidad de las sumas percibidas en concepto 
de renta vitalicia, sólo una parte es renta y el resto es capital 
y sólo sobre aquélla corresponde abonar el impuesto. 

2* Declarada la competencia del Juzgado y corrido tras- 
lado de la demanda, es contestada a fs. 16 por el Sr. Procura- 
dor Fiscal pidiéndose el rechazo de la misma con costas. Dice 
qne la jurisprudencia invocida es inaplicable en el sub Ute; 
que la Ky 11.682, art. 17 es terminante, imperativa, en cnanto 
grava las rentas vitalicias sin hacer distingos ni autorizar dis- 
criminaciones que tampoco podrían hacerse por vía interpre- 
tativa. 



Considerando ¡ 

Que en la forma como ha quedado trabada la litis, la cues- 
tión esencial sometida a juzgamiento, consiste en determinar 
si el acreedor de una renta vitalicia debe abonar el impuesto 
a los réditos sobre el total que percibe en tal concepto, o sólo 
respecto de la parte que corresponde a intereses del capital en- 
tregado para adquirir el crédito de renta. 

Que desde luego no es dudoso, que desde el punto de vista 
técnico contable, el que paga la renta vitalicia cada vez que 
atiende los servicios de la misma, no sólo entrega los intereses 
normales del capital que recibió, sino que como consecuencia y 
contra-prestación del pleno dominio adquirido sobre aquel ca- 
pital, entrega algo más en dinero, que es lo que constituye la 
ventaja pecuniaria del beneficiario de la renta y que compensa 
la pérdida de la propiedad del valor entregado para adquirirla. 

Que desde el punto de vista del que recibe la renta, la en- 
trega del capital constituye una inversión definitiva de un 
valor qne normalmente produciría el interés corriente de la 
placa comercial, pero que limitando la rentabilidad al término 



DE JUSTICIA DE LA 



319 



de lu vida de! tomador, plazo resolutorio fatal, y en base a los 
cálculos de probabilidades actuariales, se asegura una renta 
superior a los réditos normales y tanto mayor cuanto lo es la 
edad del beneficiario. Que no puede prescindirse para resolver 
este pleito, del texto expreso de la ley y en tal sentido debe 
señalarse que el art. 17 de la ley 11.682 (t. o.) determina que 
están sujetos al pago de! impuesto como réditos de la segunda 
categoría, las rentas vitalicias. 

Que ante la existencia de tal disposición legal, es el caso 
de preguntarse sí el concepto de rédito que da el art. 2» de la 
ley, o la norma del art. 25, ittC. c) que autoriza a hacer ciertas 
deducciones para determinar la renta bruta, puede impedir 
que se aplique el art. 17 antes citado, en la forma que lo lia 
lieeho la autoridad administrativa, al obligar a Ocampo al pago 
sobre el total percibido, sin admitir discriminación alguna. 

Que nos encontramos, pues, ante un problema de interpre- 
tación de la ley, que debe resolverse teniendo en cuenta las 
facultades legislativas en materia impositiva (arts. 4' y 67, 
inc. 2», Const. Nac). 

Que indudablemente la norma general de la ley de réditos 
es gravar sólo los remanentes netos, es decir sobrantes de en- 
tradas o beneficios sobre inversiones necesarias para obtener 
mantener y conseriar dichos réditos (art. 2», ley 11.682, t. o.) 
pero no cabe duda que si el legislador en algún caso particular 
ha establecido que el impuesto debe pagarse sobre inprosrs de- 
terminados y lo ha dicho claramente, el Poder Administrador 
está obligado a percibir el impuesto en lft forma ordenada y el 
Poder Judicial sólo podría desconocer la norma legal en el caso 
de afectar la misma principios constitucionales. 

Que en efecto, nada impide que el legislador teniendo en 
cuenta la naturaleza de la renta vitalicia, haya ereído conve- 
niente que deba oblar el impuesto, sin admitir discriminaciones 
que en el caso no pueden hacerse porque entonces resultaría 
que eareeería de aplieabilidad el art. 17 de la ley en cuanto 
expresa que oblarán el impuesto las rentas vitalicias. De admi- 
tirse la pretensión del actor, la renta vitalicia a los efectos im- 
positivos en nada diferiría de una inversión corriente de dine- 
ro a interés, v i qué sentido tendría la norma legal entonces, 
eunndo dice que pagarán el impuesto las Tentas vitalicias? Es 
míe hablar de reintegración de capital respecto del beneficiario 
de la renta, parece que no eonsulta la verdadera naturaleza del 
contrato, pues al concertarlo él entregó en pleno dominio su 
capital, y tiene derecho a percibir uua renta (no renta mas 
parte de capital), porque en vea de convenirse una normal ín- 
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versión a interés corriente, se pagará una renta mnvor, en 
vista que dejará de abonarse e! día del fallecimiento del bene- 
ficiario. Si el deudor para hacer frente a su obligación no pue- 
de limitarse a atender los servicios de la renta con el interés 
ordinario que produce ei capital recibido, no importa ello mo- 
dificación de la naturaleza del derecho ereditorio del benefi- 
ciario. Xo estamos, pues, frente a un caso de deducciones in- 
dispensables para conservar el capital, pues dado el propio 
carácter de! contrato de renta vitalicia, al concertarlo el toma- 
dor cede todo su capital y sólo puede recibir renta. Es decir 
que si se admitiera la deducción que Ocatnpo pretende, resul- 
taría que en nuestro régimen impositivo la renta vitalicia no 
paparía como tal impuesto a los réditos; sólo lo abonaría como 
inversión normal de capital a interés corriente, lo que es difí- 
cil de conciliar con la disposición lepa! que dice que las rentas 
vitalicias pairan impuesto a los réditos. 

Que además las razones de política legislativa que hayan 
podido tenerse presante por el Congreso para gravar las rentas 
vitalicias, no pueden ser objeto de revisión por los jueces si no 
se lian violado garantías constitucionales, pues es un principio 
inherente al régimen republicano que implica la separación de 
poderes, que está vedado a. ios Tribunales, so color de inconve- 
niencia, error o injusticia, su intervención cuando los poderes 
públicos ejercitan facultades que ban sido constitucioualmente 
conferidas (Coolev T non as IT. A„ Trcatise tm thr Vanstilu- 
timtal í.imitatifm.1. fi» cd„ Boston, 1927, vol, I, piíg, 349; 
WiLMimiinv W, TV.. Thr Ctmaiitutional faw of iht United 
State*. 2* ed.. Nueva Ye k, 1ÍÍ2Í), vol. T, páp. 30, par. 30 y los 
fallos de la Corte Suprema de los EE. IHT. citados por 'éste, 
entre otros ex parte McCradle 7 Wall 506; Smith v. Kansns 
City Title & Trust Co. 255 1 T .$. ISO). Por otra parte debe re- 
cordarse que nuestra Corte Suprema ha destacado que a dife- 
rencia de la Corte Supremn Federal de los Estados Unidos 
que según la sección II, art. 3' de la Constitución extiende su 
jurisdicción n todos los casos de derecho jr equidad conforme 
al mmmon Inw y tradición inglesa, el Poder Judicial Arcén- 
tino carece de potestad y competencia en casos de pura equi- 
dad, salvo la que pueda entrar como elemento interpretativo, 
no de contraposición legal en sus pronunciamientos (C. S. X. 
Palios: 155, 3021 y en otro cnso dijo nuestro más alto Trihu- 
naj que los motivos de equidad invocados para darle a la ley 
una interpretación distinta no pueden prevalecer sobre su tex- 
to claro y eoncluyente. (C, S, N. Fallos: 165, 107). 



Ion casos jurisprudenciales citados por el actor en su 
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alegato no tienen aplicabilidad. Desde lnego no se trata de des- 
conocer Ta inversión de gastos necesarios para mantener el ré- 
dito, no es tampoco el caso de cobrar el impuesto sobre aumento 
de capital y finalmente parece también muy diverso este caso, 
al fallado por la Corte Suprema t» re "Metro Ooldwyn Mayer 
de la Argentina S. A. contra Gobierno Nacional" con fecha 9 
de marzo del corriente año (Q. del P., t. 175, pág, 17»), pues 
allí, si «e declaró que no podía desconocerse el derecho a dedu- 
cir determinadas sumas respecto de la "regalía" que perciben 
las empresas productoras de películas de las empresas distri- 
buidoras, fué porque la Corte entendió que el, precio pagado 
en la forma de un tanto por ciento de las entrada» brutas que 
la compañía distribuidora abonaba a la productora constituía 
un capital fuente y si se cobraba el impuesto sobre éste y no 
sobre los réditos producidos por el mismo, podría llegarse a 
una confiscación de la propiedad, puesto que podría ocurrir 
que e] impuesto cobrado «'cediera al beneficio producido por 
el capital. En cambio en el easo de la renta vitalicia, no puede 
hablarse de confiscación; lo único que Ocampo ha abonado es 
el 5 % de lo percibido por él, más una pequeña cantidad en 
concepto de la cuota progresiva. Mal puede verse en este easo 
un impuesto confiseatorio. 

Que no puede obstar a la conclusión a que se llega, el cri- 
terio que el Fisco haya aplicado respecto de la pretcnsión de 
los deudores de la renta vitalicia de deducir de sus ingresoB, 
a los efectos impeditivos las cantidades que abonun a Ocampo, 
pues se trata de una cuestión ajena a la interpretación que 
debe hacerse de la ley en el xub lite. 

Por todo lo expuesto, fallo desestimando la acción, sin 
costas atenta la naturalcía de la causa. — B. Oaehc Pinín. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Bs. Aires, 26 de diciembre de 1945. 

Que la circunstancia de que el art. 17 de la ley 11.6*2, 
T. O., hnya incluido a las rentas vitalicias entre los réditos 
sujetos al gravamen, no es suficiente para dar por establecido 
que sea ta totalidad de las mismas la que deba tributar el im- 
puesto. Las regalías se encuentran en la misma condición, pilen 
el artículo citado también se refiere a ellas; pero la Corte Su- 
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prema ha afirmado en Faltos: 179, 280 que no puede conside- 
rarse, sin embargo, decidida la cuestión por el empleo de la 
palabra regalía en el texto legal indicado. Ello es nsí porque 
el espíritu que traseiende de toda» las disposiciones de la ley 
es el de gravar los réditos y no el capital fuente de los mismos; 
y ron referencia al caso particular en examen ln ley dice: "/as 
réditos de otra materia imponibtr similnr comn ser la locación 
de eosas muebles o de dereebrs, lns repaltas, las rentas vitali- 
cias, etc.; pero sobre la base de que ellas constituyen rrtJHos 
y ntairrw impnniblr. Si dentro de la suma que percibe el con- 
tribuyente en concepto de renta vitalicia bay réditos propia- 
mente dielios. en el concepto del art. 2* de la ley, y liay también 
devolución de capital, como es de esencia en ese contrato, es 
perfectamente lógico llejrar n la conclusión de que la materia 
imponible sea la primera y que la segunda se encuentre exenta. 
No es óbice pnra ello la circunstancia de que esa parte de la 
renta vitalicia no aparezca incluida entre las que expresamente 
la lev cxceptiín del pago de impuestos (art. 5*1, porque la ley 
parte del principio fundamental ya señalado de que el capital 
no es gravablc, por lo cual era innecesario que estableciera ex- 
presamente la exención de !a parte de renta vitalicia que cons- 
tituye capital. Aquélla es, por lo demás, la doctrina expuesta 
por la Corte Suprema en casos anfilouos a! presente como los 
de Fallos 182, 417; 1!)8, 50 y 201. llft, entre otros. Es eviden- 
te que si una persona resuelve consumir su capital conjunta- 
mente con su renta es sobre las partes de aquél de que vaya 
disponiendo que ba de gravitar el impuesto. No hay ninguna 
tazón valedera pnra justificar que la solución no sea la misma 
cuando esa persona, en lugar de consumir directamente su ca- 
pital, lo entrepa a un tercero que se lo va devolviendo, junto 
con los réditos correspondientes, en cuotas periódicas durante 
el término de su vida. La demanda, en consecuencia, debe 
prosperar. 

Que en cuanto a la suma que corresponde devolver ni ac- 
tor, aceptando los cálculos formulados ñor el perito a fs. 75 
sobre la base de la tabla de mortalidad R. F. y la t«-«a del in- 
terés del 5 y V| rf. por ser ésta, a juicio del Tribunal, la que 
más se aproxima a la realidad de la situación, sería la de pesos 
12.150,2» que resulta de deducir de la de 16.748 que se le obli- 
gó a papar por lo» años 1936 a 1942 la de 4.597,71 que debió 
abonar en realidad. 

En su mérito, se revoca la sentencia apelnda y se declara 
que el Fisco Nacional debe devolver a D. ltaúl Oeampo la can- 
tidad de $ 12.150,29 m/n. con sus intereses a estilo de los que 
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cobra el Banco de la Nación Argentina desde la fecha de no- 
tificación de la demanda. Costas de ambas mstaiieiua por su 
orden atenta la naturaleza de la cuestión debatida. — Cario* 
Herrera. — Carlos del Campillo. — Alfonso E. Poccard. — 
/?. Villar Palacio (en disidencia). 



Disidencia 

Y considerando: 

Los terminas expresa del urt. 17 de la ley M.082 al de- 
clarar sujetas ni impuesto la* rentas vitalicias, toma imposible 
la duda y concluye toda cuestión ni respecto. 

No cabe, en consecuencia, el argumento que el nctor aduce 
en el memorial del informe in voce: de que parte do sil r*nta 
está exenta del gravamen, por cuanto toda renta vitalicia 
"muerde" parte del capital. 

La lev lia declarado imponibles a hta. en el sentirlo y con 
Ja extensión v peculiaridades con que el art. 2070 del Cód. Civ. 
lia creado tal figura jurídica, caracterizada especialmente por 
el paso, durante toda la vida del beneficiario, de ta renta con- 
venida, con prescindeneia de si lo que ha de abonarse por tal 
concepto, temía o no parte del capital. 

De admitirse la tesis del actor, se llegaría ni absurdo de 
que renta vitalicia alguna noria gravable no obstante el texto 
legal arriba invocado, en virtud de que a la larga, en caso de 
una supervivencia suficientemente prolongada del beneficiario, 
el capital sería absorbido por la renta y de consiguiente no 
sería imponible. Basta el enunciado del supuesto lógico y na- 
tural que todo beneficiario invocaría a su favor para eludir el 
impuesto, pura rechazar la defensa fundnda en ta discrimina- 
ción entre capital e intereses, rpie constituyen In renta insti- 
tuida pero que la ley civil no distingue. 

Por ello y por sus fundamentos, se confirma la sentencia 
apelada. Costas por su orden. — /?. VWM Palacio, 



Dictamen mi. Fnncuiunon Grskkal 
Suprema. Corto: 

Los recursos concedidos n fs. 121 vta. contra la sen- 
tencia de ta Oáninrii Federal de la Capital que corre n 
fs. 117, se refieren a dos cuestiones: 
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a) si corresponde o no deducir algo por concepto 
de amortización det capital, cuando se trata de 
liquidar el impuesto a los réditos procedentes 
de rentas vitalicias; 

h) cuso afirmativo, cómo se calculará la cuota anual 

La primera, pone ol evidencia una contradicción 
existente entre dos disposiciones de la ley 11.082. Por 
una parte — enunciando principios generales y básicos, 
art. 2* — define como rédito, a los efectos del impuesto, 
"el remanente neto, o sea el sobrante de las entradas 
o beneficios sobre los gastos necesarios para obtener, 
mantener t/ couservar dichos réditos; por otra, arts. 17 
y 18, incluye a las rentas vitalicias entre las de la se- 
gunda categoría, y sólo permite deducciones por gastos 
para obtener, mantener y conservar el rédito respec- 
tivo, cuando se trate de comerciantes o personas asimi- 
ladas a talos, circunstancia esta última que aquí no 
media. 

Ahora bien: no puede negarse que para obtener la 
rentn materia del litigio el beneficiario se vió obligado 
a invertir un capital; c igualmente clnro me parece que 
el monto de la renta anual fué fijada por ambos con 
tratantes calculando cierto plazo para la probable amor- 
tización del rápita), por aleatoria que fuese tal estima- 
ción. Mediarían, pues, desembolsos, para obtener la 
renta y conservarla. 

Kn la duda, y siendo precepto de buena hermenéu- 
tica no interpretar las leyes de modo que parezcan 
injustas o absurdas, me inclino a pensar estuvo en lo 
cierto la mayoría de la Cámara al admitir algún que- 
branto anual por concepto de amortización del capital 
invertido en obtener la renta. Lo propio hizo el P. E. 
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de diciembre de 1943. 



en su decreto n* 
Dice así el art 11 en 

"Los beneficiarios de rentas vitalicias podrán de- 
ducir el 50 7o de estos réditos, hasta la recupera- 
ción del capital invertido. Cuando los capitales se 
hubieran invertido con anterioridad al año 1943, se 
considerará como recuperado el 50 % de los réditos 
ya 




con esto la segunda cuestión. ¿Cómo 
determinar a priori la parte de capital amortizado 
cada año, si se ignora cuándo fallecerá el beneficiario, 
fecha y momento de la amortización total I La mayoría 
de la Cámara, ha fijado el porcentaje utilizando una 
do las vnrias tablas de amortización que aplica el co- 
mercio; mus conforme lo hace notar el Sr. Vocal disi- 
dente, Dr. Villar Palacio, a fs. 118 vta., por tal camino 
puede ocurrir que si el beneficiario vive más de lo 
calculado en los promedios de longevidad al uso, se- 
guirá deduciéndose indefinidamente parte de la renta 

1.a fórmula del P. E. a que acabo de aludir, prevé 
también esta objeción al fijar el decreto 18.229/43 un 
límite: habrá deducción del 50 %, a título de amortiza- 
ción, tan sólo mientras reste alguna parte de capital 
por amortizar; y por lo que respecte a capitales inver- 
tidos con anterioridad al año 1943 —caso de autos- 
considera recuperado el 50 % de los réditos ya perci- 
bidos. 

Creo que esa solución, sin ser perfecta, contempla 
razonablemente el espíritu de la ley. Ocurre en esta 
materia algo comparable con lo ocurrido con el impues- 
to a las trasmisiones gratuitas, cuando se lega un mis- 
mo inmueble a dos personas entregando a uno la nuda 
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propiedad y a otro el usufructo: ante la imposibilidad 
de determinar exactamente qué parte del valor total 
del bien recibe euda legatario, fuerza es atenerse a 
soluciones de equidad. 

Opino, pues, que corresponde modificar la sentón- 
eiu recurrida, adaptando sus condenaciones al sistema 
del decreto 18.229/43. — Bs. Aires, abril t$ de Í$Ü — 
Juan Alvares. 



Y vistos los mitos "Ocampo Raúl contra Fisco 



ción", en los que se han concedido los recursos ordina- 
rios de apelación interpuestos por la actora y por el 
Sr. Proc. Fiscal contra la sentencia do la íVunara Fede- 
ral do la Capital dictada a fs. 117. 

Considerando ; 

ción que dnhe darse a] nrt. 17 de la ley 11.682 (T. O.) 
frente al art. 2' de la misma ley, pues de ta solución (pie 
se adopte resultaim si el acreedor de una renta vitalicia 
está obligado a abonar el impuesto a los réditos sobre 
la totalidad de las sumas que recibe en tal concepto, o 
si corresponde deducir algún porcentaje en concepto de 
amortización del capital invertido. V, en este último 
supuesto, cómo debe determinarse la cuota de amor- 
tización. 

Que el nrt. 2' de la ley de referencia dice qtie "A 
los fines del impuesto se entiende como rédito el renia- 
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Bs. Aires, 21 de noviembre de 1047. 
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o É-ea el sobrante de las entradas o bcnefi- 
gastos necesarios para obtener, mantener 
y conservar dichos réditos (no computándose como talos 
los pastos personales del contribuyente y su familia) 
de acuerdo con los si#ttientcs artículos'*; mientras que 

capitales mobiliario*. , , y los réditos de otra materia, 
imponible similar como ser... las regalías, las rentas 
vitalicias..., quedan sujetos al gravamen, aplicándose 
las siguientes disposiciones: a) Los contribuyentes Tin- 
garán el gravamen ;U percibir taies réditos, siempre 
que no esté ya retenido, en cuanto se haya dispuesto la 
intervención de agentes de retención. . . 

Que toda norma para interpretar las leyes debe 
tender a que sus diversas cláusulas armonicen dentro 
del principio general que las inspira y define. La ley 
11.ÍÍ82 se refiere exclusivamente al gravamen sobre los 
réditos, según resulta de su art. 1» que dispono: *' Todos 
los réditos producidos a partir del 1* de enero de 1932 
o correspondientes al tiempo transcurrido desde el V 
de enero y derivados de fuente argentina, a favor do 
argentinos o extranjeros, residentes o no residentes 

expresamente excluidos de las disposiciones siguientes, 
quedan sujetos al gravamen de emergencia nacional 
que establece la presente ley". Por consiguiente ella 
tiene por objeto gravar ta renta y nada más que la 
renta. 

Que, en el nrt. 17 se dispone lo siguiente: "En 
cuanto los deudores sean comerciantes, Bancos y demás 
entidades comerciales o civiles, públicas o privadas, 
quedan obligados, como «gentes de retención, a retener 
e ingresar al fisco el monto de esto gravamen por cuen- 
ta del contribuyente, en el momento de efectuarse el 
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pago de los intereses devengados por los capitales re- 
cibidos a título de préstamo o depósito o de los otros 
réditos de esta categoría... ctc/\ Esto importa» evi- 
dentemente, confirmar el sentido general que tiene la 
ley de gravar solamente los réditos. Por ello ha podido 
declarar esta Corte Suprema que: "No puede conside- 
rarse, sin embargo, decidida la cuestión por el empleo 
de la palabra regalía, en la ley 11.682" (Fallos: 179, 
266) ; y en este caso puede afirmarse, igualmente, que 
no cabe declarar decidida la cuestión por el empleo de 
la frase renta vitalicia, puesto que, como agrega el tri- 
bunal en la misma sentencia, "los hechos y relaciones 
jurídicas se definen por su naturaleza". Es indudable 




cuando no sea 
discriminar la parte que corresponde a uno y a otro 
concepto. 

Que siendo un principio mantenido inalterablemente 
en la ley 11.682 gravar solamente los réditos, y no pu- 
diendo estar servida una renta vitalicia sólo ton los 
intereses del capital invertido, resulta indiscutible que 
en cada pago se entrega una parte de ese capital; y se 
violaría el propósito de no gravarlo si el impuesto se 
aplica a la totalidad de la cuota anual o mensual. 

Que de acuerdo a la jurisprudencia de esta f'orte 
¡Suprema el concepto de capital es opuesto al de renta, 
desde que todo lo que está preparado o habilitado para 
producir réditos en una fuente de éstos o sea capital. 
I.a misma jurisprudencia ha dejado establecido "que 
toda la preocupación de la ley de impuesto a los 
ha consistido en mantener en cada una 
la distinción permanente entre capital y renta; y que la 
periodicidad del rédito induce la existencia de una fuen- 
te relativamente perenne que subsiste después de pro- 
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(lucirlo, la cual se debe mantener y conservar pues sólo 
haciéndolo así se podrán mantener y conservar los 
réditos, como lo requiere la definición del art. 2* de la 
ley — Conf. Fallos: 132, 417. 

Que establecida la conclusión de que la materia 
imponible en la ley de réditos es solamente el interés, y 
que en toda renta vitalicia junto a la entrega de rédito 
hay la devolución de parte de un capital, resulta justi- 
ficable interpretar el art. 17 de la ley 11.682 en el sen- 
tido de que no grava la porción de capital que va 
consumiendo el acreedor de una renta vitalicia. 

Que siguiendo este mismo criterio interpretativo 
el Poder Ejecutivo dictó el decreto n* 18.229, con fecha 
5 de diciembre de 1943, modificando y aclarando dispo- 
siciones de la ley 11.682 (T. O.), y en el art. 11 dispuso 
que: "Los Inmefieiarios de rentas vitalicias podrán de- 
ducir el 50 % de estos réditos, basta la recuperación 
del capital invertido. Cuando los capitales se hubieran 
invertido con anterioridad al año 194:i se considerará 



En la nota que va al pie de diebo art. se dice: "La 
deducción del 50 % de las rentas vitalicias hasta la 
recuperación del capital invertido, resulta perfectamen- 
te consecuente con el principio de permanencia de la 
fuente que constituye uno de los caracteres esenciales 
del impuesto a la renta. Ante la imposibilidad do cono- 
cer anualmente el importe del capital recuperado, ya 
que la intensidad del resarcimiento depende de un he- 
cho futuro e incierto como es el de la duración de la 
vida, se ha establecido un porcentaje que ln experiencia 
indica como razonable y que simplifica las relaciones 
del Fisco con los contribuyentes. Por lo demás queda 
descartada toda posibilidad do perjuicio fiscal, al admi- 
tir la disposición aludida la deducción anual hnsta al- 
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canzar t'l total del capital invertido". Este procedi- 
miento consulta 1» realidad de la situación y puede ser 
adoptado en el presente caso como un arbitrio mediaute 
el cual se da una justa solución al problema jurídico 
planteado, manteniendo incólume el respectivo estatuto 
legal. 

Que de acuerdo a los precedentes considerandos, el 
art. 17 de la ley 11.682 (T. O.) debe interpretarse en 
armonía con el art. 2» do la misma y para liquidar el 
impuesto en esto caso corresponde deducir un porcen- 
taje en concepto de amortización de] capital invertido, 
consultando el hecho real de que en la reída vitalicia 
va incluida la devolución de una parte del eupitiil que 
constituye la fuente y para ello lia de proceder.se do 
acuerdo con la norma general establecida en el art. 11 
del decreto 18.229/4.1 que se acaba de citar. 

Por tanto, de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Proe. fieneral, modifícase la sentencia apelada y 



practique con arreglo a lo expuesto en el último con- 
siderando del presente fallo, con intereses a estilo do 
los que cobra el Banco de la Nación Argentina desde 
la fecha de notificación de la demanda. Las costas del 
juicio deberán pagarse en el orden causado. 




Tomás I>. Casares — Fklipe S. 
PÉnKZ — Luis R. Loxom — 
Justo L. Alvares: Rodríguez 



Rodolfo G. Valknzuela. 
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S A COMERCIAL E INDUSTRIAL FRÍOORIPICO 

CHAQtlESO 

JUR1SD¡CC10X Y ( OMPETESCIA: Quiebra. Domicilio <hl deudor 

Con arreglo al art. * de la ley 11,710 ff **¡jg*" 
por domicilio comercial de una sociedad el de la sede ^ so- 
cial que, en el caso de una sociedad anónima, es el lugar 
-no ficticio ni elegido pnra dificultar la acción ;le o» 
acreedores o para eludir la competencia de determinados 
tribunales- en el que ha sido constituida con personería 
iurídica otorgada por el respectivo gobierno local y esta- 
tutos aprobados por el mismo e inscriptos en el correspon- 
diente registro público de comercio, que fijan dicho lugar 
como domicilio de la compañía en el cual se rubrican y 
están sujetos a inspección oficial los libros de comercio 
cpio la ley impone y deben realbar sus reuniones el direc- 
torio y la asamblea. 
\ - 

Dictamen* del Phocukahok (Jbneual 
Suprema Corte: 

La S A. Industrial y Comercial Frij, 
queño, .solicitó el 8 de marzo $0®** convocatoria de 
acreedores nntc el Juzgado en lo Civil y Comercial de 
la ciudad de Rosario, y el 27 del mismo mes se declaró 
abierto el juicio precediéndose a la dessgmieiou de sin- 
dico (Fs. 6 y 70, cxp. 176). 

Con anterioridad, el 17 de diciembre de 1946, un 
acreedor pidió i* quiebra de la misma saciedad en el 
Juz R ado Letrado N* 1 de Resistencia (Chaco) por en- 
tender que la misma tenía su "domicilio comercial 
en Puerto Vilelas, jurisdicción de ese Tribunal (fs. 12, 
csp. 1324). 

En razón de haberse creído ambos jueces compe- 
tentes para conocer en la causa (fs. 112, exp. 1324; 140, 
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exp. 176; 5, exhorto X» 47; y fs. 17 y 21 del exhorto 
íí* 250), quedó trullada la presente contienda que co- 
rresponde a V. E. dirimir (Art. 9, Ley 4055). 

De los expedientes agregados se desprende que la 
sociedad, si bien tiene su sede respectiva en Rosario 
donde funciona su directorio, el asiento principal de 
sus negocios — y único en este caso — lo tiene en el es- 
tablecimiento industrial de Puerto Vilclas (Chaco) 
donde desarrolla todas sus actividades comerciales. 

A base de tales antecedentes, no es dudoso que la 
quiebra fué primeramente bien solicitada unto el Juez 
de Resistencia por aplicación de lo dispuesto en el 
art. 8* de la ley 11,71!), sobre quiebras; conclusión esta, 
que armonista con la doctrina de V. K. en caso de ajus- 
tada similitud (lf>7: 54) ; toda vez que la sociedad tiene 
allí "domicilio comercial" a los fines de la jurisdicción. 

Por ello soy de opinión que la presente contienda 
delio decidirse en favor de la competencia del juez últi- 
mamente citado. — Bs. Aires, octubre 16 de 1947. — 
Carlos C, Belfino, 
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Bs, Aires, 21 de noviembre de 1947. 

Autos y Vistos; Considerando: 

Que tatdo en la ley 4156 como en la 11.719, que la 
modificó, se distingue claramente, para establecer el 
tribunal competente en el juicio de convocación de acree- 
dores, el cuso en que el pedido es formulado por ana 
sociedad ele aquel en que se trata de na particular eo- 
meri'iante. Este debía acudir ti los jueces de su donii- 
cilio y la sociedad a los del lugar donde existía el esta- 
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blccimiento principal, según el art. 6 de la ley 4156. 
El art. 8 de la ley 11.719 lo reformó en el sentido de que 
siempre sería competente el juez del "domicilio comer- 
cial" del peticionante, debiendo entenderse por tal el 
de la sede social parn los casos de sociedades y el del 
asiento de los negocios del deudor o del asiento princi- 
pal en los demás. 

constituida, con personería jurídica acordada por el so- 
bienio local respectivo y estatutos aprobados por el 
mismo e inscriptos en el correspondiente registro pú- 
blico de comercio que fijan como domicilio de la socie- 
dad eso lugar, en el cual se rubrican y están sujetos a 
inspección oficial los libros de comercio que la ley im- 
pone y deben realizar sus reuniones la asamblea y el 
directorio es, sin duda alguna, la sede social a que se 
refiere el art. 8 de la ley 11.719, que ha procurado sim- 
plificar de esa manera las engorrosas y complicadas 
cuestiones que surgían con la redacción del art. 6 de la 
ley anterior. Solución que, además, coincide con las 
disposiciones de los arts. 25, 27, inc. 3*, 34, 53, 318, 329 
y concordantes del Cód. de Comercio, y los arts. 90, 
inc. 3», y 100 del Cód. Civil. 

Que la jurisprudencia de esta Corte Suprema invo- 
cada por el Sr. Juez Letrado de Resistencia y el acree- 
dor solicitante de la quiebra es inaplicable al presente 
caso, pues no se halla regido por las disposiciones de 
las leyes 927 y 4156 vigentes en la época en que se pro- 
nunció el fallo del t. 167, pág. 54 —12 do diciembre de 
1932— sino por la ley 11.719 sancionada el 22 de se- 
tiembre de 1933. 

Que en autos está probado que la S. A. Industrial 
y Comercial "Frigorífico Chaquoíío" fué constituida, 
con el objeto de dedicarse n la explotación de la indus- 
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tria frigorífica y sus derivndos, a la distribución y co- 
mercialización de sus productos y n todo género de ope- 
raciones relacionadas con ese negocio, on |¡i ciudad de 
Rosario el 15 de noviembre de 1945, designándose ese 
lugar como »u domicilio legal en los respectivos esta- 
tutos, que fueron aproliados por decreto de fecha 7 do 
noviembre do 1945 dictado por el Interventor Federal 
en la Prow de Santa Fe, acordándole personería jurí- 
dica con los derechos y las prerrogativas que las leyes 
acuerdan a las de su clase, y debidamente inscriptos en 
el Registro Público de Comercio de Rosario de Santa 
Fe, cuyos tribunales rubricaron sus libros de comercio 
(testimonio de fs. 41 y sigtes. de los autos de convo- 
catoria; ejemplar de los estatutos agregado a fs, 73 del 
expediente 237 "Arrighi Enzo Ernesto v, Frigorífico 
Chuqucño Medidas precautorias"; posiciones 1* y 5' 
de fs. 101 y oficio de fs. 103 de los autos "Frigorífico 
Chaqueño S. A. I. y C. su quiebra*'). En ese lugar 
realizábanse también las reuniones del directorio y la 
asamblea (fs. 1 y sigtes, y 253 del expediente de convo- 
cación de acreedores). 

Que no resulta de autos que el domicilio de la so- 
ciedad establecido en los estatutos lo haya sido para 
dificultar el ejercicio de los derechos correspondientes 
a los acreedores o para eludir la competencia de deter- 
minados tribunales ni que se trate de una sede total- 
mente ficticia, por lo cual y lo dispuesto por el art. 8 
de la ley 11.719, corresponde considerarlo como domi- 
cilio comercial de la sociedad. 

Que también lo han entendido así los acreedores de 
la sociedad quienes, con excepción del que promovió el 
juicio de quiebra en Resistencia, se han presentado ante 

las acciones que han estimado pertinentes (confr. los 
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autos "Arriglú Enzo Ernesto v. Frigorífico Chaqueño, 
medidas precautorias, disolución social y cancelación de 
personería jurídica", "Frigorífico Chaqueño S. A. 
quiebra" v en los auto* de convocación de acreedores, 
informe del síndico sobre el inventario general del 
activo y pasivo y verificación y graduación de los ero 
ditos). 

En su mérito v de acuerdo con lo dispuesto por los 
arta. 8 y 11 de la ley 11.719, oído el Sr. Proenrnrtor Ge- 
neral, declárase que el señor Juez en lo Civil y Comer- 
cial de la ciudad de Rosario -Prov. de Santa Fe— es el 
competente para conocer en el juicio de convocación de 
acreedores de ta S. A. Industrial y Comercial "Frigo- 
rífico Chuqueño". En consecuencia, remítansele los 
autos y hágase saber al Sr. Juez Letrado de Resistencia 
en la forma de estilo. 

Tomás B. Casakes — Fixirs S. 

pú, tKZ — JjUiS R. IíONOIII — 

Justo L. Alvauez Rouisíol-ez 
Konoi.ro G. Yalenzuela. 



JORGE A. TORRES v. ROBERTO R. ALEMAN 
Y SIMON ELIET 

JVIilSDWCIOX Y COMPETENCIA: Competencia federal. Com- 
petencia de la Corte Suprema. Agentes diplomáticos y eomularcs. 
Etniinjadore* y ministros extranjeros. 

Para la eompetencia de la Corte Suprema en los causas 
emu-ernientes a embajadores u otros diplómateos se re- 
uniere oue su jurisdicción sea expresamente aceptada por 
los pobii-mos extranjeros o por sus ministros autorizados 
para ello. 



Si bien la disconformidad personal de los interesados —en- 
cargado de negocios y primer secretario de ta legación de 
Panamá — es indiferente a los fines de In competencia de 
la Corte Suprema en la querella que se le inició por vio- 
lación de domicilio y lesiones, obsta a ella la comunicación 
del Ministro de Panamá según la cual su gobierno lia re- 
mitido instrucciones en el sentido de dejar actuar a los 
ijiicrel Indos en completa libertad. 



Dictamen nth Protobádob (¡kn^kak 
Suprema Corte: 

Del textil de la comunicación del Sr. Enviado Ex- 
traordinario y Ministro Plenipotenciario de la Rcpú- 
blica ríe Panamá <|ue corro a g regruñí a t's. -lij se infiere, 
claramente, la decisión de «pie los diplomáticos ni ser- 
vicio de la Legación de diclio país, querellados en es! a 
causa por violación de domicilio y lesiones, no deben 
ser sometidos a la jurisdicción de los tribunales argen- 
tinos para la sustaneiaeión del proceso respectivo, toda 
vez que no aparece renunciado expresamente, como de- 
bió de acuerdo a doctrina de V. K, el privilegio de exen- 
ción de dicha jurisdicción con que los amparan cono- 
cidas normas del derecho internacional (S. C. X.: "Su- 
mario Eiznguine llercli José, s, lesiones al agente po- 
licial Daniel Mario \*Íllai i'eal" S. (i, Lib, X, junio G de 
1!M7, entre otros). 

A mérito de lo espuesto no corresponde en este 
caso el ejercicio de la jurisdicción originaria que a la 
Corte Suprema confieren los arts. 100 y 101 de la 
Const Nacional y concordante nrt. í% ine. 3», de la 
ley 48. Procede, pues, el archivo de la presente causa. 
— lis. Aires, noviembre .'l do 1047. — ("arlos (i. Ihi- 
fitio. 
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Bs. Aires, noviembre 24 de 1947. 

X vista la precedente querella por violación de do- 
micilio y lesiones seguida por D. Jorge Amado Torres 
contra los Sres, Roberto S. Alemán —Encargado de 
Negocios del Gobierno de Panamá— y Simón R. Eliet 
— Primer Secretario de la Legaeión de Panamá—, para 
decidir sobre la competencia de la Corte Suprema. 



Que esta Corte ha declarado que para su conoci- 
miento en las causas concernientes a embajadores u 

expresamente aceptada por los gobiernos extranjeros 
o por sus ministros autorizados para ello — Conf, Fa- 
llos 194, 415 y los allí citados — . 

Que así aun cuando la disconformidad de los inte- 
resados en el caso, sea indiferente a los fines de la 
competencia del Tribunal, obsta a ella la comunicación 
del Sr. Ministro de Panamá obrante a fs. 15, según la 
cual el Gobierno de su país lia remitido instrucciones 
en el sentido de dejar actuar a los querellados en com- 
pleta libertad, lo que por consiguiente no importa una 
aceptación expresa de la jurisdicción de esta Corte. 

Eu su mérito y conforme a lo dictaminado por el 
señor Procurador General, se declara que esta Corte 
Suprema carece de jurisdicción paru entender en la 
presente querella. Hágase saber; comuníqnese a los 
efectos que hubiere lugar al Poder Ejecutivo, remi- 
tiéndosele copia de la presente resolución, del dicta- 
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men del Sr. Procurador General que la precede, y del 
escrito de querella ; fecho, archívese. 



mmm colonization association 

v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Com- 
petencia de h Corte Suprema. Causa* en que es parte una provincia. 



Calinas que reman sobre cuestiones federales. 

Corresponde a la Corte Suprema entender en las causas 
que versen sobre cuestiones federales en que sea parte 
una provincia, con prescindeneia del domicilio o naciona- 
lidad de la contraria, siempre que el juicio no comprenda 
puntos de índole local reservados a los jueces provin- 
ciales. 

Las causas en que además de la ineonstitueionalídad de 
un gravamen local se cuestiona la correcta aplicación del 
mismo de acuerdo a la ley provincial deben deducirse 
ante loa tribunales de la provincia (>). 

JURISDICCION Y COMPETENCIA; Competencia federal. Com- 
petencia originaria de la Corte Suprema. Camas en que es parte una 
provincia. Causas civiles. 

Entiéndese por causas civiles las que versan sobre dere- 
chos originados y regidos por preceptos de orden común 
y no son tales los que tratan de los derechos que puedan 
corresponder al actor con arreglo a lo dispuesto por el 
art. 18. tac. b), de la ley n» 4834 de la Prov. de Buenos 



Aires ( s ). 



(i) 2-t de noviembre (le 1047. Pullos: 203, 276 ¡ 207, 139. 
(S) Fallos: 199, 210. 



Tomás D, Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longo i — 
Justo L. Alvabbz Rodmguez 
— Rodolfo G. Valekzuela. 
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PROVINCIA DE ENTRE RIOS v. A. CIA. DE ELEC- 
TRICIDAD VICTORIA 

EXPROPtACIOX: Procedimiento. Procedimiento judicial 

Las cuestiones referentes a la violación del derecho de 
propiedad mediante ta incautación, sin intervención judi- 
cial ni previo depósito del precio, de los bienes de una 
empresa con anterioridad a la vigencia del decreto-ley 
que dispuro expropiarlos, son ajenas al juicio de expro- 
piación y no bastan para fundar en el mismo el recurso 
extraordinario contra la sentencia que se limita a decla- 
rar la procedencia de la expropiación demandada. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Cuestiones no 
fedérale». Exclusión de las cuestiones de hecho. Expropiación. 

No habiendo motivos para considerar arbitraria la reso- 
lución judicial que juzpó suficiente !a suma depositada 
por el Fisco para autorizar la posesión provisional del 
bien expropiado, no procede contra aquélla el recurso 
extraordinario fundado en ser irrisoria dicha cantidad. 



Sentencia del Juez de Primera Instancia 

Victoria, Agosto 12 de 1944. 

Y Considerando: 

1*) Que si bien es verdad que la Const. Nacional en su 
art. 17, consagra el principio de la inviolabilidad de la pro- 
piedad ' individual, en «te mismo artículo acuerda el de la 
expropiación por causa de utilidad pública calificada por ley, 
que dignifica al decir de un eminente constitucionalista tomar 
la propiedad del particular para ser empleada en provecho, 
comodidad y progreso de la comunidad —Joaquín V. Gon- 
zález. Manual de la Const. Arrj., píg. 126— Que por otra 
parte ta Const. de la Provincia en las facultades acordadas 
al Poder Legislativo en su art. 81, inc. 22, consagra ese mis- 
mo principio. Ve asimismo lo dispuesto en el art. 251 del 
C Civil 

2») Que como surge del Decreto Ley 3502 cuya copia 
debidamente autenticada se acompaña, el Exemo. Gobierno 



de la Provincia, en uso de facultades indiscutibles, que le han 
sido reconocida» por nuestra Corte Suprema Nacional en rei- 
teradas acordada» —Ver .1. A. T. 1943— TI pág.: 252 y T. 34 
p. 5, ha declarado de utilidad pública y sujetos a expropia» 
ción los bienes mu jles e inmuebles afectados al servicio pú- 
blico de electricidad de la lindad de Victoria, sean o no pro- 
piedad de ta Compañía de Electricidad de Victoria. S. A. Que 
en tal orden de cesas el referido decreto ley adquiere los re- 
quisitos y condiciones de ley a que hace referencia el art. 8* 
de la ley n* 2214. 

3") Que con la boleta de depósito que se acompaña se 
comprueba la consignación realizada por la parte actora, por 
la suma de cincuenta mil pesos moneda nacional, precio que 
a mi juicio considera justo para responder a la expropiación 
de que se trata. 

4») Que en consecuencia se ha cumplido con los requi- 
sitos exigidos en el articulo 8' de la ley de la materia, por 
lo que es procedente dictar ¡sentencia de expropiación, con 
el alcance que contempla el art. 8» de la ley 2214. 

Por estas consideraciones resuelvo decretar la expropia- 
ción por causa de utilidad pública de todos los bienes muebles 
e inmuebles afectados a la prestación del servicio público de 
electricidad de la Compañía de Electricidad Victoria. S. A. 
que se juzguen necesarios e indispensables para la continuidad 
de dicho servicio, en es*a ciudad, sea o no de dicha compañía. 
Téngase en cuenta la ocupación que se reconoce de los bienes 
expropiados. — Horacio Alberto Robinson. 



Sentencia dei. Superior Tribunal i>e Entre Ríos 

Paraná, 15 de junio de 1946. 

Y vistos: Los recursos de nulidad y apelación interpuesta 
contra la sentencia de fs. 8. y Considerando: 

I. En cuanto al de nulidad : No habiéndose hecho mérito 
ante esta instancia, corresponde tenerlo por desistido — art. 
268 del Código de Procedimientos. 

II. En cuanto al de apelación : Autorizado el expropiado 
por el art. 8 de la ley 2214 para recurrir de la sentencia de 
expropiación, sólo puede hacerlo por las camas enumeradas 
en la citada disposición legal, o sea, "por razón de incompe- 
tencia o vicio de forma por falta de cumplimiento de las for- 
malidades prescriptaa por esta ley". Sobre el primero de los 
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puntos no hav discusión, limitando el recurrente sus agravio» 
a los segundos, los cuales serán estudiados por su orden. 

1») Manifiesta el apelante como primer fundamento a bu 
impugnación que la expropiación se habría hecho efectiva sin 
ley d P calificación, ya que aquélla se habría llevado a cabo 
el 28 de julio de 1944 o sea la misma fecha que tiene el de- 
creto-lev i de adíenlo a olio y habiéndose 
"Boletín Oficial" el 1* de agosto recién habría entrado 
en videncia el 9 de ese mes según lo prevé el art 2 del Cód. 

Civil * 
Dicho artículo, en efecto, dice que las leyes no son obli- 
ga torirLo después de su publicación, y |^^Mg* 
illas determinen. Pero siendo el Código una le> ¿el Cogí eso 
el mismo Congreso puede dejar sin efecto cualquier» de _ sus 
.LP io.es mediante otra ley que fije un termine , d«tajto 
-Conf. Busso T. I, pág. 17, parág. 33. Agrega dicho autor 
qne las "mismas atribuciones tiene e! P. Ejec. respeeto de 
^decretos. Así, el P. Ejecutivo podría establecer tomo fecha 
S de expedición del decreto independ,entemente de « .publi- 
cación". Cita en su apoyo, resolución de la Corte Stopwn» 
ue la Nación del 24 de diciembre de 1937 en Fallos 

De otra parte, no modifica la situación el hecho que ei 
decreto-lev en cuestión no contenga una disposición expresa 
al r^peeto pue* la circunstancia de que la Intervención Fede- 
íil lo Uve. ¿neto en vigencia de inmediato y precisamente 
cltra quien7br dirigido g que quedaba debidamente enterado 
del mismo según éste así lo manifiesta, salvaría cualquier 
ímfefón Tía de publicidad o conocimiento a que hace 

alusión el recurrente. 

Es pues infundada esta primera objeción. 
2*) Afirma también el apelante haberse omitido por el 
expropiante el trámite previo de lo* planos e UQI» 
cíales de que habla el art, 5 de la ley 2214. Es indudable que 
incitados requisitos pueden considerarse indispensable* en 
SeVlos v determinados casos, pero no en todos; U i propia ,fey 
se refiere a ellos para el supuesto de que "no *fct«min»ra 
on precisión la ubicación, extensión y linderos W bien a «1 - 
pors?", extremo que no juega en el caso de autos puea el 
art 2" del decreto-ley n* 3502 resuelve la expropiación de to- 
dos Tos bienea muebles e inmuebles afectados a la prestación 
ti litado s,rvicin, oue se juzgm,. .^'S 
bles para su continuidad, sean o no propiedad de la Compañía 
de EWtrieidad de Victoria S. A. . Es de estimarse pues, que 
?al decreto-ley ha señalado en forma expresa y concreta los 
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bienes a expropiarse: todos los afectados a la prestación del 
servicio eléctrico sean muebles o inmuebles, supliéndose con 
esa designación los requisitos a que también se refiere el Se- 
cundo apartado del art, 8, ley citada. 

En lo que respecta a la otra omisión señalada también 
en Ja letra a) sohre procedimientos amigables, la misma no 
resiste al menor nníífisís por tratarse de una autorización que 
la ley acuerda al Poder Ejecutivo en su art. fi« y de la cnnl 
ésta no lia creído conveniente hacer uso. Los motivos que ^nra 
ello pueda haber tenido el Poder Ejecutivo escapan al contra- 
lor judicial. 

3») Ohjcta también el recurrente la oeunaeión inmediata 
de los bienes por la expropiante sin haber sido solicitada pre- 
viamente a! Juez. Cabe señalar al respecto que la cuestión 
planteada es ajena a los puntos que esta Sala debe considerar 
en el recurso roncedido que se concretan en la último parte 
del art. 8» de la ley 2214. 

En efecto: si» ndnee que la ocupación fué llevada a cabo 
por un acto de la Intervención Federal y sin que en ella tu- 
viera ingerencia la justicia. Es por tal circunstancia, preci- 
samente, que el a-quo no pudo tomarla en consideración en la 
sentencia apelada ya que la misma, que debe dictarse en el pe- 
rentorio término de cuarenta y ocho horas, es exclusivamente 
el resultado de la eonstntaeión jndicial de que la Provincia 
expropiante ha satisfecho los recaudos que la ley le impene 
para el ejercicio del derecho que la misma consagra. A este 
respecto es de destacar que no puede configurar una decisión 
y menos que causa gravamen el "téngase presente la ocupa- 
ción que se reconoce de los bienes expropiados", que expresa 
el a-quo en el fallo apelado. 

Xo deducida en su oportunidad por la Compañía agra- 
viada la pertinente acción o recurso tendientes a resguardar 
bus derechos no es ésta por cierto, ta vía idónea para une la 
Sala puede rever tal agravio — nrt, 281 de! Cód. de Proee- 
dimientos. 

4*) En lo que respecta a la suma consignada ello es una 
cuestión de hecho y prueba que no puede aer objeto de discu- 
sión en esta etapa del juicio; igual reparo cabe oponer al 
punto referente a la concesión, que sejrún el apelante no se 
encuentra vencida y que por tanto debe aer tahién objeto 
de indemnización. Así está previsto en el art. 13 de la ley, 
sin perjuicio de que, como ya se expresó, el recurso en esta 
etapa del juicio solo debe tender a los fines dispuestos en la 
ultima parte del art. 8* de la lev citada 
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Por ello, se tiene por desistido el recurso de nulidad y 
se confirma' la sentencia apelada; con costas al recurrente 
— art. 88 del Cód. de Procedimientos. — Emüto Salgado. — 
Juan Á. Surraco. — Héctor F. Ijóbhosco. 



Dictamen ubi. Phoc un auoii Genprai, 



Suprema Corte : 

El 28 de julio de 1944, hall 
latura de Entre Ríos, el Interventor Federal en esa 
provincia dictó un decreto declarando sujetos a expro- 
piación por motivos de utilidad pública todos loa bie- 
nes muebles c inmuebles afectados al servicio público 
de electricidad en la ciudad de Victoria (fs. 21-22). En 
su cumplimiento, autoridades administrativas tomaron 
posesión de dichos bienes; y en 10 de agosto subsi- 
guiente se inició demanda de expropiación, ante la jus- 
ticia ordinaria, contra la sociedad anónima « Compa- 
ñía de Electricidad Victoria", propietario de los mis- 
mos. El Sr. Juez a quo dio curso a la acción (fs. 8-9) ; 
v como la Sala en lo Civil y Comercial del Superior 
Tribunal de Entre Ríos lia confirmado esa sentencia 
(fs. 58-60), la compañía demandada trae ahora un re- 
curso extraordinario para ante V. E., sosteniendo que 
el decreto de 28 de julio de 1944 es violatorio del art. 17 
de la Const. Nacional, pues no cabe hacer obligatoria la 
expropiación por simple decreto. Sostiene, que no pudo 
prescindirse de orden judicial para la ocupación inme- 
diata de los bienes ; pero tal argumento puede concep- 
tuarse fuera del debate, desde que la sentencia de fs. 8 
comporta dicha orden judicial. 

Por lo que respecta a la falta de ley que autorice 
la expropiación, el recurso es claramente procedente. 
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Trátase de un caso equiparable al que motivó mi 
dictariieii del 29 de setiembre de 1945, publicado en 
, 204: 310. Como lo expresé entonces, la jurisprudencia 
de V. K. es categórica: el Poder Ejecutivo, sen consti- 
tucional o de facto, sólo puede declarar la utilidad pú- 
blica con fines de expropiación, en casos de urgencia 
tal, de necesidad tan imperiosa, qU o no admita demora. 
Esa es también la doctrina del art. 2512 del Cód. Civil. 

¿Mediaron esas circunstancias en el sub-jitdicc? 
Una vez más, la cuestión es de hecho, y queda librada 
por completo a la recta apreciación de V. E. Si la Corte 
admite que los elementos de criterio reunidos en autos, 
acreditan haber existido necesidad urgente, procederá 
confirmar el fallo apelado; y revocarlo, en caso con- 
trario. — Bu. Aires, setiembre 26 do 1946. — Juan Ál- 
varez. 

FAIXO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 26 de noviembre de 1947. 

Y vistos los autos *' Superior Gobierno de ln Pro- 
vincia contra Compañía de Electricidad Victoria S. A., 
expropiación" en los que se ha concedido a la deman- 
dada el recurso extraordinario interpuesto a fs. 64 con- 
tra la sentencia dictada a fs. 58 por la Sala en lo Civil 
y Comercial del Superior Tribunal de Justicia de la 
Provincia de Entre Ríos. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario se funda: 1* en que 
la expropiada fué despojada de la posesión de sus bie- 
nes por un acto del P. E. provincial cuando aun no es- 
tata en vigencia el decreto ley que disponía la oxpro- 
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piación; 2' en que fué desposeída sin mediar sentencia; 
3' en que el art. 1" del decreto 2689 del Interventor Fe- 
doral que modifica el art lí¡ de la ley provincial 2214 
y autoriza la ocupación inmediata de los bienes expro- 
piados en caso de urgencia, desde que el P. B, consigne 
a disposición del propietario el precio ofrecido, es in- 
constitucional si se lo interpreta en el sentido de que 
faculta al P. K. a tomar la propiedad de los particula- 
res sin pedir la posesión a los jueces j 4' en que no hay 
justa indemnización pues el precio ofrecido y consig- 
nado es irrisorio y no toma en cuenta el perjuicio con- 
siguiente en la interrupción de la concesión. 

Que el decreto que dispuso la expropiación decla- 
rando de utilidad pública todos los bienes afectados a 
la prestación del servicio de electricidad en la localidad 
de Victoria es del 28 de julio de 1944 y según lo mani- 
festado en la demanda (fs. 6 vía,) la posesión de los 
bienes fué tomada por el representante del gobierno 
provincial el mismo día "en acto público", pero sin in- 
tervención jadieial pues la demanda de expropiación se 
dedujo el 1Ü de agosto del mismo año. 

Que si bien resultaría de estos antecedentes una 

mas legales de la Provincia en materia de expropia- 
ción, pues aunque se considere que en el caso mediaba 
la urgencia contemplada en el decreto 2689 reformato- 
rio del art líi de la ley 2214, faltó la intervención judi- 
cial y la formal consignación del precio, requisitos am- 
bos que la reforma mencionada uo derogó, como el re- 
curso es interpuesto contra la sentencia judicial que 
decreta la expropiación fundándose en el decreto ley 
3502 del 28 de julio de 1944 cuya vigencia al tiempo del 
fallo no se discute y en que se 
del precio ofrecido, la legalidad de la c 
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zuda anteriormente está fuera dé la mnteria propia de 
este juicio y, por consiguiente, de esto recurso. En punto 
a ocupación la sentencia se limita a tener en cuenta lo 
que la parte actora reconoció haber efectuado, lo cual, 
en la interpretación unís favorable para lo que el recu- 
rrente pretende, cabría considerarlo como la formali- 
zad ón judicial del hecho consumado, es decir eomo la 
orden judicial de ocupación en el juicio de expropia- 
ción promovido. Pero es obvio que la legalidad o regu- 
laridad de ello no está condicionada o influida por lo 
que el P. K provincial hizo con los bienes de la ex- 
propiada antes de promover el juicio de expropiación. 
De esa regularidad no se ha de juzgar en este recurso, 
sino con respecto a lo dispuesto en estos autos (doctr. 



de Fallos: 204, 311). 




en el primer considerando, y puesto que en ellos no se 
lince cuestión de la validez del decreto de expropiación 
del punto de vista de su origen, sólo cabe considerar el 
último relativo a la falta de indemnización. 

Que no se trata del resarcimiento debido en definí, 
tiva por el gobernó expropiante sino do la irrisión del 
precio ofrecido si se considera el valor real de lo ex- 
propiado y la magnitud del perjuicio consistente en la 
interrupción de la concesión. La decisión cuestionada no 
fija el resarcimiento debido, sólo declara, con el alcance 
que determina el art, 8 de la ley provincial 2214, la pro- 
cedencia de la expropiación demandada, por lo cual el 
agravio constitucional consistiría en haber formalizado 
judicialmente ta ocupación de lo expropiado a pesar de 
no ser rnzonnble el precio que se consignó. Pero como 
lo tiene declarado esta Corte la decisión que dispone el 
desapoderamiento provisional, fundada en el cumpli- 





miento de los 
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de una suma razonable y responsabilidad del expro- 
piante no os, por lo común, susceptible del recurso ex- 
traordinario en atención a las razones de becbo en que 
se basa (Fallos: 104, 220; 100, 287 ; 201, 52). En este 
caso no hay motivo para apartarse del criterio enun- 
ciado porque sin otros elementos de juicio que la valua- 
ción fiscal de los inmuebles (boletas de fs. 62 y 63) y 
mediando la innegable responsabilidad de la Provincia 
de Entre Ríos, por más que prima facie parezca muy 
baja la indemnización ofrecida, no se puede considerar 
arbitraria la decisión judicial que la juzgó suficiente 

Por tanto y oído el Sr. Procurador General so 
declara improcedente el recurso extraordinario conce- 
dido a fs. 60. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 

PÉREZ — LCIS B. LONOHI — 

Justo h. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valkwzcela. 



FEDERICO BEIFUS v. S. A. HELIOS CIA. ARG. COMER- 
CIAL E INDUSTRIAL 

RECVRSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestione* no 
fedérale*. Interpretación de norma* locales de procedimientos. 

Lo referente a la procedencia del desistimiento formulado 
por la parte actora es de naturaleza procesitl y no puede 
dar tase al recurso extraordinaria aun cuando se hubiera 
invocado la garantía de la igualdad ante la ley (*). 



(i) 26 de noviembre do 1947. Fallos; 169, 180. 
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COXSTtTUCIO.V XACIOXAL: Derechos y garantía*, ¡¡moldad. 

La circunstancia de no admitirse en el procedimiento del 
trabajo la renuncia unilateral a la vía del arbitraje no 
constituye discriminación preferencia! arbitraria violato- 
rin del art. 16 de la Const. Nacional i 1 ). 



ANTONIO (iU NTI PENITEZ Y OTROS v. CIA. ARGEN- 
TINA DE PESCA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales q federales consentí' 
dos. Fuñdameutor de hecho. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en ser 
el caso uno de almirantazgo y jurisdicción marítima por 
tratarse de una acción derivada de 1a prestación de servi- 
cios por quienes desempeñaban las tareas de marineros 
balleneros, enunciado qu* los incluiría en la categoría de 
gente de mar. contra la sentencia que decide lo contrarío 
y deniega e! fuero federal por considerar probado que 
los actores no eran marineros sino simples obreros de una 
fábrica instalada en tierra, circunstancia esta última que 
excluye la posibilidad de considerar el caso como incluido 
enlre tos de almirantazgo y jurisdicción marítima ( 3 ). 



IDELMIO T. SANCHEZ v. CIA. SWIFT DE LA PLATA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interpoti- 
ciún del recurso. Fundamento. 

E! escrito en que se interpone el recurso extraordinario 
debe expresar la cuestión federal que se intenta someter 
a la Corte Suprema de manera clara y precisa y contener 
las enunciaciones necesarias para puntualizar la vincula- 
ción de aquella con tas cuestiones en litipio, de tal manera 



(i) Küll-s: 2H.1, 2l>r, 1?0Ü. 

<a> 2S úe noY-k'mbre de 1947. Fnltost 2tlii, 273. 
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que su sola lectura permita apreciar lo referente a la 
procedencia del recurso y los puntos sobre que ha de ver- 
sar el pronunciamiento de la Corte. 



Dictamen del PitocuisAnon General 




Al contestar la demanda el hoy recurrente planteó 
en forma clara la cuestión federal que ahora somete a 
conocimiento de V. E., tachando de inconstitucional el 
decreto N' 33.302/45, por razón de su origen (fs. 19/25). 

En tales condiciones, la remisión concreta a tal 
planteamiento, citando las fojas respectivas, hecha al 
er el recurso extraordinario (fs. 68) es sufi- 
. como fundamento del mismo (204: 401). 
A mi juicio, el art 15 de la ley 48, cuando dispone 
que el fundamento del recurso debe aparecer denlos 

ciones anteriores, en que la cuestión federal lu.ya sido 
planteada correctamente. 

Esa referencia importa tanto como una nueva trans- 
cripción de las consideraciones formuladas en el escri- 
to anterior, cumpliéndose así el requisito exigido pol- 
la Corte Suprema, de que la sola lectura del escrito por 
el que se interpone el recurso debe permitir se sepa 
cuál es el error que se atribuye al fallo apelado, en qué 
consiste la violación del derecho federal invocado, así 
como los puntos sobre los que ha de versar el pronun- 
ciamiento del tribunal. 

A ese respecto, considero que la mención hecha en 
el punto 2 del escrito de fs. 68 a la falta de facultades 
legislativas del gobierno de facto para dictar el de- 
creto 33.302/45 y la remisión a las fojas en que se fun- 



380 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



damcntó tal taclia, basta para dar por cumplido el re- 
quisito del art. 15. 

No ocurre lo mismo con las taehrs opuestas contra 
los arts. 45, 46 y 67 del aludido de. eto, toda vez que 
en el memorial acompañado al con estar la demanda, 
a que se remite el recurso, tampoco aparecen fundadas 
debidamente las mismas. 

En cuanto al fondo del asunto, corresponde con- 
firmar el fallo apelado, por aplicación de la doctrina 
de V. E. t» re "Arlandini" (sentencia del 22 de agosto 
ppdo.). — Bs. Aires, octubre 28 de 1947. — Carlos O. 
Del fino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 28 de noviembre de 1947. 

Y vistos los autos "Sánchez Idelmo Ifrain v. Cía. 
Swift de La Plata, S. A., sobre despido*', en los que 
se ha concedido el recurso extraordinario interpuesto 
por la parte demandada. 

Considerando: 

Que la referencia a las actuaciones anteriores del 
expediente no basta para fundar el recurso extraordi- 
nario, según lo resuelto por esta Corte Suprema el 19 
de septiembre ppdo. en la causa: "Loiácono José v. 
Casa Muño- S, A." y en los casos allí citados, de con- 
formidad con la jurisprudencia clásica del Tribunal 
(Conf. Fallos: 109, 82; 129, 276; 151, 152; 182, 57; 187, 
96; 189, 170). Es así, necesario explicar la cuestión fe- 
deral que se pretende someter a la Corte Suprema de 
manera clara y precisa y con las enunciaciones de hecho 
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necesarias para puntualizar la vinculación de aquélla 
con las cuestiones en litigio, de tal modo que la sola 
lectura del escrito de interposición del recurso permita 
apreciar lo referente a la procedencia de este último 
y los puntos sobre los cuales habrá de pronunciarse la 
Corte Suprema. 

Que os evidente que el escrito de fs. C8 no llena 



Por tanto, oído el Sri Procurador General de- 
clárase improcedente el recurso extraordinario conce- 
dido a fs. 72. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
— Luis R. 




— Rodolfo G. 



ZUELA. 



RAUL A. LUGANO v. THE INDIA RUBBER, GUTTA 
PERCHA AND TELEGRAPH WORKS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. 
Generalidades. 

En la decisión de los conflictos de competencia la Corte 
Suprema debe proceder con arreglo a lo que establece 
la ley 50 {»)• 

JURISDICCION Y COMPETENCIA - Cuestiones de competencia. 



La restricción establecida por el art. 411 del Cód. de 
Proeeds. Civil y Comercial de la Cnpitat no rige respecto 
de la justicia federal. 



(i) 29 de noviembre de 194?, Folios: 208, 5. 
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DIRECCION GENERAL DEL IMPUESTO A LOS REDI- 
TOS v. VICENTE F ITT I PAL-DI 

Jtmtrmú EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones fcderulc.t simples. Interpretación de ta» lenes fede- 
rales, t.effrs federales de carticter procesal. 

No es susceptible de recurso extraordinario la senteneia 
de la Cámara Federal que, conociendo por vía de recurso 
de nulidad, declara que la de primera instancia se ha 
dictado con las forma» y solemnidades locales y que el 
procedimiento no adolece de vicios que permitan anular 
lo actuado ('). 



LELIO SCRRACO Y BENEDETTO v. ANTONIO CAMAR- 

DELLA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio». Relación di- 
recta. Sentencias ron fundamentos no federales o federales consen- 
tidos. 

No son susceptibles de recurso extraordinario las senten- 
cias fundadas en razones no federales, en tanto no pean 
insostenibles lo que supone no el error en la interpreta- 
ción del derecho y la apreciación de la prueba sino ta 
evícicnte arbitrariedad en la prescindencia de ambos ( 3 ). 



CONCEPCION ALBERTI DE 8 ANTOJA v. EMILIO 

O. ORANDI 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitas formales. Interpon- 
ción de] recurso. Fundamento. 

Debiendo interprnerse el recurso extraordinario en forma 
artnal y precisa y toda vez que las reservas formuladas 
al respecto son inoperantes, debe declararse bien dene- 
gado el que se dednjo en subsidio de una apelación en el 
orden local, y sin manifestar expresamente la intención 
de interponerlo efectivamente en este acto (^í. 

fl> 2» di« noviembre <le 1947. FiiIIijh: IS5, 75; 1g7, 34 y 323, 
(2) 2S de noviembro de 1947. Fiillon: 205. 247; 207, 256. 
(i) 2s de noviembre de 1ÍM7. K.hIN.h: 205. 247; 207, 2."fi. 



FILADELFO BUSTOS v. NACION ARGENTINA 



PENSIONES MIUTÁUES: Pensiones a los militares. Inutiliza- 
ción pan la carrera müitar. Armada. 

Aunque el proceso infeccioso que ocasionó la pérdida de 
un ojo a un marinero de la Armada Nacional haya tenido 
origen fuera del servicio, si éste actuó como causa coad- 
yuvante, debe acordarse al interesado la pensión prevista 
para los casos de inutilización para la carrera militar por 
el decreto 10.700/45, a la aplicaci ón del cual no obsta que 
la baja haya sido decretada con anterioridad a la fecha 
del mismo si no había mediado otorgamiento de pensión 



Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, noviembre 12 de 1945. 

Y vistos: Para resolver estos autos caratulados "Bustos 
Filadelfo « Gobierno de la Nación, pensión militar", de los que 
resulta : 

1» Que a fs. 1 se presenta el actor deduciendo formal 
demanda contra el Gobierno de la Nación por reconocimiento 
ele retiro militar {ley 4856) y cobro de haberes por ese mismo 
concepto, en mérito de las siguientes consideraciones: 

Dice que ha prestado servicios en la Armada Nacional 
como marinero de 1». Que el día 13 de julio de 1941, fin de 
una licencia militar y en circunstancias en que se vestía para 
tomar el tren de regreso desde Témperley hasta Bahía Blanca, 
debido a un falso movimiento se introdujo un dedo en el ojo 
derecho. Que ilurante el viaje comenzó a sentir fuertes dolores 
y que por indicación del enfermero de guardia se puso hielo. 
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<¿ue ni llegar a la base tío Puerto rSol«írano lus dolores conti- 
imubun siendo muy ñutidos y luciro de algunas tilternativas y 
consultas médicas, el día 17 "buho de extraérsele el ojo derecho 
debido a que una infección hacia peligrar su vida. Que con 
motivo de esa incapacidad adquirida como consecuencia del 
servicio fué dado de baja por indicación ite la Junta de Iteco- 
nocimicntos Médicos. Sostiene que dado la forma y cireuns- 
taneia en que fué producida la incapacidad que actualmente 
acusa es acreedor a que se le acuerde retiro militar de confor- 
midad con lo dispuesto por tos nrts. 12, ló. Ifi y 17. tít. III 
de la ley -iS'Ai ( inutilización en y por acto de servicio),, Hace 
a continuación alguna*: otras consideraciones más sohre el par- 
ticular y pide en definitiva se haga higa* a la acción intentada 
con intereses y costa». 

Declarada la competencia del Juzgado y corrido traslado 
de la demanda al 1*. E. por iiiterincdin del Ministerio del ramo, 
se presenta el l'roc. Fiscal contestando y dice: 

Que la demanda es improcedente. Afirma (pie el accidente 
no tiene ni guarda ninguna relación con el servicio y que e» 
consecuencia el actor carece de derecho para reclamar el retiro 
que pretende. A mayor abundamiento da por reproducidos los 
términos del dictamen del Auditor de Guerra y Marina obran- 
te a fs, "»!> riel expediente administrativo agregado al juicio. 
Pide en definitiva el rechazo de la acción ron ospeeial conde- 
nación en costas. 

Considerando: 

I» Que de acuerdo a (o ipie resulta de la relación de los 
hechos precedentemente expuestos y sobre los que uo existe 
en principio contestación de partes, a lo que cabe agregar 
(pie sobre ellos existen en autos suficientes elementos de prue- 
ba para descartar tuda disensión al respecto, la cuestión a 
resolver se concreta a determinar si ta pérdida del ojo derecho 
sufrida por el ador tiene o uo relación de causalidad con el 
servicio. Es sobre este punto fpie las partes discrepan y que 
corresponde en consecuencia decidir. 

El din amen producido por el Auditor Oneral de (Juerra 
y Marina llega a la conclusión de que como el hecho generador 
de la infección que adquirió el marinero de 1* iír. Bustos, se 
produjo fuera del servicio, ninguna relación guarda la inca- 
pacidad sobrevenida con éste y consecuentemente carece el 
interesado de derecho para reclamar el retiro solicitado (ver 
fs. ofl) La misma defensa reproduce el Froe. Fiscal en su es- 
erito de responde (fe. 7). 
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Contrariamente 11 lo que allí se sostiene, el informe peri- 
cial practicado en autos por el médico Dr. Pereyra (ver fs. 
SÍÍ/ÍCJ) llega a la conclusión de que si bien es cierto que el 
accidente determinante di* la infección que afectó el ojo dere- 
cho so produjo fuera del servido, hecho que no está en tela de 
juicio, no es menos cierto que la falta de atención adecuado 1 , 
posterior y durante el servicio, hizo que eilo actuara en el caso 
analizado, como factor coadyuvante en la agravación del nial 
y que lógicamente lia contribuido el episodio de la enucleación 
del ojo. practicada por el Dr. Castillo que fué quien intervino 
en esa ocasión. 

Que frente a esta comprobación de aecha y fie acuer- 
do con lo resuelto por la jurisprudencia en casos análogos no 
puede ser dudosa desde este punto de vista la procedencia de 
la acción intentada. Así en el caso "Miranda, Rodolfo v. 
Pisco", la Corte Suprema ha establecido que es suficiente que 
el servicio haya actuado como factor coadyuvante a Ion efectos 
del retiro fver fallos: lflfi. fiÜO). 

Kn e! misino sentido se lia pronunciado la Exenta. Cámara 
Federal í» re- "Louro Margarita Navarro de y otros v. Pisco" 
fver ./. A., lí)43-tV-p. 71). Kilo evidencia que en el caso no 
[Hiedo ser óbice al reclamo intentado, el hecho de que la causa 
originaria de la infección contraída por el actor — Sr. fíustns 
— se baya producido fuera del servicio, siempre que. como se 
ha demostrado, la demora y tratamiento inadecuado al que 
fué sometido el misino durante el servicio lia actuado en el 
i-aso como factor coadyuvante en el proceso infeccioso, según 
así resulta del informe señalado anteriormente y (pie no ha 
sido desvirtuado con algún otro elemento de prueba durante 
la secuela del juicio. 

:t'-' (¿ne en cuanto at fondo de la cuestión debatida, esto 
respecto al retiro y su monto, conviene señalar que de acuerdo 
con el criterio recientemente impuesto por la jurisprudencia 
en casos análogos fver V. .V. "Hundió v. Fisco" 8-8-45; Cám. 
Fed. ¡n tú "Warnes v. Fisco" «0-7-45), las pensiones recla- 
madas con posterioridad a la fecha en que se dictó el decreto 
n" 29.375/44 modificatorio de la ley 4707, deben ajustarse a 
los términos de este último. 

El suscripto acatando este criterio y dado la analogía que 
guarda la situación creada en el sub Uic frente al decreto 
ir* 10.700/45 modificatorio de la ley 4856 que se invoca en este 
juicio como fundamento jurídico, entiende que la presente re- 
clamación debe, consecuentemente, resolverse de conformidad 
con las disposiciones establecidas en el escrito de referencia. 
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Frente a esta situación señalada y teniendo en cuenta 
las circunstancias especiales del caso, el beneficio reclamado por 
el actor debe ajustarse a las disposiciones contenidas en los arts. 
82 y 85, inc. 1* del citado decreto. Y a los efectos de establecer 
el monto de los haberes devengados, que también se reclaman 
en esta demanda, practíquese una liquidación de acuerdo con 
las constancias de autos y conforme a las normas legales se- 
ífcíi 1 titilas 

Por las precedentes consideraciones, fallo : declarando que 
el Gobierno de la Nación deberá acordar al ex marinero de 1* 
Sr, Fitadelfo Bustos el retiro que le corresponde de conformi- 
dad con ¡o dispuesto por los arts. 82 y 85, inc. 1*. del decreto 
n* 10.700/45, y abonarle asimismo los haberes que por ese 
concepto le corresponda desde la fecha de su baja, más sus 
intereses al estilo de los quu percibe el Banco de la Nación 
Argentina desde la fecha de la notificación de la demanda y 
las costas del juicio. — fíelisarh Gachc Vimn. 



.Sentencia pe la Támara Federal 

4 

lis, Aires. 24 de abril de líHti. 

Vistos y considerando : 

El Sr. Juez « */ffo, en los cmsiderumlos l v y 2 V de ln sen- 
tencia en recurso, resuelve con acierto que la perdida del ojo 
derecho sufrida por el actor guarda relación con el servicio, 
porque éste ha actuado como causa coadyu 1 ante en el proceso 
infeccioso que determinó la evisCeración de dicho órgano. 

En cuanto el derecho aplicable, este tribunal ha resuelto 
(Aníbal Alfredo Marehclli. Juan Benito Bilbao y Carlos Al- 
berto Scasso; fallados el 27 de agosto de 1945. l(i de noviem- 
bre de 1945 y 12 de abril del corriente año. respectivamente) 
que los casos como el presente se rigen onr la ley 48ií(j y no 
por el decreto 10.700/45, por cuanto dicho decreto establece 
en su art. 2 1 ' que entrará en vigor el V> de mayo de 1945 y 
desde esc momento quedan derogadas las leyes 48úü, etc. ; y 
todas las disposiciones que se opongan a -sus prescripciones, 
"sin perjuicio de los efectos que hubiesen producido", dispo- 
sición concordante con la del art. 125 del mismo. 

Siendo así, debe concluirse que el actor se halla compren- 
dido en el art. 10. tít. III de la ley 4856 y le corresponde la 
pensión que el mismo perceptúa. 
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Por estos fundamentos, se confirma 1¡i sentencia apelada 
de fs. 124 en cuanto declara (pie la Nación deberá acordar al 
ex marinero de 1» Filadelfo Bustos pensión de retiro y se la 
modifica respecto al monto de ta misma cfiie se liquidará con- 
forme a lo dispuesto eu el art. 16, tít. III de la ley 4856, de- 
biendo abonársele los haberes míe por ese concepto le co- 
rrespondan dr de la fecha de su baja, con intereses a estilo de 
los que percibe el Baneo de la Xaeión Argentina desde la 
notificación de la demanda. 

Las costas de ambas instancias se abonarán en el orden 
cansado atentas las circunstancias particulares de la causa. — 
Carlas dd Campillo. — Ricardo Tillar Palacio, — Carlos He- 
rir ra, — Juan A. Genutífrz Calderón. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Ai ros, 3 # diciembre de 1947* 

V vistos: los autos 44 Bustos Filadelfo v. Gobierno 
de líi Xaeión, sobre retiro militar" venidos de la Cá- 
mara Federal do lo Capital por vía de los recursos ex- 
traordinarios concedidos a fs. 147, y 

Considerando ¡ 

Que de acuerdo a lo que resulta de la pericia prac- 
ticada on autos; lo establecido por las sentencias de 1* 
y 1Í* instancias y la doctrina sustentada por esta Corto 
Suprema m re :C. S. lílG-tí'JO, la pérdida del ojo derecho 
sufrida por el actor, guarda relación con el servicio, 
ya que éste ha actuado eomo causa coadyuvante en el 
proceso infeccioso que determinó la eviseeración de di- 
cho órgano. 

Que en cuanto ni fondo del asunto, esto es, respecto 
al retiro y su monto, cabe establecer que ellos se rigen 
por las disposiciones contenidas en el decreto n* 10.700- 
4."», actual ley n« 1:2.980 conforme al criterio sustentado 
por esta Corte Suprema m reí C. S. 208-263 (4* apar- 
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Por ello se reforma la sentencia apelada de fs. 141 
en cuanto ha sido materia de apelación y no decía ra 
que la Nación delició acordar al actor pensión de retiro 
conforme a lo dispuesto en la ley n» ll\!>80, art. 85, inc. 
l v , de fceuerdo a tu liquidación que se practique. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
$£kkz — Lew R. LoNíini — 
.Ti sto L. Alvamíz Rodríguez. 



S. A, "CALCO." CIA. ARGENTINA DE [NDCSTIÍIA 

V COMERCIO 

JtECVfíSO EXTRAORDINARIO'. Ret¡n¡*Ua* ptepím, Relavmn di- 
wta. Sentenrin* ton fundamenta* un federales a federal?* enmen- 
tutos. Fundamentos de teche. 

Es improcedente ct recurso extraordinario fundado en la 
interpretación de! art. & ¡n e . 5 V . de la ley 3!)75 contra 
Ja seutein-ia ijuc AonU^» ( >i i-Hj*i.stro de una muren por en- 
tender (jue itun cuando no vs indiiativa del producto es 



lílCTAMEX DEL IWrii.UJHi; Ge.YEIÍAL 

Suprema Corte; 

La Cámara Federal a qm, lia revocado la senten- 
cia de primera instancia obrante a fs. 41, que hacía 
lugar ai rehiro de la marca "Purasarn" para dis- 
tinguir productos de la clase 2, dejando firme así la 
resolución denegatoria del señor Comisario de Mar- 
cas (fs. 14). 

A mi juicio, los fundamentos de dicha sentencia 
y concordantes de In resolución aprobada, son suficien- 
tes para mantenerla. En efecto, la palabra "parasarn" 
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lejos de constituir una expresión de fantasía, evoca 
con toda claridad el producto a que se trata de apli- 
carla, apartándose así de la norma establecida en el 
art. 3, ine. 5, de la ley 3975. 

A mérito de lo expuesto, solicito a V. E. confirme 
el fallo apelado en cuanto pudo ser materia de recurso. 
— É& Aires, abril 13 de 1ÍWG. — Juan Alvarrz. 



Y vistos los autos "C. A. t C. O. Compañía Ar- 
gentina de Industria y Comercio, S, A., apela de una 
resolución de la Comisaría de Marcas", en los que se 
lia concedido el recurso extraordinario a fs. 54. 

Considerando: 



la marca en cuestión porque si bien "no es indicativa 
del producto*' "resulta evoentiva del mismo", lo cual 
comporta, sin duda, una determinada inteligencia del 
ine. 3» del art. 3" de la ley 3975, como toda aplicación 
de un precepto legal, pero una inteligencia de él —la 
que asimila las designaciones evocativas a las indicati- 
vas — , fundada en la razón de hecho de que en este caso 
la designación "evoca** la naturaleza del producto de 
tal modo que equivale a "indicarla". — Y como evocar 
es un modo de indicar, la sentencia recurrida no com- 
porta en rigor una interpretación del texto legal citado 
sino la aplicación de él por la razón exclusivamente 
concerniente al caso particular de que se trata, de que 
la marca propuesta indica ta naturaleza del producto. 
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Bs. Aires, ;i de diciembre de 1947. 
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de la corte suprema 



Lo enal es iirevisible por esta Corte en función del re- 
curso extraordinario. 

Por tanto se declara mal concedido este último a 
fs. 54. 

Tomás D. Casares — Peupe S. 

Justo L. Axvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



NACION ARGENTINA v. El'LALIO CI FUENTES 

— SU SUCESIÓN — 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. 
Srntrncin definitiva, fímnluciaue* pntteriore*. 

La resolución por la «ue se deniega la rectificación y acla- 
ratoria deducidas contra el auto de regulación de honora- 
rios no es la sentencia definitiva a que se refiere el art. 
3? de la ley 4055. 



RECURSO ORDINj 
Generalidades. 



¡O 



APELACION: 



instancia. 



El término ptira apelar es fatnl y corre aunque medie un 
pedido de aclaración de la sentencia (')■ 



ARGENTINA v. S. A. INGENIO Y REFINERIA 
SAN 5IARTIX DEL TABACAL 

GOBIERNO DE FACTO. 

Los ffobiernrra de hechn tienen facultades legislativas en 
la medida necesaria para gobernar. La determinación de 
esa necesidad en cuanto a la extensión U oportunidad es 
cuestión política ajena al poder judicial, al cual corres- 
pondo, sin embargo, ejercer el control de constitucional i- 
dad coa respecto al contenido de las sanciones 

3(10; 12S, 2(17. 
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de esos gobierno, pues la Constitución es ley suprema 
tanto para ellos cuino para los legalmente establecidos. 

EXPROPIACION', Utilidad pública tj calificación por ley. 

El juicio referente a la utilidad publica es, en principio, 
privativo del legislador, cuya calificación sólo podría ser 
revisada por los jueces en el caso de una extrema arbi- 
trariedad. 

GOBIERNO DE FACTO. 

Los decretos leyes dictados pur el gobierno de facto son 
válidos, por razón de su origen, y continúan siéndolo du- 
rante el gobierno constitucional subsiguiente aunque no 
hayan sido ratificados por el Congreso. 

EXPROPIACION: Indemnización. Otros daños. 

Siendo inaplicable el art, 2874 del (*ód. Civil en el caso 
en que media un convenio acerca del destino de las me' 
joras introducidas por el usufructuario, por el cual fa- 
cúltase ,-. la Xaeión para efectuar en el inmueble las modi- 
ficaciones que requieran las necesidades militares y para 
retirarlas al vencer el plazo respectivo sin tener que res- 
tituir las cosas al estado anterior o para dejarlas sin que 
el dueño tenga (pie pajrar suma alguna, éste no tiene dere- 
cho para reclamar, como consecuencia de la expropiación, 
una indemnización fundada en la privación injustificada 
abusiva de un beneficio posible ni cu e) menoscabo de 
los derechos que le corresponden por el convenio. 

COSTAS: Naturnleza del jm'cio. Expropiación. 

Para la aplicación del art. 1S de la ley ltfí». reformado por 
el decreto 17.920/44 debe preseindirse de lo relativo al 
dereclio del dueño a las mejoras efectuadas por el usu- 
fructuario expropiador, que constituyó un capítulo apar- 
te en el litigio, y atenerse al importe del valor asignado a 
la tierra y a las mejoras introducidas por el propietario 
cusí mío comenzó la ocupación por el usufructuario. 

Sextem i v DKii Jruz Feoer.ii, 

8altii, 8 de noviembre de 1946. 

Y visios: El presente juicio de expropiación seguido por 
el Gohierno de la Nación, cu contra de los señores Patrón Cos- 
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líesulta : 

Que a fs, :12 'i'h se presenta el Sr. Procurador Fiscal reem- 
plazante, en representación de la Nación, como lo acredita con 
lu nota de fs. 31, y en tal carácter manifiesta: Que en cumpli- 
miento de instrucciones recibidas de la Procuración del Tesoro 
y de conformidad con lo dispuesto por el art. 9 del decreto 
n? 16.269/44 dictado cu Acuerdo General de Ministros, y por 
el decreto 5306/45, deduce juicio de expropiación de tina frac- 
ción de terreno, ubicada en la Ciudad de Orán, departamento 
del mismo nombre, con una superficie de 21 lis. 29 as. 54 m. y 
10 decímetros cuadrados y cuya ubicación, dimensiones parcia- 
les, rumbos, etc., se consignan en e! plano n* 776 I*, que pre- 
senta confeccionado por la Dirección General de Ingenieros, 
(¿ue dirige la acción contra los 8rcs. Patrón Costas y Mosote- 
gtty, domiciliados en la Ciudad de Orán e indicados como due- 
ños del inmueble, o contra quienes resulten propietarios del 
mismo, cuyo precio a pagarse en definitiva, de acuerdo a la 
tasación hecha por vía administrativa, es de $ 45.460,47 m'n. 
aprobado por decreto n* 5306/45 y el (pie ofrece el Estado Na- 
cional por el inmueble indicado, incluso mejoras, derecho de 
riego y toda otra indemnización. Que el terreno ha sido de- 
clarado de utilidad pública (art. 9 decreto-acuerdo n» 16.269/ 
44) y sujeto a expropiación (decreto 5306/45), habiéndose des- 
tinado para la instalación de dependencias militares. 

Que por lo expuesto pide nc teñirá por iniciado juicio de 
expropiación contra Patrón Costas y Mosoteguy o contra quie- 
nes resulten propietarios del inmueble; se agregue la boleta de 
depósito corriente a fs. 30, por cuarenta y cinco mil cuatrocien- 
tos sesenta pesos con cuarenta y siete centavos ni/n., en con- 
cepto de precio ofrecido por el terreno expropiado, incluyendo 
mejoras, derecho de riego y toda otra indemnización; se orde- 
ne la inmediata posesión de! mismo y que oportunamente se 
tinga lugar a la demanda y que las costas sean declaradas e im- 
puestas de conformidad al art. 1S del decreto ley n* 17.290. 

Que a fs. 34 y vta. se declara competente el Juzgado para 
entender en este juicio y corrido e 1 traslado de la demanda, 
esta es contestada a fs, 60 6:t por u doctor Al ¡lio Cornejo en 
representación del Ingenio y Refinería San Martín del Tabacal. 
S. A-, como lo acredita con el poder que en copia corre agre- 
gado a fs. 52 5H, diciendo: Que su mandante comparece en su 
carácter de propietario del inmueble objeto de este juicio, y 
como sucesor cu el dominio «le] mismo de la ¡Sociedad Patrón 
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Costas y Mosoteguy. Que contestando el traslado de la deman- 
da, solicita su rechazo, cotí costas. 

Añade que la antecesora, do su mandante, donó ni Gobier- 
no de la Xaeióu 140 ha. en Oran, contiguas a las 260 ha. 
donadas por la Muni.-ipalidad, para que se instalara en esa zona 
el destacamento del Ejército proyectado por el Ministerio de 
Guerra, formándose así las 400 has. que se precisaban según 
manifestaciones del Exemo. Señor Ministro de Guerra General 
Márquez quien inspeccionó los terrenos y aceptó ia. donación. 
Que como como se quería instalar inmediatamente alguna tro- 
pa, obtuvo que su mandante le permitiera ocupar gratuitamente 
unos terrenos y galpones que utilizaba para sus trabajos. Que 
esta ocupación la aceptó el ingenio en base a los compromisos 
verbales y escritos existentes y bajo las condiciones siguientes: 
qm la ocupación debía ser por tiempo limitado, fijándose 
primero un añn, luego tres y por fin cinco años y se consi- 
deraba que al término de este plazo los cuarteles en los terrenos 
donadas estarían terminados; que las construcciones debían ser 
de carácter transportable y servirían de depósitos en los cuar- 
teles definitivos a levantarse en los terrenos donados. 

Que dejando de lado los terrenos donados, se expropian 
ahora los terrenos que actualmente ocupan las tropas; que 
el daño y las perturbaciones (pie se irrogaría al Injrcnjo con la 
ocupación definitiva de esos terrenos no es compensable con 
dinero. 

Que para justificar la expropiación se aduce que los terri - 
nos son bajos e insanos; que el Ministerio tiene una informa- 
ción equivocada pues los propietarios afirman que esos terrenos 
son tan buenos como los que se pretende expropiar. 

Que la expropiación sería injusta y se apartaría de lo con- 
venido; que tanto los terrenos donados por su mandante como 
por la Municipalidad de Onin están en condiciones de escritu- 
ración y que tienen un valor económico grande por encontrarse, 
en casi toda su extensión, dentro del ejido de la ciudad de 
Orán. 

Que la dcmHnda por expropiación, mpiicre una lev que la 
autorice (art. 17 Const. Xacional, art. 2911 t\ Civil, "ley 18í> 
y concordantes) que el actor se funda en el decreto de junio 21 
de 1944 y en el de marzo 7 de 1Ü45, ninguno de los cuales pue- 
de autorizar la expropiación porque emanan de gobierno <lt 
faeío y como estos no derogan la Const. Xacional, no pueden 
alterar o suprimir las garantías que el derecho en general acuer- 
da a la propiedad; que los decretos citados son inconstituciona- 
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les. formulando expresa reserva o los fines tlel art. 14 de la ley 
4s lo que pide se tenga presente. 

Que desde otro punto de vista I» demanda es improcedente 
porque hay terrenos aptos para los mismos Fines y (jue han sido 
don ¡idos por mi mondante y por la Municipalidad de Orán • por- 
que existe un contrato previo suscripto entre las mismas par- 
tes, que la aetora está ubjipada a eumplir .le modo que. eneon- 
tnindose los derechos emergentes de los contratos tamlm'n í*a- 
cuntidos por ta Const. Nacional, enn el mismo iileanee (pie la 
propiedad, son igualmente ineonstitueionales los decretas que 
los alteren o supriman, máxime derivando de gobiernos oV ftic- 
t'irciinstaucia (pie refirma la reserva precitada; porque ade- 
más, existe un convenio a base de la propuesta de la adora y de 
la aceptación de su representada. 

(Jue la resolución de noviembre 1K de 1ÍÍ43 es anterior nt 
contrato concluido en septiembre ti de 1944 mediante la acep- 
tación de .su representado a )a propuesta de la aetora de fecha 
."i de setiembre de 1944 también posterior a la eitada rpsolueión; 
rpie por lo tanto la resolución de fecha :íu de enero de 1945 
y et decreto de marzo 7 de 104.) derivado de aquélla, que auto- 
riza la expropiación, no pueden alterar la situación jurídica 
preexistente i arts, 1107, 3, 4044 y concordantes del (Vid. Civil), 
como consecuencia del contrato de fs. 22. máxime si la resolu- 
ción de fs, 24 se apoya en otra (fs. 2:1) carente de valor en 
virtud de una convención posterior. 

.Agrega (pie. en la hipótesis contraria, vale decir, de la 
procedencia de la expropiación, es evidente que la suma con- 
signada es ínfima en relación a la propiedad y mejoras expro- 
piadas: que se trata de propiedades con riejro, siendo tierras de 
cultivo y producción de caña de azúcar; que se fracciona el 
inmueble y que se altera el movimiento industrial del estableci- 
miento de su mandante. 

Que el precio asignado a las mejoras referidas en el detalle 
de fs. S/jf es también reducido; que lns mejoras no son única- 
mente las que incluye la actoro. niño también las efectuadas 
por el Ministerio dé Guerra, tas que "quedarán n benefíeio 
de la Sociedad Patrón Costas y Mosote»uy. sin que éste tenga 
que abonar suma alguna cualesquiera sea lo naturaleza o clase 
de los referidas mejoras'* (art. 4 del contrato de fs. 2/4) ; (pie 
son mejoras que no pueden retirarse del inmueble y cuyo valor 
es de é l."ifl.í)00. aunque existen constancias de (pie la aetora las 
apreció en $ 180.001»; cuestiones ambas que, excluido el aspec- 
to contractual, opreciarán peritos. 

Termina pidiendo se tenca presente la cuestión constitu- 
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cional planteada y por reservadas la acciones respectivas que 
por cumplimiento de los contratas citados competan, a su mau- 
llante. 

Que a fs. 63 j- vta., se abre este juicio a prueba por et 
termino de diez días. 

Que a fg. 75 se realiza la audiencia señalada a los efectos 
de la prueba pericial ofrecida por la demandada a la que se 
adhirió la aetora a fs. 72 vta. Que en el mismo acto el Juzgado 
resuelve tener por peritos y puntos de pericia u los propuestos 
por las partes, reservándose el derecho de nombrar un tercero 
si lo considera necesario. 

Que a fs. 103 se posesiona del cargo el perito de la actora 
quien produce su informe a fs. 272/79, estimando el precio de 
la expropiación en la suma de cuarenta y cinco mil cuatrocien- 
tos sesenta pesos con cuarenta y siete centavos m/n. 

Que a fs. 105 se posesiona del cargo el perito de la deman- 
dado, expidiéndose a fs. 256/71, y estimando que lo que debe 
pagarse ni Ingenio y Refinería San Martín del Tabacal, S. A., 
en concepto de intereses y perjuicio directo e indemnización, 
es ta cantidad de trescientos sesenta y cuatro mil novecientos 
vein' ¡nueve pesos con cuarenta y odio centavos. 

Que a fs. 280 vta. el Juzgado designa perito tercero al 
Ingr-Eduardo Arias, quien toma posesión del cargo a fs. 282 
y expidiendo su informe a fs. 283/88 determinando que el valor 
total úo los terrenos, mejoras c indemnización que corresponde- 
ría abonarse a la demandada es de doscientos veintinueve mil 
ciento diecinueve pesos cou sesenta y cuatro centavos m/n. 

Que aparte de la prueba apuntada, se ha producido la que 
corre a fs. 67/70; 76; 78/100, 106, 251 y constancias de autos. 

Que u fs. 200 vta. se hace saber a las parles que las prue- 
bas producidas se encuentran en Secretaría por el término de 
dos días a los efectos previstos por el art. 78. ley 50, vencido el 
cual y por providencia de fs. 291 v. se manua traer los autos 
a la vista, señalándose audiencia para informar in vocc la que 
se efectúa a fs. 292 vta. 293 y en la que el señor Procurador 
Fisi .d pide se tenga en cuenta tas constancias de autos y pii 
especial las del peritaje de fs. 272/78 y que al fallarse defini- 
tivamente este juicio se tenga en cuenta lo peticionado. El de- 
mandado solícita que por vía de exposición verbal se agregue 
el escrito que corre de fs. 294 a 319 de autos, llamándose en 
el mismo acto por el Juagado autos pani sentencia, providencia 
que ha quedado consentida, y 
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Considerando : 

Qne habiéndose cuestionado la constitucionalidud del de- 
creto de fecha marzo 7 de 1U4.J, cuya copia corre n fs. 25 y 
que dispone la expropiación bajo examen, corresponde pronun- 
ciarse sobre ella. 

Que la iiiconstitueiunalidnd de dicho decreto se la funda en 
que los gobiernos de faeto no tienen facultades legislativas y 
que la expropiación, tanto por disposiciones constitucionales 
<art. 17 ile la Con-* Nacional) como lépales (art, 2 de la 
ley 1KÍ() debe ser huí. -rizada por ley ipie la declare de utilidad 
publica l ver contestación de ta demanda punto 2 fs. 61 v escrito 
de fs. 2!>4/31í>). 

Que no es el caso de darle n esta cuestión el desenvolví- 
miento doctrinario y jurisprudencial que luí tenido especial- 
mente con motivo del ejercicio de la función por el último go- 
bierno de fftctO y (pie, con erudición, es tratada en el escrito 
de fs. 2ÍU/3UI. Ello, porque habiendo ya la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación sentado principios o normas más o me- 
nos precisas al respecto, debemos sujetarnos a ellas aplieándn- 
tas en los casos ocurrentes. En tal sentido, dicho alto Tribunal, 
en el t. 201. p. 24Í» de la colección de Fallos (J. A., t. 1ÍMÓ. 
t, p, #75) lia establecido: "Que la eupstión del ejercicio de 
facultades legislativas es más compleja. La Const, establece 
para la Nación un gobierno representativo, republicano y fede- 
ral. El I*. Legislativo que ella crea, es el genuino representante 
del pueblo y su carácter de cuerpo colegiado la garantía fun- 
damental para la fiel iiiterpretnc$fi¡8 de la voluntad general. El 
gobierno de hecho es unipersonal, carece de representación po- 
pular y si mantiene bi vigencia de I» Constitución, cuya restau- 
ración se propone según declaraciones notorias, es un gobierno 
transitorio entre dos gobiernos constitucionales. Sin embargo, 
la necesidad y la imposición de los hechos le hace ineludible el 
ejercicio de las facultades legislativas «pie le sean indispensables 
para mantener el funcionamiento del Estado y para cumplir los 
fines de la revolución; lo contrario llevaría al caos y a la anar- 
quía. Tero estas facultades tienen que ser limitadas, llevando 
a un mínimum indispensable la derogación del principio repre- 
sentativo''. 

Que es lógico (pie uno de los fines principales del gobierno 
»>s la defensa nacional, puesto (pie de ella depende la existencia 
misma del Estado y, en consecn encía, no puede negársele n loa 
gobiernos de hecho las facultades legislativas necesarias para 
cumplir dichos fines. 
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Que el decreto n v Ifi.2(>;»/44 de cuyos artículos pertinen- 
tes corre copia a fs. 27, participa indudablemente por sti natu- 
raleza, de los «pie tienden a la defensa nacional y ha sida dic- 
tado en acuerdo general de ministros, Por lo demás, su objeto, 
hace que ciertas disposiciones del misino sean secretas, pero, en 
lo qti« se refiere a la declaración de utilidad pública de las 
cusas ipie pueden expropiarse, que es lo que interesa en el sífft- 
jtttlíeé, existe la eopia respectiva. 

Por otra parte. la necesidad de un terreno para fines mili- 
tares en la zona en qite se encuentra el (pie es objeto de esta 
expropiación, está demostrada con todos los antecedentes del 
usufructo contratado de este inmueble en el año 1!>40 (fs. 2/4) 
v las donaciones ofrecidas por la municipalidad de Oran, y por 
ia sociedad demandada. A mayor abundamiento, la sociedad 
demandada le reconoce al gobierno de hecho ciertas facultades 
legislativas, cuando lié ofrece comprarle las construcciones o 
mejoras pagándole ciento cincuenta mil pesos m/n, (fs. 18/20 
y fs. 22). lo cual el P. K. no podría liacer sin una ley que lo 
autorice. 

<¿ue dilucidada en la forma que queda expuesta la cuestión 
referente a la faeultad para expropiar el inmueble objeto del 
presente juicio y atento el resultado favorable a que se í lepra, 
corresponde examinar lo referente al monto de la indemnización 
que debí» pairar el Estado por el mismo. Para ello, dadn la cues- 
tión planteada respecto de las mejoras hechas por el Estado en 
el terreno, si so» o no de la sociedad demandada y, por tanto, 
si deben o no indemnizarse, — conceptúo conveniente determi- 
nar primero la indemnización por el terreno y las mejoras que 
el mismo tiene hechas por la sociedad demandada. 

Que en cuanto al terreno, hay que partir de la base que 
son tierras con derecho a riego, pues ello está demostrado hasta 
por [as dos acequias que se expresa pasan por él. Siendo así, 
el perito Lefpiizamón le asigna a fs. 263 un valor de ochocientos 
pesos m/n. la ha.; el perito Izquierdo (Fs. 27<i) quinientos cin- 
cuenta y el perito tercero Arias (fs. 2S4 vta.l setecientos pe- 
sos in/A. Pienso que debe aceptarse e! avulúo hecho por el 
perito tercero, atento las razones (pie da para fijar ese valor, 
a lo cual debe apresarse que se trata de una suma intermedia 
entre las asignadas por los peritos de las partes. Tenemos en- 
tonces (pie, por el terreno con derecho a riego, debe pagarse 
catorce mil novecientos seis pesos con 78/100 m/n. 

En cuanto a la casa ocupada por la mayoría y por el capa- 
taz, e| perito Legutzamón las avalúa en seis mil y cinco mil 
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cuatro mil trescientos veinte y tres mil seiscientos pesos m/ii. 
(fs. 227) y el perito tercero Arias en siete mil doscientos y 
seis mil cuatrocientos ochenta vesos m/n. (fs. 285). Como no 
creo debe aceptarse el avalúo dd perito tercero por ser supe- 
rior al de la misma parte, pienso debe tomarse el del perito 
Legnizomón por cnanto es público y notorio el encarecimiento 
de toda construcción como lo hacen notar los peritos. Queda así 
Fijada en seis mil y cinco mil doscientos pesos m/n. el valor de 
cada casa. 

Hesperio de las cuatro barracas, eoiucidieudo el perito Iz- 
quierdo y Arias en el valor de catorce rail setecientos pesos 
m/n. debe ser aceptado como justo y por la misma razón el de 
cuatro mil novecientos pesos m/n. por dos barracas más, el de 
un mil seiscientos por otra barraca y el de tres mil pesos m/n. 
por treinta ranchos. En cuanto a los alambrados, postes y tra- 
billas, el perito Lefruizamóii los avalúa eu un mil setecientos 
setenta y tres pesos m/n. ; el perito Izquierdo en un mil sois- 
cientos veintiocho pesos y el )>erito tercero en tíos rail quinientos 
sesenta y siete pesos con 02/100 m/n. l*or las razones dudas res- 
pecto de las casas considero equitativo tomar el valor asqriiado 
por el perito Lefiuizanión o sea la suma de un mil setecientos 
setenta y tres pesos moneda nacional. 

Queda así fijado como indemnización por las 21 has. t 2í> as. 
54.10 m-\ terreno objeto de esta expropiación y las mejoras 
detalladas la simia de cincuenta y dos mil setenta y nueve pesos 
con setenta y ocho centavos m/n. 

Que en cuanto a las mejoras hechas por el Estado en el 
mencionado terreno, es de tener en cuenta que, las mismas 
podían ser totalmente retiradas por el Ministerio de Guerra al 
terminar el usufructo, de conformidad a lo preceptuado por el 
art. 4 del contrato cuya copia corre a fs, 2/4 y debe tenei-se 
presente que la facultad de retirar las mejoras efectuadas, no se 
encuentra condicionada sino a la posibilidad material o al deseo 
de hacerlo. Es decir, que incluso podía demolerse la manipos- 
tería y llevarse los escombros, de acuerdo a lo que se indica 
a fs. 130 tercer apartado por el Director General de Ingenie- 
ros al Ministro de Guerra. Por lo demás trataríase, para la so- 
ciedad demandada, de un simple dereelto en expectativa, o sea 
a lo que resulte una vez terminado el plazo estipulado para el 
usufructo, Pero es el caso que. antes de vencer dicho plazo, se 
resuelve la expropiación y se entra en posesión del terreno, por 
donde las mejoras pasan al expropiante antes de que ia socie- 
dad demandada haya consolidado su derecho en expectativa, 
es decir antes de que haya pasado a ser un derecho adquirido. 
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Por lo expuesto se declara que no corresponde indemniza- 
ción por Jas mejoras construidas en el inmueble objeto de esta 
expropiación por el Ministerio de Guerra. 

En su mérito v de conformidad con lo dispuesto por los 
arts. 4. 8, 14 de la 'ley 183 y 18 del decreto n* 17.290 de julio 
6 de 1944. 

Fallo ¡ 

I. Rechazando la inconstitucional idad alegada; y 

II. Haciendo lugar a la demanda de expropiación dedu- 
cida por el Gobierno de la Nación contra el Ingenio y Refine- 
ría San Martín del Tabacal, S. A., «ucesora de Patrón Costas 
y Mosoteguy. respecto del terreno y mejoras dcscriptos en la 
demanda y fijando como indemnización total la suma de cin- 
cuenta y dos mil setenta y nueve pesos con setenta y ocho cen- 
tavos moneda nacional; y, encontrándose depositada la canti- 
dad de cuarenta y siete mil cuatrocientos sesenta pesos eon cua- 
renta y siete centavos, deposítese por el expropiante el saldo 
de seis mil seiscientos diecinueve pesos con treinta y un centa- 
vos m/n. ( en el Banco de la Nación Argentina a la orden de 
este Juzgado por el concepto es presado en el término de diez 
días de consentida o ejecutoriada la presente y. fecho, se de- 
clarará '"nnsferida la propiedad (arts. 4 y 8. ley 189). Las 
costas por su orden (art. 18 del decreto 17.290. de 1944). — 

Sentencia de la Cámaua Federal, 
Y vistos: Considerando: 

Que no existen vicios substanciales del procedimiento n: 
de forma de la sentencia recurrida <pie bagan procedente el 
rrcurso de nulidad concedido al señor Procurador Fiscal a 
fs. :¡27. 

Por ello se desestima la nulidad invocada y por sus fun- 
damentos se confirma la sentencia recurrida con las costos de 
esta instancia también en el orden causado por no haber pros- 
perado ninguno de los recursos deducidos por las partes y lo 
dispuesto por el art. 18 del decreto 17.290/44. Excediendo la 
regulación de honorarios practicada al doctor Atilio Cornejo del 
monto autorizado en el art. 6» defd^rtrlifríMAW se lu reduce 
a la suma de un mil pesos moneda nacional. — Jorge M. Te- 
tón, — Mamut Si Ruiz. — Sorbería Antoni. 
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FALLO DE LA CORTE SUPRFiíA 

Bs. Aires, 3 de diciembre de 1947. 
V vistos ios autos "Gobierno de la Nación contra 
Ingenio y Refinería San Martín del Tabacal, S. A. — 
antes Patrón rostas y Mosoteguy — sobre expropia- 
ción", en los que se ba concedido el recurso ordinario 
de apelación interpuesto a fs. 34*2 por el señor Fiscal de 
Cámara y los recursos ordinarios de apelación, de nu- 
lidad y extraordinario deducidos a fs. 343 por el apo- 
derado de la parte demundada, contra la sentencia dic- 
tada a fs. 340/41 por la Cámara Federal de Tucumán. 

Considerando : 

Que los gobiernos de bocho tienen facultades le- 
gislativas en la medida cb que sea necesario legislar 
para gobernar porque en orden a la realización de los 
fines del Estado tienen la misma responsabilidad que 
los constituidos legalmente. En cuanto a la apreciación 
de la necesidad aludida por ser de carácter político, es 
ajena al juicio propio de los jueces. La intervención 
judicial sólo cabe para juzgar de la constitucionalidad 
substancial de los actos aludidos porque la disconformi- 
dad de ellos con los principios de la Constitución im- 
pone a los jueces el deber de atenerse a estos últimos 
(art. 31) pues se trata de normas colocadas con res- 
pecto a la Constitución en la misma jerarquía subor- 
dinada que cualesquiera otras. (Fallos: 208, 184 y 225). 

, Se alega en esta causa que es objetable el criterio 
en virtud del cual el Gobierno de hecho calificó de uti- 
lidad pública la expropiación mediando, como media- 
ba, el ofrecimiento gratuito de los demandados de una 
extensión mayor, apta para el fin que se procura y con 
la utilización de la cual se les evitaba el perjuicio que 
esta expropiación les causa innecesariamente. Pero ol 
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juicio de la utilidad pública es, en principio, privativo 
del legislador; sólo una extrema arbitrariedad en di- 
cha calificación podría justificar la revisión judicial de 
ella. Lo cual es Dátente que no ocurro en este caso, ni 
respecto a la con veniencia de instalar un destacamento 
militar en el lugar, ni respecto a la elección de este 
último. Lo demuestra, por lo demás, el consentimiento 
de los demandados para la instalación 
iiidn a principios de 1940 (contrato de fs. 2) 

Que los actos legislativos de los gobiernos de he- 
cho sólo dejan de tener vigencia cuando, como toda 
ley, son derogados por otras leyes. No hay razón para 
atribuir al establecimiento legal de las autoridades que 
suceden a las de hecho el efecto de producir la caduci- 
dad de los actos legislativos de estas últimas. La auto- 
ridad del Congreso constituido a raíz de dicho estable- 
cimiento hállase plenamente salvaguardada por la fa- 
cultad que le asiste de derogar las normas legales pro- 
venientes del gobierno de hecho, como cualesquiera 
otras. Si las sanciones legislativas del gobierno de he- 
dió caducasen al constituirse el gobierno legal, a partir 
de esa fecha ninguna autoridad debería aplicarlas, ni 
nadie estaría obligado a lo que en ellas se manda, con 
la anárquica consecuencia imaginable; salvo que se 
les atribuya vigencia hasta que el Congreso se pronun- 
cie sobre su ratificación, lo cual equivaldría, pura y 
simplemente, a considerar que el Congreso tiene res- 
peto a ellas como respecto a cualesquiera leyes, la fa- 
cultad de derogarlas (conf. Fallos: "Ziella E. v. Smi- 
riglio Hnos." del 1* de octubre ppdo. y "Ferrocarril 
Oeste" del 7 de noviembre ppdo,). Por consiguiente, 
para nada influye en la decisión de esta causa que so- 
bre el decreto ley cu que se dispuso la expropiación 
haya recaído o no sanción del Congreso. 
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Que si bien lo convenido por el Gobierno Nacional 
y los demandados respecto a la ocupación por el pri- 
mero de la tierra y mejoras que abora se expropian 
fné, según el convenio del 22 de junio de 1940, un usu- 
fructo, no es de aplicación en el caso lo dispuesto por 
el art. 3874 del Cód. Civil que invoca la recurrente. En 
primer lugar, porque el retiro de todas las construc- 
ciones hechas allí por el Gobierno Nacional no hubiera 
causado "detrimento de la cosa sujeta al usufructo", 
pues no consistieron cu refecciones o ampliaciones or- 
gánicamente agregadas a las mejoras existentes, sino 
en instalaciones independientes cuyo retiro hubiera po- 
dido obligar, en todo caso, por aplicación de la norma 
legal citada, a volver bi tierra ocupada por ellos a su 
estado natural anterior, pero a nada más. Y en segundo 
porque la situación está regida por la ley que las partes 
se dieron y que es el art. 4" del convenio recordado. Es,- - 
pues, de la interpretación de este último, de lo que aquí 
se trata. 

Que según dicha cláusula "art. 4") El Ministerio 
de Guerra podrá efectuar en el terreno y mejoras men- 
cíjnadas en el art. l v , todas las construcciones, amplia- 
ciones y modificaciones uteesarias para adoptarlos a 
las necesidades militares, .sin obligación de su parte, 
una vez vencido el presente convenio, do dejarlos en el 
estado inicial en que se encontraban; pudiendo retirar 
al fenecer el plazo estipulado las mejoras ejecutadas 
por su cuenta. Si no pudiese o no quisiese retirar las 
mejoras ejecutadas, éstas quedarán a beneficio de la 
Sociedad Patrón Costas y Mosoteguy, sin que ésta ten- 
ga que abonar suma alguna cualesquiera sea la natu- 
raleza o clase de las referidas mejoras". Facultado 
tan ampliamente el Ministino de Guerra para efectuar 
en el terreno y en las mejoras "todas las construccio- 
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nes, ampliaciones y modificaciones" que juzgase nece- 
sarias, sin obligación de dejar ni el terreno ni las me- 
joras en el estado inicial en que se encontraban y po- 
diendo retirar las que él ejecutara, lo que a continuación 
su dispone, — "Si no pudiese o no quisiese retirar las 
mejoras. . . " — , tiene que ser interpretado como la lisa 
y llana atribución a) Ministerio la facultad de retirar, 
si lo deseaba, cuanto pudiese ser materialmente retira- 
do. Está clara la intención de las partes de no acordar 
a los demandados otro derecho que el de no tener que 
abonar suma alguna por lo que el Ministerio no qui- 
siese o no pudiese retirar al concluir el convenio. La 
corroboración de que no se tuvo en vista la ejecución 
de mejoras con las que los usufructuarios habrían de 
beneficiarse, está dada por manifestaciones de ellos 
mismos según las cuales, cuando el Ministerio de Gue- 
rra optó por las construcciones de manipostería en lu- 
gar de las desmontables, le observaron la inconvenien- 
cia de la opción, y por su voluntad de pagar $ 150.000.00 
para que al concluir la ocupación no se dispusiera de 
ninguna de las mejoras introducidas (fs. 18/22). 

Es verdad que de no efectuarse la expropiación el 
Ministerio no hubiera podidn retirar buena parte de lo 
por él introducido sin destruirlo reduciéndolo a mate- 
riales de demolición; pero también lo es que la utiliza- 
ción de los materiales que podrían retirarse sin afectar 
su integridud — como los techos, los canos, la carpinte- 
ría, etc. — , retiro indiscutiblemente justificado y aun 
más, impuesto por obvias razones económicas para ami- 
norar el quebranto producido por la ejecución de insta- 
laciones fijas en terrenos de los que se disponía sólo 
por cinco años, hubiera dejado las mejoras en tales con- 
diciones (pie ello habría equivalido prácticamente al 
retiro total. Lo que quiere decir que Ja inutilización 
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más o menos grande, pero inutilización de todos modos, 
de las mejoras introducidas no hubiera comportado un 
abuso del derecbo, como lo pretende la defensa de los 
demandados» sino un ejercicio regular de él autorizado 
por el convenio y justificado por el deber de recupe- 
rar en alguna medida una inversión que el usufructuario 
no estaba obligado a dejar a favor de los dueños puesto 
que potlia no dejarla, y no por cierto con un arrasamien- 
to tan inútil para él como innecesariamente perjudicial 
para los dueños, sino de un modo que inutilizaba, sin 
duda, las mejoras para estos últimos, pero quo a él le 
permitía utilizar en parte lo invertido. 

Xo hay, pues, ni privación injustificada o abusiva 
de un beneficio posible para ios demandados, ni menos- 
cairo de mi derecho de estos últimos emergente del con- 
venio, que no les acordaba otro derecho respecto a las 
mejoras que el do kmeficiarse sin cargo con aquéllas 
imposibles de retirar, pero sin hacer depender esa po- 
sibilidad de que estuvieren o no adheridas al suelo y 
pudiesen o no desmontarse y aprovecharse en todo o 
en parte sin afectar su integridad. 

Que respecto al precio de la tierra y las mejoras 
el Tribunal no halla motivo para apartarse de la fija- 
ción hecha en la sentencia de primera instancia, con- 
firmada a fs. IÍ40 y que no difiere sensiblemente ni del 
precio ofrecido ni del que se determina en el dictamen 
del perito de los demnndados. 

Que para la aplicación del art 18 de la ley 189 re- 
formado por el decreto 17.920 sólo dclw considerar, en 
este caso, el importe del valor asignado a la tierra y 
las mejoras introducidas por los propietarios y existen- 
tes cuando comenzó la ocupación por parte del Minis- 
terio de Guerra, pues lo relativo al derecho sobre las 
mejoras efectuadas por este último constituyó capítulo 
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aparte en el litigio, vinculado con la expropiación sólo 
indirectamente. La estimación del valor de lo expro- 
piado hecha por los demandados sólo comprende, en 
rigor, lo que era de ellos indiscutiblemente. £1 cálenlo 
del art. 18, reformado, de la ley 189 debe, pues, hacerse 
tomando como precio pedido la cantidad de $ 60.000.00 
iii/n. on que el perito de los demandados justiprecia la 
tierra y las mejoras existentes antes de darse el inmue- 
ble en usufructo al Gobierno Nacional. Sobre esta base 
y atento lo ofrecido y lo que la sentencia manda pagar, 
las costas deben imponerse al expropiante. 

Por tanto se confirma en lo principal la sentencia 
apelada y se la reforma en cuanto a las costas, que se 
imponen a la parte actor». Téstense por Secretaría las 
frases subrayadas del memorial de fs. 357 y llámase 
la atención a los firmantes, por la falta de respeto que 
comportan. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — IjUjS R. Longhi — 
Justo L. Alvarez Ronníc.tTEZ 
— Rodolfo G. Valexzitela. 



JOSE ROGER BALET v. ALONSO GREGORIO 

COKSTITÜCWX NACIONAL: Derechos ¡/ pamnlías »' derecho 
ile propiedad. 

El derecho adquirido a obtener medíante la ejecución de 
una sentencia firme lo que ésta determina, no puede ser 
substaneialmente alterado por una ley posterior, tanto en 
lo relativo a la determinación imperativa del derecho 
romo a la eficacia ejecutiva de aquélla. No comporta esa 
alteración inconstitucional la ley que se limita a regular el 
modo y tiempo de obtener el efecto de manera distinta a 
la que establecía la ley vigente cuando el fallo jndieial 
se dictó, a menos que Ja nueva regulación lo destituyera 
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prácticamente de su eficacia ; lo cual habría de apreciarse 
con el mismo criterio que otras regulaciones legales de 
emergencia por las que se modificara circunstancialmente 
Ioh alcances atribuidos a ciertos derechos por las leyes 
bajo el imperio de la» coales se los adquirió. 

CONSTITUCION NACIONAL: CotwtiUtcionaUdad e inconstitucio- 
nulidad. Leyes nacionales. Comunes, 

El art. 1* de la ley 12.998 en cuanto manda suspender los 
desalojos hasta el 30 de junio de 1949 aunque exista sen- 
tencia firme que los ordene, no es violatoria de la Const. 
Nacional. 

Dictamen' del riiorciuDon Gesbral 



Suprema Corte: 

El presente caso guarda marcada analogía con el 
planteado en los autos "Rosa B. Scalcione c. Nicolás 
Di Nitpoli s. desalojo", en e! que expedí mi dictamen el 
121 de octubre de 1947 (■). 

(1) (¿ue dice io siguiente: 
Suprema Corte: 

Kosji B. Je Scaleione ilomnndó a Niroliis Di Xúpoli pof desalojo «o 
anta finca sita rn esta Capital, eon la autorización agregada a fa. % 
expedida \mr la Cámara de Alquileres. 

Llegado el juicio a estado de sentencia, el a qiia dictó la que cerro 
n U. 0, ordenando el desahucio del demandado en el término de noven- 
ta días. 

Ve nriiln el plazo y pedido rt buzamiento por In actor», se suscito 
nao incidencia entre las parta, durante cuya substanciación fué promul- 
gada la ley 12.098, de susgiension de desalojos. 

El inquilino, considerándose comprendido en sus tieneficios, solicitó 
la suspensión del juicio, a lo que el juzgado hito lugar por sentencia que 
obra a ta, 27 Tta./29, eon oposición del propietario. 

Contra este ultimo pronunciamiento el actor interpone el recurso «tro- 
ordinario del art. 14 de la ley 48, por entender que la interpreta ció» del 
o-qno de la Ley 12.99S, en el sentido que la misma autoriza a suspender 
el desahucio existiendo sentencia firme de desalojo, viola Ins garantías 
consagradas en tos arts. 17 y 18 de la Const. Nneionat, que establecen la 
garantía de la propiedad j de la defensa en juicio. 

El recurso ha sido interpuesto en tiempo, hnbicndose oportunamente 
planteado el caso federal. Pero en lo referente a los demos requisitos 
eiiffibles para su procedencia la conclusión no es la misma según se trate 
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Por las razones allí expresadas, que brevitath cau- 
sa me permito dar por reproducidas, estimo que V. E. 
debe pronunciarse de conformidad con la tesis que sus- 
tenta en esa ocasión. — Bs. Aires, octubre 30 de 1947. 
— Cartas G. Dclfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, lí de diciembre de 1947. 

Y vistos los autos "líojrer Balct e. Alonso Grego- 
rio, desalojo", en los que se lia concedido el recurso 
extraordinario a la parte actora. 



de las dos cláusulas constitucionales invocadas jwr el recurrente ni de- 
ducirlo. 

1*) Respecto de la gnrnntín constitucional consagrada en el nrt. 17 
de ta Oonst. Nacional, estimo que el roe «rio está suficientemente fundado, 
lo considero procedente, y que corresponde que V. E. »1 asi declararlo, se 
pronuncie sobre el fondo de la cuestión. A este aspecto me referiré más 
adelante. 

2») Otra es tu conclusión a que arribo tratándose de la impugnación 
formulada |H>r el recurrente, en cnanto pretende vulnerada la garantía 
consagrada en el nrt. 18 de mientra corta fundamental. Desde este punto 
de vista estimo que el recurso no li» sido debidamente fundado, y que 
no habiéndose cumplido In formalidad del art. !■> de la ley 4S, es im- 
procedente, 

l*nra el supuesto de que cu este punto V. K, no compartiera el cri- 
terio que dejo expuesto, y entrara a conocer del fundo del tisuittn. delm 
dejar establecido que la garantía del citado artículo 18 no hn sido en 
minio alguno vulnerada. Que et recurrente luí ejercido can la mayor 
amplitud su derecho de defensa en juicio, resulta con toda nítides de la 
intervención qoe hn tenido en ñutos después de la sentencia de fs. f» y 
antes de la de fs. 27 vtn./29. lia tenido oportunidad de hacerse oír, 
de fundamentar sus pretensiones, y así lo ha hecho. El a-quo las ha con- 
templado en la sentencia y se ha referido a ellas. I.n sola circunstancia 
de que el pronunciamiento final, emitido en In estancia oportuna del 
juicio, haya sido contrario a sns pretcnsiones, no enerva ni afecta el 
derecho de defensa en juicio ra ejercido. 

Habiéndome inclinado por la procedencia del recurso en el primer 
aspecto en que hn sido planteado, voy a referirme oliorn ni fondo mismo 
de In cuestión, o sea, si en el caso de autos se hn violado con perjuicio 
del recurrente ta garantía consograda en el nrt. 17 de la Const. Nacional. 

Para ello, considero que ante todo, por razones de buen método, es 
necesario Teducir a sus justos límites la cuestión sobre la que debe recaer 
el pronunciamiento de V. E., a cuyo efecto corresponde eliminar aquellos 
aspectos de la sentencia que, aunque impugnados por ln parte, no guar- 
dan relación con el cnso federal. 

SÍ la decisión recurrida puede afectar ni <itro onlen, como lo sostiene 
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Considerando : 

(¿ue por sentencia del 18 de julio ppdo. se decretó 
el desalojo del demandado dentro del plazo de cuarenta 
días, bajo apercibimiento de lauzamiento (fs. 18 vta.). 
Transcurrido dicho término, el actor solicitó, con fecha 
17 de setiembre, que se luciera efectivo el apercibimien- 
to decretado y para el supuesto de que el juzgado no 
accediera a ello en razón de lo dispuesto por el art. 1* 
de la ley V2.996 impugnó a dicha norma como violatoria 
de los arts. 17 y 18 de la Const. Nacional por impedir 

el actor, aua pretendidos juatos interesea, por haber nido la ley 12.U&H 
interpretada con alcance» que no tiene, es un punto que Mea]» a In juris- 
dicción apelada de ta Curte. 

Na procede pues entrar a considerar en un plano estrictamente legal, 
r en cuanto no ao vincule con el aspecto constitucional, cual ca la correcta 
u acertada interpretar ¡ón de la lej 12.998. 

Ka éata una ley coman, vp que reglamenta materias comprendidas, 
por id naturales*, en el mareo de loa código» comunes, (Fallos: 126: 315 
y .12.*; 128: 166; 17': 385; 191: «9) y guarda marcada analogía con 
las leyes 11,156 y 11.741, que V. E, fan conceptuado de orden común. 
(Fallo»: 135: 282; 137: 360; 146: 53; 177: 386). 

Y, en consecuencia, todo lo relativo a lu exacta interpretación do ana 
normas o acertada asignación de aus alcance», mientras no se cuestione 
ai ultrapasa los limites constitucionales, es de la competencia evlunlra 
dr la justicia local. 

Por ello descarto las defensa* que basa el apelante en la discusión 
parlamentaria, pue» ella, si bien es de utilidad para la interpretación de 
ta ley —lo que en el cuso na incumbo a V. E. — ca rece de toda eficacia 
para que el Poder encargado de mantener la supremacía de la Constitución, 
ae espida sobre la congt i tn rio nulidad de lo ley impugnada en un juicio. 

La única defensa opuesta por el recurrente, sobre la que cabo pro- 
nunciamiento de V. E„ ca ai la aplicación ie la ley 1'J.OÍIS, n un cano 
en que se ha ordenado el desalojo por sentencia que se halla firme, es o 
no constitucional. 

En el caso Mango t. Traba V. ti. declaró inconatituclonal la apli- 
cación retroactiva de una ley nueva, a un derecho reconocido por unu 
sentencia recaída en un juicio de desalojo, por entender que se trataba 
de un derecho de propiedad incorporado definitivamente al patrimonio. 

Adhiero en parte a ese criterio, y en parte disiento con él. 

Lo comparto en cuanto declara la improcedencia de la aplicación 
retroactiva de la ley a derechos incorporados definitivamente al patrimo- 
nio, mas no en cuanto admite que esa incorporación definitiva ne pro- 
dusea por el solo reconocimiento de la sentencia ya dictada, si ella todavía 
no ha producido aua efectos en el terreno estrictamente material. 

El derecho que reconoce una sentencia mientras éata no ae haya hecho 
materialmente efectiva, modifican Jo nsf de acuerdo con la decisión judi- 
cial lu situación de hecho anterior ai litigio, del que fué causa determi- 
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el cumplimiento de lo dispuesto por una sentencia fir- 
mo (fs. 20). Denegado el pedido en atención a lo dis- 
puesto por la mencionada ley y ordenada la suspensión 
de todo trámite en el juicio hasta la expiración del pla- 
zo legal (fs. 20 vta.) el actor interpuso a fs. 21 el re- 
curso extraordinario debidamente fundado, el que le 
fué bien concedido a fs. 22. 

Que el derecbo adquirido a obtener mediante la 
ejecución de una sentencia firme lo que la misma deter- 
mina, no puede ser substaucialmcnte alterado por las 
disposiciones de una ley posterior, pues para que el acto 



nante, no tiene un valor constitucional distinto de otros que, ¡«>r falta de 
oposición, no han tenido oportunidad de debatirse eti un pleito. 

La sentencia t»r sí solo no tiene otro efecto que el de reconocer la 
existencia de un derecho que le es preexistente, ]«ro res|>ecto de £1 no lo 
consolida ni lo perfecciona, solamente lo declara tal cual es, sin agregarle 
ningún elemento nuevo que iu eleve de jerarquía. 

£1 pronunciamiento judicial vn encaminado a hacer cesar la resisten- 
cia que ilícitamente se opone a un derecho, a certificar que la ley reco- 
noce su existencia y que le dispensa su protección, y a autoriiar que ésta 
se haga efectiva mediante el uso de la fuer tu pública si fuere necesario. 

Pero la incorporación de este derecho al patrimonio no tiene lugar 
por la declaración judicial sobre tal procedencia, sino por el liecho efec- 
tivo y material de la incorporación, que lo mismo puede tener lugar sin 
que medie pronuncia miento de la justicia. 

Tampoco es La sentencia por si sola una fuente originaria de dere- 
chos, ya que no puede darlos a quien no ra su titular antea de dirtada. 
Solo la ley es, en definitiva, su única fuente, ya en cuanto los concede 
directamente, o en cuanto establece tas causas que pueden darle naci- 
miento. Mas una reí que el derecbo ha nacido, el reconocimiento judi- 
cial no lo eleva a un plano constitucional superior, en el que se baile 
rodeado de mayores garantí»*. 

(Establece acaso la (.institución In mayor eficacia de los derechos 
quo consagra, a partir de la seatencia que los reconoce, o los reviste de 
garantías especiales por In sala circunstancia de que habiéndose suscitado 
una contienda judicial sobre su existencia, se hoya podido pronuaciar 
una decisión ni respecto T 

Pora la Constitución los derechos valen jior lo que ellos son, no jwr- 
que el Poder Judicial los haya reconocido. 

Por lo tanto considero que el derecbo del actor, jicsc it su reconocí 
miento judicial anterior a bt ley Í2MS, a\ no haber sido incorporado 
definitivamente a su patrimonio por el solo hecho del pronunciamiento 
judicial, se encuentra en el mismo plano que el de otros propietarios que, 
en idénticas condiciones, no tuvieron sentencia alguna a su favor, y que 
en consecuencia la citada lev es aplicable al caso ocurrente, como lo ha 
resuelto el aqun, sin que ello viole la garantí» del art. 17 de la Const. 
Nacional. Bs. Aires, octubre 21 de 1917. — Curio* fí. Delfín». 
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judicial de la sentencia firme, es decir, de aquella res- 
pecto a la cual están agotados los recurso» que el ré- 
gimen procesal establezca, consuma su misión propia 
eme es afianzar la justicia discerniendo de modo con- 
creto y particularizado lo propio de cada uno tiene 
que ser, cu lo esencial de ól, intangible. Y como sin 
ese afianzamiento no hay orden público, la alteración 
de los derechos adquiridos que las leyes pueden llegar 
n disponer circunstawñalmciitc para asegurar el bien 
común comprometido en la emergencia por desequili- 
brios económicos o sociales u otros motivos de análogo 
carácter extraordinario (Fallos: 204, 195 y signicntes 
y los allí citados) no puede alcanzar a la inmutabilidad 
de la cosa juzgadn porque no hay bienestar general 
posible fuera del orden. 

Que esta autoridad de la sentencia debe ser invio- 
lable tanto con respecto a la determinación imperativa 
del derecho sobre el cual se requirió pronunciamiento 
judicial, cnanto en orden a la eficacia ejecutiva de este 
ú'timo. Una sentencia condenatoria, como es la de des- 
alojo, destituida de ese efecto es una contradicción en 
los términos. Pero una cosa es que toda sentencia firme 
deba poder ser ejecutada, y otra cómo y cuándo haya 
de serlo. 

Que de lo « puesto sigúese no ser constitueionnlmen- 
te inválida una ley que respetando el juicio que las sen- 
tencias contienen —lo juzgado por ellas no ha de volver 
a juzgarse — , y sin desconocer que es de la esencia del 
pronutieiamiento judicial ta fuerza ejecutiva, regule el 
modo y tiempo de obtener el efecto de manera distinta 
a como lo regulaba la ley vigente cuando la sentencia 
se dictó, mientras la nueva regulación no importe des- 
tituir prácticamente de su eficacia a esta última. 
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tos de las sentencias, con el mismo criterio que otras 
regulaciones legales de emergencia por Ins que se mo- 
difican circnnstancialmente los alcances atribuidos a 
ciertos derechos por las leyes bajo el imperio de las 
cuales se los adquirió. Todo cuanto se lia expresado en 
la jurisprudencia de esta Corte sobre las condiciones 
y los límites de la legislación de emergencia en talos 
casos, cg de aplicación aquí (Fallos: 20J, 456; 199, 47'i 
último considerando y, entre otros, los allí citados). 
Pero no hay razón para que posibilidad de ingeren- 
cia legal a posteriori en el ejercicio del derecho de pro- 
piedad, como la que consiste en modificar el plazo de 
las locaciones, no se reconozca, con las expresas salve- 
dades puntualizadas precedentemente, respecto al ejer- 
cicio del derecho que nace de una sentencia de desalojo. 
El amparo constitucional actúa del mismo modo en 
ambos casos. Así como una legislación de esta especie 
sería inconstitucional si la emergencia no la justificara 



propiedad, lo sería la que en punto ni derecho adquirido 
mediante una sentencia alterase su eficacia de tal mo- 
do que importara dejarla prácticamente sin efecto hi- 
riendo con ello la autoridad de la cosa juzgada. Pero 
esto no sucede con lo dispuesto en el art. V de la ley 
12.998, que se limita a equiparar, en la suspensión has- 
ta el 30 de junio de 1949 por ella impuesta, los trámites 
de los juicios de desalojo —reproduciendo disposicio- 
nes análogas que en su hora fueron declaradas consti- 
tucionales por esta Corte (Fallos: 204, 195)—, y los 
plazos para el desahucio. El derecho tle los propietarios 
afectados por la suspensión en uno y otro caso no deja 
tle ser do la misma especie porque en uno baya senten- 
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oía y en el otro no. La sentencia agrega* sin duda, una 
perfección al derecho de que se trata, pues a raíz de ella 
la posibilidad de hacerlo efectivo que antes estaba sólo 
en potencia, está en acto, pero la naturaleza del dere- 
cho no ha cambiado y no hay razón para que la garan- 
tía constitucional de la inviolabilidad actúe de distinto 
modo en un caso y en otro. Y desde el punto de vista 
que primoi'dialineutc importa aquí, el de la autoridad 
de la cosa juzgada, desde et cual podría tenerse que 
declarar inconstitucional una ley, con prescindencia del 
efecto de ella sobre el derecho individual juzgado, por 
imponerlo el afianzamiento de la justicia que requiere 
a su vez el del imperio judicial, no hay agravio que 
autorice una declaración semejante. La temporaria sns- 
pensión dispuesta, que la emergencia justifica tanto 
respecto a los desahucios como al trámite de los juicios, 
no afecta lo juzgado ni importa destituir de su efecto 
propio a la sentencia, sino sólo modificar su tiempo, y 
esto mismo determinadamente. 

Por tanto y los fundamentos del dictamen del Pro- 
curador General se declara que el art. V de la ley 
12.998 en cuanto manda suspender los desahucios hasta 
el 30 de junio de 1949, no es viola torio de la Oonst. 
Xaqional, y se confirma en consecuencia la decisión de 
fs. 20 vtn. en cuanto ha sido materia del recurso. 

To>fÁs D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Loxritii — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo O. Valejízuela, 
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8. A. CIA. SAN PABLO v. DIRECCION GENERAL DEL 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. 
Sentencia definitiva. Resoluciones anteriores. 

Nn procede el recurso ordinario contra la resolución que 
se limita a exifíir el cumplimiento del [requisito previsto 
en el urt. I» de la ley 11.634 (*). 



ARTURO ESCOBAR v. C.T.C.B.A. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos propio*. Relación 
tlirn-t». Norma* extrañas al jniria. Arta. 16 a 10 de la Constitución. 

Los urts. 16 y 31 de la Const. Nacional son ajenos a la 
cuestión referente a saber si ante to dispuesto por las le- 
yes 11.729 y 11.110 procede otorscar las indemnizaciones 
ipie establece ta primera ( 2 ). 



SOC. DE RES!'. LTDA. EMPRESA CENTRAL f'ASILDA 
v. PROV. DE CORDOBA 

COMERCIO INTERPRO VINCIAL. 

Las provincias no se hallan autorizadas para dictar leyes 
o reglamentos de carácter general o municipal que com- 
porten directa o indirectamente trabar o perturbar de 
cualquier modo que no signifique el ejercicio de sus pode- 
res de policía. la libre circulación territorial o que puedan 
afectar el derecho de reglamentar el comercio, conferido 
al Congreso de la Nación con el carácter de una facultad 
exclusiva. 

CONSTITUCION NACIONAL: ConstitHcionalidad « mconstitucüh 
nalidad. Leyes provinciales. Córdoba, 

Las disposiciones de la ley 3963 de la Prov. de Córdoba 
y su decreto reglamentario 28.019, serie c), referentes a 

(i) 3 de diciembre de 1947. Fallo*: 208, 125. 
{2) 3 de diciembre de 1917. Doctrina de Fnllra: 202, 211 ; 205, 310, 
206, 112; 208, 474, 
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iu& condiciones en que dentro del territi o de aquélla 
debe efectuarse el transporte de pasajeros no pueden ser 
aplicados, sin violar los arta. 31 y 67, inc. 12, de la Const. 
Nacional, a las empresas que, por realizar el transporte 
interprovtncial de pasajeros, están regidas exclusivamen- 
te por la ley nacional 12.346; por lo que procede la de- 
vohicicm de las multas cobradas a «fichas empresas por 
««puestas infracciones a la ley y al decreto mencionados. 

PlCTAMKN !»KL PlMUUJIADOU GENERAL 



Co forme lo admitió implícitamente la providen- 
cia do fs. 10 al correr traslado de la demanda, corres- 
ponde a V. E, conocer en este litigio. 

Por lo que respecta a la cuestión constitucional ma- 
teria del mismo, trátase de un caso equiparable a los 

del 11 de diciembre de lí>44 (exp. E.— 89— L. IX). Pro- 
cede, pues, aplicarle dicha jurisprudencia, o sea, hacer 
lugar a la acción en cuanto no se oponga» a ello circuns- 
tancias de Medio o prueba, cuyo análisis escapa a mi dic- 
tamen. — lis. Aires, marzo 2 de 1*140. — Juan Alvares, 



FALLO DE LA COHTE SUIMÍEMA 

lis. Aires, 1 de diciembre de 1!H7. 

Y vistos los ñutos "Central Casilda Empresa (De 
la Encina, Orecehia y Cía. Sociedad de Responsabilidad 
Limitada) contra Córdoba la Provincia sobre devolu- 
ción de peso»** de los que resulta: 

Que a fs. 8 I). Rodolfo Ortega \ ciar de, en repre- 
sentación de la empresa "Central Casilda — De la En- 
cina, Oreeeliia y Cía,, Soe. de Rosp. Ltda. — domicilia- 
ba en Rosario de Santa Fe", demanda a la Provincia de 



Córdoba por devolución de | 675 m/n., fundado en los 
hechos y el derecho siguiente 

La compañía actora se dedica a la explotación de 
tos servicios públicos de transporte de pasajeros en 
ómnibus entre las ciudades de Rosario (Prov. de San- 
ta Fe) y Villa María (Prov. de Córdoba) sobre la base 
de la concesión otorgada por la Comisión Nacional de 
Coordinación de Transportes creada por la ley nacio- 
nal 12.346, dependiente hoy de la Dirección Nacional 
de Transportes. 

Por resolución del 25 de agosto de 1944 la Direc- 
ción de Turismo en la Prov. de Córdoba aplicó a la ac- 
tora una multa de * 675 m/n., fundada en haber ésta 
incurrido en la sanción prevista por el art, 121, inc. 19, 
del decreto 28.019, serie C, de dicha provincia al utili- 
zar en los servicios cumplidos con sus coches 556, 562 
y 563 personal no autorizado por dicha repartición pro- 
La empresa hizo el pago bajo protesta, con arreglo 
a lo que resulta del recibo y del telegrama que acom- 
paña, pues sostiene que, estando sus actividades regla- 
das por el Congreso de la Nación — art. 3 de la ley ci- 
tada y decreto reglamentario del 17 de abril de 1939— 
en ejercicio de facultades que le acuerda privativamente 
el art. 67, inc. 12, de la Const. Nacional, el cobro men- 
cionado, sobre la base de disposiciones de carácter pro- 
vincial, implica violación de dichas normas, por lo que 
procede la repetición de lo que indebidamente tuvo 
que pagar para evitar que las autoridades provinciales 
detuvieran a los conductores de los vehículos. 

Fúndase el derecho de la actora en los preceptos 
constitucionales, legales y reglamentarios mencionados, 
en el art. 31 de la Const. Nacional, y en la jurispruden- 
cia de la Corte 



Por todo ello se solicita que se haga lagar a la ac- 
ción de repetición, con intereses y costas. 

Que a fs. 14 D. Carlos J. Rodríguez, en represen- 
tación de la Provincia de Córdoba, solicita el recha-o 
de la demanda, con costas. 

Manifiesta que la actora tiene concesión provin- 
cial con arreglo : 1* u la resolución 1098 del 29 de moyo 
de 1935 del Ministerio de Obras Públicas de Córdoba, 
que a su pedido la autorizó para establecer y explotar 
un servicio de ómnibus para el transporte de pasajeros 
entre Monte Buey y Cruz Alta; 2> a la resolución de 
igual origen dictada el 20 de agosto de 1935, por la que 
se le autorizó para extender el servicio hasta la ciudad 
de Villa María, pasando por Justiniano Posse, etc. ; 3* 
al decreto 7114, serie C, del 13 de junio de 1944, por el 
cual el Fí K. de la Provincia, ante ta solicitud presen- 
tada el 28 de febrero de 1942, declaró a la compañía 
acogida a los beneficios del art. 4 de la ley 3963 con el 
recorrido integrado; es decir Villa María, Sanabrta, 
Ausonia, La Laguna, Cayuques, Idiazabal, etc., hasta 
Cruz Alta, límite con Santa Pe. 

Lo anterior demuestra —según la demandada— la 
procedencia de la aplicación de la ley 3963 y del decre- 
to reglamentario 28.019, serie C. a la empresa actora, 
que jamás acreditó ante las autoridades provinciales 
ni en el presente juicio — como afirma que correspondía 
art. 10 de la ley 50 so pena de no poder 





Las multas que se cuestionan fueron aplicadas por 
no haber utilizado personal autorizado en los servicios 
cumplidos en los coches chapas 563, 562 y 560 y por 
al art. 81 del decreto 28.019 serie C. en los 

en no llevar 




DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



417 



nadas, tener en mal estado la pintura y la tapicería, no 
haber desinfectado el coche en Córdoba sino en Santa 
Fe mensualmentc, etc. 

En cuanto al derecho, el representante provincial 
expresa que aun cuando la demandante tuviera una con- 
cesión nacional, los arts. 67, iuu. l'J, de la Const. Nacio- 
nal y 3 de la ley nacional 12,346, no obstarían al ejer- 

a la provincia y que no importa reglamentar ni obstacu- 
lizar el comercio ni el transporte interprovincial; como 
entiende que resulta de la jurisprudencia norteameri- 
cana que cita. Las violaciones multadas, dice, refiérense 

rar dentro de la provincia la salud y la vida de sus 
habitantes, por las cuales incumbe a aquélla velar adop- 
tando las medidas pertinentes. 

Que abierto el juicio a prueba, se produjo la que 
indica el certificado de t's. 111, alegó tan sólo la actora 
a is. 114, dictaminó a fs 
v dictóse a fs. V27 vta. la 
definitiva. 

Considerando: 




Que por resolución del 23 de agosto de 1944 de la 
Dirección Nacional de Turismo de la Provincia de Cór- 
doba se aplica una multa de $ 675 m/n. a la citada em- 
presa por utilizar en los servicios de sns coches 563, 
562 y 556 personal no autorizado por aquella reparti- 
ción provincial, con lo cual violó los preceptos de la 
ley 3963 y del decreto reglamentario 28.019, serie C. 
de la Provincia de Córdoba. 

Que por resolución de diciembre 13 de 1939 la Co- 
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ra los servicios de esta empresa comprendidos en el 
arí. 3, apartado 2% de Ja ley 12. 346 y en consecuencia 
sometidos a la autoridad y jurisdicción exclusiva de 
la misma (fs. 46). 

Que, cu consecuencia, la cuestión traída a la deci- 
sión de esta Corte Suprema es la del alcance de la fa- 
cultad eu virtud de la cual la Provincia de Córdoba 
aplicó la multa mencionada, vale decir, si se trata o no 
de materia reservada a las reglamentaciones que dicten 
el Poder Ejecutivo Nacional o la Comisión Nacional 
de Coordinación de Transportes, en la órbita de las 
atribuciones acordadas por el Congreso Nacional en 
ejercicio de su facultad de reglar el comercio terrestre 
interprovincial o entre una provincia y la Capital Fe- 
deral (art. 67, iuc. 12, de la Constitución Nacional y 
ley 12.346, art. 9"). 

Establecidos los hechos que se puntualizan refe- 
rentes a ta aplicación de la multa (fs. 42) su pago (fs. 
41) recibo (fs. 5) y protesta (fs. 37 y 39) los que no 
han sido cuestionados, corresponde resolver el fondo 
de la cuestión. 

Es evidente que la empresa explota el servicio pú- 
blico de transporte en ómnibus entre las ciudades de 
Rosario, Prov. de Santa Pe y Villa María, Prov. de 
Córdoba, en virtud de la concesión que le fuera otor- 
gada por la Dirección Nacional de Coordinación de 
Transportes (informe del Ministerio de Obras Públicas 
de la Nación, Dirección de Transportes, (fs. 46). 

El art, 3 de la ley n* 12.346 de "creación de la 
Comisión Nacional de Coordinación de Transportes" 
establece que: (i las provincias y municipalidades po- 
drán reglamentar el tráfico de pasajeros» encomiendas 
o cargas en servicios locales cuyos puntos terminales 
estén situados dentro de su territorio, cualesquiera que 



caminos que utilice, pero esas reglamentacio- 
nes no podrán afectar los transportes interprovinciales 
regidos por la presente ley y sus disposiciones regla- 
mentarias'*, agregando qne: "en ningún caso las em- 
presas de transporte por camino quedarán sujetas a 
más de una jurisdicción, salvo el derecho que corres- 
ponde a las municipalidades para fijar recorridos y 
reglamentar el tráfico dentro de la zona urbana del 
municipio 1 '. 

Esta Corte lia dicho que el ort. 67, inc. 12, de la 
Constitución Nacional reserva al Congreso de la Na- 
ción la facultad de reglar el comercio y por ende el 
transporte de las provincias entre sí substrayendo a 
éstas consiguientemente el poder de expedir leyes o 
decretos que imposibiliten o interfieran el ejercicio de 
aquel poder nacional. Las provincias en el ejercicio de 

bién'este Corte, no se hallan autorizadas para dictar 
leyes o reglamentos de carácter general o municipal 
que comporten directa o indirectamente trabar o per- 
turbar, de cualquier modo que no signifique el ejercicio 
de sus poderes de policía, la libre circulación territo- 
rial o que puedan afectar el derecho de reglamentar el 
comercio conferido al Congrego de la Nación con el 
carácter de una facultad exclusiva (T. 188, pág. 27; 
T. 199, pág. 329 y los allí citados). 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dicta- 
minado por el Sr. Procurador General, se hace lugar a 
la demanda condenando a la Provincia de Córdoba a 
restituir la suma de seiscientos setenta y cinco pesos 
moneda nacional dentro del plazo de treinta días con 
sus intereses a estilo de los que cobra el Banco de la 
Nación Argentina desde la notificación de la demanda. 
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Con costa» on atención a la naturaleza ele las cuestio- 
nes debatidas. 



LEANDRO GARCIA Y OTROS v. PHOV. DE BUENOS 

AIRES 

PRESCRIPCION. Comienzo. 

La prescripción comienza a correr a partir del momento 
en que el derecho pueda ser ejercido. 

PRESCRIPCION: Interrupción. 

La interrupción supone una prescripción cuyo enrso ha 
comenzado. 

El reconocimiento interruptivo de la prescripción pue- 
de ser expreso o tácito. El primero no requiere forma 
especial, bastando que de los términos empleados resulte 
claramente la voluntad de confesar el derecho del acree- 
dor ; el segundo emana de hechos que impliquen inequívo- 
camente dicha voluntad. Por ser unilateral el reconoci- 
miento es suceptible de realizarse en actos cumplidos con 
terceros y aun en juicio en que el acreedor no fué parte. 
Puede resultar del mandato otorgado para el cumplimien- 
to de la obligación. 

Habiendo otorgado la Provincia por dos veces man- 
dato al actor para recuperar la posesión de tierras que 
debía transferir a éste en propiedad y reconocido el Fis- 
cal de Estado en los juicios iniciados por el demandante 
el origen del poder y el proposito con que fué otorgado, 
se ha producido la interrupción de la prescripción. 

DEMANDA : Contettación de la demanda. Requisitos. 

Si la contestación negativa general de la demanda por 
una Provincia no aparece como inexcusable negligencia o 
indebido recurso procesal, no es aplicable el art. 86 de la 
ley 50 y el actor está obligado a la prueba de tos extremos 
en que se funda la demanda. 




Justo L, Alvabez Rodríguez 
— Bodolfo O. Vaxenzitíla. 
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LITISCONTEST ACION. 

La contestación negativa general de la demanda no auto- 
riza a plantear en el alegato cuestionen de derecho que 
no sean consecuencia de aquella actitud. 

DONACION. 

El derecho de "ubicar tierras" de la Provincia de Bs. 
Aires no puede hacerse electivo sobre las que no se de- 
mucHtre que eran públicas en el momento de la transac- 
ción que lo origina. 

PRUEBA: Perito*. 

Aunque en principio la apreciación de circunstancias de 
hecho y puntos de derecho es ajena a la misión pericial 
el dictamen es prueba válida, si el cuestionario no fué 
oportunamente objetado ni la pericia observada. 

El derecho de "ubicar tierras públicas'' concedido en 
1821 con el alcance de la facultad de su titular para pedir 
la entrega de los que indique a los fines de su escritura- 
ción en propiedad, es inexplicable y anacrónico en la 
actualidad. 



Dictamen ijel PiiocniAPon (tknkkal 
Suprema Corte: 

Con U sumaria información producida a fs. 9-10, 

esta ciudad; y pues se trata de cansa civil contra la 
Provincia de Bs, Aires, no hace falta más para con- 
cluir que corresponde a V. E. conocer originariamente 
en el litigio. 

Por lo que hace a las cuestiones de fondo debati- 
das en autos, lo son todas de derecho común, resultan- 
do así ajenas a mi dictamen. — Bs. Aires, octubre 1* 
de 1946. — Juan Airaren. 
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Bs. Ai ros, diciembre 3 de 1947. 

■ 

Y vista )a precedente causa caratulada: "García 
Leandro, Gonzalo Arturo García, Laura Inés García 
de Halicnzo y Damián Juan Gareáa contra Buenos 
Airea, la Provincia sobre entrega de tierra" de la que 
resolta 

Que a fs. ü se presenta D. José Citriniti, apode- 
rado de D, Leandro García, D. Gonzalo Arturo Gar- 
cía, D* Laura Inés García de Matienzo y de D. Da- 
mián Juan García promoviendo demanda contra la Pro- 
vincia de Buenos Aires para que se la condene a entregar 
a sus mandantes una fracción de tierra de 82 hs. 82 
as. 75 cas. y 42 déos, cuadrados con la ubicación que 
resulta del croquis qne se acompaña. 

Expresa que hace más de 32 años D. Luis Vernet 
demandó a la Provincia para que se le reconociesen 
los derechos que tenían origen en la merced de D. 
Antonio Sáenz, do 1821. pleito que terminó por transac- 
ción. Los derechos acordados por ésta fueron transmi- 
tidos por los sucesores singulares de D. Luis Vernet, 
D. Luis Goyena y D. Juan Mendieta a D. Leandro 
García. 

Que con este título el último de los nombrados de- 
mandó a la provincia para que se la condenara a es- 
criturar una fracción de tierra, dictándose sentencia 
por esta Corte en 2 de junio de 1908 disponiendo que 
la demandada escriturara a D. Leandro García 229 hs. 
53 as. y 34 cas., en la Estanzuela del Reí, de Lomas o 
del Estado, en la forma que resulta de la parte dispo- 
sitiva de la resolución transcripta en Fallos: 109, 183. 

Que en ese precedente esta Corte precisó los ca- 



racteres esenciales .leí derecho de D. Leandro García 
haciendo constar que por derecho de ubicar se entendía 
el de pedir la entrega de los inmuebles en el punto 
indicado por el denunciante ; qne el título origina! no 
consignaba ninguna condición especial de los terrenos, 
salvo la de que perteneciesen a la Provincia; y que 
el único extremo a probar por el actor era que fuesen 
fiscales los terrenos pedidos. 

Que en cumplimiento de esa sentencia la Provincia 
escrituró a favor de García en 25 de febrero de 1909, 
177 hs., 49 as., 77 cas., no pudiendo dar la posesión si- 
no de IOS lis., 70 as., 65 cas. 

Que D. Leandro García consiguió reivindicar dos 
fracciones; una de 12 hs., 84 as., 72 cas. y otra de 27 
lis., 1 a., 88 cas., es decir que en total recibió 146 hs., 
64 as., 58 cas. y 58 dcos. cuadrados. Hay pues un saldo 
de 82 hs., 88 as., 75 cas. y 42 dcos. a favor de sus repre- 
sentados y que éstos reclaman en el presente juicio. 

Que la Provincia de Buenos Aires es propietaria 
de una fracción de terreno situada en el Partido de La 
Plata, a inmediaciones del Pueblo Dique X a 1, con los 
linderos que indica el croquis qne adjunta, en la qne 
sus mandantes consideran que debe serles ubicada la 
diferencia qne tienen a su favor, en los términos de 
la sentencia de Fallos : 108, 183 y en la forma represen- 
tada en el plano mencionado. 

Que los terrenos enya escrituración se demanda 
no tienen ninguno de los caracteres que esta Corte 
tomó en consideración en Fallos: 115, 157; pues no es- 
tán reservados para asientos de pueblos, han estado 
siempre dentro del territorio de la Provincia y no 
fneron adquiridos con posterioridad a la transacción 
y con un destino determinado. Son tierras comprendí- 
final de la ley de enero 
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1867, os decir terrenos de la cuarta sección y de cua- 
trocientos mil pesos la legua (art. 10 de la ley citada) 
a que alude el fallo del Tribunal. 

Que el derecho que sustenta ta demanda ha sido 
reconocido varias veces por esta Corte y se basa en 
la transacción hecha entre la Provincia y D. Luis Ver- 
net y en lo dispuesto en los arts. 496, 11**7 v concordan- 
tes del Cód. Civil. 

En definitiva pide se haga lugar a la demanda, 
con costas. 

Que corrido traslado, contesta la demanda a fs. 
17 D. Salvador Corminas, en representación de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, y dice: 

Que no le lian sido suministrados los antecedentes 
administrativos que pidiera a las respectivas reparti- 
ciones públicas, por lo que, sin perjuicio de atenerse 
a las resultas de sus constancias, cumple la exigencia 
del art. 86 de la ley 50, negando los hechos indicados 
en la demanda y solicitando sn rechazo con costas. 

Que por auto de fs. 19 vta. se abrió la causa a 
prueba. A fs. 22 el representante provincial D. Sal- 
vador Corminas opone la defensa de prescripción de 
la acción deducida, que pide se admita con costas y 
costos. Corrido traslado de la misma, es contestada a 
fs, 26 por el apoderado de los actores solicitando se 
la desestime con costas. 

Que la pruclw producida es la que menciona el cer- 
tificado de Secretaría de fs. 197. A fs. 204 y 209 se 
agregaron los alegatos de las partes, dictaminando el 
Sr. Procurador General a fs." 215. A fs. 215 vta. se 
llamaron autoi 



1) Que la defensa opuesta a fs. 22 se basa en el 
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tiempo transcurrido desde la fecha del pronunciamiento 
de Fallos : 109, 183, donde se reconoció por esta Corte 
el derecho en que los actores fundan la actual demanda 
—junio 2 de 1908— a partir de la cual habría corrido 
la prescripción de diez años de la acción de escritura- 
ción. Afírmase además que el pleito a que puso fin la 
sentencia transcripta en Fallos: 115, 157, no la habría 
interrumpido, y que en todo caso, resuelta la causa en 
26 de diciembre de 1911, la acción cataría de cualquier 
modo prescripta. 

Que por su parte los actores sostienen que la pres- 
cripción no empezó a correr en junio 2 de 1908, porque 
el Gobierno de la Provincia se allanó a cumplir el fallo 
dictado en esa fecha, a cuyo efecto otorgó poder a D. 
Leandro García, en 7 de junio de 1909, para que rei- 
vindicara de terceros una fracción de tierra que com- 
pletaba la superficie que esta Corte ordenara entre- 
garle. Esos juicios duraron largos años y terminado 
el último en 1937, sólo entonces se conoció la extensión 
que faltaba completar a sus mandantes es decir que 
recién tuvieron éstos títulos para requerir la integra- 
ción que persigue la demanda. Agregan que cada escri- 
to presentado por D. Leandro García en representación 
de la Provincia de Buenos Aires, es un acto interrup- 
tivo de la prescripción, porque demuestra el reconoci- 
miento del derecho de aquél. 

2) Que esta Corte, sobre la base de lo dispuesto 
en el art. 3956 del Cód. Civil lia resuelto reiterada- 
mente que la proscripción comienza a correr a partir 
del momento en que el derecho pueda ser ejercitado. 
—Fallos : 56, 428 y 441 ; 196, 41 ; 207, 333. Y es indudable 
que el que reconoció la sentencia dictada por esta Corte 
en la causa que D. Leandro García siguió contra la 
Provincia de Buenos Aires —Fallos: 109, 183—, pudo 
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serlo a partir de que la misma quedó consentida. Sien- 
do por lo demás así que los actores invocan actos inte- 
rroptivos de la prescripción, lo que precisamente sapo- 
ne el curso de la misma — art. 3998 del Cód. Civil— el 
ponto a resolver queda reducido a la comprobación de 
la existencia de aquéllos, y en su cbbo, a la dilucidación 
de si no ha transcurrido, desde entonces, el plazo para 
que la prescribió» se cumpla. 

3) Que con arreglo a lo preceptuado en el art 
3.989 del Cód. Civil "la prescripción es interrumpida 
por el reconocimiento, expreso o tácito, que el deudor 
o poseedor hace del derecho de aquel contra quien pres- 
cribía* \ Como el texto Jo indica el reconocimiento puede 
ser expreso o tácito. En el primer caso no se requiere 
formalidades especiales, pues basta que la voluntad 
de confesar el derecho del acreedor resulte claramente 
de los términos empleados. Para el segundo es sufi- 
ciente la existencia de hechos que impliquen inequívo- 
camente la referida voluntad. Fallos: 96, 260 y 328; 
127, 243; 182, 57; 195, 66; Planiol, Traite ElémetUatre 
de Droit Civil, T. 2, ném. 665; Bogbón, Code Napoleón, 
T. 2, pág. .1273; Baudry-Lacantixehie, Trattato Teóri- 
co Practico di Diritto Civüe, traducción italiana, T. 
28, pág. 390, núm. 529. 

Que así el reconocimiento puede resultar de un 
mandato tendiente al cumplimiento de la obligación, 
como expresamente lo recuerda el autor citado en últi- 
mo término. Salvat, Obligaciones, '§ ed. pág. 882, núm. 
2153. Acercándose al supuesto de autos establece que 
"el otorgamiento de poderes para el cumplimiento de 
una obligación de escriturar" importa el reconocimiento 
de la misma. 

Que por otra parte, dado el carácter unilateral del 
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¿on terceros. Planiol y Bipert, Traite Pratique ifa 
Droit Civil Franjáis, T. 7, pág. 697, núm. 1366 —men- 
cionan con este alcance los convenios entre el deudor 
y terceros para el pago de la deuda y Baüdry - Lacan- 
tinebíe — obra y pág. cts.— las actuaciones realizadas 
con análogos propósitos en un juicio en el que el acree- 
dor no fué parte. 

Que los testimonios de fs. 52 y siguientes acreditan 
que la Provincia de Buenos Aires dio por dos veces 
poder a D. Leandro García para "que tomo posesión 
de los terrenos que le lian sido escriturados con fecha 
veinticinco de febrero último y los que pertenecen a la 
Provincia en el terreno conocido por la Estanzuela del 
Estado o de Lomas de Zamora que fueron acordados 
al Sr. García por sentencia de la Corte Suprema de la 
Nación" etc. con el indudable propósito de obtener la 
integración de la superficie que esta Corte dispuso se 
escriturara a aquél. Esos poderes fueron suscriptos 
por los Gobernadores D. Ignacio D. Irigoyen y D. Josí 
Camilo Crotto, en los años 1909 y 1919, y constituyen, 
con arreglo a lo dicho más arriba, actos interruptivos 
de la prescripción. 

Que además resulta igualmente del testimonio de 
fs. 64 y sigtes., que en el juicio de reivindicación que 
inició García contra D. Restituto Carazn —y que ter- 
minó por sentencia de la Corte Suprema de la Provin- 
cia — intervino por la provincia adora, después ¡del 
fallecimiento de D. Leandro García, el Fiscal de Estado. 
Dr. Bivarola. Las manifestaciones del mismo, en dicta- 
men expedido en 18 de mayo de 1932, en cuanto expre- 
samente admiten el origen del mandato otorgado a 
García y el propósito eon que fué seguido el juicio 
—v. esp. fs. 77 y siguientes— importan también un 
reconocimiento inequívoco del derecho de aquél, y son, 
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de acuerdo con lo expresado en el curso del cohsidü- 
rando, i nte r ni pt i vas de lu prescripción. Conf, Doet, 
Fallo»; 177, 408. Corresponde agregar, para concluir, 
que desde entonces no ha transcurrido, hasta la pre- 
sentación de la demanda en 11 de agosto de 1941, el 
término de diez años, del art. 4.023 del Código Civil. 

Que cabe aún añadir que ta ¡«admisibilidad de la 
defensa opuesta a fs. 22, justifica los términos del ale- 
gato de la demanda, de fs. 20í> que —aparte de una 
refereneia singularmente incidental— prescinde de la 
misma. 

4) Que esta Corte ha decidido que, de ordinario, 
la negativa general de los hechos y el desconocimiento 
del derecho de ta Provincia demandada, obliga a la parte 
actora a la justificación de los extremos en que la ac- 
ción se funda. Por vía de principio y en cuanto por la 
naturaleza de la causa y la complejidad de sus ante- 
cedentes, la omisión del cumplimiento de la obligación 
que imponen los arts. 83 y 86 de la ley 50, no aparezca 
como inexcusable negligencia, o indebido recurso pro- 
cesal, no es así de aplicación la sanción prevista en el 
último de tos preceptos citados. Conf. Fallos: 183, 146; 
186, 64; 388, 114 y otros. 

Que ello no obstante la simple negativa general 
de todo lo qu* « afirma en la demanda no autoriza la 



en el alegato, que no sean consecuencia de aquella acti- 
tud. — Fallos: 186, ,'íltí.— Kn la especie corresponde 
así prescindir de lo alegado a fs. 209, sobre la base del 
cumplimiento de la sentencia de Fallos: 109, 183 y el 
efecto de la obligación que habría asumido D. Leandro 
(Jarcia de responder por , evicción de las tierras es- 
crituradas. 

5) Que ta demanda iniciada a fs. 6 liasa el doro- 
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olio di; los actores en la transacción pasada entre D. 
Luis Vernet y la Provincia de Bueno* Aires; eu el 
que reconoció a D. Leandro García la sentencia de esta 
í'ortc de Fallos: 109, 183 y en el hecho de no mediar 
respecto de las tierras cuya entrega se pide, las circuns- 
tancias que puntualizó la sentencia de Fallos : 115, 157. 

Que en esta última oportunidad, el Tribunal, luego 
de hacer referencia de los antecedentes del caso, expresó 
que las tierras cuya propiedad se comprometió la pro- 
vincia a dar a Vernet, deberían ser *'de pertenencia pú- 
blica" '*en los terrenos de cuatrocientos mi L pesos com- 
prendidos en ]á clasificación del art. 10, ley de 10 de 
enero de 1867, esto es, en terrenos destinados a la ven- 
ta"... añadiéndose aun que "el derecho reconocido a 
Vernet de ubicar las quince teguas referidas en tierras 
de pertenencia pública, tenía naturalmente que referir- 
so a las de esa clase existentes en el momento de la tran- 
sacción, y no a tas que la provincia adquiriese posterior- 

Que los actores no lian probado que las tierras cuya 
entrega piden eu la presente causa reúnan las condicio- 
nes precedentemente enumeradas. En particular, no re- 
sulta de tos autos que fueran de pertenencia pública en 
la época eu que se reali /ó la transacción que origina 
su derecho. 

Que en efecto, la conclusión contraria resulta del 
dictamen del Ing. Luis María Ygartúa, de f s. 113 y sgtes. 
Sus ampliaciones de fu. 153 y sgtes. y fs. 179 y sgtes. no 
modifican las conclusiones de ta primera pericia, fs. 122 
vta. y siguientes, con arreglo a la cnal "las tierras re- 
clamadas en la demanda no existían como de pertenen- 
cia pública en la época de la transacción con el señor 
Vernet —año 1869— y por lo tanto, no se encuentran 
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comprendidas en la clasificación del art 10 de la ley 
del 11 de enero de 1867". 

Que es sin duda exacto que la cuestión así resuelta 
por el Ing, Ygartúa supone la apreciación de circuns- 
tancias de hecho y de puntos de derecho, en principio 

nario al respecto no fué oportunamente objetado y que 
no se observó tampoco el dictamen una vez expedido, 
corresponde tenerlo por prueba suficiente a los efectos 
del fallo de la causa. Conf. doct. Fallos: 182, 88; 191, 



379 y otros. 

Que las declaraciones de fs. 43, 43 vta. f 48 y 48 vta. 
son ajenas al punto en consideración, respecto del que 
cabe agregar que no se hace mención en el alegato de 
la parte actora — fs, 204 y sgtes. — quedando así inob- 
servada la pericia a que más arriba se ha hecho refe- 



Quo es del caso por último añadir que el derecho de 
ubicar tierras públicas con «1 alcance de una facultad 
otorgnda a su titular para pedir la entrega de las que 
indique a los fines de su escrituración en propiedad, ad- 
misible en el ano 1821, fecha de la merced a D. Antonio 
Sáenz, resulta sin duda inexplicable y anacrónico en la 



y progreso, no susbsisten. Así la demora en la efectiva 
realización de la merced de Saenz ha venido a conver- 
tirla en fuente de especulación, de prolongados pleitos, 
y embarazosas dificultades que documentan los antece- 
dentes del actual caso, entre las que sobresale por su 
evidente absurdo la petición de tierras dentro de la Ca- 
pital Federal, desestimada en causa anterior por esta 
Corte. Fallos: 115, 157. 



rencia. 




tierras incultas pudo i 
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En su mérito se decide rechazar la demanda absol- 
viendo en consecuencia de la misma a la Provincia de 
Buenos Aires. Con costas. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 

Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo Gr. Valekzuela. 



MARIO B. GAVIÑA v. PROV. DE BUENOS AIRES 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e ineonstitucio- 
nalidad. Impuestos y contribuciones provinciales. Territorial. 

El adicional a la contribución territorial creado por el 
art. 1* inc. 5', de la ley 4204 de la Prov. de Ba. Aires, 
cobrado a tos condominos del inmueble ateudiendo al 
valor total del mismo y con prescindencia de la parte 
ideal de cada uno de aquéllos es violatorio de los arts, 
4' y 16 de lo Const. Nacional. 

JLRISPSÜJENCIA. 

Aunque la autoridad de la jurisprudencia no es siempre 
decisiva, es evidente la conveniencia de su estabilidad en 
tanto no se alleguen fundamentos o medien razones que 
hagan ineludible su modificación. 

Dictamen del Procurauoh Gkneíul 

Suprema Corte: 

La procedencia de la jurisdicción originaria de V.E. 
para conocer en este juicio, emerge de ser demandada la 
Prov. de Bs. Aires, y versar el litigio sobre la inconsti- 
tucionalidad de una ley provincial de impuestos. 

En cuanto al fondo del asunto, be aquí el caso. Los 
actores poseen en condominio dos campos en la provin- 
cia de Buenos Aires, valuados en * 904.200 y 753.000. 
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Por la ley provincial 4.204, se estableció un impuesto 
adicional, progresivo, de la Contribución Directa, sobre 
los inmuebles cuya valuación excediera de trescientos mil 
pesos (art. 5*). Este adicional lo pagaron bajo protesta 
y ahora reclaman se les devuelva el importe cobrado, 
con intereses y costas, conceptuándolo violatorio de la 
garantía de igualdad consagrada por el art. 16 de la 
Constitución Nacional, por habérsele aplicado sobre el 
total de la valuación, sin tener en cuenta que son cinco 
los propietarios de los inmuebles. 

Dejando de lado las cuestiones de hecho y prueba 
planteadas en autos, por tratarse de materia ajena a mi 
dictamen, recordaré a V. E. que ya ha sido sometido a 
esta Corte en ocasiones anteriores el mismo problema 
jurídico que ahora se plantea. 

Como lo tengo dicho en el juicio "Miguen* María 
Diehl de y otros v. Provincia do Buenos Aires" (exp. N* 
M. 336 L. IX, dictamen del 28 de junio ppdo.), actual- 
mente a resolución de V. E., dentro de las vacilaciones 
que presenta el caso, me inclino a pensar debe resol- 
vérselo como en 184; 592 y 18G: 353 y los allí citados, 
o sea, declarando violatorio de la Constitución un im- 
puesto diferencial cuyo único motivo es poseerse los bie- 
nes en condominio. — Bs. Aires, diciembre 13 de 1946. — 
Juan Al varee. 
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Bs. Aires, diciembre 4 de 1947. 

Y vista la precedente cansa caratulada: 4 'Gavina 
Mario B,, por sí y sus hermanos contra Buenos Aires 
la Provincia sobre inconstitucionatidad del art. ~f t ley 
4204 (adicional del impuesto inmobiliario)" de lo que 
resulta : 
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Que a ft*. 18 se presenta D. Mario B. Gavina, por 
sí y por sus hermanos y manifiesta : 

Que siguiendo instrucciones recibidas viene a de- 
mandar a la Provincia de Buenos Aires por devolución 
de m|n. 3.314 con intereses y costas. 

Que el art. ó' de la ley provincial núm. 4.204 esta- 
blece un impuesto adicional a la contribución territorial 
con arreglo a una escala que varía del 1 al 5 % i-obre 
la valuación de los inmuebles. 

Que respecto de la propiedad a que se refiere el 
recibo que acompaña, núm. 00027, año 1944, se ha co- 
brado el impuesto sobre la valuación total —2 */« de 
mfn. ÍK14.200 — no obstante ser cinco sus propietarios 
y corresponder a cada uno un valor de m$n. 180.840. 
Así, la forma en que se ha aplicado la ley citada con- 
sagra una desigualdad en cuanto los actores indivi- 
dualmente poseedores del valor mencionado, pagaron 
por el solo hecho de tener el campo en condominio, un 
gravamen de mfn. 161, 68, del que estaría exento el 
dueño único de una fracción de igual tasación, por no 
corresponder adicional sino a los inmuebles de más de 
m$n. 300.000. Se ha violado así la garantía de la igual- 
dad como base del impuesto que consagra el art. 16 de 
la Constitución Nacional. 

Que examina a continuación el alcance de la ga- 
rantía que invoca, con arreglo a la jurisprudencia de 
esta Corte y la doctrina que menciona, cuyas conclu- 
siones estima aplicables al caso de autos. Es así que la 
variación de la tasa del impuesto según que los campos 
se posean individualmente o en condominio, con el re- 
sultado de hacerla más onerosa cuanto mayor sea el 
número de condóminos, vulnera la igualdad constitucio- 
nal por distinguir entre propietarios de fracciones del 
mismo valor. Tal discriminación carece de toda base 
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razonable y es por lo tanto, arbitraría. Es lo que resol- 
vió esta Corte en situación idéntica a la de autos, en la 
causa "Méndez José María y otros e. Provincia de 



Que liace extensivo lo expuesto al adicional de m$n. 
1.506 a que se refiere la boleta — recibo mim. 00636, 
año 194-1 — que también acompaña, pues fué pagado 
como el anterior, por una fracción de campo que el peti- 
cionante posee igualmente en condominio con sus her- 
manos. 

Que en su oportunidad formuló telegráficamente 
las protestas del caso, que en copia agrega. 

Que siendo inconstitucional la aplicación hecha en 
el caso del art. 5 de la ley 4.204, los pagos realizados 
carecen do causa, por lo que la repetición de los misinos 
es procedente de acuerdo cou los arts. 792, 704 y 502 del 
Cód. Civil. 

Termina pidiendo tjm- oportunamente se condene 
a la Provincia de Buenos Aires a devolver la suma re- 
clamada de m$ii. :t.314,40, con intereses y costas. 

Que corrido traslado de la demanda la contesta a 
fs. 33 D. Roberto A. Sola, en representación de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, que dice: 

Que no habiendo llegado a su poder los anteceden- 
tes del caso, cumpliendo con lo dispuesto por la ley 50, 
niega todos y cada uno de los hechos expuestos en la 
demanda, a las resultas de la prueba que oportunamen- 
te se produzca, desconociendo también In autenticidad 
de las copias de los telegramas de protesta. 

Que su parte sostiene ta constitucionalidad del im- 

cipio de igualdad del art. 16 de la ConstituciónNa- 
eional. 

Que en efecto la argumentación de los actores es 
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por prescindí r de la índole financiera y jurí- 
dica del impuesto cobrado. Sería acertada si se tratase 
de un impuesto personal pero no lo es respecto de un 
gravamen real. 

Que toda vez que el impuesto que se repite es su- 
plementario o accesorio de la contribución territorial 
—que es un impuesto directo a la propiedad inmueble 
— es lógico que el accesorio siga al principal según las 
categorías y porcientos de los bienes afectados. 

Que analiza luego doctrina referente a la distinción 
curre gravámenes personales y reales, siendo los se- 
gundos los que se establecen considerando objetivamen- 
te la situación de fortuna, sin referencia al titular, co- 
mo ocurre con la contribución territorial. Para su per- 
cepción el Estado confecciona padrones de inmuebles, 
y el catastro, operación técnica que sirve de liase al co- 
bro, solo determina unidades inmobiliarias, que son el 
objeto del gravamen. 

Que menciona luego jurisprudencia de esta Corte 
que autoriza la creaeión de categorías impositivas, aten- 
diendo al objeto y finalidad del impuesto. Es así como, 
sin violación de la igualdad, la Provincia ha podido san- 
cionar el impuesto definiendo el objeto del mismo, con 
prescindencia del número de titulares del bien afectado, 
lo que no es arbitrario por estar impuesto por la natu- 
raleza del tributo y los principios propios del condo- 
minio. 

Que hace Inego referencia a uno de los precedentes 
invocados en la demanda cuya doctrina estima impeca- 
ble al caso de autos. —Y termina pidiendo que en su 
oportunidad se recbace la demanda, con costas. 

Que abierta la causa a prueba se produjo la que 
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minando el señor Procurador General a fs. 221. A fs. 
222 se llamaron autoa para definitiva 

Y Considerando: 

1) Que ei desconocimiento global de los hechos 
invocados en la demanda formulado en el escrito de 
responde, se supeditó entonces "a las resultas de la 
prueba que sobre las mismas aporten los actores en la 
estación oportuna del juicio". Producida ésta, el alegato 
de la demandada expresa — fs. 214 — luego de ratificar 
los términos en que la acción fué contestada, que "li- 
mitada la cuestión, prácticamente a la mconstitucionu- 
lidad alegada, el caso presente queda reducido a una 
cuestión de puro derecho, al tratarse, en definitiva, de 
la interpretación de leyes de derecho público y privado ' \ 
es decir, la que hace a la validez constitucional del im- 
puesto cobrado a los actores y a la improcedencia de su 



Que así no hay cuestión respecto de la existencia 
del condominio para el lapso comprendido en el pleito, 
ni sobre la de las protestas y su eficacia, ni tampoco 
eu lo referente al pago y monto del adicional. Todo ello, 



2) Que esta Corte ha tenido oportunidad de pro- 
nunciarse respecto del problema jurídico planteado en 
los autos, decidiendo que el adicional a la contribución 
territorial creado por el art. t% inc. 5» de la ley 4204 
de la Provincia de Buenos Aires, cobrado a los condo- 
minos del inmueble atendiendo al valor total del mismo 
y con prescinde ncia de la parte ideal de cada uno de 
aquéllos es violatorio de los arts. 4 y 16 de la Constitu- 
ción Nacional. Fallos : 207. 270. igunl doctrina se admi- 
tió después en los autos: "Miguens María Diehl de y 
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otros c.| la Prov. de Buenos Aires" fallados en 16 de 
abril de 1947. 

Que la doctrina de los precedentes citados basta 
para la solución del easo de autos e impone el acogi- 
miento de la demanda. No se ha planteado en efecto, 
en el corso del jnicio cuestiones diferentes a las anali- 
zadas por el Tribunal en los recordados antecedentes, 
y si bien es cierto qne la autoridad de Ja jurisprudencia 
íio es siempre decisiva, no lo es menos la evidente con- 
veniencia de su estabilidad en tanto no ae alleguen fun- 
o medien razones que hagan ineludible su 
Fallos: 183, 409; 192, 414 y otros. 
En su mérito y atento lo dictaminado por el Sr. 
Procurador General se decide hacer lugar a la demanda 
v en consecuencia se declara que la Provincia de Buenos 
Aires debe devolver a los actores la suma de * 3.314.40 
m[n., con intereses a estilo de los que cobra el Banco 
de la Nación Argentina y a partir do lo notificación de 
la demanda. Sin costas. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 

PÉREZ — LUIS R. TjONGHI — 

Justo L. At.varez Fodríouez 
— Rodolfo (1. Vat.enzi'kla. 




CARLOS BUGNI v. PROV. DE BUENOS AIRES 

JUMSDICCIOX Y COMPETENCIA'. Prórroga. Extenttón de la 
prórroga. 

La prórroga de jurisdicción del art. 12, inc. 4* de la ley 
48 se refiere al litigio en que se ha producido y a todo lo 
que se encuentre procesal mente vinculado al mismo, como 
los incidentes v la ejecución dr la sentencia. 
Mediando conexión directa entre dos causas sucesivas, la 



43B FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

iniciación de la primera prórroea la jurisdicción personal 
distinta que pudo invocarse en la segunda. 

mmmfflm. * COMPETENCIA; Prórroga. Trámite judicial 
Puede prorrogarse la jurisdicción "ratíonae materiac" 
eoiTespoiidicnte a un segundo juicio si en éste se impone 
¡a revisión de lo actuado en ejercicio de facultades propias 
•le los jueces que conocieron en el juicio anterior. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA-. Competencia federal Com- 
petencia originaria de ta Corte Suprema. Cauta» en que es parte 
una provincia. Generalidades. 

Lo decidido en jurisdicción provincial en causas tramita- 
das y fenecidas no puede ser revisado por la Corte Su- 
prema en instancia originaria so color de que el pleito 
(liíiere del anterior por las razones de derecho federal 
invocadas, con la posibilidad de resoluciones contradic- 
torias sobre cuestiones comunes a ambos juicios, lo que 
<*s evidente cuando se trata de puntos propios de la ex- 
clusiva jurisdicción local. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Prórroga. Trámite judi- 

Iniciado un juicio por inconstitucioiialidad local ante la 
í orte Suprema de la Prov. de Bs. Aires y rechazada la 
demanda por no haberse acreditado la existencia de per- 
juicio ni el menoscabo por parte del decreto local impup- 
nado de la concesión municipal del actor, la Corte Supre- 
ma de Justicia de la Nación es incompetente pura entender 
en el juicio que sobre la base de iguales circunstancia* de 
hecho y por íncoiistitucionalídad en el derecho invocado se 
•iiíriie contra ella. 

REflRSO EXTRAORDINARIO: Requisito, propias. ReMOlilció» 
contraria. 

En las causas seguidas ante la Corte Suprema de la Prov. 
■ fe Bs. Aires, en instancia originaria pueden invocarse las 
íftirantias de la Const. Nacional y fundar en ellas el recurso 
extraordinario cualesquiera sean las limitaciones impuestas 
a 1$ competencia del tribunal local por las leves que orea- 
n ¡zan su jurisdicción. 



Dictamen del Procurador General 



Suprema Corte ¡ 

Un decreto de la Intervención Nacional en la Pro- 
vincia de Buenos Aires, que lleva el n° 3901 y es de fecha 
3 de setiembre de 1943, estableció, entre otras disposi- 
ciones, que para lo sucesivo, las entidades proveedoras 
de energía eléctrica no elevarían sus tarifas, ni las bases 
establecidas, ni modificarían los sistemas para estable- 
cerlas (art. 1) ; y también que a partir del día 15 de di- 
cho mes, tales tarifas no podrían exceder de ciertos 
límites, expresamente fijados por la Intervención (art. 
3 del decreto fs, 27 a 31). Empero, poco después, el día 
10 del mismo mes, la Intervención dictó otro decreto 
suspendiendo los efectos del anterior, sin perjuicio de 
que el Ministerio de Obras Públicas provincial conti- 
nuase los trabajos dispuestos para obtener tarifaB jus- 
tas y razonables (fs. 90). 

Un mes y días más tarde, D. Carlos Bujíiií, con- 
cesionario de servicios de electricidad en el partido 
Coronel Suárez, de la mencionada provincia, inició la 
presente acción, sosteniendo que el decreto aludido coar- 
tábate el derecho de percibir las tarifas autorizadas por 
su concesión, y no ya tan sólo en lo relativo al límite 
máximo, sino también porque estaba espontáneamente 
cobrando a los consumidores en algunos casos, menos de 
lo autorizado por dicta concesión. Como consecuencia, 
pedía que, además de declararse inconstitucional el de- 
creto 3901, fuese condenado el Pisco provincial a pa- 
garle perjuicios. 

La demandada, opuso cuatro excepciones (fs. 91- 



a) incompetencia de jurisdicción, por cuanto el 
actor había constituido domicilio legal en territorio de 
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la Provincia de Buenos Aires, para cuanto se refiriese 
al servicio público de electricidad; 

b) incompetencia por razón de la materia, atento 
a tratarse de cuestiones de derecho público provin- 
cial; 

c) litis pewlentia, pues la constitucionalidad del 
decreto N* 3.901 había sido impugnada ya ante los tri- 
bunales provinciales mediante otra demanda del mismo 
actor; y 

d) falta de acción, dado que los efectos del 
to primitiva liabían sido suspendidos el 
mes sin que aquél tuviera aplicación o 
cios al reclamante. 

Planteada en tales términos la lüis contestatio, y 
descartando co^no debo hacerlo las cuestiones de hecho 
ajenas n mi dictamen, paso a expedir el que V. E. me 
requiere por providencia de fs. 233 vta. 

a) la circunstancia de haberse convenido un domi- 
cilio legal en territorio de la provincia al contratarse 
con la Municipalidad de Coronel Suárez el servicio de 
electricidad (cláusula 52, la. 20), no significa que ese 
domicilio deba necesariamente reputarse obligatorio pa- 
ra el ejercicio de acciones con las que se sustenta coho- 
nestar la intervención de un tercero — la Provincia — 
en las relaciones contractuales existentes entre el con- 
cesionario del servicio y la Municipalidad de Coronel 
Suárez. Obvio es que la Provincia no era ni es parte en 
dicho convenio, ni deriva del mismo la potestad invo- 
cada por el Sr. Interventor Nacional para modificarlo. 
En este caso, acreditado como lo está con la atestación 
de escribano público (poder de fs. 49) que Bugni tiene 
su domicilio en la Capital Federal, a ese domicilio co- 



b) Además, y aunque el actor estuviese domici- 
liado en la Provincia de Buenos Aires, puesto en debate 
como lo ha sido con el carácter de cuestión principal la 
inconstítucionalidad de un decreto de la Intervención 
Nacional, por ese solo hecho correspondería a V. E. 
conocer originariamente. 

c) La excepción de litis pendentia tampoco resulta 
acreditada, porque conforme al texto de la sentencia 
de la Suprema Corte Provincial, motivo de mi anterior 
dictamen (fs. 34, Abril 27|46), no contiene pronuncia- 
miento alguno acerca de la cuestión de constitucionali- 
dad aquí propuesta. 

d) decidir si el decreto n* 3901 suspendido a poco 
de declarárselo, tuvo alguna aplicación perjudicial a 
los derechos del concesionario, o si se ha demostrado 
que éste cobraba tarifas inferiores a las contractuales 
por lo cual la prohibición de elevarlas les causaría per- 
juicio, constituyen cuestiones de hecho totalmente li- 
bradas a la apreciación que V. E. haga de los elementos 
de criterio aportados por las partes. Justamente en la 
falta de prueba a tal respecto se fundó la Suprema 
Corte provincial para no hacer lugar a la acción inten- 
tada por Bugni ante los tribunales locales. Si ni se apli- 
có el decreto, ni hubo perjuicio, la cuestión constitucio- 
nal se tornaría teórica, haciendo improcedente el fallo 
de V. E. que ahora se solicita. — Bs. Aires, junio 28 de 



Y vista la precedente causa caratulada: "Bugni 
Carlos contra Buenos Aires la Provincia sobre incons- 
títucionalidad del decreto X o 3901" de lo que resulta: 
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Bs. Aires, diciembre de 1947. 
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Que a fs. 3:1 se presenta 1>. Manuel Bronstein, 
apoderado del actor y manifiesta : 

Que demanda a la Provincia de Buenos Aires por 
inconstitucionalidad del decreto del señor Interventor 
de aquella É* :ííX)l, de 3 de setiembre de lí>4.'?, y por 
cobro de los daños y perjuicios irrogados por la apli- 
cación del referido decreto desde la fecha, a establecerse 
en la ejecución de la sentencia. Persigue la acción el re- 
conocimiento y respecto a su mandante del goce y ejer- 
cicio de su derecho de propiedad sobre la concesión tío 
que es titnlar, vulnerado por el Gobierno de la Provin- 
cia con el decreto cuya inconstitucionalidad persigue. 
Los daños y perjuicios derivados de ese acto nulo serán 
acreditados. Pide en consecuencia, 411c previa declara- 
ción de invalidez del decreto referido y de la vigencia 
plena de ¡a concesión del actor, se condene a la Provincia 
a indemnizar los perjuicios que el decreto irroga desde 
la feclla y hasta que Bugni sea privado del dominio do 
la concesión por senté, ia fundada en lev. 

Que su representado invoca la concesión de la usina 
eléctrica instalada en la Colonia 3n. de Coronel Suárez 
(K. (\ Sndi otorgada en 4 de junio de 1927 a don Olive- 
rio L. Pas(|ualín, por la Municipalidad de Coronel Suá- 
rez, transferida a don Adolfo Taffarelli y por éste a 
Bugni, con la conformidad municipal, en ló tic junio de 
1ÍKJ2. Acompaña copia de ias escrituras que comprueban 
la concesión mencionada y de las M uc resultan los si- 
guientes derechos del actor: Podrá cobrar como precio 
máximo cincuenta centavos por kilowatt hora, por ener- 
gía eléctrica suministrada a los particulares para alum- 
brado y calefacción bajo un solo medidor; y treinta y 
cinco centavos para toda otra aplicación de ia electrici- 
dad con medidor e instalación independiente. Los refe- 
ridos abonados pagarán u ¡casualmente una cuota de 
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y 1 respectivamente, 011 concepto do control 
y conservación del medidor, consuman o no energía, £1 
consumo mínimo factu rabie se fija en ocho kilowatt hora. 
Además si se crearan gravámenes de cualquier natura- 
leza, el concesionario podrá pedir revisión de las tari- 
fas fijándose con la Municipalidad el recargo equita- 
tivo a aplicar a los consumidores. 

Que el decreto impugnado, que acompaña, establece 
que las entidades proveedoras de energía eléctrica no 
elevarán las tarifas ni las bises establecida» ni modifi- 
carán los sistemas para establecerlas. Impide así a su 
mandante, que para fomentar el consumo, redujo volun- 
tariamente el mínimo a (i k\Vh. f hacer uso de la base de 
consumo mínimo precitado — 8 kWh. — así como elevar 
las tarifas al máximo acordado* como lo requiere t»l en- 
de su explotación, produciéndole los consiguientes per- 
juicios. 

Que el art 3 del decreto establece límites máximos 
a las tarifas, muy inferiores a los de sn concesión y dis- 
pone el establecimiento ulterior de las definitivas sobre 
la base de su ".justicia y razónala) ¡dad". Es cierto que 
con posterioridad el señor Interventor suspendió la 
aplicación del art. 3, ptfo no ha dejado sin efecto el 
decreto a su respecto. 

Que el perjuicio sufrido no quedaría atenuado ni 
menos salvado aún cuando la tarifa definitiva coinci- 
diera con la que emerge de la concesión. Su mandante, 
en efecto, no está obligado a conceder créditos o plazos 
a cobro eventual e indefinido, que serían fuente de daños 
irreparables por la dificultad o imposibilidad para ha- 
cer efectivos cobros diferidos. 

Que el art. (i del decreto impone a su 
obligación de cobrar el 10 % de las iclmjns h 




I ex- 



truordinarios que demande el cumplimiento de este de- 
creto". Esv porciento escapa así a la posibilidad de 
recuperación que insinúa el art. 4 y además para tales 
casos la concesión autoriza el aumento de la tarifa que 
el decreto prohibe. 



mente, que no puede ser revocada sin contrariar el prin- 
cipio de la inviolabilidad de las convenciones y el dere- 
cho de propiedad, garantizados por los arts. 14, 1G, 17, 
18 y 19 de la Constitución Nacional. La demanda persi- 
gue la iiiconstitucioualidad del decreto impugnado, el 
restablecimiento de la concesión y la ordenanza que la 
otorgó y el resarcimiento de los daños y perjuicios oca- 
sionados. 

Que analiza a continuación detenidamente la doc- 
trina de los precedentes de esta Corte que estima son 
aplicables al caso de autos y apoyan la demanda, así 
como las resoluciones del Tril una! y las conclusiones 
de los tratadistas referentes a las facultades de los 
gobiernos revolucionarios y sus agentes. 

Que añade no es posible determinar el monto de los 
perjuicios que el decreto causa a su mandante, por lo 
que el mismo será fijado en la ejecución de la sentencia. 
Reclama así una restitución patrimonial de valor ahora 
indeterminable dependiente de la prueba a producirse. 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte 
no es necesaria la especificación cuantitativa de los 
daños para el curso del juicio, por ser legalmente posible 
dictar sentencia que reconozca la obligación de indem- 
nizar los perjuicios, aún euando no quepa determinar 
su monto ni dar bases para establecerlo sin perjuicio 





Termina pidiendo que en su oportunidad se haga 
lugar a la demanda con costas. 

Que corrido traslado se presenta a fs. 91 D, Gre- 
gorio p. Escudero, en representación de la Provincia 
de Buenos Aires y dice : 

Que el juicio iniciado carece totalmente de consis- 
tencia, aparte de la incompetencia de] Tribunal para 
entender en el mismo. El actor reconoce la suspensión 
del decreto impugnado, es decir que sigue juicio contra 
un neto jurídicamente inexistente, que no ba surtido 
efecto alguno ni causado lesión o gravamen que dé ba ,c¡ 
a la acción. Esto es tanto más incongruente cuanto que 
el actor ba demandado a la Provincia por inconstitucio- 
imlidad del mismo decreto, ante la Suprema Corte local, 
donde se ba trabado la "litis" y los procedimientos se 



penóme" para entender en el juicio por bal>er sido 
pactada la jurisdicción personal en la Provincia. La 
concesión original, en su art. 52, prevé en efecto, que el 



con plenos poderes a los fines de todas las relaciones 
emergentes del contrato con la Municipalidad y demás 
autoridades, domicilio que el primer concesionario D. 
Oliverio L. Pasqualín constituyo por el art. 1*. 

Que la jurisdicción ba sido prorrogada para los 
Tribunales locales de Buenos Aires. En efecto, el actor 
ba interpuesto demanda de inconstitucionalidad - ontra 
el decreto 3901 ante la Suprema Corte de la Provincia 
por iguales razones y méritos de los que aquí se invehan 
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prorrogando la jurisdicción optativa que pudiera eo- 
rresponderle. 

Que en esta causa se discuten las facultades del 
Poder Publico concedente de la prestación de un ser- 
vicio público esencial para alterar las bases convencio- 
nales de la autorización prestada. Trátase así de una 
relación de derecho que "se sustrae al giro y alcances 
del derecho privado y las previsiones de la ley 48, artícu- 
lo e inciso 1*". Dado que según la jurisprudencia de 
esta Corte cuando Ja cuestión promovida versa sobre la 
revisión de actos administrativos locales ejercidos den- 
tro de la respectiva jurisdicción, no acuerda la compe- 
tencia originaria del Tribunal, cuyo conocimiento en ln 
causa sólo procede por vía de recurso, el juicio no es de 
su competencia "ratione materia?". 

Que toda vez que el actor ha iniciado demanda por 
inconstitucionalidad del decreto 3901 ante la Suprema 
Corte de Justicia de la Provincia y estando reunidos 
los requisitos necesarios al efecto, procede también la 
excepción de "litis penrlenlia", que igualmente opone. 

Que por el decreto 3901 de 3 de setiembre de 1943, 
dispuso la Intervención Nacional las medidas a su juicio 
conducentes para detener el proceso de carestía aséen- 
las tarifas, de acuerdo con una clasificación de las cen- 
trales eléctricas, según su potencia instalada. En aten- 
ción a nuevos elementos de juicio posteriores y dada la 
imposibilidad de considerarlos antes de la fecha esta- 
blecida para la vigencia de los límites máximos indica- 
dos, la Intervención resolvió suspender loe efectos del 
art. 3 do aquel decreto y encomendar al Ministerio de 
Obras Públicas los trabajos encaminados a la fijación 
de las tarifas justas y razonables que correspondan. 
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Así lo dispuso por decreto N* 4745 de 16 de setiembre 
del mismo año. 

Que el primer decreto lia quedado así siu aplicación 
inmediata suspendido sin término por el segundo, li- 
mitándose la actividad administrativa a la procura y 
estudio de los antecedentes del caso. No se ha hecho por 
consiguiente, aplicación de cláusulas que supuestamente 
habrían podido vulnerar derechos o garantías de la 
Constitución. Reducido el debate a sus verdaderos tér- 
minos resulta que la demanda persigue un pronuncia- 
miento abstracto, sin referencia concreta y actual a una 
lesión del patrimonio individual, pronunciamiento que 
el Tribunal no puede dictar, porque no se ha justificado 
que el decreto impugnado agravie al actor en su calidad 
de concesionario de un servicio público. Es infundada 
la alegación de que se hayan derogado leyes provincia- 
les y ordenanzas — contratos municipales, ni existe le- 
sión actual y efectiva a las declaraciones, derechos y 
garantías ile la Constitución por no haber agravio con- 
creto a los derechos patrimoniales emergente* de la 



Opone por ello la defensa de ".«ímc actioitr aflU". 

Termina pidiendo que se provea de conformidad, 
con costas, a las defensas deducidas. 

Que evacuado por el actor a fs. 103 el traslado co- 
ca usa a prueba por auto de fs. llí» vta., habiéndose 
producido las que menciona el certificado de Secretaría 
de fs. 219. A fs. 222 y 230 se agregaron los alegatos 
de las partes, dictaminando el Sr. Procurador General 
a fs. 234-240. A fs. 241 vta. se llamaron autos para 
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Y Considerando: 

1) Que D. Carlos Bugní inició ante la Suprema 
Corte de la Provincia de Buenos Aires la demanda tes- 
timoniada a fs. Ii 17, por inconstitucionalidad de los de- 
fictos 3901 y 4745. Sostuvo en ella que le asistían, con 
arreglo a los termines ile su concesión, los mismos de- 
rechos que invoca en esta causa, o sea, los de percibir 
liasta nifu. 0.50 y 0.35 por kWh. por venta de energía 
eléctrica para alumbrado y calefacción y para otros 
usos; de cobrar m*n. 0.50 y 1 par servicio de control y 
eonservaeión de medir 1 ■; de facturar un consumo men- 
sual mínimo de ocbo ktt'h.; y de pedir la revisación de 
la» tarifas si so crearan nuevos impuestos o graváme- 
nes que afectaran sus entradas. Añadió que los arts. 1, 
3, y ti del decreto 3901 le impedían el goce total de los 
derechos antes mencionados, por las mismas razones in- 
vocadas en este juicio, lo que estimaba contrario al prin- 
cipio constitucional de la inviolabilidad de las conven- 
ciones y de la propiedad. Expresó que las normas im- 
pugnadas lesionaban los derechos patrimoniales del ae- 
tor "en forma real y actual" y también de manera " vir- 
tual o potencial*'. 

2) Que la Suprema Corte de Justicia de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, por sentencia de fecha 23 de 
mayo de 1944 — que en testimonio corre agregada de fs. 
235 en adelante— repelió la demanda de Bugni. Declaró 
el tribunal que la aplicación del art. 3 del decreto 3901 
fué expresamente suspendida por el decreto 4745, lo 
que tair 1 ¡én ocurrió eon el art, ti del primero. Ello con- 
vertiría en abstracta cualquier decisión referente a la 
constitueionalidad de ambos preceptos. En cuanto al 
art. l'del decreto 3901, no afecta al límite mínimo de 
corriente que autoriza a facturar la concesión, ni causa 
por tal concepto gravamen alguno al actor. Este no ha 



DE JUSTICIA DE liA 



449 



demostrado ni alegada cobrar tarifas inferiores a Jas 



mas, do manot a que tampoco existe en este aspecto, per- 
juicio alguno, toda voz que con decreto o sin el, Bugni 
debió atenerse a los precios señalados en la concesión. 

íí) Que la jurisprudencia de esta Corte ha decla- 
rado que la prórroga de ln jurisdicción prevista cu el 
inc. 4 del art, 1-' de ia ley 48 se refiere ul litigio en que se 
lia producido y a todo lo que se encuentre procesaimente 
vinculado al mismo, como los incidentes y la ejecución 
th la sentencia. Fallos 140, 392; 185, 330; 186, 167; 189, 
14!» y 338 entre otros. 

Que ha decidido también que mediando conexión 
directa entre dos causas sucesivas, la iniciación de la 
primera prorroga la jurisdicción personal distinta que 
pudo invocarse en la segunda. Fallos: 1, 313; 48, 373; 
112, 233; 181, 121 y otros. 

Que también la jurisdicción ratiom- ntulerhc puede, 
cu supuestos tales, ser objeto de prórroga, bastando al 
efecto que la causa subsiguiente imponga la revisión 
de lo actuado en ejercicio de facultades propias de los 
jueces que conocieron en el juicio anterior. Es lo que 
ocurre con los litigios por repetición de impuestos lo- 
cales percibidos judicialmente, cuyo conocimiento co- 
rresponde a los jueces del apremio, aun cuando la de- 
manda ordinaria se funde en la inconstitucionalidad del 
gravamen. Fallos: 181, 161; 106, 108; 186, 308; 191, 
3.51 ; 196, 642 y otros. 

Que esta doctrina es aplicable a las tiernas causas 
tramitadas y fenecidas en jurisdicción local. Lo decidido 
en ellas no puede ser revisado por esta Corte en instan- 
cia originaria so color de que el pleito iniciado ante ella 
difiere del seguido en la Provincia por las razones de 
derecho federal invocadas en éste, con la posibilidad 
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de resoluciones contradictorias sobre cuestionen comu- 
nes a ambos. Faltos : 111, 425; 112, 233; 207, 139 y otros. 
Si ello ocurriera la sentencia de esta Corte vulneraría 
la independencia de los jueces locales que la jurispru- 



dencia mencionada tiende a preservar. Fallos: 1, 313; 
48, 373; 112, 233 y otros. Esta conclusión es por cierto 
evidente cuando hay entre los puntos comprendidos en 
el pleito algunos propios de la exclusiva jurisdicción 
Jocal, como son los referentes a la inteligencia y con- 
cordancia entre actos y normas locales. Conf, doct. cau- 
sa: "Jcwish Colonization Association vs. Provincia 
de Buenos Aires" fallada en 24 de noviembre del co- 
rriente año y los allí citados. 

4) Que como ya se ha dicho en el curso del pronun- 
ciamiento, la presente demanda comprende cuestiones 
fundamentalmente iguales a las planteadas en jurisdic- 
ción provincial y resucitas en ella, como son las referen- 
tes al idealice de los decretos 3ÍHU y 4745, a la modifica- 
ción por los mismos de la concesión acordada a Bugni, 
y a la existencia de los perjuicios consiguientes. Ks así 
aplicable al caso la doctrina del considerando que an- 
tecede. 

Que no es obstáculo para ello la restricción que pu- 
diera alegarse del control de constitucionnlídad que in- 
cumbe a esta Corte. Kti primer lugar porque con arre- 
glo a la jurisprudencia lia podido invocarse en la causa 
seguida ante la Huprema Corte Provincial, las garan- 
tías de la Constitución Nacional ahora alegadas, y traer, 
en su caso, el pertinente recurso extraordinario pese a 
las limitaciones de la jurisdicción local con arreglo a 
las leyes que la orguniznn. Fallos: 176, 330; doct. Fa- 
llos r 191, 125 y otros. Y además porque dados los tér- 
minos en la sentencia de la Corte Provincial el recurso 
extraordinario deducido ante olla tampoco hubiera pros- 
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pcrado por estar fundado el referido pronunciamiento 
en razones no federales suficientes para sustentarlo. 
Fallos: 187, 447; 190, 368 y otros. 

En su mérito y oído el Sr. Procurador General se 
decide que la presente causa no es de la competencia 
originaria de esta Corte. Sin costas por no encontrar 
mérito el Tribunal para imponerlas. 



SOC. DE RESP. LTDA. ANTONELL1 UNOS. v. PROV. DE 



CONSTITUCION NACIONAL: Constitncionalidad e iucowtitiuio- 

nalidad. Leyes provinciales* Mendoza. 

El art. 382 del Cód. de Procedimientos Civiles de la Prov. 
de Mendoza es constitucional en cuanto se limita a la re- 
glamentación de las acciones acordadas cu el orden provin- 
cial si de esa manera no se restringen derechos otorgados 
por la* leyes de la Nación. 

RECÜRSO EXTRAORDINARIO; Requisito» propias. Reaolafió» 
contraria. 

Si la sentencia apelada admite la posibilidad del plantea- 
miento de las cuestiones de i n constitucional id ad nacional 
— cuya decisión omite— en los casos judiciales a que puede 
dar lugar la aplicación del precepto o resolución impugna- 
dos, no existe resolución contraria implícita que autorice el 



Suprema Corte: 

De la copia del recurso extraordinario interpuesto 
ante el tribunal local, que el propio recurrente nconi- 
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paña a fs. 3, resulta que la apelación uo se encuentra 
fundada en los términos exigidos por la interpretación 
que V. E. da al art. 10 de la ley 48, toda vez que se omite 
la necesaria referencia a los hechos de la cansa y a su 
vinculación con la cuestión constitucional debatida. 

Por otra parte, el tribunal a-quo ha resuelto el li- 
tigio omitiendo pronunciarse sobre el derecho federal 
que invocara el recurrente, por razones procesales cuya 
aplicación al caso no ha sido concretamente tachada de 
inconstitucional en el recurso extraordinario interpuesto. 

Corresponde, en consecuencia, desestimar la pre- 
sente queja. — lis. Aires, diciembre 1 de 1947. — Car- 
ios G. Delfim. 



LA CORTE 



Ha. Aires, diciembre "> de 1947. 
de heeiio deducido por el actor en los autos Antonelli 



M 



Hnos. Soc. de Resp. Ltda. e. Gobierno de la Provineia 
parn decidir subru su procedencia. 

Y Considerando; 

(¿ue el escrito en que se interpuso el recurso extra- 
ordinario — en copia acompañada a fs. '3 — no cumple 
los requisitos que la .-jurisprudencia de esta Corte ha 
establecido para el fundamento del recurso extraordi- 
nario porque omite la necesaria referencia a los hechos 
de la causa y u la relaeión que guardan con las cues- 
tiones que se intenta someter al Tribunal Conf. causa : 
"Muñoz vs. Tmp. Internos" y "Loiacono vs. Casa Mu- 
ñoz" falladas en 3 y 19 de septiembre del corriente año. 

Que, por otra parte, la denegación del recurso tiene 
fundamentos procesales y de hecho, referentes a la in- 
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terpretación y alcance del art. 382 del Cód. de Procedi- 
mientos Civiles local A ello cabe agregar que con arre- 
glo a la jurisprudencia de esta Corte el precepto citado 
es constituciona Uñente válido en cuanto se limita a la 
reglamentación del ejercicio de las acciones acordadas 
im el orden provincial, si de esa manera no se restrín- 

Hos : d 2W,°444 y^SS^ 08 ^ ^ ^ & F " 
Que de los recaudos acompañados a los autos y tic 
lo informado por la Suprema Corte de Mendoza se des- 
prende que la sentencia apelada admite la posibilidad 
del planteamiento de la cuestión de constitucionalídad 

los casos judiciales a que pueda dar lugar la aplicación 
del precepto o resolución administrativa impugnada, y 
siendo así que esa vía os apropiada para el ejercicio del 
control de canstitucioiialidad federal, dabe desechar 
la existencia de resolución contraria implícita de la 
eiiestión referida. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador General se desestima In precedcnti- 
queja. 

Tomas D. Casakks — Lns R. 
TjOXííhi — JrsTO L. Alvares 
Ronuícii-Kx, — Koimh.ko G. Va- 



IjRXfíl'KfjA. 



ISOLIXO NIETO v, LOS MERIXOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requteiios formáis. Introdw- 
ció* de ta cuestión federal. Oportunidad. 

El principio con urrojdo al cual la cuestión federal debe 
plantearle en oportunidad procesal para que pueda ser 
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resuelta por la sentencia 
extraordinario rijíc en 
vos (»). 



vio del 

adminiatrati- 



U AL 1)1 V Cía. y. FBK ROCARRIL PACIFICO 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propio*. Sentencia 
definitiva. Concepto y generalidades, 

YA auto fine repula honorario» en forma inapelable tiene 
fuerza de cosa jtntfrada respecto de la cuantía de los mis- 
mo» y es sentencia definitiva a los efectos del recurso 
extraordinario fundado en ser confiseatorio el monto de 
la regulación. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introduc- 
ción de la cuestión federal. Introducción de ta cuestión federal por 
la sentencia. 

Procede el recurso extraordinario fundado en ser eonf la- 
vatorio el monto de los honorario» reculados por el auto 
contra el cual se interpone aunque dicha cuestión haya 
sido planteada entonces por primera vez, si surgió de 
dicha resolución. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos ,, garantías. Derecho de 
propiedad. 

Aunque ln ron Cisca tortedad de un honorario pudiera de* 
mostrnrse mediante la relación de su monto con el valor 
del juicio respectivo, no corresponde atribuir aquel ca- 
rácter a un monto mínimo de 20 m*n. más el 20 % sobre 
£ M como honorario del juicio, principal y de un ¿i % de 
i-sa escala para et incidente de pereneión. 

Dictamen hkl Picoi-i-rado» Oknkhai, 

Suprema Corte: 

Kn esto litigio, seguido ante la justicia de paz le- 
trada IocjiI por tíobPO do # 168.83, *e declaró pertmida 
I» instancia, con castas tfs. :*(>); y poco después feíttMtt 



(1) ü <te ilieicmbrr ,]<• 11(4 7. Fallón: -.'(J,"., 4H>, 



y 



tfB. JUSTICIA DE LA NACIÓN 



regulados los honorarios del abogado y procurador de 
la parte demandada, fijándoselos en $ 52 y $ 19, respec- 
tivamente (fs. 38 y 39). Contra esas regulaciones traen 
ahora los actores un recurso extraordinario sosteniendo 
que ellas exceden al 20 % del valor del litigio, esto es, 
ultrapasan el máximo autorizado por el art. 64 de la 
ley 11.924; y como esa disposición fué derogada y sus- 
tituida por el decreto X" 30.439 de fecha noviembre 9 
de 1944 (Bol. Ofic., 16¡11|44), se impugna la constitu- 
cionalidad de este último, en cuanto aplicarlo como lia 
sido comportaría una confiscación de la propiedad por 
el crecido porcentaje que dichos honorarios representan 
sobre la cuantía del pleito. 

Según lo tengo dictaminado en otros casos equipa- 
rables al actual, resulta muy discutible deba pronun- 
ciar V. E. fallo sobre una cuestión constitucional que ni 
fué planteada durante el juicio ni ha sido hasta ahora 
materia de sentencia en los autos. 

Sucede, udemás, que el recurrente tampoco ha con- 
currido a mejorar el recurso; y obvio parece que la 
cuestión federal podría plantearse cuando se exija al 
demandado el pago de los honorarios, cosa que hasta 
aliora tampoco resulta haber ocurrido. 

Opino, en consecuencia, que corresponde declarar 
mal concedido el recurso. — lis. Aires, setiembre 12 do 
1946. — Juan Alvares. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 10 de diciembre de 1947. 

Y vistos los ñutos "Galdi y Oía. contra F. Pací- 
fico sobre cobro de pesos" en los que se hn concedido 
a fs. 43 el recurso extraordinario interpuesto por In 
parte netora. 




« 
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Considerando: 

Que el recutso extraordinario es procedente por- 
que las regulaciones contra Ir» cuales se deduce, insus- 
ceptibles de apelación en el régimen procesal de la jus- 
ticia de paz, constituyen sentencia definitiva (Fallos: 
204, 482), y el agravio constitucional que se invoca — la 
confiseatoriedud que el recurrente les atribuye — , pro- 
viene de su monto, vale decir, que la cuestión federal 
surgió con la decisión que fijó dicho monto. 

Que la confiscación provendría de que los honora- 
rios cuyo pago se impuso al recurrente representarían 
el 70 </c del valor del juicio. 

Que hasta el presente sólo se trata de los regulados 
a t's. .*tS vta. y -5S > vta., por el incidente de perención y por 
los trabajos del principal. Ambas regulaciones han sido 
llocllas con sujeción al decreto 30.439/44 (arts. 6, 8, 10 
y 26), Y puesto (pie el ejercicio de la atribución acor- 
dada al juez en el art. 6 de aumentar hasta un 30 % el 
monto mínimo que resulte de la escala establecida en el 
mismo no es susceptible de revisión por esta Corte en el 
recurso extraordinario por tratarse de un punto de na- 
limilcz» procesal (Fallos: 193, 91; 194, 67; 202, 566) 
la imputación de inconstitucionalidad ha de considerarse 
referida a la escala que se acaba de mencionar por de- 



que comprende. 

Que aun en el supuesto de que la eonfiscatoriedad 
de un honorario pueda demostrarse, como aquí se pre- 
tende, sólo mediante la relación de su monto con el va- 
lor del juicio en que se la efectuó es patente que un 
monto mínimo de $ 20.00 más el 20 % sobro í 68.00 
como honorario fiel principal, y do un 5 % de esa escala 
para el incidente de perención no puede considerarse 
en este caso confiseatorio ni arbitrario desde ningún 




en los juicios 
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punto de vista, habida cuenta de que se trata de un trn- 

ba ^°p^ r r °tanto, oído el Sr. Procurador General, se con- 
firma la sentencia de fs. 39 vía. cu cuanto ha sido ma- 
teria del vecurso. 

Tomás ü. Casahes — Felipe S. 

PÉREZ — LUIS R. LONOHI — 

Justo L. At.vareí: Rodríguez. 



CARLOS ECIIESORTT v. DIHBC. GR AL. DEL IM- 
PUESTO A LOS REDITOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos eomuat». Cravamen. 
La sentencia contra la cual se ha concedido y procede el 
recurso ordinario de apelación para ante la Corte su- 
prema de Justicia de la Nación, no es susceptible del 
recurso extraordinario interpuesto por la misma persona 
que dedujo el primero, 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Rédito* del comercio, tlr ta indus- 
tria, profesiones, etc. 

Al establecer que los montos de las diversas entradas se 
incluirán "en la ganancia bruta del año en que sean per- 
cibidas por o devengadas a favor del contribuyente el 
art 22 de la ley 11.682 (t. o.) atribuye a las palabras 
devengar v percibir un significado analógico sobre el 
supuesto eu que se recibe realmente el importe de los 
intereses, mas si el hecho o acto que los devenga no coin- 
cide con el de la percepción de los mismos, hay que espe- 
rar su pago para aplicarles el impuesto. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Exenciones. 

Las circunstancias de que Jas operaciones de eompraventa 
de inmuebles por mensualidades hayan sido efectuadas 
v formalizadas con anterioridad al año 1932 y de que en 
la contabilidad del contribuyente hayan sido anotados 
como devengados antes de esa fecha los intereses que di- 
chas operaciones comprenden, no le eximen de pagar ím- 
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puesto a los réditos sobre los intereses involucrados en 
las cuotas percibidas con posterioridad a la vigencia de 
la ley que creó dicho gravamen, sin (pie ello importe apli- 



Y vistos: Kstos aulos caratulados "Eeliesortu Carlos con- 
tra Pispo Nacional t réditos) — Demanda contenciosa ". expte. 
ir? «460. de los cpie resulta: 

a) A fs. 4 se presenta don Carlos Echesortu, por apode- 
rado, interponiendo demanda de repetición de la suma de seil 
mil trescientos noventa pesos con cuarenta y dos centavos 
1$ 6.;i!)0,4¿ m n.> contra lu Dirección (ieneral del Impuesto a 
los Réditos, por considerar que esa suma le fu»- exigida indebi- 
ilaniente como consecuencia de tina inspección y estimación do 
oficio que abarcó los años lí>37 a VMO. viéndose obligado a efec- 
tuar su pajro el 6 de junio de lí»42. formulando la correspon- 
diente protesta pur telegrama colacionado. 

Sostiene que no obstante tratarse de un contribuyente asimi- 
lado a la 3? categoría (aM '27 ley 11.6tt!i. el inspector pres- 
cindió de las constancias de sus libros " descompaginando con 
discriminaciones arbitrarias el mecanismo real de cada opera- 
ción" y concreta las objeciones a dicho ajuste en: 

l" Bu cuanto afecta utilidades devengada» con anterio- 
ridad a la vigencia de la lev. en contra de la facultad que con- 
fiere al contribuyente de 3» categoría el art. 22 de la ley 11JS82 
it. o.) de incluirlas "en la ganancia bruta del año en que ellas 
sean percibidas por o devengadas a favor del contribuyente". 
Agrega que si bien este distingo entre ganancia percibida y 
devengada no tiene mayor trascendencia dentro del régimen nor- 
mal de la ley, ya que es lo mismo computar la renta en el 
período en que se percibe o en et que se devenga: la situación 
es distinta en este caso en que la ganancia ha sido devengada 
Hiites de VXV2 y parte de sus respectivos importes percibidos 
en el curso de 1« ley. El art. S de la reglamentación peñera! 
-dice— considera réditos del ejercicio los cobrados o devenga- 
dos en el mismo. según fuese el método habitnalmente seguido 
en la contabilidad y el actor, según lo hateen constar los inspec- 
tores actuantes, lia seguido ludiitualmente y sin variantes el mi- 
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Rosario, 29 de diciembre ríe 1944. 
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todo de acreditar en cada ejercicio la utilidad devengada cu id 
momento de la operación. 

2* En cuanto se consideran arbitrariamente las quitas o 
rebajas en los créditos f Ins devoluciones de inmuebles. A este 
respecto sostiene el actor que el procedimiento seguido por él no 
puede ser más razonable ya que, en euanto a la venta de terre- 
nos, concertada la operación se acredita romo ganancia la dife- 
rencia entre el precio de venta y el de eosto. liquidando el im- 
puesto sobre este importe. Si luego es necesario efeetuar una 
quita, la cantidad rebajada se computa como quebranto del ejer- 
cicio: v si el adquironte desiste de la operación y devuelve el 
terreno, efcte inmueble se iv -orpora al capital ai precio del mo- 
mento* computándose como quebranto la diferencia entre éste 
valor y la parte di* precio adeudada. En cambio, dice, el pro- 
cedimiento seguido por el inspector es erróneo e injusto porque 
al establecer como valor del terreno el imparte del precio adeu- 
dado, una vez deducida la porción que en ese precio corres- 
ponde a intereses, la rescisión no produce nunca quebranto, 
cualquiera que sea el número de motas cobradas. Sostiene en 
definitiva, que el pi»"o que se le lia obligado a hacer por ios 
años liKíT. 1ÜS." y 1!'40 es ilegal C importa un cobro 

indebido euva devolución solicita, con intereses y costas, fun- 
dado en los arts. 7fl2 y concordantes del código civil y 41 y 42 
de la ley 11.683 (t. o.). 

b) Corrido traslado de la demanda, lo contesta el Sr. Pro- 
curador Fiscal a fs. 13; sostiene en primer término que el actor 
si bien ha reproducido en su demanda los argumentos fie la» 
reclamaciones formuladas ante la Administración, no se ha cui- 
dado de refutar los fundamentos con que ésta ha rechazado SUS 
pret elisiones, lo tpie autorizaría a solicitar su rechazo, liceo 
iioee como exacto que el actor sea un contribuyente asimilado 
a la 3' categoría >art. 27. ley 1Uif*2 t. ».\. pero niega que la 
forma en que el contribuyente ha practicado sus balances y esta- 
blecido los beneficios y quebrantos, se ajuste 8 las normas li- 
jadas por la lev 11. (¡82 y su reglamentación para determinar la 
renta imponible. Con respecto a las objeciones que formula el 
actor al ajuste practicado, sostiene: 

1" Que es inexacto que se hayan gravado utilidades deven- 
gadas con anterioridad a la vigencia de la ley 11.682. (Jue la 
lev grava los réditos "producidos" a partir del V de enero d • 
l!t:í2. y que cuando se refiere a réditos "devengados" <> "per- 
cibidos" lo hace a los efectos de sn imputación a determinado 
período fiscal, pero no para considerar si el rédito debe consi- 
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dcrarsc comprendido n no en la ley. Que para determinar éste 
debe investigarse eíl qtté época ocurrió "el hecho generador del 
rédttó*'. Y que en fil cas») de las operaciones efectuadas por H 
actor, consistentes en las ventas de terrenos en mensualidades, 
existen dos operaciones; una de compraventa, ipie produce un 
rédito o un quebranto por diferencia entre el precio de e<isto 
y el de venta, en el momento de la operación, y otra de crédito 
que produce an rédito consistente en el interés implícitamente 
contenido en el precio y cuya medida está dada por la diferen- 
cia entre el valor total" y el valor actual. En la compraventa, 
el rédito debe imputarse al período en que se realiza : en la úpp> 
ración ile crédito, en cambio, el rédito se va produciendo a me- 
dida que transcurre el tiempo, porque éste es el hecho generador 
del rédito. 

Que en cuanto a bis compras de créditos provenientes de 
las ventas «le terrenos cu mensualidades, se trata de una ope- 
ración lie crédito y que, por ello, las realizadas antes de 1932 
sólo escupan a ta ley en manto a la que origina el crédito que 
se acuerda ni tompKidor, la que se produce a medida que trans- 
curre el tiempo. 

2* Que en cuanto a las quitas, mal puede aceptarse comii 
t|uebrnnto la totalidad de la, mismas si no se ha irravado como 
rédito |» totalidad del precio, V en cuanto a bis rescisiones 
de .-i mt ratos con devolución del terreno, que el hecho de aceptar 
el terreno en lugar del precio equivale a una dación en pago, 
siendo justo tomar como saldo del precio para fijar el valor 
del ierre el importe de capital contenido en las cuotas adeu- 
dadas, sin incluir el interés qne las integraba. Que aceptar la 
valuación personal del actor sería introducir la arbitrariedad en 
materia impositiva. In que debe estar sujeta a reglas precisas e 
invariables. 

Por último hace presentí- que aunque el actor reclama la 
totalidad del impuesto abonado, la diferencia no proviene ínte- 
gramente di> los conceptos cuestionados, de donde, aun en el caso 
de prosperar sus pretensiones, debe quedar sujeta aquella de- 
volución a una nueva liquidación a practicarse. 

Termina pidiendo el rechazo de la demanda, con costas. 

c) Abierta la «ansa a prueba y agregada la producid», 
las partes informaron sohre su mérito a fe. 24^41 y se llamó 
"autos" para sentencia. 

V considerando: 

Primero-, Qne dados las términos ni ijtte ha quedado tru- 
llada la litis y aceptando h demandad!, I fs. 14 punto U) 'in** 
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el autor es contribuyente asimilado ti la tercera categoría (art. 
24, ley 11.682). como así también que iia seguido liabitualmcn- 
te en su contabilidad el sistema consistente en imputar las 
utilidades de sus operaciones en el momento en que ellas fue- 
ron devengadas (fs. 10 vta). el debate gira alrededor de las 
siguientes cuestiones capitales: a) Forma de computar las 
utilidades obtenidas en las ventas de terrenos en cuotas men- 
sítales y en las compras de créditos provenientes de ventas de 
terrenos en mensualidades, b) Si las quitas acordadas para 
cancelar operaciones y las rescisiones de contratos ton devolu- 
ción del inmueble, constituyen quebrantos dedueibles. 

SeyitnrU) : Con respecto a las ventas de terrenos en cuotas 
mensuales, la cuestión a decidir se concreta a establecer cuán- 
do se ha devengado la utilidad para el actor en esa operación. 
V es indudable, a juicio del suscripto, que esa utilidad se li:i 
devengado para el contribuyente, es decir, lia nacido su dere- 
cho a percibirla, en el mismo momento en que ha quedado con- 
i-crtada la operación. Es en este momento en que el rédito 
ii la utilidad se produce, por diferencia entre el valor de costo 
del inmueble y su precio de venta, sin que quepa ver en esa 
venta una doble operación de compraventa y de crédito como 
sostiene el Sr. Procurador Fiscal. Me trata simplemente de 
una figura muy simple y corriente: la compraventa de inmue- 
bles en enotas periódicas. Para el actor, asimilado a la 3° ca- 
tegoría, el inmueble es una mercancía y, en consecuencia, la 
utilidad o "renta bruta" de su negocio se establece por dife- 
rencia entre el precio total de venta y el costo del inmueble 
(art. 23, ley citada). El aetor estaba pues en su perfecto de- 
recho I art,* 22 eit.) al declarar como renta neta imponible la 
diferencia cutre el valor de los inmuebles y el precio de venta, 
una ve» efectuadas las deducciones autorizadas por la ley. En 
efecto: el actor que hacía de esas operaciones su profesión 
habitual actuando como comerciante (asimilado a la 3» cate- 
goría) estafa* facultado para declarar sus utilidades en el pe- 
ríodo en que fueron devengadas (art. 22, ley 11.682), sin que 
pudiera aplicársele la escala del artículo 76 de la reglamenta- 
ción general, la que sólo hubiera tenido vigencia si aquél no 
hubiera estado asimilado a comerciante. 

( 'abe agregar que el sistema seguido por la ley, al permi- 
tir al contribuyente declarar sus réditos cu el período en que 
fueron devengados o en aquel en que los percibió, es perfecta- 
mente lógico y no puede producir ningún perjuicio i'iscdl, ya 
que comúnmente será indiferente que aquella utilidad se impute 
o uno u otro período. La cuestión reviste especial interés en 
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este caso en que parte de las operaciones caerían fuera del im- 
perio de la ley 11.682, pero, eomo quiera une el actor ha seguida 
invariablemente en su contabilidad el mismo sistema, no puede 
imputársele la comisión de maniobras dirigidas a eludir el cuín 
pliiuietito de sus obligaciones fiscales. 

Tercero -, Que con respecto a las compras de créditos pro- 
venientes de la venta de inmuebles a plazo, no es exacto tampoco 
que existti una operación de crédito que sólo produzca réditos 
por el transcurso del tiempo, como sostiene la resolución en 
recurso. Independientemente del carácter que puede tener 
en cuanto a las relaciones entre acreedor y deudor origina- 
rias, es indudable que constituye para el actor una cesión 
de créditos, cuya utilidad está repre .ntada por la diferen- 
cia entre lo papado al cedente y lo que espera percibir del 
deudor cedido; y es claro (pie ha podido declarar esta utilidad 
en el momento en que se devengó, es decir en la fecha en que 
quedó concertada la operación, de conformidad con el ya ci- 
tado artículo )1'2 de la ley SP* 1UW2 texto ordenado. 

Cuarto : Que en cuanto a las guitas acordadas por el 
actor, eomo lo reconoce la propia resolución en recurso, el sis- 
tema seguido por la repartición fiscal con respecto a ellas fué 
una consecuencia lógica del criterio adoptado con respecto a 
las ventas de terrenos en mensualidades y a las compras de 
créditos. Las conclusiones a que ha arribado el suscripto con 
respecto al carácter de las operaciones referidas, obliga a deses- 
timar también las razones en que se funda el sistema adoptado 
acerca de dichas deducciones. De conformidad con las aludidas 
conclusiones debe hacerse lugar, en consecuencia, a la deduc- 
ción de la totalidad de las quito* comprobadas. 

Qnhifn: En lo que atañe a las rescisiones de los contratos 
de compraventa con devolución del terreno, estima el prove- 
yente que el procedimiento seguido por el contribuyente es 
el que debe considerarse técnicamente más adecuado, porqu > 
permite establecer con mayor exactitud el estado patrimonial 
del actor, sin sujetarlo a las contingencias del cumplimiento 
de sus obligticiimes por parte de los compradores. En efecto, 
como sostiene con razón et recurrente a fs. :)■"> vtn.. el procedi- 
miento seguido por Réditos para establecer el valor de los te- 
rrenos devueltos podría dar como resultado que dos inmuebles 
de las mismas características, ubicación y dimensiones tuvie- 
ran valores distintos, según cual fuera el número de meiMUR- 
■idades adeudadas por sus compradores. Por lo demás, las 
e nstancias de la contabilidad que el actor ha llevado en forma 



DE JUSTICIA I>E LA NACIÓN * üi 

corréela deben aceptarse ramo exactas mientras no medí»' una 
impugnación fundad» de la repartición fiscal y en tal sentido 
corresponde aceptar el valor asignado por el actor a m in- 
muebles devueltos va (pie ta resulueió i recurso se limita a 

objetar el procedimiento seguido pero sin atacar concretamen- 
te sus conclusiones. 

Cal) T¡rar que ambas partes esgrimen iguales argu- 
mentaciones «n apoyo de sus tesis respectivas, al sostener que 
cualquier error en el vulur asi-muli. a los inmuebles devueltos 
encontrará su correctivo en futuras operaciones, ya une al ven- 
déis., nuevamente dielms inmuebles la diferencia entre el valor 
astado v el precio de venta corresponderá gravarla i-omo Uti- 
lidad o deducirla orno quebranto (ver ttt. 154 vía. y 174 vta. 
del legado) Aceptando ese criterio, encuentra mas equitativo 
el suscripto estar a la valoración realizada por el e.mtnbu- 
vente, por las razones antes expuestas. 

S, rta: Que de las conclusiones precedentes surge 1» pro- 
cedencia de la presentí' demanda en lo .pie respecta: n) Al mi- 
puesto cobrado sobre operaciones concluidas en periodos que 
mielan fuera del imperio de la ley tl#80¡ b) En cuanto a la 
procedencia de las quitas efectuadas en las operaciones de com- 
praventa de minueliles v c! adquisición de créditos; y e) BB 
la admisión de los quebrantos provenientes de las remisiones 
de oMcnieioues de compraventa con devolución del inmueble, 
pero eomo no migé ehmimeiitr .le los miteeedení -s obrantes en 
aittos que la totalidad «le la diferencia de impuesto cuya llevo- 
Im-ión Rebutía el actor, proven-a de los conceptos cuestionad"* 
por fot», la suma a restituir deberá ser hi -pie en delinitiva re- 
sulte de ta nueva liquidación que ludirá de 



l'or tanto, fallo: 

Unciendo tugar a la presente demanda contenciosa 1¡r»in»- 
vida por don l 'arlos Eehesorti. contra el Fisco Nacional Uie- 
atos v condenando, en consecuencia, a la Dirección (.eiieral 
del Impuesto a los líéditos a devolver al ador dentro del 1er- 
miim de diez días la cantidad que resulte de la nueva liqill. u- 
rión que deberá practicar dielm repartición, de acuerdo con las 
directivas que surgen de los considerandos pn ccdenles : con ni- 
(éreles al (5 desde la .ceba de la notificación de la demanda 
v sin costas en atención a la naturaleza de la cuestión debatí- 
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SeNTKNI'IA DE la Cámara Federal 

Rosario. 18 de diciembre de IIW. 

Vistos, en acuerdo, l< s autos " Eehcsortu Carlos contra Pis- 
co Nacional (Réditos) demanda contenciosa " íexp. N* v 10.S1K0 
de entrada}. 

Y considerando qu«' : 

Prímem: La ley N* 11.682, t. o. establece un régimen par- 
ticular para los casos de venia* de inmuebles por mensualida- 
des. El artículo Vi expresamente determina "une se asimila 
a hipoteca los haberes de los vendedores de inmuebles a plazos 
y se consideran propietarios los eompradores de tales, aunque 
no hayan obtenido todavía el título definitivo". Esta disposi- 
ción define nn doble propósito de la ley: eon respecto a los ven- 
dedores ile inmuebles a plnzus los considera, en cnanto a sus 
haberes, como poseyendo espítales cu hipoteca; se encuentran 
pues en la situaeióu (le los iiereedores hipotecarios. Con rela- 
ción a los compradores de esos inmuebles, presume (pie son pro- 
pietarios y en consc-nencia. contribuyentes por ios réditos que 
produzcan. Existen así. dos titulares o sujetos pasivos del im- 
puesto, cada uno por sus rentas: el vendedor del inmueble ob- 
tiene eon la venta, en primer liifíiir una utilidad o un ouebraiitn 
derivada del precio de costo con relación eon el de venta, en el 
momento de realizarse la operación, y en segundo lugar una 
utilidad, que es interés, originada en las facilidades de pago que 
otorga el vendedor a quien ¡ultpiiere el inmueble en cuotas pe- 
riódicas. El comprador, a su vez. es contribuyente por los rédi- 
tos «pie prodttzca el bien y para la determinación de éstos, entre 
otros conceptos, deducirá el interés contenido en las mensuali- 
dades «pie abona al vendedor, es decir, ipie con relación ni Fisco 
es considerado como un» especie de deudor hipotecario. De ahí 
el art. lil ile la ley líéditos establecer "A los fines de esta ley 
se presume que en las ventas ;i plazos id precio incluye un inte- 
rés no inferior al (pie aplica el Raneo de la Nación Argentina 
para el descuento de letras comerciales, disposición que con- 
cuerda y se complementa con la del art. 7fi de la Reglamenta- 
ción General, y que se refiere también a los casos de préstamos 
de dinero, venta a plazos, etc.". 

La explicación del régimen legal relacionado con la com- 
praventa, de inmuebles a plazo, permite determinar cuál es el 
momento o época en que ha ocurrido el hecho generador del 
rédito. Para ello vale lu distinción que se ha hecho entre las 



dos operaciones Mina de compraventa i>n sí, y la otra de raé- 
,lito 1 . tpie se observa en lii venia de terrenos pin* mensualidades. 

El hecho gen.- rador de la obligación tributaria ha ocurrido, 
en el primer caso, en el momento de realizarse la venta; en el 
se;.' lindo, a medida que se van venciendo las cuotas periódicas, 
es deeií. cuando se han pereibído los intereses: en este último 
caso la semejanza con los réditos derivados de préstamos hipo- 

teearios es evidente; >xistc pues, ninguna razón para liaeer 

distingo. 

Fundándose, precisamente, en esa semejanza es que resulta 
legalmente errónea la posición del actor. La asimilación a en- 
mercianle lio lia podido significar que por haber contabilizado 
el contribuyente las utilidades "devengadas" dejará a bis efcc- 
los impositivos de ti(|uidar el tributo en el momento de produ- 
cirse realmente el rédito, es decir, a Medida (pie fué pen-ihiendo 
los intereses de bis cuotas mensuales. 

Bn la sentencia se arriba a una conclusión errónea con res- 
pecio a las consecuencias (pie produce la asimilación de un 
ciHitribuvenie a comerciante La asimilación autorizada por el 
art. 21 de la lev 11.682 T. <>.. no influye con relación al régi- 
men del impuesto; es decir que un contribuyente con rentas 
comprendidas en la 1" o ¡3" categoría, por el hecho de llevar 
libros se lo considera en la A* categoría (comerciante), pero 
ello m> significa (pie deba abonar más o menos impuestos, -pie 
ios resultados y datos de su contabilidad 'aun correctamente 
llevada 1. no pueden ser objetados, ni que tenga bases distintas 
para liquidar el tributo. La asimilación a comerciante sólo 
facilitará la presentación de bis declaraciones juradas, porque 
se toman los datos y cifras consignados en los libros y balances, 
v para el Fisco tienen la ventaja que permite una más rápida 
verificación (Corte Suprema. Fallos: t. lí)2. p. 407). 

Bfffivttítoi El actor sostiene que la demandada incluye ope- 
raciones concertadas con anterioridad al 1 V de enero de 1932, 
afectando, por consiguiente, utilidades devengadas con anterio- 
ridad a la vigencia de la ley. 

La sentencia del inferior expresa, «pie con respecto a la 
venia de terrenos en cuotas mensuales, la cuestión a decidir se 
concreta a establecer cuándo se ha devengado la utilidad para 
el actor en esa operación. Y llega a la conclusión de "que esa 
utilidad se ha devengado para el contribuyente, e* decir, ha 
nacido su derecho a percibirla, en el mismo momento en que ha 
concertado la operación'*. 

El tt qiw no admite en !a venta a plazos, la distinción que 
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hace la Dirección General de Réditos y que este Tribunal en- 
cuentra legalmente fundada entre las <l«»s operaciones; ta de 
compraventa y la de crédito". 

Respecto ii la primera, tu: cube ninguna duda de que reali- 
zándose ella antes de lu vigencia de 1» ley de Réditos, es evi- 
dente que el hecho generador de ta obligación n» caería en el 
ámbito de la ley, y en consecuencia está eximida de todo gra- 
vamen. Distinta es la situación de crédito cuyo cumplimiento, 
pm- estar condicionada al vencimiento de las cuotas, cae bajo 
el imperio de la ley de Réditos, toda ve/. que el li he- generador 
ile la obligación se produce a medida que transcurre el tiempo, 
y mientras el deudor va haciendo efectivo el pago de cada cuo- 
ta, circunstancia que tiene en cuenta Réditos para exigir el 
patro del impuesto íjuc se cobra por los intereses involucrados 
en dichas cuotas, de acuerdo todo a lo establecido por los ar- 
tículos l:í v 1í> de la lev 11.HS2 T. O. y el 76 del Reglamento 
General. 

Las conclusiones del «. (¡im no se concillan bien con la dis- 
posición ya mencionada y transcripta del art. VA que establece 
"que se asimilan n hipotecas los ludieres de los vendedores de 
¡nmii'-li' s a plazos". Si se aceptara la tesis di-| inferior no 
cubrí . tal asimilación y estaría también demás la disposición 
de! artículo l!t. que presume que en las ventas a plazos el precio 
incluye Ün interés que es ht renta que se tiene en cuenta, dedu- 
cido el capital para determinar el rédito. 

Tratándose de obligaciones a plazos. m> es aceptable lo * 1 1 1 ' - 
sostiene el actor y admite la sentencia, de ipie el rédito t> utili- 
dad nace y es devengado o percibido por el vendedor en el mn- 
iiiento dercalizar la venta, por cuanto, como dice Safvat, ''el 
plazo afecta el ejercicio del derecho pero no su existencia. El 
derecho existí- en su plenitud P&*0 no puede ser ejercido antea 
de' vencimiento del plazo" (ver dictamen det asesor de Rédi- 
tos, pág. Hil. espediente administrativo 1 , 

De manera pues, «pie no siendo exígiblcs bis obligaciones 
a plazos, las utilidades un pueden ser einsíderadas como deven- 
gadas, y menos aun realizada-; seguí) m rtadanicnte ],, «firma la 
Asesoría L> irada de Réditos. 

Jío es verdad, pues, como sostiene el actor cu su demanda 
que la Dirección de Réditos i .Delegación Rosario) le haya co- 
brado réditos devengados o percibidos »'»» anterioridad a l» 
videncia de la ley de la materia; por el contrario la resolución 
administrativa del 21 de diciembre tle VM'2. al desestimar el 
reeurSO de repetición examina y analiza los argumentos del ac- 
or etl forma clara y precisa, que no de.ia lugar a duda respecto 
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H Ifl VUt&B lffíul qw fe «1 I»" - » m ' ,, » /J,i * lftS ini '" 

""t^nttlh^í .—tos son aplicables >W 
raciones de «npni de créditos por measwü dad, « toda 
.,„, esta ciase de operm-ionos son ™«"lr nle t . d ^ 
l„ ol monto del rédito que se percdnra esta « 
trmscirso del tiempo: en consecuencia no puede sei Bjaflo en 
ÍfmTS^ realizarse la operación de compraventa, ya m* 
mi cumplimiento depende del deudor. ..n^tio- 
rn-rnv/- En lo muí- se refiere « la segunda de las eiiestio 
„rs .|iie sirven de nindamento a esta demanda, si'sliene el actor 
S la demandada ha fijado altanamente el ompnto de las 
axkaa O rebajas y devoluciones de uimuebles v que ha d s i - 
.luido o eliminado quebrantos realmente sufridos por el mu- 

Difieren fundamentalmente aetor y demandado respecto al 
,,¡tcrm a aplicarse en el cómputo de las quitas o rebaja y el o 
es explicable por lo ya expresado en los considerandos prece- 

,1í, "eT« (tW, sin dar mayores fundamentos desestima "Mas va- 
„„: se furnia el sistema adoptado por Réditos acerca 
de dichas deducciones'". También se P^*»<*"£ 
ciones fundamental» en que pueden realizarse las (|Hi^> » 
.-Mas: 1) créditos comprados y í) venta de terrenos por men- 

™ i,l tX primera de la» operaciones expresadas, es decir cu 
1 ÜS créditos a cobrar es utilidad la difereuca «,ue fluye e trt 
S precio de costo del crédito y el total u cobrarse, u medida 
míe se vencen las cuotas periódicas. . 
' ¿1 cr ierro adoptado por liédilos de que se hace M eh 
la resol , ión .le Fecha 23 de diciembre de para rea , .zar 

utas n esta clase de operaekmos es lógico y razonable toda 
^ i me 1 s basa cu la diferencia entre la utilidad pavada en 
^Mda cuota v la utilidad que resulta del nuevo por ciento ,1c 
ntUMád con' la quita efectuada al valor a cobrar. 

El actor pretende, sin aducir fundamento lepal. que se de- 
duzca Lno fig*»* O*/» *jffi^ájS 
elU) tás no cobradas, lo que es inaceptable y «t^PJg 
pe dichos intereses no han satisfecho todavía nnpuesto «brn- 
■ „ coi.m acertadamente lo sostiene el representante del Fl8tK> 

::;;-;;;!! l ins,anci«. i>.- que h d™^^»» iss 

1,,-íhiIo la parte de las cuotas que corresponden a la quita que 
,V ^^.TnlutSmente es más intrincada bi ,-ucstimi q«« 
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versa sobre las quitas en las rescisiones tic contratos con (Invo- 
lución drt terreno y respecto a Ih misma <*l juez de primera 
instancia estima que el procedimiento seguido por '*e1 conttt- 
buyeute os i ' que debe considerarse técnicamente más adecua- 
do, porque establece con mayor exactitud el estado patrimonial 
del actor, sin sujetarlo a las contingencias del cumpthnientu 
de sus obligaciones por parte de ios compradores". 

La Dirección General de Réditos ba fijado en el ajuste 
para los inmuebles recuperados "un precio igual a los saldos 
de las deudas de los compradores en el momento de la rescisión 
de los contratos", mientras que el actor asigna a cada terreno 
que se le devuelve un valor fijado a su ciencia y conciencia 
condicionada '** la larga experiencia del recurrente y a su ca~ 
lidud de reconocido experto en materias de valores inmobi- 
liarios". 

Aduce el actor, que de aceptarse el criterio de Réditos pue- 
de ocurrir que dos inmuebles de las mismas dimensiones, ubica- 
dos en el mismo tugar y vendidos al mismo precio, en caso dé 
devolución pin-den representar valores distintos, .según el ma- 
yor t> menor atraso en que se encuentren los adquirentcs en el 
pago de las cuotas". 

Sin ser un procedimiento inobjetable el implantado por Ré- 
ditos para la valoración de los terrenos recuperados por el 
vendedor, mientras la ley o la reglamentación no señalen otm 
más adecuado y que contemple de un modo genera) los intere- 
ses del contribuyente y del fisco en una forma equitativa, cua- 
lesquiera sean las objeciones que fundadamente puedan hacerse 
:d mismo, este Tribunal piensa que con todo siempre es más 
aceptable y más legul que el admitido por el inferior, que por 
depender de la honestidad y seriedad del contribuyente, como 
regla genera] para fundar un criterio impositivo, es a todas 
luces arbitrario. Comprenderíase qur se adoptara como más 
razonable, el sistema de recurrir a la avaluación para la Con- 
tribución Directa, pero no que se considere el procedimiento 
seguido por «■! contribuyente, como el más adecuado técnicamen- 
te; ni es motivo bastante para descartar el criterio aplicado por 
Réditos, la posibilidad de que dos propiedades sólo por el nú- 
mero disnar de cuotas aun adeudadas, sean diferentemente va- 
lorizadas, a los efectos del cómputo de la quita. El Tribunal 
comparte la afirmación del representante de la demandada, en 
el sentido de que "para que la conclusión sostenida por ta con- 
traria fuera admisible, el valor que ella asigna a los terrenas 
debería coincidir con el precio de plaza de los mismos, al día 
del cierre del ejercicio, pero ello no es posible, al presente, por- 
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míe el actor no reajusta la avara» .mu 
dos. al vencimiento del ejercicio. 

t\,r estos fundamentos, se resuelve : 

47. W h«4nd« 1. S KMhn» CM«- 

Diistambk éist mwrmm* taW 
Suprema Corte : 

* ¿ntftü t i-in> m V E. un re- 
■i uarte netoru en estos autos traí a i ■ ^ 

,u extraordinario (ís, íO) conti» <H 

muM Federal de Hoaario cornéate a | ¿ 

\ t: i fon» «.flniitt! la procedencia de exigir 1111 
cuanto dicho tallo atimitc la ; 

, • . ■„ lo ,1o 1» Cao...... Conforme SWia tnbu- 

r«Sta "tís^í^--* 

entres!. '* a $F&¿^Z5&& por el acreclor y «.- 
Irado en cuotas mensuales, constituye para éste una 
renta, y como tal, debe papar imp" 
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Las otras cuestiones «le que se hace mérito por el 
apelante en su memorial de t's. 8:i-8M, se refieren al vé* 
curso ordinario, o lo son de hecho y prueba, materias 
ajenas a mi dictamen. 

Corresponde, pues, eoiifirmar dicho falte por sus 
fundamentos, en cuanto fué materia tle recurso extrn- 
ordinario. — lis. Aires, «Viril 11 de l¡í4ti. - J„<,,i,AF- 
vitrez. 

VALLO TIF LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires. 10 de diciembre de 1Ü47. 

Y vistos los autos "Hehesortu, Carlos v. Bisco N;t- 
eional (Réditos), demanda contenciosa" en los qtto se 
han concedido los reetirsos extraordinario y ordinario 
de apelación interpuesto a fs, 70/1 por la parte aetora 
contra la sentencia dictada a fs. H4 !> por la Cámara 
Federal de Rosario. 

Considerando: 

t^ae atento al monto de la ileuianda — $ 6590.42 
m /ii.— tpie la sentenoin apelada rechaza en todas sus 
partes, debe declararse (jije» concedido el recurso or 
dinario interpuesto a fs. 71 (Fallos: 1SK. '2l]\)) % y, como 
consecuencia de ello, improcedente el recurso extrum - 
dlnario otorgado a fs 7<> (Fallos: 1S1, ;17K). 

t¿ne en el memorial de fs. 8:i, presentado por la par- 
te aetora, se deja constancia expresa de que en uiiurún 
inoinento se "ha desconocido e] criterio fiscal ipie con- 
sidera i|ue en toda operación de venta de inmuebles a 
mensualidades existen refundidas dos operaciones : una 
d<> venta y otra de crédito. Lo ipie mí parte ha dicho, 
y repite ahora, es que dicha norma no es aplicable al 
Sub-jwHr, en razón de que militan aquí circunstancias 
especiales que imponen una solución distinta". Ln ma- 




uif Litación transcripta concuerda, en su primera parte, 
cou la establecido por esta Corte Suprema ni decidir 
que: "Ks cierto que en las ventas a plazo, en las que 
iiu se fijan intereses, la ley presume que el preeio in- 
fluía- un interés no inferior al que aplica el Banco de 
la Nación para el descuento di- letras comerciales (art. 
1!» de la ley ll.(i8J T. O.). Ksa disposición tiene una 
hase real, puesto que el propietario que vende una finca 
a pagarse en mensualidades o anualidades obtiene una 
utilidad efectiva, sobre eí valor de ella, en concepto de 
Ínteres no cobrado separadamente" — Fallos: 11>4, 12. 
Kl agravio del apelante radica, según lo expresa, en el 
hecho de que las operaciones "han sido efectuadas y 
formalizadas por el contribuyente con anicriot-idad al 
año época en que comienza la vigencia de la ley 

de réditos". 

Que las operaciones de la Dirección General del 
Impuesto a los Kéditos, impugnadas por la parte actorn 
recaen, esencialmente, sobre estos tres casos: o) cré- 
ditos adquiridos procedentes de ventas de terrenos por 
mensualidades, o sea compra de créditos hipotecarios ; 
h) compra de terrenos vendidos a mensualidades, res- 
pecto de los cuales el vendedor no ha transferido aún 
la propiedad; c) el acto mediante el cual el actor forma- 
liza la venta y facilita en préstamo al compradoc el sal- 
do del precio, constituyéndose i\ favor del primero el 
correspondiente gravamen hipotecario, lo que importa 
un i-rédito hipotecario simple, Kl apelante sostiene que 
todas las utilidades emergentes de dichas operaciones 
han sido devengadas en el instante en que ellas se con- 
sumaron y que el hecho de que con posterioridad a la 
vigencia de la ley se colira ra parte de dichos créditos 
no altera la situación ya que el hecho generador del 
rédito se produjo en época en que la ley no existía. 
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Que, cuando el nrt. •» de la ley 1 1 -«82 T. O. esta- 
blece que las cantidades a que asciendan las diversas 
entradas o haberes serán incluidas en la ganancia bru- 
ta del año en que "ellas sean percibidas por o deven- 
gadas u favor del contribuyente", luí asignado a jas 
palabras percibir y devengar un significado analógico 
sobre el supuesto de que se reciba realmente el importe 
de los intereses, peso si el hecho o acto que deven; . 
intereses no coincide con el de la percepción de los ra - 
utos, hay que esperar (pie ellos sean pagados para que 
recién sé les aplique el impuesto. El art. L* de la citada 
lev define claramente la situación al establecer que a 
los fines del impuesto se entiende como rédito el rema- 
nente neto, « sea el sobrante de las entradas o ln-nef icios 
sobre los gastos necesarios para ohtener, mantener y 
conservar dichos réditos; lo que importa significar 
que no se delie cobrar los réditos antes de que sean 
percibidos por el contribuyente ¡mes recién en esta opor- 
tunidad habrá la posibilidad de conocer cuál es el so- 
brante de las entradas sobre los gastos que ha sido ne- 
cesario realizar para obtenerlos. Este es también el 
criterio generalmente aceptado en la legislación vi- 
gente y en la jurisprudencia extranjeras; así Mauill 
dice que el método de contabilidad para rédito» más fá- 
cilmente comprendido y popularmente aceptado es sin 
duda una base de ingresos en efectivo, o, como lo ha 
dicho originariamente una Corte Federal, en auseneia 
de una disposición legal específica en contrario, renta 
debe ser tomada en el sentido de moneda y no expecta- 
tiva de recibirla, o el derecho de cobrarla en un período 
venidero; agregando que aun cuando los abogados y 
las Cortes algunas veces hablan del rédito como si fue- 
ra una cosa —dinero, cheques, o bienes de valor de cam- 
bio fácilmente realizable. t ,or ejemplo— en realidad 
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ellos no están haciendo una negativa deliberada de la 
generalmente aceptada proposición de que el rédito es 
un flujo y no una condición estática o cosa, como lo es 
el capital; ordinariamente ellos se refieren tan sólo 
n los tiempos en que el flujo debe ser valuado y grava- 
do; aun así, el texto citado lleva dos significados posi- 
bles que no siempre son distinguidos claramente; con- 
venido en que liayn habido un flujo tal, si la ganancia 
está en moneda os imponible cuando se percibe, y si la 
ganancia no está en moneda no es imponible basta que 
no es convertida en dinero efectivo — TuxabU- luromr 
Xew York, Roswell Maoill, pág. 154/5. La ley 

alemana de febrero de 1938 establece en su art. 11 que: 
"Los ingresos se consideran obtenidos dentro del año 
civil en el cual tía llegado al obligado al impuesto. Los 
ingresos que se repiten regularmente y (pie llegan al 
obligado al impuesto poco antes o poco después del cie- 
rre del «no civil, al que económicamente pertenecen, 
se considerarán obtenidos en ese año civil**. 

Que conforme a los precedentes considerandos el 
impuesto a los réditos debe computarse sobre todos los 
intereses que el actor baya percibido después del 1' de 
enero de 19112, aun cuando en su contabilidad hubiesen 
sido anotados como devengados antes de esa fecha, sin 
que ello importe una aplicación retroactiva de la ley. 

Que en cuanto al procedimiento seguido por la Di- 
rección General del Impuesto a los Réditos para el 
cómputo de quitas o rebajas y devoluciones de inmuebles, 
así como la trascendencia que tiene la asimilación del 
actor a comerciante de la tercera categoría, establecida 
por la ley, para que se pueda liquidar el impuesto de 
acuerdo a las dis|»sieÍones de esta categoría, han sido 
debidamente estudiados en la sentencia de la Cámara 
Federal de Rosario y resueltos conforme a derecho. 
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Por estos lumlnnictitos y los de la sentencia ífceii- 
ri iiltt y de amiento con lo dictaminado por el Sr. Proott- 
rador Oeueral, rniifírnmsela sin costas tampoco eu eU- 
ta instancia, por la naturaleza de la cuestión debatida. 

Tomás D. Casares — Fkwck S. 
Péhbz - Lris Tí. LoNiim — 
RonoLt'o (í. V\m:n/.i kla, 



XAl'IOX ARCKNTtNA v. ITALIA VKlKH.l DK MACKIM 
EXl'ROI'f.U'lOS : iit(hmm:«rt>¡». iMrrmhuwvhi iU t',th,r rsul. 

siempre a li^-hoK, formular apreciaciones tpic constituyen 
la inferna de ¡os peritos, son inaceptables ,i,s Opiniones tlf. 
aquéllos con respecto ¡il valor del bie u expropiado. 

ISTF.ItESKS: RrUiriu» jiirUltrn mtré ÍOÍ /Miríf*. E)prt>}>¡in¡>\H. 
fi\ exprnpiador debe intcresi-s sobre lu totnliilial de '¡i 
suma que se 1.- ordena papar por toda indenunsaettin, 
desde la fcclia do Iti ocupación del inmueble hasta e 
retiro tic los fondos consijrnados y desde ésta hasta el 
efectivo pago, sobre la diferencia entre lo cnnsijrnndo y lo 
mandudo pagaí, si fe demora del dueño en retirar los 
fondos depositados desde el comienzo del juicio ha sido 
.■alisada por la realización de las diligencias indispensa- 
hlcs pura acreditar la condición del inmueble con respeelo 
ni dominio v a los jrrnvámenes c impuestos fiscales con- 
forme a lo 'requerido por el representante del Gobierno 
eomo requisito previo a la entrega de la suma ■> 



SENTENCIA DEL . 

liío ( 'mirto, diciembre 3 d* H»+7. 

V tffetOS; para resolver estos autos: "listado X;icion¡d 
Argentino v, Italia Vda, de Magrini — expropiaron * de cuyo 
examen resulta : 
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ai qwi- a fs. 11 m> presenta el Sr. Procurador Fiscal en 
representación del Estado Nacional Argentino, adjuntando la 
dnenincntaeión. que obtll de f». 1 » 10 bcltlltive, e invocando 
causu de utilidad pública, promuevo demanda de expropiación 
eoiítra doña Italia Vda. de Magnin o quien i. quienes resulta- 
i-eii propietarios de un inmueble y sus mejoras, sito en Estu- 
rión il Las Higueras", P. C. C. A. del Departamento Uío Cuarto 
de esta Provincia de Córdoba, ron superficie aproximada di' 
líSft ha. H2 a. 4(i ra.-, con destino a instalación de un Taller 
Regional de Aviación; inmueble cuya ubicación, linderos y 
especificaciones se bailan demarrados en el plano general 
a-nmpañado a la demanda, y que el amonante da por repro- 
ducido. 

bl A i's. ló i-mn parece el Dr. .luán 1*. Prrssarro por D« 
llalla Vda. di- Majrrini. calidad que acredita con el testimonio 
de mandato de t's. 14, Entregada la posesión de! inmueble 
descripto con feclia 2(¡ de julio (leí año 1 ' 44 y lijada la audien- 
cia para ipie tenga limar el juicio verbal, comparece por el 

listado Nacional Alamino, el Sr. Pi unidor Kiscal y por la 

demandada el Dr. Juan I*. Prcssacco. líl accionante da por 
reproducida la demanda y ofrece la prueba informal iv¡i y 
documental de que da cuenta el neta respectiva, formulando 
ai mismo tiempo preguntas puní los testigos que ofreeiera 
ta. contraparte. El Dr. Pressacrn. por su parte contestando la 
demanda expresa : IJue su representada no está conforme con la 
esiimación y consignación jjraetieadas, por no indemnizar 
ifoino eórreapoMe y conforme a la ley. el apoderara iento efro 
¡uado. (¿ue la demandada [lidió * Xttt por cada lieetán-a. 
Hbre de mejoras y S ñ5¿QtiO por éstas, pácelos «pie — eonss- 
j ePfl — están por debajo del valor pajal y que no aventados por 
el actor dejan de tener carácter limitativo obligatorio para su 
representada: que la estimación realizada por el Estado «0 
alean/.:! a ¿ .">11(> por licetárea. comprendiendo sus mejoras, 
suma que considera insuficiente para indemnizar ta cxpn<- 
piación de que se trata. Pide que el tribunal fije el precio 
juslo v equitativo que comprenda los daños y perjuicios, el 
¡ñero cesante, los costos y costas del pMk aparte del valor 
de la tierra y sus mejoras. Invoca como elementos de juicio para 
justificar sus pretensiones. la ubicación tfc'l inmueble, su dis- 
tarte» de las Estaciones y caminos pavimentados; calidad de 
la i ierra, que afirma es apta para toda ela.se de cultivos y en 
parli'ulur de alfalfa, destacando que esta circunstancia es un 
índice páW fijar el valor de la tierra. Hace presente, asimismo. 
<iue sn mandante tenía explotación múltiple .le la que obtenía 
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ganancias considerables; plantaciones en pleno desarrolló, 
alambrados en perfecto estado, construcciones de primera ca- 
lidad, instalaciones para criaderos de cerdos, realizados de 
acuerdo a lo aconsejado por la técnica y las demás mejoras 
"(pie no pueden echarse en *aeo roto miando se trata de fijar 
ta indemnización". Que debe igualmente tenerse en cuenta que 
se priva a su eonferentc de una explotación en plena actividad 
y rendimiento: que la indemnización debe comprender los 
daños y pérdida? que la expropiación ocasione como las ga- 
nancias de que se la prive; (pie el concepto de indemnización 
comprende, además, el resarcimiento de los {fastos a que se ve 
obligado el expropiado por motivo de la expropiación e igual- 
mente IpS costos y costas del juicio, fita en apoyo de sus con- 
clusiones los iirts. 17 de la Cunst. Nacional; 231 1 y $19 del 
Cód, Civil v Ui de la ley 18Í). Ofrece la prueba pericial, docu- 
menta! y testimonial consignadas en la audiencia. 

Y considerando: 

La litis plantea al tribunal sólo problemas de hecho ya 
que en momento alguno se ha impugnado el derecho a expro- 
piar la tierra. Per i no obstante esta circunstancia, que deja 
al criterio judicial únicamente la estimación del valor de la 
rosa expropiada, cuya indemnización corresponde al Estado 
presenta la cansa características que le crean una cierta com- 
plejidad, iladn la diversidad de los bienes afectados al pleito 
y la necesidad de que el juzgador haya debido adquirir pre- 
viamente conocimientos especiales para el logro de un pronun- 
ciamiento verdaderamente justiciero, rpie contemple ecuáni- 
memente los intereses en pugna. 

Conviene dejar establecido en forma concreta el criterio 
adoptado por el suscrito para <lar solución n\ litigio. Pienso, 
con las decisiones judiciales ya conocidas, que debe fijarse el 
valor de tasación, en relación a la fecha de ocupación del bien 
por el Estado, a la proximidad de las estaciones de embarque, 
a la distancia a los centros poblados de importancia, a la fa- 
cilidad que ofrezcan las vías de transporte terrestre, Rn cuanto 
tt antecedentes de otra índole, conviene también tener pre- 
sente las transacciones de terrenos vecinos, la época de esas 
trasmisiones, los datos recogidos en instituciones de crédito 
y por último las informaciones allegadas al juicio. En cuanto 
a la tasación misma, la justicia y precisión del pronuncia- 
miento exige una apreciación discriminativa. Y así. el prove- 
yente fijará separadamente el valor de la t érra libre de me- 
joras, el de la* sementeras, los alambrados v corrales, las habí- 
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laeiones v construcción™, los molinos, tanques, canos v bebe- 
eroa v "por último 1h flora y huerta de frutales. Elemento 
precios© que permite tal apreciación lo constituye ta prolija 
acta de toma de posesión y las inspecciones oculares, hs <tei 
caso considerar en este momento las objeciones del demandante 
en oportunidad de ta audiencia para hacer mentó de la prueba. 
Considero que la opinión del actor extractada en la misma, es 
errónea. Por una parte, como ya lo expresara e suscripto en 
anterior decisión que mereció confirmación del tribunal di 
irado (autos Estado Nacional Arp. v. Caffaratti* las exposi- 
ciones de los testipo* en modo alpuno riñen con su condición 
de testipos informantes de los aspectos que e tribunal some- 
tió a su deposición. Consideradas las actividades profesionales 
de cada testipo. se llepa sin esfuerzo a la aceptación en peñera 
,|e sus dichos, dada la autoridad que les ntiirpu ta habitual 
actividad que cada uno ejerce. Tampoco puede ser antecedente 
para fijar la indemnización, ni la avaluación fiscal ni » ta- 
sación en el juicio sucesorio del causante de la demandada, ya 
míe no sólo es mi lieeho publicamente aceptado que la tasación 
,1c la administración fiscal de la provincia no refleja el valor 
real de los inmuebles, por razones obvias que no es del caso 
expresar aquí, sino también porque como ya lo dijera en el 
inicio antes nombrado, las consecuencias económicas del con- 
flicto armado mundial incidieron en alto prado en la despro- 
porcionada elevación de los precios y los distintos valores 
transacción ales. Esta razón oblipa asimismo a desechar como 
antecedente la tasación pericial en el juicio sucesorio aludido 
Corresponde en consecuencia proceder a la estimación del 
bien expropiado sipuiendo el orden enumerativo indicado pre- 
cedentemente. 

Valar <h la turra Hhrr de mejoras e» absoluto. — Ha vi- 
sitado el provevente cu diversas oportunidades, antes y des- 
pués de la ocupación por el Estado, el inmueble objeto del 

nieto Se trata de un terreno bajo, casi totalmente parejo, 
con leves ondulaciones, con tierra de constitución areno-arci- 
llosa v a"im potable a una profundidad que varía entre cinco 
v diez metros (ver inspección ocular de fs. 82) lo que permite 
"especialmente el cultivo de la alfalfa. En cuanto a la proxi- 
midad a centros poblados y estaciones de embarque y caminos 
navimentados, debe tenerse eu cuenta que dista alrededor de 

n Kni de estación Las Hipneras del F. O. C. A. y de diez Knis. 
,| ( . esta ciudad y a 800 y pocos metros del camino pavimentado 
une une Río Cuarto con Villa Mana y a mil metros, mas o 
JSnoS del i amino también pavimentado qne une esta ciudad 
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con la Capital Federa!. Las informaciones testimoniales de 
ta. :i!t vtn.. 41 vta. y 44 vta, certifican Ib bondad de i.t tierra 
considerada eomo una de las mejores de la zona; opinión 
• l'ie el suscripta comparte \wv el conocimiento personal que 
tiene del lujrar eojno viejo vecino del Departamento Esta cir- 
cunstancia determina (pie la fijación del preein a establecer 
sen superior en «rudo aproe iable al «pie fijara en la sentencia 
dictada en los autos seguidos por la misma autora contra Fran- 
rjyo v Roberto < "aífaratti |m«i- expropiación (Bxp, Hfl-E. 044 
de este Tribunal). Otros índices de apreciación ios constituyen, 
el precio de arrendamiento que normalmente se abona por 1 ie- 
rras vecina 1 *, iguales o ligeramente inferiores a la ipie motiva 
esta litis. — Treinta a treinta y cinco pesos nacionales por hec- 
tárea — y p] valor de las transacciones (le inmuebles vecinos 
con precios (pin oscilan entre cuatrocientos y seiscientos pesos 
la hectárea, sin mejoras 1 ver declaraciones de fs. 110 vta.. 41 
vta, y fs. 7.V.. Reunidos todos los antecedentes expuestos y los 
(pie surgen del in forme de fs. 70 determinan al provnyentc a 
establecer como valor venal del inmueble a los fines de la 
expropiación, un precio unitario de cuatrocientos cincuenta 
[icsos nacionales pnr hectárea, sin contar el valor de las mejo- 
ras. que se determinarán en los considerandos siguientes; esti- 
mación «¡líe coincide con la información suministrada pnr el 
testigo Alfonso y (pie el pvoveyciite, si bien en forma privada, 
ha obtenido paria la formación de su criterio personal en Insti- 
tuciones Oficiales de civdiin en esta ciudad. En consecuencia 
v como valor cu conjunto de 1 ;■ tierra expropiada, libre de 
mejnrus. se cstable-e la suma de * S."i. ItSIJ.OT %. 

mf ufe rus. — El acta de posesión de fs. jS a 20 certi- 
fica la existencia en ta! momento de ochenta hectáreas de al- 
falfa nueva de dos años, cu buen estado, seis hectáreas de ce- 
hada y treinta hectáreas de avena en planta. La información 
testimonial dé ís. (id & ii'2 en cuanto a la producción de la 
alfalfa y los de fs. IÍ7. :i!t vta., 44 vta. referente a ésta y a la 
cebada y avena cu planta es uniforme en cuanto a la aprecia- 
ción de'sit valor y digna de consideración por tratarse de la 
Opinión de agricultores de la zona coincidente con la aprecia- 
ción corriente cuyo eonochuieulo posee el pn.vcyeiiie. Conse- 
cuente con ello se Tija conao indemnización por las hectáreas 
de alfalfa a razón de treinta pesos por hectárea y en quince 
pesos por hectárea el de la avena y el de ta echada en planta ; 
Fijándose en consecuencia una indemnización en conjunto, por 
las sementeras existentes, de s 2.04(1 %. 

Alanihnul'ix ¡t rorro! i a. — - Partiendo de las constancia* d«-I 
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acta de fs. 18 ya referida puede establecerse con precisión el 
valor de los alambrados peritnetrales e intermedios, si se con- 
sidera que sobre este particular se ha aportado información 
de comerciantes de plaza que se dedican preferentemente a la 
venta al publico de estos artículos (ver declaraciones de Sto- 
rani (fs. 47), Dalvit (fs. 59) y Pagano (fs. 61 vta.) y que por 
la importancia de las respectivas casas que dirigen, constitu- 
yen el comercio fuerte de esta ciudad. 

Ya el suscripto, en juicio idéntico al que nos ocupa, se- 
guido por el Estado Nacional contra Caffaratti, fijó sn cri- 
terio de apreciación aceptando como justa la opinión de los 
testigos Dalvit —que también declara en esta causa— y Do- 
mínguez Leiva. Por ello, y porqne el caso es similar a éste, 
se tomará como base el criterio adoptado en aquella oportu- 
nidad, condicionando su valor a la calidad y estado de los 
alambrados v a la estimación de los testimonios aludidos. Asi, 
v siguiendo el orden establecido en la ya referida acta de 
toma de posesión, se fijan los siguientes valores de indemniza- 
ciones: alambrado* perimctrales i para los 919 metros de cos- 
tado Norte a razón de * 1,30 el metro lineal; para los 6a5 mts. 
con 20 cms. del mismo costado a razón de $ 1,20 el metro; para 
los t r.rtfi mts. del costado Sud n razón de $ 1,50 el metro; los 
1 '>27 mts. del costado Este a razón de $ 1,30 el metro lineal ; 
para los 800 metros del costado Oeste a razón de $ 1,70 el 
metro lineal v para los 382 rats, restantes del costado Oeste a 
razón de $ 2.10 el metro lineal. Alambrados intermedio* i para 
tos 2.0!)0 metros de diez hilos a razón de $ 2,30 el metro lineal ; 
para los 667 metros de eineo hilos y postea de algarrobo a 
razón de $ 0,90 el metro lineal ; para los 652 metros, postes de 
quebracho, a razón de $ 1,30 por metro; para los 6o2 metros, 
postes de algarrobo, a razón de $ 0,90 el metro lineal; para 
los 652 metros de tres hilos, postes de algarrobo y quebracho 
en mal estado, a razón de $ 0,50 el metro lineal; para los dos 
alambrados de 110 metros cada uno, con diez y cinco hilos res- 
pectivamente v 62 postes de quebracho a razón de $ l,aü el 
metro término medio; para los 100 metros de cuatro hilos, 
postes de quebracho, a razón de * 1 el metro lineal; y por 
ultimo para los 650 metros de alambre tejido para cerdos a 
razón de * 1,50 el metro. Que por lo que respecta a los corrales 
para hacienda, brete y manga, corrales del tambo, cutóro j 
Iranqueras. corresponde, de conformidad a los precios co- 
rrientes y calidad de loa mismos fijarles un valor de 9 ¿W 
para el corral para hacienda, * 200 para el brete y manga y 
$ 450 en conjunto para los tres corrales para tambo. L*s va- 



lores asignados en el presente considerando aseiende n entonces 
a un total de * 18.549.34 % 

Edificaciones y corntruccúme.*. - Para la debida aprecia- 
ción del valor de laa edificación?** y con arreglo al criterio téc- 
nica actual en cnanto a la tasación de edificios construido*, el 
tribunal toma en consideración el costo de los materiales de 
construcción a la época de la ocupación del bien por el Estado 
o sea lo que se llama el valor de reposición disminuido en 1111 
dos por ciento por ano de existencia. Rajo estas bases y en 
atención a que el precio de reposición por metro cuadrado de 
superficie cubierta puede estimarse en ochenta pesos naciona- 
les y a que la eat*a habitación fué construida según informes 
de la misma demandada en el año 1911. corresponde asignarle 
romo valor de indemnización la suma de 5.929,60 

Siguiendo el orden ya mencionado antei ármente, que con- 
signa el acta de posesión de fs. 18 y bajo las mismas bases 
tenidas en cuenta para la tasación de la casa habitación, co- 
rresponde fijar al departamento de una pieza con baño y 
horno un valor de reposición de * 65 el metro cuadrado, re- 
bajando la tasación en un dos por ciento por año a contar 
desde 1914, fecha en la que fué construid»), correspondiendo en 
consecuencia asignarle un valor de indemnización de 911.56 

En cuanto al galpón de cinc para cereales, debe conside- 
rarse et metraje de los tirantes de madera de 3 X 3 y de 
3 X 6, el número de cabriadas de pino-tea, laa riendas de hierro 
y madera, los tacos de lapacho y el número y peso de laa cha- 
pas de cinc. De conformidad h los precios aproximados «pie 
rigen en plaza, se asignan los siguientes valores; $ 1.080 para 
los tirantes de 3 X £ 1'79 para los de 3 X 3. $ 96 para 
los tacos de madera de lapacho. * 1.200 par*i las cabriadas, 
* 300 % para las puertas y * 3.543.50 % para las cha'ias de 
cinc; ln que en conjunto asciende a la suma de $ 7.987.50 
que el tribunal fija como indemnización por el galpón aludido. 

Los mismos antecedente» obrantes en autos en relación al 
costo de los materiales condicionados al estado de conservación 
permiten asignar un valor de $ 400 % para el gallinero 
existente. 

La edificación designad» como "Quinta" en el acta de 
posesión ya referida, (pie ocupa una superficie cubierta de cua- 
renta y ocho metros cuadrados con noventa decímetros cua- 
drados, atento los materiales de construcción y a que ta misma 
fué construida en el año 1925, corresponde fijarle un valor 
por metro cuadrado de * 35, disminuyendo un dos poreiento 
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pnr af.o de existencia. En tal concepto. * establece un valor 

, ílie una^rfiS. «V 122,17 jn ■> y constru-d* «tefe 

&S «1 pmveycnte. la propalad g 1,7 metro 

debe establecerse mi valor de reposición e « ¡4. j% * m«r 
.«adrado de «ipcrficie cubierta, disminuida s 
por año de existencia, lo que arroja un lalor (te indemne 

.. LuoSm - L.« infnrraaciow» «portad.» v so- 
bre K-^s s^nfesss 

permito» .pr^T C'^ÁlS^t^JS^SS. Por 

sis * 

*. •*«S** l g¿ffiy5£ do^brooenwnto de do. piü- 
1.» de 1 » ^■*'S?KSÍii2íS <•"•"«> » I» tr« bebid» 

RMimiiMido v concretando las operaciones por los <m 

S*¡& ¿ SS« <* SSÍ « y i*- 

Por ello ». bion bwo JfJS Sñic,, |. «¡khuUio» 
.pu ntido, el >«or en áS»* -■> * e»t«ble«roieilto, oUf 
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menta comercial. No ocurre lo propio en cuanto a los frutales, 
ya que para éstos el valor real guarda una relación directa 
con la edad y con la producción aproximada de frutas. 

Bajo estos conceptos y tomando como base la exposición 
del testigo Cardarelli (fs, 37) apreciable por su conocida con- 
dición de arboricultor y fruticultor local y la información 
obtenida por el suscripto de personas dedicadas a estas activi- 
dades, permiten fijar los siguientes precios de indemnización ¡ 
por cada uno : para los paraísos $ 3, los siempre verde, al 
mismo precio, los eucaliptos a $ 2, los pinos a t 12, los sauces 
a $ 2, los mandarinos, los naranjos y los limoneros a $ 15, los 
perales a $ 8, los durazneros a | 7, los membrillos a $ 4, los 
«ranados a $ 3, las higueras a $ 7, los manzanos a $ 8, los ci- 
ruelos a 4 6, el pomelo a $ 15, los damascos a $ 7 y la lijrus- 
trina a t 1 el metro lineal, todo lo que en conjunto asciende a 
la suma de * 8.767 % 

Gastos, daños y perjuicios. — Reclama además la deman- 
dada los daños que la expropiación le ha ocasionado por la 
interrupción de las actividades inherentes a la explotación 
agrícola-ganadera del establecimiento y los trastos de trans- 
porte de loa distintos bienes muebles y semovientes que halla- 
ban afectados a la misma. 

Es indudable que legalmente corresponde imputar al ex- 
propiante la reparación de todos los daños que fueran una 
eonsecuencia directa e inmediata de la expropiación, Pero tal 
obligación debe condicionarse a la demostré ion y comproba- 
ción legal de la naturaleza e importancia de m lesión recibida 
por tal causa. En el sub-judice no se ha comprobado la pre- 
tensión. Antes por el contrario consta de autos (acta de fs. 18) 
que la demandada quedó ocupando la finca con posterioridad 
a la toma de posesión por el Estado y que sin perjuicio de la 
tramitación del proceso, retiró los fondos depositados por la 
actora como importe de la indemnización. Ello indudable- 
mer.íe autoriza a suponer con buen criterio, que la continua- 
ción en el «oce de la cosa expropiadn, por una parte y la obten- 
ción anticipada de los fondos, —de por sí solos importantes— 
por la otra, permitieron cómodamente a la demandada instalar 
su explotación en otra finca y continuar sus actividades casi 
sin solución de continuidad. Por lo demás, y aun suponiendo 
que así no fuera, no existen en autos elementos de juicio que 
permitan ni siquiera remotamente apreciar el grado de inten- 
sidad del perjuicio que dice sufrido, razón por la cual bu pre- 
tensión debe desecharse. 

En cuanto a los gastos de traslación. No obstante la noto- 
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ría deficiencia de la prueba rendida tendiente a justificarlos 
^Ulo obra la testimonial de Marmelli (fe 48 vt ».)- es in- 
dudable que tienen que haberse producido .gg^^MffJ 
testimonios válidos que la demandada dedicaba el 
explotación aerícola ganadera, granja y crian» de cerdos- 
Las mismas constancias del acta de posesión "gJ^tS^ 
mar tal circunstancia, pues la existencia de corrales, mancas, 
billas parideras para cerdos, así lo certifican; los sembra- 
díos permiten aceptar la existenca de implementos y maqtn- 
uarias imprescindibles para el laboreo de la tierra. Estos 
hechos, de inequívoca evidencia, obligan «n pronunciamiento 
iíaratorio. si bien librado al prudente arbitrio judicial, de 
conformidad a la refría del art. 220 de C. de P. Civiles de- 
iando su fijación al juramento estimatorio. Por todo ello .y 
porque la explotación agrícola-panadera puede ser craade- 
i-ada de relativa importancia, estimo equitativo ^J" 
su importe al juramento de la demandada, dentro de la suma 
de setecientos pesos nacionales. 

Por las consideraciones precedentes, defmitn ament juz- 
gando fallo: Declarar transferido a favor del Estado Nacional 
Anremino el inmueble v todas sus mejoras aludidas en la re- 
llción dí caiisa. objeto de esta demanda, y fi ar eonio valor de 
la indemnización por todo concepto la suma de * l w : SY Jj¡™ 
¡on más la suma que resulte del juramento estimatorio estable- 
ado en el considerando anterior con sus intereses a contar 
«ferie la toma de posesión del bien por el Estado a l estdo 
I los que cobra el Banco de la Nación ^^^^g 
presente que los de la suma depositada, sólo correrán de sde 
a fecha de toma de posesión hasta su percepción por la de 
mandíía? coTcostas. TTrt. 18-Dec. 17.Í.20). - C^avo E. 
Carranza. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Córdoba, 6 de noviembre de SHA. 

Vistos y considerando: 

Que como lo hace notar el *quo t el único punto materia 
de divergencia entre las partes, es el del valor que como indem- 
Jcíónhi de abonarse al expropiado, ya que no se discute la 
procedencia de la acción iniciada por el Fisco. 

Que de los elementos de juicio que obran en autos, turne 
singular importancia la pericia mandada practicar por el Tn- 



484 



FALLOS M LA CORTE SUPREMA 



bmiat en uso de sus atribuciones "par» mejor proveer", reali- 
zada por el Ingeniero D. Fernando Sánchez Sarmiento, quien, 
mediante un prolijo y minucioso análisis de las pruebas de 
«aricter documental y testimonial rendidas en primera ins- 
tancia, controlando venta» de inmuebles de características si- 
milares al que se expropia, más o menos próximos a éste, cuyo 
detalle aparece en el plano que obra a fs. 155, promediando 
los precios de algunas de aquéllas y con arreglo al juicio que 
su propia observación le ha sugerido sobre la calidad del te- 
rreno, productividad del mismo, proximidad a los centros de 
población qtie enumera y facilidad de las comunicaciones, con- 
cluye asignándole un precio de quinientos veinticinco pesos 
por hectárea. 

Que a ese valor de la tierra libre de mejoráis, (pie el Tri- 
bunal conceptúa equitativo, hay que agregar el que tenían 
aquélla* al tiempo de la desposesión y sobre ese punto, ta 
prueba más idónea, es la del mismo perito único que las lia 
estimado, mediante las previas mediciones que ha efectuado 
y constatando su estado y calidad. 

Que fuera de esto, no puede tampoco prescindirsc de la 
importancia relativa que tiene la estimación que la misma in- 
teresada hizo diez meses antes de la expropiación en su carta 
de fs. ít. dnnde atribuyó al terreno un valor de $ 550 la hec- 
tárea y a las mejoras en conjunto * 55.000, carta que, si no 
obliga' a la dueña a tener por definitivo un ofrecimiento no 
aceptado por el expropiante, es con todo un antecedente digno 
de consideración. 

(¿ue dedicado el inmueble de que se trata a una activa 
explotación agrícola ganadera, la repentina paralización de 
esas actividades ha producido indudables daños a la expropia- 
ción que también deben resarcirse a la vez que los gastos del 
traslado de animales e implementos de labranza. 

Por esto y Ihh razonen concordantes que se aducen cu el 
fallo apelado," se lo confirma en cuanto hace lugar a la de- 
manda con costas y pagos de intereses en la forma que allí 
se determina, y se lo reforma respecto al monto de la indem- 
nización que ha de abonarse a la expropiada, la que por todo 
concepto t¡c fija en $ 160.000 con costas. — RoddLfo Otero 
Capdevüa. — Miguel A. Aliaga. — ¿vis M. Allende. 
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B*. Aires, 1U de diciembre de 1ÍH7. 

vistos los autos "lisiado XikwuU Argentino v. 
„«..« viuda de Magrini, expropiación", en los que se 
lian concedido los recursos ordinarios de apelación in- 
terpuestos a fs. 17'J por el Sr. Procurador Fiscal contra 
la sentencia de fs. 170 y por el mismo (fs. 176) y el 
perito ingeniero Fernando Sánchez Sarmiento {fs. 17 1) 
contra la resolución de fs. 175 vta. que regula los hono- 

Considerando : 

Que la sentencia recurrida funda sus conclusiones 
esencialmente m la pericia mandada practicar por el 
tribunal de segunda instancia, lo que obliga a conside- 
rar diclio informe en sus aspectos fundamentales. 

Que la pericia establece el valor del terreno expro- 
piado promediando los precios obtenidos mediante la 
prueba testimonial rendida en primera instancia y los 
.pie establecen las ventas de predios situado» en luga- 
res próximos. La prueba testimonial no puede aceptar- 
se para recibir opiniones o apreciaciones, pues esta es 
misión de los peritos y no de los testigos, que deben re- 
ferirse siempre a hechos. Queda como elemento de jui- 
cio -además de la avaluación fiscal, la manifestación 
de la demandada contenida en la carta de fs. 9 y la ta- 
sación de la hijuela agregada a fs. el precio de las 
transferencias relacionadas en el informe de fs. 1-3 a 
1*5 cuyo promedio establecido por el perito es de cua- 
trocientos cincuenta pesos la hectárea, Ubre de mejoras, 
precio que corresponde aceptar como equitativo para 
el terreno expropiado. 
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Que en cuanto a las mejoras el perito las calcula 
en $ 68.369 m/'n., y la sentencia recurrida — al asignar 
a la tierra libre de mejoras nn valor de $ 525 por hec- 
tárea y establecer en $ 160.000 el monto total de la in- 
demnización— las lia fijado en $ 60.289.08, comprendi- 
dos el cese de actividades y gastos de traslado, sin men- 
cionar las razones determinantes de dicha suma. Por 
ello resulta más equitativo referirse a las apreciaciones 
que sobre el particular contiene la sentencia de primera 
instancia, que funda debidamente el valor de las mejo- 
ras en * 61.405.02 m/n. 

Que aun cuando la prueba rendida pava justificar 
los gastos do traslación resulte deficiente, puede acep- 
tarse sin esfuerzo que ellos lian debido producirse como 
lo sostiene la sentencia de primera instancia, conside- 
rándose prudente estimarlos en la suma de $ 600 que 
fija la pericia. 

Que, como lo sostiene la sentencia de primera ins- 
tancia, no se ha probado la pretensión de la demandada 
para conseguir una indemnización por daños y perjui- 
cios, lo que impone su rechazo. 

Que en cuanto a los intereses que manda pagar, la 
sentencia apelada se ajusta a la reiterada jurispruden- 
cia de esta Corte Suprema (fíob. Nacional v. Salvador 
Ana, 5/11/47). 

Qne de acuerdo con lo establecido por el art. 18 
de la ley 189 modificado por el decreto 17.920/44 —cu- 
ya validez constitucional ha sido declarada en los casos 
de Fallos : 204, 534, y 206, 515—, las costas del juicio 
deberán pagarse en el orden cansado por ser la indem- 
nización que se fija — $ 147.471.09— inferior a la suma 
ofrecida — | 94.948.13— con más del 50 % de la dife- 
rencia entre ésta y la reclamada a fs. 95 vta. 

Por tanto, confírmase la sentencia ape 'ada de fs. 
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en cuanto hace lugar a la demanda y al pago de 
intereses en la forma que determina, y se la modifica 
en lo referente al monto de la indemnización que la ac- 
tora debe pagar a la demandada, que se fija en la suma 
de pesos ciento cuarenta y siete mil cuatrocientos se- 
tenta y uno con nueve centavos moneda nacional por to- 
do concepto, así como también con respecto a las cos- 
tas, que deberán pairarse en el orden causado, y a las 
lOíTuíaeiones de los honorarios del Dr. Juan P. ^ eM . ^ 

cientos v pesos mi\ quinientos. Refórmase asimismo 
el auto de fs. 175 vta. reduciéndose a la cantidad de 
pesos cuatro mil los honorarios que corresponden al 
ingeniero Fernando Sánchez Sarmiento. 

Tomás D. Casakes — Felipe S. 
PÉREZ — Luis R. Lonohi — 
Rodolfo G. Valexzitela. 



CATALINA BAlílilONTIÍVO DE OISONDi Y OTRA 
IMPUESTO: Facultades impositivas de la Nación, provincias y mu- 

Las provincias tienen facultad para crear impuestos y 
reirular, en su ámbito propio, lo < mu-crnientc al modo ae 
percepción y a las acciona judiciales para haberlos efec- 
tivos. 

IMPUESTO: Principios generales. 

El régimen de los impuestos es de derecho público y sólo 
subsidiariamente les son upüeabU's las m.rmjis del derecho 
civil. 
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LEGISLAMOS COSÍCS. 

El derecho civil, aunque privado, no regula tan solo inte- 
reses de esta índole : muchas de sus disposiciones se refie- 
ren a instituciones de orden público o en laa cuales hállase 
éste interesado, como ocurre en el caso de los privilegios, 
en el cual el derecho ervfl es el que mas adecuadamente 
puede hacerse cargo, con la necesaria universalidad re- 
querida por uua solución justa, de la especie propia de 
los diversos créditos de los particulares y del Estado, para 
graduar su prelación conforme a su naturaleza, dando la 
debida satisfacción al orden público que no siempre re- 
quiere, ni algunas veces consiente, que en el choque de 
los derechos de los particulares y del Estado se dé inva- 
riablemente preferencia a estos últimos. 

LEG1SLACIOX COMUN. 

Corresponde al Congreso de la Nación, con carácter ex- 
clusivo, la facultad de reglamentar lo referente a las pau- 
sas de preferencia en el pago de los créditos. 

CONSTITUCION NACIONAL: Comtitucionalidad e ¡ncottotitm to- 
nalidad. Leyt9 nacional*?. Común*». 

i «iis disposiciones del Código Civil sobre privilegios de 
los créditos por impuestos provinciales no invaden atri- 
buciones privativas de los gobiernos locales ni son viola* 
torian de los tirts. 101 y 10"» de la Const. Naeiotial. 



Sentencia del JüéZ ex lo Civil 

Hs. Aires, noviembre 8 de 194íi. 

Y vistow: Considerando : 

El Fisco de la Provincia de Buenos Aires, acreedor del 
concurso por contribución territorial y pavimentos, pide ser 
verificado con privilegio especial de índole administrativa so- 
bre el precio de venta del inmueble afectado por dichas contri- 
buciones y con privilegio de carácter especial por el saldo que 
resulte impago. Como consecuencia de ello, sostiene que es 
nulo el auto de fs. 255 vta.. que ordenó a favor del Bco Hip. 
Nacional la transferencia del importe de su crédito. 

Entiendo que como cuestión previa, debe resolverse lo rp- 
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lativo a la nulidad de la providencia de fs. 255 vta., impug- 
*m m el SSdor de tí 275. En el estado de ^¡ción 
de créditos sólo es posible fijar el privilegio que corresponde 
1 cada acreedor y M ha resuelto (J, Arg„ 36, pág. 995), que 
venciSo d mm$> «leí art. 758 del Cód. de Proc no cabe que 
éstos deduzcan oposición. Así y todo .reo que I. gestión ca- 
ree-e de importancia, tola vez que o Juzgado no aprueba mee, • 
nicamente aquel ¡«forme de la 8>nd».tiin. «.no que pued 
examinará exista o no J-S3rAiÍ±& L^rnSte 




iívv «-rvítiíos «el « \«»»*- i procede . .. 

pío teosión que intenta hacer valer el seo de a P^meia. 

Se invoca por el acreedor un privilegio de .«dolo admi- 
nistrativa en cúva virtud pide ser verificado eon el rango de 
«nedaís^bre el'preei» de venta del inmueble afectado no,- la 
r o Kuc?ón territorial y el pavimento. A este respecto, eo- 
rn", „ de dejar establecido, sin embargo, que la cuestión m 
'Ipete al derecho administrativo como se pretende ya m 
na sUlo reconocida la primacía del Cjl 'mi W^ffitfg 
tributario en materia de privilegios (S. í . -V Gacela del Foro, 
t 141 n 193 Ley, t. 37. p. 745). 

LVúvincia de SiiettP f i«* - — ?«™ ¡** 
directos - contribución territorial) y por mejoras pavimentos, 
v i. la naturaleza de ambos tributos es distmta. conside- 
raré por separado la suerte de ambos rubros. 

I Contribución territorial: El acreedor a ^PffW*LC 
de preferente derecho a todos los otros acreedores del deudor 
v sontan claros y repetidos los conceptos que en esta materia 

contra la ley, «ft» |N| **^fef 
fisco, en efecto es siempre de carácter general í art. 3879. inc - 
uacíA C'ivin de manera que deberá «obrar primero el que 
™ia íe -,¿iv leg ÍO eapeSl (írt. 3918 y 3919). Tal es tamban 

unánime por la doctrina (eonf. La Uy. t. 30, págs 322 > 5**, 
5 W. t 60. pág. 179. t. 71, pág. 136 y 1943 111. pag. 11*. 
Machado t 10, pág. 619 y 677. Salvat, Derechos reates t. 2 . 
ná¿ 771 v 8S3 j Cobdeiko A..vabe Z . pág. 76 y sigtes. v ult, ma- 
me ntee resuelto por el suscripto in re. 'to Pérez 
^auln .Tu»icip«lidad de la Capital, s. "ff*?"'-™^ 
inadó por la Cámara Civil Primera, causa >212 del 9 de abril 

de 194o) . «Bpíawiiíw: El crédito de que se ..ata 

ha sido juzgado ¿orno' una contribución por mejoras; de ah, 
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que en la doctrino, y en la jurisprudencia (conf. Ahina en 
J. Arff., t. 6? pág. 558), se haya abierto camino la distinción 
entre pavimentos construidos con anterioridad o después de la 
constitución de la hipoteca, reconociéndose preferencia a aquél 
ruando el gravamen hipotecario es de fecha posterior. A satis- 
facer ese criterio, respondió la medida para mejor proveer dis- 
puesta a fs. 394, pero un estudio meditado de la cuestión con- 
vence de ta inutilidad de ese distingo que, p»r lo demás favo- 
recería en una mínima proporción al fisco provincial (fs. 298). 

Los privilegios no nacen sino de una disposición de la ley 
(arte. 3875 y 3876 del Cód. Civil.) y no es admisible crearlos 
en base a una interpretación extensiva de textos omisos. 

Acepto pues en todos sus términos lo resuelto en el fallo 
«jue se registra en Gaceta del Foro, t. 74, pág. 85. ya que como 
lo dejó demostrado el Dr. Barraquero en su voto, "se ha sos- 
tenido como exclusivo fundamento el aumento del valor del 
inmueble, proveniente de la construcción de la obra pública, 
pero ese principio de equidad no bastn para crear un privile- 
gio", principio que juzgando también en el caso de los cons- 
tructores, arquitectos, etc., no ha sido suficiente para que la ley 
cercene el preferente derecho que acordó al hipotecario ísrts. 
3110 y 3934, voto citado y J. Arg., 1943-11. pág. 387). 

Ks en virtud de lo expuesto que declaro que el Baneo Hi- 
potecario goza de privilegio respecto del crédito por pavimen- 
tos, sea que éste se remonte antes o se origine después de ta 
hipoteca (Tai Ley, t. 37, pág 745 y G. del Foro, t. 174, pág. 85). 
y en consecuencia el fisco de la provincia ha sido correcta- 
mente graduado por la Sindicatura con el rango de acreedor 
con privilegio sobre la generalidad de los bienes del deudor 
(art. 3879. inc. 2», del Cód. Civil). 

En lo que respecta a las demás cuestiones que plantearon 
loa interesados, corresponde no hacer lugar a la nulidad articu- 
lada por el referido acreedor y por las consideraciones hechas 
valer por el Síndico en su escrito de fs. 285, procede verificar 
ese crédito por el total reclamado í$ 19.530.76 %), con las cos- 
tas solicitadas, toda vez que no es dable alegar ignorancia de 
estas actuaciones, primero por haberse publicado los edictos 
(fs. 34 y 35), segundo por haberse realizado la junta de veri- 
ficación (fs. 49) y por último, por haberse solicitado la remi- 
sión del juicio de apremio seguido contra las concursantes. 

Por estas consideraciones y las pertinentes de fs, 285 y 
289, resuelvo: declarar verificado el crédito del fisco de ta 
Provincia de Buenos Aires con el rango de acreedor con pri- 
vilegio sobre la generalidad de los bienes, con las costas a su 
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Largo y a reblarse en ocasión de la distribución de fondos 
correspondientes; no hacer lugar a la nulidad del auto de 
fs 255 vta.. declarando preferente el derecho del Banco Hip. 
Nacional sobre el de aquél en cuanto a su carácter de acreedor 
por contribución territorial y pavimentos En cuanto a a 
costas de la incidencia considero quesii naturaleza autoriza u 
declararlas en el orden causado. — Federico Luis TntpUo. 

Sentencia de la Cámara Civil 

Bs. Aires, marzo 26 de I94(i, 

Por sus fundamentos y de acuerdo con lo resuelto por la 
fíimara Civil 1* en el fallo publicado en La Ley, t. 3 i, p. í*&, 
se conírma en lo principal la resolución de fs. 298 vta. y se 
la revoca en cuanto a las costas que se declaran en ambas ins- 
tancias a car^o del vencido, atento a lo dispuesto en el art -4 
de la ley 4128 y a la oportunidad en que se p anteo la cues- 
tión. — J. C. Miguen*. — J. C. Lagos. — B. Maschwitz. 

Dictamen del Piiocciíadoií 



La Provincia de Buenos Aires trae a V. E. este re- 
curso extraordinario, fundándolo en que el fallo de la 
Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil de la Ca- 
pital, apelado (fs. 321), desconoce una facultad que la 
Const. Nacional reserve a las legislaturas provinciales. 
Bajo tal concepto, el recurso es admisible. 

He aquí el punto en debate. La legislación local de 
dicha provincia, establece un privilegio especial a favor 
de los créditos procedentes de las contribuciones terri- 
torial y de afirmados. Como producida la venta de un 
inmueble hipotecado al Banco Hipotecario Nacional, 
el precio obtenido no alcanzaba ni siquiera para el pago 
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íntegro de tules contribuciones, dicho Banco entendió 
tener su crédito prioridad, sobre el del Fisco provin- 
cial ; y así ]o lia resuelto también el fallo de la Cámara 
S? al declarar que el crédito hipotecario debe satisfacerse 
en primer término. Preséntase así el caso como conflic- 
to entre disposiciones del Cnd. Civil y los tic las leyes 
locales eitadas. Desdo luego, la interpretación dada id 
código por el tribunal de segunda instancia queda des- 
cartada del debate, por no ser revisible tal materia por 
vía del recurso extraordinario. Parto, pues, de la liase 
de que el código incluye en sus disposiciones a los im- 
puestos locales, por lo que a lo discutido en este litigio 
se refiera. 

Ahora: ¡ excedió sus facultades constitucionales el 
H. Congreso al insertar en dicho código prescripciones 
relativas al orden de los privilegios, sin excluir a los 
impuestos y tasas provinciales? Creo que la solución 
negativa se impone. Conforme lo tengo dicho en mi dic- 
tamen de 184: 223, y lo admitió entonces V, E., la auto- 
nomía provincial no snfre desmedro por el hecho de qtte 
el Congreso haya concedido prioridad a los créditos ga- 
rantizados con hipoteca sobre los procedentes de im- 
puestos o tasas nacionales, provinciales o municipales. 
Es facultad indiscutible de la Nación, legislar sobre 
bancarrotas, así como también dictar el Cód. Civil; y 
mal pudiera pretenderse que el establecimiento del or- 
den de los privilegios en los créditos de toda clase cons- 
tituya asunto ajeno a dicho código. Trátase de materia 
de derecho común, y sobre la qne carecen las provincias 
de jurisdicción legislativa. Dicho de otro modo: V. E. 
no puede reconocer a la de Buenos Aires, el derecho 
de oponerse a lo establecido en el código, aun cuando 
ello no concuerde con normas que el gobierno provin- 
cial conceptúe convenientes para organizar mejor la 
recaudación fiscal. Es preciso qne a ese respecto rija 
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una sola ley para la totalidad del territorio argentino. 

Atenta la jurisprudencia aludida, la anterior que 
allí so cita» y lo resuelto más tardo por V. E. en otros 
casos análogos o equiparables, pienso que corresponde 
mantener la sentencia apelada en cuanto pudo ser ma- 
teria de recurso. Xo encuentro contradicha esa doctri- 
na en 197: ÉÉÍ - Bs. Aires, junio '2H de 194H. — J»an 
Alvarvz. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 10 de diciembre de 1947. 

V vistos los autos "Barrionuevo de Gisondi Cata- 
lina y Banionuevo Carinen, concursos civiles", en los 
que se ha concedido el recurso extraordinario interpues- 
to a fs. 3§6 por el representante de la Provincia de Bue- 
nos Aires contra la sentencia do fs. 3*21, 

■ 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario es procedente sólo 
con respecto a la constitucionalidad de las disposicio- 
nes del código sobre el privilegio de los créditos por 
impuestos provinciales, objetada por el recurrente, pues 
lo relativo a la interpretación de dichas normas, que 
son de derecho común, es privativo de la justicia local 
(Oonst, Xac. art. 67, inc. 11), 

Que el representante de la Provincia de Buenos 
Aires funda el recurso en que los impuestos de cuyo 
privilegio se trata —contribución territorial y pavimen- 
tos relativos a inmuebles situados en dicha provincia—, 
son tina carga real de índole administrativa, cuyo ré- 
gimen legal, de derecho público, no ha sido delegado 
por la Constitución al Gobierno Nacional (arta. 104 y 
105) y los privilegios forman parte de ese régimen, 
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pues de ellos depende en muchos casos que el impuesto 
se pueda hacer efectivo. Eu consecuencia» las disposi- 
ciones del Cód. Civil en esa parte no han podido inchi r 
a los impuestos provinciales sin invadir atribuciones 
privativas de los gobiernos locales. 

Que es indiscutible la facultad de las provincias 
para crear impuestos como el que aquí se considera y 
regular, en su ámbito propio, todo lo concerniente al 
modo de percepción y a las acciones judiciales para 
hacerlo efectivo (Palios: 187, 317; 189, 135; 194, 56 y 
¡os que en ellos se citan), como también que en cuanto 
relación entre el poder administrador y los gobernados 
el régimen de los impuestos es de derecho público y 
sólo subsidiariamente le son aplicables las disposicio- 
nes del derecho civil (Fallos: 99, 355; 102, 204; 180, 
313). Pero cuando varios acreedores lo *on de un mis- 
mo deudor y sea por insuficiencia del patrimonio de 
este último, sea porque la distinta naturaleza de los* 
diversos eruditos justifica que se coloque a algunos 
en condición de preferencia al producido de la liquida- 
ción de determinados bienes, plantéase una cuestión de 
derecho civil aunque entre los acreedores hállense el 
Estado Nneional o los estados provinciales por concep- 
to de impuestos. Si bien el derecho civil es derecho pri- 
vado ello no quiere deeir que sólo regule intereses 
particulares y privados; son muchas, y por eierto las 
más fundamentales, las instituciones de orden público 
en el derecho civil o disposiciones particulares de él en 
las cuales está interesado el orden público. El régimen 
civil de los privilegios tiene precisamente ese carácter. 
La eminencia del interés público puede ser tan eficaz- 
mente resguardada por las disposiciones de derecho 
civil como por las del derecho público. Y tratándose de 
los privilegios el derecho civil es el que más adecuada- 
mente la resguarda puesto que sólo él puede hacerse 
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cargo, con la universalidad necesaria para que lasolu- 
oión sea realmente justa, de la especie propia de los 
diversos créditos, los de los particulares y los del Lsta- 
do, para graduar su prelación conforme a su natura- 
leza dundo con ello la debida satisfacción al orden pu- 
blico eme no reuniere siempre, y más aún, a veces no 
consiente que en la colusión posible de los derechos 
ae lo, particulares y de los derechos de! Astado se de 
invariablemente preferencia a estos últimos, fe* lo que 
sucede, por cumplo, con las cuatro caconas de &§> 
<Mm antepuestos a los del Kiseo y las Municipalidades 
m ¡, :1 p„e.tos públicos en el régimen de «gfg 
sobre la generalidad de los bienes muebles del deudoi 
establecido por el art. :IH80 del Cód. Civil. Los privile- 
gias constituyen pues, por una pjfcteltfe razón de orden 
publico, materia propia de esa columna vertebral del 
¡.raen jurídico que es el derecho civil. Y por conscien- 
te en nuestro régimen institucional presidido en esti 
punto por el principio de la unidad de la legislación 
,. íin nin sólo el < 'ongresn Nacional -en cuanto Poder 
Legislativo de la Xación, no en cuanto legislatura lo- 
cal!, puede legislar sobre ellos, del modo general, como 
m v \ Oód. Civil, o especial, como en la ley federal de 
impuestos internos C#*j Fallos: 01, 3íS>). hn uno y 
otro .-aso se da igualmente la posibilidad de tomar en 
eonsidemeiáB la universalidad de los créditos -requi- 
nto primario dé un régimen justo de privilegios-, pues- 
to que las dos esi^ies de disposiciones provienen del 
misino legislador. 

Que por todo ello esta Corte ha expresado que si 
al atribuirse al Congreso la facultad de dictar el Cod. 
Civil se ha querido poner en sus manos lo referente a 
1« organización de la familia, de los derechos reales, de 
las sucesiones v de las obligaciones y los contratos, co- 
mo lo lia dicho esta Corte (Fallos: 1S6, 30) ; si, ademas, 
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se bu ciado al Congreso la facultad de dictar leyes so- 
bre bancarrotas que tanto comprenden a los comercian- 
te» como a los que no tienen ese carácter (Fallos: 135, 
\t¿) las cuales precisamente tienen por objeto resolver 
la situación creada por la imposibilidad del deudor pa- 
ra cumplir sus obligaciones con sus acreedores comu- 
nes y privilegiados estableciendo la forma y el orden 
en que éstos cobrarán sus respectivos créditos, no pue- 
de dudarse ni por un instante (¡no la materia referente 
a las causas de preferencia en el pago de los créditos 
es una de las que por disposición del art. 67, i tu*. 11 de 
la Constitución se halla sujeta a la legislación exclu- 
siva del Congreso. Por lo demás, una interpretación 
contraria sería realmente inconciliable con el propósi- 
to expresado en los arts. 67, inc. 11, y 31 de la Consti- 
tución, ile hacer efectivo en todo el territorio del país 
el principio de la unidad de lcgis T .ick>n común." {Fa- 
llos: 184. 223). 

Por tnnto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General, se confirma la sentencia ape- 
gada en cuanto ha sido materia del recurso. 

Tomás I). Casaieks — Felipe S. 
Pb«ez — Lits T?. Ijonohi — 

J>78T0 Ti. At.VBEZ RoPRÍGrgK. 



MIM'BL BBNITBZ Y OTROS v. S. A. 1MTKRTO DEL 

ROSARIO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rtquisüo» propio*. Rrlarió* 
directa. S«rt«MÍM eom fundamento» «o /«brete* o federales rom- 

Para la procedencia del recurso extraordinario sobre la 
base de la inconstitucional ¡dad de un decreto del P. E. 
por contrariar disposiciones de una ley de derecho común 
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Suprema (*). 



RUBIO YBPEZ 



MEDIDAS DISCIPLINAME. 

mente testando los párrafo* respectivo* y apercibiena 
seriamente » «" firmante { ). 

« 

V DE BUENOS AIRES v. MATILDE ALVAREZ 
DE TOLEDO DE DÍAZ VELEZ 

EXPROPIACION; Procedimiento. Procedimiento Ricial. 

EXPROPIACION, Prarnlimieuto. procedimiento )»<l*cüt- 

Mediando conformidad de partea corresponde aor.r 
prueba el juicio de expropiación. 

ISIDORO GRl'N v. NACION ARGENTINA 

RECURSO DE NULIDAD. 

Es improcedente decretar la nolidad g ™ j - J- 
agravio» en que aquélla « funda «m reparaoies por 
dio del recurso de apelaeión. 

" (,) lOd* dití**» de 1W7. P-U-: **i *»■ «• 

}?> 1! £ SSSbí; de imt. 
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ACTOS ADMINISTRA TI VOS. 

Loa actos administrativos del P, E. cumplidos en ejercicio 
de facultado) regladas y eoti los requisito* necesarios para 
su validez —forma y competencia— son irrevocables por 
aquél. A falta de dichos requisitos pueden ser válida- 
mente revocados. 

EJERCITO. 

Et militar dado «le bí-ja por haber infringido el art 662 
. del Código de Justicia Militar no puede ser válidamente 
reincorporado al ejército por el l*. E. sino después de ha- 
berse «lado cumplimiento a lo dispuesto por tos arts. 20 y 
21 de la ley 9675, aunque hubiera mediado error en la 
aplicación de la pena. El decreto que, con posterioridad 
a ta sanción de la ley 12.578 y atribuyendo a ésta un 
alcance que no tiene, dispone lo contrario puede ser revo- 
cado por el 1*. E. por haber sitio dictado sin el requisito 
de la competencia necesaria pura su validez. 

RECURSO PE REVISION. 

Xo hay recurso de revisión por la errónea aplicación del 
derecho. 

PENSIONES MILITARES: I'emionts a fcw miHtarr*. iieneraH- 

La ley 12.578 sólo respondió al propósito de suministrar 
al P. E. los medios necesarios para evitar los pleitos que 
sobrevendrían a la Nación como consecuencia de m juris- 
prudencia sobre irrevocabilidad de los actos administra- 
tivos, a cuyo efecto lo autorizó para hacer los pupos corres- 
pondientes en los casos a que dicha jurisprudencia se 
refería. La ley 12.932 no modificó el alcance de la ante- 
riormente mencionada en el sentido de extender la auto- 
rización a otros casos que los contemplados en aquélla. 



Sentencia del Juez Fkdkbal 

Bs. Airea, setiembre f> de IÍMH. 

Y vistos: para resolver en definitiva este juicio seguido 
por Isidoro Gruu contra la Xaeiófc sobre reintegro de grado 
y cobro de pesos; y 
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Resultando: 

U», ,1 actor manifiesta qno el P. E.. l»r * » J 

feén de retiro. ^; 1 /-^ p ^otl ?S ¿ de la ley 

,M por vi» U«g %^»3S^SSÍS& U <* 



v ik de la Constitución Nacional. 

* Se "tiende luego extensamente para fe**» V* JJ 

„o es igual a la del ten » «J" «puesto, demanda a la 
ultimo decreto, y en razo» de ^ todo U . «I u , novimb re 

Nación para que M ^S^É^^^m de fecha 30 de 
juicio quf éste siffuiern por mialog» motivo. 



£00 
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En efecto, al actor como a aquel, se lo destituyó de bu 
empleo de teniente por infracción al art. 662 del Cód. de Jus- 
ticia Militar, aunque en mi caso no mediaba reincidencia en 
la falta. Pero aun así. no podía el P. E., 4 años después, en 
el año 1929, revocar por sf un acto firme, como era el decreto 
del 26 de octubre de 1925, que lo destituyó de. su cargo, sin 
observar las prescripciones légale» y reglamentarias y adu- 
ciendo Bolamente que había mediado error judicial en ta baja. 

Quiere decir que en el caso del actor el acto firme del 
P. E. era el decreto del 26 de octubre de 1925, acto admi- 
nistrativo que aparece revocado por el del 24 de mayo de 1929. 
"por un» diversa apreciación o interpretación de lo» elemen- 
to» de juicio", sin recurrir a los medios legales o reglamen- 
tario» correspondiente». Ello hace de estricta aplicación la 
doctrina sentada por la Corte Suprema en el citado caso del 
ex-teniente Caffaro. porque el P. E. "reconsideró 1» propia 
estimación de la prueba". 

Por tanto, el acto firme lia sido el dci-reto del 26 de c»ctu- 
bre de 192") y los decretos posteriores que anulaban o deja- 
ban sin efecto a aquél, carecen de valor para conferir dere- 
chos irrevocables, como se pretende. 

Queda por considerar el alcance o aplicación que pudiera 
tener al presente el art. 24 de la ley 12.57H. A esto respecto 
y cualquiera sea la amplitud que se le atribuya a esa dispo- 
sición, cabe recordar los motivos que indujeron al P. E. a 
proyectar ese artículo y al Congreso a sancionarlo, que no 
fueron «tros que evitar juicios que la Nación habría de per- 
der de acuerdo a alguna jurisprudencia sentada por ía Corte 
Suprema. El hecho de que el nombre del actor se incluyera 
en las planillas remitidas por el P. E. para fundar el pro- 
yecto de ley se debe a un errur. por cuanto se creyó que el 
mismo se encontraba en la misma situación del ea»n resucito 
por aquel Alto Tribunal. 

Por todo lo manifestado, pide el rechazo de la demanda, 
con costas. 

Considerando: 

Que el P. E., por decreto de fecha 26 de octubre de 1925 
destituyó al actor del cargo de teniente, por entender que habí» 
infringido disposiciones concretas del Cód. de Justicia Militar. 

En tal situación, a éste le quedó el recurso que le acuer- 
da el art. 21 de ta ley 9675, de intentar sü reincorporación 
probando en el término de 2 años que su separación se debía 
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a un error judicial o fuera de dicho término, para conseguir 
Ioh beneficios del retiro que acuerda la misma disposición 

^ Como éste en Ion dos extremos de la ley no probó ta ite- 
galidad de su separación, es evidente que aquel decreto quedo 
firme y pasó en autoridad de cosa juagada. 

Consiguientemente el P. E. no lia podido dejar sin efecto 
pi decreto del 26 de octubre tle 1925, porque ello significaría, 
como lo ha dicho la Corte Suprema en el caso del extérnente 
Caffaro, "revocar por contrario imperio una sanción por _ di- 
versa apreciación o interpretación de los elementos de juicio, 
de hecho v de derecho, anteriores y ya considerados ; y en 
ninguna ley o decreto militar existe ese recurso de reconside- 
ración o reposición sin término". 

En consecuencia, el decreto de fecha 24 de mayo de 192» 
carece de valor v. en cambio, el del ¡ÍO de setiembre de 1930, 
que lo anuló, y retrotrajo la situación del actor a la que con 
€Ü(-ionaba el de fecha 26 de «el ubre de 192*. adquiere pleno 



Posteriormente, la circunstancia de que el P. E.. inter- 
pretando erróneamente la jurisprudencia sentada por la Torte 
Suprema en el caso Barretto. anulara el decreto del 30 de 
setiembre de 1930 para hacer revivir, en cambín, el de ¿* de 
mavn de 1929. no tiene asidero legal ante la tesis expuesta 
de la cosa juzgada en forma definitiva por el decreto del I 26 de 
octubre de 1925 que sepan» al ador de las Mu del Ejército. 

Expuesto lo que antecede se advierte fácilmente que el 
p E al diettir el decreto de fecha « de noviembre de 1940. 
no ha hecho otra cosa que acomodar la situación del actor a lo 
que en derecho correspondía. 

No es por tanto, el decreto de 24 de mayo de 19¿9 el 
une revisto e! valor decisorio con carácter de cowi juzgada, 
sino el de 26 de octubre de 1925, pues si el P. E. creyó y 
por eso dictó el del año 1929. que había incurrido en error 
,1c hecho al dictar el de 1925. pudo y debió demandar ante 
) A justicia la reparación del error pero no decidirlo por «¡. 
co.no lo ha hecho excediendo sus facultades, y P™^™^ 
por ende, un acto viciado de nulidad absoluta (arts. .ft>. íuw. 
!0-!4 y 1047. Cód. Civil). 

Por tanto, v consideraciones expuestas, fallo rechazando 
esta demanda promovida por Uidoro Grun contra la Nación 
sobre reintegro de grado y «obro de pesos. Sin costas, por 
cuanto el actor pudo considerarse con derecho a litigar. — 
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hecho carpo en la sentencia que antecede de la argumentación 
planteaila por el actor y que se funda en la ley 12.578, y 

Considerando: 

Que el propósito informante de dicha ley no puede haber 
«ido otro que el de proveer los fondos necesarios para el papo 
de los sueldo* o diferencias de sueldos correspondientes a 
aquellos militares que ¡Icfjalmt ntr fueron separados de sus 
carpos o disminuidos de «rrado. evitándose así por parte del 
P. E., pleitos inútiles, pero nunca el de amparar situaciones 
obtenidas irrepularmcnte o al marpen de la ley. La sola eir- 
ctihatancta de que el actor haya podido fipurar en la nómina 
que sirvió de bnse para establecer e! monto de la suma nece- 
saria a dicho efecto, tii. puede constituir Fuente de derechos 
ni es razón valedera que napa al actor acreedor a los benefi- 
cios nue pretende. 

I'or tanto, dése por ampliados con los expuestos, los fun- 
damentos de la sentencia dictada en este juicio seguido por 
Isidoro Grun contra la Nación sobre reintepi-ación de prado 
militar y cobro de sueldos. — Alfonso E. Porrón!. 



< 'onsidcniudo: 

1* Kn cuanto al reírirao de utilidad, interpuesto por fÜ 
actor a fs. (irt, contra la sentencia de fs. (53. procede observar 
que c] arpumentn de que el .fue/ (t-t/uo haya omitido en ainié. 
lia avivarse el examen de una de las cuestiones planteadas im 
tiene consistencia idpuna. puesto que esa "sepunda cuestión 
articulada, o sea 1» aplicación de Ja ley del 4'onpreso iiúm. 
12.578". etc., ha sido especialmente considerada en In amplia- 
ción do fundamento* de fs, 67. Esa ampliación de funda- 
mentos, aunque sea breve, resolta suficiente para subsanar la 
nulidad que hubiere, y por ello se lo desestima. 

2*) Kn cuanto ni oY apehrióii 

(jue el art. 1!». inc. 2- de la ley !M37r». establece qué e' 
prado y estado militar se pierden por condena a la perdida 
del (irado como pena principal o accesoria impuesta por los 
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tribunales militares o por el Presidente de lu Nación en los 
cusos previstos por laa leyes militares. El recurrente fué con- 
denado a tal pena por el Presidente de la Nación en 26 de 
octubre de 1025. El art. 21 de la ley citada le acordaba la 
posibilidad de obtener su reincorporación en actividad o en 
retiro, según que lo hiciera antes o después del término de 
2 años; pero en ambos casos probando el error judicial que 
ocasionó hu baja. El teniente Orun debió, en consecuencia, 
acreditar ante el P. E.. que fué el tribunal que lo juzgó y por 
lo tanto el competente, el error en que habría incurrido. No 
le» hizo así y se limitó a pedir su reincorporación en situación 
ile retiro, la que L- fué acordada por decreto de 24 de mayo 
de 1929. con evidente violación del citado precepto que impo- 
nía como condición ,4 sine qua non" la prueba del error ju- 
dicial. Tal decreto del año 1329 fué así una simple reconsi- 
deración del de 1925 y no pudo tener efecto legal alguno por 
ser contrario al testo y espíritu de la ley en vigor/. El de 1930. 
que estableció la verdadera situación, fuá inobjetable y no 
pudo, a si; vez, ser derogado por el de 1939. De manera que 
el neto administrativo de 1940. que volvió por la buena doc- 
trina, es perfectamente válido y en definitiva debe conside- 
rarle en vigor el primer decreto, de 26 de octubre de 1925, 
de acuerdo huí la doctrina de la cosa juzgada administrativa, 
aplicable tanto al Estado como a los particulares, como lo ha 
decidido reiteradamente la forte Suprema (Fallos. 199. 414; 
194. 254). 

En cuanto al argumento basado en el art. 14 de la ley 
12.578, es evidente, como lo declara el Sr. juez a qno a fs. 67. 
ipie dicho precepto no puede ser iinerpretado como antorita- 
tivo del otorgamiento de beneficios contrarios al texto de la 
ley de la materia. 

Por ello y sus fundamentos, se confirma, sin costas, la 
sentencia de fs. 63 y su ampliación de fs. 67. en esta causa 
seguida por Don Isidoro tírun contra la Nación, sobre reinte- 
gración de prado y cobro de sueldos. — C»rt*m Herrer». — 
Vuríos tlrl Campillo. — Ritnnht Vifftir Pahrin. 

FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Rs. Aires, 10 do diciembre de lí*47. 

V vistos los untos "(inin Isidoro v. la Nación, rein- 
tcgiiHMÓii de grado y cobro de sueldos" un los i|iu* se 
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ha concedido al actor el recurso ordinario de apelación 
contra la sentencia que rechaza la demanda. 

Considerando: 

Que la nulidad argüida por el apelante ha sido bien 
desestimada por la sentencia de fs. 92, tanto por haber 
aido examinada 5' resuelta a fs. 67, aunque brevemen- 
te, ta cuestión que se pretende omitida, cuanto por tra- 
tarse de un agravio reparable por el recurso de apela- 
ción (Fallos: 181, 257; 184, 417; 191, 233; 195, 190 y 
360). 

Que, destituido por decreto del 26 de octubre de 
1925 por haber cometido la infracción prevista en el 
art. 662 del Cód. de Justicia Militar, D. Isidoro Grun 
fué reincorporado en situación de retiro con el grado y 
sueldo de teniente por decreto del 24 de mayo de 1929 
que, a su vez, fué dejado sin efecto por otro del 3 de 
diciembre de 1930. 

En el año 1939 fué dictada la ley 12.578, cuyo art. 
14 (24 del texto ordenado) dispuso: "Autorízase al 
•Poder Ejecutivo a emitir títulos de la deuda pública en 
la cantidad necesaria para atender, hasta la suma di' 
dos millones sesenta mil quinientos noventa y nueve pe- 
sos con dieciséis centavos moneda nacional (♦2.060.599.11» 
m/11.), el pago de las diferencias de haberes de los jefes 
oficiales y suboficiales cuyos ascensos al grado inme- 
diato superior, incorporaciones o reincorporaciones al 
ejército, fueron dejados sin efecto por el Gobierno Pro- 
visional. Los r-igos se harán efectivos, también, a los 
deudos de los militares fallecidos, en las condiciones in- 
dicadas. Los pngos se efectuarán: a) A los que tengan 
sentencia firme de jueces o tribunales; b) A los que 
hayan reclamado judicial o administrativamente. De 
esta suma quinientos ochenta y cinco mil ciento cincuen- 
ta y ocho pesos con once eontavos moneda nacional 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



SOS 



($ 585,158.11 m/n,) ( corresponderán ni Ministerio de 
Marina y el resto al de Guerra." 

El 30 de setiembre de 1939 el Poder Kjeeutivo, con- 
siderando quo el caso del actor era análogo a los exa- 
minados en loa fallos de la Corte Suprema que habían 
dado origen al mensaje de aquél de fecha 16 de octubre 
de 1938 (Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados 
de la Nación, año 1938, t. VI, pág. 327) y a la sanción 
del art. 14 de la ley 12.578, anuló el decreto ya citado 
del 3 de diciembre de 1930, reincorporó otra vez al ac- 
tor en situación de retiro con el grado y sueldo de te- 
niente, y mandó liquidarle los haberes que hubiera de- 
jado de percibir durante los cinco años anteriores (fs. 
11 '12 del expíe, administrativo). 

Dicho decreto, no observado por 1» Contaduría 
Genova 1 de la Nación, que practicó la respectiva liqui- 
dación con arreglo al mismo (fs. 41/2), fué dejado sin 
efecto por otro de fecha 6 de noviembre Je 1940 por 
entender que, de acuerdo con la jurisprudencia esta- 
blecida por la Corte Suprema en el caso del ex-tenientc 
D. Alfredo Caffaro, no debió dictarse el decreto de 
1939 por no responder al ejercicio del recurso previsto 
en el art. 21 de la ley 9675 y haber debido el actor bus- 
car el remedio de su situación en el ejercicio de otros 
recursos que el previsto en dicho precepto, sólo auto- 
rizado para los casos de error judicial motivado por 
razones de hecho desconocidas al dictarse la sentencia 
(fs. 36/7 del expte. mlministrativo). Mantúvose, por 
tanto, el decreto del 25 de octubre de 1925 que ordenó 
lti separación del actor. 

Que a partir del fallo publicado on el t. 175, púg. 
368 de la respectiva colección, la jurisprudencia de esta 
Corte Suprema ha establecido de modo firme y reite- 
rado que los actos cumplidos por el Poder Ejecutivo 
sus facultades regladas y con los requi- 
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sitos necesarios para sn valides: — forma y competen- 
cia — , SO ii irrevocables por aqaél y lia reconocido que si 
faltan dichos recaudos pueden ser válidamente revoca- 
dos (Fallos: 17», 427; 180, 239; 181, 224; 182, 07; 184, 
533; 180, 5*91; 189, 209; 20ó, 200, entre otros, especial- 
mente los tres últimos). 

(¿ne no objetado el decreto de 1939 en cuanto a sn 
forma, corresponde examinar si el Poder Ejecutivo tuvo 
competencia para dictarlo, pues si así fuera no habría 
podido revocarlo por sí válidamente en 1940. 

(¿no según el nrt. 19 de la ley 9(J75, "el grado y 
cstatlo militar se pierden, . . 2 V por condena a la pérdi- 
da ilt'l ^rado, como pean principal o accesoria impuesta 
por los tribunales militares o por el Presidente de la 
Nación en los casos previstos por las leyes militares". 
Ka el casa del iictor. quien fue destituido de su empleo 
y dado de baja por decreto del Poder Kjecutivo del 26 
de octubre de 1925 por haber infringido el art. (í62 del 
(Vid. de Justicia Militar, habiendo sido anteriormente 
castigado por Contraer deudas y no pagarlas (Boletín 
Militiir ir 7191, I parte, pág. 1404). 

t¿tie confonno a los arts. 20 y 21 de la ley prece- 
dentemente eitada, el actor sólo podrá ser reincorpo- 
rado después de haber "prohado ante el tribunal com- 
petente el error judicial que ocasionó su baja". 

Interpretando esa disposición en el caso l'affaro 
(t. 180", púg-jlítLf considerando til), esta Corte Supre- 
ma, (lespj»<'<*ue afirmar (pie en ningunn ley o decreto 
militar existe el recurso de reconsideración o reposi- 
ción que autorice a revocar una sanción por contrario 
itiqierio y sin término por diversa apreciación o inter- 
pretación de los elementos de juicio, tic hecho y fíe dere- 
cho, anteriores y ya considerados, apresó: "Lo (pie la 
ley 9G75 estatuye en su art 21 es un verdadero reenrso 
de revisión semejante al de los arts. .V>0 y sietes, del 
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(VmI. de Procedimientos un materia penal de la Capital 
y Justicia Federal, art. 241 y sígtes. de la ley 50; qui- 
se funda en la aparición rfe hechos tuuevú» debiendo con- 
siderarse tales las nuevas leyes que mejoran la situu- 
eión del condenado" {pags. 393 in fine y 3ÍI4 del t. 18<i). 

(¿ue la situarión del actor no sería mejor en el 
supuesto ije que los hechos hubieran ocurrido como lo 
pretende — o sea que nunca había sido castigado antes 
por infracción al art, del Código de .Justicia Mili- 
tar — y de que hubiera mediado, como lo sostiene, apli- 
cación indebida de la pena de destitución por haber sidn 
procedente tan solo un simple apercibimiento; pues no 
hay recurso de revisión — que ha sido creado para evi- 
tar la injusticia de una condena Fundada en documento* 
o hechos falsos o erróneos y es excepcional y de derecho 
estricto— por la errónea aplicación del derecho (ley 
■27, art. 7, me. ley ;>0, arts. J41 y sigtes.; Cód. de 
Proecds, Criminales, arts. .V»1 y sietes..} arts. 4^!.S y 
sigtes. del Cód. de Justicia Militar; Fallos: Wíi, Xilí) 
y no ha mediado en el presente caso ni lo pretende el 
actor, amnistía, indulto ni comnulncinn (arts. 474 y 
sigtes. del Cod. ele Justicia Militar). 

(¿ue, por consiguiente, el Poder Fjceulivo se ha 
apartado de las normas légales vigentes y se ha extra- 
limitado en el ejercicio de sus facultades regladas por 
aquéllas al dejar sin efecto por el decreto del .10 de 
setiembre de 193!l lo resuelto con fnei "At\ ile cosa j mi- 
gada por el de fecha '2ii de octubre de V.I27k Uahieudn. 
pues, sido dictado el decreto tic tWIÍÍ sin el requisito de 
la competencia indispensable para su valide?., su revo- 
cación dispuesta en IM40 era procedente conforme a la 
jurisprudencia de esta Corte Suprema recordada en 
uno de los anteriores considerandos (confr, especia luien- 
te Fallos: 18íí, 20$}. Xo se trata aquí, como resulta 
de lo expuesto, de hi revocación de un decreto dictado 
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en ejercicio de facultades regladas —no lo fué el de 

1Í>3ÍI s ino en ausencia y con extralimitaeión de I; 

mismas, aun de la» que le conferían la ley 12.578, romo 
se demostrará a continuación. 

Que dicha ley no tiene el alcance tute le atribuye el 
actor. Sólo respondió al prbpósito de suministrar al 
Poder Ejecutivo lo» medios necesarios para evitar los 
pleito» cpie, con los gastos consiguientes en concepto de 
costas e intereses, sobrevendrían para la Nación como 
consecuencia de la jurisprudencia establecida por la 
Corte Suprema en el caso del t. 179, pá*. 427 y en los 
<|ue le siguieron, autorizando a use efecto al Poder 
Kjecutivo para h» r Ion pagos correspondientes en los 
casos a que dicha jurisprudencia se refería. El i"e. b) 
ilel art. 14, dijo el señor Ministro de Guerra en el Se- 
nado, con claridad y precisión, fué redactado "en el 
sentido de evitar erogaciones perniciosas al Estado, 
por demandas contra el misino que los interesados ha- 
rían en cada caso en que se encontraran comprendidos 
dentro de la jurisprudencia sentada por la Suprema 
Corte de .Justicia, y que va a conducir siempre a la 
pérdida del juicio con costas", manifestación que con- 
cuerda tanto con las del mensaje del Poder Ejecutivo 
como con las declaraciones de los legisladores que par- 
ticiparon en el dolíate parlamentario de lti ley. Es in- 
dudable que no era el objeto de la ley Iwnefieiar a 
quienes no alcanzara la jurisprudencia de la Corte y 
que el Poder Ejecutivo, no podía hacerlo sin exceder 
sus propias facultades, tanto frente a lo dispuesto por 
la lev 9675 como por la 12.578, 

La circunstancia de que, ante el pedido de una 
autorización para gastar siete millones de pesos, la co- 
misión de Presupuesto requiriera el envío de los ele- 
mentos necesarios t Mríl efectuar el cálculo 
diente, no importa en modo alguno nn 
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legal de las reclamaciones tenidas en cuenta por el 
Poder Ejecutivo para pedir la suma mencionada pues, 
como quedó bien establecido al discutir el ; royecto en 
el Congreso, que redujo la autorización a una suma 
mucho menor, quedaba a cargo del Poder Ejecutivo 
examinar en cada caso si se hallaba o no comprendido 
entre los contemplados por la jurisprudencia de la Cor- 
te Suprema que originó la ley. Si se acepta a la inter- 
pretación que sostiene el actor, habría que admitir que 
la ley no tuvo por objeto "evitar erogaciones pernicio- 
sas al Estado... por demandas contra el mismo... 
ijue van a conducir siempre a la pérdida del pleito con 
costas", sino acordar una gracia —sin razón alguna — 
a quienes según la mencionada jurisprudencia de la 
Corte no habrían podido ganar el juicio, conclusión 
inadmisible ante los antecedentes expuestos. 



Que la ley 12,932 no modificó el alcunce de la 12.578 

en sentido favorable a las pretensiones del nctor, como 
resulta de su propio texto que se refiere expresamente 
;i las personas comprendidas en el art 24 de la misma, 
WMrtringiendo aún su alcance —y apartándose así del 
proyecto de los diputados Cámpora y Guardo— a los 
que debieran haber gozado de los beneficios de la ley 
11.2(iS f situación que sin duda alguna no es la del re- 
currente, como bien lo advierte el señor Procurador 
General en su dictamen de fs. 114. 

Por estas consideraciones se confirma la sentencia 
apelada, debiendo pagarse también en el orden causado 
las costas de esta instancia. 




Tomás D. Casare» — Felipe S. 

PÉREZ — IiUlS R. IiOKGHl — 

Rodolfo fí. Valenzüela. 



fXUJOS 1»S t.A 10HTK SLTREMa 



.JOSE A. LKIVA v. NACION ARGENTINA 

JUHfKACÍOX W KMrJ.KM'US S ACfO.\ A t.ES: ^te * »« 

' ron éMo ai trl Ifl * I ■ n-lamentarlo de la ley 

11 *r>3 del 1* de ««ttíbre ét t»SI debe computio-sc h le» 
„ty,n\s de vKtiililw.fr -1 i!»>nt" de l- j»bil«ci.ni el sobresiie - 
do tt«e el Banco de l« Nación #¡ígn« a VW « einpua- 
,lus -un motivo del desempeña de determinadas »™;;" 
el cumplimiento de la muáun de liquidador de otra institu- 
ción encomendada a dk'tóó Rauco. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Us. Aires, i$ de diciembre de 1Ü47. 

Y vistos los autos "I A-iva, .losé Alberto v. la Na- 
ción, nulidad de deüÉetoa del I*. R. y aumento de pen- 
sión" venidos dé la (Vanara Kedernl de la Capital por 
vía del recurso extraordinaria 

Considerando: 

Qttó el Banco de la Nación designó al actor para 
desempeñar «lelermimnlns funciones en el cumplimien- 
to de la misión de liquidador del Banco del Azul que 
había sido encomendada al primero en los autos de la 
convocatoria de acreedores de este último. El Hunco 
de la Nación le asignó al actor por esas tareas un so- 
bresueldo de * :OT»> méUsítaifia — pcmlmlo por este 
durante casi diez años-; "eon cargo a la liquidación 
del hamo Comercial del Azul" (resolución del 2, de 
octubre de l!i:n. fs. Tó). Este modo «le liquidar el so- 
bresueldo del actor no modificó su condición de ompWix- 
do o auxiliar, de|RMidiente del Banco de la Nación. K 
tío fué en ningún momento empleado del Banco del 
Amí ni auxiliar autónomo de la liquidación, sino uno 
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de lo» dependientes con los cuales el liquidador de este 
último, que era el Banco de la Nación, cumplió sus 
funciones de tal. Ello quedó claramente establecido en 
la resolución del Directorio del Banco de la Nación por 
la cual se prohibió a los empleados de éste con funcio- 
nes en la liquidación cobrar por ese concepto honora- 
rios judiciales (fs. 76). Leiva percibía los $ 300,00 
mensuales en cuanto empleado del liquidador del Ban- 
co del Azul; pero ese liquidador era el Banco de la 
Nación, a cuyo personal ordinario pertenecía Leiva y 
u él siguió perteneciendo pues las nuevas tareas fueron 
con retención de su cargo y percepción del sueldo res- 
pectivo. En otras palabras, el Banco de la Nación se 
sirvió del actor para cumplir con uno de sus fines pro 
píos; los trabajos realizados por Leiva en la liquida- 
ción del Banco del Azul, a las órdenes, bajo la depen- 
dencia v como empleado del Banco de la Nación, son 
de la misma naturaleza, en orden a su relación con 
oste último, que los realizados en las tareas ordinarias 
que desempeñaba antes de recibir esta comisión espe- 
cial, y que siguió desempeñando luego junto con esta 
última. 

Que, en consecuencia, la retribución de las tareas 
de Leiva en la liquidación del Banco del Azul hállase 
claramente comprendida en la definición que da del 
sueldo, a los efectos de la jubilación el art. 16 del de- 
creto del 18 de octubre de 1934 reglamentario de la 
ley 11.923, según el cual el sueldo "comprende a todo 
malario, jornal, comisión, honorario o cualquier otra 
'-emuneración pagado por el Gobierno Nacional, Bancos 
oficiales o reparticiones autónomas por servicios pres- 
tados a los mismos". Que se trató de un sueldo, co- 
misión u honorario, no cabe duda. T tampoco de que 
se lo pagó por servicios prestados al Banco de la Na- 
ción que, como queda dicho, se valió del actor en el 
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cumplimiento de sus funcione» de liquidador, Y por 
fin tampoco puede negarse que fué una retribución 
pagada por el Banco de la Nación, si se tieue presente 
que aquí sólo se trata de la clase de relación o depen- 
dencia en que Leiva estaba con el Banco nombrado 
mientras prestó los servicio* por los cuntes se le pa- 
gaban los $ 300,00 mensuales. Si Leiva no era empleado 
del Banco del Azul, lo cual es patente, ni realizaba en 
la Liquidación de este último una tarea personal autó- 
noma por la cual pudiera ]»cdir honorarios en el juicio 
respectivo según resulta de la disposición tomada por 
el Directorio del Raneo de la Nación que se citó pre- 
cedentemente, el trabajo suyo que se está considerando 
no fué otra cosa que una ocupación complementaria dn 
la que tenía en este último, proveniente de una desig- 
nación del mismo y con una retribución que sólo el 
Banco de ta Nación podía cobrarle. Que éste cargara el 
|mgo a la liquidación del Banco del Azul es cuestión 
a la cual el actor fué —y no pudo no ser—, completa- 
mente ajeno. Rstc modo de liquidar el pago de los tra- 
bajos extraordinarios encomendados a Leiva — ajeno, 
según queda expresado, a dicho procedimiento de 
liquidación — , no puede privarle del derecho a que ser- 
vicios prestados al Banco de la Nación, por los cuales 
él mismo le asignó y le pagó una retribución periódica, 
le sean computados para la jubilación del modo coino 
ta ley dispone que se computen los de esa naturaleza 
{art. 1* de la ley 11,923 y 16 del decreto reglamentario 
citado; Faltos: 185, 55; 199, 89). El Banco no le pagó 
a Leiva los $ 300,00 mensuales en representación de 
nadie sino con motivo de la relación contractual esta- 
blecida entre él y el actor. Pagó con ello servicios pres- 
tados al Banco; es cierto que prestados a éste en cuanto 
liquidador, pero elto, que puede tener significación pn- 
dereclios nosibtes del Bwo. en el ré- 
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fíimen de la liquidación, respecto u los gasto» que el 
eumpl i miento de la funeión le haya impuesto, no la 
tiene con respecto a la naturaleza de la relación de 
Leiva con el Banco en la prestación de dichos servicios, 
esencialmente igual a la establecida con motivo de la 
prestación de aquello., otros por los cuales no se dis- 
cute que tiene derecho a la jubilación pues en uno y otro 
caso servía al Banco y dependía de él del mismo modo. 

ls. 112 en cuanto ha sido materia del recurso. 

Tomás IX Casabes — Felipe S. 

PÉREZ — JtrSTO L. AlVAHKZ 

Rodríguez — Rodolfo fí, Va- 

LKXZI T F.LA. 



íiriLLEItMO ¡U |>OUF v^AMME. (¡! EXECKE 

empleados m: comercio. 

]m intervención de una sociedad pur medio ilo una comi- 
sión administrado™ desi<r«ada por la Junta de Vigilancia 
y Disposición Final de la Propiedad Enemiga no modifica 
él carácter de la sociedad ni el réffimen establecido por la 
ley 11.729 respecto de sus empleados, aplicable con arreplo 
u to dispuesto 011 el art. l(i del decret» 1 1 .i»99/46 f 1 ). 

JUHISIHCVIOS Y COMPETEXCJA: CompftnttM frdmti. Por l<t» 
lirrx{nuií>. .Varían. 

No corresponde a la justicia federal, ni por ra*ón de las 
personas ni de la materia, el conocimiento de una acción 
fundada en las disposiciones de la ley 11.729 promovida 
por un particular contra una sociedad de ¡pial carácter, 
no alterado por la circunstancia de hallarse intervenida 
por la Jur'a de Vigilancia y Disposición Final de la Pro- 
piedad EnemiRB. 

<ñ 12 Ac ilirífiiibre <¡v W7. Fallón; 206, 451 y 51B. 
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DEMANDAS CONTRA LA NACION. 

Es improcedente la defensa fundada en la falta de la recla- 
mación administrativa previa establecida por las leyes 395.. 
y 11 634 opuesta por la Junta de Vigilancia y Disposición 
Final de la Propiedad Enemiga en la demanda sobre den- 
pido promovida por un ex-ewipleado contra la suciedad in- 
tervenida por aquélla. 



PROVINCIA t)E BUENOS AIRES v. S. A. FRIGORIFICO 

ANGLO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Com- 
petencia originaria de la Corte Suprema. Cansas en que es parte una 
provincia. Causas civiles. Causas que tersan «obre normas locales ;/ 
actos de las autoridades provinciales regidos por aquéllas. 

No es de la competencia originaria de la Corte Suprema 
la demanda fundada por una provincia en las disposicio- 
nes de su lev de contabilidad y en la» bases y condiciones 
del pliego de una licitación, con el objeto de obtener que 
se condene a una de las firmas concurrentes a aquella " 
pagar la suma de dinero que adeudaría en concepto de 
indemnización por no haber cumplido la obligmión da efec- 
tuar el suministro que le fué adjudicado, omisión que obli- 
gó a la aetora a adquirir la mercadería en otra parte tt un 
precio superior al establecido eu la licitación. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Compe- 
tencia originaria de la Corte Suprema. Generalidades. 

La incompetencia originaria de la forte Suprema, puede 
declararse en cualquier estado del juicio, a petición de 



para conocer en ta presente causa surge de la nntura- 

(1) Fallón: 174. 146? 1W.341. 






leza civil de la mi «nía y de la circunstancia de tratarse 
de ana demanda seguida por una provincia contra una 
sociedad vecina de la Capital Federal. Esta, por lo 
demás, no ha opuesto reparo alguno a dicha jurisdic- 
ción, la que, en principio, fué aceptada por resolución 
de la Presidencia de fs. 11 vta. 

En cnanto al fondo del asunto, dado que se refiere 
a cuestiones de hecho y prueba y a aplicación de dere- 
cho común, sírvase V. K. excusarme de emitir opinión 
por tratarse de materia ajena a mi dictamen. — Bs. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 12 de diciembre de 1947. 

T vistos los autos : 1 'Buenos Aires, la Provincia 
contra Frigorífico Anglo S. A. sobre cobro de pesos" 
de los que resulta: 

Que a fs. 1 don Roberto A. Solá, en representación 
de la Provincia de Bs. Aires, entabla demanda contra 
S. A. Frigorífico Anglo por cobro de la suma de * 
8.668.50 m/n. con sus intereses y las costas del juicio. 

Expresa que la Provincia de Buenos Aires decretó 
las bases y condiciones para intervenir en una licita- 
ción destinada a llenar las necesidades del 2* semestre 
de 1936, de los establecimientos penales y carcelarios. 

Que el Frigorífico Anglo S. A. ofreció suministrar 
a dichas reparticiones las partidas de carne, sejíim 
consta de las planillas agregadas al correspondiente 
expediente de la Dirección de Suministros, y acompa- 
ñó las boletas de depósito por títulos provinciales n 
la orden del Ministerio de Gobierno por la suma de 
t 13.000 en concepto de depósito de garantía. 



Por decreto de '23 de junio de 1936 se resolvió 
adjudicar las distintas partida» a diversas firmas, y 
entre ellas al Frigorífico Anglo, el cual con fecha 30 
de junio de 1936 Bolicitó se dejaran sin efecto las adju- 
dicaciones que por el renglón carne le fueran acepta- 
das. Por ello y conforme al art. 59, inc. 4», de la ley 
de contabilidad, se ordenó a 1» Dirección General de 
Suministros que adquiriera directamente las partidas 
asignadas u la empresa demandada. 

Posteriormente, por decreto del P. E. se declaró 
perdido en favor del Fisco el referido depósito de ga- 
rantía, y, demandada por el Frigorífico Anglo la de- 
volución del depósito, la Suprema Corte de la Provincia 
ordenó devolver la parte del depósito correspondiente 
¡i lns partidas que no le habían sido adjudicadas en la 
licitación. 

De lo anterior resulta que la demandada debía pa- 
gar el mayor precio que hubo de abonarse por el Fisco 
para la provisión de los referidos renglones, conforme 
al art. 8 del pliego de Bases y Condiciones, que dice: 
" . . .se adquirirá directamente en plaza por cuenta del 
remiso al precio del díu, perdiendo además el propo- 
nente el depósito de garantía en la parte proporcional 
al renglón o renglones respecto de los cuales se hu- 
biera producido el incumplimiento, aunque fuera par- 
eial...". La suma por la que se demanda resulta de 
la diferencia entre la <!c * 75.506,69 por la que se adqui- 
rió directamente en el mercado los renglones adjudica- 
dos al Frigorífico Anglo y la de * 66.838,19 m/n. que 
era el precio ofrecido por aquél en la referida licitación. 

Por decreto ile la Intervención Nacional de 14 de 
mayo de 1940 se dejó sin efecto el de 15 de setiembre 
del año anterior, por el cual se ordenaba restituir a 
la sociedad la suma de I 8.197,31 m/n., remanente de 
ta venta de títulos, que correspondía devolver confor- 
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me a lo resucito por la Suprema Corte de la Provincia, 
fijándose un plazo de 30 días para que el Frigorífico 
depositara la cantidad de $ 8.668,50. Ello originó el 
reclamo del mismo por la vía del recurso administrati- 
vo, que fué rechazado por la Suprema 
por entender que no podía 
previamente la suma requerida. 

Fúndase la acción en lo establecido en el pliego de 
Bases y Condiciones a que se sujetó la licitación refe- 
rida, en el art. 59, inc. 4\ de la ley de contabilidad, en 
las resoluciones administrativas a que lia hecho refe- 




rencia, y en los arts. 11 97 y 505, inc. 2», del Código 



Civil y concordantes; y, la jurisdicción originaria de 
1« Corte Suprema, en la circunstancia tic 




una provincia y un vecino «le otra con- 
forme a lo dispuesto por el art. %% ¡uc, 1 M , de la ley 48. 

(¿ue a fs, 21 don Héctor L. Rodríguez Ouichou con- 
testa la demanda en representación del Frigorífico Au* 
glo S. A., y pide su recliazo total, con costas. 

Expresa que al concurrir la demandada a la licita- 
ción lo hizo con nota en que expresamente se decía 
que la oferta se ajustaba a las condiciones del pliego 
y "las cláusulas que a continuación se detallan". Que 
el precio de la carne ofrecida en la licitación se refería 
a un suministro total con entregas diarias en Lo Plata 
y Avellaneda y de 3 veces por semana en Sierra Chica, 
Bahía Blanca, Azul y Mercedes. 

El Frigorífico al ofertar un precio global por kilo 
tuvo en cuenta las compensaciones que en el costo del 
transporte para los establecimientos más distantes se 
obtendría con el del transporte a los más cercanos; y 
si la Dirección de Suministro entendió que esas con- 
diciones eran inaceptables por referirse la licitación 
a entregas independientes para cada uno de los 

rechazar la oferta de plano. 
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Guando al Frigorífico se le comunicó que se habían 
adjudicado parcialmente los suministros de carne a 
las localidades de Sierra Chica, Azul y Mercedes, hizo 
saber al señor Director de Suministros qne tal adju- 
dicación no se encontraba dentro de los términos de la 
oferta, solicitando se dejase sin efecto la comunicación, 
por no corresponder la adjudicación parcial. 

La Dirección de Suministros, al recibir tal nota, 
si entendía que su» términos eran erróneos o inexactos, 
debió — conforme al pliego de condiciones, art. 8 — in- 
timar al Frigorífico el cumplimiento de la entrega, y 
no, en cambio, darle a la pitada nota un trámite interno 
sin citar al Frigorífico, solicitando del Ministro de 
Gobierno autorización para adquirir directamente y en 
licitación privada la mercadería necesaria, fundándose 
para ello en el inc. 5' del art. 59 de la ley contabilidad 
que — sostiene la demandada — no puede sustentar Ins 
pretensiones de la actora. 

Manifiesta luego, con cita de tratadistas, que el 
contrato formado por licitación pública tiene carácter 
sui géneris, y aunque participa en varios aspectos del 
contrato de adhesión, en nuestro derecho puede decirse 
que sólo rige como disposición legal aplicable la del 
art 1197 del Código Civil, de modo que el contrato en 
una licitación se formará por el acuerdo que resulte de 
las condiciones del pliego y de la aceptación lisa y 
llana que de ellas haga quien coneurre a la licitación, 
o bien con las modificaciones que al pliego ponga el 
concurrente al formular su oferta. 

La propuesta del Frigorífico no pudo ser aceptada 
en otra forma qne aquella en que se formuló; y en 
todo caso, por aplicación del citado art. 1197 del Có- 
digo Civil, no pudo el Gobierno de la Provincia apar- 
tarse de las disposiciones de la cláusula H* del pliego 
de condiciones, y debió, si quería insi 
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ta, intimarlo para que así lo hiciera cu mi plazo 



Sostiene, por último, ^uo la actora «o ha cumplido 
con el fallo de la Suprema Corte de la Provincia de 
Buenos Aires, referente a la devolución del depósito 
de garantía, si bien nace notar que en el juicio fallado 
por dicho tribunal se ventiló una cuestión totalmente 
distinta a la que origina el presente. 



La demandada termina expresando que, en resu- 
men, los bechos expuestos por la actora no son exactos 
en cnanto afirma que el Frigorífico concurrió lisa y 
llanamente a la licitación e hizo su oferta sobre la sola 
base del pliego de condiciones, pues ella quedó condi- 
cionada a lo expuesto en la nota presentada ; qne tam- 
poco es exacto qne la compañía haya pedido que se 
dejara sin efecto la adjudicación que se le hizo ocul- 
tando las razones expuestas en la nota del 30 de junio ; 
que la provincia no pudo aceptar parcialmente la ofer- 
ta del Frigorífico, que era global y por un precio refe- 
rido al total de 725.110 kilos de carne; que al transcri- 
bir el art. 8 del pliego de condiciones la uctora oculta 
lo referente a sus obligaciones que no cumplió; y que 
la compra de mercadería hecha por la provincia BÍn 
intimación previa a la compañín lince perder a aquélla 
todo derecho a indemnización. Niega, además, todos los 
hechos relacionados en el escrito de demanda en cnanto 
no hayan quedado expresamente reconocidos por su 
parte. 

Que abierta la causa a prueba a fs. 30 vía. se pro- 
dujo por ambas partes la que informa el certificado 
de fs. 59, alegándose sobre el mérito de la misma a fs. 
63 y 71 por la actora y demandada, respectivamente. 
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A U. 79 dictaminó el Sr. Procurador General, | a fs. 
79 vta. se llamó auto» puta definitiva. 

Considerando : 

Que esta demanda deducida por ia Provincia de 
Buenos Aires contra el Frigorífico Anglo tiene por ob- 
jeto obtener de este último el pago de una suma de 
dinero que adeudaría |wr no haber cumplido con la 



Provincia a raía de habérsele adjudicado dicho suminis- 
tro e» una licitación efectuada con ese objeto por el 
P. E, provincial; incumplimiento que obligó a adquirir 
la carne a los precios del día, que resultaron superiores 
ii los cotizados por el Frigorífico en la licitación. El 
importe reclamado es ia d : ferencia entre lo cotizado y 
lo que la Provincia debió pagar, y el derecho a recla- 
marlo se funda cu lo dispuesto por el art. 59 de la ley 
provincial do contabilidad y en las bases y condiciones 
del pliego de la licitación. El Frigorífico pide el re- 
chazo de la demanda sosteniendo que concurrió a la 
licitación sobre la base de hneer todas las provisiones 
nue ella comprendía, no obstante lo cual sólo se le adju- 
dicó la de la carne que no podía efectuar sin quebranto 
por el precio de su propuesta pues dicho precio se calcu- 
ló para el supuesto de suministrar todos los productos 
a que se refería la oferta aludida. 

Que la decisión de la causa impone la interpreta- 
ción y aplicación de normas locales, como son las bases 
de la licitación y los preceptos de la ley provincial de 
contabilidad en virtud de los cuales se hizo la compra 
directa de la carne y se hace responsable al Frigorí- 
fico de la diferencia de precio, y la revisión de actos 
administrativos del Gobierno de la Provincia, como es 
el que dispuso la compra aludida n raíz de la negativa 
del Frigorífico a hacer el suministro. A lo cual ej¿b> 
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agregar que también está aquí en tela de juicio el ai 
canee de la sentencia de la Suprema Corte de Bueno» 
Aires que inundó devolver la parte del depósito de ga- 
rantía correspondiente a las partidas que no fueron ad- 
judicadas al Frigorífico. 

Que es jurisprudencia reiteradu de esta Corte ser 
ajena a su jurisdicción la revisión de los actos de las* 
provincias como entidades de derecho público (Fallos: 
172, 215 y 463; 179, 443; 182, 439» etc.) lo misino que la 
determinación de la conformidad o disconformidad de 
los actos del P. K. de una provincia con las sanciones 
legislativas de la misma (Palios: 166,356) o el remedio 
de la equivocada interpretación tle leyes provinciales 
(Fallos: 167, 63). Porque "«"isa civil", en el concepto 
del art. V, inc. 1», de la ley 48 es la que surge de esti- 
pulación o contrato y no aquella que. aun demandándose 
restituciones, compensíiciones o indemnizaciones de ca- 
rácter civil, tiende al examen y revisión de los actos 
administrativos, legislativos o judiciales de las pro- 
vincias, realizados con las facultades que les reconoce 
la Constitución Nacional (Fallos: 180, 87). Todo lo 
cual no excluye el examen y rectificación por la vía del 
recurso extraordinario, de las normas y actos provin- 
ciales violatorios de dicha Constitución, 

Que nada hay eji las modalidades de esta cansa 
que autorice n apartarse para el juzgamiento de ella 
del criterio tan explícitamente enunciado en los pre- 
cedentes que se acaban de citar y en muchos otros aná- 
logos. No lo autoriza el hecho de ser actora la Provincia 
es decir, de aparecer renunciando por propia iniciativa 
a su propia jurisdicción, ni el allanamiento de la de- 
mandada, pues Ja jurisdicción de que se trata es de orden 
público y ni el silencio ni el acuerdo de las partes puede 
extenderla (Fallos: 185, 140). Y en cuanto a la oportn- 
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razón puede hacerse en cualquier estado del juicio, aun 
de oficio (Fallos: 174, 146; 191, 341) no siendo óbice 
la resolución de fs. 11 vta. que no es decisión del Tri- 



Por tanto y oído al 
declara que la Corte Suprema es in 
entender en este juicio. Sin costas 




para 



Tomás D, Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis B. Longhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
—■Rodolfo G. Valeííztjela. 



AGENTES DEL VAPOR "APOLO" fe ADUANA 

A PUA NA t Penalidad rs. 

Procede declarar en comiso la» mercaderías negociables no 
manifestadas embarcadas clandestinamente y escondidas 
por los tripulantes de un buque en la sección máquinas del 
mismo v aplicar una multa igual al valor de aquéllas a los 
afrentes del vapor. 



Skxtencia del .Jueü Federal 

Hs. Aires, marzo 15 de 1946. 

Vistos y considerando : 

One al ser practicada la visita de fondeo del vapor de 
bandera española "Apolo", surto en jurisdicción del Destaca- 
mento de Dock Sud, fué comprobada la existencia a bordo de 
las mercaderías que se especifican en el acta de fs. 2, ocultas 
en el interior de un tanque de eseape que se encuentra sobre 
las calderas y en otro tanque denominado "pique de proa , 
carentes del correspondiente permiso de embarque, y sujetas 
al régimen de permiso previo para su exportación (fs. 8 vta.). 
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Que de las constancia» de autos ha quedado fehaciente- 
mente probado que las mercaderías denunciadas han sido halla- 
das en un lugar que no es de libre acceso a los pasajeros come- 
tiéndose así la infracción prevista y penada en el art. 80 de la 
ley 11.281 (T. O.), cuyos términos deben interpretarse con 
toda amplitud para evitar se desvirtúe el proposito de Ja ley, 
que es obligar a las autoridades del buque a ejercer sobre sus 
tripulantes una constante vigilancia para evitar que cometan 

actos delictuosos. 

Que la recurrente, en su escrito de expresión de agravios 
(fs, 35/36). sostiene que la disposición legal citada no es de 
aplicación, por cuanto ella se refiere al supuesto de mercaderías 
no manifestadas con arreglo a las O. O. de Aduana, y, en este 
«■aso. no existía obligación de manifestarlas. 

Que, sin embargo, aceptar la defensa alegada sería dejar 
sin efecto nuestro régimen fiseal encargado de controlar la 
entrada v salida de mercaderías del país, y como, por otra 
parte, la mercadería de referencia debió haber sido manifestada 
e incluida eu la correspondiente lista de rancho, debe confir- 
marse la penn impuesta. 



Sknten-cia de la CAmara Pedehal 

Os. Aires, .iunin 14 de BWft 

Considerando : 

El hecho comprobado a) efectuar la visita de control de 
salida del vapor "Apolo", de que tripulantes del mismo ha- 
bían embarcado la mercadería que se detalla en e! certificado 
de fs. 2, sin la previa obtención del permiso a que alude el 
art. 549 de las Ordenanzas de Aduana, manteniéndola oculta 
a bordo, no constituye una infracción de las que prevé y repri- 
me el art. 80 de la lev 11.281 (T. O.), por lo que en esto 
caso no corresponde aplicar al buque la peualidad que dicho 
precepto legal determina. 

Por ello, de acuerdo con lo resuelto eu casos análogos 
(Agentes del vapor "Monte Amboto", mayo 8 de 1946 y otros) 
se revoca la sentencia apelada de fs. 51 y en consecuencia se 
absuelve a los Agentes del vapor "Apolo" de la multa im- 
puesta en esta causa de Aduana n« 81-B-1945 — Alfonso E. 
Poecará, — Carlos del Campillo. — Jvan A. González Calde- 
rón. — Carlos Herrera. 
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Dictamen Ml PitnrntAnnu «enera!. 
Suprema Cortés 

Procede on este (taso el recurso extraonjiííario con- 
cedido a fs. O desdé que se lia puesto en tela de .inicio 
ta interpretación de textos de Ins Ordenanzas y de la 
ley de Aduanas, siendo el fallo apelado contrario a los 

Consta plenamente en untos que hI efectuar las au- 
toridmles marítimas una inspección a Ifordo del vapor 
"Apolo" fueron halladas algunas niereaden'iis suscepti- 
bles de pairar derecho, en la sección máquinas, ocultas 
en ol interior de un tanque de escape que se encuentra 
sobre las calderas al que fué necesario quitarle los bil- 
lones que lo sujetaban, y en otro tanque denominado 
"pique de proa", tupadus con bolsas y lienzos usados 
(fs. 2). La Administración de Aduana de esta Capital 

los agentes dei vapor una multa igual al valor de ellas 
(fs, í>). Ksa resolución fué confirmada por el Juez Fede- 
ral a fs. ."il en lo relativo a la multa, único punto materia 
ile apelación ; pero la Cámara Federal revocó, entendien- 
do no ser aplicable al caso lo dispuesto en el art. HO de 
la ley 11.281 (T. O.). Con tal motivo, viene el proceso a 
conocimiento de la Corte. 

Admitido como queda por el fallo que sólo liabría 
lugar a imponer multa si las mercancías fuesen de las 
que deben declararse ante la Aduana antes de su embar- 
que, el problema se reduce a establecer si, con arreglo 
a la legislación vigente, es o no obligatorio declarar las 
mercancías negociables depositarlas en la sección má- 
quinas del buque. A mi juicio, la respuesta afirmativa 
se impone, atentos los claros términos de los arts. 602, 
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t¡t>4, fill y 1000 de Jus Ordenanzas de Aduana. Por lo 
demás, el tipo de ocultación inequívoca y dolosa a que 
se había recurrido para conseguir saliesen del país sin 
permiso previo de exportación dichas mercancías, evi- 
denciaría un punible descuido por parte de las autori- 
dades del baque, pues recurrió a ponerlas en tanques 
de escape sobre calderas para facilitar la maniobra. 

En el juicio seguido coutra los Agentes del vapor 
"Monte Amboto", análogo al presente, resolvió, V. K. 
que es de aplicación al caso la disposición del art. 80 
de las Ordenanzas, que sanciona la infracción con pena 
de inulta además de la de comiso (julio 2b' ppdo,). 

Aplicando tal doctrina, corresponderá revocar la 
sentencia apelada de fs. 60 en cuanto pudo ser materia 

del recurso. — Bs. Aires, setiembre 4 de l!l4(í. Juan 

Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs Aires, 17 de diciembre de 1ÍM7. 

V Vistos: los autos "Agentes del vapor 41 Apolo" 
—Aduana 81-B-1945", venidos de la tYunara Federal 
de la Capital, por vía del recurso extraordinario. 

Do acuerdo con la doctrina sustentada por el Tri- 
bunal in re : O. S. 205-333, se revoca la sentencia de fs. 
00 en cuanto pudo ser materia de recurso. 

Tomás I). Casares — Felipe S. 
Péiíez — Luis R. Loxghi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez — 
Rodolfo G. Valenzuela, 
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ANGEL BERTOLINO Y JOSE BOGLIOLO v, NACION 
ARGENTINA 

DEMANDAS CONTRA LA NACION. 

EL requisito previsto en el art. 1* de la ley 11.634 no_rige 
respecto de las demandas sobre indemnización de daños y 
perjuicios ocasionados por un juicio de expropiación de- 



S A. Cía. I3E ELECTRICIDAD DEL SCD ARGENTINO 
v. MUNICIPALIDAD DE MERCEDES 

CONSTITUCION NACIONAL: VonstUucionaJidad e inconstit uriana- 

lidad. Leyt» provincial* a. Buenos Aires. 

La» normas provinciales que, como el art. 13 del Cód. de 
Proceda, en )o Contencioso Administrativo de la Prov. de 
Bs. Aires, establecen termino para la iniciación de deman- 
das contencioso administrativas son válidas constitucional- 
mente en cuanto se limitan a la reglamentación del ejerci- 
cio de las normas acordadas en el orden local si de esa 
maneta no se restringen derechos acordados por las leyes 
de la Nación, !o que no ocurre si la vía seguida no es la 
única pus ible para el ejercicio de] control federal de cons- 
titucionalidad. 



Suprema Corte; 

Se trata, en el caso de autos, de ana demanda con- 
tencioso administrativa iniciada ante la Suprema Corte 
de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, tendiente 
a obtener la anulación de tres resoluciones dictadas por 
el Comisionado Municipal de Mercedes que, en síntesis 
desconocen a la recurrente —concesionaria do servi- 

(l) j£ <W díriombíB do 1947. Fallos: 204, |S3. 




Dictamen del Pbocuk— »r General 
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cios eléctricos en dicho municipio — el derecho de ele- 
var el precio de sus tarifas. 

El mencionado tribunal local ha resuelto desesti- 
mar la demanda (fs. 38 y 46), considerando — por razo- 
nes de hecho que escapan al pronunciamiento de esta 
Corte — que ella fué promovida fuera del término de 
treinta días que establece el art. 13 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Contencioso Administrativo de esa 
Provincia. 

Se persigue, ahora, por la vía del recurso extraor- 
dinario (fs. 49), la declaración de inconstitucionalidad 
de la referida disposición local, so pretexto de que es- 
tablece un plazo de prescripción distinto del establecido 
f en el art. 4.023 del Código Civil, con violación de lo que 
dispone el art. 31 de la Constitución Nacional. 

Lu simple referencia a la finalidad de la acción ins- 
taurada por la recurrente — obtener la anulación de tres 
resoluciones que le desconocen derecho para elevar el 
precio de sus tarifas de servicios eléctricos—, evidencia 
que la promovida en autos no es ninguna de las accio- 
nes personales por deudas exigióles a que su refiere el 
art. 4.023 del código de fondo. Sr trata aquí, en reali- 
dad, de una cuestión de derecho administrativo vincu- 

de servicios póblicos. 

El presente caso es, así, distinto al publicado en Fa- 
llos 200 : 444. Allí, la demanda contencioso administra- 
tiva involucraba el ejercicio de la acción de repetición 
legislada en el art. 794 del Código Civil y el fallo que 
la desestimaba implicó la declaración de su caducidad 
antes de que hubiera transcurrido el plazo establecido 
en el art. 4.023 de dicho Código. En cambio, en el sub- 
judice, la acción que se ejerce no resulta fundada en el 
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concesión ile servicios públicos, es decir una relación 
de derecho público; tan ello es así, que la misma actora 
dejó a salvo, en el punto & del " otrosí digo" (fs. K> 
vta.) de la demanda, el derecho de iniciar en su oportu- 
nidad acción judicial contra 1» Municipalidad de Mer- 
cedes por daños y perjuicios. 

Por tanto, siendo facultad no delegada por las pro- 
vincias al Gobierno Nacional la de organizar su régimen 
jurisdiccional, tanto cu ol orden de lo propiamente ju- 
dicial como en el de lo contencioso administrativo (Fn~ 
líos: 200: 444), y no resultando que la aplicación al caso 
de autos del urt. 13 del Código de Procedimientos en lo 
Contencioso Administrativo de la Provincia do Buenos 
Aires importe un desconocimiento de lo dispuesto en el 
urt. 4,¿É del Código Civil, opino que corresponde con- 
firmar el fallo apelado en cuanto pudo ser materia de 
recurso extraordinario. — Bs. Aires, noviembre 29 de 
C¡, ftelfino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, diciembre 17 de 1ÍU7. 

Y Vista Ui precedente causa caratulada: "Compa- 
ñía de Electricidad del Sud Argentino, S, A. contra Mu- 
nicipalidad de Mercedes, demanda contencioso adminis- 
trativa" en la que se hn concedido el recurso extraordi- 
nario a fs. 54. 

t 

Y Considerando: 

Que en oportunidad reciente entu Corte lia decla- 
rado que las normas provinciales que establecen tér- 
minos para la iniciación de demandas contencioso ad- 
ministrativas son constitucionalmcnte válidas en cuanto 
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so limitan a la reglamentación del ejercicio de las accio- 
nes acordadas cu el orden local" si de esa manera no 
se restringen derechos acordados por las leyes de la 
Nación". Conf. causa; "Antonelli Tinos, Soc. de Resp. 
Ltda. vs. Gobierno de la Provincia" — recurso de he- 
cho — fallada en íi de diciembre del corriente año. 

Que con arreglo también a lo dicho en el precedente 
citado la circunstancia de haberse invocado en el juicio 
disposiciones de la Constitución Nacional no es óbice 
a la aplicación de esta jurisprudencia, toda vez que de 
untos no resulta que sea la vía seguida la única posible 
pura el ejercicio del control federal de constitncionali- 
dad con lo que también coincide la reserva formulada 
a fs. 15 vtn,, del derecho de iniciar acción "por daños 
y perjuicios que se le irroguen" a la actora. 

Kn su mérito y por los fundamentos del precedente 
dictamen del señor Procurador General se confirma la 
sentencia apelada de fs. 46 en lo que ha podido ser objeto 

llágase sabor; devuélvase al tribunal de su proce- 
dencia donde se repondrá el papel. 

Tomás t). Casares — Felipe S. 
Pérez — RotlOI.FO (1. Valbk- 
ZI'ELA. 



NAMIKL (¡lilMHElUi v. ADUANA 

ADVAXA: InfrncvíOHea. Coutmhuudo. 

La omisión de la declaración impuesta por t 1 ) decreto del 
24 de junio de 1931 ton respecto a la» alhajas que excedan 
la suma fijada por T-l importa, en principio, contrabando. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Sentencia del Juez Federal 

Ba. Aires, abril 23 de líHfi, 

Visto» y considerando ¡ 

Que invitado el turista Samuel Grimherír —1 lepad» desde 
Lima en avión— a manifestar si dentro de las ropas que vestía 
llevaba artículos, extrajo de sus bolsillos dos lapiceras fuentes 
v un anillo de platino eon un brillante, fuera de su engarce 
avaluado en * 4.r>00 m/n„ habiendo la Aduana comisado las 
lapiceras y el anillo de acuerdo con lo dispuesto en el art, 1020 
de las O.Ó. de Aduana. 

Que eon respecto a la» dos lapiceras fuente, esta fuera de 
toda duda que, tratándose de objetos de uso personal del pasa- 
jero, estaban comprendidas en el concepto de equipaje defini- 
do por el art. 201 de las O.O. de Aduana y que, dado su valor, 
ni tan siquiera existía obligación de haberlas manifestado, pues 
el deereto de fecha 24 de junio de 1931 sólo establece en su 
art. 7 la obligación úh que los pasajeros manifiesten las ropas 
y objetos de uso personal de un valor superior a $ 400 m/n. 

Que cuanto al anillo de referencia, siendo una alhaja usa- 
da de pertenencia de la esposa del apelante que no se pretendió 
ocultar, tampoco corresponde decretarse su comiso, pues si bien 
es cierto que de acuerdo con lo dispuesto en el mencionado 
decreto existía la obligación de manifestarla, la Corte Suprema 
ha resucito que no habiendo ese det-reto fijado penalidad alguna 
para los contraventores de esa disposición, no puede pioeederse 
al comiso de nlliajas de uso personal libres de derecho de im- 
portación cuando ru valor no sea excesivo, por hallarse com- 
prendidas en el concepto de equipaje definido por .-1 art. 201 
de tas O.O. de Aduana, disposición lepal que no puede ser de- 
jada de lado por un simple decreto como es el referido del 
ano ÍMI (F.. t. 199. p«g. 6fi). 

Por ello, se absuelve a Samuel tlrimberg con respecto a las 
dos lapiceras v el anillo de platino con brillantes, quedando asi 
modifieada la* resolución administrativa de fs. 12 vta. — Hora- 
cio Fox. 

SENTENriA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Bs. Aires, setiembre 25 de 1946. 

Considerando : 

El fallo reeurrido destaca eon acertado t-rit-rin el caric- 
ia de objetos de uso personal atribuido a las dos lapiceras y 
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el anillo de que se trata, a la vez que pone de manifiesto la 
razonabilidad que existe para considerar a los mismos como 
extraños a toda idea de comercio. 

Por ello, y por sus fundamentos, se confirma la sentencia 
apelada. — Ricardo Villar Palacio. -~ Varios del Campillo. — 
Juan A. González Calderón. 



Dictamen del Procuhador General 



Suprema Corte : 

En mi dictamen del 27 de noviembre ppdo. (expíe. 
"Lamuraglia Raúl s.; Aduana 49-Z-1944" L. 86, Lib. 
X), hice notar que no siempre constituye infracción, y 
debe ser materia de pena, el hecho de ira viajero que no 
declaró especialmente cuales y cuantos de los artículos 
de uso que forman su equipaje exceden la suma estable- 
cida por el decreto reglamentario de 24 de junio de 1931. 
Obvio es que quien abre ampliamente sus maletas y 
baúles y las pone ante la vista del empleado aduanero 
encargado de revisarlas no se halle en el mismo caso 



cien o mil cajones de mercancías, de los cuales solo será 
posible revisar unos pocos. En este segundo caso, com- 
préndese la necesidad de declaraciones minuciosas acer- 
ca del contenido de los bultos ; e igualmente obvio resulta 

tario de cuantos efectos trae en su equipaje, 
dolos uno a uno para demostrar que en conjunto no ex- 
ceden al recordado límite de valor, se habría creado 
una molestia execs va, aparte de la dificultad tóenica 
de establecer con exactitud el precio de cada artículo 
de uso personal. En esto, como en todo, han de primar 
conceptos de buen sentido que entiendo fueron habitua- 
les en nuestras aduanas y es aconsejable sigan siéndolo. 
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En términos generales, pues, declarar como efecto per- 
sonal algo que la Aduana conceptúa no serlo, justificaría 
nin duda el cobro de derechos mas no lleva neeesaria- 
mente anexo la imposición de multa. 

Distinta es la situación cuando el pasajero, en vez 
de abrir su equipaje y mostrarlo sin reatos al revisor, 
adopta actitudes sospechosas procurando t ludir el con- 
trol. Aparece aquí ya lu presunción de fraudc ; pues r.u 
existe declaración alguna; y tal fué el caso de Holz- 
mann, contemplado en mi dictamen del 13 de setiembre 
de 1941 (191: '207), con la particularidad de que aun 
entonces, la sentencia de la Corte, por tres votos contra 
uno, modificó el fallo de la Cámara Federal que, apo- 
yado también por tres votos, mantenía un auto de so- 
breseimiento dictado por el Juez. Posteriormente, en 
199-. W¡, habiéndose integrado el tribunal con un con- 
juez, esa jurisprudencia fué modificada por tres votos 
contra dos. Más tarde, al dictaminar en cí caso Talíb 
Flaidar Alí, conceptué excesivo imponer peua privativa 
de lihertad, por haberse omitido una declaración cuya 
falta ningún perjuicio habría cuusado al Fisco, pues 
cabría salvar el principio legal sin extremar la severi- 
dad al aplicarlo; y aquí, la Corte por tres votos contra 
uno, crdcuó volviese el expediente a ta Cámara para 
ser nuevamente juzgudo (Octubre Í>|Í)4G). Procurando 
una jurisprudencia definitiva, mantuve la tesis fiscal 
en los casos (¡oyenechca y Queirolo, ya que de otra suer - 
te el recurso no habría podido prosperar; y en ambas 



la Cámara. 

Vuelve ahora a couoci miento de V. K. el problema 
jurídico aludido, y esta vez no es necesario mantenga 
yo la tesis actual del Fisco para que el recurso sea ad- 
misible. Puedo, entonces, plantear la cuestión en los 
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mismos términos que lo hice en mi recordud© dictamen 
del 27 de noviembre último : el asunto ha de encararse 
como cuestión de hecho y decidirse conforme a las ca- 
racterísticas particulares que ofrezca. Habrá o no in- 
fracción punible, sin que necesariamente la constituya 
el nú coincidir el concepto del pasajero con el de la 
Aduana acerca de lo que deba reputarse "efectos de 
uso personal". 

Bajo tal concepto, es a V. E, a quien toca apreciar 
los hechos, en cada caso, con criterio propio, pues cues- 
tiones de este género son, por su naturaleza, ajenas a 
mi dictamen. — Bs. Aires, diciembre 4 fie 1946. — Juan 
Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 17 de diciembre de 1947. 

V vistos; los autos "Orimber^ Samuel — Aduana 
111-0-1945" venidos de la Cámara Federal de la Capital, 
por vía del recurso extraordinario. 

De acuerdo con la doctrina sustentada por el Tri- 
bunal t» re : V, S- 191-207; 206-32, etc., se revoca la sen- 
tencia apelada de fs. 39 en cuanto ha podido ser materia 
de recurso, 

Tomás 1). Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Loníihi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez — 
Rodolfo G. Valeszuela. 
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MATEO LOBO 




'CURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición 



El recurso extraordinario interpuesto en subsidio de nn 
recurso de nulidad considerado y resuelto por el tribunal 
de la causa, es improcedente. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y ftarantias. Defensa en 
juicio. Procedimiento u sentencia. 

So causa agrario suficiente al art. 16 de la Const. Nacio- 
nal la circunstancia do que al defensor "ad-hoc" del pro- 
cesado absuelto, que fué parte en tal euráctcr en la ape- 
lación deducida respecto del cargo de las costas, no se te 
haya dado audiencia personal, que no pidió oportunamente. 

Dictamen mí* I^iwuiadok Oknki;.m. 

El Procurador General, por la representación q$ie 
me corresponde en los uutos caratulados "Lobo Mateo, 
k,¡ defraudación*', ejercitando la facultad conferida 
por el art. 8* de 1» ley 1.055, a V. E. dij^o : 

El recurso extraordinario de apelación concedido 
en estos autos, ha sido interpuesto contra el punto se- 
cundo de la sentencia de fs. 230(231 vía., que revoca la 
de primera instancia en cuanto declara u cargo del Fisco 
Nacional los honorarios regulados til Dr. Juan 0. Solnri. 

La cuestión en debate es pues de nnturalezn pura- 
mente procesal, como es la imposición de costas, y por 
tanto debe declararse mal concedido. 

Para el supuesto de que V. E. entrara a conocer do 
la cuestión, solicito, en defensa de los intereses de mi 
parte, que por sus fnndnmcntos confirme el fallo r.pc- 
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lado, en cuanto ha sido materia de recurso. — Bs. Aires, 
octubre 15 de 1947. — Caños G. Delfino. 



Y Vista la procedente causa caratulada: "Lobo 



Y Considerando : 

Que contra la sentencia de fs. 230 interpuso a t's. 
234 don Juan S. Solari, un recurso de nulidad ante la 
Cámara Federal de Paraná que In había dictado, y en 
subsidio el recurso extraordinario para ante esta Corte. 
Fúndase el primero en la circunstancia de que no se 
dió audiencia personal al recurrente —que intervenía 
en los autos como defensor de Lobo — en el trámite se- 
guido con motivo de la apelación fiscal respecto del 
cargo de las costas, que él fallo do primera instancia 
imponía al Fisco por tratarse de honorarios devengados 
como defensor "ud-hvc". 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte 
el recurso extraordinario deducido subsidiariamente 
a uno de reconsideraeión es improcedente, por ser ante- 
rior al pronunciamiento que lo motiva, o sea la senten- 
cia que resuelve el recurso. Fallos: 189, 422; 191, 366; 
201, 339; causa: "Sealeine vs. Di Nápoli" fallada en 3 
de diciembre del corriente año y otros. 

Que esta doctrina es aplicable al caso de autos en 
cuanto la cuestión que funda la nulidad pedida — la fal- 
ta de audiencia persona! del recurrente— fué recién 
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Ka por otra parte indudable que Solari fué oído ante la 
Cámara y que —como el referido tribunal lo recuerda— 
tuvo oportunidad de pedir, si lo consideraba indispen- 
wable, se le diera participación en nombre propio, lo 
que no biso. 

(¿ue no existe usí agruvio suficiente al art. t8 de la 
Constitución Nacional que autorice a fundar en el mis- 
mo el recurso extraordinario. Conf. Fallos: 1!>4, 220; 
195, 15í> y otros. 

Que por lo que hace al acierto con que el Tribunal 
a ¡telado lia resuelto el punto referente a la improceden- 
cia del pago por el Fisco de los honorarios del doctor 
Solari, el recurso extraordinario interpuesto a fs. 2íi4 
no está fundado, por haberse omitido el planteamiento 
correcto de la cuestión federal respectiva, que no suple 
la mención de la jurisprudencia de esta Corte que se 
considera aplicable. 

En su mérito se declara mal concedido el recurso 
extraordinario a fs. 258. Hágase saber; dev. al tribnnnl 



SANTIAGO OKl'BZAHALA V, NACION ARGENTINA 

ADVASA; Importarum. Afotu. 

La introducción de "papel común blanco pura diario* ni" 
raya» paralelHK de airua". así declarada »in observación 
de la Aduana, se halla gravad* coa ú derecho fijado en la 
partida tí. r i!»5 de ta Tarifa de Avalúo», y el decreto del P, h. 
del 24 de octubre de l!i:«>. mu** manda despenarlo i>»r la 




.TrsTo L. Alvahez TtomuV. 
Rodolfo G. Valf.nzcei.a. 
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partida 2594 referente al papel para envolver, es violatnri» 
del art. 86, inc. 2». de la Constitución Nacional O). 



ELIAS KABINOVICII v. DIRECCION GENERAL DEL 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

IMPUESTO A LOS RK DITOS: ttMH»* del eanwreiu, de tu indus- 
tria, proferían?*, rte. 

Los términos "profesión habitual o comercio" del art. '¿2, 
inc. c, de la ley 11.682 —25 del T. O — debeu entenderse 
eon el alcance de actividad recular del ontríbuyente para 
obtener beneficio. Descartadas de ordinario las operaciones 
aisladas y las simples inversiones de capital esa actividad 
«I compatible con la práctica de otra ocupación o negocio 
v son indicio» de ella, 1» continuidad de las operaciones, su 
importancia con relación al piro del contribuyóte y el fin 
de lucro. 

fío hay rasión para prescindir de tas operaciones posterio- 
res a ia que motiva el juicio a los efectos de la compren- 
sión de la conducta del contribuyente en materia de com- 
praventa de inmuebles. 

Habiendo realizado el aetor eon regularidad desde 1937 a 
1942 uperacionea de compraventa de inmuebles, vendiendo 
eventualmeute los comprados, como consecuencia de la res- 
tricción de su profesión habitual de importación, debe pa- 
liar impuesto a los réditos por las [íimanein.s obtenidas en 
una de esas ventas. 



FALLO T>E LA CORTE SUPREMA 

Ks. Aires, diciembre 17 de 1947. 

Y Vista la' precedente cansa caratulada : "Rabirio- 
vieli Elias contra Fisco Nacional (Ministerio de Uncien- 
do de la Nación) {Dirección General del Impuesto u los 
Réditos) sobre contencioso" en ln que se lia concedido 
el recurso ordinario de apelación a fs. 53. 



(i) 17 á* iliclclnlíl* ilc 11*47, Vulhn: IttO, 438. 
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Y Considerando: 

Que esta Corte lia tenido ocasión de decidir que los 
términos "profesión habitual o comercio" del art. 22, 
inc, c de la ley 11.682 —25 del T. O.— deben entenderse 
con el alcance de actividad regular del contribuyente 
con el propósito de obtener beneficio. Chusa: "Brave 
Rafael E. C. vs. Fisco Nacional (Dirección General del 
Impuesto a los Réditos)" fallada en 15 de octubre del 
corriente año. Añadió entonces el Tribunal que, des- 
cartadas do ordinario las operaciones aisladas, y las 
simples inversiones de capital, esta actividad no es 
incompatible con la práctica de otra ocupación o nego- 
cio, y son indicio de ella, la continuidad de las opera- 
ciones, su importancia con relación al giro del contri- 
buyente y al fin de lucro. 

Que de acuerdo con lo expuesto no existe razón pa- 
ra prescindir de las operaciones posteriores a la que 
motiva ol juicio, a los efectos de ¡a comprensión de la 
conducta de Rabinovieli, en materia de compra— venta 
de inmuebles. 

Que de las constancias de autos resulta que el actor 
ha realizado a partir do 1937 y basta 1942, con regula- 
ridad operaciones de compra-venta de .amuebles — ver 
fs. 77 vta, y sgtes, del exp. adm. adjunto — y que n estar 
a las propias manifestaciones de la demanda, ello obe- 
deció n la circunstancia de que, restringida la profesión 
habitual del demandante — la importación — se vió obli- 
gado a invertir su capital, en forma trnnsitoria, en bie- 
nes raíces, vendiendo cventualmente lo comprado. 

Que en el precedente arriba citado esta Corte es- 
tableció que a los efectos do la procedencia del impuesto, 
en circunstancia» similares a la de autos, "basta 1» exis 
tencia de un número de operaciones adecuado para la 
eficacia de la especulación en" bienes inmuebles, que 
en la especio está comprobado. 
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En su mérito se revoca la sentencia apelada de 
fs. 51. 

Costas ppr su orden, atenta la naturaleza de Uis 
debitadas y lo revocatorio del fallo. 

Tomás 1». (LvsAitKs — Felipe S. 
Péiikz — Luis B. Lonohi — 

Jl'KTO 1j. Al-VAltEZ RODBÍOUEZ — 

(i. Valf.xzi'ela. 



ATUJO AUMONTI v. Kl'IIVUtAN Unos. Y C(a, 

¡tKCI'RSO KXTlLHittlHXAWO: Hrt¡Hmta* ¡iropioa. C w*thne« nfi 
frrlrmlrs. Inhrfirrtanán il? normas fi (leíu* ('f)iMniir.v. 

La cuestión referente al carácter de accidente indemni- 
zablo de lil tuberculosis cuando existe relación de causa 
a electo entro la labor desempeñada y la enfermedad, es 
de heclio y de dem-lio eonnín y Un da base al recurso extra 
ordinario ('). 



CAJA NACIONAL 1)K .inJlLACIONES V l'ENSf"NES 
CIVÍLKS v. ROHSI E ItMOS 

IIECÜRSQ OtilH.XMtlO /»/■-' APKtiACWX: T, n ,r„ ¡nrtaticia. J ni- 
nfa un que ¡a Sartóii e* fiarle. 

No procede el reeiirao ordinario de apelación en torcera 
instancia en los juicios en ipie la Nación no es parte d\- 
recta aunque intervenga la GaJ» Nación»! de Jnbdaeiono* 
v Pensiones Civiles ( a ). 



(I) 17 *lr il¡.ii>iitlin> de IHl.. 

(*) 17 dr aietwnbro de 1M7. P«llM! M*. 




HKKACltlO FERRE 1 HA v PROVINCIA DE RUENOS 

AIRES 

Util ('¡(SO KXTHA<H(UL\AliÍ(i; Hrifimt»* prui>w*. Sint>neia d>>- 
finitira. HeHotiiHonm (tnteritirt'* u la xrnirnti<t definitiva. Varia*. 

El recurso extraordínariu no procede respecto de las sen- 
tencias incompletas. «I»'' obligarían al Tribunal a decidir 
la causa por parte* y U0 de una aianera final ; jurispru- 
dencia qut- es de estricta aplicación al i-aao en que la sen- 
tencin recurrida se limita a pronunciarse sobre una de la* 
mcstiimes planteadas |»W el apelante —¡a referente a la 
violación del principio de igualdad establecido 'M el art. 1« 
da la Cíonst. Nacional por el decreto n v '2827 de Techa 28 de 
abril de HUI y el art. 10 de la ley 4837 de la Provincia de 
Rueños Aires que lo ratificó— y ordena devolver el expe- 
diente a ta cámara de origen a fin de cpie se pronuncie 
wbre cuestión subsidiariamente planteada por el ac- 
tor (»). 



.HISK A. ti AXIHHíl.l A 

aomxMtiM fía fM f fo, 

Los decretos leyes dictados por el gobierno di finta son 
válidos, por razón de su origen, y eontinúan siéndnlo do- 
rante el gobierno constitucional subsiguiente aunque no 
hayan sido ratificados por el Congreso. 

$MHYÍMQ MIUIAK. 

Kl modo de prestar el servicio militar se rige por las nor- 
.im vigentes al tiempo de prestarlo. U circunstancia de 
que, con anterior ¡dad a la reforma de la ley 4707. el ciu- 
dadano haya optado por el beneficio previsto en el art, 8 
de aquélla no es óbice para que. llegado el momento de 
prestar el servicio militar, le sean aplicadas las nuevas nor- 
mas establecidas por el decreta 10.H18/44, 



( 1 1 mi ¡Ir iht'ieuibfe 'I" 10*1. 
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DlCTAMBN 1»X Í*ttOrri!AlH)lt (iKSBItAI, 
S ti p 1011111 Oorte: 

El Procurador (¡eucral, por hi representación que 
me cor responde eu los autos "Gaiidugliu .losé Augusto 
— recurso tic hubeus eorpus", ejercitando la facultad 
conferida por el art. 8 9 de la ley 4.055, a V. E. digo: 

Doña Alcirn Pirovanu viuda de (inndugtia inter- 
pone recurso de luí boas eorpus en favor de su hijo José 
Augusto (¡nnduglia, quien desde el 4 He julio del corrien- 
te uño se halla cumpliendo el servicio militar de confor- 
midad con la nueva ley respectiva if ya eu vigor 
til momento de ser incorporado. 

Sostiene la recurrente, i-uya petición llega n eono- 
cimiento de V. E. por la vía de la apelación extraordi- 
naria, que habiendo su hijo optado en el año 194LÍ por 
el beneficio (pie acordaba ta entornes ley vigente n T 
4707, art. **, Im adquirido el derecho irrevocable de 
cumplir su* obligaciones militares por el tiempo y de 
ucnenlo con el régimcii establecido por dicha ley, sin 
i|iie pueda aplicársele retroactivamente lo dispuesto en 
las nuevas prescripciones legales. 

Considera por ello que mantenerlo incorporado por 
un tiempo mayor que el exigido |»or ta ley anterior, 
constituye una privación ilegítima de ta libertad. 

Tal pretensión delie ser, en mi opinión, desesti- 
ma primer término, sólo una ley vigente puede im- 
poner obligaciones militares, y por tanto, éstas deben 
satisfacerse de acuerdo con sus exigencias y no de con- 
formidad con prescripciones derogadas. 

1.a simple posibilidad de que estas ultimas conti- 
nuaran en vigencia y dieran al ciudadano la oportuni- 
dad de cumplir una obligación militar Imjn su régimen, 
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sólo es para él una mera expectativa, y aunque así no 
fuera basta recordar que siendo tales leyes de orden 
público, no es posible invocar contra ellas derechos ad- 
quiridos. 

Por lo expuesto considero que el recurso de liabeas 
corpus no puede prosperur y que V. E. debe confirmar 
en todas sus partos el fallo apelado. — Bs. Aires, no- 
viembre 21 de 1ÍÍ47. — Carlos A. Delfino. 



FALLO DE LA CORTE 



Y vistos los autos " 




de 1947. 



lia José Augusto, re- 
curso <le babeas corpas", en L que se ha concedido el 
recurso extraordinario interpuesto a t's. 25 contra I» 
sentencia dietada a fs. 2;} por la Cámara Federal de 
Apelación 4Íe la Capital. 

Considerando: 

Que sobre las facultades legislativas de los gobier- 
nos de hecho esta Corte tiene pronunciado .juicio í» re: 
'•Gobierno de la Nación vs. Ingenio y Rcfinerín San 
Martín del Tabaeul, S. A.; antes Patrón Costas y Mu- 
sotegiiy sj. expropiación", el 3 de diciembre del corrien- 
te año y a él se remite en esta sentencia para dar por 
sentado que euando ,T. A. Ganduglia se incorporó al 
ejército el régimen legal correspondiente era el esta- 
blecido por el decreto 10.818|44 reformatorio de la ley 
orgánica militar 4707. 

Que el régimen legal orgánico del ejército es de 
orden publico por su fiuali \id y la naturale/a do la 
institución a que corresponde. Y aillo una ley «lo orden 
■ úblico no luir de roehoa adquiridos, Kilo es lauto más 
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incontestable en este caso cnanto que la disposición le- 
gal reformada (art. 8 de la lev 4707) no contenía ana 
exención pora y simple del servicio impuesto por el art. 
1° de la misma ley sino sólo la determinación de una 
modalidad de él para los estudiantes. Y no cabe duda de 
que el modo de prestar el servicio de que se trata se rige 
por las disposiciones pertinentes e» vigencia al tiempo 
de prestarlo, que en este caso eran las del decreto 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General se confirma la sentencia apela- 
da en cuanto ha sido materia del recurso. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. IjONGhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez. 



Eí, FENIX SUDAMERICANO v. DIRECCION GENERAL 
DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 

IMPUESTO A LOS REDITOS: ItMit»* <trl comercio, rfr ta ittda*- 
tritt, preftsiomeff ríe. 

Lux utilidades obtenida* por una compañía argentina do 
reaseguros id reasegurar seguros coiit nitadus en el extran- 
jero Robre riesgos en el extranjero provienen de fuente ex- 
tranjera y no están sujetos til pago del impuesto n lo» 
réditos. 

SBNTBNOIA l»KI. JUKK h'KDEIIAI. 




Y vistos: esta causa «eguídii por "El Fénix Sudamericano 
Compañía de Reaseguros 8. A. contra el Fisco Nacional (Di- 
n'ceióti denera) del Impuesto a los rédilos), por repetición" y 



SU VALUO* DE KA PORTE HUlUfcMA 

t A fu. 12 sé- presenta fil Fénix Sudamericano, l'ompa- 
ñía de IleasejruroH, S. A. demandando a 1h Nación, a f>» de 
que se la condene a restituirle la simia de 7.263.03 m$n. <flie 
se vi» ohlipada a abonar sin causa. 1» que hizo bajo protesta. 

Expresa que en La* declaraciones juradns (pie presentó 
a 1» Dirección General del Impuesto a los Réditos desde 1!)32 
a 1¡)39 eonsu/nó m el rubro 5 ine. e) el importe de las piuian- 
eias emergentes de tiM contratos de reaseiruros celebrados en el 
extranjero; que no papó impuestos sobre esas pana netas, por 
tratarse de réditos de fuente ejctrHiijcra, (pie la Dirección 6£ 
neral no W puto nunca ninguna observación ai respecto y recién 
en 1940 le solicitó aclaraciones sobre la furnia en nue calculaba 
esas utilidades v motivos por Ion cuales los excluía del papo ÚM 
implícalo: ipie suministrados esos informes, la Dirección, cpie 
no aceptó sus puntos de vista, le conminó a papar en concepto 
de impuesto sobre los réditos resultantes de los nepocios n> 
reasepnros hechos desde 1934 a TÍ>3Í> la suma (pie ahora repite 
nago que efectuó el 7 de abril efe l¡»41 bajo protesta, sepnn M 
iicredita con la respectiva boleta de depósito y testimonio ele la 
escritura de protesta, documentos (pie acompaña ; .pie el misino 
día que efectuó es*' depósito, interpuso A recurso de repetievon 
iníorizado por el arl. 41 de ia ley U.I.S3 y como esc recurso 

nu luí sido resucito y está próxí I «Im en .pie se prcscnlin-i 

su acción tablii esta demanda. 

Como fundamento de ésta, invoca los arla. V y de la 
lev 1MW2 it. ...) scíiún los cuales se prava non el ¡inpiíesto 
a loa réditos, los que derivan de fuente urffi-tit iim. excluyén- 
dose expresamente del cómputo respectivo, a los (pie provienen 
tic fuente extranjera. Se extiende a este respecto en diversas 

consideras iones y pide se hmr« hipar a *u demanda, i' "te- 

resea y costas. 

II. Declarada la competencia ilel -luzuado y habilitada la 
instancia, se corrió traslado de lu demaiuln al Sr. Procurador 
Kiscid quien Ja contestó h fs, 53, so'icitando el rechazo de la 
¡iccíón. con eostns. 

Dice que el reasepurador no realiza una empresa conjunta 
Mi, ,.) «segurador directo en el extranjero, quien «o es tampm-» 
ti 'eiite o representante suyo, has utilidades de la actor* en 
.■sos iiepocio*. provienen de contratos celebrados directamente 
con las compañías de segutW radicadas en el extranjero, sin 
intervención de afrentes, corredores ni intermediarios de um- 
iruna especie. Rl rcasepurudor indemniza al asepuradur direc- 
to' con respecto a los riesgos que éste lia tomado a su «URO 
trato de seguro, pero no hay ninguna rclac.on 
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entre el icnsefíiiradnr y el asen unido primitivo. Reaseguro y 
«•{Turo, son dus negocios independíenles. E! reaseguro m una 
empresa financiera cuya realización y éxito depende de múl- 
t íplns factores, como son el caminí de conocimientos técnicos, 
la experiencia. Imbilicliiit de negociar, etc. . . Como toda esa la- 
bor se realiza en el país, no es dudoso que los beneficios corría* 
poiidientes deben ser considerado* enmo provenientes de fuente 
ar-rentina. 

Considerando ¡ 

I, Que las piu les están contestes en eiianlo a ipte las com- 
pañías con las cuales la aetora contrató los reaseguros, est&'ti 
rlnmieiliadas en el extranjero y también, <|iic las personas y 
cosas cuyos riespos cubren los serums originarios, están igual- 
mente domiciliadas y situadas en países extranjeras. La pericia 
de contabilidad realizada, confirma, por Otra parte, esos ex- 
tremos, 

[I. Que siendo nsí, y teniendo cu cuenta qne tos efectos de 
esos contratos, en caso de ocurrir mi siniestro, tendrán lunar 
también cu el extranjero, destín que es en el domicilio de la 
compañía aseguradora donde la aetora deberá alionar I» indem- 
nización Rorrespoiidiente, en la misma moneda en que esta Últi- 
ma contrató el sepilió «..-ipimirio, es decir, en moneda extran- 
.jera. es indudable que se está frente a actos de eomereio toral- 
mente realizadas fuera del territorio nacional. 

III. Que eti esas condiciones, los réditos obtenidos por 
la aetora eoiim consecuencia de esos reaseguros, están compren- 
didos dentro de la excepción del artículo lí.'i iue. a) de la ley 
11,(182 il. o.) sin que !<*iiíía niiijíima influencia para la deter- 
minación del origen de esos beneficios, la circuiLstancia invoca- 
da por la demandada, de que ellos se ban originado enmo ronse- 
ciieiieia de acto?* directos de la aetora, que un ha utilizado inter- 
mediarios, y que han sido consecuencia de la experiencia, cau- 
dal de conocimientos técnicos y habilidad de negociar de la 
misma, actividad ésta que se lia realizado mi caramente dentro 
de nuestro territorio. 

CabC decir, a este respecto, iplc Iti [miel ¡en mundial del 
segliro y la experiencia de tundios anos han dado origen a estu- 
dios estadísticos y aetuariales que lian permitirlo prever con 
bástanlo exactitud, la proporción de siniestro» n ocurrir anual- 
mente en cada una de las minaa en que el seguro se prauticA 
y calcular el valor de las primas que es necesario cobrar a cada 
asegurado para cubrir esos riespos. los anutrn de administración 
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del asegurador y bu ganancia. Ha perdido as! ese negocio el 
carácter puramente aleatorio que tuvo en sus comienzos, tenien- 
do hoy fundamento» científicos, matemáticos y en que el asar 

sólo interviene en cuanto respecta a cuál de las indmdualulu- 
des aseguradas será la alcanzada por el siniestro y a la que 
habrá que indemnizar. 

Se reduce así a su verdutlera importancia el argumento 
esgrimido por la demandada, pero cualquiera que sea el con- 
cepto que a este respecto se tenga, lo cierto es que al fundamento 
alegado para justificar el cobro del impuesto, está en contra 
del texto y propósito de la ley. 

Es indudable que todo rédito de fuente extranjera, perci- 
bido por nn habitante del país, tiene origen en la experiencia 
rapacidad, conocimientos, prudencia, etc., del beneficiario, que 
decidió colocar sus capitales en esa empresa o en la realización 
de ese acto lucrativo que le ha beneficiado. Sí se aceptara la 
tesis de la demandada, ningún rédito producido en el extran- 
jero caca paría al gravamen de la ley 11.682, pero es el caso 
que la ley no ha gravado esa experiencia acumulada ni la cien- 
cia adquirida, sino el beneficio pecuniario obtenido y hn discri- 
minado, con perfecta claridad, esos beneficios, según que ten- 
gan su origen en fuente argentina o extranjera, gravando a los 
primeros y excluyendo a los segundos, 

Los arta. 1* y 25 ine, a) de la ley 11.682 (t. o ) son bien 
explícitos al respecto. 

IV. Los beneficios que la compañía actora obtuvo en los 
reaseguros a que se refiere su demanda han sido entonces, bien 
exclnído» por ella del cómputo general tle sus réditos sujetos 
a impuestos v la demandada no ha podido exigir el pago te ese 
impuesto, pór no estar autorizado por la ley. La acción esta 
así amparada por e l art. 792 del Código Civil y debe prosperar. 

l'or estm fundamentos, fallo: condenando al Pisen Nacio- 
nal (Dirección General del Impuesto a los Réditos) u pagar a 
"El Fénix Sudamericano" Compañía de Reaseguros, S. A, lo 
suma de siete mil doscientos sesenta y tres pesos con tres cen- 
tavos moneda nacional, eon interese* a estilo de los que cobra 
e! Banco de la Nación, desde la notificación de la demanda y 
costas. — tf. .1. Ortiz ttmualilo. 
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Sentencia i>ü la Cámara Federal 

Br. Aires. 2!» de abril de líMti. 

Considerando : 

I. La Compañía de reaseguros actorn, constituida en el 
país, tiene su domicilio en nuestra Capital <fs. 17), y por «ule 
debe presumirse que todas las operaciones que realiza son di- 
rigidas, Bardadas y combinadas en el domicilio social, nim 
cuando se relacionen con seguros contratados fuera del país. 

II. El reaseguro constituye una negociación, que aunqne 
vinculada estrechan ^ nte al seguro —puesto que no puede exis- 
tir reaseguro, sin seguro — en el hecho es independiente de 
aquél: vale decir, que constituye un contrato distinto —con sn 
característica especial — en cuya virtud, un aserrador se des- 
carga sobre otro, mediante una prima, de riesgos de que se ha 
constituido garante, sin perjuicio de continuar obligado con el 
primitivo asegurado (MalagabbTGA, com. al Hrt. 517 del Cod. 
de Comercio). 

III. Conforme a lo dispuesto en el art. 501 del código 
uitado, el "reaseguro" es una "fianza", para cuya constitu- 
ción ol reasegurado ha de tener en cuenta, como es elemental, 
el balance comercial y la capacidad económica del reasegurador. 

La operación del reaseguro, persigue indiscutiblemente un 
propósito financiero. Contemplada del puuto de vista del re- 
asegurador el beneficio o utilidad que se obtenga, no lo determi- 
na, ni el lugar donde se realizó el contrato de seguro, ni el dp 
1a ubicación de los bienes que puedan ser objeto del mismo. 
( segur ok de incendios, cristales, agrícolas, etc.) —ya que tal 
norma no podría regir por ej.: en los seguros de vida, maríti- 
mos, automóviles, etc.— y el lugar del contrato del reaseguro. 
La fuente no debe estimarse constituida ni por el capital, m 
por el trabajo tomados aisladamente, sino por la empresa en su 
conjunto a la que deben atribuirse todas las ganancia» que se 
perciban, ya sea el fruto de una actividad específica, o de mía 
Bctividad normal, u otras circunstancias exteriores o acciden- 
tales. 

IV. En el caso «no-examine, no se descubre que las ganan- 
cias sean logradas como resultado de la explotación de bienes 
inmuebles o valores mobiliarios, radicados fuera del país m de 
actividades ejercitadas normalmente fuera de la jurisdicción 
del domicilio de la sociedad demandante. 
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En 3a pericia de contabilidad corriente de fs. HS a 104 y 
plan illas complementarias de fs. 83 a 87, se señal» detallada 
meiite como se verifican y desenvuelven la» operaciones di' 
reaseguros, destacándose (fs. 97 y sigtes.). que la iniciativa, 
dirección, examen y control de todas las operaciones de rease- 
guros que la artora realiza en el extranjero, se cumplen por 
su personal con asiento en su domicilio en esta Capital, donde 
se contabilizan todas las negociaciones. 

Si las gánaselas o las pérdidas de la uctora. motivadas ]»or 
las operaciones de reaseguros en el extranjero, realizadas direc- 
tamente o por intermedio de sucursales de la misma, provienen 
"de la diferencia entre las primas cohradas y comisiones sinies- 
tros y pastos desembolsados" (fs. 33), no parece dudoso que 
loa beneficios que han sido objeto del impuesto requerido ii la 
demandante por la Dirección General de Réditos, fuera el re- 
sultado de negocios verificados bajo la dirección, estudio y con- 
trol del directorio social y del cuerpo de técnicos de su perso- 
nal, en base a su capacidad económica ¡di ni tomar a su cargo 
los riesgos que el reaseguro comprende, comprometiendo ta res- 
ponsabilidad del capital social existente cu la República; sin 
que obste ii ello el hecho «legado, de que I*. actora haya podido 
constituir depósitos de garantía o de reserva, en los distintos 
países donde contrató reaseguros, en las monedas originarias de 
los respectivos gobiernos. 

Los beneficios o utilidades logrado* en ¡ales condiciones, 
son ta consecuencia del crédito —reflejado en los balances 
comerciales del reasegurador— y del capital social constituido 
en el país y asimismo el esfuerzo personal de directores, pro- 
fesionales y técnicos cuyos servicios se han remunerado en la 
Capital. Consiguientemente, es razonable considerar que esas 
ganancias están íntimamente vinculadas a las actividades fi- 
nancieras qiip la uctora desenvuelve en su sede, donde tiene 
también sus responsabilidades económicas, o sea en esta Capital. 
De ahí. que lio corresponda reconocer que esas ganancias son 
de "fuente extranjera", aunque se vinculen con operaciones 
de seguro que los asegurados realizaron en el exterior. 

Es oportuno observar que múltiples operaciones comunes y 
corrientes de los comerciantes radicados en el país. se rehe-io- 
uan estrictamente con negocios hechos en el exterior, en donde 
se han adquirido las mercaderías que se revenden en la Repíi 
blit-rt, sin que sea discutible que las ganancias obtenida* con las 
diferencias de precios logradas, puedan en manera alguna atri- 
buirse a fuente extranjera. 

V. Lu verdad es que operaciones como la examinad», po- 



tíi JUBTIC1A DE LA NACIÓN 



lien tic manifiesto, que los beneficios obtenidos, en el hecho 
provienen de transacciones exclusivamente financieras, en las 
que juegan roles principales la habilidad y prepararión comer- 
cial de los técnicos y directores de la sociedad, para seleccionar, 
aceptar o rechazar lo» distintos riesgos propuestos al reaseguro. 
El lugar donde ocurre, o puede ocurrir el accidente, del que 
emergen responsabilidades, no puede constituir la base esencial 
pura determinar la fuente del rédito. Son circunstancias acci- 
dentales que, por sí solas, no deben influir en la determinación 
del «rigen del beneficio, a los fines de la imposición fiscal del 
impuesto a los réditos, máxime teniendo en cuenta que ni si- 
quiera se ha intentado demostrar que tales rentas se hayan obte- 
nido con la intervención, de agente», corredores o intermedia- 
i ni que hayan sido objeto de análogo gravamen en el ex- 
(valijero. 

VI. t on arreglo u lo expuesto, debe concluirse pues, que 
ni» unípara a ta demandante la disposición del nrt. 25. me. a) 
ile la ley 11.0*2. que determina (pie tas jrnnaiieias provenientes 
de fneulc extranjera, no son computables eu Ih determinación 
de la renta bruta, que ha de servir de base para la liquidación 
(leí impuesto a los réditos. La* actividades realizadas por la 
aetora, de (pie se ha hecho mérito, resultan por lo tanto gra- 
va bles conforme al sistema impositivo señalado en la ley citada, 
v en su consecuencia la acción de repetición que se apoya en 
lo dispuesto en el art. 792 del (YmI, Civil no debe prosperar. 

Por estos fundamentos, se revoca el fallo apelado y se des- 
estima la demanda, debiendo eorrer por su orden todas las cos- 
tas del juicio, en atención a que se trata de una cuestión jurí- 
dica novedosa, no exenta de dificultades, por lo que las partes, 
han podido razonablemente considerarse habilitadas para 
litigar. — Ai fotuto E. Voceará. — Varios del Campillo (en disi- 
dencia). — Rítanlo Villar ralwiox. — Juan .1. tlnn-úln Val- 
(Ur/»< (en disidencia V — Carlos Herrera. 



Disidí «n« 



Vistos y considerando; 

Que cu el presente cuso, como cu oíros muchos, se trata de 
interpretar palabras osadas en su sentido gramatical y corriente 
pnr el legislador, de cuya interpretación, condicionando a ella 
las circunstancias particulares del caso a resolverse, ha de lle- 
líJirxe a tal o cual conclusión en ¡- 



550 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Que, en efecto, así lo haré notar el Sr. Juez a quo, parece 
intergiversable el propósito del legislador, expresado en el art. 1" 
de la ley n» 11.682 (y art. 1* de la n* 12.147), de excluir del 
impuesto a los réditos los que no provienen o son "derivados 
de fuentes argentinas". 

Que la cuestión planteada en los presentes autos — repi- 
tiendo lo que dice el Sr. fiscal ile esta Cámara en los apuntes 
supletorios del informe in roce — consiste en determinar si la 
renta que produce el negocio de reaseguro, realizado por una 
empresa radicada en el país, es de fuente argentina o bien de 
fuente extranjera, vale decir, si tal renta está exenta o está 
gravada con el impuesto a los réditos. 

Que — la sentencia apelada, en consecuencia de las constan- 
cia» de autos io establece — la compañía actora contrató los 
reaseguros con otras domiciliadas en el extranjero, y también las 
personas y cosas cuyos riesgos cubren lo» seguros originarios 
están igualmente domiciliadas y ubicadas en países extranjeros 
(véase demanda de fs. 12: contestación de fs. !»3 y pericia de 
fa. 88). 

Por ello, y por sus fundamentos, coniirma.se la sentencia 
apelada de fa. 129 y su aclaratoria de fs. 133, en todas sus par- 
tes. ™ Juan Á. González Calderón. - Carlos del Campillo. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Rl recurso ordinario de apelación concedido a fs. 
145 por la Oúniarn Federal contra el fallo de fs. 140, 
es procedente por tratarse de juicio contra ln Nación 
en que el valor discutido excede de cinco mil pesos (art. 
3, me. '2% ley 4055). 

El fondo del asunto se reduce » establecer si las 
utilidades obtenidas por una compañía argentina de re- 
aseguros, ul reasegurar seguros contratados en el ex- 
tranjero, sobre riesgos en el extranjero, adendnn o no 
impuesto a la renta. Desdo Luego, el punto ofrece algún 
margen de duda, y así lo revelan los dos votos de di- 
sidencia que contiene el fallo apelado, si bien, a mi jai- 
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ció, resultan más defendible» los fundamentos que sir- 
ven de base al criterio aplicado por los tres mioin' ros 
del tribunal que formaron mayoría. 



1) No cabe duda de que lii renta en cuestión fué 
totalmente producida por capitales argentinos, dedica- 
dos en la Argentina al negocio de reaseguros. Kl hecho 
de que algunas contingencias de ese negocio requiriesen 
girar sumas de dinero al exterior para pago de quebran- 
tos, no significa que el capital dejase de redituar aquí 
utilidades para los accionistas que integran la empresa. 
El gobierno argentino concedió la personería jurídica, 
esto es, hizo posible la existencia de la empresa, y sigue 
otorgándole protección legal y garantizando su funcio- 
namiento. Además, ella está domiciliada legalmente y 
de hecho en nuestro país. 

'2) V. E. contemplando la situación de las com- 
pañías de reaseguros frente a los impuestos internos, 
tiene resuelto (182, 340) que interpretar el gravamen 
como limitado exclusivamente a seguros sobre cosas si- 
tuadas con carácter permanente en ln República, y para 
riesgos a ocurrir en la misma '*no resulta de las pala- 
bras de la ley, ni la impone necesariamente sn espíritu". 
Y agregó en esa oportunidad : "este Tribunal ha tenido 
oportunidad de decidir (Fallos, 178: 75) que excepcio- 
nes semejantes a la que se invoca en el caso, no pueden 
crearse por implicancia o inferencia, sino que deben 
aparecer fuera de razonable duda ... En cuanto al as- 
pecto extraterritorial que pudiera tener el gravamen, 
no sería tampoco causa bastante para justificar su in- 
constitucionalidad, de acuerdo con los principios senta- 
dos por esta Corte en el fallo transcrito en el 1. 181, pág. 
184 de la colección de sus pronunciamientos —que au- 
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lotizan la imposición de las operaciones comerciales o 
financieras que, de alguna inauera afectan al país (178: 
178)". 

3) En 181 : 184, y ya con referencia concreta al 
impuesto a los réditos, V. E. contempló el caso de utili- 
dades obtenidas fuera del país por una empresa banca- 
ria en concepto de intereses correspondientes a créditos 
en descubierto, abiertos en cuenta corriente por bancos 
del exterior, caso «pie sin ser exactamente el de mitos, 
ofrece alguna analogía, dijo entonces la Corte: "Ese 
interés se debitará en el exterior, en el banco presta- 
mista, pero es la retribución fie un servicio prestado 
ftfftú, es la porción que en Ut distribución de las riquezas 
i orresponde al capital por un negocio o un arto de pro- 
ducción realizado en la Argentina, sin perjuicio del <-o 
relativo negocio (pie importe para el banco y la eco- 
nomía del extranjero, pues de la esencia del comercio 
es que el lucro de sus operaciones sea tenido en cuenta 
por todos los contratantes. 

"El art. 14 de la ley 11.682 menciona y grava en 
ta segunda categoría los réditos provenientes de eapi 
tules mobiliarios. . . siempre que so trate de capitales, 
cosas o derechos colocados o utilizados en la República 
Argentina, a cargo de personas de existencia visible a 
ideal con domicilio o residencia en ésta, g sin tener cu 
cuenta la fuente de donde provienen a su vez los réditos 
de tales persotuis o el lugar de la celebración del contrata 
de que proviene la obligación 11 . . . La ley de impuesto 
n los réditos no ha introducido una novedad poique la 
ile sellos N° 11.290 y las sucesivas modificaciones de ln 
misma Nos.: 1L582, 11.585, 11/386 y 11.679 lian estable 
( ido el mismo principio". 

A mérito de ello, y sin desconocer las divergencias 
de criterio a que la materia se presta, me inclino a peu- 
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Sar que corresponde mantener el fallo apelado. — Bs. 
Aires, julio 10 do 1ÍÍ4G. — Juan Alvarez. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, lí> de diciembre de 1947. 

V vistos [oa autos "El Fénix Sud- Americano v. 
Fisco Nacional (Dirección General del Impuesto a los 
Réditos) s. contencioso", a los que se ha concedido eí 
recurso ordinario de apelación interpuesto a fe; 144 
contra la sentenejn de fs. 140 dictada por la (Vtmara 
Federal de la Capital. 

Considerando: 

<¿ue la cuestión <'■■ que se trata en este recurso ex- 
traordinar'o — obligación de pagar impuesto a los ré- 
ditos por los que provienen de los reaseguros efectua- 
dos por la actora, sociedad comercial con asiento en el 
país, de seguros constituidos en el extranjero—, con- 
siste en determinar con respecto a las operaciones men- 
cionadas, el alcance de lo dispuesto por los arts. P y 
25 do la ley 11.G82 T. O. sobre ta nacionalidad de lii 
fuente do ipie provengan los réditos imponibles. 

Que el art. 1" establece positivamente, yol 25 nega- 
tivamente, qno es , renta imponible sólo In proveniente 
do fuente argentina. La fuente de que se trata en estos 
preceptos es el negocio, explotación, actividad o episo- 
dio económico que produce una ganancia de las que In 
ley llama "réditos" (art. 2*). Fuente del rédito y cau- 
sa de la ganancia se identifican en esta concepción aun- 
que consideradas en su Rentido propio las palabras 
cansa y fuente expresen dos ideas distintas. 

En el negocio, la explotación, la actividad o el epi- 
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sodio económico que tiene lugar en el extranjero, y quo 
produce réditos eu favor de persona o sociedad con 
domicilio en el país, actúa como causa todo lo puesto 
a contribución por este último para llevarlos a término. 
Ksto comprende por nna parte la totalidad de la orga- 
nización directiva, administrativa y técnica mediante 
la cual se los realizó, y por otra el capital comprometi- 
do en la operación lucrativa de que se trate. Parn de- 
terminar en que medida la acción causal de estos dos 
elementos integra "la fuente" a que se refieren los arta. 
1» y 25 ha de tenerse presente, por de pronto, que el 
art. 2ñ excluye de la renta "las ganancias provenientes 
de fuente extranjera", es decir, que contempla expre- 
samente la posibilidad de que un contribuyente radi- 
cado en el país obtenga y perciba en él ganancias cuya 
fuente esté fuera de él, y las substrae al impuesto. Lúe- 
go la "fuente" a que se refieren este artículo y el 1* 
no comprende la participación causal que en la pro- 
ducción de estos réditos tenga la actividad directiva, 
técnica y administrativa desplegada en el país por quie- 
nes los obtienen. 

Además de lo dispuesto en el mismo orden de ideas 
en los arte. 20 y 21, hay todavía otra reiteración del 
criterio que limita el gravamen a los réditos de fuente 
argentina. Al tratar del rédito de los capitales mobi- 
liarios, la ley dispone (art. 17) que el proveniente de 
estos últimos está gravado : siempre que se trate de ca- 
pitales colocados o utilizados en la República" (Conf. 
doct. de Fallos: 181, 184). 

Esto sentado trátase de saber si es o no argentina 
la fuente de la financia obtenida por una compañía 
con personería jurídica y asiento en el país, donde ostá 
su centro directivo, administrativo y técnico con motivo 
de ta actividad comercial consistente en reasegurar 
seguros constituidos en el extranjero, cuya suerte o 
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liquidación tiene que atenderse 1 en el país donde se los 
constituyó. Xo se trata, según se ve, de un impuesto 
que recaiga — como el de la ley 11.252 que contempló 
osla Corte en Fallos: 178, 178— sobre las primas o 
participaciones acreditadas por el asegurador al «ase- 
gurador durante la vigencia de los respectivos contra- 
to.s, sino del que grava el resultado final que los negocios 
n ludidos arrojen anualmente para este último, lo cual 
por una parte depende de los siniestros ocurridos y a 
consecuencia de los cuales quien reasegura soporta en 
cierta medida el pago que del» efectuar el asegurador, 
y requiere, por otra, la radicación y empleo de un capi- 
tal en el país donde se contrató el seguro. 

Hay, pues, actividad directiva, administrativa y 
técnica cumplida en el país pero destinada a realizar 
un negocio las primas del cual se pagan en el extran- 
jero y cuyo resultado depende del que tenga el gegurn 
afianzado qi$@ para su ejecución impone al reasegura- 
do]' la obligación de colocar y utilizar fuera de la Re- 
pública el capital correspondiente n la parte de respon- 
sabilidad que asumió en él al reasegurarlo. 

Que, sobre no ser aplicable a los réditos de que aquí 
se trata la disposición del nrt 21, no se da en este caso 
el motivo de la excepción establecida en el segundo pá- 
rrafo relativo a los réditos provenientes de actividades 
ocasional mente realizadas en el extranjero, y que de- 
terminó lo resuelto en Fallos r 203, 291, pues como clara- 
mente resulta de la períeia de fs. 88 las operaciones de 
reaseguro en países extranjeros (Perú, Uruguay, Mé- 
jico, Brasil, Chile, Venezuela) no han sido ocasionales 
sino parte de la actividad regular y ordinaria de la 
actora. 

Por tanto se revoca la sentencia apelada y se de- 
clara que el Fisco Nacional (Direc. Oral, del Impuesto 
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a his lít'ditos) delie pa^ar a ** Kl Fénix Sin I- America- 
no" Compañía di' Koasejíuros, S. A. la suma do pesos 
sirte mil seiscientos veintitrés ú&ü tres centavos rnoiu*- 
ila nacional, eou intereses ni estilo de los que cobra oí 
BaílCO de la faetón Argentina desde la notificación di- 
la demanda. Sin costas atenta la naturaleza de las eucs- 

TllMÁS D. C'akaiiek — Felipe S. 
Péhez ■ Luis R. Loxoni — 
Jrsro I,. At.varez RonníovEZ. 



J08K [¿MARO v DIRECCION GENERAL DEL ¡MIM'ES- 
TO A Los REDITOS 

IMPUESTO .1 LOS Util UTOS: Tum <fel imputó». 

El recargo del 30 r 'r por concepto de ausentismo que esta- 
blece el art. 16 de la ley 11,682 (t. o.) se aplieft no sólo 
Mbre el impuesto básico del ."i r í, previsto por el art. 'Vi. 
¡Oe. a) pam los réditos del suelo sino también sobre el 
adicional. 

IMPUESTO .1 LOS UKiUTOS: Itñtito* tM *ttei». 

I'ara determinar la renta neta de un inmueble dado en 
locución procede computar los alquileres devengados y no 
percibidos aun por el eonl ribuyente <pir no luí probado 
semi iiicubrtihles. 



oki. .Ira Fehekai, 

Rs. Aires, setiembre 10 de lf»4:J. 

Y vistos : pura resolver en definitiva este juicio seguido 
por Jos»'' Lázaro contra H Fisco Xacional l Dirección General 
del [apuesto a Iik Réditos) por demanda contenciosa, lev 

11.682 T. O.; y 
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Resultando: 

I. Qui- el actor man i fiesta que, teniendo su domicilio en 
Madrid, oportunamente abonó el impuesto a diversos rédito» 
percihidos en la Repúblien Argentina en los años 1 !>32 /33 '34 
y 1935. 

En cumplimiento «le 1») dispuesto por el art. 13 de la ley 
11,682, hizo el pago recargando en un 30 r /í la tasa básica del 
."> % correspondiente a los réditos de la primera categoría 
{renta del suelo) (pie establece el inc. a) del art. 30 de dicha ley. 

Después de satisfecho el impuesto, la Dirección General le 
exigid la rectificación de las declaraciones individuales para los 
conjuntos de réditos, en lo relativo a la tasa adicional, obligán- 
dole a recargar en las primitivas liquidaciones un 30 % de la 
pnrte de dicha tasa, proporcional a los réditos de la primera 
categoría. Adujo para ello la razón del ausentismo, sosteniendo 
que el recargo se «plica tanto a 9a tasa básica como a la adi- 
cional. 

Sostiene (pie ta exigencia de hl Dirección General B8 vio- 
latorin del art. 30 inc. b) de la ley ll.fiSÜ. de! cual se des- 
prende (pie la tasa adicional es un gravamen al rédito imponible 
-rlobal del contribuyente, que no permite discriminación de iiin- 
guna especie, ni hallar proporciones para sumarlas a un recargo 
que sólo corresponde a la ta?.* básica del inc. a), aplicable a los 
réditos de la primera y de la tercera categorías. El Gerente 
General de la Dirección lia desestimado ese fundamento, a mé- 
rito de la clara interpretación que ha dado la Comisión Hono- 
raria del Impuesto a los Réditos en su resolución de fecha 
12 de diciembre de 1933, en uso de las facultades que le confe- 
ría el art. 4 de la lev 11.6H3 sobre aplicación del art. 13 de la 
ley 11.682. 

Analiza después los fundamentos de la citada resolución y 
llega a lu conclusión de que ellos alteran o modifican la ley 
porque se habrían violado las arte; 1. 33 y 67, inc. 2'. de ln 
( 'onst. Nacional. 

Sn declaración jurada fué también rectificada por exigen- 
cia de la cual la Dirección invocó la < reunstancia de tratarse 
de arrendamientos correspondientes n tiempo anterior al 1* de 
enero de 1936. 

Sostiene asimismo que el impuesto a los réditos no debe, por 
su naturaleza, exigirse antes del momento de (pie el rédito se 
percibe por et contribuyente. Así se desprende del art. 2* de la 
ley 11.682 en cuanto entiende como rédito el sobrante de las 
entradas o beneficios sobre los gastos. 

Analiza asimismo, como lo hiciera en el otro rubro, las 
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consideraciones ({tie motivaron la resolución denegatoria de la 
Gerencia General a su redamo administrativo y concluye di- 
ciendo que ello constituye una exacción violatoria del derecho 
de propiedad consagrado por la Const, Nacional, en sus arts. 4, 
14 y 16. 

Por todo lo expuesto, comanda al Finco Nacional para que 
se declare que debe devolverle ta suma total de $ 1.822,91 m/n,. 
más la que resulte del año 1935 según se resuelva el punto a 
alquileres no percibidos, y además, la suma de $ 3.870,57 de 
igual moneda que por el mismo concepto que informa esta de- 
manda se vió obligado a abonar por el año 1932 y en su carác- 
ter *ip heredero de la Sra. Paula Florido de Lázaro, todo cou 
intereses desde la fecha de la reclamación administrativa y 
costas. 

II. Que el Sr. Froc. Fiscal Dr. Víctor J. Paulucci Cor- 
nejo al contestar la demanda dice que los términos de la ley 
11.682 son bien claros. El art. 13, en la parte que interesa, 
dice textualmente: "Los contribuyentes... que no tengan flo- 
mieilío... en la República. . . pagarán el impuesto con un re- 
cargo del 30 

El reenrgo al ausentismo, así, de aplicarse a todo el im- 
puesto que corresponde por réditos de la primera categoría, 
esto es, al tributo total que resulte de los ines. a) y b), art. 30. 

Esa es la única conclusión admisible ante las terminantes 
expresiones de la ley, sin que, so pretexto de interpretación, 
puedan hacerse discriminaciones que, ni están autorizadas ni 
significan otra cosa »pie la pretcnsión de auogerse a verdaderas 
exenciones extralepales. 

La segunda cuestión planteada está resuelta, también en 
forma contrarin al actor, por los términos de la misma ley. 

El art. 8 en su tercer apartado, al determinar la forma de 
liquidar la renta neta, establece como base los "alquileres de- 
vengados". 

La ley, así ha prescindido del hecho del cobro de tales al- 
quileres, limitándose a considerar los arrendamientos que el 
mero transcurso del tiempo haya atribuido al contribuyente de 
la primera categoría. 

Se extiende luego en algunas consideraciones para desvir- 
tuar la incongruencia o la peligrosidad de tal sistema a que 
aludo el actor. 

No son menos improcedentes, agrega, las citas constitucio- 
nales que contiene el escrito de demanda. 

No puede hablarse de "exacción" cuando sólo se le ha exi- 
gido una pequeña parte (un vigésimo) de sus rentas. 
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Tampoco puede hablarse de violación del principio de 
igualdad, puesto que no se trata de un criterio especialmente 
decretado para el acUr, sino, por el contrario, de disposiciones 
lépales que se aplican, en forma idéntica a todas las personas 
que Be encuentran en las mismas condiciones, es decir, a todos 
los contribuyentes de la primera categoría. Por todo lo cual, 
pide el rechazo de la demanda, con costas. 

Y considerando : 

I. Que el art. 33 inc. a) de la ley 11.682 establece que la 
tasa básica a aplicarse sobre los réditos imponibles es el 5 Jo 
en las categorías primera, segunda y tercera y el 3 % en la 
cuarta categoría y que el inc. c) del mismo artículo dispone 
que el impuesto se recargará con nna tasa adicional sobre el 
rédito imponible global en cuanto exceda de la suma de diez 
mil pesos moneda nacional, anuales. 

Que de ello se infiere que el impuesto es uno solo, como lu 
demuestra también el hecho de que un rédito exento en la cate- 
goría lo está asimismo en el global. 

Que siendo por consiguiente uno el impuesto, no se advierte 
la razón por la cual el recargo del 30 fo a los contribuyentes 
de la primera categoría que no tengan domicilio en la Repú- 
blica, habría de aplicarse sobre Ja base y no el adicional. 

Por otra parte, una solución contraria carecería de toda 
lógica ante las principios informantes de la ley. que han sido, 
romo ocurre por ejemplo con impuesto a las herencias, gra- 
var el uusentismo. 

Que por tanto la resolución de !a Dirección General de 
Réditos que se impugna no aparece haberse dictado en viola- 
ción al art. 67, inc. 2*, ni 1* de la Const. Nacional. 

II. Que con respecto a los alquileres o arrendamientos de- 
vengados pero no percibidos aún por el contribuyente, cabe 
observar que el art. 11 de la ley 11.682 t. o. establece que "la 
renta neta se determina en la siguiente forma: De la renta 
bruta real o presunta (arrendamientos o alquileres devenga- 
dos. . . ) se efectuaran los deducciones respectivas. . . " T que 
el art. 59 de la reglamentación de Ja ley citada, que "los pro- 
pietarios que alquilan o arriendan sus inmuebles determinarán 
su rédito bruto sumando: a) tos alquileres o arrendamientos 
devengados (salvo los incobrables)". 

Como se ve, ambas disposiciones, la legal y su aclaratoria, 
lu reglamentaria, son los alquileres o arrendamiento deven- 
gados y no los percibidos, salvo los declarados incobrables, los 
que se tienen en cuenta para fijar la base del impuesto. 
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<íue por consiguiente, «O podría decirse que la exigencia 
fiscal constituye una exacción y que ello sea violatorio de los 
arta. 4, 14 y 16 de la Coust. Nacional desde el momento de que 
si se tratara de un alquiler o arrendamiento devengado pero 
que en definitiva resultará incobrable no sería fuente del 
impuesto. 

Por las consideraciones expuestos, fallo i rechazando esta de- 
manda seguida por José Lázaro contra el Fisco Nacional i Di- 
rección General del Impuesto a los Rédito») por demanda con- 
tenciosa —ley 11.682 (t. o.)—. Sin costas, atento la nnverlud 
del asunto. — Alfonso K. Porenrd. 



Sentbncu DE M CAMARA Federal 

Hs. Aires. 22 de inars¡o de 1Í146. 

Y Considerando: 

La cuestión traída a decisión, consiste en determinar si el 
actor pagó bien abonando sobre el 5 r /c a que se refiere el art. 
;10 de la iey 11.682 (Éí del t. o.) el recargo del 30 <ft> por au 
seiitisir.i (art. 13 ó ll¡ t. o.) ya que reside en el extranjero. 

La Dirección del Impuesto lo obligó a pagar ese mismo 
porcentaje sobre el ."> % del inc. a) de dicho art. 30 ó 33 t. o, 
v la tosa adicional progresiva en línea continua sobre el rédito 
imponible global que exceda de la cantidad de * 10.000 anuales. 

El actor pretende que .'I rédito imponible global, según 
el texto de la última parte de la citada disposición legal, es 
aquel 5 %. y Réditos, que este por ciento y la tasa adicional 
mencionada. 

El tribunal tuvo va oportunidad de pronunciarse sobre 
el concepto rédito imponible global, al resolver el caso Ballan- 
ttue el 17 de mayo de 1940 iJur. .Ir*/., T. 70: 585). diciendo 
que comprende él total de la renta global del contribuyente. 
Por eso. con toda razón se decía que la ley 11.682, al reformar 
la anterior lev de rédito», no lia beneficiado al actor, sino que. 
por el contrario, ha sometido al pago de la tasa adicional a todo 
rédito superior a los $ 10.000. reduciendo así. para la aplica- 
eión ile la tasa adicional a la expresada suma, el monto de la 
renta global que fijaba en mayor cantidad la ley lifflñ ante- 
rior, que era de $ 25.000. 

El error fundamental en que la parte incurre, consiste en 
desbravar un rubro de renta que la ley no prevé ni autoriza. 
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pitea m bien es verdad que ese adicional se aplica sobre el ex- 
cedente de la renta global de $ 10.000, esto no significa que 
deba preschidirse de esta cuota a los efectos de la liquidación 
porque en esa forma se descontaría dos veces la misma can- 
tidad inicial. 

En la tabla a (pie alude la última parle del art. 30 <33 
del t. o.) están ya excluidos esos $ 10.000; de manera que 
ruando se aplica el impuesto ;il rédito de $ 30.000 por ejem- 
plo, el porcentaje que corresponde aplicar es el que marca la 
escala en tos $ 30.000. porque si ae aplica el que corresponde 
a los $ 20.000. resultaría que con 1 " ya están deducidos los 10.000 
pesos iniciales, la desfiravación se produciría sobre $ 20.000. 

El absurdo es evidente. 

Por ello y por sus fundamentos se confirma con costas, 
'a sentencia recurrida. — Carlos Del Capillo. - fí ¡curtía Vi- 
llar Palacio. — Juan A. González Calderón. 



Dicta m es \m. PitOCíTRADOB (¡knerai. 

Suprema Corte : 

El recurso ordinario concedido a fs. 79 vtn. es pro- 
cedente por cuanto In cantidad discutida en autos ex- 
cede al límite de cinco mil pesos que fija el art. 3 de la 
ley 4.055. 

Paso n examinar las cuestiones truítias a revisión 
de V. E. 

Estriba !a primera en decidir si el recargo del 
:i(í % por concepto de ausentismo, establecido en el ar- 
tículo t% de la ley 11.682 (art. 16,T.O.) t es exigióle so- 
lamente sobre el impuesto básico a ta renta del suelo, 
o debe hacérselo extensivo también al global. Tanto la 
Eximia. Cámara en su fallo de fs. 75, como el señor Joez 
a fs. 64, se inclinan hacia esta última doctrina. Consi- 
dero acertada tal solución, atentos los sólidos funda- 
mentos que le sirven de base. 

Veamos la segunda : ¡el impuesto es solamente exigi- 
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ble sobre el importe de arrendamientos percibidos, o lo 
e8 también sobre los devengados, conforme lo decide 
exprésame itc el señor Juez, y en forma implícita la 
Excma. Cámara al desestimar m totum la demanda. 
A mi juicio tal cuestión, sea cual fuere el interés que 
ofrezca, como tema de doctrina, resulta en este caso 
puramente teórica. En efecto, lo que pide el recurrente 
88 devolución de lo pagado; pero como se trata de arren- 
damientos devengados en 1935, obvio es que debió pa- 
garse el impuesto sobre ellos al ser percibidos en alirnn 
momento de los años sucesivos. El recurrente no alega 
que dejara de cobrarlos oportunamente, ni tampoco que 
k e le exigiera el pago una vez sobre la renta devengada 
v otra sobre la percibida ; por lo cual ora se resuelva 
afirmativa o negativamente dicta cuestión, en ningún 
easo podría V. E. obligar al Fisco a que devuelva el 
impuesto. Pienso, pues, que el recurso fué mal concedido 
en dieba parte, y así procede declararlo. 

Si no obstante tal circunstancia, V. E. concep- 
tuare procedente abrirlo, corresponderá confirmar el 
fallo apelado, por aplicación de la ÍW^^deum» Sff 
esta Corte en 201 ¡ 322. - Bs. Aires, jumo i de 194G. - 
Juan Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 19 de diciembre de 194T, 

Y vistos los autos "Lázaro José contra Fisco Na- 
cional (Dirección General del Impuesto a los Béditos) — 
demanda contenciosa-", en los que se ha concedido 
el recurso ordinario de apelación interpuesto por e 
actor a fs. 79 contra la sentencia de la Cámara Federal 
,!c la Capital dictada a fs. 75. 
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I— Que las cuestiones ti resolver en este recurso 
son dos : 1* Referente a la norma para aplicar el recargo 
del 30 % en concepto do ausentismo, arts. 16 y 33, T. 
O. Ley 11.682, y 2* si el impuesto es exigible sobre los 
alquileres devengados o sólo se aplica a los percibidos, 
art. 13, T. O. y arts. 8 y 59 de la Reglamentación Geni- 
ral del Impuesto a los Réditos. 

II — Que el actor realizó el pago recargando cu 
un 30 % la tasa básica del 5 %. Una vez satisfecho el 
gravamen la Dirección General del Impuesto a los Ré- 
ditos exigió la rectificación de las declaraciones indivi- 
duales para el conjunto de réditos, relacionándolos con 
la ta ■» adicional, alegando que el recargo al ausentismo 
se a- AU a tanto a la tasa básica como a la adicional. 

Q' el apelante sostiene la existencia de dos espe- 
cies i o tasas impositivas no sólo en cuanto al sistema 
sino también en cuanto el objeto de la imposición y que 
hay una tasa impositiva para las categorías de réditos 
y otra para el conjunto de éstos, agregando que el re- 
cargo al ausentismo sólo se aplica a la primera de ellas. 

Que esta Corte Suprema, en el caso que se registra 
en el 1. 188, pág. 327, confirmó una sentencia de la Cá- 
mara Fede ¡1 de esta Capital en la cual se sostiene que; 
"la división en cuatro categorías adoptada por la ley 
n* 11.682, obedece sólo a razones de orden práctico pa- 
ra facilitar la liquidación del impuesto; si bien la ley 
no lo expresa en su articulado, sin embargo a esa con- 
clusión se llega al leer las palabras pronunciadas por el 
miembro de la comisión respectiva doctor de la Vega 
al informar a la Cámara en los siguientes términos: 
"En el proyecto que considera la Cámara y que propo- 
ne la Comisión, señor Presidente, desaparece la divi- 
sión de las categorías de renta que actualmente existe ¡ 
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es decir, que el contribuyente no tendrá que formular 
declaraciones individuales de cada categoría que, unida 
a un balance impositivo, determinará el remanente neto 
o sea el rédito real sobre el cual deberá fijarse el im- 
puesto. Por esa razón es necesario proceder a la unifi- 
cación de la tusa ya que forma parte fundamental del 
proposito de justicia dentro de lu simplicidad en que 
se inspira el proyecto despachado por la Comisión. Des- 
de luego se lia mantenido una clasificación de réditos 
por categorías, pero debe tenerse presente que es al 
sólo efecto de enumerar y trazar normas para la apli- 
cación del impuesto y también para el caso en que el 
contribuyente, perciba rentas de una sola categoría". 
(Diario de Sesiones 1932, t. VTT, pág. 7GÍ>). Este ante- 
cedente es decisivo para resolver la cuestión en el sen- 
tido de que siendo uno solo el impuesto no existe funda- 
mento legal para aplicar el recargo del 30 % sobre el 
impuesto básico y no sobre el adicional. El dictamen de 
la Comisión Honoraria del Impuesto a los Réditos, que 
dispuso se liquidara el recargo, no viola, por consiguien- 
te, los arts. I*j 33 y 67, inc. 2" de la Constitución Nacio- 
nal pues no contiene ninguna ampliación de orden le- 
gislativo sino que se atiene al texto de la ley. 

III. — Que si bien esta Corte ¡Suprema ha decidido 
en la sentencia dictada el día 10 del corriente, autos 
"Carlos Echesortu contra Fisco Nacional (Réditos} 1 ' 
que la ley sólo grava los réditos percibidos y no los de- 
vengados, es de tener en cuenta que la misma ley hace 
expresa excepción de los arrendamientos o alquileres 
al disponer que para determinar la renta neta del suelo 
proveniente de la explotación de campos o de su arren- 
damiento o de la locación de casas, se tendrán en cuen- 
ta los arrendamientos "o alquileres devengados o re- 
sultado de la explotación propia. . . " etc., a lo cual hay 
■ me agregar .rae el art. 8*, inc. b, de la Reglamentación 



General de la ley establece que "los demás réditos se 
incluirán en la declaración jurada del año en que hu- 
biesen sido cobrados, salvo la renta del suelo para la 
cual ta ley dispone que se tome como base la renta de- 
vengada". Ante el claro texto legal y su reglamenta- 
ción no cabe interpretarlos desde que no ofrecí* dificul- 
tades su aplicación. Con espíritu de equidad la misma 
reglamentación declara que* deberán sumarse "los al- 
quileres o arrendamientos devengados, salvo los inco- 
brables*', con lo que proporciona al contribuyente la 
oportunidad de probar las deducciones legítimas en su 
rédito bruto, art. 59, Resulta así que, de hecho, el con- 
tribuyente sólo pagará impuesto sobre lo que realmente 
hubiere percibido. 

Que, como lo sostiene el Sr. Procurador General en 
su dictamen agregado a fs. !*7, este aspeclo de la cuestión 
debatida resulta solamente teórico si se tiene en cuenta 
que se trata de arrendamientos devengados en 1935 
que en algún momento han sido percibidos — a menos 
que hayan resultado incobrables — y sobre los cuales 
necesariamente se debió pagar el impuesto en los años 
posteriores, cumpliendo con la ley, y aun en el caso de 
que se la interpretara que sólo impone el pago sobre lo 
que realmente se percibió. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo dic- 
ta minado por el Sr. Procurador General confírmase 
la sentencia apelada en cuanto rechaza la demanda y se 
la modifica en lo referente a las costas del juicio, que 
deberán pagarse en el orden causado a mérito de la na- 
turaleza de las cuestiones debatidas. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 

PÉREZ — LüIS R. LONOHI 

Justo L. Alvabez Rodríguez. 
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ENRIQUE C. WELBERS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Sut-frí»». Domicilio tlrl va,t- 

Siendo contradictoria y poco clara la prueba producida 
con respecto al último domicilio del causante y no resal- 
tando que haya otro» herederos que los presentados en el 
juicio sucesorio iniciado ante el juez del lugar del domi- 
cilio de loa mismos, donde sostienen que también lo tenía 
. el causante, corresponde Idmitir la competencia de dicho 
magistrado de conformidad con el principio establee 10 
por el art. 3285 del Oód. Civil. 

Dictamen del Procurador General 

¡Suprema Corte: 

Producido el fallecimiento de don Enrique César 
Welbers, en La Verde (Territorio Nacional del Chaco), 
el día 14 de abril ppdo. a raíz de un accidente de avia- 
ción (ver expediente 1104, agregado por cuerda sepa- 
rada), los herederos — esposa e hijos — iniciaron su jui- 
cio sucesorio ante el Juzgado de 1* Instancia en lo Civil 
de esta Capital el 9 de mayo subsiguiente (fs. 9). Poco 
tiempo después, el 16 de junio, se presentó al Juzgado 
Letrado N* 1 de Resistencia el Dr. Adolfo Zeinsteger, 
e invocando el carácter de acreedor del extinto, inició 
el expediente sucesorio ffl 568 agregado también por 
cuerda. 

En los dos expedientes se ha producido prueba 
contradictoria para acreditar que el causante vivía con 
su familia en la Capital Federal y en La Verde y es, 
a base de tales probanzas, que los jueces que entienden 
en dichos juicios se han considerado competentes para 
seguir actuando. Quedó trabada así contienda de com- 
petencia que corresponde dirimir a V. E. en mérito de 
lo dispuesto por el art. 0. la ley +.055. 
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Dentro de las dudas que el caso ofrece, me inclino 
a pensar que el de cajus se domiciliaba con su familia 
en la ciudad de Buenos Aires, al tiempo de su falleci- 
miento. La prueba rendida aquí es más decisiva al res- 
pecto. 

Los recibos que obran de fs. 4 a ti revelan que con 
mucha anterioridad a su fallecimiento, Welbers alqui- 
laba un departamento en la casa de la calle Arcos 1851 
donde tenía su hogar aunque en La Verde tuviera el 
centro de sus actividades industriales. Allí existe apa- 
ndo telefónico a su nombre (fs. 29) ; ya que esa casa 
estaba habitada, lo corroboran los gastos de electrici- 
dad, gas y comunicaciones a larga distancia de que dan 
cuenta los recibos de fs. 29, 30 y 31, correspondientes 
algunos de ellos precisamente al mes de abril del co- 
rriente año, fecha de su fallecimiento. Por último, el 
hecho de que los restos de Welbers hayan sido traídos 
a la Capital Federal para darle sepultura (fs. 54), es 
un antecedente más que pesa en el ánimo para decidir 
la jurisdicción en la cual corresponde tramitar el jui- 
cio de que se trata. 

A todo lo expuesto, cabría agregar que tanto la es- 
posa por sí y su hijo menor, como la otra bija del can- 
sante, son los que han abierto la sucesión ante la justicia 
de la Capital Federal, en tanto qoe, quien sostiene la de 
)a Capital del Chaco, invoca el carácter de presunto 
acreedor por locación de servicios, pues no otra cosa re- 
sulta de las actuaciones allí producidas. , 

Opino, en mérito a las razones precedentemente 
expuestas, que la presente contienda debe dirimirse 
en favor de la competencia del Juez .en lo Civil de la 
Capital Federal (Código Civil, arts. 90, tne. 7°, 94 y 
3284). — Bs. Aires, diciembre íí de 1947. — Carlos (i. 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 19 de diciembre de 1947. 

Autos y Vistos: Considerando: 

Que con motivo del fallecimiento de don Enrique 
César Welbers, ocurrido el 14 de abril ppdo., su señora 
esposa doña Luisa Cecilia Bruuner de Welbers por si 
y su hijo menor René Marcelo Guillermo Walter Wel- 
bers, y su señorita hija doña Mercedes Carolina Elisa 
Welbers iniciarou el correspondiente juicio sucesorio 
el 9 de mayo ppdo. ante el señor Juez a cargo del Juz- 
gado de 1» Instancia en lo Civil N» 6 de la Capital Fede- 
ral, fundadas cu ser éste el domicilio del señor Welbers 
y de ellas. 

Que el líi de junio ppdo. don Adolfo Zeinsteger, 
es apoderado del causante, invocando su carácter de 
acreedor del mismo por honorarios, promovió su juicio 
sucesorio ante el Juzgado Letrado N* 1 del Chaco, sos- 
teniendo que aquél tenía su domicilio en la localidad La 
Verde, de dicho territorio nacional. 

Que la prueba producida ante los jueces menciona- 
dos con el objeto de acreditar oí domicilio del causante 
en el momento de su muerte es contradictoria y poco 
clara. 

Que, ello no obstante, nadie lia pretendido en autos 
— a pesar de las publicaciones efectuadas — que existan 
otros herederos que los mencionados en el consideran- 
do primero de este fallo cuyo domicilio es, fuera de toda 
duda, la Capital Federal, ante cuyos tribunales tramita, 
¡idemás, el juicio sucesorio del padre del señor "Welbers. 

Que, por consiguiente, median en el presente caso, 
las mismas circunstancias y razones en que se funda 
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la jurisprudencia de esta Corte Suprema que, interpre- 
tando el art. 3285 del Código Civil, ha establecido que 
el domicilio real del heredero único determina el juez 
competente para conocer en el juicio sucesorio del cau- 
sante {Fallos: 163, 116; 166, 314; 191, !)6), solución 
que concuerda, además, con evidentes rasiones de eco- 
nomía procesal. 

Por estos fundamentos y los concordantes del prv- 
oedente dictamen del señor Procurador General, declá- 
rase que el señor Juez a cargo del Juzgado de 1* Ins- 
tancia en lo Civil N T » 6 de la Capital de la República es el 
competente para conocer en el juicio sucesorio de don 
Enrique César Welbers. En consecuencia, remítansele 
los autos y llágase saber lo resuelto al señor Juez a 
cargo del Juzgado Letrado X» 1 de Resistencia —Chu- 
co — en la forma de estilo. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 

PÉREZ — LUIS R. LONGHI — 

Justo L. Alvakkz Rodríguez. 
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PHOCVSADOJi. 

\o procede inscribir ni ln matrícula tic procuradores a 
quien fué eliminado de ella por seguírsele un proceso cri- 
minal sobre tentativa de estafa y falsificación de docu- 
mentos en el cual, condenado en primera instancia por 
sentencia con la que expresó conformidad el Fiscal de 
Támara, debió decretante el sobreseimiento definitivo por 
haberse operado la prescripción de la acción empeñosa- 
mente perseguida por el acusado. 
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Dictamen del Procurados Genebal 
Suprema Corte; 

Con los expedientes agregados a pedido de esta 
Procuración General — fs. 8 y 14— se han traído a au- 
tos los elementos de juicio necesarios para expedir dic- 
tamen. 

Surge de todos los antecedentes acompañados que 
el recurrente ha obtenido en la causa criminal que se le 
siguió sobre falsificación de documentos, tentativa de 
estafa y defraudación a que aquéllos se refieren, el so- 
breseimiento definitivo por virtud de la prescripción 
que opuso y se declaró operada. 

Cabe recordar que la suspensión, primero, en el 
ejercicio de la procuración y la cancelación ulterior en 
la matrícula respectiva la ordenó V. E. a base de la 
existencia de tal proceso. Expediente agregado por 
cuerda floja "Martínez Bodríguez José Marcos s. In- 
formación Ley N* 10.996" fs. 16 vta. y 18 vta. 

El pedido de reinscripción en dicha matrícula que 
ahora formula Martínez Bodríguez debe, pues, decidir- 
se teniendo en cuenta los precitados antecedentes. 

Demuestran éstos que el caso de autos es de una 
ajustada similitud con el resuelto por la Corte Supre- 
ma en 207 : 22 con referencia a igual petición formula- 
da por Amaro ,T. M. Soerensen. Negó V. E. en esa opor- 
tunidad la reinscripción solicitada con razones referi- 
bles al significado moral de los hechos que quedan, no 
obstante la prescripción declarada de la acción, para 
calificar la conducta del profesional fuera del derecho 
penal ; confirmando así el claro sentido y moralizadora 
finalidad del art. 8 inc. 2 de la ley n» 10.996 sobre "Be- 
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pie», dación en juicios" en cuanto a inuabilitacion se 
refierc pava el ejercicio de la procuración. Es, pues, 
do estricta aplicación al caso de autos la precitada doc- 
trina de V. B.¡ por lo que, reproduciéndola, soy de 
opinión debe denegarse el pedido de reinscripción que 
so solicita. — Bs. Aires, noviembre 24 de 1947.— tar- 
tos f!. Ih'lfhtn. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 19 de 

Autos y vistos: Para resolver la solicitud de ins- 
cripción en 'la matrícula de procuración formulada por 
Josc Marcos Martínez Rodríguez. 

Considerando; 

Que cnu motivo de babersc decretado la prisión 
preventiva del solicitante Martínez Rodríguez en el pro- 
roso criminal que desde marzo de 1941 se le siguió de 
oficio y por querella de Higinio J. F. Martim por ten- 
tativa de estafa y falsificación de documentos, el pri- 
mero de los nombrado* fué suspendido en el ejercicio 
,1o la procuración por el plazo de seis meses, al cabo de 
los cuales fué eliminado de la matrícula por resolución 
de la Corte Suprema. Declarada proscripta la acción 
en dicha causa por sentencia de la Cámara* Apela- 
ciones en lo Criminal de fecha 5 de julio de 194b, Martí- 
nez Rodríguez solicita ser nuevamente inscripto en lu 
matrícula de referencia. 

Que no es posible desconocer la importancia de las 
pruebas acumuladas en el proceso criminal mencionado, 
relacionadas en los considerandos primero y segundo 
del fallo do primera instancia, ni la gravedad de los 
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hechos a que se refieren, todo lo t'ual hit determinado 
al señor Juez, de sentencia m considerar al procesado 
autor reiterado del delito de estafa, en grado de tenta- 
tiva, mediante el uso de instrumentos públicos falsifica- 
dos y a imponerle la pena de dos años de prisión, en 
forma condicional, y al señor Fiscal de Cámara a mu- 
infestar expresamente, no obstante opinar <juc la acción 
estaba proscripta, que no cabe la menor duda de que el 
acusado es responsable por los delitos de tentativa de 
estafa mediante falsificación de documento privado 
equiparado -a instrumento público (fs. 503). 

(Jue s¡ a ello se agrega la actitud observada por el 
solicitante en el proceso procurando empeñosamente, 
desde el comienzo y durante los cinco largos años de 
duración del mismo, obtener la declaración de prescrip- 
ción de la acción penal 00, l¡0, 444, u )2, y los dos inci- 
dentes agregados) que al fin logró y que no debió busca r 
sino tratar de evitarla para probar sn alegada inocen- 
cia y obtener la declaración judicial de la misma, co- 
rrespondí' concluir que en el presente caso es de estric- 
ta aplicación la jurisprudencia establecida por esta 
Corte Suprema en el caso det t. 207, pág. 22 de la res- 
pectiva colección de fallos. 

En su mérito y ele acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Procurador General se rechaza la solicitud de 
inscripción en la matrícula de procuradores presenta 
da por José Mareos Martínez Rodríguez. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Loxghi — 
Justo I,. Alvarez RopRÍoirEz. 
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CONSK.IO AUKARIO NACION' AL \. AUT1JRO 
A. CDAONDO 

RECURSO ORDINARIO liK APELACION; Tercera tutanda, Jtti- 
i to.t rn <¡ue Ut Saviú» es ¡tarte. 

El recurso ordinario de apelación ante la forte Suprema 
no procedo en los juicios seguidos por reparticiones au- 
tarquías, como el Consejo Agrario Nacional, en los que la 
Nación no interviene como parte directa. 

DlLTAMKS DBL PftAclTlIAlNJIt GeXKHAL 

Suprema Corte : 

Considero procedentes los recursos ordinarios do 
apelación concedidos a fa. 380 contra el fallo de la ( 'li- 
mara Federal de Baliía Blanca corriente a fs. :í72-ST*í. 
Trátase de litijrio en que la Nneión es parte; y el monto 
de lo discutido, excede en mucho la suma prevista por 
el art. 3 ine. 2 de la ley 4055. 

Como en estos autos el Pisco tiene representante 
especial, prescindiré del análisis de diversas cuestiones 
de hecho, o de derecho común, materias de controversia 
que por su naturaleza resultan ajenas a un dictamen. 
Debo limitarme, pues, a la interpretación del art. 14 de 
la ley especial n" I2,(i35, sancionada en agosto de 1940. 
Acerca su constitucionalidad no croo sea necesario 
un pronunciamiento ya que el tallo apelado aplica en 
realidad disposiciones dé la ley ii w 189, conceptuando 
implícitamente que ellas no son incompatibles con las 
de la n* 12.636. No aparecen opuestas en antos obje- 
ciones a la validez de la n* 189. 

He aqní el texto aludido. 

Art. 14. — "Í¡1 precio de la tierra que se expropie 
en cumplimiento de esta ley, que se declara de interés 
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publico, se fijará fon sujeción a las siguientes normas : 

a) Al valor de la valuación para el pago de los 
impuestos, teniendo también en cuenta la de los terre- 
nos similares contiguos; 

b) Y al valor de su productividad apreciada en 
los diez años precedentes al de la expropiación dentro 
de lu zona en que se baile ubicado. 

La indemnización comprenderá, además del valor 
de la tierra y las mejoras, cuando no estén comprendi- 
das en los incisos anteriores, el de los perjuicios que el 
expropiado probara v que fueran consecuencia forzo- 
sa de la ocupación, excluyéndose en todos los casos los 
valores especulativos y afectivos y los daños y ganan- 
cias hipotéticas. El valor total de los perjuicios cu nin- 
gún caso excederá del 20 fo del precio atribuido a la 
tierra. En todo lo demás se regirá por la ley general 
vigente". 

Veamos ahora los antecedentes del sub-judice. En 
1944, proveyendo a múltiples gestiones que desde oc- 
tubre de 1941 venían realizando agricultores locales y 
representantes del comercio, la industria y otras acti- 
vidades del partido de Balcarce, el Consejo Agrario 
Nacional resolvió expropiar con fines de colonización 
tres campos situados en dicha zona, uno g> los cuales 
es el que da motivo al actual litigio. Aprobada tal reso- 
lución por el P. E. —decreto n» 26.780/44, de fecha 30 
del mismo mes— en diciembre subsiguiente se inició 
e! juicio. 

No se ha discutido la procedencia de la expropia- 
ción; pero ambas partes discuten acerca del criterio a 
seguir para la estimación del valor de la tierra expro- 
piada. El Pisco, se atiene a la valuación fiscal y a lo 
que el predio produjo a sus dueños por concepto de 
arrendamientos durante los últimos años; la demanda- 
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da, insiste en sujetarse a loa precios corrientes en pla- 
za y no a las norma? del art. 14 de la ley 12.636, que 
reputa inconstitucionales. El fallo de primera instan- 
cia, conceptuando violatorio leí art. 17 de la Constitu- 
ción el sistema de avalúo creado por dicha ley, acude 
a otros elementos de criterio y fija en cuatrocientos 
ochenta pesos moneda nacional el precio de cada hectá- 
rea, mejoras exclusive (fs. 337-343) ; y la Cámara Fe- 
doral, sin pronunciarse sobre la constitucionalidad, in- 
terpreta el art. 14 en el sentido de que para apreciar 
la "productividad" del campo expropiado no es índice 
único el monto de la renta que obtuvieron sus dueños 
dándolo en arrendamiento u locatarios que lo subarren- 
daban por mayor precio. En cuanto a la primera norma 
establecida en la ley —valuación para el pago de im- 
puestos — difícilmente pudiera considerárselo índice 
único del capital, ya que, en este caso, el precio ofreci- 
do por el Consejo Agrario Nacional fué, desde un prin- 
cipio, muy superior. Por otra purte, siempre que el ex- 
údente del precio a pagar debe referirse a una produc- 
tividad que exceda a la valuación para el pago de im- 
puestos, resultará de muy escasa utilidad esta última. 

Planteada así la cuestión a resolver, adviértese que 
toda ella gira sobre dos motivos fundamentales: base 
de cálculo para ia "productividad", atento que tratán- 
dose de campos subarrendados la ley no establece como 
índice decisivo el precio de la primera locación; y tipo 
de interés a utilizarse para el cáleulo del capital indem- 
nizable. Ambos vienen a refundirse en uno, en cuanto 
se refiera u fijar el precio de la tierra expropiada ; pues 
si el arrendamiento que produzca al dueño del inmueble 
cinco pesos por hectárea se estimará corresponder a 
un capital de cincuenta pesos cuando el tipo del interés 
corriente en plaza sea del 10 %, corresponderá a cien 
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pCBOS cuando en ve-/, del diez, lo corriente sean rendi- 
mientos del 5 Jo. 

Ahora bien: ocurre que ni el artículo 14 ni otro 
alguno de la ley Vl&'M establece a qué tipo de interés 
debe referirse la justicia para el cálculo del capital. 
Si no me equivoco, tal omisión tiene por origen haberse 
modificado por el Congreso el proyecto del Poder Eje- 
cutivo que sirvió de base a la ley 12.63ÍÍ, proyecto que, 
dejando en plena vigencia la ley general de expropia- 
ción n* I8ít, fijaba normas para la adquisición de in- 
muebles por compra directa. A tal efecto, prevenía se 
los tasara por su renta probable, capitalizada al 5 Vi» por 
ciento (tipo modificable por el P. E.) ; y para calcular 
dicha renta, tend ríanse en cuenta los precios de loa pro- 
ductos en un número de años uo inferior a cinco, elegi- 
dos entre los que uo pudiesen considerarse afectados 
por fenómenos de carácter extraordinario, // los rendí- 
miento* promedios en fas zonas eti ÚD período de cin- 
co años. 

El despacho de la Comisión respectiva en la Cá- 
mara de Diputados (.sesión del 7 de julio de 1939), in- 
corporó al plan un capítulo especial sobr. 1 expropiación 
de imuuehtes para colonización. Ordenaba (arfc, 14) que 
la indemnización a pagarse uo excediera de la emergente 
"c/c ,v« valor cu relación con el de stt producción, apre- 
ciada cíi los últimos diez años precedentes al de la ex- 
propiación ¡f con preseiudencia de todo otro factor aiic 
puéa%i determinar una apreciación distinta". 

No fijaba tipo álfftttto de interés para <-l cálculo del 
capital, ni siquiera tratándose de la adquisición de in- 
muebles por compra directa. 

A! discutirse tal despacho, l'onnuláronsele obje- 
ciones de carácter constitucional, entre ellas, la de que 
expropiar a unos para dar a otros lo expropiado vin- 
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laría «orina* de igualdad si» que razón alguna de uti- 
lidad publica [(i hiciera necesario; y la do que, implan- 
tar sistemas arbitrarios de indemnización, daría por 
resultado que Ioh propietarios de bienes cxpropiahles 
para el cumplí ni lento de la lev 12.t:¡3(> tuviesen menos 
garantías de sor justamente indemnizados que los pro- 
pietarios de bienes dcstinables a otros objetos (Sesio- 
nas, julio 19, agosto 4, 24 y 29 de 1939). El asunto moti- 
vó debates, y la redacción del art. 14 quedó así : 

"En virtud de ser de interés público el cumplimien- 
to de la presente ley, la indemnización ni propietario 
de la tierra, en el caso de expropiación, so liará do acuer- 
do con las siguientes normas: 

a) al valor de valuación para el pago tic los im- 
puestos ; 

b) tf al valar de su producción, apreciada en los 
diez años precedentes al de la expropiación, dentro de 
la zona en que se baile ubicado". 

Entre otros cambios, y olvidando de nuevo, fijar 
tfuv tipo dr interés se tamuria como base para la capi- 
talización, se suprimía la frase "con prescindencia de 
todo otro factor que pueda determinar una apreciación 
distinta *'. 

El Scuadn, incurrió en análogo olvido, y además 
su despacho de Comisión modificaba nuevamente al pro- 
yectado art. 14 (21 do junio de 1940) : 

"Rl precio fie la fierra que se expropio en cumpli- 
miento de esta ley, que se declara de interés publico, 
se fijará con sujeción a las siguientes normas: 

u) al valor de valuación para el pago de los im- 
puestos, teniendo también en cuenta la de los terrenos 
similares contiguos; 

b) y al valor de su producción apreciada en los 
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diez años precedentes al de la expropiación dentro de 
la zona en qne se halle ubicado 

Durante la discusión, agregáronsele algunos cam- 
bios importantes. Las palabras su producción, fueron 
reemplazadas por su productividad} y se aclaró que, 
dentro de ciertos límites, al precio do la tierra debía 
sumársele el de lan mejoras y perjuicios, ruando los 
hubiere. Quedó asimismo expresamente dicho: "en todo 
lo demás, la expropiación se regirá por la ley general 
vigente" (julio 24). 

Con esa sanción aprobada par Diputados el 21 de 
agosto de 1940, resultó definitivo el texto que he trans- 
cripto al principio. 

Despréndese de lo dicho que, ateniéndose exclusi- 
vamente al texto del art. 14 citado, los jueces no dis- 
pondrían de elementos de criterio suficientes para la 
determinación del capital a indemnizar, pues no hasta 
a tal efecto conocer la productividad del inmueble. Co- 
mo consecuencia, los jueces han de admitir algún otro 
género de prueba acerca del valor de aquél, refiriéndo- 
lo a alguna otra norma complementaria. 

En el caso de autos, sin perjuicio de tomar en con- 
sideración el avalúo fiscal para pago de impuestos, y 
la productividad del predio, el fallo apelado considera 
tamhién los precios de propiedades próximas a la ex- 
propiada, índice que nada tiene de irrazonable o arbi- 
trario. Por ello, no encuentro que su utilización compor- 
te violar la ley. o interpretarla torcidamente. Sigúese 
de ahí que por lo relativo a la cuestión federal materia 
de ini dictamen, conceptúo procedente confirmar el fa- 
llo apelado. — Ba. Aires, abril 22 de 1947. — Juan Al- 
varez. 
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Bs. Aires, 23 de diciembre de 1947. 

Y vistos los autos "Consejo Agran Nacional con- 
tra Arturo A, Udaondo o quien resulte propietario, ex- 
propiación", en los que se ha concedido el recurso or- 
dinario de apelación interpuesto por ambas partes 
contra la sentencia dictada a fs. 372 por la Cámara 
Federal de Bahía Blanca. 

Considerando: 

Que es jurisprudencia reiterada de esta Corte no 
ser procedente el recurso ordinario previsto en el art. 
3», ine. 2*, de la ley 4055 en garantía de los derechos 
del Fisco Nacional en las condiciones que en esa misma 
disposición se establecen, cuando se trata de juicios se- 
guidos por reparticiones autárquicas, pues la Nación 
no interviene en ellos como parte directa (Fallos : 104, 
241; 124, 73; 133, 360; 166, 144; 137, 298; 150, 274; 155, 
241; 156, 136; 160, 407; 163, 344 ; 164, 323; 180, 248; 
181, 72; 192, 21 y otros). 

Que contemplando la condición jurídica de la Di- 
rección Nacional de Vialidad en orden a la autarquía 
aludida determináronse como signos distintivos de ella, 
entre otros, el tratarse de una institución de derecho 
público creada por ley, con capacidad para actuar pú- 
blica y privadamente conforme a las leyes generales de 
la Nación y a las especiales relativas a su funcionamien- 
to, facultada para administrar por sí los intereses que 
le han sido confiados y para actuar en juicio como par- 
te acto ra o demandada, los miembros de cuyo directo- 
rio son responsables personal y solidariamente por los 
actos del mismo (Fallos: 181, 72). 
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Que todos estos requisitos se cumplen acabadamen- 
te en la organización legal del Conseno Agrario Nacio- 
nal creado por la ley 12.636 íarts. 2, 3, 7 —inca, a, d, 
e, o y <i— , 12, 18, 21, 24, 25, 31, 45. 46, 47, 48, 59, 60, 
63, 68). 

Que, como se expresó en el precedente citado, "la 
circunstancia de que los intereses administrados — por 
la repartición de que se trate— lo sean también del 
Estado que los confió a su cuidado y administración 
por ley de su creación es, precisamente, uno do los ras- 
gos característicos de las entidades autárquicas, que 
responden a esos fines, como lo es, asimismo, el con- 
tralor y aun la intervención administrativa a que la 
ley los somete". 

Que cualquiera sea para este caso el alcance de lo 
dispuesto por el decreto 14.950 del 24 de mayo de 1946 
que, con posterioridad a la promoción de este juicio, 
dió nueva estructura orgánica al Banco de la Nación 
conforme al decreto 8503/46 y con el objeto de coordi- 
nar las actividades de dicha institución con la política 
económica, financiera y social del Gobierno Nacional, 
débese llegar a la misma conclusión, estableciendo co- 
mo establece en el art. 25 que "el Banco, para el cum- 
plimiento de su misión específica se liará cargo, dentro 
del régimen de su propia autarquía, a) de la aplicación 
de la ley 12.636", lo que quiere decir que si la cuestión 
de que se trata hubiera de contemplarse desdo el punto 
de vista de lo dispuesto en el precepto transcripto, se 
estaría en presencia de una actuación que además de 
corresponder a fines de gobierno cuya obtención está 
anárquicamente dispuesta en la ley 12.636 habría ve- 
nido a constituir función propia do una institución que 
el art. 1' del decreto citado 14.959/46 llama exprés» 
fíente "entidad autárquica" y organiza con todos lo» 
requisitos de esta especie jurídiea. 
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Que, en consecuencia, el recurso ordinario fué mal 
concedido en esta causa. 

Que el recurso extraordinario interpuesto a fs. :í7H 
respecto a la constitucionalidad del art. H de ln ley 
12.636 no fué fundado como lo exige el art. 15 de la ley 
48. Y en cuanto a) que la parte demandada entendió 
interponer con respecto a la misma cuestión federal 
considerándolo comprendido en el ordinario que dedujo 
a fs. 379, dado que este ultimo era improcedente corres- 
pondía cumplir, respecto al extraordinario, con la exi- 
gencia recordada, lo que no se hizo. A lo cual cabe agre- 
ííiir que excluida expresamente In cuestión federal del 
recurso concedido a fs. 380 <{Wk cu consecuencia, lo fué 
sólo con respecto «1 precio de lo expropindn, esta Torte 
no podía remediar esa denegatoria, caso de no ser ajus- 
iaihx a derecho, sino con motivo de un» queja oportuna 
y formalmente interpuesta ante clin, lo que tampoco 
se hizo. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General, se de- 
chira mal concedido a fs. 380 el recurso ordinario y 
1 1 ne por las razones formules dadas en el último con- 
siderando no hay recurso extraordinario concedido sus- 
ceptible de ser abierto por esta Corte que dé oportuni- 
dad para considerar la cuestión de eonstitwinnalidnd 
invocada por ambas partes. 

Tomás D. Casaiies — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonohi — 
Jttsto L. Alvares RonníauEí: 
— Rooolfo O. Vai.evztbla, 
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riilSILDINO FORMTOO v. LUIS ROSA 

HETRO ACTIVIDAD. 

No corresponde acordar efecto retroactivo a las normas pro- 
cesales en cuanta su aplicación afecte actos conchudos o 
clf je sin rfecto lo actuad* ton arreglo a las leyes anteriores. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: l*roí>nUmienU> ft rwursw. 

Los informes que pueden expedirse por la Dirección Ge- 
neral del Impuesto a los Réditos sin referencia alguna a 
terceras personas, como es la de las ganancias o pérdidas 
habidas en la explotación de un inmueble, son procedentes 
a solicitud del propio contribuyente interesndo. 

Dictamen pp, PRortrnAnon General 
Suprema Corte; 

Uno de los puntos principales cuestionados en es- 
te juicio, se refiere a lo que D. Luis Rosa podría adeu- 
dar al actor en concepto de habilitación sobre las ga- 
nancias producidas por la explotación de un pumpo de 
propiedad del primero. 

A fs. 5 del cuaderno de su prueba, el demandado 
solicitó como parte de la misma : *' Oficio a la Dirección 
General del Impuesto a los Réditos, para u,uo informo 
acerca de lns ganancias y pérdidas que resultan de las 
declaraciones juradas de D, Luis Ros», con respecto a 
la explotación del mismo campo, entre los años 1932 y 
1941 inclusive. Debe hacerse constar en el oficio que 
este informe se requiere a pedido del propio interesado 
D. Luis Rosa, demandado en estos autos". 

Su pedido fué despachado de conformidad orde- 
nándose a fs. tí el libramiento del oficio, el que fué con- 
testado a fs. '_>:t por la Dirección General del Impuesto 
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a los Réditos, en él sentido de que el informe recabado 
no podía ser evacuado, en razón de )o dispuesto por 
el art. 69 de la ley 11.683 t. o. 

Reiterado el pedido de informe por oficio cuyo li- 
bramiento se dispuso a fs. '29 vta., la expresada Direc- 
ción General se presentó a fs. 40 solicitando revocatoria 
y apelando en subsidio del auto que ordenaba la eva- 
cuación del mencionado informe, por considerar de apli- 
cación al caso el criterio que y» había sustentado en 
su contestación anterior, y lo dispuesto en el nrt. 100 
del decreto 14.341/46, del que en su concepto resulta 
con mayor claridad la improcedencia de la prueba re- 
querida. 

A fs. 70 el Juzgado revocó por contrato imperio 
el auto que decretaba el libramiento del oficio, pronun- 
ciamiento que fué confirmado a fs. 82 por el tribunal de 
segunda instancia. 

Contra esa decisión interpone el demandado el re- 
curso extraordinario de apelación, el que resulta proce- 
dente por Henar todos los requisitos exigibles pnra ello, 
y de conformidad con la doctrina sustentada al respecto 
por V. K en casos análogos. 

En cuanto al fondo del asunto estimo que es previo 
determinar si lo relativo a la admisibilidad de la prue- 
ba, debe regirse por el art. 69 de la ley 11.683, o por el 
art. 100 del decreto 14.341/46, actualmente convertido 
en ley. 

Conceptúo que esa cuestión debe resolverse de 
acuerdo con el criterio sostenido por V. K en el caso 
registrado en el t. 200, pág. 180 de la Colección de Fa- 
llos, en el sentido de que no procede la aplicación re- 
troactiva de la ley, si esa aplicación afecta en el juicio 
actos concluidos, o deja sin efecto lo actuado de confor- 
midad con leyes anteriores. 
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Corresponde pues estar a lo que, sobre la cuestión 
dubatida, preceptúa el art. tí9 de la ley 11.683. 

V. E., al interpretar osa disposición y sus alcances, 
ha fijado como criterio rector que el secreto establecido 
por ella lo lia sido en beneficio de qnien formula la de- 
claración, y de cualquier otro contribuyente respecto 
del cual la producción del informe sobre la declaración 
de un tercero, pudiere importar la revelación de un 
secreto que eBtá en su interés conservar (Fallos: 191, 
253; 193, 109; 196, 583; y 198, 316). 

En los dos últimos fallos citados, V. E. resolvió 
que no procedía exigir a la Dirección General del Im- 
puesto a los Réditos la presentación, en un .inicio entre 
otras personas, de las copias de 1. declaraciones jura- 
das de la que solicita dicha medida, si no resulta que su 
expedición no afecta a terceros amparados por el se- 
creto. 

En el caso de autos no se trata de presentar copia 
de una declaración jurada, y es evidente que el simple 
informe de lo ganado o perdido por el demandado se- 
gún sus propias declaraciones, no puede afectar, en 
detrimento de terceros, el secreto con que la ley pro- 
tege las declaraciones juradas. 

V en lo concerniente a la persona del demandado, 
teniendo en consideración lo anteriormente expuesto, 
su renuncia a la protección que la ley le dispensa, es 
suficiente, en mi opinión, para determinar la proceden- 
cia del informe que solicita. V. E. tuvo en cuenta la 
circunstancia apuntada, para expedirse en ese sentido 
en el caso registrado en el t. 196, páfc. 575, de la Colec- 
ción de Fallos. 

En mérito de lo expuesto, considero corresponde 
revocar el fallo apelado en cuanto ha sido materia de 
recurso. — Bs. Aires, noviembre '21 de 1947. — Carlos 
O. Delfino, 
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Bs. Aires, diciembre 23 de 1947. 

Y vista la precedente causa caratulada: "Formigo, 
Crisildino contra Rosa, Luis sobre cobro de pesos" — 
cuaderno de la prueba demandada— en la que se luí 
concedido el recurso extraordinario a fs. 80. 

Y considerando: 

Que el precedente dictamen del Sr. Procurador 
(i ene ral puntualiza acertadamente las circunstancias con 
arreglo a las cuales corresponde, en la especio, prescin- 
dir del decreto 14.341 /4Í¡, por aplicación de la doctrina 
de Fallos: 200, 180. 

Que también resulta de lo dictaminado a fs. 102 
que el informe pedido, limitado a la expresión de lo pa- 
nado o perdido por el demandado, según las declara- 
ciones juradas, entre los años 1ÍÍH2 y 1941 inclusive, en 
la explotación del campo "La Isliota", llamado luego 
"¡Santa Helena", puede expedirse sin referencia algu- 
na a terceras personas — contribuyentes o no — ya que 
se trata de cifras sin otra nota que la de corresponder 
a la explotación del inmueble referido y de tratarse de 
ganancias o quebrantos. En tales condiciones, con arre- 
glo a la jurisprudencia de esta Corte —Fallos: 208, 111 
y los allí eitados — el informe pedido es procedente. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador General se revoca la resolución ape- 
lada de fs. 82. 

Tomás D. Casares — Felipe 8. 
Pérez — Luis E. Longhi — 
Justo L. Alvakez Horado ukz 
— Rodolfo & Valenzuela. 
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GUIDO RONCONI v. NACION ARGENTINA 

ADUANA: Recumos. 

La resolución de la Aduana que impone una multa de 
carácter penal pasa en autoridad de cosa juzgada cuando 
no se interponen contra la misma los recursos que esta- 
blecen las Ordenanza» de Aduana; por lo que es impro- 
cedente la acción de repetición de lo pagado en dicho con- 
cepto aun cuando el actor objete no haberse cumplido la 
condición a qué se refiere el art. 1063 de dicho cuerpo 
legal. 

ADVANA: ImparUuum. Pnusbtt del festino. 

A falta de prueba del destino real y efectivo de las mer- 
caderías importadas, procede rechazar la demanda ten- 
diente a obtener la devolución de los derechos aduaneros 
pagado» pr>r aquel concepto. 



Y vistos: para sentencia esta cansa seguida por Guido 
Hnncnni contra la Nación, por repetición; y 

Itesultando : 

I, Que se presenta lionconi, por intermedio de apodera- 
do, demandando a la Nación por repetición de la cantidad de 
í 11.893.51 m/n. que se vió obligado a pagar en el juicio eje- 
cutivo que el Fisco Nacional siguió contra Artextil S. Am a 
fin de hacer efectivo el importe de la liquidación que practicó 
la Aduana de la Capital en él expediente "administrativo 519- 
(M938, por derecho» y multa. 

Expresa que habiéndose iniciado un sumario contra Ar- 
textil, con motivo de la comprobación de destino de hilados 
importados por ésta en 1937, al ser citada la denunciada, se 



qup había adquirido ef activo y pasivo de aquélla. 

Ampliada la denuncia a nuevas cantidades de hilados, la 
Aduana ordenó la compulsa de loa libros de comereio de Ar- 
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Tts. Aires, 7 de agosto de 1945. 
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textil en el domicilio de Guido Ronconi Uno. y Cía.. diligencia 
que no pudo realizarse por cuanto esos libros estaban en poder 
del contador que se había designado en la convocatoria de 
acreedores de la sociedad primeramente nombrada. En vez de 
requerir de este contador los libros de eomercío, se citó por 
edictos a Artextil, a pesar de tenerse conocimiento oficial de 
que había sido disuelta por escritura pública el 11 de mayo 
de 1938. 

Vencido el término de publicación de los edictos, se con- 
denó a Artextil a pagar una inulta, además de los derechos 
correspondientes a los hilados cuyo destino se consideró sin 
justificar. Esa resolución fui' notificada a Artextil en Scni- 
ilusa 1753, domicilio que la Aduana sabía inexistente. 

Como esa notificación no pudo practicarse, se intimó a 
(íuido Ronconi Uno. y Cía. su comparencia y entonces ésta 
presentó un escrito expresando que, por las razones que ale- 
gaba, no se consideraba parte en el juicio pero para el caso 
que la Aduana así no lo entendiera, apelaba de esa resolución 
condenatoria pura ante la Justicia Federal. 

La Administración, considerando que li»s recurrentes no 
eran parte en el juicio, ordenó devolverles el escrito y sin reali- 
zar ninguna utrn notificación, liquidó los derechos y multa 
impuestos e inició juicio ejecutivo. 

En este juicio se incurrió c" los miamos errores de pro- 
cedimiento, pues a pesar de conocerse la disolución de Artexlil 
y el nombre y domicilio de los .socios, se citó a aquella por 
edictos, se designó al Defensor de Ausentes y se dictó senten- 
cia de remate, que también se notificó por edictos. Recién en- 
tonces se intimó a los socios al pago y al ser el actor citado de 
remate, se presentó pidiendo !n nulidad de lo actuado. Sn 
defensa no prosperó y fué condenado a pagar la suma que hoy 
repite. 

Sostiene que la resolución condenatoria dictada eu el ex- 
pediente "»19 C. 193B es nula y no ha sido consentida porque 
no fué notificada a las partes. Las irregularidades en que allí 
se incurrió, han impedido a los interesados interponer los re- 
cursos que correspondían en defensa de sus derechos. Señala 
las irregularidades en que a su juicio se ha incurrido en el 
sumario administrativo como así también la falta de funda- 
mento de las denuncias qque lo originaron, de la multa im- 
puesta y del cobro de derechos y pide se condene a la Nación 
a devolverle la cantidad que reclama, con intereses y costas. 

II. Al contestar la demanda, el Sr. Procurador Fiscal, 
pide su rechazo, con costas. Sostiene que no lia habido itregu- 
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laridad ell 1h tramitación del sumariu administrativo, la que se- 
lla ajustado a las normas de procedimiento impuestas por las 
Ordenanzas de Aduana, única ley que debe regir en esos casos. 
Que Artextil no dió cumplimiento a to dispuesto en tos arta. 1 • 
y 15 del decreto reglamentario de la ley 11.281, por lo que a 
resolución administrativa se ajusta al más estricto derecho. 
Niega y desconoce todos los hechos cpie no reconozca expresa- 
mente en su contestación y en cuanto se refiere a la repetición 
ríe la multa impuesta, opone como defensa de fondo, la doc- 
trina sentada por la Corte Suprema en numerosos fallos, entre 
otros, el del t, 1H4 pág. 162. según la cual no cabe la repetición 
de la multa impuesta por l« Aduana, cuando lia pasado en 
autoridad de cosa juzgada. 

Considerando: 

1. Que la suma que se demanda está integrada por la 
multa que administrativamente fui impuesta a Artextil más él 
importe de los derechos de importación correspondientes a los 
hilados cuyo destino se consideró no justificado, a lo que debe 
agregarse lo cobrado por intereses. 

En lo que se refiere a la multa, el Juzgado del suscripto 
es incompetente para entender en la demanda. La Corte Su- 
prema lia reconocido la naturaleza pernal de las multas adua- 
neras con las que se reprimen las defraudaciones a la renta 
fiscal t Fallos: 184. 112 y 162; 162 : 224) y la que aquí se 
intenta repetir es de ese carácter, pues ha sido impuesta como 
sanción por falta de justificación del destino de determinada 
cantidad de hilados que se importaron con franquicia, libera- 
lidad ésta que estaba condicionada a la comprobación de ese 
destino. 

Siendo así, esa multa sólo es re visible por la Justicia Na- 
cional, por la vía del recurso contencioso que autoriza el art. 
1063 de las Ordenanzas de Aduana, recurso cuyo conocimiento 
es ajeno a la competencia del proveyente. Por consiguiente, las 
cuestiones que plantea el actor sobre la nulidad de la resolu- 
ción administrativa condenatoria, la falta de fundamento de 
la pena impuesta y si esa resolución está o no consentida, son 
ajenas al conocimiento de los tribunales civiles (O. S. Fallos: 



No altera esta conclusión la circunstancia de que la Adua- 
na omitiera notificar la resolución condenatoria al actor, que 
era uno de los socios fie Artextil. pues en el respectivo juicio 
ejecutivo, al ser intimado del pago de! importe de esa multa 
y luego citada de remate, quedó notificado de la existencia 
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de la condena y pudo entonces hacer OSO del rot-iirso legal 
autes citado y en la jurisdicción federal -rimiiial alegar todas 
las defensas que tuviere eontra esa condena, que reputa in- 
fundada. 

II. Que excluido así lo referente a la multa, solo queda 
por examinar la demanda en cuanto comprende lo que le fué 
cobrado por derechos de importación. 

De las actuaciones administrativas agregadas resulla que, 
durante el año 1937 Artextil importó diversas partida» de hi- 
lados, eon menor derecho condicional, por estar destinados al 
telar. Con arreglo a las disposiciones legales y reglamentarias, 
debía justificar ose destino ante la Aduana y para ello pre- 
sentó el estado demostrativo, que obra a fs. 1 del expediente 
administrativo ól9 V. 1938, que ha sido traído como prueba. 
Al verificar los funcionarios administrativos, la exactitud de 
los datos consignados en ese estado, comprobaron que se liacían 
figurar como mermas, cantidades que excedían las autorizadas 
por la reglamentación, en la proporción que se detalla en los 
informes de fs. 3 y 2*2 del citado expediente. Denunciaron tam- 
bién, en esa oportunidad, que entre las enutidaUes de hilados 
que según el estado demostrativo pasaba» como saldo en exis- 
tencia, al año 1938 y las (pie arrojaban los libros de comercio, 
según inventario practicado el 31 de diciembre de 1937, había 
una diferencia de 100 kilos 269 gramos tic hilados de seda 
artificial y 8 kilos 631 gramos de hilados de seda natural, euvo 
destino no estaba así justificado. 

Las nuevas comprobaciones hechas por la Administración 
confirmaron esos datos, estableciéndose igualmente, que Artex- 
lil no había comprobado el destino dado a los hilados que le 
quedaron como saldo en existencia al 31 de diciembre de 1937 
y tpie mantuvo en su poder hasta la fecha de su disolución, en 
abril 15 de 1938. 

Por todas esas cantidades en hilados se liquidaron las di- 
ferencias de derechos, entre los que pagó Artextil al impor- 
tarlos y lo que correspondía con arreglo a la Tarifa de Avalúos. 

III. Como en el juicio ejecutivo, en el que se perseguía 
el cobro de esos derechos, no se obtuviera ningún resultado, 
por haberhc disuelto con anterioridad Artextil. el Fisco dirigió 
su acción contra los socios que la habían integrado y así hizo 
efectivo sn crédito de Guido Ronconi, que había sido uno de 
esos socios y quien se había hecho cargo del activo v pasivo 
de la sociedad disuelta. 

IV. Pretende el actor que carece de fundamento el cobro 
iíe escw derechos, puesto que no se ha probado que Artextil 
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haya infringido la condición bajo ia cual se le acordó la fran- 
quicia. Que en cuanto a las diferencias comprobadas entre las 
•antidades consignada* en el estado demostrativo y las del libro 
de inventarios de Arteitil, son simples diferencias de números 
que, cuando mucho, pueden ser sólo presunciones, pero no, 
prueba de infracciones, ya que esas diferencias pueden obede- 
cer a asientos que estén equivocados. Finalmente, que en lo 
que se refiere a las cantidades de hilados que tenía en exis- 
tencia con posterioridad al 31 de diciembre de 1937, están 
comprendidas enfe las vendidas durante el año 1!>38 por Ar- 
textil a Guido Ronconi lino, y Cía. 

Esta argumentación es infundada. El importador que se 
beneficia con el menor derecho o con la exención total de de- 
rechos, está obligado a justificar ante la Aduana que ha dado 
a los hilados que importó, el destino que la ley exige como 
condición para gozar de esa franquicia. El Estado ha conce- 
dido esa liberalidad a fin de estimular el desarrollo de la in- 
dustria textil en el país y es idudable que quien se beneficia 
con aquella, está en la obligación de probar que todo ese hilado 
lo utilizó en el telar. Para ello no basta que presente el estado 
demostrativo ni que éste eoncuerde con las anotaciones del 
Manual de Registro, sino que es necesario qnc se demuestre 
que estas anotaciones son exactas y eso He justifica con los 
asientos de los libro» de comercio y con los i jmprobantes y docu- 
mentación comercial que respaldan y comprueban la exactitud 
de esos asientos. Es la contabilidad comercial la 'iue prueba el 
desarrollo de las actividades mercantiles y si según esa contabi- 
lidad, el industrial tenía ai realizar e! inventario anual, deter- 
minadas cantidades de hitados, son esas cantidades las que la 
Au nana debe tomar como exacta», ( Conforme C, S. T. 1*3. 
pág. 456). 

Si hubo error en esc inventario, al interesado incumbe In 
prueba, la que en este caso no se lia producido. Su defensa se 
ha limitado a sostener que la contabilidad comercial es inde- 
l>endiente de la que debe llevar para justificar ante la Aduana 
la inversión de los hilados, pero esta distinción es inadmisible 
y contraria a las disposiciones legales y reglamentarias que 
rigen la cuestión (arta, 44 ley 11.281 (T. O.) y 3 y siguientes 
del decreto reglamentario). 

Tampoco ha probado el actor que Artextil haya transfe- 
rido a Guido Ronconi Uno. y Cía. tos hilados que le quedaron 
como saldo el 31 de diciembre de 1937. Lo único que el actor 
>*a probado con la pericia de contabilidad de fs. 23. es que el 
1.1 de enero de 1938 la primera de esas sociedades vendió a la 
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secunda, hilados y sedas por valor de $ 6.379,65 m/n. y en 
mayo 31 del mismo año, medias e hilados por valor de $ 15.000. 
Nada se' dice respecto a las distintas calidades de hilados ni 
a las cantidades correspondientes a cada una c e esas calidades 
y en esas condiciones no es posible saber qué parte de la exis- 
tencia de hilados de Artextil fué transferida por ésta a Quido 
Ronconi Hno. y Cía. máxime teniendo en cuenta que loa dos 
asientos de la conttoüidad de esta última son globales y com- 
prenden, adornas de los hilados, sedas y medías. 

V. Como se ve, el actor no ha probado que el cobro de 
los derechos de importación haya sido injustificado y por con- 
siguiente, su demanda no puede prosperar. No habiendo apor- 
tado ninguna prueba en esc sentido durante la tramitación de 
este juicio, donde ha tenido amplia oportunidad de hacerlo, 
ninguna influencia han podido tener en su contra ni pueden 
tenerla en la decisión de este pleito, las deficiencias o errores 
de procedimiento en que se haya incurrido durante la trami- 
tación administrativa. 

Por estos fundamentos fallo; no haciendo Ingar a la de- 
manda deducida por Guido Honconi contra la Nación, por 
repetición. — E. A. Ortiz Basiutldo. 

SESTESCtA DE IíA CAMARA FEDERAL 

Bs. Aires. H de marzo de 1946". 

Considerando ¡ 

El actor demanda de la Nación, la devolución de los 
8 11.S93 que sa viera obligado n pairar en el juicio ejecutivo 
que el Pisco siguiera a Artextil, S. A. de lí. Ltda.. con sus 
intereses y más las costas del juicio, fundado en que la decisión 
administrativa que sirvió de base para la ejecución, se dictó a 
raíz dé un procedimiento viciado de nulidad, que finalizó, ad- 
ministrativamente, con el recluí») del recurso de apelación que 
interpusiera contra la resolución aduanera. 

Del agregado administrativo n" 17.685, no resulta que el 
aetor no haya sido oído; lejos de ello, peticionó repetidamente, 
y más, cuando se le notificó la condenación dictado contra 
aquélla a fs. 56. solicitó se la excluyera del procedimiento por 
no ser parte, a lo cual la autoridad aduanera proveyó de con- 
formidad mandando devolver el escrito. Ver. fs. 4. 6 a 11 vta., 
12. 13 a 17. 22 y 23, 29, 3fi vta.. 39, 41 y 42, etc. 

No puede pues, sostener con verdad que se rustrió -iera 
su dereclio a defenderse y menos aun. que se te impidiera de- 
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dut-ir lo* recursos a qiJ<* se ereía con derecho puesto qne, como 
expresa en la presentación devuelta y que corre agregada a 
fa. 125 y 126 del juicio ejecutivo también agregado, n» 14.840, 
apelaba sólo para el eaao de que no ae hiciera Ingar a ra peti- 
ción de no ser tenida por parte en la instancia administrativa 
y. por tanto, acordado ello ífs. 126 v.) correspondía tener por 
no presentado el recurso. 

En tal situación, no en dudoso que a sn respecto fé cum- 
plió la condición a que se refiere el art. 1063 de tan Ordenan- 
zas de Aduana, y, por tanto, consentida la multa, en orden 
a lo establecido en el art. 1064 y condoído el negocio para todc* 
hum efecto* como lo determina el art. 1068 de las miomas, tal 
i-orna se decidió en el caso Swift el 28 de noviembre de 193H 
y que fuera confirmado por la Corte Suprema el 7 de julio de 
1939 que cita el juez en la sentencia apelada. 

Respecto al ohh* probandi, que el actor pretende que co- 
rresponde a la Nación, no es admisible. Repetidamente ha de- 
cidido lo contrario el Tribunal y la Corte Suprema en casos 
Neme jantes, Las circunataneiaa que concurren en el íub-)mw . 
hacen aplieable a sn respecto, las razones que se invocaran y 
la decisión que se adoptara al resolver aquéllos ( Francia, Ar- 
gentina, sentencia del 22 de agosto de 1938; Repetto. sentencia 
del 22 de septiembre de 1943. confirmado por la Corte e! 8 
de diciembre del mismo año. La Korestal. sentencia del ? de 
noviembre de 1944, confirmada el 29 de octubre de 1945 y 
('. S. t. 178; 435). 

El matb con que al respecto arguye a t's. .>9 v. y 60, en 
el sentido de que es» obligación de probar el destino de la 
mercadería en franquicia, no recae sobre ella sola amo también 
sobre la Nación, no tiene asidero dentro de aquel concepto ju- 
risprudencial frente a las comprobaciones de autos de que hace 
mérito la sentencia en recurso. Huelga pues, repetir las razones 
que expresa el Juea en la misma. 

En cuanto a la objeción que el actor formula a la regu- 
lación de honorarios al Procurador Pineal, su procedencia no 
es dndosa. por no existir pedido de su parte, ya que el de- 
creto n* .tt>.439/44 de 9 de noviembre de 1944 sobre regulación 
de honorarios no es aplicable en cuanto dispone (art. 27). que 
al dictarse sentencia se p ijen éstus aunque no lo pulan. 

Por ello v por ra» fundamentos, ki> confirma, con costas 
en lo principal v en cuanto a loa honorarios del letrado de a 
actora, la sentencia apelada, y w la revoca en cnanto regula 
honorarios al Sr. Procurador Fiscal. 

Cnrlo* Del Campillo. — Ricartln Yittnr Pateefa. — •/»»»'' 
A. (¡onzáht Calderón. 
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Bs. Aires, 23 de diciembre de 1947. 

Y vistos los autos "Bonconj Guido v. la Nación 
sobre repetición de impuestos", en los que se ha con- 
cedido el recurso ordinario a la parte netora. 

Considerando: 

<¿ue a lo resucito en la sentencia apelada sobre 
improcedencia de la acción civil de repetición de una 
multa que tiene carácter penal el recurrente objeta no 
haberse cumplido en este caso la condición a qne se re- 
fiere el art. 1063 de las Ord. de Aduana para conside- 
rar firme la resolución que la impuso pues él no con- 
sintió dicha decisión en el juicio contencioso. La obje- 
ción no conmueve el fundamento de esta parte de la 
sentencia, pues si no cabe repetición civil de una multa 
penal —lo que el recurrente no niega — , ello quiere de- 
eir que lns recursos del multado para obtener la libe- 
ración de la pena tienen que ejercitarse en el procedi- 
miento contencioso donde lu inulta se impone o en la 
ejecución de ella sí se pretende, como aquí, que en aque- 
llas actuaciones un se le dió oportunidad de ejercitar 
los recursos legales. Alegar irregularidades del proce- 
dimiento administrativo y de la ejecución para soste- 
ner la procedencia de la acción civil de repetición, tanto 
importa como pretender que esta última puede ser en 
algún easo remedio legal en un orden qne es por natu- 
raleza ajeno a su eompetcneia. 

Que en cuanto al cobro de la diferencia de dere- 
chos corresponde mantener lo resuelto por los funda- 
mentos pertinentes de las sentencias de ambas instan- 
cias, pues si, como el recurrente lo reconoce, la prueba 
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del destino de las mercaderías no está sólo a cargo del 
Fisco sino que es también obligación del contribuyente 
probar que efectivamente recibieron el destino justifi- 
cativo de la rebaja, ambas sentencias puntualizan que 
no se ha producido prueba que desvirtúe lo que resulta 
de lo que llama el recurrente "simple presunción surgi- 
da de un sumario cotejo de cifras contables". En cuanto 
a la mención de las compras hechas por Ronconi Hnos. 
y Cía. a Artextil sin determinación concreta de ln es- 
pecie y calidnd de lo comprado es claramente insufi- 
ciente cuando se trata de comprobar el destino de una 
mercadería particularmente determinada. Por lo demás 
la argumentación del recurrente en este punto se refiere 
a la prueba necesaria para imponer sanciones penales, 
como el comiso o la multa, de lo que no se trata en esta 
parto de la sentencia apelada. 

Por tanto se confirma con costas la sentencia de 

fs. fifi. 

Tomás D. ("asaues — rV.MPE S. 
P&tfez — Lüjs íí. l-oxiiiu — 
Jitsto L. Alvaíie?; BonaÉextez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



DEMETRIO CASTILLO V. PROVINCIA OE SANTIAGO 

DEL ESTEltO 

RMVUSO KXTRA OttfíTX A RW: Rr,,uiit¡UÚ! t ,r»itia*. SWMÉAÉNi 
ranlraria. 

El recurso extraordinario no procedí' respecto de senten- 
cias que declaran la inconstitucional idad de leyes o normas 
locales, a lo que no es óbice que en apoyo de su validez se 
invocasen disposiciones constitucionales diversas a nnucllas 
en que el talló éimñé la mconatirucionalidad. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



595 



Dictamen dkl Pbocühado» General 
Suprema Corte: 

En la sentencia de fe. 130 de los autos principales 
se ha decidido acerca del valor de protestas hechas en 
ocasión del papo de impuestos cuya devolución motivn 
el presente litigio y sobre la prescripción del derecho 
a reclamar tales devoluciones. Además se ha declarado 
que las leyes locales n* 605 y 1430 sobre impuesto a la 
transferencia de frutos del país es víolatoria de garan- 
tías que acuerda la Const. Nacional en cuanto ésta pro- 
tege el libre tránsito interprovineial de productos y 
mercancías. 

Kespecto a los dos aspectos pre-mencionados del 
aludido fallo, es obvio que, teniendo éste como funda- 
mento disposiciones de derecho común, su revisión re- 
sulta improcedente por V. E« dado que no se trata de 
tas cuestiones federales que autorizan la intervención 
de la Corte Suprema en los términos del art. 14 de la 
ley 48. 

En lo que respecta al tercer punto — inconstitucio- 
nalidad declarada de las leyes precitadas — debe tener- 
se presente que tal declaración ha sido formulada por 
los tribunales locales de la provincia de Santiago del 
Estero al interpretar y aplicar con la jurisdicción que 
les es propia, leyes asimismo locales. Vale decir que la 
sentencia dictada es favorable a la garantía federal 
oportunamente invocada por el actor, materia de la 
causa. 

Xo advierto, pues, como pueda llegar ésta a cono- 
cimiento de V. E. a base del recurso extraordinario de 
apelación interpuesto a fs. 136 por la expresada pro- 
vincia. 



fauos h ua ooan súmate* 



Tiende, en definitiva, dicho recurso a dejar süi 
efecto el fallo apelado introduciendo, extemporánea- 
mente por lo demás, cuestiones federales cuya relación 
directa e inmediata con aspectos constitucionales o leyes 
especiales no se ha demostrado exista con respecto a lo 
decidido en autos. 

Corresponde, pues, declarar bien denegada a fs. 
140 la apelación para ante V. E. — Bs. Aires, diciembre 
18 de 1947. — Carlos O. Delfmo. 



VALLO I>fi LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, diciembre 24 de 1947. 

Y vista lu precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por el Fiscal de Estado de la Pro- 
vincia de Santiago del Estero en los autos Castillo De- 
metrio contra Gobierno de la Provincia de Santiago del 
Estero" para decidir sobre su procedencia 

Y considerando: 

Que con arreglo a reiterada jurisprudencia, fun- 
dada en el texto del inc. 2 del art. 14 de la ley 48, el 
recurso extraordinario no procede respecto de senten- 
cias qne declaran la inconstitueionalidad de leyes o nor- 
mas locales, pues el precepto citado requiere para in 
concesión de aquél que "la decisión haya sido en favor 
de la validez de la ley o autoridad de provincia" — Conf. 
Fallos: 175, 181; 189, 308; 197, 143; 304, 427 y 671; 
207, 226 y otros. 

Que la precedente queja no puede así prosperar en 
lu que hace a la denegación del recurso extraordinario 
respecto de la sentencia del Superior Tribunal de San- 
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tiago del Estero que declara inconstitucionales las leyes 
provinciales núms. 605 y 1430. No es óbice a ello el 
hecho de que el recurrente haya invocado en apoyo de 
la validez constitucional de las leyes mencionadas, loa 
arts. 104 y 105 de la Constitución Nacional. Porque esa 
circunstancia no impide que la cuestión federal decidida 
verse sobre la incompatibilidad de las normas impug- 
nadas con la ley suprema de la Nación, que resuelta 
como lo ha sido es irrevisible por esta Corte con arreglo 
:t l ¡nc. 2 del art. 14 de la ley 48 ya citado, cuya razón de 
ser desaparecería si se admitiese la solución contraria. 

Que prescindiendo por lo demás tanto de la validez 
constitucional del art. 14, iur. 2 recordado — conf. doet. 
de Fallos: 162, 80; 182, 355; 180, 308— como de la con- 
veniencia actual de su subáis te ncia, la primera por no 
haber sido discutida por el recurrente y la segunda por 
ser ajena a la jurisdicción del Tribunal, corresponde 
desechar la queja en cuanto se la funda en las razones 
a que se viene haciendo referencia. 

Que las demás cnestiones enunciadas en la queja 
carecen de carácter federal, como acertadamente lo po- 
ne de relieve el dictamen del señor Procurador General 
—Fallos : 198, 145 y otros análogos. 

En su mérito y por los fundamentos del precedente 
dictamen del señor Procurador General, se desestima 
la queja deducida. 

Tomás D. Casabes — Felji'k S. 
Pérez — Justo L. Aívabez 
Rodríguez — Rodolfo G, Va- 

IJKSíZUELA. 
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EDMUNDO A. ES PON DA v. S. A. LA BYCLA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Recito* fórmale». Introducción 
de la cuestión federal. Oportunidad. Resolución sobre la oportunidad 
del planteamiento. 

Siendo dudoso que la cuestión federal se plantear» en opor- 
tunidad procesal, el auto que deniega el recurso extraordi- 
nario por no haberse invocado oportunamente en el pleito 
el derecho federal que se dice desconocido, no es revisible 
por la Corto Suprema ('), 



RAMIRO LOPEZ v. NACION ARGENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales n federales consenti- 
dos. Fundamento» de orden procesal. 

La circunstancia de que la sentencia notificada a las partes 
y recurrida por vía del recurso de aclaratoria sea modifi- 
cada por el tribunal que la dictó — acogiendo totalmente 
la demanda que en el primer pronunciamiento sólo admitió 
en un 45 %— no autoriza la concesión del recurso extra- 
ordinario. 



Dictamen df.l PruoüRABOb Gf.nkii.vl 
Suprema Corte: 

Tanto en lo que a la procedencia del recurso so re- 
fiere, eomo al fondo del asunto, son aplicables al pre- 
sente caso las consideraciones formuladas por V. E. el 
12 de noviembre ppdo. al fallar el expediente "Koruza 
Victorio v. Egner Carlos". 

Por aplicación de las mismas, soy de opinión que 
corresponde abrir e! recurso extraordinario directo in- 
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tentado, y revocar la sentencia apelada en cuanto pudo 
ser materia del mismo. — Bs. Aires, diciembre 16 de 
1947. — Carlos G. Del fino. 



Y vista la procedente queja caratulada: "Kecurso 
de hecho deducido por la demandada en los ñutos López 
Ramiro e. Gobierno de la Nación Argentina" para de- 
cidir sobre su procedencia 

Y considerando: 

Que media entre el caso de autos y el precedente 



que invoca el dictamen del señor Procurador General 
— causa: "Koruza Victorio c. Egner Carlos" fallada 
en 12 de noviembre del corriente año — la diferenein 
importante de que, en la especie, la sentencia dictada a 
fs. 76, fué recurrida a fs. 80 por vía de aclaratoria. 

Que lo referente a los límites de las facultades de 
los jueces que conocen por vía del recurso de aclara- 
toria, y la posible extensión do las mismas en materia 
de derecho del trabajo, son cuestiones de derecho pro- 
cesal y común, que no autorizan la intervención de esta 
Corte por la vía del recurso extraordinario. — Conf. 
doctrina Fallos : 204, 583 y otros. 

En su mérito se desestima la precedente queja. 



FALLO PE LA CORTE SUPREMA 



Bs. Aires, diciembre 24 do 1047. 



TonfÁs D. Casakes — Felipe S. 
Pérez — Justo 1,. Alvarez 
Roña íg vez. 



DE LA CORTE SUPREMA 



BRANISLAO LEIGA v. HORACIO PORCEL 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestionen no 
fedérate». Interpretación de normas y actos comunes. 

La ley 12.998 es de derecho común 



A. OTERO v. S. A. MA8LLORENS HNOS. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Resolución 
contraria. 

Por falta de resolución contraria no es susceptible de recur- 
so extraordinario el pronunciamiento que admite la juris- 
dicción originaria de la justicia federal desechando la eom 
petencia administrativa que se ha sostenido proceder en 
aquél carácter (*). 



CARLOS CASADO SASTRE v. SANSON P. ARANZABE 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias can fundamentos no frdertüe* u federales consenti- 
dos. Fundamentos de orden común. 

Decidida la causa por razones de hecho y por interpreta- 
ción de las normas de derecho común referentes a arren- 
damientos rurales, el reeurao extraordinario es improce- 
dente (»). 



ERMELINDA MOREL E HIJOS v. VICTOR NAVAJAS 

CENTENO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 

El patrón demandado tiene interés suficiente para apelar 
respecto de la decisión que ordena la entrega directa de 



(l> 24 de diciembre de 1947. 
<2) 24 de diciembre de 1047. 
(») 27 de diciembre de 1947. 
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la indemnUacióa por accidente del trabajo, raaón por la 
que procede el recurso extraordinario fundado en los arta. 

íí y 10 de la ley 9688. 

ACCIDENTES DEL TttABAJO. ttrrwho* ge Ion beneficiario* y ca- 
ja de garantía. 

El art. 9» de la ley 9688 debe interpretarse en el sentido 
de que el importe de la indemnización por accidente del 
trabajo, no será entregado al interesado, sino depositado 
en la caja de garantía. 

El art. 9* de la ley 9688 prima sobre las disposiciones an- 
teriores di* las leyes o decretos provinciales. 



IhcTAMüx ubi- Pitocmuuoit Gbnkhal 
Suprenm Oorte: 

La sentencia de fe 33, continuada a fa. 45, ordena 
que el monto de una indemnización por accidentes del 
trabajo {Ley 9.688) depositada en el Instituto Nacional 
tle Previsión Social —Sección Caja de Accidentes del 
Trabajo— sea entregada directamente al interesado. 

Se lia opuesto a ello el depositante por entender 
que se violan con tal resolución los arts. í> y 10 de la 

lev precitada. 

Aunque ésta sea de carácter común, ampliatoria o 
modificatoria del 06& l'ivil, V. K. ha atribuido a las 
disposiciones aludidas aspecto federal atento sn finali- 
dad y la forma en que deben ser aplicadas en todo el 
territorio de la Nación con respecto a una institución 
federal como lo es el expresado instituto. 

No cabe duda, pues, que está en discusión la inter- 
pretación y aplicación de tales preceptos; y que ha- 
biendo sido la sentencia apelada contraria al derecho 
invocado oportunamente por el recurrente, fundado en 
dichos preceptos federales, se encuentran cumplidos en 
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autos los requisitos exigidos por el art. 14 de la ley 48 
para la procedencia del recurso extraordinaro de apela- 
ción para ante V. E. a que el mismo se refiere. 

Así corresponde resolverlo, declarando que fué mal 
denegado a fs. 50 de los autos principales. 

En cuanto al fondo del asunto, apartándose el fallo 
ii pelado de la reiterada y uniforme doctrina de V. B. 
que establece la obligación de que permanezcan deposi- 
tados en la Caja respectiva del Instituto Nacional de 
Previsión Social los fondos provenientes de indemniza- 
ciones por accidentes del trabajo de acuerdo a lo dis- 
puesto por los arts. 9 y 10 de la ley respectiva, bástame 
referirme a la expresada doctrina para solicitar de V.E. 
revoque el fallo apelado en cuanto pudo ser materia de 
recurso (S. C. N. 14. : 254; 173: 249; 178: 170; 193: 67 
y Gaceta del Foro 133: 319, entre otros). — « Ba. Ai.es, 
diciembre 20 de 1947. - Carlos G. D<>lfh>o. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Hs. Aires, diciembre 27 de 1947, 

Y vista la precedente queja caratulada: "Recurso 
de hecho deducido por la demandada en los autos Morel 
Ermelinda por Antonio, Basilio e Hilda Giménez c. 
Navajas Centeno Víctor y Cesáreo" para decidir sobre 
su procedencia 

Y considerando: 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte 
es indudable la existencia de interés suficiente de los 
demandados* para la interposición del recurso deducido 
a fs. 47 de los autos principales —y denegado a fs. 50— 
toda vez que conforme a lo resuelto en fallos : 196, 54 



y 202, 358; el consentimiento por parte del patrón de 
la entrega directa de la indemnización debida por un 
accidente del trabajo, puede exponerlo a la reclamación 
de un nuevo depósito en la Caja de Garantía. De la 
doctrina de estos precedentes y de los fallos all" citados 
surge por lo demás la procedencia del recurso extraor- 
dinario en la especie, tanto por el carácter especial que 
esta Corte ba reconocido a los arts. 9 y 10 de la ley 
Í)G88, como por la cuestión propuesta respecto de su 
compatibilidad con preceptos locales. Fallos: 196, 248 
y otros. 

En su mérito se declara mal denegado el recurso 
extraordinario a fs. 50. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto por 
no ser necesaria más substanciación. 

Que esta Corte lia decidido que el art. 9 de la ley 
ÍUJ88 debe ser interpretado en el sentido de que el im- 
porte de la indemnización no será entregado al intere- 
sado, sino depositado en la Caja de Garautía. Fallo?: 
173, 249; 179, 283; 18S, 143; 193, G7 y los allí citados 
en los considerandos precedentes. Ha admitido también 
él Tribunal que el precepto citado priva sobre las dis- 
posiciones contrarias de las leyes o decretos provincia- 



les. Fallos: 178, 192; 19tí, 248 y otros. 

En su mérito y por los fundamentos del precedente 
dictamen del señor Procurador General se revócala sen- 
tencia apelada a fs. 45 en lo que lia podido ser objeto de 
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A. E, B. 

HUCUJtSO KXTHAOIWIXAHW: RetptkÜW propio?. Helaeián di. 
recta. Sentencia* con fundamento* no fedérate* o federales contrnti- 
tta*. Fundamento* de urden común. 

La disposición tlel cansante, referente a la incineración 
de sus restos, declarada válida por interpretación y apli- 
eaeión de preceptos del Cód. Civil, no puede dar bisar 
id recurso extraordinario. 

Xo importa que se haya idéenlo ta inconstitucionali- 
dad de la Ordenanza Municipal del 29 de diciembre de 
1922. que fiólo proporciona medio y oportunidad pura la 
expresión de la voluntad del causante, pero de la «pie no 
depende la validez de la norma, ni supliera en sn aspecto 



Sentencia pk huxikka instancia 

lis. Aires, 1fc de julio de 
Autos y vistor riviisidciíindo: 

1" A fs, (i se présenla Don A. K. B. etl su carácter de 
hijo legítimo de Don J. B. ipie acredita con las partidas de 
matrimonio v nacimiento de fs. 4 y 5 respectivamente, y soli- 
cita m ordeñe a la Dirección del Crematorio del < ementerio 
de la Chacarita dependiente de la Municipalidad de la ( mdad 
de Buenos Aires proceda a crema* el cadáver de su señor padre 
de acuerdo a sn deliberada v firme voluntad manifestada cu 
el acta ti" 558 de techa 18 de a-rosto de 1932, diligencia _quf 
nu pudo llevarse a cabo ante la oposición formal de su señora 
¡ihuela dona F. íí, de B„ madre del causante. 

2» A fs. 10 doña F. R. de B. se opone, a la pretensión 
de su nieto de que se creme el cadáver de su hijo porque 
ello importaría privarle del nitrato consuelo que supone man- 
tener su recuerdo en constante devoción ante sus restos mor- 
tales v porque nada explica m e haya sido aquella su medi- 
tóla decisión ante el ejemplo recibido de sus padres en un 
hotíar profundamente cristiano donde practicó a su tiempo los 
sagrados sacramentos del bautismo, confirmación, comunión y 
matrimonio religioso. 
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8' Obra a fs. 14 el acta suscripta por Don J. B.. el 13 
de agosto de 1932, ante el Director del Crematorio de Buenos 
Aires, en la que manifiesta que es su Firme voluntad, que a 
su fallecimiento, su cuerpo sea cremado; y a fs. 19, la expo- 
sición formulada el 1» de abril del corriente año; por la qne 
.su señora madre se opone a dicho acto. 

4" El suscripto en la audiencia de qne da cuenta el neta 
de fs. 2") intentó en vano avenir a las partes en un asunto tan 
poco común en los estrados de la Justicia que toca de Heno y 
lesiona profundos afectos familiares dignos de todo respeto. 

5* Puesto en el trance de ejercer su augusto ministerio 
su conducta no puede apartarse de los principios orientadores 
contenidos en los arta. 58, 53 y 60 del Código de Procedi- 
mientos interpretando la ley según su ciencia y conciencia, 
sin entrar a juzgar móviles o acciones privadas sóln reserva- 
das a Dios y exentas de la antoridnd de los magistrados i'art. 
19 de la Const. Nacional). 

ir lis principio no discutid)» en doctrina y jurisprudencia 
qne toda persona goza del derecho tic disponer sobre su propia 
sepultura y que sóln en ausencia de disposiciones del causante 
respecto del destino de sus despojos mortales, son los parientes 
lus encardados de determin.ir la Forma de lu inhumación. 

7* En nuestro caso el Sr. .1. lí. ha exteriorizado sn vo- 
luntad, ui forma expresa e indiscutible, por medio del acta 
glosada a fs, 14, que por reunir los requisitos de la Orde- 
nanza de Cremación de la Municipalidad de la Ciudad de 
Buenos Aires (ver arts. 3183 y 3220 del Digesto Municipal) 
corresponde tenerla por un acto autentico, máxime si se obser- 
va que no ha sido desconocido por la madre del causante. 

8* Descontando que el régimen sobre inhumación de ca- 
dáveres está sometido al derecho de fondo, de tal suerte que 
no bastaría invocar la ordenanza municipal referida como cons- 
titutiva del normal ejercicio del derecho de cremación, no cabe 
duda que debe privar sobre la voluntad de los parientes la 
propia voluntad del causante por tratarse del ejercicio de un 
derecho personalísiino. de valor afectivo, vinculado a su muer- 
te biológica. 

Esta primacía de la voluntad del causante sobre la vo- 
luntad de los parientes respecto de sus despojos mortales está 
garantizada con el precepto contenido en el art, 14 de la Cons- 
titución Nacional sobre libertad de cultos no necesitando de la 
forma ni de la solemnidad del testamento como único medio 
de conocer con certidumbre la voluntad del cansante, ya qne 
nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda, ni privado 
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de lo que fila no prohibe, conforme a la «¡ta constitucional 
precedente. 

En el fallo plenario de las Excmas. Cámaras Civiles, pu- 
blicado en "Gaceta del Foro" t 160, pág. 30, el Dr. Barra- 
quero al fundar su voto dejó sentado que no sólo por testa- 
mento sino también por escrito o declaración ante el Director 
del Crematorio puede disponer una persona que a su muerte 
su cadáver sea cremado, y tal es el easo sub-examen. 

La incineración de cadáveres, no es un acto ilícito (art. 
502 v 1066 del Código Civil); no está prohibida por la ley 
(art." 18 Cód. cit.), ni con su observancia se lesiona el orden 
público y las buenas costumbres (art. 21 Cód. Civ.). Y si bien 
es exacto que la religión católica condena severamente la inci- 
neración de cadáveres no bastaría invocar las normas del de- 
recho canónico para anular la disposición tomada por el cau- 
sante desde el momento que el caso está sometido a la juris- 
dicción de los tribunales civiles y no a las cortes eclesiásticas. 

Tampoco puede ser óbice alguno que enerve la disposición 
tomada por el causante, el largo transcurso de años desde ln 
fecha que ella fué expresada, toda vez que bnjo juramento de 
lev, el hijo como los amigos allegados al causante, lian decla- 
rado que éste hasta el momento de su muerte ha reiterado el 
deseo de que su cadáver fuera crcmado (ver escrito de fs. 26). 
Al ajnstar el hijo su conducta para el cumplimiento de tan 
postrer mandato, no obstante la oposición singular de la abue- 
la, cumple con los diñados del amor filial tnn respetables como 
el desconsuelo que embarga a aquélla ante sus profundas con- 
vicciones religiosas. 

Pcir lo expuesto. Resuelvo: ordenar se libre oficio al señor 
Intendente de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires 
para que sin más trámites ordene la cremación del cadáver de 
don .1. B, — Raúl It. ¡¿nada Erhcniqw. 



Sentencia oe i>.\ Cámara í'ivii, Segcnda 

lis. Aires. 5 de septiembre do 1947. 
Y vistos: Considerando: 

1* Quo la iMiestión n resolver, por la f»rm:i que ha sido 
ptanteiidit. envuelve a la vez que un confítelo seiltiiu-Mital sus- 
citado entre la madre e hijo de] eausaute, un probteina de 
orden jurídico que es el único sobro el cual correspttr.de a esto 
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Cámara pronunciarse por tratarse de un tribunal de derecho 
y exclusivamente de esta índole. 

2» Que el pronunciamiento apelado, al acordar preva- 
ieneia a ta voluntad del causante en lo que respecta al destino 
que ha de darse a sus despojos mortales, aunque pugne con 
los deseos y creencias de sus parientes más allegados, se ajusta 
a los principios que han informado el criterio jurisprudencial 
en la causa registrada en "Gaceta del Foro" t. 87, pág. 129, 
admitido luego por este Tribunal en el fallo publicado en el 
t. 119, pág. 261 de ese mismo repertorio y cuyos fundamentos 
se dan por reproducidos. 

3* Que esa solución nn importa separarse, corno se sos- 
tiene, del régimen imperante en nuestro Código Civil que 
sólo admite el testamento como "única forma de expresar dis- 
posiciones de última voluntad ", pues esta forma se vincula 
a la disposición patrimonial "de bienes" hecha por el testador 
para después de sus días, como se infiere de los términos usa- 
dos por el nrt. 3606 del C. Civil al referirse a la sucesión 
testamentaria y del 3607 cuando define el testamento, aludien- 
do siempre a una disposición "del todo o parte de sus bienes''. 
Es que como se ha dicho en el fallo primeramente citado, nn 
despojo mortal, no obstante su exterioridad física, está muy 
lejos de constituir una cosa o un bien en el sentido legal de 
estas palabras, porque para ser tales necesitaría además repre- 
sentar un valor pecuniario de que carece (urt. 2311 y 2312 del 
C, Civil), y en la] virtud y en fuerza de su conteñido moral 
como motivo de un sentimiento de afección, de piedad o de 
mito, se encuentra fuera de los bienes que integran el patri- 
monio donde rigen las reglas comunes de la posesión v de la 
propiedad. 

4* Que a consecuencia de lo expuesto y sin salirse del mar- 
co de las previsiones reguladas por el derecho positivo, el ins- 
trumento público que obra a fs. 14 de estos mitos, mediante el 
cual el causante autoriza con su firma, ante la Dirección de 
Cementerios y en presencia de dos testigos que hurí ratificado 
lo expuesto, ti que sus reslos sean creniíidos después de su falle- 
cimiento, constituye por su objeto y por su estructura jurídica 
no un testamento, sino un mandato " post-mortem ** en los tér- 
minos del art, 1980 del C, Civil y al (pie no pone fin la vida 
del mandante por tratarse de un acto destinado a cumplirse 
después de su muerte, tal como expresa en su texto el mencio- 
nado artículo. 

5' Que no se percibe tampoco en dónde puedan vulne- 
rarse los principios constitucionales por el hecho de respetarse 
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tu esta cuestión tan íntima como personal la voluntad del cau- 
sante libremente manifestada, ya <jue la solución que se impug- 
na se basa precisamente en las garantías acordadas por la Cons- 
titución Nacional referentes « la libertad de culto T art. 14— 
y el derecho reconocido a todo hombre en su vida privada para 
realizar actos que no ofenda! al orden, a la moral pública o en 
perjuicio de tercero» — art. 1!)—; siendo ¡snaliuente inadmisi- 
ble que se contraríen de este modo las leyes de fondo como 
reglamentarias de aquellos principios y garantías, pues según 
se deja establecido en el anterior considerando no se trata de 
un acto que requiera para su validez de las formas de un tes- 
tamento, bastando que para su otorgamiento y eficacia revis- 
tiese las propias del mandato. 

Por estos fundamentos, dando por reproducidos los de Iü 
resolución en recurso de tu. 42 y los contenidos en el precedente 
del señor Fiscal de Cámara, se la confirma sin costas 
por no haber sido solicitadas y porque no permitiría imponer- 
las la naturaleza de la cuestión debatida y el parentesco que 
une a ambos litigantes. 

Y dada la índole del asunto y lo que disponen los arts. a(l, 
120 y 259 del Código de Procedimientos, se resuelve no dar a 
publicidad el nombre de las partes, como así también el de cual- 
quier <»tra persona que baya intervenido como testigo o en otra 
faO*. — ft Tríanos Pnit». -- U. Pnazio baon. — f Lttfíos. 



Dictamen hkl l'itnrniAnoi; Gen En al 

4 

Suprema Corte: 

Ante in reiterada iulei piotueión que V. E. lm dudo 
al nrt. 1¡i de lu ley 48, pienso que tnnto la queja deducida 
a fs. 4 eoino el reeurso extraordinario interpuesto a fs. 
71 de los autos principales se encuentran insuficiente- 
mente fundados. 

Kn dichos esc ritos, en efecto* si bien se deja cons- 
tancia de que se cuestiona la validez de una ordenanza 
municipal a la que se considera en pugna con el art. 
ti7 ine. 11 de la Constitución Nacional, uo se expresa 
cuál es el agravio inferido al derecho federal invocado, 
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ni se puntualiza l;i vinculación *Io aquél con las cues- 
tiones en litigio, respecto de las cuales, por otra parte. 



Corresponde, en consecuencia, desestimar la pre- 
sente queja. — Bs. Aires, diciembre 1 de 1ÍU7. — Curtas 
O. Delfhw. 



Y vista la precedente queja caratulada: "Recurso 
ile hecho deducido por F. Tt. de B, en ios autos B. A. K 
s. medidas judiciales" para decidir sobre su procedencia. 



ordinario — t's. 71 de] principal — no está debidamente 
fundado en cuanto en el mismo se ha omitido la nece- 
saria referencia a los hechos de la eauMi y la demostra- 
ción de la relación ijue con ellos tiene la cuestión federal 
en ipic (a apelación se basa. — Conf. causa: "Muñoz 
v. Imp. Internos" y "Loiácono v. Casa Muñoz" falln- 
das en :» y 1!) de setiembre del corriente año. 

(¿ite, por otra parte, el agravio expresado contra la 
sentencia de fs. (>7, referente a la iueoustitucionnlidad 
de la Ordenanza Municipal del 1«) de diciembre de lí)'22 
que se dice implícitamente desechada por el fallo en 
recurso, no es admisible porque la sentencia apelada 
tiene fundamentos de derecho común suficientes para 
sustentarla, ha decisión de la sentencia recurrida no se 
funda en lo dispuesto por dicha ordenanza —cuya ale- 
gada inconstitucionnlidad es la única cuestión federal 
(pie se articula al interponer el recurso — , sino en. que 
la expresión de voluntad consignada por el causante en 
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Bs. Aires, 27 di' diciembre de 1ÍH7. 




t¿ue el escrito en que se i 
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el documento de fa. 14 es un mandato, autorizado por 
el art. 1980 del C. Civil, para tener efectos después de 
la muerte. Es decir, que las disposiciones de la orde- 
nanza habría dado un medio y una oportunidad para 
expresar ese mandato, pero nuda más, pues ni siquiera 
la validez formal del mismo se hace depender del medio 
de expresión dado por la ordenanza. Como al deducir 
el recurso no se ha impugnado la eonstitucionalidad de 
las normas de derecho civil, de las cuales provendría 
según la sentencia, el derecho del causante a tomar con 
respecto a su cadáver la decisión que tomó, ni tampoco 
so lia atacado de inconstitucional la interpretación duda 
a ellas en el pronunciamiento de la Cámara, y cuanto 
sólo sea interpretación y aplicación de normas do dere- 
cho común no puede ser revisado en el recurso extra- 
ordinario, la queja dehe ser desestimada. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del señor Procurador General se desestima la queja. 

Tomás TX Casares — Felipe K. 
Péuez — Lns R. LoxdBi — 
Justo L. Alvahez RodríquEZ 
— Roi>olfo G. Valenjíi ela. 



AMALIA M. VANKTTJ DE VICAltl Y EMILIA VANKTTI 
|)K nrilLANT v. PUOYINV1A DE SAN LUIS 

DAÑOS Y PEUJl ICIOS: Rtñponfábñiáüd rfel Estado, Cama rario*. 

Los herederos uue, por convenio coa el denunciante g*i<e 
previa autorización de las autoridades de la provincia don- 
de residía el causante inició el juicio de herencia vacante, 
féerinocieroit el derecho de éste para cobrar el importe de 
los trabajos judiciales realizados, carecen de derecho para 
recamar de la provincia, en juicio urdinnrio contra esta 
ante la Corte Suprema, la devolución de la suma ipie en 
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la respectiva ejecución pagaron en virtud de dicho conve- 
nio, aunque aleguen irregularidades y circunstancias que 
no afectan la validez de lo pactado. Tales cuestiones sólo 
podrían plantearse en el correspondiente juicio ordinario 
de repetición con intervención del otro contratante. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Compe- 
tencia originaria tle la Corte Suprema. Cansas en t *e es parte Úm 
provincia, ümm "n7e* f Cautas <¡ne venan sobre normas ¡orate* ;i 
actos de tas autorhlattes provinciales regidos por aquélla». 

La Corte Suprema carece de competencia para conocer ori- 
ginariamente de la demanda promovida por los herederos 
de una sucesión contra una provincia con el objeto de obte- 
ner el resarcimiento de los daños y perjuicios que preten- 
den haber sufrido con motivo de haberse iniciado el juicio 
de herencia vacante del causante que, según ellos, era im- 
procedente v fué tramitado con violación de las disposicio- 
nes pertinentes del Cód. Civil y de las leyes procesales lo- 
cales por parte del magistrado que intervino en las actua- 
ciones. 

Dictamen* del PitoruitAunu General 

En estos autos, Da. Amalia María Vanetti de Vi- 
ran y Da. Emilia Vanetti de Dublanc declaradas únicas 
y universales herederas de D. Carlos Luis Vanetti, de- 
mandan a la provincia de San Luis por cobro de daños 
y perjuicios, emergentes, según expresan, de una de- 
nuncia de herencia vacante hecha a nombre de la Di- 
rección General de Rentas de San Luis, ante la justicia 
ordinaria de Villa Mercedes, con motivo de la muerte 
del expresado Vanetti, allí ocurrida. A juicio de las ae- 
toras, esa denuncia se produjo violando disposiciones 
del Cód. Civil y de las leyes locales de San Luis ha- 
biendo mediado además incorrecciones, imputables a la 
justicia, en el trámite de varios expedientes a que flio 
motivo el fallecimiento. 
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Por lo que respecta a tales incorrecciones, he leído 
los expedientes que se trajeron de la Provincia y no 
encuentro lucieran valer eu ellos las hoy reclamantes, 
reenrso alguno para corregir oportunamente y ante 
quien correspondía, lo que ahora se pide a V. E. re- 
prima. Bajo tal concepto no sería posible, pues, rever 
lo consentido entonces. Además, de esos mismos ele- 
mentos de criterio se desprende que el entonces man- 
datario de las herederas Vanctti, manifestó expresa 
conformidad con un inventario levantado por orden del 
juez ante quien tramitaba la denuncia de herencia va- 
cante (abril 24 de 1Í)4'J, fs. 95, exp. N' 37, V.; Julio 31 
del mismo año, fs. 93, exp. X v .11, V.). Y consta así mis- 
mo en juicio seguido por Alberto C\ Estrada contra las 
herederas Vanetti, que estas últimas, después de alegar 
la existencia tic intimidación y dolo para el reconoci- 
miento de la deuda por honorarios, pagaron dicha deu- 
da voluntariamente y sin esperar fallo; no obstante lo 
cual ese pago constituye ahora unn de ¡os rubros de la 
demanda (fs. 43, 87 y 130). 

Por lo que respecte a perjuicios emergentes do la 
presentación de la denuncia vacante por la Provincia, no 
encuentro exista cosa juzgada, ni que se sometiese an- 
tes dicha cuestión a tribunal provincial alguno. Puede, 
pues, conceptuársela causa civil y admitir corresponda 
al conocimiento originario de V, E. conforme lo esta- 
blece la providencia de f$, 10. Ku cuanto al fondo de lo 
discutido, versa Sobre aplicación del derecho común o 
de Joyos locales, materias ajenas a mí dictamen. Bue- 
nos Aires, abril '2$ de 1Í)4(Í. — Juan Almirez, 
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Bs. Aires, 27 de diciembre de 1947. 

Y vistos los autos "Vicari Amalia María Vanetti 
de y Dublane Emilia V. de contra San Luis la Provincia 
sobre daños y perjuicios" de los que resulta: 

Que doña Amalia María Vauetti de Vicari y doña 
Emilia Vanetti de Dublaue, demandan a la Provincia 
de San Luis por cobro de la suma de ittfu 12.000, en 
concepto de repetición y dnños y perjuicios, con inte- 
reses y las costas del .inicio, fundadas en los hechos 
siguientes. 

, El .'I de abril de 1!>42 falleció en la ciudad de Mer- 
cedes — l'rov. de San Luis— don Carlos Luis Vanetti. 
.le quien las adoran eran sobrinas carnales y únicas 
herederas. 

Don Osvaldo A. Vicari, esposo de una de las de- 
mandantes, proveyó al sepelio del señor Vanetti, pagó 
su importe, se hizo cargo de los bíeiies sucesorios en 
su carácter de sobrino político del difunto y en repre- 
sentación de las adoras, carácter que le fué reconocido 
por todos los inquilinos y deudores. El 10 de abril de 
lí>42 las aeloras otorgaron mandato en Lomas de Za- 
mioiv. Prov, de Bs. Aires, donde se domicilian, al Dr. 
Oscar Alberto Amero para que iniciara los trámites 
sucesorios. 

En esa situación el Dr. Angel C. Estrada, abogado 
del cansante, denunció ante las autoridades de San Luis 
el fallecimiento del 8r. Vanetti, seis días después de 
producirse, afirmando que se trataba de una herencia 
vacante. La Provincia aceptó la denuncia al día si- 
guiente, y otorgó un poder para la iniciación de los 
trámites judiciales, sin comprobar el carácter del pre- 
sentante ni sus condiciones para denunciar la vacancin. 
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ni averiguar si existían heredero!* o testamento, ni las 
condiciones en q.ie quedaba el patrimonio, todo lo cual 
era obligación de los funcionarios locales. 

El procedimiento de las autoridades lia sido vio- 
latorio de leyes nacionales y provinciales. La denun- 
cia fué hecha a los seis días del deceso, \ aceptada a 
los siete, no obstante que según la ley 776 de la Pro- 
vincia, debió efectuarse después de los dos año^ de fa- 
llecido el causante. Tampoco se respetó el plazo de nue- 
ve días que a favor de cualquier heredero establece el 
art. 3337 del Código Civil, ni el de treinta días que fija 
el art. 3314 para la aceptación o repudio de la herencia. 
Se han violado, asimismo, las siguientes disposiciones 
del Código de Procedimientos de San Luís: arts. £í>6, 
ínc. 3', y ÍK)3, que prohiben a los extraños y acreedores 
iniciar la sucesión del deudor antes de los cuatro meses 
de su fallecimiento; art. 905, que limita el derecho del 
fisco para iniciar sucesiones, estableciendo "que el re- 
presentante de la Dirceción General de Escuelas no 
podrá tampoco promover los juicios de sucesión sino 
después del plazo señalado en el art. ¡)í>3" (es decir 
cuatro meses) ; arts. í»7l y siguientes «pie establecen las 
obligaciones de los particulares y los .jueces en caso de 
fallecimiento de personas a quienes no se le conozcan 
parientes, que no es la situación do autos. El Dr. Es- 
trada no tenía el carácter de propietario o inquilino 
de la propiedad en que ocurrió el fallecimiento como 
lo determina la ley. La denuncia fu¿ admitida siguiendo 
un procedimiento erróneo invadiendo las facultades de 
los jueces provinciales porque, en lugar de otorgar el 
poder, las autoridades locales debieron disponer que el 
denunciante se presentara ante el juez como lo indica 
el citado art. í>71 de! Código de Procedimientos, para 
que aquél resolviera si procedía el cumplimiento del 
citado artículo. 
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El Lh\ Estrada, con el poder que la Provincia le 
otorgó, inició oL procedimiento ante el Juez Civil y 
Comercial de Villa Mercedes, quien no tomó la infor- 
mación establecida por el art. 972 del Código de San 
Luis, ni verificó si el denunciante estaba comprendido 
entre las personas a que se refiere el art. 971, e incu- 
rriendo en grave violación de sus deberes, aceptó la 
denuncia y nombr 3 sin mus trámite curador provisorio 
de los bienes a don Livio Bina Arancibia, a quien die- 
ron fianza por el cumplimiento de sus deberes los se- 
ñores Estrada linos., comerciantes de Villa Mercedes, 
hermanos del denunciante. Bina Arancibiu se presentó 
patrocinado por su cuñado el Dr. Alberto Estrada, her- 
mano también del denunciante y a su vez concuñado 
del Jaez, Dr, Nicanor Liceda. Este ordenó el secuestro 
y depósito de todos los bienes de Vanetti, y el 13 de 
abril de 1942, a pesar de la oposición del Sr. Víoarí — 
esposo de una de las actoras — se procedió con uso de 
la fuerza pública al allanamiento del domicilio y toma 
de posesión de bienes muebles y papeles del causante, 
entregándose los inmuebles al Sr. Bina Arancibia. 

Al Ilegal* a Villa Mercedes el Dr. Amero — manda- 
tario de las aetoras — dejó fundada su protesta por el 
procedimiento e inició el juicio sucesorio correspondien- 
te. No obstante las dilaciones en los trámites y las tra- 
lwis que se les opuso, después de tres meses se les dió la 
administración, otorgándoseles un plazo brevísimo pa- 
ra traer documentos de Europa, a pesar del estado de 
guerra, bajo apercibimiento de declararse la vacancia 
de la herencia. En esa situación desfavorable, despoja- 
das de la herencia, amenazadas con pleitos, y ante el 
desconocimiento de su carácter en un ambiento hostil, 
se vieron obligadas, para evitar graves y mayores per- 
juicios, a reconocer al depositario Livio Bina Aranci- 
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lúa y a su letrado el Dr. Alberto Estrada, por el conve- 
nio que agregan, la suiaa de m$n. 8.000 en carácter de 
honorarios, pues lo» misinos no quisieron someterse a 
una regulación. Como dicho arreglo no significó aceptar 
el procedimiento que despojó a las Retoras de los bienes, 
estas iniciaron juicio sucesorio por separado, en el que 
oportnnan tente se las declaró únicas y universales he- 
rederas, carácter en el cual promueven la presente de- 
manda. La suma de m$n. 8.000 que reclaman, es parte 
del perjuicio causado por la apresurada aceptación pol- 
la Provincia de una infundada denuncia de vacancia, 
presentada con violación de la ley de fondo y forma, y 
neeptada por negligencia y omisión culpables de los fun- 
cionarios provinciales, quienes tampoco cumplieron las 
leyes, y cuyo procedimiento perjudicial para las actoras 
se continuo con la actitud del Juez que violando la ley 
prooosai y civil, dió trámite judicial a la misma. Como 
el Dr. Alíierto Estrada les ha promovido ejecución por 
|n suma de mf n. 8.000, las actoras piden también el pago 
de los gastos que ello les causa, pues entienden que el 
pngo debe hacerlo la Provincia y no ellas, a pesar de 
haber sido condenadas. 

Reclaman, además, el pago de los gastos de viajes, 
estadas en hoteles, obtención de documentos y otros 
que han realizado con motivo de la iniciación del juicio 
de herencia vacante, cuya prueba prometen producir en 
el momento oportuno y estiman en mtn. 4.000. 

Fundan su derecho o*i lo dispuesto por los arts. 
1109, 1110, 1112 y 111o del Código Civil. La provincia 
de San Luis al otorgar el mandato en violación de todos 
los principios, está en la situación prevista por el art. 
1122 del mismo Código, pues los funcionarios que la re- 
presentaron obraron por ella y la obligan, como la 
obligó el Dr. Estrada por los daños que lia causado a la* 
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actores en ejercicio del mandato qne Le confirió la Pro- 
vincia —arta. 1870, inc. 1* ; P t 1946 y concordantes del 
Código Civil. 

La responsabilidad de las provincias por actos de 
funcionarios que en el ejercicio de sus cargos obran 
con culpa o negligencia ha sido declarada por la juris- 
prudencia de la Corte, a lo cual se agregan en este caso 
razones de equidad y de justicia, y la necesidad de poner 
freno a los abusos que se cometen mediante el procedi- 
miento de iniciar como vacantes sucesiones que no lo 
son. 

Después de expresar que por haber debido iniciar 
el juicio para interrumpir la prescripción, se reservan 
el derecho de ampliar la demanda, de citar diversos ca- 
sos de jurisprudencia en apoyo de su derecho, y de fun- 
dar la competencia de la Corte en los arts. 100 de la 



las ¡ictoras solicitando que oportunamente se haga lu- 
gar* a la acción en la forma pedida. 

Que a fs. 22 don Epifanio Mora Olmedo contesta la 
demanda en representación de la provincia de Ran Luis, 
solicitando se rechace con costas. 

Niega los hechos expuestos en la demanda en cuan- 
to no los reconozca o estén plenamente prolindos en 
documentos, y en cuanto no se ajusten a Iti narración 
que por su parte hace. 

Afirma que Vanetti falleció sin dejar herederos 
públicamente conocidos, y que la circunstancia de que 
el causante viviera desde veinticinco años atrás en una 
casa extraña, sin domicilio ni casa propia o alquilada 
por carecer de familia o parientes conocidos, prueba 
la justa razón que se tuvo para suponer vacante la su- 
cesión. Cuando las autoridades practicaron el inventa- 
rio no se halló ni un solo objeto que denunciara la exis- 
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uncía <U' parientes. Agrega que su afirmación resulta, 
además, corroborada por el hecho de que el Regente 
Cónsul de Itnlia se presentó ante el Juez que entendía 
en el juicio de herencia vacante pidiendo se le designa- 
ra albacea dativo, manifestando que oí causante ha de- 
jado herederos en Italia pero sin nombrarlos, & igno- 
rando qae Vanetti tuviera sobrinos domiciliados en Lo- 
mas de Zamora, no obstante que el Cónsul y el causante 
vivían en una ciudad chica eu que existen una o dos 
sociedades italianas que ponen en contacto a todos los 
connacionales y con más razón a estos con su représen- 
la nte. 

Ia\ di'iuiiK'ia de herencia vacante hedía por el Dr. 
Angel C. Estrada mida tenía, pues, de extraño, y por 
otra parte osa actitud era lógica y beneficiosa tanto pa- 
ra los intereses de la Provincia como para los propios 
posibles herederos- El Dr. Estrada, como abogado de 
Vanetti, sabía que gran parte délos bienes de éste con- 
sistían en pagarés, en simples documentos quirografa- 
rios (pie podían desaparecer por no tener Vanetti casa 
propia ni familia conocida. El procedimiento resultó 
también justificado por haberse probado más tarde 
que los herederos transfirieron los bienes de la sucesión, 
por escritura de nueve de enero de lí>43, tratando de 
burlar los intereses do los acreedores. 

Por otni parte, las disposiciones legales que fijan 
plazos para denunciar herencias vacantes e iniciar jui- 
cios sucesorios no se refieren a casos en que no hay he- 
rederos conocidos en el lugar del deceso, y existe peli- 
gro de que los bienes queden sin resguardo o garantías 
de ser conservados, y, aun en caso de regir osos plazos, 
si la transgresión no está castigada con ninguna san- 
ción legal, y no ha causado ningún perjuicio al que des- 
pués resulta heredero y, por el contrario, se lo ha be- 
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neficiado, el acto ejecutado antes o después de los tér- 
minos legales es válido pues su nulidad no se halla es- 
tablecida por la ley ni se hiere interés legítimo alguno. 
Cuando no hay herederos conocidos rigen otras dispo- 
siciones —los arts. 971 a 974 del Código de Procedi- 
mientos Civiles— por sobre la» cuales están, además, lo* 
arts. 3540, 486, 489 y concordantes del Código Civil, que 
demuestran la corrección y legitimidad de los procedi- 
mientos seguidos por las autoridades provinciales. En 
el caso de autos no había constancia alguna de que el 
causante hubiera testado, como no la había de la exis- 
tencia de los parientes a que se refiere la ley, pues nn 
lo era el Sr. Vieari que, según las actoras, se hallaba cu 
el lucrar del fallecimiento del señor Vanetti. Tanto la ac- 
tuación del Dr. Estrada como la del Juez de la ciudad 
do Mercedes al adoptar con toda diligencia las medidas 
conducentes a asegurar los bienes del causante se lian 
ajustado a los preceptos legales mencionados y, en ver- 
dad, habría habido negligencia de su parte si no hubieran 
procedido cu la forma que las actoras impugnan. Lo 
mismo calie decir de las autoridades tidininistrutirus. 
a las que ninguna ley nacional ni provincial impone el 
procedimiento que según la demanda, debieron seguir 
y que conduciría a facilitar la desaparición de los bie- 
nes de quienes fallecieron sin dejar herederos conoci- 
dos. Los arts. 3357 y 3314 del Código Civil y los de la 
ley procesal de San Luis que citan las demandantes no 
sólo se refieren únicamente a los casos comunes y gene- 
rales en que hay herederos conocidos y por ello iio con- 
trarían las normas antes citadas sino que, además, di- 
cen todo lo contrario de lo que en la demanda se preten 
ile. El art. 3357 no impide que se inicie una sucesión 
vacante cuando no existen herederos conocidos o que 
el mismo dfn del fallecimiento se adopten las medidas 
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necesarias ¡jai» poder resguardar los intereses 
por el causante* pues expresamente las aatoriza en 
segunda pin te, y tampoco se opone a ello el art. 3314. 

Refiriéndose nuevaicnte a los hechos, el apodera- 
(U) provincial sostiene sur falso que si' haya iniciado la 
sucesión, Ijeeho el invi'iitario, nombrado el curador y 
realizado los demás trámites cw pmftmión y ánimo de 
privar de la herencia a las aetoras ni tampoco difienl- 
lundo ile alguna manera la actuación de estas o de sus 
representantes en el inicio o fuera «leí mismo, y a efecto 
de probar ln falsedad de las manifestaciones hechas 
al respecto en la demanda ofrece eomo prueba los espe- 
dientes respectivos. l>c uno de éstos resultará también 
que negaba por el Dr. Estrada la afirmación de las con- 
trarias setrún la t-iiiil el fouvenio sobre sus lionorarins 
habría si4o logrado por medios reprobables, las aetoras 
se abstuvieron de producir prueba en apoya de sus ma- 
nifestaciones, por lo que se ordenó llevar la ejecución 
adelante. 

Por toda ello; por ser la provincia ajena ai hecho 
<le que el curador haya sido patrocinado por el Dr. Al- 
berto Estrada; por no haber actuado el Dr. Angel C. 
Estrada más que bajo su responsabilidad y resultar, nde- 
inás, de los expedientes respectivos que tanto la actúa- 
eión de ellos como la del eurador y de tes funcionarios 
que intervinieron en los trámites correspondientes no 
causó perjuicio alguno a las herederas sino que las be- 
nefició, no procede responsabilizar a la provincia de- 
mandada, ¡si las aetoras, en vez de esperar la reculación 
judicial de los honorarios del Dr. Alberto Estrada op- 
taron por celebrar un convenio que sefo'm dicen las 
perjudica, a nadie sino a ellas pueden responsabilizar 
por ese acto. Y si hubiera sido suscripto merced a la 
se de hechos a los cuales habría sido 
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ajena la provincia, que en tul cuso deberían dilucidarse 
on juicio con el Dr. Estrada. 

<juo abierto ol juicio a prueba, prodííjosc la <|iu' 
indica el certificado de fs, 308, alegaron las partes a fs. 
Alti y a fs. 322, dictaminó el señor Procurador Ocneral 
a fs. 324 y dictóse a fs. 32*> la providencia de autos para 
definitiva. 



<¿uc los daños y perjuicios cuyo resarcimiento se 
demanda comprenden dos partidas; constituye la pri- 
mera el importe de los honorarios «pie les redaman los 
señores Estrada y Araneihia más los gastos qnu les 
irrogase la ejecución deducida por estos para cobrár- 
selos, y la segunda los gastos de viajes, estadías y ob- 
tención de documentos, impuestos por la iniciación del 
juicio sucesorio de herencia vacante (fs. fí vta.). 

Que sobre los honorarios aludidos por los cuales 
se les promovió ejecución las adoras suscribieron el 
pagaré a que se alude en el documento de fs. 61 y me- 
diante apoderado el escrito agregado a fs. 00 de la eje- 
cución. Aunque se admita, en hipótesis, que de las obli- 
gaciones emergentes de este conven* es responsable la 
provincia de Han Luis porque se trata de honorarios 
devengados con motivo del juicio de herencia vacante 
que por disposición de sus autoridades se habría ini- 
ciado y tramitado irregularmente, hay dos circunstan- 
cias que imponen de todos modos el rechazo de esta 
parte de la demanda. l¿i primera que no se trata de nn 
aeto realizado por ignorancia, violencia o intimidación 
según propia manifestación de las adoras en la parte 
correspondiente de la demanda (fs. 5 vta.) donde se dice 
textualmente: "En esta situación desfavorable desde 
todo punto de vista, despojadas de la herencia, amena- 
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zudas con pleitos y ante el desconocimiento de 
carácter en un ambiente hostil, pues a posar do ser ar- 
gentinas y ser argentino nuestro letrado, se nos califi- 
caba do "gringos" por el simple hecho de no vivir en 
Villa Mercedes, nos vimos obligados, para evitar graves 
y mayores perjuicios a reconocer al depositario Livio 
Bina Arancibiu y a su letrado doctor Alberto Estrada 
cu carácter de honorarios la suma do ocho mil pesos 
moneda nacional; pues los mismos no quisieron some- 
terse a una regulación ". Allanarse por esos únicos mo- 
tivos a suscribir los documentos mencionados llegando 
al extremo de declinar la garantía de una regulación 
judicial y de renunciar a las defensas interpuestas en 
la ejecución (escritos de t*s. 12(i y 130 de ella), mediando 
como medió asesorainiento letrado do las notorns, im- 
porta un reconocimiento do obligación ante el cual ce- 
don las alegaciones hechas en esta demanda para des- 
conocerlas. La segunda circunstancia es la de que todo 
lo qne se alega sobro falta de obligación de las adoras 
respecto a esos honorarios está fuera de lugar en esta 
eausr puesto que promovida como fué ejecución por 
ese importe contra las adoras era en ella o en el subsi- 
guiente juicio ordinario donde debía debatirse todo ello 
inclusive lo relativo a la responsabilidad de la provincia 
por los actos de sus autoridades que determinaron la 
intervención de Estrada y Arancibia en la sucesión repu- 
tada vacante. Se trata de un convenio de las actoras 
con estos últimos cuya validez tiene que debatirse con 
ellos y sólo en ese debate puede ventilarse regularmen- 
te la aludida responsabilidad de la provincia porque una 
de dos. o el convenio es válido y las actoras están obli- 
gadas con respecto a Estrada y Arancibía, en cuyo caso 
mal puede reclamársele a la provincia el importo que 
V»s autoras reconocieron voluntariamente deber a los 
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nombrados, o uo lo es por no haber procedido las acto- 
ras con libre voluntad, pero esto es, precisamente lo 
que no se puede dilucidar sin la participación de aquellos 
que obtuvieron a su favor el reconocimiento de cuya 
validez se trata. 

Que el derecho de las actoras al importe de la se- 
cunda partida provendría, en última instancia, según 
la demanda, de una actuación irregular de las autorida- 
des judiciales de la provincia de San Luis ante las cua- 
les tramitó la denuncia de vacancia, pues toda la preci- 
pitación atribuida a los representantes de la provincia 
en la fornializaeión de la denuncia y en la ejecución 
de los trámites ulteriores no pudo consistir en otra cosa, 
si la justicia actuó regularmente, que en hacer lo que la 
ley permitía en tales casos, de lo cual no puede seguirse 
responsabilidad (art. 1071 del Código Civil). Pero es 
que, como resulta de lo expuesto a fs. 4 vta,, 5 y 5 vta. 
de la demanda, la denuncia de vacancia y todas sus ul- 
terioridades se habrían tramitado con violación de dis- 
posiciones del Código Civil y de las leyes procesales de 
la provincia, violaciones que según las actoras fueron 
posibles porque el Juez de la causa no hizo la debida, 
oportuna y regular aplicación de las leyes pertinentes. 
Luego la decisión de este litigio requeriría el enjuicia- 
miento de la actuación del Juez provincial ante quien se 
hizo la denuncia de la herencia vacante y que dispuso los 
actos de administración y vigilancia que impugnan las 
actoras, lo cual es obviamente impropio de esta Corte, 
y no puede, por Jo demás ser objeto de un juicio civil 
de indemnización de daños puesto que importaría revi- 
sar las decisiones judiciales fuera del procedimiento 
regular que establezca para ello la pertinente legisla- 
ción adjetiva, destruyendo con ello, lisa y llanamente, 
la autoridad de la justicia. Lo cual no quiere decir que 
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laa consecuencias de una conducta irregular de los jue- 
ces sean insuseeptibles de reparación, —sobre ello no 
prejuzga el Tribunal en este acto—, sino que el camino 
elegido en esta causa es patentemente incompatible no 
sótn con el régimen constitucional de las autonomías 
provinciales (art. 105 de la Constitución) sino también 
con todo orden institucional. 

Por tanto se recbaza la demanda de fs. 1, con costas. 

Tomás I). ('asares — Fklipe S. 
Pkhkz — Luis R, Longhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
—Rodolfo G. Valeszuela. 



LOPEZ CAMELO ANDRES ts kk: "LANCSSE Y OLACI- 
REGL'l v. JORGE PHAIT" 

ABOGADO. 

Al efectuar la inscripción e» ln matrícula de abogados do 
la forte Suprema el prosecretario de fata entregara al in- 
teresado una constancia de ella. 



RESOLUCIÓN DE LA CAMARA FEDERAL 

Balna Planea, noviembre 2S de 1947. 



Y vistos : 



Desorendiíndose de las precedentes actuaciones que los in- 
conveniente* derivados de la imposibilidad de ncred.tnr el re- 
currente en la primera audiencia a que se reHere el informe 
me corre a fs S) su condi.ü.n de abogado, no puede atnbmrse 
otra cosa -píe a la necesidad del Juzgado de contar con la prue- 
fchneien'te Je tal calidad por quien la '''™¡: ™i 
cando media objeción «1 parte mteresada, de.-l.ir. se ufun- 
la nresente mioja. Erin en cuanto al conoeinnento del 
clmcreto sleiido a decisión Je este Cuerpo en ejerzo 
de la superintendencia de «pie esta investido. 
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Y surgiendo de los autos ta posible conveniencia de adop- 
tar medidas de carácter general que escapa» a la superinten- 
dencia de la Cámara y cuyo ejercicio compete a la Excnia. Su- 
prema Corte de Justicia de la Xación, elévese el presente a 
dicho Tribunal por si considera pertinente la adopción de me- 
didas para proveer a los letrados de un documento que acre- 
dite en cualquier momento que se les exija, su inscripción como 
tales en ct registro respectivo. — Benjamín de la Vega. — ¿V- 
nesiu Sourrrouñle. — Luis Gó-nzúhz Warcalde. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de diciembre de 1D47. 

Tén^nse presente y en presencia de los inconvenien- 
tes señalados por la Cámara Federal de Bahía Blanca, 
dispónesc que al efectuarse en cada caso la inscripción 
en la matrícula de ahogados que lleva esta Corte Su- 
prema, se entregue por la Prosecretaría, y por sepa- 
rado, una constancia de la 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonihíi — 
Justo L. Alvares Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



JOSE W. AGUSTI — SU PENUN'CIA 

JURJSDTCCrOX Y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. 
Intervención de la Corte Suprema. 

Aunque lu contienda de competencia se Imya trabado en- 
tre un juez federal y otro ordinario de la Capital, la Corte 
Suprema pnMé y debe declarar ta competencia de otro juez 
que realmente la tenga. 
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JURISDICCION Y COMPETKSCÍA: Competencia penal Delitos 

en particular. Varios. 

Corresponde a los tribunales de policía administrativa de 
la Capital Federal conocer en el sumario en trámite ante 
la Secretaría de Industria y Comercio con motivo de hechos 
que prima facic constituirían infracciones 11 las leyes 12.591 
v 12.830, sin perjuicio de la intervención que deba darse 
a la justicia federal en el caso de que se comprobara la 
comisión de delitos de su competencia. 



Dictamen del PnocciiAUon Gen-eral 

Suprema Corte: 

So inicia este sumario por denuncia formulada por 
un pmtieulnr ante el Agente Fiscal en lo Criminal y 
Correccional de la Capital Federal sobre maniobras 
realizadas para elevar subrepticiamente el precio de 
los productos del caucho y sus derivados (fs. 9). 

Requeridas las actuaciones administrativas que 
obran por cuerda separada, el señor Juez de Instruc- 
ción a fs. 22 de estos obrados se declaró incompetente 
a mérito de lo que disponen los arts. 19 y 20 de la ley 
12.830; 20 inc. 2' y 23 inc. 4* del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal. Pasadas las diligencias al señor 
Juez Federal, este Magistrado también se consideró 
incompetente para conocer en el asunto por cuanto, a su 
juicio, la denuneia concerniente a la Uy de Trusts 
11.210, configuraría un delito de orden común indepen- 
diente de lu violación a las leyes N* 12.591 y su comple- 
mentaria 12.830, cuyo juzgamiento corresponde a los tri- 
bunales administrativos ya instalados, cosa que no ocu- 
rría en el momento de desprenderse del sumario el Juez 
de Instrucción, como éste expresamente lo consigna en 
su sentencia de fs. 23. La contienda negativa que debe 
dirimir V. E. (art. 9, ley 4055), quedó trabada al insís- 
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tir el Juez de Instrucción en su pronunciamiento ante- 
rior (fs. 31). 

Los expedientes administrativos traídos ad effec- 
tum vidcndi, revelan la existencia de múltiples manio- 
bras en distintos puntos del país, tendientes a violar 
disposiciones que sobre la manufactura y la comerciali- 
zación del caucho contienen las precitadas leyes -n*" 
12.591 y 12.830. En efecto; el art. 6* de esta última esta- 
blece penas de multa y prisión para : 

"Toda violación a los precios máximos o mínimos 
que en virtud de esta ley se hubieren establecido; todo 
contrato o propuesta que se concierte o formule contra- 
viniendo los precios en vigor; todo ofrecimiento ges- 
tión o intervención en su transferencia; transporte ad- 
quisición o transformación en violación de la presente 
ley...; todo acto que importe acaparar, monopolizar, 
destruir, ocultar o restringir la oferta de mercadería 
u otros bienes ; negar u obstar su producción transporte 
o venta o violar las disposiciones vigentes sobre el ra- 
cionamiento, abastecimiento, uso, distribución y con- 
sumo o cualquier acto u omisión que concurra a producir 
una elevación artificiosa de los precios. . . 

Para juzgar estas infracciones la misma ley esta- 
blece en su art. 20 (Transitorio): 

"Hasta tanto se constituyan los tribunales admi- 
nistrativos federales para aplicar las disposiciones de 
esta ley, conocerán en todas las cuestiones regidas por 
la misma los tribunales de la justicia federal". 

Con posterioridad, se sancionó la ley n* 12.833, 
que ratificó y dio fuerza de ley al decreto n* 956 [46 
sobre Tribunales de Policía Administrativa y Procedi- 
mientos, la cual en su art. 1' determina la competencia 
de estos jueces ; y en el 22, legisla sobre la forma en que 
deben concluirse los sumarios administrativos en trá- 
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jniTr al tiempo de su sanción, en 'os siguientes términos : 
""Art. 1* — El juzgamiento de las infracciones a la 
Ley 12,591 y ley complementaria estará a cargo de cin- 
oo jueces en la Capital Federal. , . " 

"ArL, 22. — Las causas que actualmente se encuen- 
tran en tramite ante la Dirección de Asuntos Jurídicos 
4e ta Secretaria de Industria y Comercio, pasarán en 
«1 rítanlo en que se encuentren a los jueces creados por 
esta l^ev..,". 

A la luz de las disposiciones legales citadas, la so- 
lacen del conflicto jurisdiccional no ofrece dificultad, 
máxime cuando expresamente a fs. 19, el señor Sub-Se- 
mttrío de Industria y Comercio solicita la devolución 
áe las actuaciones *'p«ra la prosecución de la investu 
pa,-,,.» fue se está i\ alisando por intermedio de la Dt- 
wvccióm Ucnvral rfc Asuntos Jurídicos". 

Hay, pues, como se ve un sumario aún en trámite, 
«lya terminación por mandato del transcripto art. 22 
corresponde exclusivamente a los Tribunales de Policía 
Administrativa; con prescindencia de la intervención 
4e los jueces en contienda. 

>;ada olwta a esta conclusión, porque es doctrina 
áe V, K. que cu casos como el presente debe declararse 
l* competencia del juez que realmente la tiene; otro 
jwnunciamicnto distinto carecería de razón de ser (207 : 

Henso, por todo lo precedentemente expuesto, que 
eí HWmiiniín en el presente sumario corresponde co- 
iné be dicho a los Tribunales de Policía Administrativa ; 
s**rac¡ón que también se ajusta a lo dispuesto por el art. 
3* de la ley X» 12.083, últimamente sancionada (30 do 

aWil ppdo.)> 

Kn tal sentido debería ser resuelta la presente con- 
Tienda. — Bs. Aires, setiembre 16 de 1047. — Carlos G. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 30 de diciembre de 1947. 

Autos y Vistos: Considerando; 

Que, como lo pono de manifiesto el Sr. Procurador 
General en su dictamen de fs. 33 14, los hechos denun- 
ciados constituirían prima fttcie infracciones a las leyes 
12.591 y 12,830 que, con arreglo a lo dispuesto en los arts. 
1* y 22 de la loy 12.833, son de la competencia de los 
tribunales de policía administrativa a que dicha ley se 
refiere. 

Que, por consiguiente, y de acuerdo con la doctrina 
de Fallos 207, 200 ; 208, 30 y 105, corresponde a dichos 
tribunales conocer en esta causa, sin perjuicio de la in- 
tervención que deba darse a la justicia federal en el 
caso de que se comprobara la comisión de delitos que 
fueran de su competencia. 

En su mérito y por los fundamentos del precedente 
dictamen del Sr. Procurador General, declárase que el 
conocimiento de esta causa corresponde a los tribuna- 
les de policía administrativa de la Capital Federal. De- 
vuélvanse los uutos al Sr, Juez a cargo del juzgado 
de instrucción en lo Criminal n* 5 de la Capital, a sus 
efectos, con conocimiento del Sr. Juez Federal. 

Tomás D. Casabes — Luis R. 
Lojíghi — Rodolfo G. Valen- 

ZUELA. 



630 



FAUjOS de la corte suprema 



l) N. CHOQUE, LUCAS GERON Y PEDRO 
CHOQUE 



RETRO ACTIVIDAD. 

Las leyes de competencia y procedimiento son aplicables ti 
Iuh causas en trámite mientras no se afeeten actos conclui- 
do»* o se deje sin efecto lo actuado de conformidad con las 
leyes anteriores. Corresponde, por tanto, remitir al juez 
provincial respectivo la causa sobre hurto cometido en el 
territorio nacional de Los Andes que al dictarse el decreto 
9375/43 tramitaba ante el juez federal de Salta. „ 



Dicta mkx del Procurador General 

Suprema Corte: 

Resulta de este sumario que en el año 1929 ante el 
.Tuzando Federal de Salta se procesó a Pedro Choque 
y otros por el detito de hurto cometido en San Antonio 
de los Cobres, capital del Territorio Nacional de Los 
Andes, Puestos en libertad tos acusados bajo caución 
juratoria (fs. 23), el juicio estuvo naralizado desde abril 
de 1930 (fs. 23 vta.) hasta enero del corriente año, en 
que uno de los procesados solicitó sobreseimiento de- 
finitivo alegando estar proscripta la acción (fs. 24). 

Entretanto, por decreto del Poder Ejecutivo Na- 
cional N* 9.375j43 (Bol, Oficial setiembre 30¡943), se 
incorporó la localidad donde había ocurrido el delito a 
la Provincia de Salta, y ante esta situación, el Juez Fe- 
deral se consideró sin jurisdicción para seguir actuan- 
do y pasó el expediento al señor Juez en lo Penal en 
turno de Salta (fs. 25). 

Este magistrado, a mérito del dictamen fiscal en el 
cual se sostenía que como la prescripción se había pro- 
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N'' 9.375 el sobreseimiento debió dictarlo en su oportu- 
nidad el Juez Federal, también declaró su incompeten- 
cia (fs. 29), Al mantener el señor Juez de Sección su 
anterior pronunciamiento (fs, 30), ha quedado trabado 
el conflicto jurisdiccional que debe dirimir V. E, (art 
9», Ley 4.055). 

El decreto N* 9.375j43, derogó, en virtud de lo dis- 
puesto en su art. 3*, ta ley 3906, que daba jurisdicción 
al Juzgado Federal de Salta para entender en causas 
criminales por hechos ocurridos en el entonces territo- 
rio de IiOS Andes. 

Aunque el referido decreto no establece el procedi- 
miento a seguir con las causas en trámite, corresponde, 
a mi parecer, que la jurisdicción atribuida a la justicia 
provincial de Salta se ejerza, ipso-facto, respecto de 
las referidas causas. Ln nueva norma, es, en cuanto a 
la jurisdicción atañe, de orden público, y, por ende, no 
es aplicable el principio de la irretroactividad de las 
leyes. 

Esta opinión concuerda con la doctrina reiterada- 
mente aplicada por V. E. (24:432; 95:201; 207:200 y 
los allí citados) y, en su mérito, compete, a mi juicio, 
a la justicia provincial de Salta conocer en este sumario 
En tal sentido estimo que debe ser dirimida la presente 
contienda. — Bs. Aires, setiembre 30 de 1947. — Carlos 
G. Del fino. 
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Bs. Aires, 30 de diciembre de 1947. 

Con arreglo a la jurisprudencia establecida en los 
casos de los tomos 24, púg. 432 y 95, pág. 201, y a lo 
dictaminado a fs. 104 por el Sr. Procurador General, 



631 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

declárase que el Sr. Juez en lo penal de la Provincia de 
Salta es el competente para conocer en la presente can- 
sa caratulada "Expediente 19421 — Lesiones y hurto 
seguido por 'i señor Procurador Fiscal contra (Nieves 
Choquo) Lorenzo y Lucas Gerón y Pedro Choque". En 
consecuencia, remítansele los autos y hágase saber al 
Sr. Juez Federal en la forma de estilo. 

Tomas T). Casabes — Luis R. 
Longiií — Rodolfo G. Valen- 

ZUELA* 



PUÜVINCtA DE JIUUY v. LEDESMA SIKIAIÍ ESTATES 
AND REFIXIXG Co. Ltd. 

EXPROPIACION: Procedimiento. Procedimiento judicial. 

Kn las iuicios de expropian ¡mi debe evitarse el plantea- 
miento de incidentes ipie desnaturalicn su naturaleza su- 
maria. 

EXCEPCIONES; Clase», defecto UpaL 

Habiéndose subsanado la deficiencia imputada a la deman- 
da y dudo la naturaleza sumaria del juicio de expropia- 
ción debe desestimarse la excepción de defe* to legal. 

KXPROPIACIOX: Procedimiento, procedimiento judicial. 

Depositada en el inicia de expropiación la suma ofrecida 
en concepto de indemnización, el desapoderamiento puede 
ser decretado en cualquier momento y sin substanciación 
a solicitud del expropiado* «> Suez considerase justifi- 
cado el pedido. A este efecto deberá estarse, en cuanto a la 
existencia de urgencia, a la declaración administrativa ran- 
dada cu razones atendibles, y será suficiente para consi- 
derar razonable el precio ofrecido (pie éste buya stdo de- 
terminado sobre la base de trámite* previos tales que no 
hagan aparecer su monto como establecido caprichosamen- 
te. Tal conclusión no es dudo>u cuando la responsabilidad 
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del ex propiador es indiscutible como en el caso de una 
provincia. 

PRUEBA: Ofrecimiento y producción. 

Si bien la pertinencia y eficacia de las medidas de prueba 
ofrecidas por las partes debe ser objeto de consideración 
en oportunidad del fallo de la causa, procede rechazar de 
plano las que sean totalmente improcedentes o no idóneas 
para justificar los hechos discutidos. 

EXPROPIACION: Utilidad pública y calificación por Uy. 

Las cuestiones exclusivamente referentes al acierto y pro- 
piedad con que se ha ejercido la facultad privativa de de- 
clarar de utilidad pública las tierras afectadas por la ex- 
propiación no son susceptibles de controversia judicial. 
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diciembre 30 d( 

Y vista la precedente causa caratulada "Jujuy la 
Provincia contra Ledesma Sugnr Estates and Eefining 
Company Limited, sobre expropiación" para decidir 
respecto* de las cuestiones propuestas a tk 46 y 68, 

Y Considerando: 

Que no habiendo sido aceptada la propuesta for- 
mulada a fs. 73 y 75 corresponde decidir las cuestiones 
las en los autos, 
Que las deficiencias imputadas a la demanda refe- 
rentes a la extensión de la fracción a expropiar, a las 
mejoras de la misma y a la falta de presentación de la 
tasación del ingeniero Luis Raúl Piola, no subsisten 
anualmente, después de la presentación del expediente 
administrativo adjunto y de lo manifestado en los os- 
critos de fs. 25 y (12. 
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Que en talos condiciones y toda vez que dada la na- 
turaleza sumaria de ios juicios de expropiación debe 
evitarse el planteamiento de incidencias que la desna- 
turalicen —Fallos 28.175— la excepción de defecto le- 
gal debe ser desestimada. 

Que esta Corte ha declarado reiteradamente — Fa- 
llos 186,53; 199,267 y los que allí se citan — que "habién- 
dose iniciado juicio expropiatorio y depositado la suma 
ofrecida en concepto de indemnización, el desapodera- 
miento del bien afectado puede decretarse en cualquier 
momento y sin substanciación a solicitud del expropian- 
te, si el juez de la causa encontrara justificado el pedi- 
do". Es cierto que se ha añadido que al efecto debe con- 
siderarse el cumplimiento de los requisitos del art. 4 de 
la ley 189, o sea la existencia de urgencia, el depósito de 
una suma razonable y ln responsabilidad del expropia- 
dos Pero es claro que en cuanto a lo primero delw es- 
tarse a la declaración administrativa si ella aparece 
fundada en razones atendibles como en el caso ocurre 
—Fallos 105, 183; 112, 176 y otros. Y toda vez que en 
el trámite del juicio de expropiación, con arreglo a Ja ju- 
risprudencia citada no pueden intercalarse incidencias 
que la conviertan en lento y dispendioso, bastará, en 
principio, a los efectos del art, 4 de la ley 189, que el 
precio ofrecido se haya determinado sobre la base de 
trámites previos tales que su monto no aparezca csta- 
bleeid' 1 caprichosamente. Esta conclusión no es du- 
dosa cuando la responsabilidad del expropiador es in- 
discutible, como en el caso, por tratarse de una pro- 
vincia, (lábrese así el riesgo que tal procedimiento pu- 
diera ofrecer. 

Que si bien la pertinencia y eficacia de las medidas 
se prueba ofrecidas por las partes debe ser objeto de 
eonsiuoración en oportunidad del fallo de la causa — 
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Fallos 184, 272; 190, lí)2 y otros— cabe desestimar de 
plano las que sean totalmente improcedentes o no idó- 
neas para justificar los hechos discutidos. 

Que corresponde así desechar la oposición formu- 
lada en el punto II del escrito de fs. 62. La del punto III 
es en cambio procedente. Se refiere en efecto, a los ofi- 
cios pedidos a fs. 25 —cap. X t núm. 2— para que el Mi- 
nisterio de Agricultura de In Nación y el Presidente del 
Consejo Económico Nacional informen sobro la concor- 
dancia con los propósitos del Gobierno Nacional, res- 
pecto do ln preservación o intensificación de la produc- 
ción, de la destrucción de las huertas de limones y 
] jómelos y los plantíos de caña afectados por la expro- 
piación. Trátase de una cuestión ajena al juicio e in- 
susceptible de controversia judicial en cuanto es exclusi- 
vamente referente al acierto y propiedad con que se ha 
ejercido la facultad privativa de declarar do utilidad 
publica las tierras afectadas {Fallos 8ó, 30,1; 191, 424 
y otros). 

Que la recusación del perito señor Luis Raúl Piola 
no requiere ninguna decisión atento lo manifestado a 
fs. 73. 

Que no existe planteado cuestión alguna que, en el 
estado actual del juicio, haga necesario el pronuncia- 
miento del Tribunal respecto de la ¡nconstitueionalidad 
{leí decreto n* 17.020. 

En su mérito se decido : 

1') Desestimar la excepción de defecto legal 
opuesta. 

2 V ) Hacer lugar a la posesión pedida do la frac- 
ción expropiada, librándose al efecto oficio al señor 
Juez Federal de Jujuy. 

3') Desechar la oposición formulada en el punto 
II del escrito de fs. 62. 
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4*) Declarar improcedentes los oficios pedidos ¿i 
fs. 23 —cup. X, núra, 2— impugnados a fs. 62, punto 

m, 

5») Declarar improcedente cu el estado actual del 
juicio toda decisión respecto de la inconstitucioiialidad 
del decreto número 17.920. 

tí») Imponer el pago por su orden de las costas de 
la incidencia. 

7») Apercibir al doctor Manuel Vales, represen- 
tante do la demandada, por la manifiesta inoportunidad 
y la falta de consideración que importan los términos 
subrayados en azul con que inicia su exposición en el 
acta de fs. 68. los que se testarán por Secretaría. 

8*) Proveyendo a lo demás solicitado por la acto- 
ra: agregúese sin acumular el expediente administrativo 
acompañado. 

ü v ) Proveyendo n las restantes medidas de prueba 
[teditlas por ta demandada; líbrense los oficios reque- 
ridos en los puntos :í, 4, 5 y 6 del capítulo X del escrito 
de fs. 25, Imciéndose constar en el pedido en el punto 
4 la autorización conferida para intervenir en su dili- 
ífeuciamiento. Téngase como elemento de prueba la do- 
cumentación a qué se hace referencia en el punto 7*. 
10) Respecto de la designación de peritos, bá- 
saber a las partes lo dispuesto por el decreto uúm. 
32.600 de 20 de octubre del corriente año. 

Tom.w 1\ t'As.MtEs — Luis R. 
I^oxoiii — Iíoüolfo G. Valex- 

ZUKLA. 



